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PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN 

"La historia del derecho no constituye una simple cronología normativa ni una arqueología de códigos extinguidos: es el 

estudio de las condiciones bajo las cuales las comunidades humanas han legitimado el poder, la obediencia y la sanción." 

El presente Tratado de Historia del Derecho se ofrece al lector como una empresa sistemática, destinada 

a reconstruir críticamente las formas jurídico-normativas que han configurado, a lo largo de diversas 

tradiciones culturales y temporales, los fundamentos simbólicos y operativos de la normatividad. Su 

objeto no es el derecho en cuanto objeto técnico positivo, sino el derecho en cuanto estructura 

histórica de racionalidad normativa, es decir, como resultado y expresión de configuraciones 

históricas específicas de lo jurídico. Esta perspectiva implica un desplazamiento fundamental respecto 

a las aproximaciones tradicionales: no se trata de catalogar normas pretéritas como curiosidades 

arqueológicas, ni de rastrear los antecedentes remotos del derecho actual, sino de comprender cada 

formación jurídica como respuesta integral a los problemas fundamentales del orden social, la 

autoridad y la justicia en contextos históricos determinados. 

En esta perspectiva, el derecho no se presenta como unívoco ni universal en su desarrollo, sino como 

producto histórico contingente, plural en sus manifestaciones, conflictivo en sus fundamentos, y 

profundamente enraizado en las matrices culturales, religiosas y políticas de cada sociedad. Lejos de 

reducirse a una doctrina legal o a una compilación de fuentes, la historia del derecho se revela aquí 

como hermenéutica crítica del poder normativo, en tensión permanente entre la facticidad de lo 

instituido y la aspiración a la justicia. Esta tensión constitutiva atraviesa toda experiencia jurídica: entre 

la estabilidad que requiere todo orden normativo y la transformación que exige la justicia; entre la 

generalidad de la norma y la singularidad del caso; entre la autoridad del precedente y la innovación 

interpretativa; entre la clausura sistemática y la apertura al cambio social. 

La empresa que aquí se inicia parte de una convicción epistemológica fundamental: que el derecho no 

puede ser comprendido cabalmente desde una perspectiva puramente sincrónica o sistemática, sino 

que requiere de la profundidad temporal que solo la historia puede proporcionar. Pero no cualquier 

historia: no la mera sucesión cronológica de datos normativos, no el inventario erudito de instituciones 

extintas, sino una historia crítica y reflexiva que interrogue las condiciones de posibilidad del 

fenómeno jurídico, sus transformaciones estructurales, sus continuidades subterráneas, sus rupturas 

epistémicas. 

Esta historia crítica del derecho se distingue tanto del historicismo romántico —que disuelve toda 

normatividad en el flujo del devenir histórico— como del formalismo ahistórico —que pretende 

capturar la esencia inmutable del derecho en categorías atemporales—. Frente a ambos extremos, este 

Tratado propone una historización reflexiva del fenómeno jurídico: mostrar su constitución 

histórica sin reducirlo a mero epifenómeno de fuerzas extrañas; revelar su especificidad normativa sin 

abstraerlo de sus condiciones sociales de existencia. 

El método aquí empleado conjuga múltiples aproximaciones disciplinarias sin eclecticismo superficial: 

la filología jurídica para establecer con rigor el sentido de los textos normativos en sus lenguas 

originales; la historia social para reconstruir los contextos de producción y aplicación del derecho; la   
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antropología histórica para comprender las categorías culturales que subyacen a las formas jurídicas; 

la filosofía del derecho para interrogar los presupuestos conceptuales de cada sistema normativo; la 

sociología histórica para analizar las funciones sociales del derecho en diferentes formaciones 

históricas. 

Este volumen inaugural está consagrado a las civilizaciones antiguas, no en clave genealógica o 

evolutiva —como si se tratase de antecedentes imperfectos de la modernidad jurídica—, sino como 

mundos jurídicos completos, dotados de su propia lógica institucional, sus propias categorías 

normativas, y sus propias experiencias del derecho. El dharma, el maat, el ius romano arcaico o los 

códigos mesopotámicos deben ser comprendidos no como momentos prejurídicos, sino como 

configuraciones jurídico-culturales autónomas, cuya comprensión exige rigor filológico, distancia 

crítica y apertura epistemológica. 

Esta opción metodológica implica resistir activamente varias tentaciones interpretativas que han 

viciado tradicionalmente los estudios sobre el derecho antiguo. La primera es la tentación 

primitivista, que ve en las formas jurídicas antiguas meros balbuceos de una racionalidad jurídica que 

solo alcanzaría su plenitud en la modernidad occidental. Esta perspectiva, heredera del evolucionismo 

decimonónico, es incapaz de comprender la sofisticación conceptual y la eficacia social de sistemas 

jurídicos que operaban con categorías radicalmente diferentes a las nuestras. 

La segunda es la tentación orientalista, que exotiza las tradiciones jurídicas no occidentales 

convirtiéndolas en el "otro" absoluto del derecho racional occidental. Esta aproximación, 

aparentemente respetuosa de la diferencia, termina por negarles a estas tradiciones su carácter 

propiamente jurídico, relegándolas al ámbito de lo religioso, lo tradicional o lo prelógico. Contra esta 

tendencia, el presente volumen afirma el carácter plenamente jurídico de sistemas normativos como 

el dharma hindú o el fiqh islámico, sin reducirlos a variantes exóticas del modelo occidental. 

La tercera es la tentación anacrónica, que proyecta sobre el pasado categorías jurídicas modernas —

Estado, soberanía, derechos subjetivos, separación de poderes— como si fueran universales 

transhistóricos. Esta proyección no solo distorsiona la comprensión del pasado, sino que naturaliza el 

presente al hacerlo aparecer como culminación necesaria de un desarrollo teleológico. El rigor 

histórico exige, por el contrario, comprender cada formación jurídica en sus propios términos, con 

sus propias categorías, sin medirla con el rasero de conceptos que le son ajenos. 

La estructura de esta obra responde a un criterio diacrónico y comparativo, que rehúye tanto la 

teleología ilustrada del progreso normativo como el relativismo vacío. Se reconoce aquí que toda 

forma jurídica encarna una respuesta concreta a las aporías de la convivencia, del poder, del conflicto 

y del castigo; y que toda historia del derecho es, en última instancia, una historia de los modos en 

que el ser humano ha imaginado, justificado y limitado la violencia institucionalizada. 

El criterio diacrónico no implica una concepción lineal del tiempo histórico. Las transformaciones 

jurídicas no siguen una lógica evolutiva simple, sino que proceden por estratificaciones complejas, 

donde elementos de diferentes épocas coexisten, se superponen, entran en tensión. El derecho 

romano del período imperial, por ejemplo, no sustituye simplemente al derecho arcaico, sino que lo 
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integra selectivamente, lo reinterpreta, lo transforma sin eliminarlo completamente. De manera similar, 

la recepción del derecho romano en la Europa medieval no es una simple importación, sino una 

apropiación creativa que genera formas jurídicas nuevas e híbridas. 

El criterio comparativo, por su parte, no busca establecer jerarquías valorativas entre diferentes 

tradiciones jurídicas, sino iluminar por contraste las especificidades de cada una. La comparación 

entre el sistema de precedentes del common law y la codificación continental no tiene por objeto 

determinar cuál es superior, sino comprender cómo diferentes tradiciones han respondido de manera 

diversa a problemas similares. De igual modo, la comparación entre concepciones occidentales y no 

occidentales del derecho busca ampliar nuestro horizonte de comprensión, mostrando que las 

categorías jurídicas que consideramos evidentes son en realidad opciones culturales específicas. 

Esta doble perspectiva —diacrónica y comparativa— permite evitar tanto el eurocentrismo jurídico 

que ha dominado tradicionalmente la disciplina, como el relativismo cultural que renuncia a toda 

posibilidad de comprensión transcultural. El derecho, en todas sus manifestaciones históricas, 

responde a problemas humanos fundamentales: cómo organizar la convivencia, cómo resolver 

conflictos, cómo distribuir recursos escasos, cómo legitimar la autoridad, cómo limitar el poder. Pero 

las respuestas a estos problemas han sido enormemente diversas, y esa diversidad constituye la riqueza 

del patrimonio jurídico de la humanidad. 

El estudio del derecho antiguo no es, en este marco, un ejercicio de anticuariado erudito, sino una 

operación hermenéutica fundamental para comprender la naturaleza misma del fenómeno jurídico. 

Al confrontarnos con formas de juridicidad radicalmente diferentes a las nuestras, el derecho antiguo 

nos obliga a cuestionar nuestros presupuestos más básicos sobre qué es el derecho, cómo funciona, 

para qué sirve. 

Consideremos, por ejemplo, el concepto egipcio de maat, que el presente volumen analiza en 

profundidad. Maat no es simplemente "justicia" en el sentido moderno, sino un principio cósmico-

normativo que articula simultáneamente el orden del universo, la legitimidad del poder faraónico y las 

normas de conducta social. No existe aquí la separación moderna entre derecho y religión, entre norma 

jurídica y orden cósmico, entre legitimidad política y armonía universal. ¿Significa esto que los egipcios 

carecían de derecho propiamente dicho? Solo si adoptamos una definición estrecha y etnocéntrica de 

lo jurídico. Si, por el contrario, entendemos el derecho como el conjunto de dispositivos normativos 

mediante los cuales una sociedad organiza el poder y regula los conflictos, entonces maat es plenamente 

jurídico, aunque opere con categorías diferentes a las nuestras. 

Similar reflexión merece el dharma en las tradiciones índicas. No es meramente "deber religioso" ni 

"ley natural", sino un concepto complejo que articula dimensiones que el pensamiento occidental ha 

tendido a separar: lo jurídico y lo ético, lo cósmico y lo social, lo descriptivo y lo prescriptivo. Los 

textos del dharmaśāstra contienen regulaciones detalladas sobre contratos, propiedad, familia, 

procedimientos judiciales, pruebas, penas. Pero estas regulaciones están insertas en una visión 

comprehensiva del orden social que incluye consideraciones sobre el karma, las castas, los ciclos 

cósmicos. Nuevamente, solo una visión estrecha de lo jurídico podría negar el carácter jurídico de esta 

tradición normativa. 
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El Tratado se articula en una serie de tomos que recorren con amplitud crítica las distintas tradiciones 

jurídicas —occidentales y no occidentales— desde una perspectiva integradora y rigurosamente 

histórica. Cada capítulo ha sido concebido como una unidad investigativa autónoma, provista de 

aparato crítico, fuentes primarias y referencias bibliográficas actualizadas, con el propósito de ofrecer 

una herramienta de alta exigencia tanto para la docencia universitaria como para la investigación 

especializada. 

La organización interna de cada tomo sigue una estructura sistemática que facilita tanto la lectura 

continua como la consulta específica: 

1. Contexto histórico-cultural: Cada sección se abre con una reconstrucción del marco civilizacional 

en el que emerge y se desarrolla cada tradición jurídica. No se trata de un mero "telón de fondo", sino 

de mostrar las conexiones profundas entre formas jurídicas y matrices culturales, entre instituciones 

normativas y estructuras sociales, entre categorías jurídicas y cosmovisiones. 

2. Fuentes del derecho: Análisis crítico de los textos normativos, doctrinales y jurisprudenciales de 

cada tradición, con especial atención a los problemas de transmisión textual, autenticidad, datación e 

interpretación. Se incluyen traducciones de textos fundamentales, muchos de ellos inéditos en español, 

siempre a partir de las lenguas originales y con aparato filológico. 

3. Instituciones jurídicas: Estudio sistemático de las principales instituciones de cada sistema 

jurídico: formas de gobierno y administración de justicia, régimen de personas y familia, propiedad y 

obligaciones, delitos y penas, procedimientos y pruebas. El análisis evita la mera descripción para 

interrogar la lógica interna de cada institución y sus funciones sociales. 

4. Conceptos fundamentales: Exploración de las categorías conceptuales básicas de cada tradición 

jurídica, mostrando tanto su especificidad cultural como sus eventuales resonancias transculturales. Se 

presta especial atención a los problemas de traducción conceptual y a los riesgos de proyección 

anacrónica. 

5. Prácticas jurídicas: Más allá de las normas formales, cada sección examina las prácticas efectivas 

del derecho: cómo se administraba justicia, cómo se redactaban contratos, cómo se ejecutaban las 

penas, cómo se formaban los juristas. Esta dimensión práctica es esencial para comprender el derecho 

como fenómeno social vivo. 

6. Legado y transformaciones: Cada tradición jurídica se examina no como sistema cerrado, sino en 

sus transformaciones históricas, sus influencias sobre otras tradiciones, sus pervivencias y mutaciones. 

Se evita tanto la visión esencialista de tradiciones inmutables como la disolución de toda especificidad 

en un flujo amorfo de influencias. 

Asumo la dirección de esta obra con plena conciencia de los desafíos teóricos y metodológicos que 

entraña todo proyecto de historia jurídica universal. La pretensión de abarcar la totalidad de las 

experiencias jurídicas humanas puede parecer desmesurada en una época de especialización extrema. 

Sin embargo, considero que la fragmentación del conocimiento histórico-jurídico en compartimentos 
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estancos —historia del derecho romano, historia del derecho indiano, historia del common law, etc.— 

ha empobrecido nuestra comprensión del fenómeno jurídico en su complejidad y diversidad. 

El primer desafío es lingüístico y filológico. Una historia universal del derecho exige trabajar con 

fuentes en lenguas muertas y vivas de las más diversas familias: semíticas (acadio, hebreo, árabe), 

indoeuropeas (sánscrito, griego, latín, lenguas germánicas), sino-tibetanas (chino clásico), y muchas 

otras. Ningún investigador individual puede dominar tal diversidad lingüística. La solución adoptada 

ha sido combinar el trabajo directo con fuentes en lenguas que domino con la colaboración de 

especialistas en otras tradiciones y el uso crítico de traducciones académicas fiables, siempre señalando 

las mediaciones y sus límites. 

El segundo desafío es conceptual y categorial. ¿Cómo evitar la imposición de categorías occidentales 

modernas sobre realidades jurídicas que se articularon con conceptos completamente diferentes? 

¿Cómo traducir nociones jurídicas entre sistemas conceptuales inconmensurables? La estrategia 

adoptada combina el rigor filológico en la comprensión de los conceptos en sus lenguas originales con 

un esfuerzo hermenéutico por encontrar equivalencias funcionales, siempre provisionales y abiertas a 

revisión. 

El tercer desafío es ideológico y político. Toda historia del derecho está atravesada por opciones 

valorativas, explícitas o implícitas. La pretensión de neutralidad absoluta es no solo imposible sino 

indeseable: oculta las opciones bajo el manto de una falsa objetividad. Este Tratado asume 

explícitamente una perspectiva crítica, atenta a las relaciones entre derecho y poder, sensible a las 

exclusiones y violencias legitimadas jurídicamente, comprometida con una comprensión 

emancipadora del fenómeno jurídico. 

Quiera este tratado contribuir, aunque sea mínimamente, a la renovación de los estudios histórico-

jurídicos, a la reactivación de la conciencia histórica del derecho, y a la formación de una mirada más 

compleja y más lúcida sobre las condiciones históricas del poder normativo. Pero más allá de estos 

objetivos académicos, este proyecto alberga una ambición ético-política más profunda: contribuir a la 

desnaturalización del presente jurídico y a la ampliación del horizonte de lo jurídicamente 

posible. 

Vivimos en un momento de crisis profunda de los paradigmas jurídicos heredados de la modernidad. 

El Estado-nación como marco exclusivo de producción normativa es desafiado por la globalización y 

las reivindicaciones de autonomía local. El antropocentrismo jurídico es cuestionado por la crisis 

ecológica y los movimientos por los derechos de la naturaleza. El individualismo posesivo del derecho 

privado moderno es confrontado por demandas de justicia distributiva y reconocimiento de derechos 

colectivos. La racionalidad formal del derecho es desafiada por reivindicaciones de justicia material y 

pluralismo jurídico. 

En este contexto, la historia del derecho adquiere una relevancia renovada. No como refugio 

nostálgico en un pasado idealizado, sino como repertorio de experiencias jurídicas alternativas 

que pueden inspirar la imaginación jurídica del presente. El estudio del derecho antiguo nos recuerda 

que han existido formas de propiedad no individualista, concepciones no antropocéntricas del sujeto 
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jurídico, modos de resolución de conflictos no centrados en la adjudicación judicial, formas de 

legitimidad no basadas en la soberanía estatal. 

No se trata, por supuesto, de importar mecánicamente instituciones del pasado. El comercio jurídico 

de la antigua Babilonia no puede ser modelo para la economía global contemporánea. Pero el estudio 

histórico puede liberar la imaginación jurídica de las constricciones del presente, mostrando que lo 

que consideramos necesario es en realidad contingente, que lo que parece natural es históricamente 

construido, que lo que se presenta como único posible es una opción entre otras. 

Este Tratado se dirige a múltiples audiencias con intereses diversos pero convergentes. En primer 

lugar, a los estudiantes de derecho, para quienes la perspectiva histórica puede proporcionar la 

distancia crítica necesaria para no naturalizar el orden jurídico vigente. El estudiante que conoce la 

historicidad del derecho está mejor preparado para comprenderlo, criticarlo y, eventualmente, 

transformarlo. 

En segundo lugar, a los investigadores y docentes de historia del derecho, derecho comparado, 

antropología jurídica, sociología del derecho y disciplinas afines. Para ellos, este Tratado aspira a ser 

una herramienta de trabajo, un estado de la cuestión actualizado, una plataforma para investigaciones 

ulteriores. Lejos de pretender cerrar los debates, busca abrirlos y profundizarlos. 

En tercer lugar, a los juristas prácticos —jueces, abogados, notarios, funcionarios— que quieran 

comprender mejor el sistema jurídico en el que operan mediante el contraste con otras experiencias 

históricas. La perspectiva histórica puede enriquecer la práctica jurídica al mostrar que las soluciones 

técnicas actuales no son las únicas posibles y que muchos problemas aparentemente nuevos tienen 

precedentes históricos ilustrativos. 

En cuarto lugar, a los ciudadanos interesados en comprender críticamente el orden jurídico que los 

gobierna. En sociedades democráticas, la cultura jurídica no puede ser monopolio de especialistas. Los 

ciudadanos necesitan comprender el derecho no solo para cumplirlo, sino para evaluarlo, criticarlo y 

participar en su transformación. La historia del derecho puede contribuir a esta alfabetización jurídica 

crítica. 

Finalmente, este Tratado se dirige a todos aquellos que, desde diversas disciplinas y perspectivas, 

trabajan por la justicia social y la transformación emancipadora del derecho. Activistas de 

derechos humanos, movimientos sociales, organizaciones indígenas, colectivos feministas, defensores 

ambientales: todos ellos encontrarán en la historia del derecho tanto ejemplos de cómo el derecho ha 

sido instrumento de dominación como experiencias de resistencia y transformación jurídica desde 

abajo. 

El presente volumen inaugural, dedicado a las civilizaciones antiguas, se organiza en secciones que 

abordan las principales tradiciones jurídicas de la antigüedad, entendiendo por tales aquellas que 

desarrollaron sistemas normativos complejos, institucionalizados y reflexivos: 

Cada capítulo mantiene una estructura consistente que facilita tanto la lectura continua como la 

consulta específica, incluyendo análisis de fuentes primarias (con traducciones cuando es necesario), 
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reconstrucción del contexto histórico-social, examen de las instituciones jurídicas fundamentales, 

exploración de los conceptos jurídicos clave, y evaluación crítica del legado e influencia de cada 

tradición. 

Con este primer volumen se inaugura un proyecto ambicioso: ofrecer una historia crítica y 

comprehensiva del derecho desde sus primeras manifestaciones hasta el presente. No se trata de una 

empresa cerrada o definitiva —ninguna obra histórica puede serlo— sino de una contribución al 

diálogo continuo sobre el sentido, los límites y las posibilidades del derecho en las sociedades humanas. 

Invito al lector a aproximarse a estas páginas no como repositorio de datos sobre el pasado, sino como 

ejercicio de pensamiento histórico-crítico sobre el fenómeno jurídico. Que el encuentro con 

formas jurídicas distantes en el tiempo y el espacio sirva para iluminar, por contraste, las características 

de nuestro propio orden jurídico. Que el conocimiento de cómo otros pueblos han resuelto los 

problemas fundamentales de la convivencia normada inspire reflexiones sobre cómo podríamos 

resolver mejor los nuestros. 

El derecho antiguo no es letra muerta. En sus textos normativos, en sus procedimientos judiciales, en 

sus categorías conceptuales, late todavía la experiencia humana fundamental de intentar construir un 

orden justo. Que fracasaran con frecuencia —como fracasamos nosotros— no disminuye el valor de 

su esfuerzo ni la relevancia de su legado. Al contrario: sus éxitos parciales y sus fracasos instructivos 

forman parte del patrimonio común de la humanidad en su búsqueda siempre renovada de justicia. 

Este Tratado es, en última instancia, una apuesta por el valor del conocimiento histórico en un mundo 

obsesionado con el presente inmediato. Contra la amnesia institucionalizada de nuestra época, la 

historia del derecho reivindica la memoria como condición de la crítica y la crítica como condición de 

la transformación. Solo conociendo cómo el derecho ha sido podemos imaginar cómo podría ser. 

Que estas páginas contribuyan, aunque sea modestamente, a mantener viva la llama de la reflexión 

crítica sobre el derecho. Que ayuden a formar juristas más cultos, ciudadanos más críticos, sociedades 

más conscientes de la historicidad de sus instituciones. Que el diálogo con el pasado jurídico de la 

humanidad nos ayude a construir un futuro más justo. 

Mauricio Ochoa Urioste y Claude AI 

Atlántida, Uruguay, 8 de julio de 2025. 
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INTRODUCCIÓN GENERAL AL TRATADO DE HISTORIA DEL DERECHO 

I. PROLEGÓMENOS A UNA CIENCIA HISTÓRICA DEL DERECHO 

La Rechtsgeschichte como ruptura epistemológica 

"Die Rechtsgeschichte ist weder eine Hilfswissenschaft der Dogmatik noch ein Museum vergangener Rechtsordnungen, 

sondern die kritische Rekonstruktion der Bedingungen, unter denen sich Normativität als kulturelle Erfahrung der 

Macht konstituiert hat" — así podría formularse, parafraseando la tradición alemana, el programa de una 

historia del derecho que se conciba como ciencia autónoma y crítica. 

El presente Tratado se inscribe deliberadamente en la tradición de la Rechtsgeschichte, entendida no como 

crónica de legislaciones pretéritas ni como arqueología erudita de sistemas normativos extinguidos, 

sino como empresa científica destinada a interrogar las condiciones de posibilidad, las lógicas internas 

y las funciones de poder de las formaciones jurídicas a través del tiempo. Esta perspectiva implica una 

ruptura epistemológica fundamental con las concepciones que reducen la historia del derecho a mero 

apéndice de la dogmática jurídica o a colección anticuaria de curiosidades normativas. 

La emergencia de la Rechtsgeschichte como disciplina científica en el siglo XIX no fue un acontecimiento 

meramente académico, sino que se forjó en el contexto de profundas transformaciones políticas y 

culturales. La fragmentación jurídica del espacio germánico, la recepción tardía del derecho romano, 

la tensión entre particularismo y universalismo, crearon las condiciones para que surgiera una reflexión 

histórica sobre el fenómeno jurídico que trascendiera la mera exégesis de textos normativos. Friedrich 

Carl von Savigny, figura fundacional de esta tradición, no actuó en el vacío: su intervención se situó 

en el fragor del debate sobre la codificación, donde se jugaba no solo el futuro del derecho alemán, 

sino la comprensión misma de la naturaleza del fenómeno jurídico. 

El momento fundacional: Savigny y la historicidad del derecho 

La polémica entre Thibaut y Savigny en 1814 marca el Gründungsmoment de la historia científica del 

derecho. Anton Friedrich Justus Thibaut, imbuido del espíritu ilustrado y del modelo napoleónico, 

abogaba por un código civil único para Alemania que superara el "mare magnum de disposiciones 

desordenadas" del derecho germánico. Su propuesta se fundaba en la creencia racionalista de que un 

sistema normativo claro, derivado de principios universales de razón, podría ser construido ex nihilo 

por el legislador. 

La respuesta de Savigny en Vom Beruf unsrer Zeit für Gesetzgebung und Rechtswissenschaft constituyó más 

que un rechazo coyuntural: fue el manifiesto de una nueva epistemología jurídica. El derecho, 

argumentó Savigny, no es producto artificial de la voluntad legislativa, sino manifestación orgánica del 

Volksgeist. Como el lenguaje, las costumbres o la constitución política, el derecho emerge de la 

conciencia común (gemeinsames Bewusstsein) de un pueblo, desarrollándose según una "necesidad 

interna" (innere Notwendigkeit) que refleja su vida histórica. 

Esta concepción, profundamente influida por el romanticismo y su reacción contra el universalismo 

abstracto de la Aufklärung, invierte la jerarquía tradicional de las fuentes: la costumbre, expresión 
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directa del espíritu popular, precede ontológicamente a la ley, que en el mejor de los casos declara un 

derecho ya existente. La codificación, desde esta perspectiva, no solo era prematura —la ciencia 

jurídica alemana carecía aún de la madurez necesaria— sino conceptualmente errónea, pues al fijar el 

derecho en un texto estático amenazaba con asfixiar su desarrollo orgánico. 

La aporía del Juristenrecht 

Sin embargo, el pensamiento savigniano encierra una tensión constitutiva que marcará todo el 

desarrollo posterior de la Rechtsgeschichte. Si bien el derecho nace espontáneamente en la conciencia 

popular, con el progreso de la civilización y la complejización social, adquiere un carácter técnico que 

escapa al conocimiento directo del pueblo. En esta fase, el Juristenstand asume la tarea de su desarrollo 

y formulación científica. 

La Rechtswissenschaft adquiere así una doble función: por un lado, una tarea histórico-filológica de 

reconstrucción del derecho en su forma genuina —empresa a la que Savigny dedicó su monumental 

Geschichte des römischen Rechts im Mittelalter—; por otro, una tarea sistemática de organización del material 

histórico-positivo en un sistema conceptual coherente, proyecto que culminaría en el System des heutigen 

römischen Rechts. 

Esta dualidad revela la aporía fundamental del proyecto savigniano: la tensión irresoluble entre la 

historicidad radical del derecho y las exigencias de sistematización científica. El énfasis en la 

construcción conceptual, llevado al extremo por la Pandectística, condujo a la Begriffsjurisprudenz, donde 

la derivación lógica desde conceptos abstractos terminó por suplantar el análisis histórico-social. 

Paradójicamente, la rebelión contra la abstracción iusnaturalista dio nacimiento a una nueva forma de 

abstracción dogmático-conceptual. 

II. GENEALOGÍA Y DESARROLLO DE LA RECHTSGESCHICHTE 

De la Escuela Histórica a la historia crítica del derecho 

El desarrollo de la Rechtsgeschichte después de Savigny puede leerse como una serie de intentos por 

resolver esta aporía fundamental. La evolución de la disciplina revela una progresiva toma de 

conciencia de sus propios presupuestos metodológicos y una ampliación constante de su campo de 

investigación. 

Gustav Hugo, precursor frecuentemente olvidado, había ya establecido las bases para una 

consideración evolutiva del derecho romano que atendiera a sus transformaciones históricas. Su 

Lehrbuch der Geschichte des römischen Rechts (1790) anticipaba muchos de los temas que Savigny 

desarrollaría, pero con un enfoque más empírico y menos romántico. 

Otto von Gierke representa un momento crucial en esta evolución. Su monumental Das deutsche 

Genossenschaftsrecht no solo recupera una tradición jurídica germánica alternativa al individualismo 

romanista, sino que desarrolla una metodología que integra el análisis jurídico con la historia social y 

económica. La teoría de Gierke sobre la personalidad jurídica de las corporaciones 
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(Genossenschaftstheorie) demuestra cómo la investigación histórica puede iluminar problemas dogmáticos 

contemporáneos. 

La renovación metodológica del siglo XX 

El siglo XX trajo consigo una profunda renovación metodológica de la Rechtsgeschichte. La influencia 

de las ciencias sociales, particularmente de la sociología weberiana, transformó la comprensión del 

fenómeno jurídico histórico. 

Georg Dahm, Franz Wieacker y Helmut Coing representan diferentes respuestas a los desafíos 

metodológicos de su tiempo. Wieacker, en su Privatrechtsgeschichte der Neuzeit, logra una síntesis magistral 

entre el análisis de las transformaciones doctrinales y el estudio de los contextos socio-económicos. 

Su concepto de "estilo jurídico" (Rechtsstil) permite captar la unidad cultural de una época sin caer en 

generalizaciones abstractas. 

Michael Stolleis marca un nuevo hito con su Geschichte des öffentlichen Rechts in Deutschland. Su obra no 

solo desplaza el foco del derecho privado al público, sino que desarrolla una metodología que concibe 

la historia del derecho como parte integral de la historia cultural (Kulturgeschichte). El derecho público 

no es visto como mero aparato normativo del Estado, sino como expresión de las formas de 

legitimación del poder y de las tecnologías de gobierno. 

La perspectiva crítica italiana: Paolo Grossi 

La contribución italiana a la renovación de la Rechtsgeschichte merece especial atención. Paolo Grossi, 

desde su cátedra florentina, ha desarrollado una crítica radical a lo que denomina la "mitología jurídica 

de la modernidad". Su obra L'ordine giuridico medievale no es solo una reconstrucción histórica, sino una 

deconstrucción sistemática del monismo jurídico estatal. 

Grossi demuestra la existencia de un "derecho sin Estado" (diritto senza Stato) en el Medievo, donde el 

pluralismo jurídico no era anomalía sino normalidad. El derecho brotaba "desde abajo" (dal basso), de 

la facticidad social: de la tierra, las costumbres comunitarias, los estatutos corporativos, la ciencia de 

los juristas. Esta perspectiva tiene implicaciones revolucionarias para pensar el presente, especialmente 

en contextos poscoloniales donde el pluralismo jurídico es realidad cotidiana. 

El giro lingüístico y cultural 

Las últimas décadas han visto la incorporación de perspectivas provenientes del giro lingüístico y 

cultural. Yan Thomas, con su análisis de las "ficciones" y "operaciones" del derecho romano, muestra 

cómo el derecho no refleja una realidad preexistente sino que la constituye performativamente. Sus 

estudios sobre la construcción jurídica de la persona y la cosa revelan el carácter artificial y contingente 

de categorías que el pensamiento jurídico moderno naturaliza. 

III. EL DERECHO COMO ESTRUCTURA HISTÓRICA DE SENTIDO 

Más allá del positivismo y del naturalismo 
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La concepción del derecho como "estructura histórica de sentido" (historische Sinnstruktur) que 

fundamenta este Tratado supera la estéril oposición entre positivismo y iusnaturalismo. El derecho no 

es ni pura facticidad normativa ni emanación de principios metafísicos, sino configuración histórica 

de sentido que articula las formas de comprensión y ordenación de la experiencia social. 

Esta perspectiva se nutre de la hermenéutica filosófica, particularmente de la noción gadameriana de 

"historia efectual" (Wirkungsgeschichte). Todo acto de comprensión jurídica está mediado por la 

tradición, por el conjunto de interpretaciones y prácticas que constituyen el horizonte desde el cual el 

derecho se hace inteligible. Pero esta mediación no es pasiva: implica una apropiación activa, una 

"fusión de horizontes" entre el intérprete presente y el texto pasado. 

El derecho como ordenamiento concreto 

Carl Schmitt, pese a su compromiso político execrable, ofreció intuiciones valiosas sobre la naturaleza 

del orden jurídico. Su concepto de "ordenamiento concreto" (konkrete Ordnung) capta algo esencial: el 

derecho no es un sistema de normas abstractas superpuestas a la realidad social, sino la forma misma 

en que una comunidad se ordena y comprende su ordenación. 

Sin embargo, a diferencia de Schmitt, no concebimos este orden como emanación de una decisión 

soberana, sino como sedimentación histórica de prácticas, conflictos y consensos. El derecho es el 

precipitado normativo de la experiencia histórica de una comunidad, cristalización siempre provisional 

de sus formas de vida. 

Temporalidad y normatividad 

La historicidad del derecho no significa mero cambio en el tiempo, sino constitución temporal 

específica. Cada orden jurídico articula una particular relación con el pasado (precedente, tradición), 

el presente (vigencia, aplicación) y el futuro (expectativas, seguridad jurídica). 

El derecho romano, con su elaborada casuística y su respeto por el mos maiorum, construye una 

temporalidad acumulativa donde el pasado pesa decisivamente sobre el presente. El derecho 

revolucionario moderno, con su pretensión de ruptura radical y refundación ex novo, instaura una 

temporalidad de la discontinuidad. El common law, con su doctrina del precedente, articula una 

temporalidad evolutiva donde el cambio se produce mediante reinterpretación continua. 

IV. EL DERECHO COMO TECNOLOGÍA SOCIAL Y LENGUAJE 

INSTITUCIONALIZADO 

La dimensión tecnológica del derecho 

Concebir el derecho como "tecnología social" implica reconocer su carácter de dispositivo que no solo 

regula sino que produce realidad social. Esta perspectiva, deudora de los análisis foucaultianos sobre 

las "tecnologías de poder", permite superar la visión del derecho como mera superestructura o reflejo 

de relaciones sociales preexistentes. 
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El derecho es tecnología en un sentido preciso: conjunto articulado de procedimientos, instrumentos 

y saberes orientados a la producción de efectos específicos. La forma-proceso, la forma-contrato, la 

forma-ley, no son meros recipientes de contenidos normativos, sino dispositivos que configuran las 

relaciones sociales según lógicas determinadas. 

Procedimientos y rituales jurídicos 

Los procedimientos jurídicos —desde el proceso judicial hasta el procedimiento legislativo— no son 

simples medios para alcanzar decisiones, sino tecnologías de producción de verdad y legitimidad. El 

proceso judicial, con sus rituales de interrogatorio, prueba y sentencia, no descubre una verdad 

preexistente sino que la construye según reglas específicas. 

Michel Foucault, en sus conferencias sobre "La verdad y las formas jurídicas", mostró brillantemente 

cómo diferentes formas procesales —la prueba ordálica, la indagación (enquête), el examen— 

corresponden a diferentes regímenes de verdad y poder. La historia del derecho debe atender no solo 

a las normas sustantivas sino a estas tecnologías procedimentales que determinan qué puede ser dicho 

como verdadero en el campo jurídico. 

El derecho como lenguaje especializado 

La dimensión lingüística del derecho trasciende la mera consideración técnica. El derecho constituye 

un "lenguaje institucionalizado" con características específicas que lo diferencian tanto del lenguaje 

ordinario como de otros lenguajes especializados. 

Pierre Bourdieu ha analizado magistralmente cómo el lenguaje jurídico opera una serie de 

transformaciones sobre los conflictos sociales: neutralización mediante la despersonalización, 

universalización mediante la abstracción, naturalización mediante la forma lógica. El "efecto de 

derecho" (effet de droit) no deriva solo de la coacción estatal sino de esta alquimia simbólica que 

transforma intereses particulares en normas universales. 

Gramática, semántica y pragmática jurídicas 

El análisis del derecho como lenguaje debe distinguir tres niveles: 

La gramática jurídica establece las reglas de formación de enunciados normativos válidos. No 

cualquier formulación puede adquirir fuerza jurídica: debe satisfacer requisitos formales, ser emitida 

por autoridades competentes, insertarse coherentemente en el sistema. Esta gramática varía 

históricamente: lo que en el derecho romano requería formas solemnes, en el derecho moderno puede 

expresarse mediante cláusulas generales. 

La semántica jurídica concierne al campo de significaciones. Los conceptos jurídicos —propiedad, 

contrato, delito— no poseen significado natural sino que lo adquieren dentro de redes conceptuales 

históricamente específicas. La historia del derecho debe rastrear estas mutaciones semánticas: cómo 

el dominium romano difiere de la propiedad moderna, cómo el contractus se transforma en contrato. 
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La pragmática jurídica atiende a los usos concretos del lenguaje jurídico, su dimensión performativa. 

Los actos jurídicos no describen realidades sino que las constituyen: la sentencia no constata la 

culpabilidad sino que la declara, el contrato no refleja un acuerdo sino que lo crea jurídicamente. 

V. LAS FORMAS JURÍDICAS Y SU HISTORICIDAD 

La noción de forma jurídica 

Las "formas jurídicas" (Rechtsformen) constituyen las modalidades específicas mediante las cuales el 

derecho se manifiesta y opera en cada contexto histórico. No son meros recipientes neutros de 

contenido normativo, sino configuraciones que determinan qué puede ser juridificado y cómo. 

La ley, la costumbre, la sentencia, el contrato, el privilegio, el edicto, la constitución, no son 

simplemente diferentes fuentes del derecho, sino formas que implican distintas concepciones de la 

normatividad, la autoridad y la legitimidad. Cada forma porta consigo una específica economía del 

poder, una particular distribución de la capacidad normativa. 

Arqueología de las formas jurídicas fundamentales 

La ley (lex, Gesetz, loi) emerge históricamente como forma asociada al poder político centralizado. Su 

genealogía revela una progresiva abstracción: de las leges romanas, vinculadas a contextos específicos, 

a la ley moderna como norma general y abstracta. Esta evolución no es mero perfeccionamiento 

técnico sino transformación en la concepción misma del poder normativo. 

La costumbre representa una forma radicalmente distinta. No emana de un acto de voluntad 

identificable sino de la reiteración de prácticas sociales. Su legitimidad no deriva de la autoridad que la 

dicta sino de su arraigo en la conciencia colectiva. La tensión histórica entre ley y costumbre no es 

técnica sino política: expresa conflictos sobre la fuente legítima del derecho. 

La sentencia judicial como forma jurídica implica la mediación de un tercero investido de autoridad 

para resolver conflictos mediante la aplicación de normas preexistentes. Pero la sentencia nunca es 

mera aplicación mecánica: implica interpretación, creación jurídica. La historia de la función judicial 

es la historia de esta tensión entre aplicación y creación. 

El contrato, forma jurídica por excelencia del derecho privado moderno, presupone sujetos 

autónomos capaces de autorregular sus relaciones. Su centralidad en el orden burgués no es casual: 

expresa la hegemonía de las relaciones mercantiles y la ficción de la igualdad formal. 

Historicidad y transformación de las formas 

Las formas jurídicas no son eternas ni inmutables. Nacen, se transforman, entran en crisis, desaparecen 

o se metamorfosean. La historia del derecho debe atender a estos procesos de emergencia, 

consolidación y mutación. 

El privilegio medieval, por ejemplo, forma jurídica central del orden estamental, deviene incompatible 

con el principio moderno de igualdad ante la ley. Pero no desaparece simplemente: se transforma en 

otras formas de excepcionalidad jurídica (inmunidades diplomáticas, fueros especiales). 
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La constitución, forma jurídica característica de la modernidad política, emerge de la confluencia de 

tradiciones diversas: los pactos medievales, el contractualismo filosófico, la experiencia revolucionaria. 

Su consolidación como forma jurídica suprema expresa la nueva configuración del poder político. 

VI. EL DERECHO COMO RÉGIMEN DE VISIBILIDAD Y PRODUCCIÓN DE 

SUBJETIVIDAD 

Regímenes de visibilidad jurídica 

El derecho no solo regula conductas preexistentes sino que instituye "regímenes de visibilidad" que 

determinan qué aspectos de la realidad social devienen jurídicamente relevantes. Esta función de 

visibilización/invisibilización es constitutiva del orden jurídico. 

El derecho de familia tradicional, por ejemplo, hacía invisible la violencia doméstica, considerándola 

asunto privado fuera del alcance de la intervención jurídica. El reconocimiento jurídico de esta 

violencia no es simple ampliación del derecho sino reconfiguración del régimen de visibilidad que 

separa lo público de lo privado. 

De manera similar, el derecho laboral emerge cuando las relaciones de trabajo, antes invisibles para el 

derecho civil que las subsumía bajo el arrendamiento de servicios, adquieren visibilidad jurídica 

específica. Esta visibilización no es neutral: implica el reconocimiento de la asimetría estructural entre 

empleador y trabajador. 

La producción jurídica de subjetividad 

El derecho no encuentra sujetos preconstituidos sino que los produce mediante sus operaciones 

clasificatorias y atributivas. La categoría de "sujeto de derecho" no designa una realidad antropológica 

previa sino una construcción jurídica históricamente variable. 

En el derecho romano, la personalidad jurídica plena requería la confluencia de tres status: libertatis, 

civitatis, familiae. Esta construcción creaba una gradación compleja de capacidades jurídicas, desde el 

paterfamilias con capacidad plena hasta el esclavo reducido a cosa. 

El derecho moderno proclama la universalidad del sujeto de derecho, pero esta universalidad encubre 

exclusiones sistemáticas. Las mujeres, formalmente incluidas, fueron largo tiempo sometidas a 

incapacidades específicas. Los pueblos colonizados fueron constituidos como sujetos de tutela, 

menores perpetuos necesitados de civilización. 

Interpelación y subjetivación jurídica 

Louis Althusser desarrolló el concepto de "interpelación" para explicar cómo la ideología constituye a 

los individuos en sujetos. Esta noción es particularmente fértil para comprender la subjetivación 

jurídica. El derecho interpela constantemente a los individuos como sujetos de derechos y 

obligaciones, y en esa interpelación los constituye como tales. 
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El acto de ser citado a juicio, de firmar un contrato, de votar, no son meras acciones que un sujeto 

preexistente realiza, sino momentos de constitución subjetiva. Al responder a la interpelación jurídica, 

el individuo se reconoce y es reconocido como sujeto de derecho. 

Esta producción de subjetividad no es unívoca ni totalizante. Los individuos pueden resistir, subvertir 

o apropiarse creativamente de las categorías jurídicas. La historia del derecho debe atender tanto a los 

mecanismos de subjetivación como a las estrategias de resistencia y reapropiación. 

VII. CRÍTICA DE LOS PRESUPUESTOS DE LA MODERNIDAD JURÍDICA 

Los mitos fundacionales del derecho moderno 

La modernidad jurídica se construye sobre una serie de presupuestos que se presentan como 

evidencias racionales pero que el análisis histórico revela como construcciones contingentes. Estos 

"mitos" —en el sentido que les da Paolo Grossi— requieren una deconstrucción sistemática. 

El mito de la neutralidad presenta al derecho como técnica aséptica de resolución de conflictos, 

ocultando las opciones valorativas y los compromisos políticos inscritos en toda normatividad. La 

pretendida neutralidad del derecho es ella misma una posición política que naturaliza el orden 

existente. 

El mito de la completitud postula que el ordenamiento jurídico carece de lagunas, que toda situación 

encuentra respuesta en el sistema normativo. Esta ficción encubre las zonas de indeterminación donde 

opera la discrecionalidad judicial y administrativa. 

El mito de la coherencia presupone que el sistema jurídico forma una unidad lógica sin 

contradicciones. La realidad muestra un derecho atravesado por antinomias, conflictos normativos, 

racionalidades divergentes. 

El monismo jurídico estatal 

Quizás el mito más persistente sea el del monismo jurídico: la identificación del derecho con el derecho 

del Estado. Esta reducción, que Grossi denomina "absolutismo jurídico", es históricamente 

excepcional. La mayor parte de las experiencias jurídicas históricas han sido pluralistas. 

El monopolio estatal del derecho es un producto específico de la modernidad europea, ligado a la 

formación del Estado absolutista y luego del Estado-nación. Su pretensión de universalidad encubre 

su carácter local y contingente. En contextos coloniales y poscoloniales, este monismo se revela como 

violencia epistémica que niega validez a órdenes normativos no estatales. 

La crítica al sujeto jurídico moderno 

El sujeto de derecho moderno —individual, abstracto, formalmente igual— es presentado como 

culminación de un proceso de emancipación. Sin embargo, este sujeto es una abstracción que violenta 

la complejidad de las identidades reales y legitima desigualdades materiales bajo el velo de la igualdad 

formal. 
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La crítica feminista ha mostrado cómo este sujeto pretendidamente universal está modelado sobre el 

varón propietario. La crítica poscolonial revela su matriz eurocéntrica. La crítica social denuncia cómo 

la igualdad formal encubre y perpetúa las desigualdades de clase. 

VIII. HACIA UNA ARQUEOLOGÍA DE LAS FORMACIONES JURÍDICAS 

El método arqueológico en la historia del derecho 

La noción de "arqueología" que empleamos se inspira en Michel Foucault pero la adapta a las 

especificidades del campo jurídico. No se trata de buscar orígenes o esencias, sino de excavar los 

estratos de sentido sedimentados en las formaciones jurídicas actuales. 

La arqueología jurídica procede por cortes estratigráficos que revelan las capas superpuestas de 

significación. Un concepto aparentemente simple como "propiedad" revela, bajo análisis arqueológico, 

estratos romanos (dominium), medievales (dominio dividido), modernos (propiedad absoluta), 

contemporáneos (función social). 

Procedencia y emergencia de las categorías jurídicas 

Siguiendo la distinción nietzscheana retomada por Foucault, distinguimos entre Herkunft (procedencia) 

y Entstehung (emergencia). La procedencia remite a la multiplicidad de hilos que confluyen en una 

formación jurídica; la emergencia al momento de cristalización donde esos elementos dispersos se 

articulan en una configuración nueva. 

La emergencia del concepto moderno de soberanía, por ejemplo, tiene procedencias múltiples: la 

maiestas imperial romana, la plenitudo potestatis papal, las doctrinas de los legistas medievales. Pero su 

emergencia como concepto articulador del orden político moderno ocurre en un momento preciso: 

las guerras de religión del siglo XVI y la necesidad de un poder neutral capaz de imponer la paz. 

Discontinuidades y rupturas 

Contra las historias continuistas que ven el desarrollo jurídico como evolución lineal, la arqueología 

enfatiza las discontinuidades, las rupturas epistémicas donde cambian las condiciones mismas de 

posibilidad del discurso jurídico. 

La codificación moderna no es simplemente una mejor organización del material jurídico preexistente, 

sino una ruptura epistémica que transforma la concepción misma del derecho. El paso del ius commune 

medieval al derecho nacional codificado implica una mutación en la forma de pensar la normatividad. 

IX. LA HISTORIA DEL DERECHO COMO CRÍTICA DEL PRESENTE JURÍDICO 

Historia del presente 

La historia del derecho, tal como la concebimos, no es ejercicio de anticuario sino "historia del 

presente" en sentido foucaultiano. No estudiamos el pasado por curiosidad erudita sino para 

comprender cómo hemos llegado a ser lo que somos, para desnaturalizar lo que se presenta como 

evidente. 
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Cuando analizamos el surgimiento del derecho laboral, no hacemos historia del siglo XIX sino 

genealogía de las formas contemporáneas de sujeción laboral. Cuando estudiamos el pluralismo 

jurídico medieval, iluminamos las posibilidades actuales de órdenes normativos no estatales. 

Desnaturalización y repolitización 

La función crítica de la historia del derecho consiste en desnaturalizar lo que el presente jurídico 

presenta como necesario, mostrando su carácter contingente, las luchas que lo constituyeron, las 

alternativas descartadas. 

El sistema penitenciario moderno se presenta como forma racional y humanitaria de castigo. La 

genealogía muestra su emergencia como tecnología disciplinaria específica, no más humana sino 

diferentemente cruel que los suplicios que reemplazó. Esta desnaturalización abre espacio para pensar 

alternativas: justicia restaurativa, abolicionismo penal. 

Memoria de las luchas jurídicas 

La historia del derecho debe ser también memoria de las luchas por el derecho, de los movimientos 

que han disputado las definiciones dominantes de justicia, legalidad, legitimidad. No historia de los 

vencedores sino recuperación de las memorias subalternas. 

Las luchas obreras por el reconocimiento del derecho de asociación, las luchas feministas por la 

ciudadanía plena, las luchas anticoloniales por el reconocimiento de sistemas jurídicos propios, no son 

meros episodios sino momentos constitutivos de nuestro presente jurídico. 

X. LA HISTORIA DEL DERECHO COMO TEORÍA HISTÓRICA DEL DERECHO 

Más allá de la oposición entre historia y teoría 

La dicotomía entre historia del derecho (empírica, descriptiva) y teoría del derecho (conceptual, 

normativa) es falsa y empobrecedora. Toda historia implica categorías teóricas; toda teoría tiene 

historicidad. La historia del derecho, adecuadamente concebida, es siempre también teoría histórica 

del derecho. 

No se trata de aplicar teorías preconcebidas al material histórico, sino de permitir que la investigación 

histórica genere categorías teóricas, que la confrontación con experiencias jurídicas diversas amplíe 

nuestro aparato conceptual. 

Conceptos histórico-jurídicos fundamentales 

El trabajo teórico de la historia del derecho consiste en la elaboración de conceptos que permitan 

captar la especificidad de las formaciones jurídicas sin proyectar anacrónicamente categorías 

modernas. Conceptos como "pluralismo jurídico", "interlegalidad", "cultura jurídica", "sensibilidad 

jurídica", emergen del trabajo histórico-comparativo. 

Estos conceptos no son universales abstractos sino "universales concretos" en sentido hegeliano: 

categorías que captan lo general sin perder la riqueza de lo particular. El concepto de "pluralismo 
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jurídico", por ejemplo, permite pensar tanto el orden medieval como las realidades poscoloniales, pero 

adquiere contenido específico en cada contexto. 

Tipos ideales y comparación histórica 

La construcción de tipos ideales weberianos es herramienta fundamental para la historia teórica del 

derecho. Los tipos "derecho formal/material", "justicia del cadí/justicia formal", no describen 

realidades puras sino que permiten ordenar y comparar experiencias históricas diversas. 

La comparación no busca establecer jerarquías evolutivas sino iluminar especificidades. Comparar la 

equity inglesa con la aequitas canónica medieval no es buscar influencias sino comprender cómo 

diferentes tradiciones han enfrentado la tensión entre rigidez normativa y justicia del caso concreto. 

XI. INTERDISCIPLINARIEDAD Y MÉTODO EN LA HISTORIA DEL DERECHO 

El imperativo interdisciplinario 

La complejidad del fenómeno jurídico-histórico exige un abordaje constitutivamente 

interdisciplinario. El derecho no existe en el vacío sino entrelazado con la economía, la política, la 

religión, la cultura. Una historia del derecho encerrada en el análisis interno de normas y doctrinas es 

necesariamente empobrecedora. 

Pero la interdisciplinariedad no puede ser mero eclecticismo o yuxtaposición de perspectivas. Requiere 

un trabajo de traducción y articulación que respete la especificidad del jurídico mientras lo abre a otras 

dimensiones. 

Diálogos disciplinarios productivos 

La relación con la historia social es fundamental. No se trata de ver el derecho como reflejo de la 

sociedad sino de analizar las mediaciones complejas entre transformaciones sociales y cambios 

jurídicos. El surgimiento del derecho mercantil medieval, por ejemplo, no es simple efecto del 

renacimiento comercial sino proceso de co-constitución donde las formas jurídicas posibilitan y 

moldean las prácticas mercantiles. 

La antropología jurídica aporta herramientas cruciales para evitar el etnocentrismo jurídico. Sus 

estudios sobre sistemas normativos no occidentales amplían nuestra comprensión de lo jurídico más 

allá de los límites del derecho estatal moderno. Conceptos como "derecho viviente" (living law) de 

Ehrlich o los estudios sobre el derecho en acción (law in action) transforman nuestra comprensión de 

la normatividad. 

La sociología del derecho, especialmente en la tradición de Bourdieu, proporciona instrumentos 

para analizar el derecho como campo social, con sus luchas por el capital jurídico, sus estrategias de 

reproducción, sus efectos de dominación simbólica. 

La filosofía, tanto en su vertiente analítica como continental, es interlocutora necesaria. La 

hermenéutica gadameriana ilumina los procesos de interpretación y tradición jurídica. La 
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deconstrucción derridiana revela las aporías constitutivas de conceptos jurídicos fundamentales. La 

genealogía foucaultiana desentraña las relaciones entre saber y poder en el campo jurídico. 

Cuestiones de método 

Metodológicamente, este Tratado adopta un pluralismo metódico reflexivo. No hay un método 

único válido para toda investigación histórico-jurídica. La elección metodológica depende del objeto, 

las fuentes disponibles, las preguntas planteadas. 

Para el análisis de textos normativos, el método filológico sigue siendo indispensable. Pero debe ser 

una filología crítica que no se limite a establecer textos sino que interrogue sus condiciones de 

producción, circulación y recepción. 

Para comprender las prácticas jurídicas, los métodos de la historia social —análisis serial, 

prosopografía, microhistoria— son fundamentales. El estudio de archivos judiciales, registros 

notariales, expedientes administrativos, revela el derecho en acción. 

Para captar las dimensiones simbólicas del derecho, los métodos de la historia cultural —análisis 

iconográfico, estudio de rituales, semiótica jurídica— son imprescindibles. El derecho no es solo texto 

sino también imagen, gesto, espacio. 

XII. ESTRUCTURA Y ARQUITECTURA DEL TRATADO 

Principios organizativos 

La arquitectura de este Tratado responde a principios metodológicos explícitos. Rechazamos tanto la 

organización puramente cronológica (que sugiere una evolución lineal) como la puramente sistemática 

(que proyecta categorías actuales sobre el pasado). 

Optamos por una estructura que combina periodización reflexiva con aproximación 

problemática. Los doce libros no siguen una secuencia temporal mecánica sino que abordan 

formaciones jurídicas en su especificidad, permitiendo tanto lecturas diacrónicas como sincrónicas. 

Los doce libros como unidades de sentido 

Cada libro constituye una unidad de investigación autónoma, dotada de su propia coherencia interna, 

pero integrada en el proyecto general. Esta estructura modular permite diferentes recorridos de lectura 

según los intereses del lector. 

El Libro I sobre formaciones jurídicas arcaicas no es mera prehistoria del derecho sino exploración 

de formas de normatividad que desafían nuestras categorías modernas. El estudio del tabú, el don, la 

venganza regulada, amplía nuestra comprensión de lo jurídico. 

Los Libros II y III sobre el mundo grecolatino y medieval no trazan una línea evolutiva sino que 

exploran dos grandes experimentos de ordenación jurídica: la racionalización jurídica antigua y el 

pluralismo jurídico medieval. 
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Los Libros IV al VII analizan la emergencia y consolidación de la modernidad jurídica, no como 

progreso inevitable sino como ruptura histórica con costos y beneficios específicos. 

Los Libros VIII al XI abordan las crisis y transformaciones del paradigma moderno: totalitarismos, 

globalización, críticas poscoloniales y feministas, nuevas tecnologías. 

El Libro XII no es conclusión sino apertura: reflexión sobre los futuros posibles del derecho en un 

contexto de crisis civilizatoria. 

Aparato crítico y recursos pedagógicos 

Cada capítulo está dotado de un robusto aparato crítico que incluye: 

 Estado de la cuestión: síntesis crítica de los debates historiográficos relevantes 

 Fuentes primarias: selección comentada de textos fundamentales, muchos traducidos por 

primera vez al español 

 Bibliografía razonada: no mera lista sino guía reflexiva para profundizar 

 Cuestiones para la reflexión: problemas abiertos que invitan al pensamiento crítico 

Este aparato no es ornamental sino parte integral del proyecto pedagógico del Tratado. 

Una obra abierta 

Este Tratado no pretende ser la última palabra sobre ningún tema sino contribución a un diálogo 

continuo. Cada afirmación es una invitación al debate, cada interpretación una propuesta sometida a 

crítica. 

En el espíritu de la mejor tradición de la Rechtsgeschichte, concebimos este trabajo como empresa 

colectiva. Aunque asumimos la responsabilidad autoral, reconocemos las múltiples voces —de 

maestros, colegas, estudiantes— que resuenan en estas páginas. 

La historia del derecho es disciplina viva porque su objeto —el derecho— es realidad viva, en 

constante transformación. Nuevas preguntas surgirán, nuevas fuentes se descubrirán, nuevas 

perspectivas se abrirán. Este Tratado quiere ser plataforma para esos desarrollos futuros. 

Invitación al viaje 

Invitamos al lector a emprender este viaje por las formaciones jurídicas de la humanidad no como 

turista pasivo sino como viajero crítico. Que cada escala en este itinerario sea ocasión para reflexionar 

sobre nuestras propias certezas jurídicas, para ampliar nuestro horizonte de lo jurídicamente posible. 

La historia del derecho, en última instancia, es ejercicio de libertad intelectual: libertad respecto a los 

dogmas del presente, libertad para imaginar órdenes jurídicos otros, libertad para trabajar por la justicia 

con conciencia histórica. 
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Que este Tratado contribuya a formar juristas-historiadores y ciudadanos-críticos capaces de 

comprender que si el derecho ha sido históricamente construido, puede ser históricamente 

transformado. Esa es nuestra apuesta y nuestra esperanza. 

Concluye así esta Introducción General, umbral de una vasta exploración de las formas mediante las cuales la humanidad 

ha imaginado, disputado y construido el orden normativo. Que el lector encuentre en las páginas que siguen no solo 

conocimiento del pasado sino herramientas para pensar y transformar el presente. 
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LIBRO I 

FORMACIONES JURÍDICAS ARCAICAS Y SISTEMAS 

NORMATIVOS EN LAS CIVILIZACIONES ANTIGUAS 

 

CAPÍTULO 1. DERECHO COMO ESTRUCTURA SACRO-POLÍTICA: CONDICIONES 

GENERALES 

1.1. La emergencia del fenómeno normativo en las sociedades preliterarias 

El problema del origen y la aporía fundacional 

La pregunta por el origen del derecho ha obsesionado al pensamiento jurídico occidental desde sus 

inicios. Sin embargo, esta interrogación encierra ya una aporía fundamental: presupone la existencia 

de un momento inaugural, un punto cero de la juridicidad, cuando la investigación antropológica e 

histórica revela más bien la omnipresencia de formas normativas en toda agrupación humana 

conocida. No existe, propiamente hablando, un "antes" del derecho, sino más bien una progresiva 

diferenciación y autonomización de lo jurídico respecto de otras esferas normativas con las que 

originariamente se encontraba indisolublemente entrelazado: lo religioso, lo mágico, lo 

consuetudinario. 

Esta búsqueda del origen revela más sobre las obsesiones de la modernidad jurídica que sobre la 

realidad histórica del fenómeno normativo. La idea misma de un "estado de naturaleza" prejurídico, 

tan cara a los contractualistas modernos, se revela como una ficción teórica sin correlato empírico. 

Desde las bandas de cazadores-recolectores hasta las sociedades tribales más complejas, encontramos 

siempre alguna forma de normatividad operante, aunque sus características difieran radicalmente de 

lo que el pensamiento jurídico moderno reconoce como "derecho". 

La persistencia de esta búsqueda del origen responde a necesidades legitimadoras del presente. Si el 

derecho tiene un origen histórico determinado, puede también tener un fin; si emergió en 

circunstancias específicas, su validez queda circunscrita a esas condiciones. Por el contrario, la 

constatación de la universalidad del fenómeno normativo sugiere que estamos ante una dimensión 

constitutiva de lo humano, tan fundamental como el lenguaje o la cultura. 

El fenómeno normativo en las sociedades preliterarias no puede comprenderse desde las categorías 

del derecho moderno. Conceptos como "ley", "sanción", "proceso" o "autoridad" resultan 

anacrónicos cuando se proyectan sobre formaciones sociales que carecían de Estado, escritura, o 

incluso de una diferenciación clara entre esferas de normatividad. Como observó Bronisław 

Malinowski en su estudio sobre los trobriandeses, el "derecho primitivo" no es un conjunto de reglas 

respaldadas por la fuerza, sino un entramado complejo de obligaciones recíprocas sostenidas por la 

estructura misma de las relaciones sociales. 



28 
 

La naturaleza holística de la normatividad arcaica 

La normatividad arcaica se caracteriza por su naturaleza holística e indiferenciada. Lo que 

retrospectivamente podríamos identificar como "normas jurídicas" se encuentra embebido en un 

continuum que abarca prescripciones rituales, tabúes alimentarios, reglas de parentesco, obligaciones 

de reciprocidad y prohibiciones mágico-religiosas. Esta indiferenciación no debe interpretarse como 

"confusión" o "primitivismo", sino como expresión de una concepción integral del orden social donde 

cada elemento está orgánicamente vinculado con la totalidad. 

En estas sociedades, una misma prescripción puede tener simultáneamente dimensiones que nosotros 

distinguiríamos como religiosas, morales, jurídicas y sociales. La prohibición del incesto, por ejemplo, 

no es meramente una regla jurídica de organización familiar, sino simultáneamente un mandato divino, 

una exigencia de pureza ritual, un principio de organización social y un mecanismo de alianza entre 

grupos. Intentar aislar la dimensión "puramente jurídica" de estas prescripciones es realizar una 

operación analítica que violenta su naturaleza integral. 

Esta integralidad se manifiesta también en las consecuencias de la transgresión. La violación de una 

norma no acarrea simplemente una sanción social o jurídica, sino que puede provocar enfermedades, 

catástrofes naturales, esterilidad o muerte. El transgresor no solo ha violado una regla humana sino 

que ha perturbado el orden cósmico mismo. La restauración requiere no solo compensación a las 

víctimas humanas sino rituales de purificación que restablezcan el equilibrio universal. 

La comprensión de esta naturaleza holística es fundamental para evitar proyecciones etnocéntricas. 

Cuando los primeros observadores europeos describían el "despotismo" de los jefes africanos o la 

"anarquía" de las sociedades sin Estado, estaban aplicando categorías políticas y jurídicas europeas a 

realidades que operaban con lógicas completamente diferentes. Solo cuando abandonamos estas 

categorías preconcebidas podemos comenzar a comprender la especificidad de las formas normativas 

arcaicas. 

La cuestión del origen: entre evolución y estructura 

La problemática del origen del derecho ha sido abordada desde dos paradigmas principales que, 

aunque aparentemente opuestos, comparten ciertos presupuestos cuestionables. El paradigma 

evolucionista, dominante en el siglo XIX y principios del XX, postulaba una secuencia universal de 

desarrollo desde formas "primitivas" hacia formas "civilizadas" de organización jurídica. Henry 

Sumner Maine, en su obra Ancient Law, propuso la famosa tesis del movimiento "from Status to 

Contract", sugiriendo una evolución necesaria desde sociedades organizadas por el parentesco hacia 

sociedades basadas en relaciones contractuales individuales. 

Este evolucionismo jurídico, profundamente influido por el darwinismo social, concebía el desarrollo 

del derecho como un proceso unilineal de progreso desde la barbarie hacia la civilización. Las 

sociedades contemporáneas sin escritura eran vistas como "fósiles vivientes" que representaban 

estadios anteriores del desarrollo humano. Esta perspectiva legitimaba el colonialismo al presentar la 

imposición del derecho europeo como una aceleración benéfica del proceso evolutivo natural. 
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El paradigma estructuralista, por su parte, enfatiza las constantes universales subyacentes a la 

diversidad de sistemas normativos. Claude Lévi-Strauss, en Les Structures élémentaires de la parenté, 

demostró que las aparentemente caóticas reglas matrimoniales de las sociedades "primitivas" 

respondían a principios estructurales de intercambio tan lógicos y coherentes como cualquier sistema 

jurídico moderno. La prohibición del incesto, lejos de ser un tabú irracional, aparece como la regla 

fundamental que fuerza el intercambio y la comunicación entre grupos humanos. 

Sin embargo, el estructuralismo, en su búsqueda de universales, tiende a minimizar la especificidad 

histórica y cultural de cada sistema normativo. Al reducir la diversidad a variaciones sobre temas 

estructurales básicos, se pierde la riqueza de las soluciones particulares que cada sociedad ha 

desarrollado para sus problemas específicos. Además, el énfasis en la sincronía estructural dificulta la 

comprensión de los procesos de cambio y transformación. 

Ambas aproximaciones, sin embargo, tienden a obliterar la especificidad histórica y cultural de cada 

formación jurídica. Como ha demostrado Sally Falk Moore, las sociedades preliterarias no son "fósiles 

vivientes" que nos permitan acceder al pasado remoto de la humanidad, sino formaciones sociales 

contemporáneas con sus propias trayectorias históricas. La emergencia del fenómeno normativo no 

debe buscarse en un pasado mítico, sino en los procesos concretos mediante los cuales cada sociedad 

articula mecanismos de regulación social. 

Las limitaciones del vocabulario jurídico moderno 

Un problema fundamental al abordar las formas normativas arcaicas es la inadecuación de nuestro 

vocabulario jurídico. Términos como "ley", "derecho", "justicia", "propiedad" o "contrato" están 

cargados de connotaciones modernas que distorsionan la comprensión de realidades radicalmente 

diferentes. Cuando hablamos del "derecho" de los nuer o de la "justicia" de los inuit, estamos ya 

imponiendo categorías ajenas a esas culturas. 

Esta dificultad terminológica no es meramente técnica sino epistemológica. Refleja la colonización 

conceptual mediante la cual el pensamiento jurídico occidental se ha impuesto como marco universal 

de comprensión. Incluso los intentos de utilizar términos nativos —como dharma, li, maat o 

halacha— terminan frecuentemente por ser reinterpretados a través de categorías occidentales, 

perdiendo su especificidad cultural. 

El problema se agrava cuando intentamos traducir conceptos normativos indígenas. ¿Cómo traducir 

el concepto maorí de utu, que engloba simultáneamente reciprocidad, balance, venganza y 

compensación? ¿Cómo verter al lenguaje jurídico occidental la noción andina de ayni, que implica 

reciprocidad simétrica pero también complementariedad cósmica? Estas dificultades revelan que no 

estamos ante simples problemas de traducción sino ante cosmovisiones inconmensurables. 

La solución no puede ser el relativismo paralizante que renuncia a toda comprensión transcultural. 

Más bien, se requiere un ejercicio hermenéutico que, consciente de sus propias limitaciones y sesgos, 

intente aproximarse a estas realidades otras manteniendo una vigilancia crítica constante sobre las 
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categorías empleadas. Esto implica estar dispuestos a que el encuentro con formas normativas arcaicas 

transforme nuestra propia comprensión de lo jurídico. 

Reciprocidad, venganza y composición: las matrices primordiales 

Si hay un principio que atraviesa transversalmente las formas más arcaicas de normatividad, este es el 

principio de reciprocidad. La reciprocidad no es meramente un principio económico o social, sino el 

fundamento mismo de la obligación jurídica en las sociedades sin Estado. Como demostró Marcel 

Mauss en su estudio sobre el don (Essai sur le don), la obligación de dar, recibir y devolver constituye 

la matriz primordial de toda normatividad. 

El don, en las sociedades arcaicas, nunca es un acto gratuito o desinteresado. Cada don crea una 

obligación de contra-don, estableciendo una red de deudas mutuas que vincula a individuos y grupos. 

Esta circulación de dones no es opcional sino obligatoria: rechazar dar, rechazar recibir o rechazar 

devolver equivale a declarar la guerra. El don es simultáneamente generoso y agresivo, voluntario y 

obligatorio, desinteresado y calculado. 

La lógica del don trasciende el intercambio de bienes materiales. Se intercambian también mujeres (a 

través de las reglas matrimoniales), nombres, danzas, rituales, servicios militares. Estos intercambios 

no son transacciones económicas en sentido moderno sino "hechos sociales totales" que involucran 

todas las dimensiones de la vida social. La reciprocidad aparece así como el principio organizador 

fundamental de estas sociedades. 

Marshall Sahlins ha refinado el análisis de Mauss distinguiendo tres formas de reciprocidad: 

generalizada (donde el contra-don puede ser indefinidamente diferido), equilibrada (donde se espera 

un retorno equivalente en un plazo razonable) y negativa (donde cada parte busca maximizar su 

beneficio a expensas de la otra). Estas formas no son mutuamente excluyentes sino que coexisten en 

diferentes esferas de la vida social, creando un complejo entramado normativo. 

La reciprocidad, sin embargo, tiene un reverso oscuro: la venganza. Cuando la reciprocidad positiva 

se quiebra, emerge la reciprocidad negativa de la vendetta. La venganza de sangre no es, como sugería 

la antropología evolucionista, una manifestación de salvajismo primitivo, sino un mecanismo 

altamente regulado de restauración del equilibrio social. Los estudios etnográficos revelan que la 

venganza está sujeta a estrictas reglas sobre quién puede ejercerla, contra quién, en qué circunstancias 

y con qué límites. 

La venganza como institución jurídica 

La venganza de sangre (blood feud) constituye una de las instituciones jurídicas más extendidas y 

persistentes en las sociedades humanas. Lejos de ser expresión de impulsos irracionales, la venganza 

está altamente ritualizada y regulada. Opera según una lógica de reciprocidad estricta: vida por vida, 

ojo por ojo, diente por diente. Esta equivalencia no es bárbara crueldad sino limitación de la violencia: 

impide la escalada que convertiría cada agresión en guerra total. 
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Los sistemas de venganza incluyen sofisticados mecanismos de control. Entre los beduinos, por 

ejemplo, existe un período de gracia (hudna) durante el cual el vengador no puede actuar, permitiendo 

negociaciones de paz. Entre los albaneses, el Kanun de Lekë Dukagjini especifica con precisión 

milimétrica quién puede ser objeto de venganza, en qué circunstancias, con qué armas. La venganza 

indiscriminada es tan condenable como el crimen original. 

La venganza no es obligación individual sino colectiva. El grupo de parentesco del muerto tiene el 

derecho y el deber de vengar la sangre derramada. Esta dimensión colectiva tiene efectos paradójicos: 

multiplica los potenciales vengadores y víctimas, pero también los potenciales mediadores. Cada 

miembro del grupo tiene interés en evitar un ciclo de venganzas que podría destruir el tejido social. 

Contrariamente a la imagen popular, los sistemas de venganza incluyen múltiples mecanismos para 

evitar o limitar la violencia. La amenaza de venganza funciona como disuasión; la mayoría de los 

conflictos se resuelven sin derramamiento de sangre. Cuando la venganza se ejecuta, frecuentemente 

se busca minimizar el daño: herir en lugar de matar, matar a uno en lugar de varios, aceptar 

compensaciones materiales en lugar de sangre. 

Entre la reciprocidad positiva del don y la reciprocidad negativa de la venganza, emerge un tercer 

principio: la composición. La posibilidad de sustituir la venganza física por una compensación material 

marca un momento crucial en la evolución de las formas jurídicas. El wergeld germánico, el diya 

islámico, o el sistema de compensaciones de los nuer estudiados por Evans-Pritchard, representan 

elaborados sistemas de tarificación que permiten convertir la violencia en valor, la sangre en bienes. 

Los sistemas de composición 

La composición (compositio) representa una sofisticación notable del pensamiento jurídico arcaico. 

Implica el reconocimiento de que el daño causado por un crimen puede ser compensado mediante 

prestaciones materiales, transformando la obligación de venganza en deuda económica. Esta 

transformación no es automática ni simple: requiere complejas negociaciones y rituales que permitan 

a las partes aceptar la sustitución sin pérdida de honor. 

Los sistemas de composición desarrollan elaboradas tarifas que especifican el valor de cada tipo de 

daño. En las leyes germánicas tempranas, cada parte del cuerpo tiene su precio: tanto por un ojo, tanto 

por un dedo, tanto por un diente. El estatus social de la víctima multiplica estos valores básicos: matar 

a un noble cuesta más que matar a un hombre libre, que a su vez cuesta más que matar a un siervo. 

Estas diferencias, chocantes para la sensibilidad moderna, reflejan una sociedad estratificada donde el 

valor social de las personas es explícitamente desigual. 

La composición no es simple pago sino complejo ritual de reconciliación. Entre los beduinos, el 

proceso incluye ceremonias públicas donde el ofensor debe humillarse ante la familia de la víctima, 

ofrecer un banquete de reconciliación, y someterse a rituales simbólicos de muerte y renacimiento. 

Solo después de estos procedimientos el pago material puede ser aceptado sin deshonor. 

Los sistemas de composición revelan una concepción de la justicia diferente a la moderna. No se trata 

de castigar al culpable sino de restaurar el equilibrio social perturbado por el crimen. La muerte o 
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lesión han creado un desequilibrio que debe ser compensado. El pago no "borra" el crimen pero 

permite a las partes continuar coexistiendo. Es justicia restaurativa antes que retributiva. 

Oralidad y memoria jurídica 

La ausencia de escritura en las sociedades preliterarias no implica ausencia de derecho, sino formas 

específicas de producción, conservación y transmisión del saber jurídico. La normatividad oral posee 

características propias que la distinguen radicalmente del derecho escrito. Comprender estas 

características es fundamental para evitar el prejuicio grafocéntrico que ve en la oralidad una mera 

carencia o deficiencia. 

El derecho oral no existe en abstracto sino incorporado en prácticas sociales concretas. No hay 

códigos que consultar sino precedentes que recordar, no hay textos que interpretar sino ancianos que 

consultar, no hay archivos que preservar sino memorias que cultivar. Esta incorporación del derecho 

en la vida social le otorga una flexibilidad y contextualidad imposibles en los sistemas escritos. 

La flexibilidad del derecho oral no significa arbitrariedad. Las sociedades orales desarrollan sofisticados 

mecanismos para preservar la consistencia normativa. La repetición ritual, el uso de fórmulas 

mnemotécnicas, la vinculación de normas con narrativas míticas, la especialización de ciertos 

individuos como guardianes de la tradición, todo contribuye a mantener la estabilidad del sistema 

normativo a través del tiempo. 

Sin embargo, esta estabilidad es dinámica, no estática. Cada actualización del derecho oral es 

simultáneamente repetición y recreación. El anciano que narra un precedente lo adapta sutilmente al 

caso presente; el mediador que invoca una norma tradicional la reinterpreta para las circunstancias 

actuales. Esta plasticidad permite al derecho oral evolucionar sin rupturas aparentes, manteniendo la 

ficción de inmutabilidad mientras se transforma constantemente. 

Flexibilidad contextual y adaptación normativa 

A diferencia del derecho escrito, que aspira a la fijeza y univocidad, el derecho oral se adapta 

constantemente a las circunstancias cambiantes. Como observó Paul Bohannan en su estudio sobre 

los tiv de Nigeria, las "normas" orales son más bien principios flexibles que se actualizan de manera 

diferente en cada aplicación. Esta flexibilidad no es defecto sino virtud: permite al sistema normativo 

responder a situaciones imprevistas sin necesidad de reformas legislativas formales. 

La flexibilidad contextual se manifiesta en múltiples niveles. En el nivel más básico, la misma norma 

puede ser formulada de manera diferente según las circunstancias. Un principio general como "los 

hijos heredan del padre" puede ser cualificado, extendido o limitado según el caso concreto. En un 

nivel más profundo, la aplicación de la norma considera factores contextuales imposibles de codificar: 

la reputación de las partes, la historia de sus relaciones, las consecuencias probables de diferentes 

decisiones. 

Esta atención al contexto no implica relativismo absoluto. Las sociedades orales distinguen claramente 

entre adaptación legítima y manipulación ilegítima de las normas. Los especialistas en derecho 
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tradicional —ancianos, jefes, mediadores— derivan su autoridad precisamente de su capacidad para 

realizar adaptaciones que respeten el espíritu de la tradición mientras responden a las necesidades del 

presente. 

La flexibilidad contextual del derecho oral plantea desafíos especiales cuando estos sistemas entran en 

contacto con el derecho escrito moderno. Los intentos coloniales de "codificar" el derecho 

consuetudinario frecuentemente fracasaron al fijar en textos rígidos lo que era esencialmente fluido y 

contextual. Las "recopilaciones" de derecho tradicional se convirtieron en caricaturas que perdían 

precisamente lo que hacía funcionales a estos sistemas: su capacidad de adaptación. 

Embodiment: el derecho encarnado 

El derecho oral no existe como abstracción, sino encarnado en personas específicas —ancianos, jefes, 

especialistas rituales— que son repositorios vivientes del saber jurídico. Esta encarnación del derecho 

tiene profundas implicaciones para su naturaleza y funcionamiento. El derecho no es algo que se 

"tiene" o se "conoce" en abstracto, sino algo que se "es" y se "vive". 

Los portadores del saber jurídico tradicional no son meros memorizadores de reglas sino intérpretes 

creativos de una tradición viva. Su autoridad deriva no solo de su conocimiento sino de su sabiduría, 

no solo de su memoria sino de su juicio. Han internalizado no solo las normas sino el espíritu del 

sistema normativo, lo que les permite aplicarlo creativamente a situaciones nuevas. 

La formación de estos especialistas es prolongada e integral. No se trata de memorizar textos sino de 

absorber una forma de vida. El aprendiz acompaña al maestro en sus funciones, observa cómo 

resuelve disputas, escucha las historias y precedentes, participa en los rituales. Gradualmente 

internaliza no solo el contenido sino la forma del pensamiento jurídico tradicional. 

La muerte de estos "archivos vivientes" puede significar la pérdida irreparable de conocimiento 

normativo, como expresó Amadou Hampâté Bâ con su célebre frase: "En Afrique, quand un vieillard 

meurt, c'est une bibliothèque qui brûle". Esta vulnerabilidad del conocimiento oral ha sido exacerbada 

por los procesos de modernización que han desarraigado a las generaciones jóvenes de sus tradiciones. 

Performatividad y eficacia ritual 

En las culturas orales, el derecho no se "aplica" sino que se performa. Los rituales jurídicos —

juramentos, ordalías, ceremonias de reconciliación— no son meros procedimientos sino actos 

constitutivos que crean la realidad jurídica que invocan. Esta dimensión performativa es fundamental 

para comprender la eficacia del derecho oral. 

El juramento, por ejemplo, no es simple promesa sino acto que transforma la realidad. Al jurar, el 

individuo no solo se compromete sino que se vincula con fuerzas sobrenaturales que garantizan el 

cumplimiento. La ruptura del juramento no solo acarrea sanciones sociales sino consecuencias 

cósmicas. Esta dimensión performativa explica la solemnidad extrema que rodea los juramentos en 

las sociedades tradicionales. 
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Las ordalías ilustran paradigmáticamente la performatividad del derecho oral. El sometimiento al juicio 

divino —sea por fuego, agua, veneno o combate— no es intento irracional de descubrir la verdad sino 

ritual que la constituye. La ordalía transforma la incertidumbre en certeza, el conflicto en resolución. 

Su eficacia no depende de su capacidad para revelar hechos objetivos sino de su poder para crear 

consenso social sobre la resolución del conflicto. 

Los rituales de reconciliación muestran otra faceta de la performatividad jurídica. Después de un 

homicidio, no basta con pagar compensación: se requieren ceremonias que transformen a enemigos 

en aliados. Estos rituales —compartir comida, intercambiar sangre, realizar matrimonios— no 

simbolizan la paz sino que la crean. Son actos constitutivos que transforman las relaciones sociales. 

Mnemotecnia jurídica y preservación del conocimiento 

La conservación del derecho oral requiere sofisticadas técnicas de memoria: fórmulas rítmicas, 

proverbios jurídicos, genealogías normativas, narrativas ejemplares. Estas técnicas no son meros 

auxiliares de la memoria sino formas que moldean el contenido mismo del derecho. La necesidad de 

memorabilidad impone características específicas al derecho oral: concisión, ritmo, imaginería vivida, 

vinculación con narrativas. 

Los proverbios jurídicos condensan principios normativos complejos en fórmulas memorables. Entre 

los yoruba, "El que defeca en el camino lo encuentra al volver" expresa el principio de que las 

consecuencias de los actos recaen sobre el actor. Entre los akan, "Cuando la telaraña se une puede atar 

al león" enseña que la cooperación de los débiles puede vencer al fuerte. Estos proverbios no son 

meras ilustraciones sino fuentes de derecho invocadas en la resolución de disputas. 

Las genealogías cumplen funciones jurídicas cruciales en sociedades organizadas por parentesco. 

Establecen derechos a la tierra, regulan matrimonios, determinan sucesiones, legitiman autoridad. Los 

especialistas genealógicos pueden recitar linajes que se remontan decenas de generaciones, ajustando 

sutilmente las conexiones para reflejar realidades políticas cambiantes. La genealogía es 

simultáneamente historia y carta constitucional. 

Las narrativas ejemplares —mitos, leyendas, casos famosos— preservan precedentes y principios 

jurídicos. Estas historias no son entretenimiento sino jurisprudencia. Narran cómo los ancestros o 

héroes culturales resolvieron conflictos paradigmáticos, estableciendo modelos para el presente. La 

habilidad para invocar la narrativa apropiada en el momento correcto es marca del experto jurídico 

tradicional. 

Instituciones especializadas de memoria jurídica 

Los griots africanos, los lawspeakers islandeses, o los remembrancers ingleses representan 

instituciones especializadas en la preservación de la memoria jurídica. Estos especialistas no son meros 

memorizadores sino artistas, historiadores, juristas y ritualistas. Su función trasciende la preservación 

pasiva para incluir la interpretación creativa de la tradición. 



35 
 

Los griots del África occidental ilustran la complejidad de estas instituciones. Pertenecientes a castas 

especializadas, los griots combinan funciones de historiadores, genealogistas, músicos, consejeros y 

mediadores. Su conocimiento no es libresco sino incorporado: cantan las genealogías, danzan las 

batallas, dramatizan los precedentes. Su arte convierte el árido conocimiento jurídico en experiencia 

estética memorable. 

Los lawspeakers (lögsögumenn) de la Islandia medieval muestran otra modalidad de especialización 

mnemónica. Elegidos por la asamblea (Althing), debían memorizar y recitar anualmente el corpus 

completo de las leyes islandesas. Pero su función no era meramente repetitiva: interpretaban las leyes, 

resolvían contradicciones, adaptaban precedentes. Eran simultáneamente archivos vivientes y juristas 

creativos. 

Los remembrancers de la City de Londres representan la supervivencia de estas instituciones en 

contexto urbano. Responsables de preservar las costumbres y privilegios de la ciudad, los 

remembrancers combinaban memoria oral con registros escritos, manteniendo viva una tradición 

jurídica que los documentos solos no podían preservar. Su persistencia hasta el presente ilustra la 

resiliencia de las formas orales incluso en sociedades letradas. 

Sacralidad y normatividad: la indistinción originaria 

En las sociedades arcaicas, la distinción moderna entre derecho y religión carece de sentido. La 

normatividad está intrínsecamente vinculada a la sacralidad: las normas no son mandatos humanos 

sino expresiones del orden cósmico. Esta sacralización del derecho no es primitiva confusión sino 

sofisticada integración que otorga a las normas una fuerza y legitimidad inalcanzables para el derecho 

secularizado. 

La indistinción entre derecho y religión se manifiesta en múltiples niveles. Las mismas personas 

frecuentemente ejercen funciones que nosotros distinguiríamos como jurídicas y religiosas. Los 

mismos espacios —templos, lugares sagrados— sirven para rituales religiosos y procedimientos 

jurídicos. Los mismos textos o tradiciones orales contienen prescripciones rituales y normas sociales. 

Los mismos procedimientos —juramentos, ordalías— invocan simultáneamente autoridad humana y 

divina. 

Esta integración no implica que las sociedades arcaicas no distingan entre diferentes tipos de normas. 

Reconocen diferencias entre tabúes absolutos cuya violación acarrea automática polución, reglas 

procedimentales cuya infracción invalida un ritual, costumbres sociales cuya transgresión provoca 

desaprobación, y acuerdos contractuales cuyo incumplimiento genera obligación de compensación. 

Pero estas distinciones no corresponden a nuestra separación entre derecho, moral y religión. 

La sacralización otorga al derecho arcaico características específicas que lo diferencian del derecho 

moderno secularizado. La autoridad normativa no requiere justificación racional porque emana de 

fuentes trascendentes. La obediencia no es cálculo de conveniencia sino imperativo cósmico. La 

sanción no es mera consecuencia social sino manifestación del orden universal. Esta fundamentación 
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trascendente proporciona al derecho arcaico una estabilidad y legitimidad que el derecho moderno 

busca ansiosamente sin encontrar. 

Fundamentación trascendente y autoridad incuestionable 

La autoridad de la norma no deriva del consenso humano sino de su origen divino o ancestral. Los 

ancestros, los dioses, los héroes culturales son los verdaderos "legisladores". Esta atribución de origen 

sobrehumano cumple funciones específicas en la economía del sistema normativo arcaico. Sustrae las 

normas fundamentales del ámbito de la decisión humana, protegiéndolas contra la manipulación 

arbitraria. 

Los mitos de origen de las normas ilustran esta fundamentación trascendente. Entre los dogon, las 

prohibiciones fundamentales fueron establecidas por Amma en el tiempo primordial. Entre los maorí, 

las reglas del tapu derivan de los actos de los dioses y héroes. Entre los aborígenes australianos, la Ley 

fue establecida por los seres del Tiempo del Sueño. Estos mitos no son explicaciones ingenuas sino 

sofisticados dispositivos de legitimación. 

La fundamentación trascendente no excluye la innovación normativa, pero la constriñe a formas 

específicas. Las nuevas normas deben presentarse como redescubrimientos de verdades olvidadas, 

interpretaciones de principios antiguos, o revelaciones divinas. Los profetas y reformadores no se 

presentan como innovadores sino como restauradores del orden primordial corrompido por el 

tiempo. 

Esta tensión entre fundamentación trascendente e innovación necesaria genera complejas estrategias 

hermenéuticas. Los especialistas religiosos desarrollan sofisticadas técnicas de interpretación que 

permiten extraer nuevas normas de principios antiguos. La casuística rabínica, la jurisprudencia 

islámica, la exégesis brahmánica, muestran cómo la innovación puede revestirse de tradición mediante 

la interpretación creativa. 

Inmutabilidad aparente y cambio subrepticio 

Al estar ancladas en lo sagrado, las normas gozan de una estabilidad que trasciende las contingencias 

políticas. Sin embargo, esta inmutabilidad es más aparente que real: los especialistas rituales poseen 

considerable margen para "interpretar" la voluntad divina. Esta dialéctica entre permanencia y cambio 

es característica del derecho sacralizado. 

La ficción de inmutabilidad cumple funciones importantes. Proporciona seguridad jurídica en 

sociedades sin registros escritos confiables. Protege el orden normativo contra cambios caprichosos. 

Mantiene la continuidad identitaria del grupo a través del tiempo. Pero esta ficción debe conciliarse 

con la necesidad de adaptación a circunstancias cambiantes. 

Las sociedades arcaicas desarrollan diversos mecanismos para permitir el cambio sin admitirlo. La 

revelación continua permite introducir nuevas normas como mandatos divinos. La recuperación de 

tradiciones "olvidadas" legitima innovaciones como restauraciones. La reinterpretación de normas 
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antiguas les otorga nuevos significados. La distinción entre principios inmutables y aplicaciones 

variables permite flexibilidad práctica. 

Los especialistas religiosos juegan un papel crucial en esta gestión del cambio. Su autoridad para 

interpretar la voluntad divina les permite introducir modificaciones presentándolas como 

clarificaciones. Su control sobre los rituales les permite alterar las prácticas gradualment. Su monopolio 

del conocimiento esotérico les permite invocar precedentes convenientes u olvidar los inconvenientes. 

Sanción sobrenatural y causalidad mágico-jurídica 

La violación de las normas no solo acarrea consecuencias sociales sino cósmicas: enfermedad, 

esterilidad, catástrofes naturales. El orden jurídico y el orden natural están inextricablemente unidos. 

Esta concepción de la sanción sobrenatural no es superstición primitiva sino una teoría coherente 

sobre la naturaleza del orden normativo y sus fundamentos cósmicos. 

En la cosmovisión arcaica, el universo es un todo ordenado donde cada elemento está relacionado 

con los demás. La transgresión normativa no es mero acto social sino perturbación de este orden 

cósmico. Como una piedra arrojada a un estanque, la transgresión genera ondas que se propagan por 

todo el sistema, manifestándose como enfermedad, desgracia o catástrofe. 

La sanción sobrenatural opera según una lógica de correspondencias. El perjuro puede perder el habla, 

el ladrón puede ver su mano paralizada, el adúltero puede volverse estéril. Estas correspondencias no 

son arbitrarias sino que reflejan una teoría implícita sobre la relación entre acto y consecuencia. El 

castigo no es impuesto externamente sino que emerge internamente de la naturaleza misma del acto. 

Esta concepción tiene importantes implicaciones prácticas. La amenaza de sanción sobrenatural puede 

ser más efectiva que cualquier castigo humano. Opera incluso cuando el crimen permanece oculto a 

los ojos humanos. No requiere aparato coercitivo para su ejecución. Pero también genera problemas: 

¿cómo explicar cuando el malvado prospera y el justo sufre? Las teodiceas arcaicas desarrollan 

complejas respuestas a este problema fundamental. 

Autoridad y poder en las sociedades sin Estado 

La cuestión de la autoridad en las sociedades preliterarias desafía las concepciones weberianas del 

poder. En ausencia de aparatos coercitivos centralizados, ¿cómo se garantiza el cumplimiento de las 

normas? La respuesta requiere repensar la naturaleza misma de la autoridad, reconociendo formas de 

poder que no dependen de la coerción física sino de la legitimidad cultural, el prestigio personal y el 

consenso comunitario. 

Max Weber distinguió tres tipos ideales de autoridad: tradicional, carismática y legal-racional. Las 

sociedades arcaicas combinan elementos de autoridad tradicional y carismática, pero de formas que 

no se ajustan completamente a las categorías weberianas. La autoridad tradicional no deriva 

simplemente del "siempre se ha hecho así" sino de complejas teorías sobre el origen sagrado del orden 

social. La autoridad carismática no es mero magnetismo personal sino reconocimiento de conexión 

con fuerzas sobrenaturales. 
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Pierre Clastres argumentó provocativamente que muchas sociedades "primitivas" son sociedades 

"contra el Estado": no sociedades que aún no han desarrollado el Estado sino sociedades que 

activamente resisten su emergencia. Desarrollan mecanismos institucionales —rotación de liderazgo, 

redistribución obligatoria de riqueza, ridiculización de la autoridad— que impiden la concentración de 

poder necesaria para la formación estatal. 

Esta resistencia al poder concentrado no implica ausencia de autoridad. Las sociedades sin Estado 

desarrollan formas sutiles pero efectivas de poder social: la presión del grupo, el temor al ostracismo, 

la vergüenza pública, la pérdida de prestigio. Estos mecanismos pueden ser tan coercitivos como 

cualquier sanción estatal, pero operan de manera difusa, sin centro identificable de poder. 

Autoridad gerontocrática y el poder de la experiencia 

En muchas sociedades preliterarias, la autoridad reside en los ancianos como depositarios de la 

sabiduría ancestral. Su poder no es coercitivo sino persuasivo, basado en el conocimiento de los 

precedentes y la habilidad retórica. Esta gerontocracia no es simple respeto a la edad sino 

reconocimiento de que en sociedades orales, los ancianos son las bibliotecas vivientes que preservan 

el conocimiento normativo. 

La autoridad gerontocrática se fundamenta en múltiples fuentes. Los ancianos han vivido más, por lo 

tanto han visto más casos y conocen más precedentes. Han tenido tiempo de aprender las 

complejidades del sistema normativo. Han demostrado su capacidad de supervivencia en un mundo 

peligroso. Han acumulado redes de relaciones y obligaciones. Están más cerca de convertirse en 

ancestros, mediadores entre vivos y muertos. 

Sin embargo, la gerontocracia no es poder absoluto. Los ancianos deben mantener su autoridad 

mediante el ejercicio competente de sus funciones. Un anciano que consistentemente da malos 

consejos o toma decisiones injustas pierde respeto y influencia. La senilidad es reconocida y los 

ancianos mentalmente incompetentes son discretamente marginados de las decisiones importantes. 

La autoridad gerontocrática enfrenta desafíos especiales en situaciones de cambio rápido. El 

conocimiento de los ancianos puede volverse obsoleto, sus precedentes irrelevantes. Las sociedades 

desarrollan mecanismos para balancear la sabiduría de la experiencia con la adaptabilidad de la 

juventud. Consejos mixtos, roles especializados para diferentes generaciones, rituales de transferencia 

de autoridad, permiten gestionar esta tensión. 

Liderazgo situacional y fluidez del poder 

Los estudios sobre las sociedades de banda revelan formas de liderazgo extremadamente fluidas, 

donde diferentes individuos asumen autoridad según el contexto. No hay jefes permanentes sino 

"primeros entre iguales". Esta fluidez no es ausencia de organización sino una forma sofisticada de 

impedir la concentración de poder. 

En una banda de cazadores-recolectores, el mejor rastreador puede liderar durante la caza, el mejor 

conocedor del territorio durante las migraciones, el mejor mediador durante las disputas. El liderazgo 
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es función de competencia reconocida, no de posición formal. Esta especialización funcional permite 

optimizar las decisiones sin crear jerarquías permanentes. 

Los mecanismos de rotación de liderazgo son variados. Entre algunos grupos, el liderazgo ceremonial 

rota anualmente. Entre otros, diferentes clanes asumen el liderazgo en diferentes estaciones. Algunos 

grupos prohíben que la misma persona lidere en dominios diferentes. Estos mecanismos distribuyen 

el poder e impiden su acumulación. 

La fluidez del liderazgo requiere sofisticados mecanismos de coordinación. Las decisiones importantes 

se toman por consenso después de largas discusiones. Los líderes temporales deben constantemente 

consultar y persuadir. La autoridad debe ser continuamente redemostrada y relegitimada. Este sistema 

es menos eficiente que el mando centralizado pero más resistente al abuso de poder. 

Autoridad ritual y mediación con lo sagrado 

Los especialistas religiosos —shamanes, sacerdotes, profetas— ejercen una forma peculiar de 

autoridad basada en su acceso privilegiado a lo sagrado. Su poder para bendecir o maldecir constituye 

una forma de "jurisdicción" espiritual que complementa y a veces compete con otras formas de 

autoridad. 

La autoridad ritual deriva de múltiples fuentes. El especialista ha pasado por iniciaciones que lo 

transforman ontológicamente. Posee conocimientos esotéricos inaccesibles a los no iniciados. Puede 

comunicarse con espíritus y dioses. Controla rituales necesarios para el bienestar comunitario. Su 

poder no es político en sentido estrecho pero tiene profundas implicaciones políticas. 

Los especialistas rituales frecuentemente actúan como contrapeso a otras formas de autoridad. El 

shamán puede denunciar al jefe injusto invocando la ira de los espíritus. El profeta puede movilizar al 

pueblo contra el orden establecido proclamando una nueva revelación. El sacerdote puede excomulgar 

al poderoso que viola las normas sagradas. Esta pluralidad de centros de autoridad crea un sistema de 

frenos y balances. 

Sin embargo, la autoridad ritual también puede ser fuente de opresión. El monopolio del acceso a lo 

sagrado permite manipulación y explotación. El temor a la maldición puede ser usado para extorsionar. 

El control sobre rituales necesarios crea dependencia. Las sociedades desarrollan mecanismos para 

limitar estos abusos: competencia entre especialistas, derecho a buscar segunda opinión espiritual, 

rituales de desacralización de especialistas corruptos. 

Consenso, palabre y democracia deliberativa 

En muchas sociedades africanas, la autoridad se ejerce a través del mecanismo de la palabre, una forma 

de deliberación colectiva que busca el consenso más que la imposición. La autoridad del jefe consiste 

en su capacidad para facilitar el acuerdo, no en su poder de decisión unilateral. Esta institución 

representa una forma de democracia deliberativa que desafía las concepciones occidentales de la 

autoridad política. 
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La palabre no es simple discusión sino institución altamente ritualizada. Tiene sus tiempos (puede 

durar días), sus espacios (bajo el árbol de palabras), sus procedimientos (orden de intervención, formas 

de dirigirse), sus especialistas (oradores designados). No es caótica expresión de opiniones sino 

proceso ordenado de construcción de consenso. 

El objetivo de la palabre no es la victoria de una posición sobre otra sino la emergencia de una solución 

que todos puedan aceptar. Esto requiere largas negociaciones, concesiones mutuas, reformulaciones 

creativas. El jefe o moderador no impone su voluntad sino que ayuda al grupo a descubrir su voluntad 

colectiva. Su arte consiste en percibir el consenso emergente y articularlo. 

La toma de decisiones por consenso tiene ventajas e inconvenientes. Asegura que las decisiones tengan 

amplio apoyo, reduciendo la necesidad de coerción para implementarlas. Incorpora múltiples 

perspectivas, aprovechando la sabiduría colectiva. Fortalece la cohesión grupal. Pero también puede 

ser lenta, puede ser bloqueada por minorías intransigentes, puede diluir decisiones difíciles en 

compromisos inefectivos. 

Segmentación social y pluralismo normativo 

Las sociedades preliterarias, lejos de ser monolíticas, presentan complejas formas de segmentación que 

generan un pluralismo normativo de facto. Cada segmento social —clan, linaje, grupo de edad, 

sociedad secreta— posee sus propias normas y mecanismos de aplicación. Esta pluralidad no es 

desorden sino orden complejo que permite la coexistencia de diferentes sistemas normativos. 

La segmentación puede seguir múltiples principios. La más fundamental es frecuentemente la basada 

en parentesco: clanes, linajes, familias extensas. Pero también existe segmentación por edad, por 

género, por especialización ocupacional, por iniciación ritual. Cada principio de segmentación genera 

grupos con intereses específicos y normas particulares. 

El pluralismo resultante no es caótico porque existen metanormas que regulan la relación entre 

sistemas normativos. Hay reglas sobre qué tipo de disputas corresponden a qué foro, procedimientos 

para conflictos entre jurisdicciones, jerarquías reconocidas entre diferentes autoridades. Este "derecho 

internacional privado" interno permite la coordinación entre sistemas normativos diversos. 

La segmentación social tiene importantes funciones. Permite la especialización normativa: el derecho 

mercantil de los comerciantes, el derecho militar de los guerreros, el derecho sacro de los sacerdotes. 

Proporciona múltiples foros para la resolución de disputas. Crea contrapoderes que limitan la tiranía. 

Permite experimentación normativa en nichos protegidos. Facilita la adaptación a la diversidad de 

situaciones sociales. 

Derecho del parentesco: la jurisprudencia de la sangre 

Las reglas que gobiernan el matrimonio, la filiación, la herencia, constituyen quizás el corpus 

normativo más elaborado de las sociedades preliterarias. La prohibición del incesto, las prescripciones 

exogámicas, los sistemas de prestaciones matrimoniales, forman un derecho de familia de 
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extraordinaria complejidad que estructura no solo las relaciones íntimas sino toda la organización 

social. 

El parentesco en las sociedades arcaicas no es mera biología sino construcción jurídica. La paternidad 

social puede diferir de la biológica. La adopción, el levirato, la poliandria, crean relaciones de 

parentesco que trascienden los lazos de sangre. El parentesco clasificatorio agrupa en categorías únicas 

relaciones que nosotros distinguiríamos. Estas elaboraciones no son confusiones sino sofisticadas 

tecnologías sociales. 

Las reglas matrimoniales illustran esta complejidad. No se trata simplemente de prohibir el incesto 

sino de crear alianzas entre grupos. Los sistemas de matrimonio prescriptivo —casarse con la prima 

cruzada matrilateral, por ejemplo— generan redes de intercambio que vinculan grupos potencialmente 

hostiles. El matrimonio no es elección individual sino estrategia grupal. 

Los sistemas de prestaciones matrimoniales —dote, precio de la novia, regalos recíprocos— no son 

compra de mujeres sino mecanismos jurídicos complejos. Crean relaciones no solo entre cónyuges 

sino entre grupos de parentesco. Establecen derechos y obligaciones que perduran por generaciones. 

Proporcionan seguridad económica. Regulan la circulación de riqueza. Son simultáneamente derecho 

de familia, derecho de obligaciones y derecho sucesorio. 

Derecho generacional y el gobierno de los grupos de edad 

Los sistemas de clases de edad africanos establecen derechos y obligaciones específicos para cada 

cohorte generacional. El paso de una clase a otra está regulado por elaborados rituales de iniciación 

que marcan transiciones jurídicas fundamentales. Este derecho generacional crea una forma de 

organización social que corta transversalmente las divisiones de parentesco. 

Las clases de edad no son meras categorías sino corporaciones con personalidad jurídica. Cada clase 

tiene sus líderes, sus propiedades comunes, sus obligaciones específicas. Los guerreros deben defender 

la comunidad, los ancianos juzgar disputas, los jóvenes realizar trabajos comunitarios. Esta división 

del trabajo social por edad crea especialización y complementariedad. 

Los rituales de iniciación que marcan el paso entre clases son momentos de intensa educación jurídica. 

Los iniciados aprenden no solo las normas de su nueva condición sino los fundamentos del sistema 

normativo total. La iniciación es simultáneamente muerte simbólica a la condición anterior y 

nacimiento a la nueva. Es el momento en que el individuo se convierte plenamente en sujeto jurídico. 

El gobierno por clases de edad tiene características distintivas. El poder rota automáticamente con el 

paso del tiempo: los guerreros de hoy serán los ancianos de mañana. Esto reduce conflictos por el 

poder: todos tendrán su turno. Crea solidaridades horizontales que cruzan divisiones verticales. Pero 

también puede generar conflictos entre generaciones, especialmente cuando los cambios sociales 

alteran las expectativas tradicionales. 
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Derecho esotérico y las jurisdicciones secretas 

Las sociedades secretas —como el Poro de África Occidental o las sociedades medicinales 

amerindias— poseen sus propios cuerpos normativos, accesibles solo a los iniciados. Este "derecho 

oculto" coexiste y a veces entra en tensión con el derecho público de la comunidad, creando niveles 

múltiples de normatividad que complejizan el panorama jurídico. 

El secreto no es mera exclusión sino tecnología de poder. El conocimiento reservado crea jerarquías 

basadas en el acceso diferencial a la información. Los no iniciados no pueden cuestionar decisiones 

cuyas razones desconocen. El misterio aumenta el temor reverencial. Pero el secreto también protege 

conocimientos peligrosos, preserva la eficacia de ciertas técnicas, mantiene la ventaja competitiva del 

grupo. 

Las sociedades secretas frecuentemente ejercen funciones jurídicas cruciales. Pueden actuar como 

tribunales superiores para casos especialmente graves o complejos. Ejecutan sentencias que requieren 

anonimato. Preservan conocimientos jurídicos esotéricos. Realizan rituales de purificación para 

crímenes que contaminan toda la comunidad. Son simultáneamente parte del sistema jurídico y 

externos a él. 

La relación entre derecho esotérico y exotérico es compleja. No son sistemas separados sino niveles 

de un mismo sistema. El derecho público puede remitir casos al fuero esotérico. Las decisiones 

esotéricas deben ser ejecutadas por autoridades públicas. Los mismos individuos pueden participar en 

ambos niveles con roles diferentes. Esta interpenetración crea un sistema jurídico de múltiples 

dimensiones. 

Primeras formas de proceso: mediación, arbitraje, ordalía 

Aunque carecen de tribunales formales, las sociedades preliterarias han desarrollado sofisticados 

mecanismos de resolución de conflictos que prefiguran y en algunos casos superan en sofisticación a 

los procedimientos judiciales modernos. Estos mecanismos reflejan concepciones de justicia que 

privilegian la restauración de relaciones sobre el castigo, el consenso sobre la imposición, la paz social 

sobre la victoria individual. 

La variedad de mecanismos procesales en las sociedades arcaicas desmiente la imagen de una justicia 

primitiva dominada por la violencia y la arbitrariedad. Encontramos procedimientos altamente 

formalizados, roles procesales especializados, reglas de evidencia complejas, y teorías sofisticadas 

sobre la prueba y la decisión. Estos sistemas procesales no son burdos precursores de la justicia 

moderna sino alternativas viables con sus propias lógicas y ventajas. 

La ausencia de tribunales permanentes no implica ausencia de justicia institucionalizada. Los foros de 

resolución de disputas pueden ser ad hoc pero siguen procedimientos establecidos. Los mediadores y 

árbitros pueden no ser jueces profesionales pero operan dentro de marcos normativos reconocidos. 

Las decisiones pueden no estar respaldadas por fuerza policial pero cuentan con mecanismos efectivos 

de cumplimiento. 
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La flexibilidad procesal de estos sistemas permite adaptaciones imposibles en la justicia formal 

moderna. El mismo conflicto puede ser abordado sucesivamente por diferentes mecanismos hasta 

encontrar resolución satisfactoria. Las partes tienen mayor control sobre el proceso. Los costos son 

menores. La resolución busca satisfacer a todos los afectados, no solo a las partes directas. Esta justicia 

inclusiva contrasta con el modelo adversarial moderno. 

La mediación como arte social 

La figura del mediador —frecuentemente un pariente equidistante de las partes en conflicto— 

representa la forma más común de intervención tercerizada. El mediador no impone una decisión sino 

que facilita el acuerdo entre las partes. Esta preferencia por la mediación sobre la adjudicación refleja 

valores sociales que priorizan la armonía sobre la justicia abstracta. 

El mediador ideal combina múltiples cualidades. Debe ser respetado por ambas partes pero no tener 

intereses directos en el conflicto. Debe conocer las normas aplicables pero también las personalidades 

involucradas. Debe ser elocuente pero también saber escuchar. Debe ser firme pero también flexible. 

Estas cualidades no se improvisan sino que se cultivan a través de años de experiencia. 

El proceso de mediación es arte tanto como técnica. El mediador debe crear el ambiente apropiado, 

a menudo involucrando comida compartida o rituales preliminares. Debe permitir que las partes 

expresen sus agravios sin que la discusión degenere en violencia. Debe identificar los intereses 

subyacentes tras las posiciones manifiestas. Debe proponer soluciones creativas que permitan a ambas 

partes salvar la cara. 

La mediación no busca determinar quién tiene razón sino cómo pueden las partes continuar 

coexistiendo. Por eso las soluciones frecuentemente involucran concesiones mutuas, compensaciones 

simbólicas, rituales de reconciliación. El éxito no se mide por la justicia abstracta de la solución sino 

por su capacidad de restaurar relaciones rotas. Esta orientación relacional contrasta con el legalismo 

de la justicia moderna. 

El arbitraje y la autoridad consentida 

Cuando la mediación falla, las partes pueden acordar someter su disputa a un árbitro respetado. A 

diferencia del juez moderno, el árbitro deriva su autoridad del consentimiento de las partes, no de una 

investidura institucional. Este fundamento consensual del arbitraje tiene importantes implicaciones 

para su naturaleza y funcionamiento. 

La selección del árbitro es crucial y frecuentemente involucra delicadas negociaciones. Las partes 

deben acordar en alguien cuya imparcialidad y sabiduría ambas reconozcan. Esto puede requerir un 

árbitro de otra comunidad, un especialista religioso considerado por encima de intereses mundanos, 

o un anciano cuya vida ejemplar lo coloque más allá de sospecha. El proceso de selección ya inicia la 

resolución al forzar a las partes a cooperar. 

El procedimiento arbitral combina formalidad e informalidad. Hay reglas sobre presentación de 

evidencia, interrogación de testigos, argumentación. Pero también hay flexibilidad para adaptar el 
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procedimiento al caso. El árbitro puede investigar activamente, no solo recibir pasivamente las 

pruebas. Puede consultar precedentes pero también innovar. Puede buscar la verdad factual pero 

también la verdad social. 

La decisión arbitral no se impone por fuerza sino por autoridad moral. Si las partes la rechazan, el 

árbitro tiene pocos recursos coercitivos. Pero el rechazo injustificado daña la reputación del 

recalcitrante. La comunidad puede imponer sanciones sociales. Futuros conflictos encontrarán menos 

voluntad de cooperación. Esta presión social difusa pero efectiva generalmente asegura cumplimiento. 

Autocomposición ritualizada: cuando el conflicto se vuelve arte 

Muchas sociedades han desarrollado formas ritualizadas de autocomposición: duelos judiciales, 

competencias de canto, intercambios de insultos rituales. Estos mecanismos permiten ventilar el 

conflicto en un marco controlado que minimiza la violencia física mientras proporciona satisfacción 

psicológica y resolución social. 

Los song duels de los inuit ilustran magistralmente esta juridificación del conflicto. Cuando surge una 

disputa, las partes pueden retarse a un duelo de canciones donde cada uno expone sus agravios en 

forma poética ante la comunidad reunida. La audiencia juzga no solo el mérito del caso sino la 

habilidad artística. El perdedor sufre humillación pero no daño físico. El conflicto se resuelve mediante 

creatividad, no violencia. 

Los intercambios de insultos ritualizados en muchas sociedades africanas cumplen funciones similares. 

Los contendientes se turnan profiriendo insultos cada vez más elaborados, buscando superarse en 

ingenio e inventiva. La audiencia aplaude las mejores invectivas. El que se queda sin respuesta o pierde 

la compostura, pierde el caso. Estos "dozens" o "snaps" transforman la agresión en arte. 

Los duelos judiciales, aunque involucran violencia física, también están altamente ritualizados. No son 

peleas callejeras sino combates reglados con armas específicas, en lugares designados, con 

procedimientos establecidos. El objetivo frecuentemente no es matar sino demostrar superioridad. 

Primero sangre, desarme, o rendición pueden ser suficientes. El duelo proporciona resolución 

definitiva a conflictos que de otro modo podrían escalar. 

La ordalía como tecnología de la decisión 

Cuando los medios humanos fallan, se recurre al juicio divino. La ordalía —sea por fuego, agua, 

veneno o combate— no es una forma "irracional" de justicia, sino un mecanismo que traslada la 

decisión a la esfera sobrenatural cuando el consenso humano es imposible. Esta transferencia de 

responsabilidad decisoria cumple funciones específicas en la economía procesal arcaica. 

La ordalía opera en casos donde la evidencia humana es insuficiente o contradictoria. Crímenes 

secretos, juramentos contradictorios, acusaciones sin testigos, son terreno típico de la ordalía. Al 

someter el caso al juicio divino, se evita la parálisis decisoria o la resolución arbitraria. Los dioses, que 

todo lo ven, pueden discernir la verdad oculta a ojos humanos. 
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Los procedimientos ordálicos están altamente formalizados. No es simple exposición al peligro sino 

ritual complejo con preparaciones, invocaciones, testigos, interpretaciones. La ordalía del hierro 

candente requiere ayuno previo, bendición del hierro, fórmulas específicas, examen posterior de las 

heridas. Cada detalle es significativo y puede afectar el resultado. Este ritualismo transforma un 

procedimiento aparentemente bárbaro en sacramento jurídico. 

La eficacia de la ordalía no depende necesariamente de intervención sobrenatural. El miedo puede 

hacer que el culpable confiese antes de someterse a la prueba. La sugestión puede afectar 

psicosomáticamente el resultado. Los administradores pueden manipular sutilmente las condiciones. 

Pero estas explicaciones racionalistas no agotan el fenómeno. Para los participantes, la ordalía es 

encuentro real con lo sagrado donde se manifiesta la verdad trascendente. 

Normatividad y cosmología: el derecho como orden del mundo 

En las sociedades arcaicas, el derecho no es un orden artificial superpuesto al mundo natural, sino la 

expresión normativa del orden cósmico mismo. Esta concepción cosmológica del derecho tiene 

profundas implicaciones para todos los aspectos del sistema normativo: su fundamentación, su 

contenido, su aplicación, su sanción. Comprender esta dimensión cosmológica es esencial para evitar 

reduccionismos que ven en el derecho arcaico mera superstición o confusión pre-científica. 

La integración de derecho y cosmos no es peculiaridad de algunas culturas sino característica general 

de las sociedades premodernas. Desde el ṛ ta védico hasta el maat egipcio, desde el tao chino hasta el 

logos griego, encontramos concepciones que unifican orden natural y orden normativo. Esta 

unificación no es primitiva indiferenciación sino sofisticada teoría sobre los fundamentos del orden. 

En estas cosmovisiones, las normas humanas no son convenciones arbitrarias sino expresiones 

particulares de principios universales. La prohibición del incesto refleja el orden de las especies. Las 

reglas de reciprocidad replican los ciclos de intercambio cósmico. Las jerarquías sociales espejan las 

jerarquías celestiales. Esta correspondencia proporciona a las normas una fundamentación que 

trasciende la voluntad humana. 

La concepción cosmológica tiene consecuencias prácticas. Si el derecho expresa el orden universal, su 

violación amenaza no solo la paz social sino la estabilidad cósmica. Si las normas replican principios 

naturales, su observancia armoniza la sociedad con el universo. Si la justicia humana participa de la 

justicia divina, su ejercicio es acto sagrado. Estas implicaciones transforman cada acto jurídico en ritual 

cósmico. 

Correspondencias microcosmos-macrocosmos 

El orden social debe reflejar el orden cósmico. Las jerarquías terrestres replican las jerarquías 

celestiales; los ciclos rituales siguen los ciclos naturales. Esta correspondencia no es metafórica sino 

ontológica: el desorden social puede provocar desorden cósmico. La sociedad humana es 

microcosmos que debe mantenerse en armonía con el macrocosmos universal. 
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Las correspondencias se manifiestan en múltiples niveles. La estructura del espacio social —centro y 

periferia, arriba y abajo, derecha e izquierda— replica la estructura del espacio cósmico. El calendario 

ritual sincroniza actividades humanas con ciclos naturales. Las categorías sociales —rey/súbditos, 

sacerdotes/laicos, nobles/plebeyos— reflejan distinciones cósmicas. Incluso los detalles 

aparentemente triviales —colores, números, direcciones— tienen significación cosmológica. 

Esta homología estructural no es imposición arbitraria sino descubrimiento de patrones objetivos. Las 

sociedades arcaicas son agudas observadoras de regularidades naturales: ciclos astronómicos, patrones 

climáticos, comportamientos animales. Estas observaciones se codifican en sistemas simbólicos que 

integran conocimiento empírico y significación normativa. El resultado son cosmologías que son 

simultáneamente ciencia y derecho. 

El mantenimiento de las correspondencias requiere vigilancia constante. Rituales periódicos re-

sincronizan sociedad y cosmos. Especialistas observan señales de desarmonía. Transgresiones son 

corregidas antes de que sus efectos se amplifiquen. Esta mantención activa del orden convierte a cada 

miembro de la sociedad en guardián del equilibrio cósmico. 

Causalidad jurídico-mágica 

En el pensamiento arcaico, la transgresión normativa tiene consecuencias que exceden lo social. El 

incesto puede provocar sequías; el homicidio contamina la tierra; el perjurio ofende a los dioses. La 

sanción jurídica y la consecuencia mágica son indistinguibles. Esta causalidad jurídico-mágica no es 

pensamiento confuso sino teoría coherente sobre las interconexiones del universo. 

La lógica de estas conexiones frecuentemente sigue principios de analogía y contagio. El incesto, que 

confunde categorías sociales, produce confusión en la naturaleza manifestada como esterilidad o 

monstruosidad. El homicidio, que derrama sangre vital, seca las fuentes de vida manifestándose como 

sequía. El perjurio, que pervierte la palabra verdadera, distorsiona el orden manifestándose como 

plagas de mentiras (langostas, por ejemplo). 

Estas conexiones no son mecánicas sino mediadas por agentes sobrenaturales. Los dioses, espíritus o 

fuerzas impersonales responden a las transgresiones humanas. Pero su respuesta no es arbitraria sino 

regulada por principios de justicia cósmica. La proporción entre transgresión y consecuencia, el tiempo 

de manifestación, la posibilidad de expiación, siguen reglas cognoscibles aunque no siempre 

predecibles. 

La causalidad jurídico-mágica genera una ética de la responsabilidad cósmica. Cada acto individual 

tiene repercusiones colectivas. El crimen secreto amenaza a toda la comunidad. La virtud privada 

beneficia al grupo. Esta interdependencia crea presión social para la conformidad pero también 

solidaridad en la virtud y el sufrimiento. 
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Restauración del equilibrio 

El objetivo del derecho arcaico no es tanto castigar al transgresor como restaurar el equilibrio cósmico 

perturbado. De ahí la importancia de los rituales de purificación, las ceremonias de reconciliación, los 

sacrificios expiatorios. La justicia no es retribución sino restauración, no venganza sino reequilibrio. 

Los mecanismos restaurativos son variados. La compensación material equilibra la pérdida causada. 

Los rituales de purificación eliminan la contaminación espiritual. Los sacrificios desvían la ira divina. 

Las ceremonias de reconciliación restablecen relaciones rotas. Cada mecanismo aborda una dimensión 

diferente del desequilibrio causado por la transgresión. 

La restauración frecuentemente requiere la participación activa del transgresor. No basta con sufrir 

pasivamente el castigo; debe reconocer la falta, expresar arrepentimiento, realizar actos reparatorios. 

Esta dimensión activa transforma el proceso punitivo en proceso de reintegración. El transgresor no 

es excluido permanentemente sino reincorporado tras la expiación. 

La lógica restaurativa tiene implicaciones para todo el sistema jurídico. Las sanciones buscan reparar, 

no destruir. Los procedimientos favorecen la reconciliación sobre la victoria. Las autoridades actúan 

como sanadores sociales, no como ejecutores de venganza.  

El tránsito hacia la complejidad: jefaturas y proto-Estados 

El paso de las sociedades igualitarias a las sociedades estratificadas marca una transformación 

fundamental en las formas jurídicas. Las jefaturas representan una forma intermedia entre las 

sociedades sin Estado y los Estados arcaicos, un momento crucial donde emergen nuevas formas de 

autoridad, nuevos principios de organización y nuevas tecnologías de poder que prefiguran el derecho 

estatal sin constituir todavía un verdadero Estado. 

Esta transición no debe concebirse como evolución lineal inevitable. Muchas sociedades han oscilado 

entre formas más y menos jerarquizadas según circunstancias históricas. Algunas han resistido 

activamente la emergencia de jefaturas permanentes. Otras han desarrollado jefaturas que nunca 

evolucionaron hacia Estados. La diversidad de trayectorias históricas desmiente cualquier esquema 

evolutivo simple. 

Las jefaturas emergen típicamente cuando ciertas condiciones se conjugan: aumento de población que 

hace inviable la organización puramente segmentaria, intensificación económica que genera 

excedentes apropiables, conflictos externos que requieren liderazgo militar permanente, o control 

sobre recursos críticos que permite acumulación de poder. Pero estas condiciones no determinan 

mecánicamente la emergencia de jefaturas; son posibilitadoras, no causas suficientes. 

La transformación jurídica que acompaña la emergencia de jefaturas es profunda. No se trata 

simplemente de que las mismas normas sean ahora aplicadas por una autoridad central, sino de que la 

naturaleza misma del derecho cambia. Emerge un derecho "de arriba hacia abajo" que coexiste 

tensamente con el derecho consuetudinario horizontal. Aparecen nuevas categorías de transgresiones: 
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crímenes contra la autoridad del jefe, delitos de lesa majestad, ofensas al orden público. Se desarrollan 

nuevos procedimientos: justicia delegada, apelación al jefe, ejecución centralizada de sentencias. 

Centralización incipiente y la emergencia del poder vertical 

El jefe concentra funciones que antes estaban dispersas: mediador supremo, redistribuidor de bienes, 

líder ritual, comandante militar. Esta concentración genera las condiciones para la emergencia de un 

derecho "de arriba hacia abajo" que transforma radicalmente la naturaleza del orden normativo. Ya 

no son solo las costumbres ancestrales y el consenso comunitario los que definen lo permitido y lo 

prohibido, sino también la voluntad del jefe. 

Sin embargo, esta voluntad no es arbitraria. El jefe gobierna dentro de límites consuetudinarios y 

expectativas culturales. Debe respetar las costumbres fundamentales o arriesgar perder legitimidad. 

Debe consultar con consejos de ancianos o notables. Debe justificar sus decisiones en términos de 

bienestar común o mandato divino. El poder del jefe es real pero circunscrito. 

La función redistributiva del jefe tiene importantes implicaciones jurídicas. Al centralizar la recepción 

de tributos y su redistribución, el jefe se convierte en pivote de un sistema de obligaciones que 

trasciende las relaciones de parentesco. Emergen nuevas categorías jurídicas: tributo, corvea, 

prestación personal. Nuevos delitos: evasión tributaria, negativa a prestar servicios. Nuevos 

procedimientos: censo, tasación, recaudación. 

La centralización del liderazgo militar juridifica la guerra. Ya no es asunto de venganza entre grupos 

sino empresa organizada bajo mando único. Emergen reglas sobre reclutamiento, disciplina militar, 

distribución de botín. Los guerreros desarrollan un ethos y un derecho propios. La distinción entre 

violencia legítima e ilegítima se complejiza: solo el jefe puede declarar guerra, pero los guerreros 

pueden ejercer violencia en su nombre. 

Estratificación social y la emergencia del derecho diferencial 

Con la estratificación social emerge un derecho diferenciado según el estatus. Nobles y comuneros, 

sacerdotes y laicos, guerreros y agricultores, están sujetos a normas diferentes. El principio de igualdad 

ante la ley es completamente ajeno a estas formaciones. En su lugar encontramos un complejo sistema 

donde los derechos y obligaciones varían según la posición social. 

Esta diferenciación no es simple privilegio de los poderosos, aunque ciertamente incluye ese elemento. 

Es un sistema comprehensivo donde mayor estatus implica tanto mayores privilegios como mayores 

obligaciones. El noble puede estar exento de castigos corporales pero obligado a mayor compensación 

por sus delitos. El sacerdote puede tener inmunidad judicial pero estar sujeto a tabúes más estrictos. 

El guerrero puede tener derecho al botín pero obligación de morir en batalla. 

El derecho diferencial genera complejas reglas de interacción entre estratos. ¿Qué compensación debe 

pagar un comunero que injuria a un noble? ¿Puede un noble ser testigo contra otro noble? ¿Qué 

procedimiento sigue un pleito entre miembros de diferentes estratos? Estas cuestiones requieren 
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elaboradas soluciones que frecuentemente involucran ficciones jurídicas, representaciones, o foros 

especiales. 

La estratificación jurídica no es estática. Existen mecanismos de movilidad social que tienen traducción 

jurídica: adopción por familias nobles, matrimonio hipergámico, hazañas militares que ennoblecen, 

riqueza que compra estatus. Pero también existe rigidización: prohibiciones de matrimonios inter-

estrato, monopolios ocupacionales, marcadores indelebles de estatus inferior. 

Monopolización de la violencia legítima 

El jefe comienza a reclamar el monopolio de ciertas formas de violencia, especialmente la pena capital. 

La venganza privada empieza a ser vista como amenaza al orden público. Este proceso de 

monopolización es gradual y contestado, generando tensiones entre la justicia tradicional y la justicia 

del jefe. 

La monopolización nunca es completa en las jefaturas. Persisten esferas donde la violencia privada es 

legítima: defensa del honor, disciplina doméstica, venganza por ciertas ofensas. Pero estas esferas se 

van reduciendo y regulando. La venganza puede requerir autorización previa. La disciplina doméstica 

tiene límites. El duelo se ritualiza y reglamenta. 

El monopolio de la pena capital tiene especial significación. Ejecutar es prerrogativa que marca la 

soberanía. Pero no es poder absoluto: existen delitos que requieren ejecución, procedimientos que 

deben seguirse, personas que pueden interceder. El poder de vida y muerte está circunscrito por el 

derecho, incluso cuando ese derecho emana parcialmente del mismo poder. 

La centralización de la violencia requiere nuevas instituciones. Emergen verdugos especializados, 

cárceles (aunque principalmente para detención preventiva), guardias del jefe. Estos agentes de 

violencia estatal embrionaria tienen estatus ambiguo: necesarios pero contaminantes, poderosos pero 

despreciados. Su regulación genera nuevo derecho: reglas sobre arresto, detención, tortura judicial, 

ejecución. 

Embriones de burocracia judicial 

Aparecen los primeros funcionarios especializados en funciones jurídicas: heraldos que proclaman las 

decisiones del jefe, ejecutores de sentencias, guardianes de la tradición legal. Estos proto-burócratas 

representan la profesionalización incipiente del derecho, el inicio de su autonomización como esfera 

especializada de actividad social. 

Los heraldos no son simples mensajeros sino funcionarios con importante rol jurídico. Proclaman 

nuevas normas dándoles publicidad oficial. Convocan a juicios y asambleas. Notifican sentencias. Su 

palabra tiene fuerza performativa: lo que proclaman en nombre del jefe adquiere fuerza de ley. 

Desarrollan un lenguaje formulaico especializado, antecedente de la jerga jurídica. 

Los ejecutores de sentencias no son meros verdugos sino oficiales de justicia. Supervisan ordalías. 

Administran juramentos. Ejecutan compensaciones. Organizan rituales de reconciliación. Su 
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conocimiento del procedimiento los hace indispensables. Frecuentemente actúan como asesores 

informales del jefe en materias jurídicas. 

Los guardianes de la tradición legal representan la memoria institucional del sistema jurídico. En 

sociedades aún predominantemente orales, son archivos vivientes que preservan precedentes, 

genealogías con implicaciones jurídicas, historias de casos famosos. Su función es conservadora pero 

no pasiva: interpretan la tradición para nuevas circunstancias, inventan precedentes convenientes, 

olvidan los inconvenientes. 

La escritura y la transformación del derecho 

La adopción de la escritura marca una revolución en las jefaturas que la incorporan. Aunque 

inicialmente limitada a funciones administrativas —registro de tributos, censos, órdenes— la escritura 

transforma gradualmente todo el sistema jurídico. Permite fijación de normas, archivo de decisiones, 

comunicación a distancia de órdenes jurídicas. 

Pero la escritura no reemplaza inmediatamente la oralidad. Durante largos períodos coexisten: las 

normas fundamentales permanecen orales mientras los detalles administrativos se escriben. Los 

procedimientos judiciales siguen siendo orales aunque las sentencias se registren. La escritura es 

inicialmente auxiliar, no sustituto de la memoria y la palabra viva. 

La escritura introduce nuevas formas de desigualdad. La alfabetización se convierte en fuente de 

poder. Los escribas forman una nueva clase con acceso privilegiado al conocimiento jurídico escrito. 

La capacidad de leer e interpretar textos jurídicos se vuelve crucial. Emergen conflictos entre derecho 

escrito y consuetudinario, entre interpretación letrada y entendimiento popular. 

La escritura también posibilita nuevas formas de resistencia. Los textos pueden preservar versiones 

alternativas de normas. Los documentos pueden ser invocados contra el poder. La fijación escrita 

limita la manipulación arbitraria de la tradición. Aunque inicialmente instrumento de centralización, la 

escritura contiene potenciales democratizadores que se manifestarán históricamente. 

Religión y legitimación del poder emergente 

Las jefaturas desarrollan elaboradas ideologías religiosas para legitimar la estratificación social y la 

centralización del poder. El jefe no es mero líder político sino figura sagrada: descendiente de dioses, 

mediador con lo sobrenatural, garante del orden cósmico. Esta sacralización del poder transforma la 

obediencia política en deber religioso. 

Los rituales de instalación de jefes ilustran esta sacralización. No son meras ceremonias sino 

transformaciones ontológicas. El jefe es "muerto" como persona común y "renacido" como ser 

sagrado. Recibe insignias que no son meros símbolos sino objetos de poder. Experimenta revelaciones 

que legitiman su autoridad. Sale del ritual cualitativamente transformado. 

La ideología del jefe sagrado tiene implicaciones jurídicas profundas. Los crímenes contra el jefe son 

simultáneamente sacrilegio. La desobediencia es pecado. La rebelión es desorden cósmico. Pero la 
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sacralidad también impone obligaciones al jefe: debe mantener la armonía cósmica, asegurar la 

fertilidad, proteger al pueblo. El fracaso en estas obligaciones puede deslegitimar radicalmente. 

La religión de las jefaturas frecuentemente sincretiza elementos de los cultos segmentarios previos con 

nuevos elementos que enfatizan jerarquía y centralización. Los ancestros clánicos se subordinan a 

ancestros reales. Los rituales locales se integran en ceremonias centralizadas. Los especialistas 

religiosos locales se incorporan a jerarquías presididas por el jefe-sacerdote. 

Economía del prestigio y derecho redistributivo 

Las jefaturas desarrollan economías del prestigio donde el estatus se adquiere y mantiene mediante 

generosidad conspicua. El jefe debe recibir para poder dar. Esta lógica económica genera un derecho 

redistributivo complejo que regula flujos de bienes, servicios y símbolos a través de la jerarquía social. 

El potlatch de la costa noroeste americana ejemplifica esta economía del prestigio llevada al extremo. 

Los jefes compiten destruyendo riqueza para demostrar su grandeza. Pero incluso en formas menos 

espectaculares, la obligación de generosidad constriñe al jefe. Debe festejar a sus seguidores, 

recompensar servicios, socorrer necesidades. La tacañería deslegitima más que la tiranía. 

El derecho redistributivo regula minuciosamente quién da qué a quién en qué ocasiones. Los tributos 

no son exacciones arbitrarias sino obligaciones reguladas por la costumbre. Las redistribuciones siguen 

protocolos estrictos. Existe derecho a recibir en ciertas circunstancias: calamidades, servicios 

especiales, celebraciones. El jefe que no redistribuye adecuadamente enfrenta sanciones que van desde 

murmuraciones hasta rebelión. 

Esta economía del prestigio genera formas específicas de propiedad. Emergen bienes de prestigio —

objetos rituales, títulos, conocimientos esotéricos— que circulan en esferas restringidas. La tierra 

comienza a asociarse con linajes nobles. Los recursos críticos se vuelven prebendas distribuibles por 

el jefe. Pero estas formas de propiedad están cargadas de obligaciones que limitan la disposición 

arbitraria. 

Guerra, expansión y derecho internacional incipiente 

Las jefaturas son frecuentemente expansivas, incorporando grupos vecinos mediante conquista, 

alianza o asimilación. Esta expansión genera formas incipientes de derecho internacional: reglas sobre 

guerra y paz, tratados, tributos, intercambio de rehenes, matrimonios dinásticos. 

La guerra en las jefaturas está más regulada que en las sociedades segmentarias. Existen épocas para 

guerrear y épocas de tregua. Hay heraldos que pueden transitar territorio enemigo. Existen santuarios 

respetados por todos. Los prisioneros tienen estatus reconocido. Emerge distinción entre 

combatientes y no combatientes. Estas reglas no siempre se respetan pero su existencia marca una 

juridificación de la guerra. 

Los tratados entre jefaturas muestran sofisticación diplomática. No son meros acuerdos de no agresión 

sino complejos arreglos que pueden incluir delimitación de fronteras, derechos de paso, extradición 
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de fugitivos, cooperación militar, intercambios comerciales. La violación de tratados genera 

consecuencias no solo políticas sino religiosas: los dioses castigan la perfidia. 

El sistema de rehenes ilustra la interpenetración de política, derecho y parentesco. Los rehenes no son 

meros prisioneros sino huéspedes forzosos que garantizan tratados con sus personas. Frecuentemente 

son educados en la corte extranjera, creando lazos personales que trascienden la hostilidad política. El 

maltrato a rehenes viola normas fundamentales y justifica represalias. 

Urbanización incipiente y derecho municipal 

Algunas jefaturas desarrollan centros proto-urbanos que requieren nuevas formas de regulación. La 

concentración de población, la diversidad de actividades, la presencia de extranjeros, generan 

problemas desconocidos en las aldeas. Emerge un derecho proto-municipal que prefigura desarrollos 

posteriores. 

La regulación del espacio urbano es prioritaria. Zonificación incipiente separa áreas residenciales, 

comerciales, rituales. Normas de construcción evitan caos urbanístico. Reglamentos de higiene 

previenen epidemias. Control de incendios requiere cooperación obligatoria. Estas regulaciones 

marcan el inicio del derecho administrativo urbano. 

El mercado requiere regulación especial. Pesos y medidas deben estandarizarse. La calidad de 

productos debe garantizarse. Los conflictos comerciales necesitan resolución expedita. La presencia 

de comerciantes foráneos plantea problemas jurisdiccionales. Emerge un derecho mercantil 

especializado con sus propios procedimientos y autoridades. 

La diversidad urbana genera problemas de orden público desconocidos en comunidades homogéneas. 

Riñas entre extraños, robos anónimos, desórdenes nocturnos, requieren nuevas formas de control. 

Aparecen guardias urbanos, toques de queda, regulaciones de tabernas. El anonimato urbano exige 

identificación: marcas, vestimentas, salvoconductos que identifiquen a las personas. 

Conclusión: La normatividad arcaica como alteridad radical 

El estudio de las formas jurídicas en las sociedades preliterarias no es un ejercicio de arqueología 

jurídica destinado a satisfacer la curiosidad anticuaria. Por el contrario, confrontarnos con la radical 

alteridad del derecho arcaico nos permite desnaturalizar nuestras propias categorías jurídicas, 

revelando su carácter histórico y contingente. Lo que consideramos elementos necesarios de todo 

sistema jurídico —códigos escritos, tribunales permanentes, profesionales del derecho, monopolio 

estatal de la violencia— se revelan como desarrollos históricos específicos, no universales 

transhistóricos. 

El derecho moderno, con su énfasis en la escritura, la sistematicidad, la diferenciación funcional y la 

legitimación racional-legal, aparece no como la culminación necesaria de una evolución universal, sino 

como una configuración particular, históricamente situada, con sus propias posibilidades y 

limitaciones. Las formas jurídicas arcaicas, con su integración de lo normativo en la totalidad de la vida 
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social, su flexibilidad contextual, su orientación restaurativa más que punitiva, constituyen no solo un 

pasado superado sino un repertorio de posibilidades alternativas. 

Esta alteridad radical del derecho arcaico tiene implicaciones teóricas profundas. Cuestiona la 

universalidad de categorías jurídicas que damos por sentadas. Revela la contingencia de arreglos 

institucionales que parecen necesarios. Muestra que problemas perennes de la organización social —

orden, justicia, autoridad— pueden tener soluciones radicalmente diferentes. Sugiere que nuestras 

propias soluciones no son necesariamente superiores, solo diferentes. 

Las formas de justicia restaurativa, mediación comunitaria, pluralismo jurídico, autoridad consensual, 

que caracterizan muchos sistemas arcaicos, reaparecen hoy como alternativas a la crisis del modelo 

judicial moderno. No se trata de romantizar el pasado —estos sistemas tenían sus propias formas de 

opresión y violencia— sino de reconocer que contenían sabiduría jurídica que merece ser recuperada 

y reinterpretada. 

En un momento histórico en que el derecho occidental enfrenta crisis de legitimidad, eficacia y justicia, 

el diálogo con estas formas otras de juridicidad adquiere renovada relevancia. Los pueblos indígenas 

que mantienen sistemas jurídicos propios, las comunidades que practican justicia restaurativa, los 

movimientos que buscan alternativas al punitivismo estatal, encuentran en el derecho arcaico no 

modelos a copiar sino inspiración para imaginar futuros jurídicos alternativos. 

No se trata, por supuesto, de una romántica vuelta al pasado, sino de ampliar nuestro horizonte de 

comprensión de lo jurídicamente posible. Como observó Lévi-Strauss, "el bárbaro es, ante todo, el 

hombre que cree en la barbarie". Reconocer la plena dignidad jurídica de estos órdenes normativos 

otros es condición indispensable para una verdadera historia mundial del derecho que no sea mera 

proyección de categorías occidentales sobre la diversidad humana. 

El estudio del derecho arcaico nos enseña, finalmente, que el derecho es creación humana 

históricamente variable, no necesidad natural inmutable. Si ha sido creado, puede ser recreado. Si ha 

cambiado, puede seguir cambiando. Esta conciencia de la historicidad radical del derecho es quizás la 

lección más importante que podemos extraer del encuentro con la alteridad jurídica arcaica. En 

tiempos de crisis como los nuestros, cuando los modelos jurídicos heredados muestran sus límites, 

esta conciencia histórica se vuelve condición de posibilidad para imaginar y construir nuevas formas 

de justicia. 

 

1.2. Cosmovisiones míticas y fundamentos metajurídicos del orden 

El mito como fundamento del orden normativo 

La comprensión del fenómeno normativo en las sociedades arcaicas requiere adentrarse en el universo 

de las cosmovisiones míticas que proporcionan el marco de inteligibilidad dentro del cual las normas 

adquieren sentido y legitimidad. El mito no es, como pretendía el racionalismo ilustrado, una forma 

deficiente o primitiva de explicación del mundo, sino un modo específico de aprehensión de la realidad 
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que articula simultáneamente las dimensiones cosmológicas, sociales y normativas de la existencia 

humana. Esta comprensión del mito como forma válida de conocimiento representa una revolución 

epistemológica que debemos a la antropología del siglo XX, particularmente a figuras como Bronisław 

Malinowski, Claude Lévi-Strauss y Mircea Eliade. 

En las sociedades preliterarias, el orden jurídico no se fundamenta en la voluntad humana ni en 

principios racionales abstractos, sino que encuentra su anclaje en narraciones míticas que relatan el 

origen del cosmos, de la sociedad y de las normas que la rigen. Estas narraciones no son 

entretenimiento ni superstición, sino el fundamento mismo de la legitimidad normativa. Cuando un 

anciano invoca un mito para justificar una decisión o una norma, no está recurriendo a una autoridad 

externa sino actualizando el fundamento mismo del orden social. 

Los mitos de origen constituyen verdaderas "cartas fundacionales" que establecen no solo cómo el 

mundo llegó a ser, sino cómo debe ser. Esta dimensión prescriptiva del mito fue analizada 

magistralmente por Bronisław Malinowski en su estudio sobre los trobriandeses, donde demostró que 

el mito no es mera historia del pasado sino fuerza activa en el presente, legitimando instituciones, 

validando costumbres y justificando normas. El tiempo mítico no es un pasado muerto sino un 

presente eterno que fundamenta continuamente el orden actual. 

La función legitimadora del mito opera en múltiples niveles. En el nivel más básico, proporciona una 

explicación del por qué las cosas son como son: por qué ciertos clanes tienen privilegios específicos, 

por qué ciertas conductas están prohibidas, por qué ciertos rituales deben realizarse. Pero más 

profundamente, el mito proporciona un modelo de orden que debe ser replicado en la sociedad 

humana. El orden social no es invención humana arbitraria sino participación en un orden cósmico 

revelado en el mito. 

La estructura narrativa del derecho arcaico 

El derecho en las sociedades míticas no existe como código abstracto sino embebido en narrativas. 

Las normas no se enuncian como proposiciones lógicas sino que se narran como historias. Esta forma 

narrativa no es deficiencia sino característica esencial que otorga al derecho arcaico propiedades 

específicas: memorabilidad, flexibilidad interpretativa, carga emocional, integración holística. 

Las narrativas jurídicas típicamente relatan cómo un ancestro o héroe cultural enfrentó una situación 

problemática y la resolvió de cierta manera, estableciendo así un precedente normativo. Estas historias 

no son simples ejemplos sino paradigmas que deben ser actualizados en situaciones análogas. La 

habilidad del jurista tradicional consiste en reconocer las analogías pertinentes y aplicar el paradigma 

mítico apropiadamente. 

La forma narrativa permite que las normas conserven flexibilidad dentro de la estabilidad. La misma 

historia puede ser contada con énfasis diferentes según las circunstancias, permitiendo adaptación sin 

ruptura de la tradición. Los detalles pueden variar, nuevos elementos pueden ser introducidos, pero la 

estructura básica permanece, proporcionando continuidad normativa. 
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Además, la narrativa integra la norma en un contexto total que incluye no solo la prescripción sino sus 

razones, sus consecuencias, sus excepciones. A diferencia de la norma codificada que requiere 

comentarios y doctrina para ser comprendida en su plenitud, la norma narrativa lleva consigo su propio 

comentario. La historia no solo dice qué hacer sino por qué hacerlo, qué pasa si no se hace, cuándo 

puede no hacerse. 

La estructura cosmogónica del derecho 

Un patrón recurrente en las cosmogonías mundiales es la representación de la creación como victoria 

del orden sobre el caos primordial. Esta estructura mítica tiene profundas implicaciones normativas: 

el orden social y jurídico aparece como participación humana en la lucha cósmica contra las fuerzas 

del desorden. El mantenimiento del derecho no es mera convención social sino contribución al 

mantenimiento del cosmos mismo. 

En el pensamiento mítico, la creación del mundo y la instauración de las normas fundamentales son 

frecuentemente eventos simultáneos o inmediatamente consecutivos. Los dioses o héroes culturales 

que ordenan el caos primordial establecen también las reglas básicas de la convivencia humana. Esta 

conexión íntima entre cosmogonía y normatividad explica por qué la violación de las normas 

fundamentales es percibida como amenaza al orden cósmico mismo. 

El mito cosmogónico proporciona el modelo primordial de cómo el orden emerge del caos. Este 

modelo es reactualizado en cada acto de creación de orden, sea la fundación de una aldea, la instalación 

de un jefe, o la resolución de un conflicto. Los rituales jurídicos frecuentemente recrean 

simbólicamente el acto cosmogónico primordial, participando así de su poder ordenador. 

La amenaza permanente del retorno al caos fundamenta la necesidad del derecho. El caos no es 

simplemente ausencia de orden sino fuerza activa que constantemente amenaza con disolver las 

estructuras ordenadas. Las transgresiones normativas no son meras infracciones sino brechas por 

donde el caos puede infiltrarse. De ahí la gravedad con que son tratadas y la necesidad de rituales 

restauradores. 

La ciclicidad del tiempo mítico y la renovación del derecho 

La renovación ritual del acto cosmogónico, presente en festivales de año nuevo en múltiples culturas, 

incluye frecuentemente la renovación del orden normativo. Durante estos períodos liminales, las 

normas ordinarias pueden ser suspendidas temporalmente, solo para ser reinstauradas con fuerza 

renovada. Este ciclo de disolución y recreación del orden refleja la naturaleza dinámica del derecho en 

las sociedades míticas. 

Los rituales de renovación reconocen que el orden, incluido el orden normativo, se desgasta con el 

tiempo. Las normas pierden fuerza, las instituciones se corrompen, las relaciones se deterioran. La 

renovación ritual no es mero simbolismo sino regeneración real del orden. Durante el período liminal, 

el cosmos retorna simbólicamente al caos primordial, para ser recreado con vigor renovado. 
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Esta concepción cíclica tiene importantes implicaciones para el cambio normativo. Las innovaciones 

pueden ser introducidas durante los períodos de renovación, presentándose no como novedades sino 

como aspectos del orden primordial que habían sido olvidados o mal comprendidos. La renovación 

permite así tanto la conservación como la transformación del orden normativo. 

La temporalidad cíclica también afecta la concepción de la justicia. Los desequilibrios y las injusticias 

acumuladas durante el ciclo pueden ser borradas en la renovación. Deudas pueden ser canceladas, 

esclavos liberados, propiedades redistribuidas. Este "borrón y cuenta nueva" periódico funciona como 

válvula de seguridad que previene la acumulación explosiva de tensiones sociales. 

Tiempo mítico y validez normativa 

La concepción del tiempo en las sociedades arcaicas difiere radicalmente de la concepción lineal 

moderna. Mircea Eliade distinguió entre el tiempo profano, histórico, irreversible, y el tiempo sagrado, 

mítico, reversible. Las normas fundamentales no tienen origen en el tiempo histórico sino en el tiempo 

mítico, lo que les otorga una validez que trasciende las contingencias temporales. 

Esta ubicación de las normas en el tiempo mítico tiene consecuencias prácticas importantes. Las 

normas no pueden ser derogadas por simple decisión humana porque no fueron establecidas por 

humanos. Los cambios normativos deben presentarse como restauraciones del orden primordial, no 

como innovaciones. La reforma se legitima como retorno a los orígenes, no como progreso hacia el 

futuro. 

El tiempo mítico no es simplemente el pasado remoto sino una dimensión temporal cualitativamente 

diferente que puede ser reactualizada mediante rituales apropiados. Durante los rituales, el tiempo 

primordial se hace presente, y los participantes contemporáneos se convierten en contemporáneos de 

los eventos míticos. Esta contemporaneidad permite la participación directa en el poder fundador del 

tiempo primordial. 

La reactualización ritual del tiempo mítico permite, paradójicamente, tanto la conservación como la 

transformación del orden normativo. Durante los rituales, el tiempo primordial se hace presente, y en 

esa presencia pueden introducirse modificaciones que se presentan como clarificaciones de la voluntad 

original de los fundadores míticos. Esta dialéctica entre permanencia y cambio es característica del 

derecho en sociedades tradicionales. 

La multidimensionalidad temporal del derecho mítico 

El derecho en las sociedades míticas opera simultáneamente en múltiples dimensiones temporales. 

Existe el tiempo cotidiano donde las normas se aplican rutinariamente, el tiempo ritual donde se 

reactualiza su fundamento mítico, el tiempo escatológico donde se proyecta su cumplimiento final, y 

el tiempo onírico donde se revelan nuevas interpretaciones. Esta multidimensionalidad temporal 

otorga al derecho arcaico una complejidad que el derecho moderno, atrapado en la linealidad temporal, 

ha perdido. 



57 
 

Cada dimensión temporal tiene sus propias características normativas. En el tiempo cotidiano, las 

normas operan como hábitos sociales incorporados, raramente cuestionados. En el tiempo ritual, las 

normas se vuelven conscientes y son reafirmadas o sutilmente modificadas. En el tiempo escatológico, 

las normas actuales son confrontadas con un ideal de justicia perfecta que las relativiza. En el tiempo 

onírico, las normas pueden ser cuestionadas, reinterpretadas o suplementadas mediante revelaciones. 

La capacidad de moverse entre estas diferentes dimensiones temporales es marca del especialista 

jurídico-religioso. El chamán, el profeta, el sabio anciano, pueden acceder al tiempo mítico mediante 

técnicas extáticas, al tiempo escatológico mediante visiones, al tiempo onírico mediante sueños 

controlados. Este acceso diferencial a las dimensiones temporales es fuente de autoridad normativa. 

La coexistencia de múltiples tiempos permite resolver contradicciones aparentes en el sistema 

normativo. Una norma puede ser válida en el tiempo cotidiano pero suspendida en el tiempo ritual. 

Una práctica puede ser prohibida en el presente pero prometida para el tiempo escatológico. Una 

costumbre puede ser mantenida en la vigilia pero transformada en el sueño. Esta flexibilidad temporal 

es recurso adaptativo fundamental. 

Espacio sagrado y jurisdicción 

Las cosmovisiones míticas establecen una geografía sagrada donde diferentes espacios están sujetos a 

diferentes regímenes normativos. El espacio no es homogéneo sino cualitativamente diferenciado: 

existen centros sagrados donde el orden divino es más intenso y periferias donde ese orden se debilita. 

Esta heterogeneidad espacial se traduce en heterogeneidad normativa. 

Los lugares sagrados —montañas, bosques, fuentes, templos— son frecuentemente espacios de 

jurisdicción especial donde rigen normas diferentes a las del espacio profano. Pueden ser lugares de 

asilo donde no puede ejercerse la venganza, espacios de ordalía donde se manifiesta el juicio divino, o 

centros de peregrinación donde se dirimen disputas bajo protección sagrada. Esta geografía sagrada 

crea un mapa normativo complejo. 

La sacralidad del espacio no es característica natural sino construcción cultural que requiere 

mantenimiento constante. Los rituales de consagración establecen la sacralidad, los tabúes la protegen, 

las violaciones la comprometen, los rituales de purificación la restauran. La gestión de la sacralidad 

espacial es así una forma de gestión normativa que regula accesos, comportamientos y jurisdicciones. 

La orientación espacial tiene también significación normativa. En muchas culturas, las direcciones 

cardinales están asociadas con diferentes principios normativos. El este puede ser la dirección de la 

justicia, el oeste de la misericordia, el norte de la severidad, el sur de la abundancia. Los rituales 

jurídicos deben realizarse con la orientación apropiada para ser eficaces. 

La arquitectura cósmica del derecho 

El espacio mítico no es mero contenedor sino arquitectura significativa que estructura la experiencia 

normativa. El axis mundi —sea montaña sagrada, árbol cósmico o templo— no es solo centro 

geográfico sino punto de referencia normativo desde el cual se irradia el orden. La distancia desde este 
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centro no es solo física sino cualitativa: a mayor distancia, menor intensidad del orden, mayor 

ambigüedad normativa. 

Esta arquitectura cósmica se replica fractalmente en diferentes escalas. La aldea reproduce la estructura 

del cosmos con su propio centro sagrado. La casa familiar tiene su axis mundi en el hogar o el poste 

central. Incluso el cuerpo humano es concebido como microcosmos con su propia geografía sagrada. 

Cada nivel tiene sus propias normas espacializadas. 

Los límites y fronteras tienen especial significación en esta geografía normativa. No son meras líneas 

de demarcación sino zonas de transición donde diferentes órdenes normativos se encuentran. Los 

rituales de paso que marcan la transición entre espacios son también rituales jurídicos que marcan el 

cambio de jurisdicción. Cruzar un límite sin el ritual apropiado es transgresión que puede acarrear 

graves consecuencias. 

La movilidad en el espacio mítico está así jurídicamente regulada. No todos pueden acceder a todos 

los espacios. Algunos lugares están reservados para iniciados, otros prohibidos a mujeres o a 

extranjeros. El estatus determina la geografía accesible. Pero también existen momentos y 

procedimientos mediante los cuales estas restricciones pueden ser temporalmente levantadas o 

permanentemente modificadas. 

Ancestros y autoridad normativa 

En muchas sociedades arcaicas, los ancestros constituyen la fuente primordial de autoridad normativa. 

Los muertos, especialmente los fundadores del linaje o del grupo, continúan ejerciendo jurisdicción 

sobre los vivos. Esta "jurisprudencia ancestral" se basa en la creencia de que los ancestros, liberados 

de las limitaciones corporales, tienen acceso a una perspectiva más amplia sobre la justicia y el orden. 

Los ancestros no son simplemente muertos recordados sino presencias activas en la vida social. 

Observan el comportamiento de sus descendientes, se alegran con su virtud y se enojan con sus 

transgresiones. Pueden bendecir o maldecir, proteger o castigar. Su voluntad debe ser consultada en 

decisiones importantes y su aprobación buscada para innovaciones significativas. 

La comunicación con los ancestros requiere procedimientos específicos y frecuentemente 

especialistas. Los sueños son canal común pero no todos los sueños son mensajes ancestrales y no 

todos pueden interpretarlos correctamente. La posesión permite a los ancestros hablar directamente 

a través de médiums. Los sistemas de adivinación proporcionan métodos más controlados de consulta. 

Cada método tiene sus propias reglas y limitaciones. 

Los ancestros comunican su voluntad normativa a través de diversos medios: sueños, posesiones, 

augurios, oráculos. Los vivos deben interpretar estas comunicaciones, lo que requiere especialistas —

adivinos, médiums, sacerdotes— que median entre el mundo de los vivos y el de los muertos. Esta 

mediación introduce un elemento de flexibilidad en un sistema aparentemente rígido. 

La economía moral de la ancestralidad 
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La relación con los ancestros no es unidireccional sino recíproca. Los vivos deben a los ancestros no 

solo obediencia sino también sustento mediante ofrendas, memoria mediante rituales, y continuidad 

mediante descendencia. Los ancestros, por su parte, deben protección, guía y bendiciones. Esta 

reciprocidad crea una economía moral que trasciende la muerte. 

El incumplimiento de las obligaciones hacia los ancestros es fuente de desorden tanto individual como 

social. Un ancestro olvidado o desatendido puede volverse espíritu vengativo que causa enfermedad, 

locura o muerte. Las desgracias inexplicables frecuentemente se atribuyen a ancestros ofendidos cuya 

identidad y agravio deben ser descubiertos mediante adivinación. 

La veneración ancestral tiene importantes implicaciones para el cambio normativo. Las innovaciones 

deben presentarse como redescubrimientos de la sabiduría ancestral olvidada. Los reformadores 

invocan comunicaciones ancestrales que legitiman los cambios. Los conflictos normativos pueden 

resolverse consultando a los ancestros a través de rituales apropiados. 

Pero los ancestros no son conservadores inflexibles. En muchas tradiciones, son precisamente los 

ancestros quienes revelan nuevas normas necesarias para circunstancias cambiantes. La autoridad 

ancestral puede así ser fuente tanto de continuidad como de cambio, dependiendo de cómo sea 

interpretada y movilizada por los vivos. 

Naturaleza y normatividad 

En las cosmovisiones míticas, la naturaleza no es mero escenario de la acción humana sino participante 

activa en el orden normativo. Los fenómenos naturales —tormentas, sequías, terremotos, eclipses— 

son interpretados como respuestas a acciones humanas, especialmente a transgresiones normativas. 

Esta interconexión entre orden natural y orden social fundamenta una ética de responsabilidad 

cósmica. 

Los animales, plantas y elementos naturales pueden ser portadores de normatividad. Animales 

totémicos encarnan principios normativos que sus clanes humanos deben observar. Plantas sagradas 

revelan verdades jurídicas en contextos rituales. Elementos como el fuego o el agua sirven como 

instrumentos de ordalía, manifestando juicios divinos. Esta participación de la naturaleza en el orden 

normativo refleja una visión integradora del cosmos. 

La observación de regularidades naturales proporciona modelos para el orden social. Los ciclos 

astronómicos sugieren la periodicidad de las obligaciones rituales. Las migraciones animales indican 

tiempos apropiados para diferentes actividades. Los comportamientos animales ofrecen paradigmas 

de organización social. Esta "lectura" normativa de la naturaleza requiere conocimiento especializado 

que combina observación empírica con interpretación simbólica. 

La naturaleza no es solo modelo sino también juez. Los fenómenos naturales pueden confirmar o 

rechazar decisiones humanas. Una lluvia oportuna después de un ritual indica aprobación divina. Una 

sequía persistente sugiere transgresiones no expiadas. Los desastres naturales son interpretados como 

castigos colectivos que requieren identificación y corrección de las faltas causantes. 



60 
 

El lenguaje de los signos naturales 

La naturaleza "habla" a través de signos que deben ser interpretados. El vuelo de las aves, las entrañas 

de los animales sacrificados, los patrones de las nubes, las formas del fuego, todos pueden contener 

mensajes normativos. Esta semiótica natural requiere especialistas entrenados en su lectura. La 

interpretación errónea puede llevar a decisiones catastróficas. 

Los sistemas de augurios y presagios no son superstición arbitraria sino códigos complejos que 

relacionan fenómenos naturales con situaciones humanas. Un eclipse durante un juicio puede indicar 

que se está cometiendo una injusticia. El nacimiento de animales deformes puede señalar 

transgresiones sexuales en la comunidad. Estos códigos varían culturalmente pero la lógica subyacente 

es consistente: la naturaleza refleja y responde al orden moral humano. 

La consulta de signos naturales antes de decisiones importantes no es mera precaución sino 

reconocimiento de que las acciones humanas deben armonizar con ritmos y disposiciones cósmicas. 

Iniciar una guerra, celebrar un matrimonio, dictar una sentencia en el momento cósmicamente 

inapropiado puede llevar al fracaso independientemente de otros factores. La temporalidad natural se 

convierte así en factor jurídico. 

La manipulación de signos naturales es transgresión grave. Falsificar un augurio, forzar una 

interpretación, ignorar un presagio claro, son formas de hybris que atraen castigo divino. Los 

especialistas en interpretación están sujetos a estrictas normas éticas. Su autoridad depende de su 

integridad tanto como de su conocimiento técnico. 

Palabra, ritual y eficacia normativa 

En las cosmovisiones míticas, la palabra —especialmente la palabra ritual— posee poder 

performativo: no describe realidades sino que las crea. Este poder creador de la palabra tiene 

manifestaciones específicamente jurídicas en juramentos, maldiciones, bendiciones y sentencias. La 

eficacia de estos actos de habla no depende solo de su contenido sino de su forma correcta, del estatus 

de quien los pronuncia y del contexto ritual apropiado. 

El formalismo extremo del derecho arcaico refleja esta concepción performativa del lenguaje. Una 

palabra mal pronunciada, un gesto ritual incorrecto, una fórmula alterada, pueden invalidar todo el 

procedimiento jurídico. Esta rigidez formal no es primitivismo sino reconocimiento del poder 

intrínseco de las formas correctas. Las fórmulas jurídicas son tecnologías de poder que deben 

manejarse con precisión. 

El poder de la palabra no es automático sino que requiere condiciones específicas para su activación. 

El hablante debe tener autoridad reconocida. Las palabras deben pronunciarse en el contexto ritual 

apropiado. La audiencia debe estar presente y receptiva. Las fórmulas deben ser las correctas para la 

situación. Cualquier defecto en estas condiciones puede neutralizar el poder performativo. 

Los rituales jurídicos —investiduras, juramentos, ordalías, ejecuciones— no son mero simbolismo 

sino actos que transforman la realidad. El ritual de investidura no simboliza la autoridad sino que la 
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confiere. El juramento no expresa una promesa sino que crea un vínculo ontológico. La ordalía no 

descubre la verdad sino que la constituye. Esta eficacia ritual requiere fe compartida en el poder de los 

procedimientos correctamente ejecutados. 

La gramática del poder ritual 

El lenguaje ritual tiene su propia gramática que difiere del lenguaje cotidiano. Utiliza formas arcaicas, 

estructuras formulaicas, repeticiones, inversiones. Esta gramática especial no es ornamento sino 

tecnología que activa el poder performativo. Dominar esta gramática es parte esencial de la formación 

del especialista jurídico-ritual. 

Los nombres tienen especial poder en el contexto ritual. Conocer el nombre verdadero de algo o 

alguien es tener poder sobre ello. Por eso los nombres rituales son frecuentemente secretos o se usan 

solo en contextos específicos. La imposición de nombres es acto jurídico que establece identidad y 

estatus. El cambio de nombre marca transiciones fundamentales de condición jurídica. 

El silencio es tan significativo como la palabra en los rituales jurídicos. Hay momentos donde hablar 

es transgredir y callar es afirmar. El silencio puede indicar consentimiento, respeto, o protesta según 

el contexto. La gestión del silencio es arte sutil que distingue al especialista competente del novicio. 

La voz misma es vehículo de poder. El tono, el volumen, el ritmo, la cadencia, todo contribuye a la 

eficacia performativa. Algunas fórmulas deben susurrarse, otras gritarse. Algunas requieren voz 

monótona, otras modulación dramática. La educación de la voz es parte de la formación jurídico-

ritual. 

Transgresión y contaminación 

Las cosmovisiones míticas frecuentemente conceptualizan la transgresión normativa en términos de 

contaminación o polución. El transgresor no solo ha violado una regla sino que ha introducido una 

impureza que amenaza con expandirse si no es contenida. Esta concepción tiene importantes 

implicaciones para la comprensión del castigo y la restauración del orden. 

La contaminación producida por la transgresión puede afectar no solo al transgresor sino a su familia, 

su comunidad, incluso su territorio. Un homicida contamina la tierra con sangre derramada. Un 

incestuoso introduce confusión en las categorías fundamentales. Un perjuro envenena la palabra 

social. Estas contaminaciones requieren procedimientos específicos de purificación. 

La lógica de la contaminación no es arbitraria sino que sigue principios coherentes. Las transgresiones 

que violan límites fundamentales —entre vida y muerte, entre categorías de parentesco, entre humano 

y divino— producen contaminaciones más graves. La contaminación tiende a expandirse por 

contacto, contagio o proximidad. Puede transmitirse a través de objetos, espacios o relaciones sociales. 

Los rituales de purificación no son meros gestos simbólicos sino procedimientos técnicos para 

eliminar la contaminación y restaurar el orden. Pueden incluir lavados rituales, sacrificios, exilios 

temporales, transformaciones de estatus. La eficacia de estos rituales depende de su correcta ejecución 
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según las prescripciones tradicionales. La purificación exitosa permite la reintegración del transgresor 

y la restauración del equilibrio cósmico. 

Economías de la pureza y la contaminación 

Las sociedades que operan con lógicas de pureza y contaminación desarrollan complejas economías 

morales. La pureza es recurso escaso que debe ser cuidadosamente conservado y puede ser 

incrementado mediante prácticas apropiadas. La contaminación es riesgo constante que debe ser 

gestionado mediante precauciones y, cuando ocurre, neutralizado mediante purificaciones. 

Diferentes personas tienen diferentes grados de pureza/impureza inherente que determinan sus 

posibilidades de acción. Los sacerdotes deben mantener niveles más altos de pureza. Los guerreros 

pueden tolerar ciertas contaminaciones. Los especialistas en tratar con la muerte o la enfermedad 

operan en estados de impureza controlada. Estas diferencias crean una división del trabajo moral. 

Los intercambios de pureza y contaminación siguen lógicas específicas. La pureza puede ser 

transferida mediante bendiciones, contacto con objetos sagrados, participación en rituales. La 

contaminación se transmite por contacto con sustancias impuras, violación de tabúes, proximidad a 

transgresores. Pero también existen técnicas para bloquear o desviar estas transferencias. 

La gestión social de la pureza/contaminación crea jerarquías y exclusiones pero también solidaridades 

y especializaciones funcionales. Los impuros no son simplemente marginados sino que pueden 

cumplir funciones necesarias que los puros no pueden realizar. La impureza controlada puede ser 

fuente de poder, como en el caso de herreros o enterradores en muchas sociedades africanas. 

Dualismo y ambivalencia normativa 

Muchas cosmovisiones míticas presentan estructuras dualistas donde principios opuestos pero 

complementarios organizan la realidad. Estas dualidades —luz/oscuridad, masculino/femenino, 

derecha/izquierda, puro/impuro— tienen implicaciones normativas. El orden jurídico debe mantener 

el equilibrio apropiado entre estos principios, evitando tanto la confusión como la separación absoluta. 

El dualismo no implica maniqueísmo simple. Los principios opuestos no son necesariamente bien y 

mal sino fuerzas complementarias ambas necesarias para el funcionamiento del cosmos. La luz 

necesita la oscuridad para ser luz, lo masculino necesita lo femenino para ser masculino. El exceso de 

cualquier principio es tan peligroso como su ausencia. El derecho debe mantener el equilibrio 

dinámico. 

La figura del trickster o embaucador mítico encarna la ambivalencia normativa presente en muchas 

cosmovisiones. El trickster viola normas pero también las establece, destruye pero también crea, 

engaña pero también revela verdades. Esta ambivalencia no es contradicción sino reconocimiento de 

que el orden requiere cierto grado de desorden, que las normas rígidas necesitan válvulas de escape. 

Los períodos de inversión ritual —carnavales, festivales de inversión de roles— institucionalizan esta 

ambivalencia. Durante estos períodos, las normas ordinarias se suspenden o invierten: los siervos 
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mandan, los señores obedecen, lo prohibido se permite. Estas inversiones temporales, lejos de 

amenazar el orden, lo refuerzan al proporcionar escape controlado a las tensiones sociales. 

La dialéctica del orden y el caos 

El pensamiento mítico reconoce que orden y caos no son opuestos absolutos sino polos de una 

dialéctica necesaria. El orden total sería parálisis, el caos total sería disolución. La vida se desarrolla en 

la tensión dinámica entre ambos. Esta comprensión dialéctica se traduce en sistemas normativos que 

incorporan elementos de flexibilidad, ambigüedad y hasta transgresión controlada. 

Las figuras liminales —chamanes, profetas, locos sagrados— encarnan esta dialéctica. Operan en los 

márgenes del orden social, transgrediendo normas ordinarias pero al servicio de un orden superior. Su 

marginalidad es fuente de poder: pueden ver lo que otros no ven, decir lo que otros no pueden decir, 

hacer lo que otros no pueden hacer. Pero su libertad está circunscrita por expectativas culturales 

específicas. 

Los mitos frecuentemente narran cómo el exceso de orden lleva a la esterilidad y debe ser renovado 

mediante irrupciones controladas de caos. El rey demasiado justo que paraliza el reino con su 

perfeccionismo. La sociedad demasiado pura que se extingue por falta de vitalidad. Estas narrativas 

legitiman la necesidad de cierto grado de desorden, transgresión e innovación. 

La gestión del equilibrio entre orden y caos es responsabilidad fundamental del liderazgo. El líder debe 

saber cuándo reforzar el orden y cuándo permitir el desorden. Cuándo aplicar las normas estrictamente 

y cuándo ser flexible. Cuándo mantener las tradiciones y cuándo innovar. Este arte del equilibrio 

distingue al líder sabio del tirano o del negligente. 

Cosmología y proporcionalidad 

Las cosmovisiones míticas frecuentemente incluyen nociones de equilibrio y proporcionalidad 

cósmica que se traducen en principios jurídicos. La idea de que el universo tiende hacia el equilibrio, 

que toda acción genera una reacción proporcionada, que los excesos en cualquier dirección son 

peligrosos, fundamenta concepciones de justicia basadas en la reciprocidad y la moderación. 

Esta proporcionalidad cósmica se manifiesta en sistemas de compensación que buscan restaurar 

equilibrios rotos por las transgresiones. Las tarifas de composición no son arbitrarias sino que reflejan 

cálculos complejos sobre el valor relativo de diferentes daños y diferentes personas. La 

proporcionalidad no es simple equivalencia matemática sino equilibrio cualitativo que considera 

múltiples factores. 

El principio de proporcionalidad opera en múltiples niveles. En el nivel más básico, establece 

equivalencias entre daños y compensaciones. Pero también opera en niveles más sutiles: entre 

derechos y obligaciones, entre autoridad y responsabilidad, entre libertad y restricción. El arte jurídico 

consiste en discernir las proporciones apropiadas para cada situación. 

La noción de hybris o exceso como transgresión fundamental aparece en múltiples cosmovisiones. El 

exceso de poder, riqueza, orgullo o ambición viola el orden cósmico y atrae castigo divino. Esta 



64 
 

concepción limita la acumulación ilimitada y favorece ideales de moderación y equilibrio. El derecho 

debe prevenir y castigar los excesos que amenazan el equilibrio cósmico. 

Los ciclos de desequilibrio y restauración 

Las cosmovisiones míticas reconocen que el equilibrio perfecto es imposible o indeseable. El cosmos 

opera mediante ciclos de desequilibrio y restauración. Períodos de acumulación seguidos de 

redistribución. Fases de orden estricto seguidas de relajación. Momentos de jerarquía rígida seguidos 

de igualación temporal. Estos ciclos no son fallas sino mecanismos de renovación. 

Los rituales de inversión y renovación gestionan estos ciclos. Los potlatch donde se destruye riqueza 

acumulada. Los jubileos donde se cancelan deudas y liberan esclavos. Las saturnales donde amos 

sirven a esclavos. Estos rituales no son meras válvulas de escape sino mecanismos de reequilibrio que 

previenen la acumulación excesiva de tensiones. 

La justicia en este contexto no es mantener un equilibrio estático sino gestionar dinámicamente los 

desequilibrios inevitables. Saber cuándo un desequilibrio ha llegado al punto donde requiere 

corrección. Reconocer qué tipo de restauración es apropiada. Distinguir entre desequilibrios 

productivos que generan dinamismo y desequilibrios destructivos que amenazan el sistema. 

Los especialistas jurídico-rituales deben ser expertos en reconocer y gestionar estos ciclos. Deben 

poder leer los signos de desequilibrio excesivo: tensiones sociales, fenómenos naturales anómalos, 

enfermedades inexplicables. Deben conocer los procedimientos apropiados de restauración: rituales, 

compensaciones, reorganizaciones. Deben tener autoridad para implementar medidas que pueden ser 

impopulares pero necesarias. 

Transformación y permanencia 

Las cosmovisiones míticas deben reconciliar la necesidad de estabilidad normativa con la realidad del 

cambio social. Esta reconciliación se logra mediante diversos mecanismos conceptuales que permiten 

el cambio mientras mantienen la ficción de permanencia. Los mitos mismos son flexibles, admitiendo 

variantes que responden a nuevas circunstancias mientras mantienen estructuras básicas. 

La plasticidad del mito permite adaptación sin ruptura. Los detalles pueden cambiar —nombres, 

lugares, circunstancias específicas— mientras la estructura narrativa permanece. Nuevos episodios 

pueden ser añadidos para abordar situaciones no previstas. Personajes menores pueden ganar 

prominencia cuando sus historias se vuelven relevantes. Esta evolución orgánica permite que el corpus 

mítico permanezca vivo y relevante. 

La revelación continua permite introducir nuevas normas como mandatos divinos recién descubiertos 

o recordados. Los profetas y visionarios reciben comunicaciones que actualizan el orden normativo 

para nuevas situaciones. Estas revelaciones deben legitimarse mediante signos reconocidos y 

aceptación comunitaria, lo que limita la innovación arbitraria. 

La reinterpretación de mitos y normas tradicionales permite adaptación sin ruptura aparente. Los 

especialistas religiosos desarrollan exégesis sofisticadas que extraen nuevos significados de historias 
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antiguas. Las analogías permiten aplicar principios míticos a situaciones no previstas. Esta 

hermenéutica mítica es motor de cambio dentro de un marco de continuidad. 

Los mecanismos de la innovación tradicional 

La innovación en sociedades míticas sigue patrones específicos que la distinguen de la innovación 

moderna. No se presenta como creación ex nihilo sino como redescubrimiento, clarificación o 

restauración. El innovador no es inventor sino revelador de verdades ocultas o olvidadas. Esta retórica 

de la tradición permite cambios sustanciales mientras mantiene la legitimidad tradicional. 

Los sueños y visiones son vehículos privilegiados de innovación. Un nuevo ritual puede ser revelado 

en sueños. Una reinterpretación normativa puede venir mediante visión. Estos modos de revelación 

tienen ventaja de no poder ser contradichos mediante argumentos racionales. Si los espíritus o 

ancestros han hablado, su autoridad trasciende el debate humano. 

La innovación frecuentemente viene de los márgenes. Profetas del desierto, visionarios marginales, 

jóvenes iniciados que ven con ojos frescos. La marginalidad proporciona distancia crítica y libertad de 

las presiones conformistas. Pero la innovación marginal debe eventualmente ser validada por el centro 

para tener efecto duradero. Este proceso de validación filtra innovaciones, rechazando las disruptivas 

y domesticando las aceptables. 

El sincretismo es modo importante de innovación. Cuando diferentes tradiciones míticas entran en 

contacto, elementos de una pueden ser incorporados en otra. Deidades extranjeras son identificadas 

con deidades locales. Rituales foráneos son adaptados a contextos locales. Normas de otros pueblos 

son adoptadas y justificadas mediante reinterpretación mítica. Este sincretismo permite evolución 

mientras mantiene continuidad identitaria. 

Crisis mítica y transformación normativa 

Los períodos de crisis —derrotas militares, catástrofes naturales, epidemias— pueden precipitar 

transformaciones profundas en las cosmovisiones míticas y sus sistemas normativos asociados. 

Cuando el orden tradicional falla espectacularmente en mantener el bienestar social, se abre espacio 

para reinterpretaciones radicales o adopción de nuevos paradigmas míticos. 

Estas crisis pueden llevar a movimientos de revitalización que buscan restaurar un orden primordial 

idealizado mediante purificación radical de corrupciones acumuladas. Pueden generar movimientos 

milenaristas que proyectan la solución en una transformación escatológica inminente. Pueden resultar 

en conversiones masivas a nuevos sistemas mítico-normativos que parecen ofrecer mejor explicación 

y control de la realidad. 

La gestión de crisis míticas requiere liderazgo carismático capaz de reinterpretar la tradición de 

maneras que aborden los nuevos desafíos mientras mantienen continuidad con el pasado. Los grandes 

reformadores religiosos son maestros de este arte: presentan innovaciones radicales como retornos a 

verdades fundamentales olvidadas. Transforman mientras afirman conservar. 
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Las crisis también pueden llevar a fragmentación donde diferentes grupos adoptan diferentes 

interpretaciones del corpus mítico tradicional. Estas escisiones pueden institucionalizarse en sectas, 

denominaciones o tradiciones separadas, cada una afirmando ser la verdadera heredera de la tradición 

original. La diversificación resultante puede ser fuente de conflicto pero también de vitalidad 

adaptativa. 

La persistencia de lo mítico en el derecho moderno 

Las cosmovisiones míticas no son, como pretendía el evolucionismo decimonónico, estadios 

primitivos destinados a ser superados por la razón, sino matrices de sentido que continúan operando, 

aunque transformadas y frecuentemente no reconocidas, en los órdenes jurídicos contemporáneos. La 

sacralización del poder constituyente, la invocación de "padres fundadores", el ritual judicial, la fe en 

el poder performativo de las declaraciones legales, todos revelan la persistencia de estructuras míticas 

en el corazón del derecho moderno. 

El constitucionalismo moderno puede leerse como mitología secularizada. La constitución funciona 

como texto sagrado que narra el origen de la comunidad política. Los padres fundadores son figuras 

míticas cuya voluntad original debe ser constantemente interpretada. Los momentos constituyentes 

son tiempos míticos de fundación que establecen el orden normativo básico. La interpretación 

constitucional es exégesis que busca discernir el significado verdadero del texto fundacional. 

Los rituales judiciales mantienen elementos claramente míticos. El tribunal como espacio sagrado con 

su arquitectura imponente y su simbolismo. El juez como figura cuasi-sacerdotal con sus vestimentas 

especiales y su posición elevada. Los procedimientos formalizados que deben seguirse 

escrupulosamente. Los juramentos que invocan sanciones sobrenaturales. La sentencia como palabra 

performativa que transforma realidades jurídicas. 

Incluso conceptos aparentemente racionales del derecho moderno tienen sustratos míticos. La 

"voluntad general" de Rousseau es entidad mítica tanto como concepto filosófico. Los "derechos 

naturales" invocan un orden normativo pre-político de carácter cuasi-divino. La "mano invisible" del 

mercado es principio ordenador mítico en las cosmologías neoliberales. Reconocer estos elementos 

míticos no es descalificarlos sino comprenderlos más profundamente. 

El retorno de lo reprimido 

En momentos de crisis, los elementos míticos reprimidos del derecho moderno tienden a resurgir con 

fuerza. Los movimientos populistas invocan mitos de pueblos originarios traicionados por élites 

corruptas. Los fundamentalismos buscan restaurar órdenes normativos basados explícitamente en 

fundamentos mítico-religiosos. Los nacionalismos movilizan mitos de destinos manifiestos y misiones 

históricas. 

La globalización genera nostalgias por órdenes míticos locales amenazados por fuerzas 

homogeneizadoras. Comunidades indígenas reivindican sistemas normativos basados en 

cosmovisiones míticas propias. Movimientos new age sincretizan elementos míticos de diversas 
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tradiciones en nuevas síntesis. Estos fenómenos no son regresiones sino recordatorios de que la 

necesidad de fundamentación mítica del orden no ha sido superada. 

La crisis ambiental está generando nuevas mitologías que buscan reintegrar humanidad y naturaleza. 

Los derechos de la naturaleza, la Pachamama, Gaia, son conceptos que combinan ciencia y mito en 

nuevas síntesis normativas. Estas neo-mitologías no son irracionales sino intentos de crear marcos de 

sentido capaces de fundamentar órdenes normativos apropiados para los desafíos contemporáneos. 

La tecnología digital está creando sus propias mitologías. El ciberespacio como nueva frontera, la 

singularidad como evento escatológico, los algoritmos como oráculos infalibles. Estas tecno-

mitologías tienen implicaciones normativas profundas, legitimando nuevas formas de poder y 

autoridad. Comprenderlas requiere la misma aproximación crítica que aplicamos a mitologías 

tradicionales. 

Hacia una hermenéutica de las cosmovisiones jurídicas 

Comprender las cosmovisiones míticas como fundamentos metajurídicos del orden no es un ejercicio 

arqueológico sino una operación crítica que permite desnaturalizar las evidencias del presente. 

Requiere una hermenéutica capaz de moverse entre diferentes horizontes de sentido sin reducir unos 

a otros. Esta hermenéutica debe ser simultáneamente empática y crítica, comprendiendo las lógicas 

internas mientras mantiene distancia reflexiva. 

La comparación entre cosmovisiones jurídicas diversas revela tanto universales como particularidades. 

Todas las sociedades parecen requerir alguna forma de fundamentación metajurídica del orden, pero 

las formas específicas varían enormemente. Reconocer esta unidad en la diversidad permite diálogo 

intercultural sin homogeneización ni relativismo paralizante. 

El estudio de cosmovisiones míticas ajenas transforma nuestra comprensión de la propia. Lo que 

parecía racional se revela como mítico, lo que parecía necesario se muestra contingente. Esta 

desfamiliarización es prerequisito para cualquier crítica profunda del orden jurídico propio. Solo 

viendo desde fuera podemos ver verdaderamente. 

El derecho moderno construye su propio mito: el mito de su completa desmitificación. Reconocer la 

dimensión mítica irreductible de todo orden normativo es condición para una comprensión 

verdaderamente crítica del fenómeno jurídico. No se trata de abandonar la razón sino de reconocer 

sus límites y su entrelazamiento con dimensiones míticas, simbólicas y afectivas de la experiencia 

humana. 

El desafío contemporáneo 

La crisis contemporánea de los fundamentos del derecho —la búsqueda ansiosa de legitimación en 

sociedades pluralistas y secularizadas— puede iluminarse desde la perspectiva de las cosmovisiones 

míticas. No se trata de retornar a fundamentaciones míticas premodernas, sino de reconocer que todo 

orden normativo requiere algún tipo de fundamentación metajurídica, alguna narrativa sobre el origen 

y sentido del derecho que trascienda el derecho mismo. 
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El pluralismo contemporáneo presenta desafíos inéditos. ¿Cómo fundamentar un orden normativo 

común cuando coexisten múltiples cosmovisiones incompatibles? ¿Cómo crear mitos cívicos 

inclusivos en sociedades diversas? ¿Cómo gestionar conflictos entre sistemas normativos basados en 

fundamentos míticos diferentes? Estas preguntas no tienen respuestas fáciles pero ignorarlas no las 

hace desaparecer. 

La secularización no ha eliminado la necesidad de fundamentación metajurídica sino que la ha 

problematizado. Los intentos de fundamentar el derecho en la pura razón, el consenso procedimental 

o la eficiencia económica se revelan insuficientes para generar la adhesión afectiva necesaria para el 

funcionamiento del orden normativo. Los seres humanos necesitan narrativas de sentido, no solo 

argumentos racionales. 

La comprensión de cómo las sociedades arcaicas resolvieron el problema fundamental de la 

fundamentación normativa puede inspirar nuevas aproximaciones a los dilemas contemporáneos. No 

como modelos a copiar sino como recordatorio de la diversidad de soluciones posibles y de 

dimensiones del problema que el racionalismo moderno tiende a ocultar. El diálogo con las 

cosmovisiones míticas es así no ejercicio nostálgico sino recurso para imaginar futuros alternativos. 

Conclusión: La dimensión mítica irreductible del derecho 

El estudio de las cosmovisiones míticas revela que el derecho nunca es pura técnica racional sino que 

siempre está enraizado en matrices de sentido más amplias que incluyen dimensiones míticas, 

simbólicas y afectivas. Estas dimensiones no son residuos arcaicos destinados a desaparecer sino 

componentes constitutivos de todo orden normativo. Reconocerlas y comprenderlas es condición 

para una teoría adecuada del derecho. 

La modernidad jurídica se construyó sobre la pretensión de haber superado el mito mediante la razón. 

Pero esta pretensión es ella misma mítica. El derecho moderno tiene sus propios mitos fundacionales, 

sus rituales de legitimación, sus narrativas de sentido. La diferencia no es entre derecho mítico y 

derecho racional sino entre diferentes configuraciones de la relación entre mito y razón. 

La crisis contemporánea del derecho puede leerse como crisis de sus fundamentos míticos no 

reconocidos. Cuando las narrativas que legitimaban el orden jurídico moderno —progreso, razón, 

consenso— pierden credibilidad, el derecho pierde su capacidad de generar adhesión espontánea. La 

búsqueda ansiosa de nuevos fundamentos —derechos humanos, democracia, eficiencia— revela la 

persistente necesidad de fundamentación metajurídica. 

El reconocimiento de la dimensión mítica del derecho no implica irracionalismo ni relativismo. Los 

mitos pueden ser evaluados por su capacidad de generar órdenes normativos justos, inclusivos y 

adaptativos. Algunos mitos legitiman opresión, otros inspiran liberación. La tarea crítica consiste en 

distinguir entre mitos emancipadores y mitos opresivos, no en la imposible eliminación de toda 

dimensión mítica. 

El futuro del derecho pasa por reconocer y gestionar creativamente su dimensión mítica irreductible. 

Esto requiere desarrollar nuevas competencias: capacidad de crear y comunicar narrativas de sentido, 
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habilidad para gestionar pluralismo mítico, arte de traducir entre diferentes horizontes de sentido. Los 

juristas del futuro deberán ser no solo técnicos sino también, en cierto sentido, poetas y profetas del 

orden normativo. 

La comprensión profunda de las cosmovisiones míticas y su relación con el derecho nos enseña, 

finalmente, que el orden normativo es siempre más que reglas y procedimientos. Es también visión 

del mundo, narrativa de sentido, estructura afectiva. Ignorar estas dimensiones es condenarse a un 

legalismo estéril incapaz de responder a las necesidades humanas profundas de sentido, pertenencia y 

trascendencia. El derecho del futuro deberá integrar razón y mito, técnica y símbolo, argumento y 

narrativa, si quiere estar a la altura de los desafíos de sociedades complejas y plurales. En esta tarea, el 

diálogo con las cosmovisiones míticas arcaicas no es desvío anacrónico sino recurso indispensable 

para imaginar y construir órdenes normativos más humanos y justos. 

 

1.3. Oralidad, memoria y transmisión normativa 

La palabra como fundamento del orden jurídico 

En el principio fue el Verbo, y el Verbo era ley. Esta paráfrasis del evangelio joánico captura una 

verdad profunda sobre la naturaleza del derecho en las sociedades preliterarias: antes que inscripción 

en piedra o papiro, el derecho fue palabra viva, sonido articulado, aliento compartido entre los 

miembros de una comunidad. La oralidad no constituye una mera ausencia de escritura, una carencia 

que las sociedades "primitivas" padecerían en espera de la llegada salvífica del alfabeto. Por el 

contrario, representa un modo específico y complejo de producción, conservación y transmisión del 

saber normativo, dotado de características propias que lo distinguen radicalmente del derecho escrito 

y que merece ser comprendido en su especificidad irreductible. 

La tradición jurídica occidental, profundamente marcada por la experiencia de la codificación y la 

textualidad, ha tendido a considerar la oralidad como un estadio inferior en la evolución del derecho, 

caracterizado por la imprecisión, la arbitrariedad y la inseguridad jurídica. Esta visión, heredera del 

prejuicio ilustrado contra todo lo que no se ajusta al modelo de la razón gráfica, impide comprender 

las sofisticadas tecnologías de la memoria y la transmisión oral que las sociedades ágrafas desarrollaron 

para asegurar la continuidad y eficacia de sus sistemas normativos. 

La palabra hablada en contextos jurídicos arcaicos no es mero vehículo de comunicación sino acto 

constitutivo de realidad. Cuando el anciano pronuncia la sentencia, cuando el sacerdote formula la 

maldición, cuando los contrayentes intercambian votos matrimoniales, no están describiendo estados 

de cosas preexistentes sino creando nuevas realidades jurídicas mediante el poder performativo de la 

palabra ritualmente enunciada. Esta dimensión performativa, que la filosofía del lenguaje 

contemporánea ha redescubierto, era conocimiento práctico fundamental en las culturas orales. 
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Características específicas del derecho oral 

El derecho oral presenta características estructurales que lo diferencian profundamente del derecho 

escrito. En primer lugar, su existencia es inseparable de los contextos concretos de enunciación. No 

hay norma abstracta que pueda ser consultada independientemente de su actualización en actos de 

habla específicos. La norma existe en y por su pronunciación, lo que le otorga una flexibilidad 

contextual imposible en los sistemas escritos. El mismo principio normativo puede ser formulado de 

maneras sutilmente diferentes según las circunstancias del caso, permitiendo una justicia más atenta a 

las particularidades que la rigidez de la norma escrita. 

Esta flexibilidad no debe confundirse con arbitrariedad. Las sociedades orales desarrollan complejos 

mecanismos para asegurar la consistencia normativa a través del tiempo. La formulación rítmica, el 

uso de patrones métricos, la asociación con imágenes vívidas, la inserción en narrativas memorables, 

todo contribuye a fijar en la memoria colectiva los principios normativos fundamentales. Los 

especialistas en la tradición oral —griots, bardos, ancianos depositarios del saber— dedican años a 

perfeccionar las técnicas mnemónicas que les permiten conservar y transmitir el corpus normativo con 

fidelidad notable. 

La segunda característica fundamental del derecho oral es su naturaleza inherentemente social y 

pública. Mientras el derecho escrito puede ser consultado en soledad, el derecho oral requiere la co-

presencia de hablante y audiencia. Esta dimensión comunitaria tiene profundas implicaciones. La 

enunciación de la norma es siempre un acto social que reafirma los vínculos comunitarios. La audiencia 

no es receptora pasiva sino participante activa que valida o cuestiona la corrección de lo enunciado. 

El saber jurídico no puede ser monopolizado tan fácilmente como cuando está fijado en textos 

accesibles solo a una élite letrada. 

Una tercera característica es la integración holística del saber normativo en el conjunto de la cultura 

oral. Las normas jurídicas no constituyen un dominio separado sino que están entretejidas con mitos 

cosmogónicos, genealogías, proverbios, canciones, rituales. Esta integración facilita la memorización 

—es más fácil recordar una norma cuando está embebida en una historia fascinante— pero también 

expresa una concepción del derecho como dimensión inseparable del orden total de la existencia. 

La economía de la palabra jurídica 

En las culturas orales, la palabra es recurso escaso que debe ser cuidadosamente administrado. No 

existe la posibilidad de multiplicar indefinidamente los enunciados como permite la escritura. Cada 

acto de habla requiere inversión de energía, tiempo y atención. Esta escasez genera una economía 

específica de la palabra jurídica caracterizada por la concisión, la densidad semántica y la carga 

performativa. 

Los enunciados jurídicos orales tienden a la brevedad pregnante. Proverbios jurídicos, máximas, 

sentencias lapidarias condensan en pocas palabras principios normativos complejos. "El que encuentra 

miel no se lame todos los dedos" expresa en imagen concreta el principio de moderación en el ejercicio 

de derechos. "La palabra del jefe es lluvia que no retorna" establece la irrevocabilidad de ciertas 
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decisiones. Esta concisión no es pobreza sino riqueza concentrada que requiere despliegue 

interpretativo en cada aplicación. 

La densidad semántica se logra mediante el uso de lenguaje figurado, metáforas, símbolos polivalentes. 

Una misma imagen puede condensar dimensiones jurídicas, morales, cosmológicas. El árbol de 

palabras bajo el cual se administra justicia no es mero lugar físico sino símbolo del axis mundi que 

conecta cielo y tierra, del árbol de la vida que nutre a la comunidad, de la sombra protectora del orden 

establecido. Esta polivalencia permite que pocas palabras transmitan múltiples niveles de significado. 

La carga performativa maximiza el impacto de cada enunciado. En ausencia de registros escritos que 

permitan verificación posterior, la palabra dicha debe tener fuerza suficiente para crear realidades 

duraderas. De ahí la importancia de las fórmulas solemnes, los juramentos terribles, las maldiciones 

que invocan potencias sobrenaturales. La palabra jurídica oral no describe sino que hace, y debe hacer 

con tal fuerza que sus efectos perduren sin necesidad de inscripción material. 

Tecnologías de la memoria jurídica 

Las sociedades orales no confían el mantenimiento del orden normativo a la memoria espontánea e 

individual. Desarrollan sofisticadas tecnologías —en el sentido amplio de técnicas culturales 

sistemáticamente cultivadas— para asegurar la conservación y transmisión fiel del saber jurídico. Estas 

mnemotecnias jurídicas constituyen verdaderas artes que requieren largo aprendizaje y práctica 

constante. 

La ritmificación es quizás la técnica más universal. Los enunciados jurídicos importantes se formulan 

en patrones rítmicos regulares que facilitan la memorización. El ritmo no es ornamento sino estructura 

portante que sostiene el contenido normativo. Un error en el ritmo señala inmediatamente un error 

en el contenido. Los especialistas desarrollan oído fino para detectar las mínimas desviaciones del 

patrón rítmico establecido. 

La aliteración y la asonancia crean vínculos sonoros entre palabras que refuerzan su asociación en la 

memoria. Los binomios y trinomios jurídicos —"ley y costumbre", "vida, libertad y propiedad"— no 

son redundancias sino estructuras mnemónicas que aseguran la integridad de conceptos complejos. 

La pérdida de un elemento del binomio señala deterioro de la tradición. 

Las fórmulas fijas constituyen bloques de construcción del discurso jurídico oral. Como los epítetos 

homéricos, estas fórmulas pueden ser insertadas en diversos contextos manteniendo su integridad. 

"Según la costumbre de nuestros padres", "como fue establecido en el tiempo de los ancestros", "por 

la autoridad que me confiere la comunidad reunida" son ejemplos de fórmulas que estructuran el 

discurso jurídico y garantizan su legitimidad tradicional. 

La organización temática agrupa normas relacionadas facilitando su recuerdo sistemático. Las normas 

sobre matrimonio se agrupan en secuencias, igual que las relativas a propiedad, delitos, 

procedimientos. Estas agrupaciones pueden seguir lógicas asociativas diferentes a las taxonomías 

jurídicas modernas pero igualmente efectivas para la recuperación mnemónica. 
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El arte de la variación conservadora 

Una de las características más notables y paradójicas del derecho oral es su capacidad para cambiar 

manteniéndose igual. Cada actualización de la tradición oral es simultáneamente repetición y 

recreación. El especialista no recita mecánicamente textos memorizados sino que recrea la tradición 

en cada performance, adaptándola a las circunstancias sin traicionar su esencia. 

Esta variación dentro de la estabilidad se logra mediante técnicas específicas. La estructura profunda 

de las normas se mantiene mientras los detalles superficiales pueden variar. Los nombres de los 

protagonistas en casos ejemplares pueden cambiar, los montos de las compensaciones pueden 

actualizarse, las circunstancias pueden modernizarse, pero el principio normativo permanece. Es como 

el jazz, donde la improvisación se desarrolla sobre una estructura armónica estable. 

El especialista en tradición oral debe dominar no solo el contenido sino el arte de la variación 

apropiada. Debe saber qué elementos son esenciales e invariables y cuáles admiten adaptación. Debe 

percibir las necesidades de su audiencia y las exigencias del caso concreto para realizar las 

modulaciones pertinentes. Este arte requiere no solo memoria sino inteligencia jurídica creativa. 

La variación cumple funciones importantes en la economía del derecho oral. Permite actualización sin 

ruptura, manteniendo la ficción de inmutabilidad que fundamenta la autoridad tradicional. Facilita la 

aplicación de principios antiguos a situaciones nuevas. Mantiene vivo el interés de la audiencia 

mediante la novedad dentro de lo familiar. Distribuye la autoridad interpretativa entre múltiples 

especialistas que pueden ofrecer variantes legítimas. 

Especialistas de la palabra jurídica 

El mantenimiento de un sistema jurídico oral requiere especialistas dedicados a la conservación y 

transmisión del saber normativo. Estos custodios de la tradición jurídica oral ocupan posiciones de 

considerable prestigio y responsabilidad en sus sociedades. Su formación, funciones y estatus varían 

según las culturas, pero encontramos patrones recurrentes que merecen análisis detallado. 

El lawspeaker (lögsögumaður) de la Islandia medieval proporciona un ejemplo paradigmático. Elegido 

por la asamblea general (Althing) por un período de tres años, el lawspeaker tenía la obligación de 

memorizar todo el corpus legal islandés y recitarlo por secciones durante las reuniones anuales de la 

asamblea. Pero su función trascendía la mera recitación: debía responder consultas sobre puntos 

específicos de la ley, resolver contradicciones aparentes, y adaptar los precedentes a casos nuevos. Era 

simultáneamente archivo viviente, intérprete autorizado y actualizador de la tradición. 

Los griots del África occidental representan otra modalidad de especialización. Pertenecientes a castas 

hereditarias, los griots combinan funciones de historiadores, genealogistas, músicos, poetas y juristas. 

Su saber no se limita a las normas sino que abarca la historia total de linajes y reinos, las hazañas de 

héroes que establecieron precedentes, los tratados entre pueblos, las decisiones memorables de 

grandes jueces. La música y el canto no son meros vehículos sino parte integral de su arte: el ritmo del 

djembe y la melodía de la kora estructuran la memoria tanto como las palabras. 
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En muchas sociedades, la especialización en la tradición jurídica oral está vinculada a la edad. Los 

ancianos, por el mero hecho de haber vivido más, han presenciado más casos, escuchado más 

decisiones, observado las consecuencias a largo plazo de diferentes soluciones normativas. Pero no 

todo anciano deviene automáticamente autoridad jurídica. Se requieren cualidades específicas: 

memoria excepcional, elocuencia, imparcialidad reconocida, sabiduría práctica. Los ancianos con estas 

cualidades son progresivamente reconocidos como referentes a quienes se consulta en casos difíciles. 

Formación y transmisión del saber jurídico oral 

La formación de especialistas en derecho oral sigue patrones pedagógicos específicos, radicalmente 

diferentes de la educación jurídica moderna. No hay aulas, libros de texto, exámenes escritos. El 

aprendizaje ocurre mediante inmersión prolongada en contextos donde el derecho oral se practica. El 

aprendiz acompaña al maestro durante años, observando, escuchando, gradualmente participando. 

Las primeras etapas se centran en la memorización pura. El aprendiz debe internalizar el corpus básico 

de normas, precedentes, fórmulas, procedimientos. Técnicas mnemónicas específicas se enseñan y 

practican. La repetición constante, individual y coral, fija los contenidos en la memoria. Pero la 

memorización mecánica es solo el fundamento sobre el cual se construirán competencias más 

complejas. 

La segunda etapa involucra la comprensión profunda de los principios subyacentes. El aprendiz debe 

entender no solo qué dice la tradición sino por qué lo dice, cómo diferentes normas se relacionan 

entre sí, qué valores fundamentales expresan. Esta comprensión se desarrolla mediante discusión de 

casos, análisis de decisiones pasadas, exploración de situaciones hipotéticas. El maestro guía al 

aprendiz hacia insights cada vez más profundos sobre la lógica interna del sistema normativo. 

La tercera etapa desarrolla las habilidades performativas. El aprendiz debe aprender no solo qué decir 

sino cómo decirlo: el tono apropiado, los gestos significativos, el manejo de los silencios, la interacción 

con la audiencia. Debe desarrollar presencia escénica, autoridad vocal, carisma. Estas cualidades no 

son superficiales sino esenciales para la eficacia del derecho oral, que depende del impacto inmediato 

de la palabra hablada. 

La etapa final involucra la creatividad interpretativa. El especialista consumado debe poder aplicar la 

tradición a situaciones nuevas, resolver contradicciones, integrar innovaciones sin ruptura aparente. 

Esta maestría solo se alcanza después de años de práctica y requiere no solo conocimiento técnico 

sino sabiduría práctica, sensibilidad social, intuición jurídica. 

Contextos de enunciación del derecho oral 

El derecho oral no existe en abstracto sino que se actualiza en contextos específicos de enunciación. 

Estos contextos no son meros escenarios sino elementos constitutivos que determinan el sentido y la 

eficacia de las normas enunciadas. Comprender el derecho oral requiere atención cuidadosa a las 

situaciones concretas en que la palabra jurídica se pronuncia. 
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La asamblea comunitaria constituye el contexto paradigmático. Bajo el árbol de palabras, en el ágora, 

en la plaza central, la comunidad se reúne para tratar asuntos de interés común. En este espacio 

público, las normas se recuerdan, se debaten, se aplican a casos concretos. La presencia de la 

comunidad no es accidental sino esencial: es testigo, juez y garante del derecho enunciado. Las 

decisiones tomadas adquieren fuerza no por estar escritas sino por haber sido pronunciadas ante todos. 

Los rituales de iniciación proporcionan otro contexto crucial. Durante estos momentos liminales, 

cuando los jóvenes transitan hacia la adultez, se transmite el saber normativo fundamental. No es 

enseñanza académica sino iniciación existencial. Las normas se revelan como secretos sagrados, se 

graban mediante experiencias intensas, se vinculan a la nueva identidad social del iniciado. El contexto 

ritual asegura que las normas no sean mero conocimiento intelectual sino compromiso vital. 

Los procedimientos judiciales orales tienen sus propias reglas contextuales. El espacio debe ser 

apropiadamente demarcado, los participantes correctamente posicionados, los tiempos rituales 

respetados. La palabra jurídica pronunciada fuera de contexto carece de eficacia. Un juramento 

prestado sin las formalidades requeridas es palabra vacía. Una sentencia pronunciada por quien no 

tiene autoridad o en lugar inadecuado es nula. El contexto no es marco externo sino elemento 

constitutivo del acto jurídico oral. 

Las ceremonias de reconciliación después de conflictos graves requieren contextos específicos que 

faciliten la restauración de relaciones. No basta pronunciar palabras de perdón; deben ser dichas en el 

momento correcto, con los gestos apropiados, ante los testigos necesarios. El contexto ceremonial 

transforma palabras ordinarias en actos jurídicos eficaces que realmente restauran la paz social. 

La audiencia como co-constituyente del derecho oral 

En los sistemas jurídicos orales, la audiencia no es receptora pasiva sino participante activa en la 

constitución del derecho. Su presencia, atención, respuestas, validan o invalidan lo enunciado. Un 

especialista que recita tradiciones ante una audiencia indiferente o escéptica ve minada su autoridad. 

El derecho oral requiere la complicidad activa de quienes lo escuchan. 

La audiencia ejerce control de calidad sobre la tradición oral. En sociedades donde muchos conocen 

al menos parcialmente las tradiciones, las desviaciones significativas son inmediatamente notadas. 

Murmullos de desaprobación, gestos de desacuerdo, incluso interrupciones directas, señalan errores o 

innovaciones inaceptables. Este control distribuido impide la manipulación arbitraria de la tradición 

por especialistas individuales. 

Pero la audiencia también participa creativamente. Sus preguntas obligan a clarificaciones, sus 

objeciones fuerzan elaboraciones, sus casos particulares demandan aplicaciones específicas. El 

derecho oral se desarrolla dialógicamente, en interacción constante entre especialista y comunidad. 

Las mejores soluciones jurídicas emergen frecuentemente de este diálogo más que de la aplicación 

mecánica de normas preestablecidas. 

La composición de la audiencia afecta el contenido y forma del derecho enunciado. Ante ancianos, se 

enfatizan precedentes y continuidades. Ante jóvenes, se explican razones y beneficios. Ante mujeres, 
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se pueden revelar aspectos del derecho familiar normalmente no discutidos en contextos masculinos. 

Esta sensibilidad a la audiencia no es oportunismo sino reconocimiento de que el derecho debe hablar 

a las necesidades específicas de quienes lo escuchan. 

Géneros orales del derecho 

El derecho oral se expresa a través de géneros discursivos específicos, cada uno con sus propias 

convenciones formales y funciones normativas. Estos géneros no son categorías rígidas sino formas 

flexibles que pueden combinarse y transformarse según las necesidades comunicativas. 

El proverbio jurídico constituye quizás el género más universal. Breve, memorable, frecuentemente 

metafórico, el proverbio condensa sabiduría normativa en forma fácilmente transmisible. "La cabra 

come donde está atada" expresa el principio de responsabilidad limitada al ámbito de control. "El río 

que olvida su fuente se seca" recuerda la importancia de respetar los orígenes y las obligaciones 

tradicionales. Los proverbios no son derecho codificado sino principios orientadores que requieren 

interpretación contextual. 

La narrativa de casos ejemplares proporciona modelos concretos de aplicación normativa. Estas 

historias relatan cómo ancestros o héroes culturales enfrentaron dilemas jurídicos específicos y las 

soluciones que encontraron. No son precedentes vinculantes en sentido estricto sino paradigmas que 

iluminan situaciones análogas. La riqueza narrativa —personajes vívidos, tramas dramáticas, 

desenlaces memorables— asegura su pervivencia en la memoria colectiva. 

Las genealogías jurídicas trazan linajes de autoridad, establecen derechos hereditarios, legitiman 

pretensiones territoriales. Más que simples listas de nombres, son narraciones que entrelazan historia 

y derecho, estableciendo quién tiene derecho a qué en virtud de qué conexiones ancestrales. La 

capacidad de recitar genealogías relevantes es frecuentemente crucial en disputas sobre tierra, sucesión 

o autoridad. 

Los cantos jurídicos combinan contenido normativo con forma musical. La melodía no es 

acompañamiento sino parte integral del mensaje. Ciertos principios jurídicos solo pueden ser 

válidamente enunciados mediante cantos específicos. El ritmo y la melodía facilitan la memorización 

pero también añaden dimensiones afectivas que refuerzan el compromiso con las normas cantadas. 

Las fórmulas rituales constituyen el género más formalizado del derecho oral. Juramentos, 

maldiciones, bendiciones, sentencias, deben pronunciarse con precisión absoluta para ser eficaces. 

Una palabra cambiada, una entonación incorrecta, puede invalidar todo el acto jurídico. Estas fórmulas 

son frecuentemente arcaicas, preservando formas lingüísticas obsoletas que añaden solemnidad y 

autoridad. 

Oralidad y corporalidad del derecho 

El derecho oral no es pura voz incorpórea sino performance total que involucra el cuerpo del 

enunciador y frecuentemente de la audiencia. Gestos, posturas, movimientos, son elementos 

significantes que complementan y a veces sustituyen la palabra hablada. Esta dimensión corporal del 
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derecho oral ha sido frecuentemente ignorada por estudios que privilegian el contenido verbal, pero 

es esencial para comprender su funcionamiento integral. 

Los gestos jurídicos pueden tener fuerza normativa independiente. El apretón de manos que sella un 

acuerdo, el gesto de bendición del anciano, el señalamiento acusatorio del ofendido, son actos jurídicos 

completos. En contextos donde múltiples lenguas coexisten, los gestos proporcionan un código 

compartido que trasciende barreras lingüísticas. Un sistema gestual elaborado permite comunicación 

jurídica básica incluso entre quienes no comparten idioma. 

La postura corporal comunica autoridad, sumisión, desafío, acuerdo. El jefe que se sienta mientras 

otros permanecen de pie ejerce prerrogativa visual de superioridad. El acusado que se postra reconoce 

culpabilidad y busca misericordia. Los litigantes que se dan la espalda expresan ruptura irreconciliable. 

Estas posturas no son mero protocolo sino elementos significantes del proceso jurídico. 

El movimiento en el espacio puede tener significación jurídica. Cruzar ciertos límites, ocupar 

determinadas posiciones, realizar recorridos específicos, son actos con consecuencias normativas. Los 

rituales jurídicos frecuentemente involucran coreografías complejas donde cada movimiento tiene 

significado. La danza puede ser forma de litigio, como en ciertas competencias ritualizadas donde el 

vencedor gana el caso. 

La voz misma, más allá de las palabras que articula, es instrumento jurídico. El tono puede transformar 

el sentido de una frase. El volumen indica grados de autoridad o urgencia. El timbre revela estados 

emocionales jurídicamente relevantes. Los especialistas en derecho oral cultivan sus voces como 

instrumentos de precisión, capaces de producir efectos específicos en sus audiencias. 

Temporalidad del derecho oral 

El derecho oral tiene una relación específica con el tiempo que lo distingue del derecho escrito. 

Mientras este último aspira a la permanencia mediante la fijación textual, el derecho oral existe en el 

flujo temporal de su enunciación continua. Esta temporalidad específica tiene profundas implicaciones 

para la naturaleza y funcionamiento del derecho en sociedades orales. 

Cada enunciación del derecho oral ocurre en un presente específico que colorea su sentido. Las 

mismas palabras pronunciadas en momentos diferentes pueden tener implicaciones distintas. Un 

principio normativo enunciado en tiempo de paz tiene resonancias diferentes que en tiempo de guerra. 

Una norma sobre distribución de recursos significa algo distinto en época de abundancia que de 

escasez. Esta sensibilidad temporal permite al derecho oral una responsividad inmediata a 

circunstancias cambiantes. 

La memoria del derecho oral no es archivo estático sino proceso dinámico de reconstrucción continua. 

Cada acto de recordar es también acto de reinterpretar. El pasado jurídico no está fijado sino que se 

reconfigura desde las necesidades del presente. Esto no significa manipulación arbitraria —existen 

límites a la reinterpretación aceptable— sino reconocimiento de que la tradición vive en su 

actualización continua. 
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El ritmo de transmisión del derecho oral sigue ciclos naturales y sociales. Hay momentos propicios 

para la enunciación de ciertos tipos de normas: las leyes sobre agricultura en época de siembra, las 

reglas matrimoniales en temporada de bodas, los procedimientos de reconciliación después de 

conflictos. Este ritmo no es externa imposición sino reconocimiento de que el derecho debe hablar 

cuando los oídos están más dispuestos a escuchar. 

La obsolescencia es proceso natural en el derecho oral. Normas que no se recitan, precedentes que no 

se invocan, procedimientos que no se practican, gradualmente se olvidan. No hay archivo muerto 

donde normas obsoletas perduren. Esta obsolescencia selectiva es mecanismo adaptativo que permite 

al sistema normativo deshacerse de elementos no funcionales sin necesidad de derogación formal. 

Crisis y transformación de los sistemas orales 

Los sistemas jurídicos orales, pese a su resiliencia milenaria, son vulnerables a crisis específicas que 

pueden comprometer su funcionamiento. La muerte súbita de especialistas clave antes de transmitir 

su saber completo puede crear lagunas irrecuperables. Epidemias que diezman a los ancianos 

conocedores pueden equivaler a la quema de bibliotecas jurídicas. Conquistas que dispersan 

comunidades rompen las cadenas de transmisión oral. 

La confrontación con sistemas jurídicos escritos representa desafío particular. La autoridad del texto 

escrito, especialmente cuando viene respaldada por poder colonial o estatal, puede socavar la 

legitimidad del derecho oral. Jóvenes educados en sistemas escritos pueden perder respeto por las 

tradiciones orales, viéndolas como supersticiones obsoletas. La demanda de "pruebas escritas" en 

contextos judiciales modernos invalida procedimientos orales tradicionales. 

Sin embargo, los sistemas orales han demostrado notable capacidad de adaptación. Muchas sociedades 

han desarrollado formas híbridas que combinan oralidad y escritura. Los textos escritos se usan como 

aide-mémoire mientras la autoridad interpretativa permanece oral. Las grabaciones de audio y video 

permiten nuevas formas de preservación que mantienen dimensiones performativas imposibles de 

capturar en escritura. Los tribunales consuetudinarios encuentran formas de articularse con sistemas 

judiciales estatales. 

La revitalización de tradiciones orales jurídicas en contextos postcoloniales demuestra su continua 

vitalidad. Movimientos indígenas reivindican la validez de sus sistemas normativos orales. Programas 

de justicia restaurativa incorporan elementos de procedimientos orales tradicionales. La crisis de los 

sistemas judiciales escritos burocratizados genera interés renovado en la flexibilidad y accesibilidad de 

la justicia oral. 

La escritura como transformación del derecho oral 

La introducción de la escritura en sociedades orales no representa simple cambio de medio sino 

transformación profunda de la naturaleza misma del derecho. La fijación textual altera relaciones de 

poder, modos de razonamiento, formas de legitimación. Comprender esta transformación es crucial 

para entender tanto las ganancias como las pérdidas que implica el tránsito de la oralidad a la escritura. 
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La escritura permite la descontextualización del derecho. Las normas pueden ser abstraídas de sus 

contextos originales de enunciación y aplicadas mecánicamente. Esto facilita la uniformidad y 

predictibilidad pero sacrifica la sensibilidad contextual. El juez que aplica la letra de la ley escrita carece 

de la flexibilidad interpretativa del anciano que actualiza la tradición oral según las circunstancias. 

La fijación textual altera la economía del poder jurídico. El saber jurídico puede ser monopolizado por 

quienes controlan los textos y dominan las técnicas de lectura. La interpretación autorizada se restringe 

a especialistas letrados. La comunidad, antes partícipe activa en la constitución del derecho oral, 

deviene audiencia pasiva del derecho escrito. Emergen nuevas formas de dominación basadas en el 

control de la tecnología escritural. 

Sin embargo, la escritura también democratiza en ciertos aspectos. Los textos pueden circular más allá 

del control de especialistas tradicionales. Individuos y grupos pueden apropiarse de textos jurídicos 

para sus propios fines. La fijación textual puede proteger contra la manipulación arbitraria de 

tradiciones orales por élites. Las comunidades subalternas pueden usar la escritura para preservar y 

legitimar sus propias tradiciones jurídicas. 

Palimpsestos jurídicos: oralidad residual en sistemas escritos 

Incluso en sistemas jurídicos altamente textualizados, la oralidad persiste de formas múltiples y 

significativas. Los códigos más detallados requieren interpretación oral en tribunales. Los contratos 

escritos se negocian verbalmente. Los testigos declaran oralmente. Esta oralidad residual no es mero 

arcaísmo sino dimensión funcional irreductible del derecho. 

Los rituales judiciales preservan elementos claramente orales. Los juramentos se prestan verbalmente 

aunque consten en actas. Las sentencias se pronuncian oralmente antes de escribirse. "Visto para 

sentencia" marca momento ritual donde la palabra hablada transformará el conflicto en resolución. 

Estos momentos orales no son mera formalidad sino instancias donde el poder performativo de la 

palabra se manifiesta. 

La argumentación jurídica, incluso cuando produce textos escritos, sigue lógicas profundamente 

orales. Los alegatos buscan persuadir, no simplemente demostrar. Utilizan recursos retóricos —

repetición, antítesis, climax— heredados de la oratoria. Los mejores abogados son frecuentemente 

aquellos que mejor dominan las artes de la palabra hablada, capaces de conmover además de 

convencer. 

La enseñanza del derecho mantiene dimensiones orales cruciales. Las clases magistrales, los debates, 

las defensas de tesis, preservan la transmisión oral del saber jurídico. El método socrático usado en 

muchas escuelas de derecho es explícitamente oral, basado en preguntas y respuestas que desarrollan 

comprensión más profunda que la mera lectura de textos. 

Lecciones de la oralidad para el derecho contemporáneo 

El estudio de los sistemas jurídicos orales no es ejercicio anticuario sino fuente de reflexiones 

pertinentes para los desafíos contemporáneos del derecho. La crisis de legitimidad de sistemas 
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judiciales burocratizados, la demanda de justicia más accesible y participativa, el reconocimiento del 

pluralismo jurídico, todo sugiere que las lecciones de la oralidad jurídica mantienen actualidad. 

La flexibilidad contextual del derecho oral ofrece alternativas a la rigidez del legalismo formalista. 

Sistemas de mediación y justicia restaurativa recuperan la atención a las particularidades del caso 

concreto característica de la justicia oral. El énfasis en la restauración de relaciones más que en la 

aplicación mecánica de sanciones resuena con concepciones orales de la justicia. 

La dimensión participativa del derecho oral inspira experimentos en justicia comunitaria. Tribunales 

populares, jurados ciudadanos, círculos de sentencia, buscan devolver a las comunidades rol activo en 

la constitución del derecho. La autoridad basada en la sabiduría práctica y el reconocimiento 

comunitario complementa la autoridad formal de jueces profesionales. 

La integración holística característica del derecho oral sugiere alternativas a la fragmentación del 

derecho moderno en compartimentos estancos. Aproximaciones que integran dimensiones jurídicas, 

terapéuticas, espirituales, comunitarias, responden mejor a la complejidad de conflictos humanos que 

aproximaciones puramente legalistas. 

Las nuevas tecnologías abren posibilidades inéditas para sistemas híbridos que combinen ventajas de 

oralidad y escritura. Registros audiovisuales pueden preservar dimensiones performativas del derecho 

oral. Plataformas digitales pueden facilitar participación comunitaria ampliada. Inteligencia artificial 

podría permitir flexibilidad contextual dentro de marcos normativos consistentes. 

Conclusión: La oralidad como dimensión constitutiva del derecho 

La oralidad no es fase superada en la evolución del derecho sino dimensión constitutiva que persiste 

transformada en todo sistema jurídico. Antes que la primera ley fuera escrita, la palabra hablada creaba 

obligaciones, resolvía disputas, ordenaba relaciones. Y después de que bibliotecas de códigos hayan 

sido compiladas, la palabra viva continúa siendo momento crucial donde el derecho abstracto se hace 

realidad concreta. 

Comprender la oralidad jurídica en su especificidad y complejidad es tarea necesaria para una historia 

del derecho que no proyecte anacrónicamente categorías modernas sobre el pasado. Pero es también 

tarea relevante para imaginar futuros jurídicos que recuperen la vitalidad, flexibilidad y legitimidad 

comunitaria características de los mejores sistemas orales, sin sacrificar las garantías y la sistematicidad 

que la escritura hace posibles. 

El derecho del futuro será probablemente híbrido, combinando tecnologías múltiples de producción, 

preservación y transmisión normativa. En esta hibridación, las lecciones de milenios de derecho oral 

no deberían perderse sino integrarse creativamente. Porque en el principio fue el Verbo, y el Verbo 

continúa siendo momento fundacional donde la comunidad humana se constituye mediante la palabra 

compartida que crea obligaciones mutuas y hace posible la convivencia ordenada. 

La memoria jurídica de la humanidad no está solo en bibliotecas y archivos sino en las voces de quienes 

continúan transmitiendo tradiciones normativas de generación en generación. Honrar esa memoria, 
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comprenderla en su riqueza, aprender de su sabiduría, es tarea que esta historia del derecho asume 

como compromiso fundamental. Porque el futuro del derecho se construirá no solo con textos sino 

con palabras vivas que resuenen en corazones y mentes, creando comunidades de sentido y justicia. 

 

1.4. Antropología del don y reciprocidad normativa 

El don como paradigma fundacional de la obligación jurídica 

La comprensión del fenómeno jurídico en las sociedades arcaicas encuentra en la antropología del don 

una clave interpretativa fundamental que trasciende las categorías contractualistas del derecho 

moderno. El descubrimiento de Marcel Mauss sobre la naturaleza del don como "hecho social total" 

revolucionó nuestra comprensión de cómo emergen las obligaciones jurídicas en ausencia de aparatos 

estatales coercitivos. El don no es, como podría sugerir una mirada superficial, un acto de generosidad 

unilateral y desinteresada, sino el fundamento mismo de un sistema de obligaciones recíprocas que 

constituye la matriz primordial de toda normatividad. 

La triple obligación que Mauss identificó —dar, recibir y devolver— configura un circuito de 

prestaciones que trasciende lo meramente económico para abarcar todas las dimensiones de la vida 

social. Esta circularidad obligatoria del don establece vínculos jurídicos sin necesidad de contratos 

formales, crea deudas sin préstamos explícitos, genera responsabilidades sin legislación positiva. El 

don aparece así como la forma arcaica por excelencia de crear y mantener el tejido de obligaciones 

mutuas que hace posible la convivencia ordenada. 

La paradoja central del don reside en su carácter simultáneamente voluntario y obligatorio, generoso 

y calculado, desinteresado e interesado. Esta ambivalencia no es contradicción lógica sino expresión 

de una lógica social diferente a la racionalidad económica moderna. El don debe aparecer como 

espontáneo para mantener su eficacia simbólica, pero está rigurosamente prescrito por las 

convenciones sociales. Debe presentarse como gratuito, pero genera expectativas precisas de 

retribución. Esta tensión constitutiva es precisamente lo que lo convierte en mecanismo tan efectivo 

de creación de vínculos normativos. 

La economía del don como sistema normativo total 

El sistema del don constituye una verdadera economía en el sentido amplio del término: un modo de 

organizar la producción, distribución y consumo de bienes, servicios y símbolos. Pero a diferencia de 

la economía de mercado moderna, la economía del don integra indisolublemente las dimensiones 

económicas, sociales, políticas, religiosas y jurídicas. No hay separación entre transacciones 

económicas y obligaciones morales, entre intercambios materiales y vínculos espirituales, entre 

circulación de bienes y reproducción del orden social. 

En esta economía total, lo que circula no son solo objetos materiales sino lo que Mauss llamó 

"prestaciones totales": conjunto complejo que incluye bienes, servicios, rituales, mujeres, niños, 

danzas, festines, cortesías. Cada prestación es simultáneamente económica (transfiere valor), social 
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(crea o refuerza relaciones), política (establece jerarquías), religiosa (involucra lo sagrado) y jurídica 

(genera obligaciones). Esta multidimensionalidad hace imposible reducir el don a cualquiera de sus 

aspectos parciales. 

La temporalidad del don difiere radicalmente de la instantaneidad del intercambio mercantil. Entre el 

don y el contra-don debe mediar un intervalo temporal que puede extenderse indefinidamente. Este 

diferimiento es crucial: transforma lo que podría ser simple trueque en creación de vínculo duradero. 

Durante el intervalo, el receptor permanece en deuda, estado que no es meramente económico sino 

existencial. La deuda del don es constitutiva de la persona social, define su lugar en la red de relaciones, 

determina sus obligaciones y derechos. 

El hau y el espíritu de las cosas dadas 

La explicación que los maoríes dieron a Mauss sobre el hau —el espíritu de la cosa dada que obliga a 

su devolución— ha sido objeto de intensos debates antropológicos, pero su importancia para 

comprender la dimensión normativa del don permanece fundamental. Según esta concepción, los 

objetos no son mercancías inertes sino entidades animadas que conservan algo de la persona que las 

da. Este vínculo sustancial entre personas y cosas fundamenta la obligación de devolver: retener el 

don sería retener parte del donante, acto peligroso que puede acarrear enfermedad o muerte. 

Esta concepción del hau revela una ontología diferente a la moderna, donde la distinción entre 

personas y cosas, sujetos y objetos, no es absoluta. Los objetos participan de la sustancia personal de 

quienes los poseen y transmiten. Esta participación no es metafórica sino real en el universo 

conceptual indígena. Por ello, la circulación de dones es también circulación de sustancias personales, 

de fuerzas vitales, de poderes espirituales. 

La teoría del hau ilumina por qué la obligación de devolver no requiere sanción externa: el don mismo 

lleva consigo su propia fuerza compulsiva. No devolver es retener algo ajeno que "quiere" volver a su 

origen, perturbación del orden natural que genera consecuencias automáticas. Esta auto-ejecutoriedad 

de la obligación del don la distingue de las obligaciones contractuales modernas que requieren aparatos 

externos de coerción. 

Prestaciones totales y antagonismo 

Mauss distinguió entre dos tipos de prestaciones totales: las de tipo no agonístico, características de 

sociedades segmentarias igualitarias, y las de tipo agonístico, como el potlatch del noroeste americano. 

Esta distinción es crucial para comprender las diferentes modalidades que puede asumir la 

reciprocidad normativa. 

En las prestaciones no agonísticas, el énfasis está en mantener el equilibrio y la armonía social. Los 

dones circulan siguiendo patrones establecidos, reforzando relaciones existentes, confirmando estatus 

reconocidos. La generosidad es virtud social fundamental, pero una generosidad mesurada que no 

busca humillar al receptor. El ideal es la reciprocidad equilibrada a largo plazo, donde nadie acumula 

deudas excesivas ni créditos desproporcionados. 
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El potlatch representa el extremo opuesto: prestación total de tipo agonístico donde el don deviene 

arma en batallas de generosidad. Los jefes compiten destruyendo riquezas para demostrar su grandeza 

y humillar a sus rivales. Quien no puede devolver un don equivalente o superior pierde prestigio, 

autoridad, incluso identidad social. El potlatch revela la dimensión violenta potencial del don, su 

capacidad de crear jerarquías, establecer dominaciones, destruir personas sociales. 

La obligación de recibir como fundamento del vínculo social 

Si la obligación de dar y devolver ha recibido mayor atención analítica, la obligación de recibir merece 

examen detenido por su importancia fundacional. Rechazar un don es rechazar la relación social que 

propone, declaración de hostilidad o superioridad que puede tener graves consecuencias. La obligación 

de recibir revela que en la economía del don no hay libertad individual absoluta: estar en sociedad 

implica estar abierto a recibir, por tanto a quedar obligado. 

Esta obligación de recibir tiene implicaciones profundas para la constitución del sujeto social. No hay 

posibilidad de autarquía completa, de rechazar toda dependencia. Recibir es reconocerse necesitado, 

incompleto, interdependiente. Pero es también reconocerse digno de recibir, parte legítima de la 

comunidad de intercambio. El paria social es precisamente quien no puede dar ni recibir, excluido del 

circuito de prestaciones que constituye la sociedad. 

La sutileza de la obligación de recibir se manifiesta en las elaboradas etiquetas que regulan cómo debe 

recibirse según las circunstancias. Recibir con excesiva avidez es muestra de inferioridad. Recibir con 

desdén es insulto al donante. El arte de recibir apropiadamente —con gratitud pero sin servilismo, 

con aprecio pero sin codicia— es competencia social fundamental que debe ser aprendida y cultivada. 

Kula: el paradigma de la circulación ceremonial 

El sistema kula de las islas Trobriand, magistralmente analizado por Bronisław Malinowski y 

reinterpretado por Mauss, proporciona un paradigma de cómo la circulación ceremonial de dones crea 

y mantiene orden normativo a escala regional. En el kula, brazaletes (mwali) circulan en dirección 

contraria a las agujas del reloj mientras collares (soulava) circulan en dirección opuesta, creando un 

vasto circuito que conecta islas distantes en red de obligaciones mutuas. 

Los objetos kula no tienen utilidad práctica ni pueden ser permanentemente poseídos. Su único 

propósito es circular, creando en su movimiento relaciones entre participantes. Cada objeto tiene 

historia, nombre, personalidad. Poseer temporalmente un objeto kula prestigioso confiere honor, pero 

también obligación de pasarlo en momento apropiado al socio apropiado. El sistema genera así una 

red de partnerships que trasciende las fronteras tribales. 

El kula revela dimensiones cruciales del don como fenómeno normativo. Primero, la separación entre 

circulación ceremonial y comercio utilitario: junto al kula opera el gimwali, intercambio de bienes 

útiles, pero ambas esferas deben mantenerse estrictamente separadas. Segundo, la importancia del 

conocimiento social: saber cuándo, a quién y qué dar requiere competencia cultural sofisticada. 

Tercero, la función del don en crear paz: los partners kula de diferentes islas mantienen relaciones 

pacíficas incluso cuando sus tribus están en conflicto. 
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Reciprocidad generalizada, equilibrada y negativa 

Marshall Sahlins refinó el análisis de Mauss proponiendo una tipología de reciprocidades que ilumina 

las diferentes modalidades normativas del intercambio. La reciprocidad generalizada caracteriza 

relaciones entre próximos: dar sin expectativa de retorno inmediato o específico, confiando en que el 

equilibrio se alcanzará eventualmente. Es la reciprocidad del grupo doméstico, donde las cuentas no 

se llevan estrictamente. 

La reciprocidad equilibrada opera entre iguales socialmente más distantes: intercambios donde se 

espera retorno equivalente en plazo razonable. Es la reciprocidad entre afines, vecinos, miembros de 

diferentes clanes. Aquí las obligaciones son más explícitas, los plazos más definidos, las equivalencias 

más calculadas. El incumplimiento tiene consecuencias sociales específicas. 

La reciprocidad negativa caracteriza relaciones con extraños: cada parte busca maximizar su beneficio 

a expensas de la otra. Es el regateo del mercado, el engaño permitido, la ganancia sin obligación 

duradera. Significativamente, este tipo de reciprocidad está normalmente confinado a relaciones con 

outsiders, con quienes no se comparten obligaciones morales densas. 

El don en las economías de prestigio 

En muchas sociedades arcaicas, el prestigio más que la riqueza material constituye el bien escaso por 

excelencia. Las economías de prestigio operan según lógicas donde la acumulación material es medio 

para la acumulación de honor, respeto, autoridad. El don aparece aquí como mecanismo fundamental 

de conversión de riqueza material en capital simbólico. 

La paradoja de estas economías es que el prestigio se gana dando, no acumulando. El "gran hombre" 

es quien más distribuye, no quien más atesora. Esta lógica invierte los principios de la acumulación 

capitalista: la riqueza que no circula se deprecia socialmente, el atesoramiento es vicio antisocial, la 

generosidad es inversión en autoridad futura. 

Los sistemas de financiación de festivales en Mesoamérica ilustran esta lógica. Los cargos religiosos 

requieren gastos enormes que pueden empobrecer a quien los asume. Pero el empobrecimiento 

material produce enriquecimiento simbólico: quien ha financiado exitosamente un cargo gana prestigio 

duradero, autoridad moral, derecho a opinar en asuntos comunitarios. El gasto ritual es así inversión 

en capital político. 

Círculos de intercambio y esferas de valor 

Paul Bohannan identificó entre los tiv de Nigeria la existencia de tres esferas distintas de intercambio, 

cada una con sus propios bienes y reglas. La esfera de subsistencia incluía alimentos y bienes 

cotidianos. La esfera de prestigio abarcaba ganado, esclavos y bienes rituales. La esfera suprema 

involucraba derechos sobre personas, especialmente mujeres en matrimonio. 

Los intercambios dentro de cada esfera eran moralmente neutros, pero las conversiones entre esferas 

estaban cargadas de significación moral. Convertir "hacia arriba" (alimentos por ganado, ganado por 

esposa) era logro admirado. Convertir "hacia abajo" (esposa por ganado, ganado por alimentos) era 
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degradación moral reprochable. Este sistema de esferas múltiples revela cómo la reciprocidad opera 

según lógicas diferentes para diferentes tipos de bienes. 

La existencia de esferas múltiples complica cualquier análisis simplista del intercambio arcaico. No hay 

equivalencia universal que permita conmensurar todos los bienes. Cada esfera tiene su propia lógica 

de valor, sus propias reglas de intercambio, sus propias implicaciones morales. La competencia social 

incluye la habilidad de navegar entre esferas, realizando conversiones ventajosas sin violar normas 

morales. 

Género y reciprocidad: la circulación de mujeres 

Lévi-Strauss extendió el análisis del don al intercambio matrimonial, argumentando que la prohibición 

del incesto fuerza el intercambio de mujeres entre grupos, creando alianzas que son el fundamento 

mismo de la sociedad. Esta perspectiva, aunque criticada por su androcentrismo, ilumina dimensiones 

cruciales de la reciprocidad normativa. 

En muchas sociedades, las mujeres son el "don supremo" cuyo intercambio crea las alianzas más 

duraderas y significativas. Pero las mujeres no son objetos pasivos sino participantes activas que llevan 

consigo relaciones, conocimientos, derechos. El matrimonio crea obligaciones recíprocas complejas 

no solo entre cónyuges sino entre grupos de parentesco que pueden perdurar por generaciones. 

Los sistemas de prestaciones matrimoniales —dote, precio de la novia, intercambios recíprocos— no 

son "compra" de mujeres sino mecanismos de crear y mantener relaciones entre grupos. El precio de 

la novia, por ejemplo, compensa al grupo de la mujer por su pérdida, reconoce su valor, crea 

obligaciones del grupo del hombre. Su no pago o pago inadecuado puede invalidar el matrimonio y la 

legitimidad de los hijos. 

El don como fundamento del poder político 

La autoridad política en sociedades sin Estado frecuentemente se basa más en la capacidad de dar que 

en la capacidad de coaccionar. El líder es quien puede movilizar recursos para redistribuir, quien puede 

ser más generoso, quien puede crear más obligaciones. Pierre Clastres argumentó que en muchas 

sociedades amerindias el jefe está "atrapado" por la obligación de dar: debe ser más generoso que 

todos, trabajar más que todos, hablar más bellamente que todos. 

Esta fundamentación del poder en el don tiene implicaciones importantes. El poder no es dominación 

unilateral sino relación de obligaciones mutuas. El líder debe continuamente renovar su autoridad 

mediante nuevos actos de generosidad. Los seguidores no son súbditos pasivos sino acreedores que 

esperan retribución por su lealtad. El sistema contiene así mecanismos inherentes de limitación del 

poder. 

La competencia política toma frecuentemente la forma de competencias de generosidad. Los 

aspirantes a liderazgo compiten en dar más, en organizar festivales más espléndidos, en redistribuir 

más ampliamente. Esta competencia puede llevar a espirales inflacionarias donde los requisitos de 
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generosidad se vuelven ruinosos, mecanismo que efectivamente impide la acumulación excesiva de 

poder. 

Sacrificio y reciprocidad con lo divino 

El sacrificio puede analizarse como forma de don que establece reciprocidad con poderes 

sobrenaturales. Los humanos dan a los dioses —animales, alimentos, objetos preciosos— esperando 

recibir a cambio protección, fertilidad, éxito. Esta reciprocidad con lo divino sigue lógicas similares a 

la reciprocidad humana pero con características específicas. 

La asimetría es constitutiva de la relación sacrificial: los dioses son superiores, su contra-don siempre 

excede lo que los humanos pueden dar. Pero esta asimetría no elimina la reciprocidad: los dioses que 

no corresponden a los sacrificios pueden ser abandonados por otros más generosos. La relación 

permanece contractual aunque desigual. 

El sacrificio revela dimensiones profundas del don. La destrucción sacrificial —quemar ofrendas, 

derramar libaciones— asegura que el don realmente se da, que no puede ser recuperado. La violencia 

sacrificial marca la seriedad última del don: lo que se da es vida misma. La comensalidad sacrificial, 

donde humanos y dioses comparten la víctima, crea comunidad que trasciende la división entre mortal 

e inmortal. 

Deuda y persona: la construcción del sujeto moral 

La participación en circuitos de don constituye la persona como sujeto moral endeudado. Desde el 

nacimiento, el individuo recibe —vida, cuidados, nombre, pertenencia— creando deudas que nunca 

podrán ser completamente saldadas. La persona es así constituida por sus deudas tanto como por sus 

créditos, definida por posición en redes de obligaciones mutuas. 

Esta constitución del sujeto por la deuda difiere radicalmente de la concepción moderna del individuo 

autónomo. No hay self anterior a las relaciones sociales, no hay autonomía previa a la 

interdependencia. La persona emerge de y en las relaciones de reciprocidad, es literalmente creada por 

los dones que recibe y debe devolver. 

La gestión de las deudas personales es arte moral fundamental. Saber qué se debe a quién, cuándo y 

cómo pagar, cómo mantener el balance apropiado entre deudas y créditos, son competencias que 

definen la madurez social. El individuo completamente libre de deudas sería asocial, mientras quien 

acumula deudas impagables deviene paria. La virtud reside en mantener el flujo apropiado de 

prestaciones. 

Tiempo del don y tiempo del mercado 

La temporalidad específica del don merece análisis detallado. A diferencia del intercambio mercantil 

instantáneo, el don inaugura temporalidad abierta donde el retorno es diferido, incierto, no 

especificado. Este diferimiento es precisamente lo que transforma intercambio en relación, transacción 

en vínculo. 
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El tiempo del don es tiempo social denso, cargado de memoria y anticipación. Cada don evoca dones 

anteriores, cada recepción anticipa devoluciones futuras. Las genealogías de dones pueden remontarse 

generaciones: se devuelve lo que los ancestros recibieron, se da anticipando lo que los descendientes 

recibirán. Esta temporalidad transgeneracional crea continuidad social. 

La incertidumbre sobre el retorno es característica, no defecto del sistema. Si el contra-don fuera 

especificado exactamente, el intercambio devendría comercial. La apertura del retorno —en tiempo, 

forma y cantidad— es lo que mantiene la relación viva, lo que requiere atención continua a las 

obligaciones mutuas, lo que permite ajustes según circunstancias cambiantes. 

Reciprocidad y resolución de conflictos 

Los sistemas de reciprocidad proporcionan mecanismos para prevenir y resolver conflictos. La 

densidad de obligaciones mutuas crea incentivos para mantener relaciones pacíficas: el conflicto 

interrumpe flujos de prestaciones del que todos dependen. Las deudas cruzadas hacen que cada parte 

tenga interés en la supervivencia y bienestar de la otra. 

Cuando surgen conflictos, el idioma del don ofrece lenguaje para la reconciliación. Las 

compensaciones por daños pueden formularse como dones que restauran relaciones más que como 

pagos que saldan cuentas. Los rituales de reconciliación frecuentemente involucran intercambios de 

dones que recrean los vínculos rotos por el conflicto. 

La mediación en disputas frecuentemente toma la forma de facilitar prestaciones apropiadas entre las 

partes. El mediador puede contribuir sus propios bienes para hacer posible la reconciliación, inversión 

en paz social que será retribuida en prestigio y autoridad futura. La justicia restaurativa del don 

contrasta con la justicia punitiva del derecho estatal. 

Monetización y crisis de la reciprocidad 

La introducción del dinero en economías del don genera profundas disrupciones. El dinero permite 

conversiones entre esferas antes inconmensurables, cortocircuita temporalidades sociales, anonimiza 

relaciones personalizadas. Lo que antes requería conocimiento social íntimo puede ahora resolverse 

mediante pago impersonal. 

Sin embargo, la monetización rara vez elimina completamente las lógicas del don. Más bien se 

producen hibridaciones complejas donde dinero y don coexisten en tensión. El dinero puede ser 

"domesticado", incorporado en circuitos de don mediante restricciones sobre su uso. O puede 

mantenerse estrictamente separado de esferas donde el don sigue imperando. 

Los conflictos entre lógica del don y lógica del mercado son fuente de tensiones morales profundas 

en sociedades en transición. ¿Puede pagarse con dinero una deuda de honor? ¿Puede comprarse lo 

que solo debe ser dado? ¿Cómo mantener relaciones de reciprocidad cuando la subsistencia depende 

del salario? Estas preguntas no tienen respuestas fáciles y generan experimentación social continua. 

El don en las sociedades contemporáneas 
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Contra predicciones de su desaparición, el don persiste vigorosamente en sociedades contemporáneas, 

aunque en formas transformadas. Los regalos de Navidad, las invitaciones a cenar, las donaciones 

caritativas, el voluntariado, todos operan según lógicas del don irreductibles al cálculo mercantil. 

Incluso en el corazón del capitalismo, el don mantiene espacios propios. 

La antropología del don ilumina fenómenos contemporáneos aparentemente distantes. La economía 

de la información, donde compartir no implica pérdida, resuena con lógicas del don. Las redes sociales 

digitales recrean circuitos de prestaciones simbólicas. El software libre opera según principios de 

reciprocidad generalizada. Estos "nuevos" fenómenos pueden ser mejor comprendidos a través del 

prisma "arcaico" del don. 

La persistencia del don sugiere que responde a necesidades humanas profundas no satisfechas por el 

mercado. La necesidad de crear vínculos duraderos, de trascender el cálculo instrumental, de participar 

en algo mayor que el interés individual. El don ofrece modo de estar en sociedad diferente a la 

competencia mercantil o la coerción estatal. 

Implicaciones para una teoría histórica del derecho 

La antropología del don tiene implicaciones profundas para repensar la historia y teoría del derecho. 

Muestra que el derecho no emerge del contrato entre individuos pre-sociales sino de la reciprocidad 

entre personas siempre-ya-relacionadas. Que la obligación no requiere necesariamente coerción 

externa sino que puede emerger de la lógica misma del intercambio social. Que la justicia puede buscar 

restauración de relaciones más que castigo de transgresiones. 

El paradigma del don desafía dicotomías fundacionales del pensamiento jurídico moderno: 

voluntario/obligatorio, interesado/desinteresado, público/privado, económico/social. Muestra que 

estas distinciones, lejos de ser universales, son productos históricos de formaciones sociales 

específicas. Abre así espacio para imaginar formas de derecho que trasciendan estas dicotomías. 

Para la historia del derecho, el don proporciona clave interpretativa para comprender sistemas 

normativos que no se ajustan a categorías modernas. Permite ver coherencia donde el legalismo 

moderno solo ve confusión, sofisticación donde el evolucionismo solo ve primitivismo. Revela que la 

diversidad de formas jurídicas responde a diversidad de modos de crear y mantener vínculos sociales. 

Conclusión: la reciprocidad como fundamento metajurídico 

La reciprocidad del don emerge así como fundamento metajurídico que precede y excede al derecho 

positivo. Antes que leyes escritas y tribunales, la triple obligación de dar-recibir-devolver crea el tejido 

normativo básico que hace posible la convivencia ordenada. Esta reciprocidad no es principio 

abstracto sino práctica concreta, renovada cotidianamente en millones de intercambios que crean y 

recrean el vínculo social. 

Comprender el derecho desde la reciprocidad transforma nuestra visión de su naturaleza y 

posibilidades. El derecho aparece no como imposición vertical del poder sino como emergencia 

horizontal de las relaciones mutuas. No como restricción de libertad individual sino como condición 
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de posibilidad de la persona social. No como mal necesario sino como expresión de la sociabilidad 

humana fundamental. 

En tiempos donde el derecho enfrenta crisis de legitimidad, donde la ley aparece como imposición 

ajena, donde la justicia parece inalcanzable, la sabiduría arcaica del don ofrece recursos para reimaginar 

las formas jurídicas. No se trata de romantizar el pasado ni de ignorar las conquistas del derecho 

moderno, sino de ampliar nuestro repertorio de posibilidades normativas recuperando dimensiones 

olvidadas. 

La reciprocidad del don nos recuerda que, en el fondo, el derecho trata de cómo vivir juntos, de cómo 

crear y mantener vínculos que nos constituyen como humanos. Que antes que técnica de control 

social, el derecho es arte de la convivencia. Que su horizonte último no es el orden sino la justicia 

entendida como reciprocidad realizada. En este sentido profundo, todos seguimos viviendo en la era 

del don, aunque hayamos olvidado su lenguaje. 

La tarea de una historia crítica del derecho incluye recuperar este lenguaje, no como curiosidad 

etnográfica sino como recurso vivo para pensar y transformar nuestras formas de convivencia 

normativa. Porque si el don fue matriz originaria del derecho, comprender sus lógicas es comprender 

algo esencial sobre las posibilidades y límites de toda normatividad humana. Y en esa comprensión 

puede residir la clave para formas más justas y humanas de derecho por venir. 
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CAPÍTULO 2. MESOPOTAMIA: EL ORDEN DIVINO CODIFICADO. DEL MITO AL 

DECRETO 

2.1. Las primeras manifestaciones escritas del derecho 

La revolución de la escritura y su impacto en la normatividad 

La emergencia de la escritura en Mesopotamia hacia el 3200 a.C. no constituye meramente una 

innovación técnica en los sistemas de comunicación humana, sino una mutación epistemológica de 

consecuencias incalculables para la historia del derecho. Este acontecimiento, que los sumerios 

atribuían al dios Enki/Ea en su función civilizadora, marca el tránsito de las sociedades de memoria 

oral a las sociedades de registro escrito, transformación que reconfigura radicalmente las condiciones 

de posibilidad del fenómeno normativo. 

La escritura cuneiforme, desarrollada inicialmente en el contexto de la administración templaria de 

Uruk, surge como respuesta a necesidades prácticas de registro contable y gestión de recursos. Sin 

embargo, su potencial excede rápidamente estos fines utilitarios. La capacidad de fijar la palabra en un 

soporte material duradero —la tablilla de arcilla— permite por primera vez en la historia humana la 

objetivación del discurso normativo, su separación del contexto inmediato de enunciación, su 

transmisión más allá de los límites espaciales y temporales de la comunicación oral. 

Esta "gran ruptura" —para emplear la expresión de Jack Goody— no debe entenderse como simple 

cambio de medio. La escritura transforma la naturaleza misma del derecho. En las sociedades orales, 

como vimos en el capítulo anterior, la norma existe únicamente en su actualización performativa: en 

el canto del aedo, en la sentencia del anciano, en la repetición ritual. La norma escrita, por el contrario, 

adquiere una existencia autónoma, independiente de sus portadores humanos. Se convierte en "texto", 

en tejido de signos que puede ser consultado, interpretado, disputado. 

Las tablillas jurídicas protodinásticas: entre administración y normatividad 

Los testimonios más antiguos de contenido proto-jurídico proceden del período Dinástico Temprano 

(2900-2350 a.C.). No se trata aún de códigos en sentido estricto, sino de documentos administrativos 

que revelan la progresiva cristalización de prácticas normativas. Las tablillas de Shuruppak (Tell Fara), 

datadas hacia 2600 a.C., contienen listas de transacciones, contratos de compraventa, registros de 

distribución de tierras, que permiten vislumbrar un derecho en estado práctico, aún no teorizado pero 

ya operativo. 

Particular interés revisten los kudurru, mojones de piedra que registran donaciones reales de tierras. 

Estos monumentos jurídicos combinan texto, imagen y materialidad en una síntesis significativa. El 

texto describe los límites de la propiedad, enumera los beneficiarios, establece las condiciones de la 

donación. Las imágenes —símbolos divinos, figuras del rey, representaciones de los dioses garantes— 

confieren sacralidad al acto jurídico. La piedra misma, en su permanencia, materializa la perpetuidad 

pretendida del derecho establecido. 



90 
 

Esta convergencia de escritura, imagen y materia en los primeros documentos jurídicos 

mesopotámicos revela una concepción del derecho como realidad a la vez textual, simbólica y material. 

El derecho no es pura norma abstracta sino inscripción en el mundo, marca visible del orden divino-

real en el tejido de lo real. 

Los archivos de Ebla: una cultura jurídica en formación 

El descubrimiento de los archivos reales de Ebla (Tell Mardikh) en 1974 revolucionó nuestra 

comprensión del derecho en el tercer milenio. Las cerca de 20,000 tablillas encontradas, datadas hacia 

2400-2350 a.C., revelan una sofisticada cultura jurídica en el norte de Siria, zona de confluencia entre 

las tradiciones sumeria y semítica. 

Los textos eblaítas incluyen tratados internacionales, el más notable con la ciudad de Abarsal, que 

constituye uno de los primeros ejemplos de derecho internacional escrito. El tratado establece 

regulaciones comerciales, delimita zonas de influencia, prevé mecanismos de resolución de disputas. 

La fórmula de juramento que lo concluye —"Que Shamash y Hadad sean testigos"— muestra la 

dimensión sacral que garantiza los pactos. 

Los archivos contienen también numerosos contratos privados: compraventas, préstamos, contratos 

de trabajo. Un texto particularmente significativo registra la manumisión de esclavos con ocasión del 

matrimonio real, práctica que anticipa la posterior institución del mīšarum mesopotámico. Estos 

documentos revelan que ya en el III milenio existía una distinción operativa entre actos jurídicos 

públicos y privados, aunque ambos permanecían envueltos en la sacralidad general del orden cósmico-

político. 

El "proto-código" de Urukagina: justicia social y legitimación real 

El texto conocido como "Reformas de Urukagina" (ca. 2350 a.C.) marca un hito fundamental en la 

historia del derecho escrito. Aunque no es un código en sentido técnico, sino más bien un edicto real 

de reforma, contiene elementos que prefiguran los posteriores desarrollos de la codificación 

mesopotámica. 

Urukagina, ensi de Lagash, justifica su acceso al poder mediante un programa de reformas destinadas 

a restaurar la justicia divina, perturbada por los abusos de sus predecesores. El texto, conocido por 

varias copias, enumera las medidas adoptadas: reducción de tasas excesivas, prohibición de 

confiscaciones arbitrarias, protección de viudas y huérfanos, limitación del poder de los funcionarios. 

La estructura retórica del documento es reveladora. Comienza con una descripción del estado de 

injusticia previo ("En aquellos días..."), continúa con la intervención divina que elige al nuevo 

gobernante ("Ningirsu, rey de Lagash, eligió a Urukagina..."), y culmina con la enumeración de las 

reformas, cada una introducida por la fórmula "él estableció/abolió". Esta estructura tripartita —

caos/elección divina/restauración del orden— se convertirá en modelo de los prólogos de los códigos 

posteriores. 
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El contenido de las reformas revela preocupaciones que atravesarán toda la historia del derecho 

mesopotámico: la tensión entre poder real y privilegios templarios, la protección de los débiles como 

legitimación del poder, la justicia como restauración de un orden primordial perturbado. La famosa 

cláusula sobre la protección de viudas y huérfanos —"La viuda y el huérfano no serán entregados al 

poderoso"— inaugura un topos que resonará en los códigos posteriores hasta la legislación bíblica. 

Las leyes de Ur-Nammu: el primer código sistemático 

El código de Ur-Nammu, fundador de la III Dinastía de Ur (ca. 2100 a.C.), representa la primera 

codificación sistemática conocida, aunque su estado fragmentario impide una apreciación completa. 

El texto, reconstruido a partir de varias copias parciales, muestra ya las características formales que 

definirán el género: prólogo teológico-político, cuerpo normativo casuístico, epílogo con bendiciones 

y maldiciones. 

El prólogo, parcialmente conservado, legitima la autoridad legislativa mediante la narración mítica del 

orden cósmico: "Cuando An y Enlil entregaron a Nanna el señorío de Ur... entonces Ur-Nammu, el 

poderoso guerrero, rey de Ur, rey de Sumer y Akkad...". La legislación humana se presenta así como 

actualización del orden divino, delegación de la justicia celestial en el ámbito terrestre. 

El cuerpo del código, del que se conservan unos 40 artículos, revela innovaciones fundamentales 

respecto a la práctica jurídica anterior. Por primera vez encontramos un sistema de compensaciones 

monetarias (pagos en plata) que sustituye parcialmente la ley del talión. Si el código establece: "Si un 

hombre a otro hombre, con un objeto cortante, el pie ha cortado, 10 siclos de plata pagará", vemos 

operando una racionalización económica de la justicia que convierte el daño corporal en equivalente 

monetario. 

Esta monetarización de las sanciones no es mera innovación técnica sino transformación profunda en 

la concepción de la justicia. El cuerpo dañado ya no exige venganza simétrica sino reparación 

económica. Se abre así el espacio para una justicia calculable, previsible, que reduce la espiral de la 

venganza mediante la mediación del equivalente universal monetario. 

El bilingüismo jurídico: sumerio y acadio 

Un fenómeno crucial en el desarrollo del derecho mesopotámico escrito es el bilingüismo sumerio-

acadio. Desde el período de Akkad (2350-2150 a.C.), los textos jurídicos se redactan frecuentemente 

en ambas lenguas, fenómeno que no es mera traducción sino compleja negociación entre tradiciones 

jurídicas diversas. 

El sumerio, lengua de la tradición escribal y religiosa, conserva su prestigio como lengua jurídica 

arcaizante. Los términos técnicos fundamentales —di (juicio), nam-tag (delito), ki-ág (testimonio)— 

permanecen en sumerio incluso en textos predominantemente acadios. Este conservadurismo 

lingüístico no es mero arcaísmo sino estrategia de legitimación: el derecho se presenta envuelto en la 

autoridad de la tradición primordial sumeria. 
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El acadio, lengua semítica hablada por la mayoría de la población, se impone progresivamente como 

lengua de la práctica jurídica cotidiana. Los contratos privados, las cartas comerciales, los 

procedimientos judiciales, se redactan cada vez más en acadio. Pero no es simple sustitución: el acadio 

jurídico incorpora masivamente préstamos sumerios, creando un tecnolecto jurídico híbrido. 

Este bilingüismo genera fenómenos de interferencia productiva. Conceptos sumerios son 

reinterpretados al traducirse al acadio; nociones semíticas se revisten de formulaciones sumerias. El 

resultado es un enriquecimiento del vocabulario y la conceptualización jurídica, una complejización 

que permite expresar distinciones más sutiles, matices más finos. 

Los archivos de Mari: el derecho en la práctica 

Los archivos del palacio de Mari (Tell Hariri), con sus más de 25,000 tablillas datadas principalmente 

en el siglo XVIII a.C., ofrecen una ventana incomparable al derecho en acción. A diferencia de los 

códigos, que presentan el derecho en su formulación ideal, los archivos de Mari muestran el 

funcionamiento efectivo del sistema jurídico: correspondencia sobre casos judiciales, actas de 

procesos, consultas jurídicas entre funcionarios. 

La correspondencia entre el rey Zimri-Lim y sus funcionarios revela las complejidades de la 

administración de justicia. Una carta del gobernador de Terqa consulta al rey sobre un caso de adulterio 

complicado por cuestiones de jurisdicción: la mujer es de una ciudad, el amante de otra, el delito se 

cometió en una tercera. El rey debe decidir qué ley aplicar, qué tribunal es competente. Estos 

documentos muestran que el pluralismo jurídico no es anomalía sino normalidad en el mundo 

mesopotámico. 

Particularmente reveladoras son las cartas sobre ordalías. Un funcionario describe minuciosamente el 

procedimiento: "Hice que la mujer descendiera al río. El río la rechazó. Subió por sus propios medios. 

Su inocencia quedó establecida". Otro informa de un caso donde el acusado se niega a someterse a la 

ordalía, lo que se interpreta como confesión de culpabilidad. Estos textos muestran la ordalía no como 

supervivencia primitiva sino como procedimiento jurídico regulado, con protocolos específicos y 

consecuencias normadas. 

El código de Hammurabi: culminación y monumento 

El código de Hammurabi (ca. 1750 a.C.) representa la culminación del desarrollo jurídico 

mesopotámico y, simultáneamente, su monumentalización. La estela de diorita negra conservada en 

el Louvre no es simple registro de normas sino objeto total: texto, imagen y materia convergen en una 

afirmación totalizante del orden jurídico-cósmico. 

La disposición material del texto en la estela es significativa. El prólogo y el epílogo, en escritura 

arcaizante y lenguaje poético elevado, envuelven literalmente el cuerpo legal, inscrito en prosa jurídica 

técnica. Esta disposición visualiza la estructura ideológica del código: el derecho técnico aparece 

enmarcado, legitimado, sacralizado por el discurso teológico-político. 
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La imagen superior, que muestra a Hammurabi recibiendo las insignias del poder de manos del dios 

solar Shamash, no es mera ilustración sino parte integral del dispositivo jurídico. Establece visualmente 

lo que el prólogo afirma verbalmente: el origen divino de la autoridad legislativa. Pero hay una 

ambigüedad productiva: ¿recibe Hammurabi las leyes ya formuladas o solo la autoridad para 

formularlas? La imagen permite ambas lecturas, manteniendo la tensión entre trascendencia e 

inmanencia del derecho. 

La escritura cuneiforme como tecnología jurídica 

La especificidad del sistema cuneiforme imprime características particulares al derecho mesopotámico 

escrito. A diferencia de los sistemas alfabéticos posteriores, el cuneiforme es escritura logo-silábica 

que mantiene visible la dimensión ideográfica del signo. El signo DI, por ejemplo, funciona 

simultáneamente como logograma (= juicio), como determinativo semántico (marca palabras 

relacionadas con justicia) y como valor fonético (= di). 

Esta polivalencia del signo cuneiforme tiene consecuencias jurídicas. Permite juegos de significación, 

ambigüedades productivas, resonancias semánticas que enriquecen el texto legal. Cuando el código de 

Hammurabi usa el término šarrum (rey), el signo LUGAL que lo representa evoca simultáneamente 

su etimología sumeria ("hombre grande") y toda la red de asociaciones ideológicas conectadas con la 

realeza mesopotámica. 

La materialidad de la escritura cuneiforme —impresión de cuñas en arcilla blanda— determina 

también prácticas jurídicas específicas. El sellado de las tablillas, la práctica de las envolturas con 

resúmenes del contenido, los procedimientos de autenticación mediante improntas de sellos 

cilíndricos, configuran una cultura material del derecho con características propias. 

La durabilidad de las tablillas cocidas, su resistencia al fuego y al agua, contrasta con la fragilidad de 

papiros y pergaminos. Esta permanencia material se interpreta culturalmente: el derecho escrito en 

arcilla participa de la eternidad de la piedra, se sustrae al flujo temporal que arrastra las palabras orales. 

Escribas y cultura jurídica 

La escritura jurídica en Mesopotamia es inseparable de la figura del escriba (ṭ upšarru). Los escribas no 

son meros copistas sino profesionales altamente especializados que dominan no solo la técnica 

escritural sino el saber jurídico. La formación escribal, documentada en los textos escolares, incluía el 

estudio de formularios jurídicos, modelos de contratos, compilaciones de leyes. 

Los ejercicios escolares conservados revelan el método pedagógico: copia repetida de fórmulas 

jurídicas, memorización de cláusulas tipo, práctica de redacción de contratos ficticios. Un ejercicio 

típico presenta un caso y pide al estudiante redactar el documento apropiado: "Si un hombre quiere 

adoptar a un niño, ¿cómo debe escribirse la tablilla de adopción?" 

Esta formación produce una clase de especialistas que monopolizan la tecnología jurídica escritural. 

Pero no es monopolio absoluto: la difusión de la alfabetización básica entre las élites mercantiles y 
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administrativas crea un público capaz de leer, si no de escribir, documentos jurídicos. Esta "semi-

alfabetización" jurídica es crucial para el funcionamiento del sistema. 

Los escribas desarrollan también una reflexión teórica sobre su práctica. Los comentarios escribales a 

textos jurídicos, aunque escasos, muestran intentos de sistematización, de explicitación de principios 

subyacentes. Un comentario al código de Hammurabi explica: "Cuando dice 'si un hombre', incluye 

también a la mujer, excepto en los casos específicamente marcados". Vemos aquí un embrión de 

hermenéutica jurídica. 

Oralidad residual y escritura jurídica 

La emergencia de la escritura jurídica no elimina la oralidad sino que establece con ella relaciones 

complejas de complementariedad y tensión. Los documentos escritos registran frecuentemente 

elementos de oralidad: juramentos pronunciados, declaraciones testimoniales, fórmulas rituales. La 

escritura funciona aquí como tecnología de fijación de la palabra oral, pero una fijación que la 

transforma. 

Los contratos incluyen regularmente cláusulas como "En presencia de [lista de testigos] esto declaró". 

La escritura registra no solo el contenido del acto jurídico sino su contexto performativo. Pero este 

registro es ya interpretación: selecciona qué elementos del contexto oral son jurídicamente relevantes, 

cuáles pueden omitirse. 

La validez jurídica continúa requiriendo frecuentemente elementos orales-rituales. Un contrato de 

venta no se perfecciona con la sola escritura: requiere la pronunciación de fórmulas, la realización de 

gestos simbólicos (romper una paja, tocar el borde del manto), la presencia de testigos que "oyen" 

además de "ver". La escritura documenta estos actos pero no los sustituye. 

Esta persistencia de lo oral en lo escrito genera problemas interpretativos. Cuando un texto dice "X 

declaró ante testigos: 'He vendido mi campo a Y'", ¿cuál es el acto jurídicamente relevante: la 

declaración oral o su registro escrito? Los juristas mesopotámicos desarrollan distinciones sutiles: la 

escritura prueba que el acto ocurrió, pero es el acto oral el que produce efectos jurídicos. 

Falsificación y autenticidad documental 

La posibilidad de falsificación acompaña a la escritura jurídica desde sus inicios. Los archivos 

mesopotámicos conservan evidencias de documentos falsificados, procesos por falsificación, 

desarrollo de técnicas anti-falsificación. Este fenómeno revela la importancia adquirida por el 

documento escrito: solo se falsifica lo que tiene valor probatorio reconocido. 

Las técnicas de autenticación evolucionan en respuesta a las falsificaciones. El sellado de tablillas, 

inicialmente simple marca de propiedad, deviene complejo sistema de validación. Se desarrollan sellos 

especiales para actos jurídicos, con iconografía y leyendas específicas. La práctica de las tablillas con 

envolturas selladas busca garantizar la integridad del documento: si los sellos de la envoltura están 

intactos, el contenido no ha sido alterado. 
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Los casos de falsificación documentados revelan sofisticación técnica. Un proceso de Mari describe el 

caso de un escriba que alteró sutilmente las cantidades en un recibo de préstamo. El fraude fue 

descubierto por comparación caligráfica: el estilo de escritura de las cifras alteradas no correspondía 

al del resto del documento. 

La respuesta jurídica a la falsificación es severa. El código de Hammurabi establece: "Si un hombre 

presenta en un proceso una tablilla sellada falsa y no puede probar la veracidad de su alegación, ese 

hombre morirá". La pena capital por falsificación documental revela la ansiedad generada por esta 

amenaza al sistema de escritura jurídica. 

Bibliotecas jurídicas y transmisión textual 

La conservación y transmisión de textos jurídicos genera prácticas institucionales específicas. Los 

templos y palacios mantienen archivos donde se conservan no solo documentos de la práctica 

cotidiana sino compilaciones normativas, precedentes judiciales, formularios. 

La biblioteca de Asurbanipal en Nínive (siglo VII a.C.) representa la culminación de esta tradición 

archivística. Entre sus fondos se encontraron copias de todos los grandes códigos mesopotámicos, 

desde Ur-Nammu hasta Hammurabi, junto con comentarios, traducciones, textos escolares. Esta 

voluntad de conservación total revela una conciencia histórica del derecho: el pasado jurídico se 

percibe como tesoro a preservar, fuente de autoridad y legitimidad. 

La práctica de la copia introduce variaciones significativas. Los escribas no son copistas mecánicos: 

actualizan la ortografía, modernizan el lenguaje, añaden glosas explicativas. Una comparación entre 

diferentes copias del código de Hammurabi revela variantes que no son simples errores sino 

interpretaciones, adaptaciones a nuevos contextos. 

La transmisión genera también fenómenos de canonización. Ciertos textos adquieren autoridad 

normativa no por su vigencia legal sino por su prestigio cultural. El código de Hammurabi continúa 

copiándose siglos después de la desaparición del reino paleobabilónico, funcionando más como texto 

sapiencial que como norma vigente. 

Traducción y transferencia jurídica 

El carácter multilingüe del mundo mesopotámico convierte la traducción en operación jurídica 

fundamental. Los tratados internacionales se redactan frecuentemente en varias lenguas; los códigos 

se traducen para su aplicación en regiones lingüísticamente diversas. Pero la traducción jurídica nunca 

es mecánica: implica negociación entre sistemas conceptuales diversos. 

Un ejemplo paradigmático es la traducción hitita del código de Hammurabi. El texto hitita no es 

traducción literal sino adaptación: omite normas irrelevantes para la sociedad hitita (regulaciones sobre 

canales de irrigación), añade precisiones necesarias para el nuevo contexto, modifica sanciones según 

las costumbres locales. La traducción deviene así vehículo de transferencia jurídica creativa. 

Los problemas de traducción revelan diferencias conceptuales profundas. El término acadio awīlum, 

tradicionalmente traducido como "hombre libre", no tiene equivalente exacto en sumerio ni en hitita. 
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Los traductores deben crear perífrasis, neologismos, o resignificar términos existentes. Estas 

decisiones traductológicas tienen consecuencias jurídicas: determinan quiénes son sujetos de qué 

derechos. 

La revolución del alfabeto y sus límites en Mesopotamia 

Hacia el final del segundo milenio, el alfabeto fenicio comienza a penetrar en las zonas periféricas de 

Mesopotamia. Esta nueva tecnología escritural, con su economía radical de signos, amenaza 

potencialmente el monopolio escribal cuneiforme. Sin embargo, la adopción del alfabeto para usos 

jurídicos en Mesopotamia es lenta y limitada. 

La resistencia no es meramente conservadora. El sistema cuneiforme, con su complejidad logo-

silábica, está profundamente imbricado con las estructuras conceptuales del derecho mesopotámico. 

Los juegos de significación posibilitados por la polivalencia de los signos, las resonancias etimológicas, 

las ambigüedades productivas, no son fácilmente trasladables al sistema alfabético. 

Además, el cuneiforme posee un capital simbólico acumulado durante milenios. Es la escritura de los 

dioses, de los reyes antiguos, de las leyes venerables. El alfabeto, por su misma simplicidad, carece de 

esta aura de autoridad. Para usos jurídicos, donde la legitimidad tradicional es crucial, el arcaísmo del 

cuneiforme es ventaja, no defecto. 

Escritura jurídica y poder 

La escritura jurídica en Mesopotamia está inextricablemente ligada a las estructuras de poder. El 

control de la tecnología escritural es instrumento de dominación, pero también genera nuevas formas 

de resistencia y negociación. 

El rey se presenta como legislador supremo, fuente de la escritura jurídica. Los prólogos de los códigos 

narran invariablemente cómo el rey, elegido por los dioses, establece justicia mediante la promulgación 

escrita de normas. Pero esta imagen monolítica encubre realidades más complejas. Los reyes dependen 

de los escribas para la formulación técnica; los jueces mantienen espacios de interpretación; las élites 

locales conservan sus derechos consuetudinarios. 

La escritura permite también formas de resistencia. Los contratos privados crean derechos oponibles 

al poder real; los archivos familiares conservan títulos de propiedad que limitan la arbitrariedad 

gubernamental; las copias múltiples de documentos dificultan su destrucción o alteración unilateral. 

Un caso ejemplar es el de los editos de remisión de deudas (mīšarum). Estos actos de "justicia" real, 

que cancelaban periódicamente ciertas deudas, debían lidiar con la realidad de los contratos escritos. 

Los acreedores desarrollan cláusulas que intentan blindar sus créditos contra futuras remisiones: "Esta 

deuda no será cancelada por ningún mīšarum". La escritura jurídica deviene campo de batalla entre 

poder real y intereses privados. 
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El ocaso del cuneiforme jurídico 

El primer milenio a.C. presencia el lento ocaso del cuneiforme como escritura jurídica. El arameo, con 

su alfabeto simple y su difusión como lengua franca del comercio, lo desplaza progresivamente. Pero 

no es desaparición súbita sino larga agonía, llena de compromisos y resistencias. 

Durante siglos coexisten ambos sistemas. Los documentos oficiales mantienen el prestigioso 

cuneiforme; los contratos privados adoptan crecientemente el práctico arameo. Se desarrollan 

prácticas de doble documentación: versión cuneiforme para el archivo oficial, versión aramea para uso 

práctico. 

El último documento jurídico cuneiforme datado procede del año 75 d.C., de Babilonia. Es un 

contrato astronómico, disciplina donde la tradición cuneiforme resistió más tiempo. Para entonces, el 

cuneiforme jurídico es ya lengua muerta, mantenida artificialmente por una élite cada vez más reducida. 

Legados y proyecciones 

La escritura jurídica mesopotámica deja legados perdurables. La forma misma del código —prólogo 

legitimador, cuerpo normativo casuístico, epílogo con bendiciones y maldiciones— se transmite a 

través de múltiples mediaciones hasta las codificaciones modernas. La idea de que el derecho debe 

fijarse por escrito, hacerse público, conservarse en archivos, principios que nos parecen evidentes, 

tienen aquí su origen histórico. 

Pero quizás el legado más profundo sea la problematización de la relación entre oralidad y escritura 

en el derecho. Los juristas mesopotámicos enfrentaron por primera vez las aporías que siguen 

acosando al derecho: ¿cómo fijar por escrito normas que deben permanecer flexibles? ¿Cómo 

mantener la legitimidad tradicional adoptando nuevas tecnologías? ¿Cómo evitar que la letra mate al 

espíritu? 

Sus soluciones —el bilingüismo jurídico, la conservación de elementos orales-rituales, la interpretación 

actualizadora— siguen siendo instructivas. Nos recuerdan que la escritura jurídica nunca es mera 

técnica neutral sino campo de tensiones entre tradición e innovación, entre poder y resistencia, entre 

la necesidad de certeza y la inevitabilidad del cambio. 

La experiencia mesopotámica inaugura así problemáticas que atravesarán toda la historia posterior del 

derecho escrito. Cada vez que un sistema jurídico adopta nuevas tecnologías de registro y transmisión 

—imprenta, digitalización, inteligencia artificial— resurgen, mutatis mutandis, los dilemas que 

enfrentaron los primeros escribas junto al Tigris y el Éufrates. En este sentido, Mesopotamia no es 

solo origen cronológico sino horizonte permanente de reflexión sobre las mediaciones tecnológicas 

del derecho. 

El análisis de estas primeras manifestaciones escritas del derecho revela que la escritura no es simple 

instrumento de registro de un derecho preexistente, sino tecnología constitutiva que transforma la 

naturaleza misma del fenómeno jurídico. La normatividad escrita inaugura posibilidades inéditas —



98 
 

sistematización, conservación, transmisión fiel— pero también nuevas aporías —rigidez, formalismo, 

alienación— que acompañarán al derecho en toda su historia posterior. 

Este es el legado ambivalente de Mesopotamia: haber inventado la escritura jurídica con todas sus 

promesas y peligros, haber inaugurado la dialéctica entre letra y espíritu que sigue constituyendo uno 

de los problemas centrales de toda teoría y práctica del derecho. Los juristas mesopotámicos, en su 

laboratorio a orillas de los grandes ríos, experimentaron por primera vez con esa poderosa y peligrosa 

tecnología que es la palabra jurídica fijada en materia, legándonos tanto sus hallazgos luminosos como 

sus callejones sin salida. 

2.2. Los códigos mesopotámicos: genealogía y estructura  

El problema de los géneros jurídicos mesopotámicos 

La comprensión adecuada de los códigos mesopotámicos exige una reflexión preliminar sobre la 

compleja taxonomía de géneros jurídicos en el mundo cuneiforme. La tendencia moderna a subsumir 

bajo la categoría "código" realidades textuales heterogéneas oscurece distinciones que los propios 

escribas mesopotámicos establecían cuidadosamente. El vocabulario técnico nativo revela una rica 

diferenciación: dinātu (decisiones judiciales), riksātu (contratos/tratados), ṣ imdat šarrim (decretos 

reales), kinatūtu (normas justas), purussû (decisiones oraculares). Cada término implica no solo un 

tipo textual sino una concepción específica de la autoridad normativa y sus modos de manifestación. 

Los códigos propiamente dichos emergen como síntesis peculiar de estos géneros preexistentes. 

Incorporan la autoridad precedental de las dinātu, la fuerza vinculante de los riksātu, la legitimidad 

vertical de los ṣ imdat šarrim, la sacralidad de los purussû. Esta naturaleza sintética explica tensiones 

internas de los códigos: la coexistencia de estilos dispares, la yuxtaposición de materiales de 

proveniencia diversa, las inconsistencias doctrinales que una lectura sistemática moderna detecta como 

deficiencias. 

La formación del género "código" es así proceso de cristalización donde elementos anteriormente 

dispersos se articulan en una nueva totalidad. Pero esta cristalización no es definitiva: cada código 

renegocia las relaciones entre sus componentes genéricos, privilegiando ora la dimensión sapiencial, 

ora la prescriptiva, ora la monumentalizante. 

Estratigrafía textual: las capas de composición 

El análisis filológico revela que los códigos mesopotámicos son textos estratificados, compuestos por 

capas de diferente antigüedad y proveniencia. Esta estratificación no es defecto de composición sino 

característica constitutiva que revela el modo de producción de estos textos: acumulación selectiva 

antes que creación ex nihilo. 

En el código de Hammurabi, por ejemplo, el análisis lingüístico permite identificar al menos cuatro 

estratos: (1) un núcleo de decisiones judiciales del período Isin-Larsa, reconocibles por arcaísmos 

gramaticales y vocabulario técnico específico; (2) reformulaciones paleobabilónicas que modernizan 

el lenguaje y sistematizan la casuística; (3) adiciones hammurabicas que reflejan las nuevas realidades 
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del reino unificado; (4) glosas y aclaraciones de escribas posteriores integradas en el proceso de 

transmisión. 

Esta naturaleza estratificada tiene implicaciones jurídicas profundas. Significa que el código no refleja 

un momento jurídico único sino una sedimentación de experiencias normativas. Las contradicciones 

aparentes entre diferentes secciones pueden explicarse por su pertenencia a estratos diversos, cada 

uno con su lógica propia. 

La identificación de estratos permite también rastrear evoluciones doctrinales. El tratamiento de la 

esclavitud por deudas, por ejemplo, muestra endurecimiento progresivo: los estratos antiguos 

contemplan límites temporales y posibilidades de redención que los estratos recientes restringen o 

eliminan. Esta evolución no es mero cambio técnico sino reflejo de transformaciones en las relaciones 

sociales de producción. 

Lógicas de ordenación: taxonomías nativas vs. sistematizaciones modernas 

La organización interna de los códigos mesopotámicos ha desconcertado tradicionalmente a los 

juristas modernos, habituados a sistematizaciones lógico-deductivas. Los intentos de imponer 

categorías romanistas o pandectistas —personas, cosas, obligaciones, sucesiones— fracasan ante una 

ordenación que sigue lógicas diferentes. 

El análisis estructural revela que los códigos mesopotámicos emplean múltiples principios 

organizativos simultáneos y superpuestos. Un primer principio es la asociación temática: casos que 

involucran campos agrícolas se agrupan, independientemente de si tratan de compraventa, 

arrendamiento o daños. Un segundo principio es la progresión de gravedad: dentro de una sección 

temática, los casos se ordenan de menor a mayor severidad de consecuencias. Un tercer principio es 

la analogía formal: casos que comparten estructura sintáctica o vocabulario técnico tienden a 

yuxtaponerse. 

Pero estos principios no operan mecánicamente. Encontramos disrupciones significativas: un caso de 

homicidio puede insertarse en medio de regulaciones patrimoniales si comparte con ellas algún 

elemento formal. Estas disrupciones no son errores sino índices de lógicas asociativas que escapan a 

nuestras categorías. Sugieren que el pensamiento jurídico mesopotámico opera más por "semejanzas 

de familia" wittgensteinianas que por clasificaciones aristotélicas. 

La reconstrucción de estas taxonomías nativas requiere suspender nuestros presupuestos sistemáticos. 

Cuando el código de Lipit-Ishtar agrupa el alquiler de barcas con el matrimonio, no hay confusión 

categorial sino percepción de analogías profundas: ambos son contratos temporales que involucran 

"navegación" (literal y metafórica) con riesgos compartidos. 

El prólogo como cosmogonía jurídica 

Los prólogos de los códigos mesopotámicos merecen análisis detallado como género textual 

específico. No son meras introducciones ornamentales sino complejas construcciones teológico-
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políticas que establecen las condiciones de posibilidad del discurso jurídico. Funcionan como 

verdaderas cosmogonías jurídicas que narran el origen del derecho en el orden mismo del cosmos. 

La estructura narrativa de los prólogos sigue un patrón recurrente pero con variaciones significativas. 

Típicamente comienzan con un tiempo primordial ("cuando Anu, el excelso, rey de los Anunnaki...") 

donde los grandes dioses establecen el orden cósmico básico: la separación de cielo y tierra, la 

distribución de destinos, la asignación de jurisdicciones divinas. Este orden cósmico es presentado 

como fundamento ontológico del orden jurídico. 

El segundo momento narrativo es la elección de la ciudad y el rey. Los dioses, habiendo establecido 

el macrocosmos, proceden a organizar el mesocosmos humano. Eligen una ciudad como centro del 

orden terrestre y un rey como ejecutor de la justicia divina. Esta elección no es arbitraria sino resultado 

de méritos: la piedad de la ciudad, las virtudes del rey. 

El tercer momento es la misión jurídica. El rey elegido recibe el encargo específico de "hacer brillar la 

justicia en el país, destruir al malvado y al perverso, evitar que el fuerte oprima al débil". Esta 

formulación, con variantes, aparece en todos los códigos, revelando una concepción compartida de la 

función real. 

Pero los prólogos no son pura narración. Incluyen también catálogos de ciudades conquistadas, 

templos restaurados, canales excavados. Estos catálogos no son digresiones sino pruebas de que el rey 

ha cumplido las precondiciones para legislar: unificar el territorio, restaurar el orden sacro, asegurar la 

prosperidad material. 

La retórica de la legitimación 

El análisis retórico de los prólogos revela sofisticadas estrategias de legitimación. El uso de epítetos 

divinos y reales no es mera ampulosidad sino construcción cuidadosa de autoridad. Cuando 

Hammurabi se presenta como "pastor obediente, elegido por Enlil, el que acumula abundancia y 

plenitud, el que perfecciona todo para Nippur-Duranki", cada epíteto activa redes de significación 

teológico-política. 

La intertextualidad es estrategia legitimadora central. Los prólogos citan o aluden a textos venerables: 

himnos reales, épica mitológica, inscripciones de fundación. Estas referencias insertan al nuevo código 

en una tradición textual autorizada, presentándolo como culminación antes que ruptura. 

El uso de la primera persona es significativo. A diferencia del cuerpo normativo, impersonal y 

casuístico, el prólogo presenta un "yo" real que habla: "Yo soy Hammurabi, el rey de justicia". Esta 

emergencia del sujeto enunciador humaniza la autoridad sin desacralizarla: el rey habla como individuo 

elegido, no como dios pero tampoco como mero mortal. 

Las estructuras temporales son complejas. El prólogo narra eventos pasados (elección divina, 

conquistas) para fundamentar un acto presente (promulgación) orientado al futuro (justicia perpetua). 

Esta triple temporalidad crea un presente eterno de la justicia real, sustraído al devenir histórico. 

El cuerpo normativo: arquitecturas de la casuística 
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El cuerpo normativo de los códigos —la sección propiamente jurídica— presenta desafíos analíticos 

específicos. Su naturaleza casuística, la aparente desorganización, la mezcla de materias, han llevado a 

algunos estudiosos a negarles carácter sistemático. Sin embargo, un análisis estructural atento revela 

arquitecturas sutiles. 

La unidad básica es el caso, formulado típicamente según el esquema šumma... (si...). Pero esta aparente 

simplicidad encubre variaciones significativas. Encontramos casos simples ("Si un hombre golpea a 

otro hombre") y casos complejos con múltiples condiciones ("Si un hombre alquila un buey y por 

negligencia o golpes causa su muerte"). La complejidad sintáctica correlaciona con complejidad 

jurídica: los casos simples establecen principios, los complejos exploran excepciones y matices. 

La agrupación de casos sigue lógicas detectables aunque no explícitas. Un análisis estadístico revela 

clusteres temáticos: casos 1-5 del código de Hammurabi tratan de acusaciones falsas, 6-25 de robos, 

26-41 de tenencias feudales, etc. Pero estos clusteres no son compartimentos estancos: casos 

temáticamente relacionados pueden aparecer en secciones distantes, sugiriendo sistemas de reenvíos 

implícitos. 

La progresión dentro de cada cluster muestra patrones recurrentes. Frecuentemente se parte del caso 

paradigmático para explorar variaciones: diferencias de estatus social, circunstancias agravantes o 

atenuantes, complicaciones procedimentales. Esta progresión tiene función pedagógica: enseña a 

pensar jurídicamente mediante la exploración sistemática de variantes. 

Formulación lingüística y precisión jurídica 

El lenguaje de los códigos mesopotámicos revela una notable precisión técnica. El vocabulario jurídico 

está altamente desarrollado, con distinciones sutiles marcadas léxicamente. El acadio jurídico 

distingue, por ejemplo, entre šarāqu (robar con allanamiento), habālu (robar con violencia), ekēmu 

(robar con astucia). Cada término implica no solo un modo de acción sino diferentes consecuencias 

jurídicas. 

La sintaxis misma es instrumento de precisión. El uso de modos verbales marca distinciones 

jurídicamente relevantes: el perfectivo indica acciones completadas, el durativo acciones en proceso, 

el subjuntivo situaciones hipotéticas. Un caso formulado en perfectivo ("Si un hombre ha golpeado") 

implica hecho consumado; en durativo ("Si un hombre está golpeando") abre posibilidades de 

intervención. 

Los marcadores de estatus social están cuidadosamente calibrados. Awīlum, muškēnum, wardum no 

son simples designaciones de clase sino categorías jurídicas con derechos y obligaciones específicos. 

La traducción tradicional como "hombre libre", "plebeyo", "esclavo" simplifica distinciones más 

complejas que involucran capacidad jurídica, responsabilidad penal, valor de compensaciones. 

La fraseología jurídica muestra notable estabilidad diacrónica. Fórmulas como "su caso no tiene 

reclamación" (dīnšu rugummâm ul išu) aparecen idénticas desde Ur-Nammu hasta los códigos 

neoasirios. Esta estabilidad formularia facilita la práctica jurídica pero también crea problemas cuando 

las realidades sociales cambian más rápido que el lenguaje jurídico. 
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Sistemas de sanciones: entre compensación y retribución 

El análisis de los sistemas sancionatorios revela evoluciones complejas en la concepción de la justicia. 

Los códigos antiguos (Ur-Nammu, Lipit-Ishtar) privilegian compensaciones monetarias: el daño se 

traduce en equivalente plata. Los códigos medios (Hammurabi) introducen un sistema mixto: talión 

entre iguales, compensación entre desiguales. Los códigos tardíos (asirios) extreman las penas 

corporales. 

Esta evolución no es lineal ni unívoca. Dentro de cada código coexisten lógicas sancionatorias 

diversas. Hammurabi aplica talión estricto para daños corporales entre awīlum, pero admite 

composición monetaria para daños patrimoniales. Las leyes asirias combinan mutilaciones extremas 

con multas desproporcionadas. 

El análisis revela también lo que podríamos llamar "economías morales" diferenciadas. Los delitos 

contra la propiedad admiten generalmente compensación: el ladrón paga múltiplos del valor robado. 

Los delitos contra el orden familiar (adulterio, desobediencia filial) exigen sanciones físicas: no hay 

equivalente monetario para el honor mancillado. Los delitos contra el orden sacro (sacrilegio, perjurio) 

combinan sanciones humanas y divinas: muerte más maldición. 

La proporcionalidad de las sanciones sigue lógicas no siempre transparentes para nosotros. ¿Por qué 

el robo de un buey se sanciona con pago de treinta veces su valor, mientras el robo de una oveja con 

diez veces? El análisis contextual sugiere que la proporción refleja no solo el valor económico sino la 

función social del bien: el buey es medio de producción esencial, su robo amenaza la subsistencia 

familiar. 

El epílogo como teodicea real 

Los epílogos de los códigos constituyen un género textual tan elaborado como los prólogos, pero con 

funciones diferentes. Si el prólogo legitima prospectivamente, el epílogo consolida retrospectivamente. 

Si el prólogo narra los fundamentos cósmicos del derecho, el epílogo proyecta sus efectos en el tiempo 

futuro. 

La estructura típica del epílogo incluye varios momentos. Primero, una recapitulación de los méritos 

del rey-legislador: "Yo soy Hammurabi, el rey perfecto... establecí la justicia en el país". Esta auto-

celebración no es vanidad sino necesidad retórica: el valor del código depende de las virtudes de su 

promulgador. 

Segundo, instrucciones para el uso futuro del código. Hammurabi especifica: "Que el oprimido que 

tenga un caso venga ante mi estatua... lea mi estela inscrita... comprenda su caso... su corazón se 

alegrará". El código se presenta como recurso permanente de justicia, accesible al necesitado. 

Tercero, bendiciones para quien respete el código. Típicamente invocan prosperidad, descendencia, 

victoria militar. Pero no son bendiciones genéricas: están calibradas según el destinatario. Para un rey 

futuro: "Que Shamash extienda su cetro". Para un juez: "Que sus decisiones sean rectas". La 

especificidad sugiere reflexión sobre los diversos actores del sistema jurídico. 
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Cuarto, maldiciones contra quien altere o destruya el código. Estas maldiciones alcanzan extremos 

barrocos de elaboración. Cada dios es invocado para infligir castigos específicos relacionados con su 

jurisdicción: Shamash cegará al transgresor, Ishtar lo volverá impotente, Nergal lo consumirá con 

peste. La prolijidad revela ansiedad por la preservación del texto. 

Dimensiones performativas y rituales 

Los códigos mesopotámicos no son textos para lectura silenciosa sino partituras para performance 

ritual. Las huellas de esta dimensión performativa están inscritas en el texto mismo. Las fórmulas de 

juramento, las invocaciones divinas, las secuencias rítmicas, sugieren contextos de proclamación oral 

solemne. 

La promulgación de un código era acontecimiento ritual mayor. Aunque no conservamos 

descripciones detalladas, podemos reconstruir elementos por analogía con otros actos reales solemnes. 

Probablemente incluía: convocación de la asamblea, sacrificios propiciatorios, proclamación oral del 

texto (completo o en extractos), juramento colectivo de acatamiento, erección de la estela en lugar 

sagrado. 

El código continúa funcionando ritualmente después de su promulgación. La instrucción de 

Hammurabi de que el oprimido "lea mi estela" implica práctica de consulta ritual. El analfabeto no 

podía leer, pero podía participar en una lectura ritualizada donde un funcionario leía en voz alta 

secciones relevantes. 

Las copias del código para uso práctico mantienen elementos rituales. Incluyen las invocaciones 

completas, las maldiciones íntegras, aunque sean jurídicamente superfluas. Esto sugiere que incluso la 

consulta técnica del código participaba de una dimensión sacral. 

Intertextualidad y tradición: el diálogo entre códigos 

Los códigos mesopotámicos no son monumentos aislados sino eslabones en una cadena de tradición. 

Cada código dialoga con sus predecesores, los cita, los reformula, los contradice. Este diálogo 

intertextual es fundamental para comprender su significado. 

El análisis comparativo revela préstamos literales. Secciones enteras migran entre códigos con mínimas 

variaciones. El tratamiento del buey corneador en Eshnunna reaparece casi idéntico en Hammurabi. 

Pero la identidad verbal no implica identidad semántica: el nuevo contexto resignifica la norma 

heredada. 

Más significativas son las reformulaciones polémicas. Cuando Hammurabi establece el talión estricto 

donde Ur-Nammu admitía compensación monetaria, no hay simple cambio técnico sino toma de 

posición ideológica sobre la naturaleza de la justicia. El código posterior corrige implícitamente al 

anterior. 

Las omisiones son igualmente elocuentes. Lipit-Ishtar incluye detalladas regulaciones sobre 

horticultura que Hammurabi omite. ¿Desinterés? ¿Irrelevancia en el nuevo contexto? ¿Delegación a 

jurisdicciones locales? La ausencia es también forma de diálogo. 
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La tradición genera fenómenos de canonización retrospectiva. Hammurabi presenta su código como 

restauración de justicia primordial, no como innovación. Los códigos posteriores se legitiman por 

referencia a Hammurabi, ahora convertido en modelo clásico. La tradición se inventa recursivamente. 

Variaciones regionales y adaptaciones locales 

Los grandes códigos "nacionales" coexisten con tradiciones jurídicas regionales que los adaptan, 

modifican o ignoran. Los archivos provinciales revelan esta dialéctica entre norma central y práctica 

local. 

En Mari, contemporary de Hammurabi, encontramos aplicación selectiva del código babilónico. Se 

adoptan normas comerciales útiles para el comercio interregional, se ignoran regulaciones familiares 

incompatibles con costumbres locales. No hay rechazo frontal sino apropiación creativa. 

Las traducciones/adaptaciones a otras lenguas revelan procesos similares. La versión elamita del 

código de Hammurabi no es traducción servil sino reelaboración que refleja estructuras sociales 

elamitas. Donde Hammurabi distingue tres estatus sociales, la versión elamita opera con categorías 

diferentes. 

Incluso dentro del área acadia encontramos variaciones dialectales significativas. El acadio jurídico de 

Asiria desarrolla terminología específica, giros sintácticos propios, que lo distinguen del babilónico. 

Estas diferencias lingüísticas correlacionan con diferencias en concepciones jurídicas. 

Géneros híbridos y experimentaciones formales 

Junto a los códigos canónicos encontramos textos de estatuto genérico ambiguo que revelan 

experimentaciones con la forma. Los ana ittišu, compilaciones de normas casuísticas sin prólogo ni 

epílogo, ¿son códigos truncos o género diferente? Las "reformas" reales que mezclan narración 

histórica con disposiciones normativas, ¿son proto-códigos o género autónomo? 

Particular interés tienen los textos sapienciales con contenido jurídico. Los "Consejos de Shuruppak" 

incluyen máximas de comportamiento que rozan lo jurídico: "No violes la propiedad ajena / el juez 

te condenará". ¿Sabiduría moralizada o derecho popularizado? La frontera es porosa. 

Los ejercicios escolares presentan casos hipotéticos extremos, a veces absurdos. "Si un hombre 

construye alas y vuela, y en vuelo daña la propiedad ajena..." ¿Parodia estudiantil o exploración de 

límites lógicos del sistema? Estos textos marginales iluminan por contraste las convenciones del género 

principal. 

Materialidad y transmisión: la vida social de los códigos 

Los códigos existen no como textos ideales sino como objetos materiales con biografías complejas. 

La estela monumental es solo una de sus encarnaciones. Circulan también en tablillas de arcilla para 

uso práctico, en ejercicios escolares, en extractos para consulta rápida. 

Cada medio material impone sus condiciones. La estela permite texto extenso pero es inmóvil. Las 

tablillas son portátiles pero limitadas en extensión. Los escribas desarrollan técnicas de compendio: 
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tablas sinópticas, índices temáticos, colecciones de extractos. El código se fragmenta y recompone 

según necesidades prácticas. 

La transmisión genera corrupciones inevitables. Errores de copia, modernizaciones inconscientes, 

glosas integradas al texto. Pero también genera enriquecimientos: variantes que aclaran pasajes 

oscuros, actualizaciones que mantienen vigencia. El código vive en sus copias tanto como en su 

original. 

El destino de las estelas es revelador. La de Hammurabi fue llevada como botín a Susa por los elamitas 

en el siglo XII a.C. ¿Trofeo de guerra? ¿Apropiación del poder jurídico babilónico? Su remoción no 

impidió que el código siguiera copiándose en Babilonia: el texto había adquirido vida independiente 

del monumento. 

Códigos y práctica judicial: el problema de la aplicación 

La relación entre códigos y práctica judicial efectiva sigue siendo una de las cuestiones más debatidas 

en los estudios mesopotámicos. Los archivos judiciales proporcionan evidencia ambigua: referencias 

ocasionales a "la estela" o "las palabras del rey", pero mayoría de decisiones basadas en otros criterios. 

Un análisis sistemático de las decisiones judiciales de Mari, Nuzi y Nippur revela patrones complejos. 

Los jueces citan códigos principalmente en casos de primera impresión, donde la costumbre local no 

ofrece guía clara. En casos rutinarios, prevalece la tradición oral local. Los códigos funcionan como 

recurso supletorio más que fuente primaria. 

Significativamente, cuando los jueces citan códigos, frecuentemente los reinterpretan creativamente. 

Un caso de Nippur muestra jueces aplicando analógicamente una norma sobre bueyes a un caso de 

camellos, argumentando similitud funcional. No hay aplicación mecánica sino razonamiento jurídico 

que usa el código como punto de partida. 

Los códigos parecen funcionar más como horizonte normativo que como ley positiva. Establecen 

principios de justicia, modelos de razonamiento, vocabulario técnico. Su influencia es difusa pero 

penetrante: conforman la cultura jurídica incluso cuando no se aplican directamente. 

La función ideológica: códigos como espejos del poder 

Más allá de su función normativa, los códigos operan como dispositivos ideológicos que naturalizan 

relaciones de poder. El análisis de su contenido revela las estructuras de dominación que legitiman. 

La estratificación social aparece como dato natural, no construcción histórica. Los diferentes derechos 

de awīlum, muškēnum y wardum se presentan sin justificación: son así porque siempre han sido así. 

El código no cuestiona sino que codifica la desigualdad. 

Las relaciones de género están profundamente naturalizadas. La autoridad masculina sobre esposas e 

hijas, la asimetría en el adulterio, la incapacidad jurídica femenina, se presentan como derivadas del 

orden cósmico. Ocasionales derechos femeninos (divorcio en casos extremos, propiedad de dote) no 

cuestionan la estructura patriarcal sino que la hacen tolerable. 
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La propiedad privada, especialmente de tierra, se presenta como institución inmemorial aunque 

sabemos que es desarrollo histórico reciente. El código invisibiliza formas comunales de tenencia que 

la documentación práctica revela aún vigentes. La codificación es también selección ideológica de qué 

relaciones jurificar. 

Temporalidades del derecho: entre eternidad y cambio 

Los códigos mesopotámicos articulan una compleja relación con el tiempo. Por un lado, pretenden 

eternidad: las maldiciones protegen el texto "para siempre", el rey legisla "para días futuros sin fin". 

Por otro, son respuesta a circunstancias históricas específicas: unifican territorios recién conquistados, 

responden a crisis económicas, reforman abusos concretos. 

Esta tensión entre eternidad y contingencia se resuelve mediante la figura de la restauración. El rey no 

innova sino que restaura justicia primordial corrompida. Hammurabi "hace retornar" el orden que 

existía "cuando los dioses caminaban entre los hombres". El cambio se disfraza de retorno, la 

innovación de tradición. 

Pero el análisis diacrónico revela cambios reales bajo la retórica de la permanencia. Comparando 

códigos sucesivos detectamos: monetarización creciente de las relaciones sociales, privatización 

progresiva de la tierra, endurecimiento del sistema penal, restricción de derechos femeninos. Los 

códigos registran, queriéndolo o no, la historia social. 

La recepción posterior muestra nuevas temporalidades. Códigos obsoletos en su literalidad continúan 

copiándose por su valor sapiencial o su prestigio cultural. El código de Hammurabi se sigue estudiando 

en las escuelas de escribas mil años después, no como ley vigente sino como clásico jurídico. El tiempo 

transforma la norma en monumento cultural. 

Conclusión: el código como forma cultural compleja 

El análisis estructural de los códigos mesopotámicos revela su naturaleza de artefactos culturales de 

extraordinaria complejidad. No son simples colecciones de normas sino dispositivos 

multidimensionales donde convergen derecho, política, religión, ideología. 

Su estructura —prólogo cosmogónico, cuerpo casuístico, epílogo apotropaico— no es convención 

arbitraria sino forma significante que articula una concepción total del orden jurídico-cósmico. Cada 

elemento cumple funciones específicas en la economía general del dispositivo. 

La genealogía de los códigos muestra no evolución lineal sino experimentaciones diversas con las 

posibilidades de la forma. Cada código renegocia la relación entre sus elementos constitutivos, explora 

nuevas articulaciones, responde a desafíos específicos de su contexto. 

Su modo de existencia social es múltiple: monumentos de propaganda real, textos de consulta práctica, 

modelos educativos, horizontes normativos. Esta multiplicidad funcional explica su persistencia 

histórica: sobreviven porque sirven simultáneamente a múltiples propósitos. 
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La experiencia mesopotámica con los códigos ofrece lecciones de permanente actualidad. Muestra que 

la codificación es siempre proceso complejo de selección, sistematización e ideologización. Que 

ningún código puede capturar la totalidad del derecho viviente. Que la pretensión de exhaustividad y 

coherencia total es ilusión productiva pero ilusión al fin. 

Los escribas mesopotámicos, pioneros en el arte de la codificación, nos legaron no solo textos 

venerables sino una problemática que sigue viva: cómo dar forma escrita duradera a la justicia sin 

momificarla, cómo sistematizar sin simplificar, cómo innovar invocando tradición. En sus tablillas de 

arcilla, tan frágiles y tan persistentes, inscribieron dilemas que siguen siendo nuestros. 

 

2.3. Análisis estructural del código de Hammurabi 

El código como dispositivo semiótico total: convergencia de materialidad, textualidad e 

iconografía 

El código de Hammurabi trasciende radicalmente la categoría de mero texto normativo para 

constituirse en lo que podríamos denominar un "dispositivo semiótico total", donde confluyen y se 

articulan múltiples dimensiones significantes en una síntesis de complejidad extraordinaria. La estela 

de diorita negra conservada en el Louvre —2,25 metros de altura, 1,90 metros de circunferencia en la 

base— no funciona simplemente como soporte material de un texto, sino como artefacto complejo 

donde la materialidad misma de la piedra, la disposición espacial de la escritura cuneiforme, la 

iconografía del relieve superior y el contenido normativo forman una unidad indisoluble de sentido 

que debe ser analizada en su totalidad orgánica. 

La elección de la diorita negra como material constitutivo revela una intencionalidad que excede 

consideraciones meramente prácticas. Esta roca ígnea, de dureza extrema —7 en la escala de Mohs, 

comparable al cuarzo—, procedente de las canteras de Magan (actual Omán), implicaba un esfuerzo 

logístico y económico considerable. Su color negro profundo, asociado en la cosmología 

mesopotámica con el Apsû —las aguas primordiales subterráneas— y con los fundamentos ctónicos 

del orden cósmico, confiere al código una dimensión simbólica de anclaje en las profundidades mismas 

del universo. La dureza excepcional del material, que desafiaba las técnicas de grabado de la época, 

materializa la pretensión de permanencia e inalterabilidad de la justicia hammurábica: como la piedra 

resiste al tiempo y a los elementos, así la justicia del rey debe perdurar inmutable a través de las 

generaciones. 

La morfología de la estela —un monolito fálico que se eleva desde una base amplia hacia una cúspide 

redondeada— participa de una simbólica vertical del poder que conecta los tres niveles cósmicos: el 

mundo subterráneo (la base enterrada), el mundo terrestre (el cuerpo inscrito) y el mundo celestial (la 

cúspide con el relieve divino). Esta verticalidad no es meramente formal sino que estructura la 

experiencia fenomenológica del encuentro con el código: el observador debe elevar progresivamente 

la mirada desde las líneas inferiores del texto hasta el encuentro visual con la escena divina, 
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reproduciendo corporalmente el movimiento ascensional de la justicia terrestre hacia su fundamento 

celestial. 

La escena del relieve: teología visual del derecho 

El relieve que corona la estela constituye una obra maestra de la teología visual mesopotámica. La 

escena representa a Hammurabi de pie ante el dios Shamash, sentado en su trono montañoso. Pero 

esta descripción aparentemente simple encubre una complejidad iconográfica y teológica que requiere 

análisis detallado. 

Shamash aparece caracterizado por sus atributos iconográficos tradicionales: los rayos que emergen 

de sus hombros (representando su naturaleza solar), la sierra en su mano derecha (símbolo de su poder 

para atravesar las montañas del horizonte en su recorrido diario), y el bastón y el anillo que extiende 

hacia Hammurabi. Estos últimos objetos —rod and ring en la terminología arqueológica— han sido 

objeto de extenso debate. La interpretación tradicional los identifica como instrumentos de medición 

para la justicia: la vara para medir longitudes, el anillo (o cuerda circular) para medir áreas. Una lectura 

alternativa los interpreta como símbolos abstractos del poder ordenador: la línea recta del bastón 

representa el orden, la dirección, la norma; el círculo del anillo representa la completitud, la perfección, 

la totalidad. 

La ambigüedad es probablemente deliberada. Shamash no entrega a Hammurabi un código ya escrito 

—no hay tablilla visible en la escena— sino los instrumentos/símbolos del poder de establecer justicia. 

Esta distinción es crucial: sugiere que el contenido específico del código es creación hammurábica, 

mientras que la autoridad para crearlo deriva de la investidura divina. El derecho es así 

simultáneamente divino en su fundamento y humano en su formulación concreta. 

La postura de Hammurabi es igualmente significativa. Se presenta de pie, en actitud de respeto pero 

no de sumisión abyecta. Su mano derecha se eleva en el gesto de saludo/juramento ante la divinidad, 

mientras la izquierda se pliega sobre el pecho en señal de receptividad. El rey viste el atuendo 

ceremonial babilónico con el característico tocado ovoide, marcando su estatus real pero también su 

condición humana frente a la divinidad. La escala relativa de las figuras —Shamash sedente y 

Hammurabi de pie alcanzan aproximadamente la misma altura— sugiere una relación de 

comunicación posible entre los órdenes divino y humano, mediada precisamente por la figura real. 

Arquitectura textual: la disposición del código en el espacio epigráfico 

La disposición del texto cuneiforme en la superficie de la estela revela una arquitectura cuidadosamente 

planificada que trasciende consideraciones puramente prácticas. El texto se organiza en columnas 

verticales que se leen de arriba hacia abajo y de derecha a izquierda, siguiendo la convención 

cuneiforme monumental. Pero el análisis detallado muestra variaciones significativas en la densidad 

epigráfica, el tamaño de los signos y la organización espacial que revelan una jerarquización deliberada 

del contenido. 

El prólogo y el epílogo emplean una escritura cuneiforme arcaizante, con signos de mayor tamaño y 

espaciado más generoso. Este arcaísmo no es incapacidad técnica sino estrategia deliberada: el uso de 
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formas gráficas antiguas, algunas ya obsoletas en el período paleobabilónico, confiere autoridad 

tradicional al texto. Es el equivalente epigráfico del uso del sumerio en contextos rituales cuando el 

acadio era ya la lengua dominante. 

El cuerpo legal, por contraste, utiliza una escritura más compacta y técnica, con signos de menor 

tamaño y espaciado económico. Esta diferenciación visual marca la transición entre registros 

discursivos: del lenguaje elevado y poético del prólogo al lenguaje técnico y preciso de las disposiciones 

legales. El ojo entrenado puede distinguir estas secciones incluso sin leer el contenido, por la mera 

textura visual del texto. 

Particularmente significativa es la distribución del texto alrededor del relieve. El código no 

simplemente "evita" la imagen sino que la integra compositivamente. Las columnas de texto se curvan 

orgánicamente alrededor del espacio iconográfico, creando una interacción dinámica entre palabra e 

imagen. Esta integración sugiere que texto e imagen no son elementos yuxtapuestos sino componentes 

de un mensaje unitario. 

El prólogo: legitimación cósmica y programa político 

El prólogo del código de Hammurabi constituye una de las piezas maestras de la literatura jurídico-

política del Antiguo Oriente. Sus aproximadamente 300 líneas despliegan una compleja argumentación 

teológico-política que establece los fundamentos de legitimidad para la empresa codificadora. El 

análisis estructural revela una arquitectura retórica cuidadosamente construida en varios movimientos. 

El primer movimiento (líneas 1-49) establece el marco cosmogónico. Comienza con la fórmula 

temporal "Cuando Anu, el augusto, rey de los Anunnaku, y Enlil, señor de cielos y tierra, que determina 

los destinos del país..." Esta apertura no es mera convención sino establecimiento del tiempo 

primordial donde se fundamenta el orden. Los grandes dioses organizan el cosmos, distribuyen 

jurisdicciones, establecen jerarquías divinas. Marduk, dios políado de Babilonia, recibe la supremacía 

"sobre la totalidad de las gentes". Esta elevación de Marduk —divinidad relativamente reciente en el 

panteón mesopotámico— legitima teológicamente la hegemonía babilónica. 

El segundo movimiento (líneas 50-177) narra la elección divina de Hammurabi. Pero no es elección 

arbitraria o milagrosa: el texto enumera meticulosamente las cualidades que lo hacen merecedor del 

favor divino. Es "el príncipe piadoso, temeroso de los dioses", "el dragón entre los reyes", "el hermano 

protector", "el pastor de su pueblo". Cada epíteto activa redes de significación en la ideología real 

mesopotámica. La imagen pastoral, particularmente, presenta al rey como cuidador de un rebaño que 

le ha sido confiado, no como propietario absoluto. 

El tercer movimiento (líneas 178-282) constituye un catálogo geográfico-religioso único. Hammurabi 

enumera las ciudades del reino, pero no como simple lista administrativa sino como itinerario sagrado. 

Para cada ciudad menciona su divinidad tutelar y la acción piadosa realizada: templos restaurados, 

cultos restablecidos, ofrendas instituidas. Este catálogo cumple múltiples funciones: demuestra la 

extensión del poder hammurábico, legitima las conquistas como reunificación de un orden 

fragmentado, presenta al rey como restaurador universal de los cultos. 
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El cuarto movimiento (líneas 283-300) explicita la misión jurídica. Aquí aparece la famosa formulación: 

"Para que el fuerte no oprima al débil, para hacer justicia al huérfano y a la viuda... para hacer justicia 

al oprimido, he inscrito mis preciosas palabras en mi estela". La protección de los vulnerables no es 

innovación hammurábica sino topos tradicional, pero su reiteración es significativa: ancla el código en 

la tradición de justicia real mesopotámica. 

Estructura interna del cuerpo legal: lógicas de organización 

El cuerpo legal del código —los famosos 282 parágrafos en la numeración convencional— presenta 

desafíos interpretativos considerables. A primera vista parece una acumulación desordenada de casos 

sin sistema aparente. Sin embargo, el análisis estructural revela múltiples niveles de organización que 

operan simultáneamente. 

Un primer nivel de organización es temático. Aunque no explícitamente marcado en el texto, podemos 

identificar bloques relativos a: procedimiento judicial y falso testimonio (§1-5), delitos contra la 

propiedad (§6-25), régimen de tenencias militares y feudales (§26-41), régimen agrario (§42-65), 

comercio y préstamos (§88-126), matrimonio y familia (§127-195), daños corporales (§196-214), 

profesiones especializadas (§215-277), esclavitud (§278-282). Pero esta organización no es rígida: 

encontramos intrusiones aparentes, casos que parecen desplazados de su ubicación "lógica". 

Estas aparentes anomalías revelan un segundo nivel de organización: la asociación por analogía formal 

o conceptual. Por ejemplo, el §8 sobre robo de animales se conecta temáticamente con los parágrafos 

anteriores sobre robo, pero también anticipa mediante la mención del "buey" la extensa sección sobre 

animales que causacan daños (§250-252). Estas conexiones cruzadas crean una red de reenvíos 

implícitos que enriquece la interpretación. 

Un tercer nivel es la progresión por gravedad o complejidad. Dentro de cada sección temática, los 

casos tienden a ordenarse desde los más simples a los más complejos, desde los de menor a los de 

mayor gravedad. La sección sobre daños corporales, por ejemplo, progresa desde lesiones menores 

hasta homicidio, con elaboración creciente de circunstancias y distinciones. 

La casuística hammurábica: análisis lingüístico y jurídico 

La formulación lingüística de los casos en el código revela una precisión técnica notable. La estructura 

básica šumma awīlum... ("si un hombre...") admite variaciones sutiles pero jurídicamente significativas. 

El análisis del uso de tiempos verbales, modos y aspectos revela distinciones conceptuales sofisticadas. 

Consideremos el §1: "šumma awīlum awīlam ubbirma nērtam elišu iddīma la uktinšu mubbiršu iddâk" 

("Si un hombre acusa a otro hombre y lanza sobre él imputación de homicidio pero no lo prueba, su 

acusador será ejecutado"). La secuencia temporal es precisa: perfectivo para la acusación (ubbirma), 

perfectivo para la imputación (iddīma), perfectivo negado para la falta de prueba (la uktinšu), durativo 

para la sanción (iddâk). Esta precisión aspectual no es pedantería gramatical sino instrumento para 

distinguir fases procesales. 
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El vocabulario técnico-jurídico muestra desarrollos semánticos especializados. El término nērtu, que 

tradujimos como "imputación de homicidio", literalmente significa "matanza" pero en contexto 

jurídico designa específicamente la acusación formal de homicidio, distinta de la simple denuncia 

(qabû) o la sospecha (karṣ u). Esta especialización semántica revela la existencia de categorías 

procesales elaboradas. 

Las distinciones de estatus social están codificadas lingüísticamente con precisión extrema. El código 

distingue sistemáticamente entre awīlum (ciudadano pleno), muškēnum (dependiente palaciego o 

estatus intermedio), wardum/amtum (esclavo/esclava), mārum/mārtum (hijo/hija), y categorías 

profesionales específicas. Cada categoría implica un régimen jurídico diferenciado que afecta tanto la 

capacidad de ser sujeto activo o pasivo de ciertos actos como el quantum de las sanciones. 

El sistema de sanciones: entre talión, composición y penas mixtas 

El análisis del sistema sancionatorio revela una complejidad que desmiente caracterizaciones simplistas 

del código como "ley del talión". En realidad, encontramos al menos cinco tipos de sanciones que 

operan según lógicas diferentes: 

1. Talión estricto: Aplicado principalmente en lesiones corporales entre awīlum. "Si un hombre 

destruye el ojo de otro hombre, destruirán su ojo" (§196). Pero incluso aquí hay matices: el 

talión se aplica solo entre iguales sociales y para daños irreversibles. 

2. Composición monetaria: Para daños entre personas de diferente estatus o para daños 

reversibles. "Si destruye el ojo de un muškēnum o rompe el hueso de un muškēnum, pagará 

una mina de plata" (§198). La tarifa varía según el estatus de la víctima y la gravedad del daño. 

3. Penas múltiplos: Para delitos contra la propiedad. El robo simple se sanciona con devolución 

del décuplo o trigésimo según el bien (§8), combinando restitución con pena económica 

disuasoria. 

4. Penas capitales: Para delitos considerados especialmente graves: robo con allanamiento 

(§21), falsa acusación de homicidio (§1), adulterio flagrante (§129). La forma de ejecución a 

veces se especifica: ahogamiento, empalamiento, fuego. 

5. Penas simbólicas o infamantes: Marcas corporales, rapado, azotes. Tienen función tanto 

punitiva como identificatoria: marcan permanentemente al infractor. 

Esta variedad no es incoherencia sino reflejo de diferentes "economías morales" operando 

simultáneamente. El talión responde a una lógica de reciprocidad simétrica entre iguales. La 

composición monetaria permite la conmensurabilidad entre daños y estatus diversos. Las penas 

múltiplos incorporan funciones restitutivas y disuasorias. Las penas capitales eliminan amenazas al 

orden social. Las penas infamantes inscriben en el cuerpo la memoria del delito. 
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Innovaciones jurídicas sustantivas del código 

Más allá de su importancia formal, el código de Hammurabi introduce o consolida varias innovaciones 

jurídicas sustantivas que tendrán larga proyección histórica: 

Responsabilidad profesional: Los parágrafos sobre médicos (§215-223), arquitectos (§229-233) y 

otros profesionales establecen estándares de responsabilidad técnica. El médico que causa muerte en 

operación paga según el estatus del paciente; el arquitecto cuya casa colapsa matando al propietario es 

ejecutado. Se establece así una responsabilidad objetiva por resultados en actividades de riesgo. 

Presunciones legales: El código desarrolla un sistema de presunciones para situaciones probatorias 

difíciles. Si mercancías depositadas desaparecen sin signos de allanamiento, se presume negligencia del 

depositario (§125). Si una mujer es sorprendida yaciendo con hombre que no es su marido, se presume 

adulterio consumado (§129). Estas presunciones, rebatibles o irrebatibles según el caso, agilizan el 

procedimiento. 

Teoría del riesgo contractual: En contratos de transporte o depósito, el código distribuye riesgos 

según criterios sofisticados. El barquero responde por negligencia pero no por "acto de dios" (§235-

240). El pastor responde por animales robados pero no por los que "el león devora" si puede probarlo 

(§266). Se perfila una distinción entre caso fortuito y fuerza mayor. 

Protección de terceros de buena fe: En varios contextos, el código protege a quien contrata 

ignorando vicios ocultos. Quien compra bien robado de buena fe puede recuperar el precio del 

vendedor (§9-12). Quien contrae matrimonio con mujer casada ignorándolo no es sancionado (§128). 

Se privilegia la seguridad del tráfico jurídico. 

Análisis del epílogo: proyección temporal y cosmic 

El epílogo del código (líneas 2530-2700 en la estela) constituye una pieza retórica de extraordinaria 

elaboración que merece análisis detallado. Estructuralmente se organiza en cinco secciones con 

funciones específicas: 

Primera sección - Autorrepresentación real (líneas 2530-2580): Hammurabi recapitula sus títulos 

y méritos en una letanía que es simultáneamente autobiografía idealizada y programa de gobierno. "Yo 

soy Hammurabi, el rey de justicia, a quien Shamash otorgó la verdad. Mis palabras son selectas, mis 

obras no tienen igual." La primera persona domina este pasaje, marcando un contraste con la 

impersonalidad del cuerpo legal. 

Segunda sección - Instrucciones de uso (líneas 2580-2630): Aquí el código se dirige a sus usuarios 

futuros en segunda persona: "El hombre oprimido que tenga un pleito venga ante mi imagen de rey 

de justicia, lea mi estela inscrita, escuche mis preciosas palabras." Se prescribe un protocolo de consulta 

que incluye lectura, comprensión y una respuesta emocional: "que su corazón se alivie". 

Tercera sección - Bendiciones condicionales (líneas 2630-2680): Para el rey futuro que respete el 

código se invocan bendiciones elaboradas: reino duradero, victoria militar, prosperidad económica, 
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descendencia numerosa. Pero son bendiciones condicionales: "Si ese hombre atiende mis palabras que 

he inscrito en mi estela, no anula mi derecho, no altera mis palabras, no cambia mis designios..." 

Cuarta sección - Maldiciones elaboradas (líneas 2680-2750): Constituye la parte más extensa y 

barroca del epílogo. Contra quien altere o destruya el código se invocan maldiciones que movilizan 

todo el panteón mesopotámico. Cada divinidad es convocada para infligir castigos específicos 

relacionados con su jurisdicción: Anu privará de la corona, Enlil suscitará revueltas, Ea cegará las 

fuentes, Sin enviará lepra, Shamash torcerá la justicia, Ishtar provocará derrotas, Nergal desatará 

epidemias... 

Quinta sección - Colofón final (líneas 2750-2770): El texto concluye con una síntesis que reafirma 

la autoridad del código y su proyección eterna: "Estas son las sentencias de justicia que Hammurabi, 

el rey capaz, estableció, y por las que hizo tomar al país un curso estable y una conducta correcta." 

Dimensiones performativas y rituales del código 

El código de Hammurabi no fue concebido como texto para lectura silenciosa sino como dispositivo 

para múltiples performances rituales. Las huellas de esta dimensión performativa están inscritas en el 

texto mismo y pueden reconstruirse por análisis interno y comparación con prácticas atestiguadas. 

La performance de promulgación debió constituir un evento político-ritual mayor. Aunque no 

conservamos descripción directa, podemos reconstruir elementos por analogía. Probablemente 

incluyó: convocación de la asamblea de notables, sacrificios en el templo de Shamash, proclamación 

oral de secciones selectas (verosímilmente prólogo y casos paradigmáticos), juramento colectivo de 

acatamiento, erección ceremonial de la estela. 

La performance de consulta está prescrita en el mismo epílogo. El "hombre oprimido" debe venir 

ante la estela, pero dado el analfabetismo generalizado, la "lectura" debía ser mediada. Podemos 

imaginar funcionarios especializados que leían en voz alta secciones relevantes, quizás con 

explicaciones en lengua vernácula. La consulta no era simple transmisión de información sino ritual 

que incluía elementos religiosos: invocación a Shamash, juramentos, gestos prescritos. 

La performance judicial incorporaba referencias al código en contextos procesales. Cuando los 

jueces invocaban "las palabras del rey" o "lo establecido en la estela", no necesariamente consultaban 

el texto sino que activaban su autoridad simbólica. El código funcionaba como horizonte normativo 

incluso cuando su letra específica no se aplicaba. 

Problemas de interpretación: ambigüedades y silencios 

El análisis detallado del código revela numerosas ambigüedades y silencios que han generado debates 

interpretativos desde la antigüedad. Estas indeterminaciones no son necesariamente deficiencias sino 

espacios de flexibilidad interpretativa. 

Ambigüedades terminológicas: Términos clave admiten múltiples interpretaciones. El muškēnum, 

¿es un "hombre libre de segunda clase", un "dependiente palaciego", un "plebeyo"? El contexto no 
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siempre clarifica. Esta polisemia puede ser deliberada, permitiendo aplicaciones flexibles según 

circunstancias. 

Lagunas normativas: Materias importantes están ausentes o subtratadas. El derecho mercantil 

internacional, crucial en la Babilonia comercial, apenas aparece. Los procedimientos judiciales se 

mencionan tangencialmente. ¿Omisiones deliberadas que remiten a otras fuentes normativas? 

¿Materias consideradas no susceptibles de codificación? 

Contradicciones aparentes: Algunos parágrafos parecen contradecirse. El §117 limita la 

servidumbre por deudas a tres años, pero otros parágrafos parecen contemplar esclavitud permanente 

por deudas. ¿Evolución normativa no armonizada? ¿Regímenes diferentes para situaciones distintas? 

¿Estratificación textual no resuelta? 

Silencios elocuentes: Lo no dicho puede ser tan significativo como lo explícito. La ausencia casi total 

de normas sobre relaciones homosexuales contrasta con su detallada regulación en las leyes 

medioasirias. ¿Tolerancia? ¿Irrelevancia jurídica? ¿Regulación por otras vías? 

El código en su contexto histórico: entre tradición e innovación 

Situar el código de Hammurabi en su contexto histórico específico es crucial para comprender tanto 

sus continuidades como sus innovaciones. El período paleobabilónico (2000-1600 a.C.) representa un 

momento de profundas transformaciones en Mesopotamia: unificación política bajo hegemonía 

babilónica, expansión comercial, urbanización creciente, monetarización de la economía, emergencia 

de nuevas formas de propiedad. 

El código responde a estos desafíos históricos de maneras complejas. Por un lado, se presenta 

explícitamente como restauración de un orden tradicional perturbado. La retórica del prólogo insiste 

en el retorno a la justicia primordial. Por otro, introduce innovaciones sustantivas que responden a las 

nuevas realidades: regulación detallada del comercio, reconocimiento de formas contractuales 

complejas, adaptación del derecho familiar a la movilidad social creciente. 

Esta tensión entre tradición e innovación se resuelve mediante lo que podríamos llamar "innovación 

tradicionalista": los cambios se presentan como recuperación de principios antiguos, las novedades se 

revisten de lenguaje arcaizante. Es una estrategia de legitimación pero también de procesamiento 

cultural del cambio: permite incorporar transformaciones necesarias sin ruptura traumática con el 

pasado. 

Recepción y transmisión: la vida posterior del código 

La historia de la recepción del código de Hammurabi es tan reveladora como su contenido. Durante 

el período paleobabilónico tardío y casita, el código continúa copiándose pero su función evoluciona. 

De posible derecho positivo pasa a ser texto de prestigio, objeto de estudio erudito, modelo de 

composición. 

Los comentarios antiguos, aunque escasos, muestran intentos de actualización interpretativa. Un 

texto escolar de Nippur glosea términos obsoletos, aclara referencias oscuras, sugiere aplicaciones 
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analógicas. Vemos aquí el inicio de una tradición hermenéutica que busca mantener vigente un texto 

cada vez más alejado de la práctica. 

Las traducciones a otras lenguas (hitita, hurrita, elamita) no son mecánicas sino creativas. Adaptan, 

seleccionan, recontextualizan. La versión hitita omite las extensas maldiciones del epílogo, quizás por 

diferencias en concepciones mágico-religiosas. Añade precisiones sobre procedimientos desconocidos 

en Babilonia. Cada traducción es una reinterpretación cultural. 

El uso escolar está ampliamente documentado. Ejercicios de copia, problemas basados en casos del 

código, composiciones "al estilo de Hammurabi". El código deviene modelo no solo jurídico sino 

literario. Su lenguaje, sus fórmulas, sus estructuras retóricas, se convierten en paradigma del buen estilo 

jurídico-administrativo. 

Dimensiones ideológicas: el código como espejo del poder 

El análisis ideológico del código revela las estructuras de poder que naturaliza y legitima. Lejos de ser 

neutral descripción de normas, es dispositivo activo en la construcción y mantenimiento de relaciones 

de dominación. 

La naturalización de la jerarquía social: Las diferencias de estatus (awīlum/muškēnum/wardum) 

se presentan como datos naturales, no como construcciones históricas. El código no explica ni justifica 

por qué el ojo de un awīlum vale una mina de plata mientras el de un esclavo vale 20 siclos. La 

desigualdad se inscribe en la estructura misma del derecho sin necesidad de legitimación explícita. 

La construcción jurídica del género: El código articula un patriarcado sofisticado que combina 

subordinación femenina con ciertos espacios de agencia. Las mujeres pueden poseer propiedad, 

realizar transacciones, iniciar divorcio en circunstancias extremas. Pero estos derechos operan dentro 

de una estructura fundamentalmente asimétrica: adulterio femenino es delito capital, masculino es 

infracción menor; la mujer "pertenece" sucesivamente al padre, marido, hijos. 

La sacralización del orden económico: La propiedad privada, especialmente inmobiliaria, recibe 

protección elaborada. Los delitos contra la propiedad se sancionan con severidad extrema, a menudo 

mayor que delitos contra personas. El orden económico existente se presenta como parte del orden 

cósmico establecido por los dioses, no como resultado de procesos históricos de apropiación. 

El monopolio real de la justicia: Aunque el código reconoce múltiples instancias judiciales (ancianos 

locales, jueces profesionales, administradores), todas derivan su autoridad última del rey. No hay 

justicia legítima fuera del marco establecido por el poder real. Incluso la justicia divina opera a través 

de la mediación real. 

Técnicas jurídicas y desarrollo del razonamiento legal 

El código de Hammurabi exhibe técnicas jurídicas sofisticadas que revelan un alto desarrollo del 

pensamiento legal: 
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Ficciones jurídicas: Aunque no tan elaboradas como en el derecho romano posterior, encontramos 

embriones. El §146 trata a la esclava que dio hijos al amo como si tuviera un estatus intermedio, ni 

libre ni completamente esclava. Es una ficción que permite regular situaciones anómalas. 

Presunciones y cargas probatorias: El código distribuye estratégicamente la carga de la prueba. En 

acusaciones graves, el acusador debe probar (§1-3). En situaciones de depositario, se presume 

responsabilidad salvo prueba de fuerza mayor (§120-126). Estas distribuciones no son arbitrarias sino 

que responden a políticas jurídicas: proteger contra acusaciones falsas, asegurar diligencia en custodia. 

Categorización y analogía: Aunque no explícitamente teorizada, el código opera con categorías que 

permiten razonamiento analógico. Los parágrafos sobre profesionales (médicos, veterinarios, 

barberos) comparten estructura, sugiriendo una categoría implícita de "responsabilidad profesional" 

aplicable por analogía a casos no previstos. 

Proporcionalidad y gradación: Las sanciones muestran refinada gradación según múltiples variables: 

estatus de víctima y victimario, intencionalidad, circunstancias, reincidencia. No es proporcionalidad 

matemática sino valorativa, que pondera múltiples factores según escalas de valor culturalmente 

específicas. 

El código como monumento: memoria, poder y eternidad 

La dimensión monumental del código trasciende su función normativa para operar en el registro de la 

memoria cultural y la proyección del poder. La estela no es simple registro de normas sino monumento 

en el sentido etimológico: algo que hace recordar, que advierte, que perpetúa. 

Estrategias de perpetuación: Las elaboradas maldiciones del epílogo revelan ansiedad por la 

permanencia pero también confianza en mecanismos de perpetuación. Se invoca no solo castigo 

divino sino consecuencias prácticas: el rey que altere el código sufrirá rebeliones, el juez que lo ignore 

dictará sentencias injustas que generarán desorden. El código busca hacerse indispensable para el 

orden social. 

Monumentalidad y accesibilidad: Paradójicamente, la monumentalidad del código limita su 

accesibilidad práctica. Una estela de 2,25 metros con texto cuneiforme denso no es fácilmente 

consultable. Esta tensión sugiere funciones duales: el monumento opera más por su presencia 

simbólica que por consulta efectiva, mientras copias en tablillas sirven para uso práctico. 

Competencia monumental: El código de Hammurabi debe entenderse en el contexto de 

competencia entre reyes mesopotámicos por erigir monumentos de justicia. Supera en extensión y 

elaboración a códigos anteriores. Establece un nuevo estándar que reyes posteriores deberán igualar o 

superar. Es acto de poder tanto como de justicia. 

Conclusión: el código como cristalización de un momento civilizatorio 

El análisis estructural del código de Hammurabi revela una obra de complejidad extraordinaria que 

cristaliza un momento crucial en el desarrollo de la civilización mesopotámica. No es simple colección 

de normas sino dispositivo multidimensional donde convergen: 
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 Tecnología jurídica: Desarrollo de técnicas de formulación normativa, categorización legal, 

razonamiento jurídico que influirán toda la tradición posterior. 

 Teología política: Articulación sofisticada de la relación entre orden divino y orden humano, 

autoridad celestial y poder terrestre, que fundamenta la legitimidad del derecho real. 

 Ideología social: Naturalización de jerarquías, roles, relaciones de poder que el código no 

crea pero consolida y legitima mediante su inscripción en el orden jurídico-cósmico. 

 Monumento cultural: Creación de un artefacto destinado a perdurar, a transmitir a 

generaciones futuras una imagen idealizada del orden hammurábico. 

El código opera simultáneamente en múltiples registros: es derecho positivo (aunque probablemente 

de aplicación limitada), modelo jurídico (fuente de principios y técnicas), monumento propagandístico 

(celebración del poder real), texto sapiencial (enseñanza sobre justicia y buen gobierno), objeto ritual 

(foco de prácticas ceremoniales). 

Esta multidimensionalidad explica su extraordinaria fortuna histórica. Mucho después de que el reino 

de Hammurabi desapareciera, mucho después de que sus normas específicas perdieran vigencia, el 

código continuó fascinando, inspirando, enseñando. Se convirtió en el código por antonomasia, 

paradigma de lo que un código debe ser. 

Para nosotros, herederos lejanos de esta tradición, el código de Hammurabi sigue siendo espejo 

revelador. En él podemos ver no solo las raíces remotas de nuestra propia tradición jurídica sino 

también su contingencia histórica. Lo que nos parece natural y necesario en nuestros sistemas legales 

se revela como una entre muchas posibilidades de organizar jurídicamente la vida social. 

El análisis estructural muestra que el código no es monolito sino cristal multifacético que refracta 

diferentes luces según el ángulo de observación. Cada época lo ha leído desde sus propias 

preocupaciones: los victorianos vieron en él confirmación del progreso desde la barbarie primitiva; los 

marxistas, cristalización de relaciones de clase; los estructuralistas, sistema de oposiciones binarias; los 

postcoloniales, paradigma de imposición legal hegemónica. 

Todas estas lecturas capturan aspectos reales pero parciales. El código de Hammurabi es todo eso y 

más: testimonio de la creatividad jurídica humana, monumento a las ambiciones y limitaciones del 

poder, archivo de esperanzas de justicia y registros de opresión, espejo donde cada época puede 

contemplar sus propias certezas y ansiedades jurídicas. 

En última instancia, el código nos confronta con preguntas perennes: ¿Qué es la justicia? ¿Cómo debe 

organizarse el poder? ¿Qué merece protección legal? ¿Cómo equilibrar orden y equidad? Hammurabi 

ofreció sus respuestas hace 3,750 años. Que sigamos interrogando su estela muestra que las preguntas 

permanecen abiertas, que la tarea de construir orden justo sigue inconclusa, que cada generación debe 

escribir su propio código sin olvidar los intentos de quienes la precedieron en esta empresa imposible 

y necesaria de inscribir justicia en piedra, arcilla o silicio. 
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2.4. Instituciones jurídicas fundamentales en Mesopotamia 

La familia como matriz institucional primordial 

La familia mesopotámica (É = bītu en acadio, literalmente "casa") constituye la institución jurídica 

fundamental sobre la cual se articula todo el edificio social. Pero no debemos proyectar sobre esta 

realidad antigua nuestras concepciones modernas de familia nuclear. La É mesopotámica es una 

entidad compleja que trasciende los lazos de consanguinidad para abarcar dimensiones económicas, 

religiosas, políticas y jurídicas que en las sociedades modernas se han diferenciado en esferas 

autónomas. 

El análisis de los archivos familiares de Nippur, Sippar y Nuzi revela que la É típica incluía no solo al 

núcleo conyugal y su descendencia, sino también ascendientes, colaterales, clientes, esclavos 

domésticos, y hasta los dioses familiares (ilū bītim). Esta composición extensa no era mera 

cohabitación sino unidad jurídica con personalidad propia: la É podía poseer bienes, contraer 

obligaciones, litigar. Los documentos hablan de "la casa de Fulano" como sujeto de derechos y 

deberes. 

La jefatura familiar recaía en el paterfamilias (abu bītim), pero su poder, aunque extenso, no era el 

dominium absoluto del derecho romano. Estaba limitado por la costumbre, por los derechos de otros 

miembros familiares, por la intervención de las asambleas locales en casos extremos. Un documento 

de Mari muestra a los ancianos de la ciudad interviniendo para proteger a una esposa maltratada 

sistemáticamente, estableciendo que "aunque sea cabeza de su casa, no puede destruir lo que los dioses 

han unido". 

El matrimonio: institución contractual y sacramento social 

El matrimonio mesopotámico (riksu, literalmente "atadura" o "vínculo") presenta una naturaleza dual 

que ha desconcertado a los estudiosos modernos: es simultáneamente contrato civil y sacramento 

social, transacción económica y alianza sagrada. Esta dualidad no es contradicción sino expresión de 

una concepción del derecho que no separa tajantemente lo secular de lo religioso, lo público de lo 

privado. 

El proceso matrimonial típico, reconstruido a partir de centenares de contratos nupciales, revela una 

secuencia compleja. Primero, las negociaciones entre las familias, documentadas en la nutrida 

correspondencia de Mari. El padre de la novia escribe: "He oído de las virtudes de tu hijo. Mi hija ha 

alcanzado la edad. ¿No sería bueno unir nuestras casas?" Sigue un delicado proceso de negociación 

sobre la dote (šeriktum), el precio de la novia (terḫ atum), las garantías mutuas. 

El contrato matrimonial (ṭ uppum ša riksi) no es mera formalidad sino documento constitutivo del 

vínculo. Un contrato típico de Babilonia antigua especifica: "Fulano, hijo de Mengano, ha tomado por 

esposa a Sutana, hija de Zutano. Si Fulano dice a Sutana 'Tú no eres mi esposa', pagará media mina de 

plata. Si Sutana dice a Fulano 'Tú no eres mi marido', la arrojarán desde la torre." La asimetría en las 

sanciones revela la estructura patriarcal, pero también el reconocimiento de agencia femenina: la mujer 

puede, aunque a terrible costo, disolver el vínculo. 
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La consumación del matrimonio requería no solo el contrato sino actos performativos: la entrega 

formal de la novia, la procesión nupcial, el banquete comunitario, la bendición sacerdotal. Un texto 

ritual de Nippur prescribe: "Que Ishtar bendiga su lecho, que Nabu escriba muchos hijos en la tablilla 

del destino." Lo jurídico, lo social y lo religioso convergen en una unidad indisoluble. 

La dote y el precio de la novia: economía del intercambio matrimonial 

Las instituciones de la šeriktum (dote) y la terḫ atum (precio de la novia) han sido malinterpretadas 

frecuentemente como "compra de mujeres". El análisis detallado revela un sistema más complejo de 

intercambios que crea redes de obligaciones mutuas y mecanismos de protección para la parte más 

vulnerable. 

La šeriktum no era simple pago del padre al marido sino patrimonio que permanecía, al menos 

teóricamente, bajo control de la esposa. Los contratos especifican meticulosamente su composición: 

"2 camas de madera de buena calidad, 4 sillas, 10 vestidos de lana, 5 de lino, 2 esclavas domésticas, 1 

mina de plata, joyas por valor de 30 siclos..." Esta prolijidad no es pedantería notarial sino protección 

jurídica: en caso de divorcio o viudez, la mujer tiene derecho a recuperar su šeriktum íntegra. 

La terḫ atum, por su parte, no es precio de compra sino prenda de seriedad del pretendiente y 

compensación a la familia de origen por la pérdida de un miembro productivo. Su destino es revelador: 

frecuentemente se integra a la dote o se usa para el ajuar de la novia. Un documento de Nuzi muestra 

al padre usando la terḫ atum recibida por una hija para pagar la terḫ atum de la esposa de su hijo: 

circulación que crea alianzas entrecruzadas. 

El sistema genera también anomalías reveladoras. En períodos de crisis económica encontramos 

matrimonios "sin terḫ atum", considerados inferiores pero válidos. Inversamente, familias pudientes 

compiten en dotes ostentosas que incluyen campos, huertos, casas urbanas. La ekonomía matrimonial 

refleja y reproduce las jerarquías sociales. 

Divorcio y disolución matrimonial: entre rigor y flexibilidad 

El divorcio mesopotámico muestra nuevamente la tensión entre principio patriarcal y reconocimiento 

de situaciones límite. El principio general favorece la estabilidad matrimonial: "Lo que Ishtar ha unido, 

el hombre no debe separar livianamente", dice un proverbio de Sippar. Pero la práctica reconoce 

múltiples causales de disolución. 

Para el hombre, el divorcio (ezēbu, "abandonar") es relativamente simple pero costoso. Debe devolver 

la dote, a veces duplicada, y proveer compensación adicional "por los años de su juventud". Un 

contrato de Nippur estipula: "Si Enlil-bani repudia a Nintinuga, devolverá su dote de 2 minas de plata 

y añadirá 1 mina por los hijos que le dio." Los hijos generalmente permanecen con el padre, pero la 

madre retiene derechos de visita documentados en algunos contratos. 

Para la mujer, el divorcio es excepcional y requiere causales graves. El maltrato físico extremo, 

documentado ante testigos, es causal aceptada. Un proceso de Sippar registra: "Ilšu-ibbišu golpeó a 

Šāt-Aya con un bastón hasta romperle el brazo. Los ancianos vieron las marcas. Ella puede dejarlo y 
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tomar su dote." La impotencia prolongada del marido, el abandono del hogar por más de tres años, la 

negativa a proveer sustento básico, son otras causales reconocidas. 

Existe también una forma de separación de facto sin divorcio formal. La mujer puede refugiarse en 

casa paterna o en un convento-gagû, conservando estatus de casada pero viviendo separada. Estos 

arreglos informales, documentados en cartas privadas más que en contratos formales, revelan la 

flexibilidad de la práctica social frente a la rigidez de la norma. 

Filiación y legitimidad: la construcción jurídica del parentesco 

La filiación en Mesopotamia no es simple hecho biológico sino construcción jurídica compleja. La 

paternidad requiere reconocimiento formal: "Tú eres mi hijo" (mārī atta) es fórmula performativa que 

crea el vínculo jurídico. Sin este reconocimiento, incluso el hijo biológico carece de derechos 

sucesorios. 

La legitimidad (kūnu, literalmente "ser firme, establecido") admite gradaciones. Los hijos de la esposa 

principal (ḫ īrtum) tienen preeminencia sobre los de esposas secundarias (šanītum). Pero estos últimos 

son legítimos si el padre los reconoce. Los hijos de esclavas presentan situación ambigua: si la esclava 

era entregada por la esposa estéril "para darle hijos", los vástagos pueden ser adoptados como propios 

por la esposa. Si nacen de unión no sancionada, dependen del reconocimiento paterno discrecional. 

Un caso de Nuzi ilustra las complejidades: "Šilwaturi no podía darle hijos a Akip-tašenni. Le dio su 

esclava Zuzu. Zuzu parió dos hijos. Šilwaturi dijo: 'Son mis hijos'. Pero luego Šilwaturi concibió y 

parió un hijo propio. Los hijos de Zuzu heredarán como hermanos pero después del hijo de Šilwaturi." 

La jerarquía es sutil: legitimidad plena pero precedencia diferenciada. 

La adopción (ana mārūti leqû, "tomar en filiación") es institución frecuente y multiforme. Sirve para 

perpetuar linajes sin descendencia, para legitimar transferencias patrimoniales, para crear alianzas 

políticas. Los contratos de adopción son detallados: obligaciones mutuas, derechos sucesorios, 

causales de revocación. "Si Šamaš-rabi dice a Warad-Sin 'Tú no eres mi padre', perderá casa y huerto. 

Si Warad-Sin dice a Šamaš-rabi 'Tú no eres mi hijo', le devolverá a su familia de origen con 10 siclos 

de plata." La reciprocidad es notable: ambas partes pueden disolver el vínculo, aunque con 

consecuencias diferentes. 

Propiedad: del dominio comunal al derecho individual 

La evolución de la propiedad en Mesopotamia constituye uno de los procesos más significativos y 

debatidos de su historia jurídica. Los documentos más antiguos revelan formas de tenencia comunal 

o corporativa: tierras del templo (niĝ-en), tierras del palacio (eqel ekallim), tierras del clan (eqel kimtim). 

La propiedad individual plena (eqlu ša ramānišu) emerge gradualmente y nunca desplaza 

completamente las formas anteriores. 

El régimen de propiedad templaria es particularmente complejo. Formalmente, la tierra pertenece al 

dios, representado por su estatua cultual. Pero esta ficción jurídica encubre relaciones sociales 

intrincadas. Los documentos de gestión del templo de Nanna en Ur muestran múltiples categorías de 
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tenedores: personal cultual con asignaciones vitalicias, arrendatarios con contratos renovables, 

trabajadores dependientes con parcelas de subsistencia. Cada categoría tiene derechos y obligaciones 

específicos, creando un sistema de tenencias superpuestas más que propiedad absoluta. 

La propiedad palacial sigue lógica diferente. El rey distribuye tierras como prebendas (ilku) a cambio 

de servicios militares o administrativos. Estas tenencias son condicionales: "Mientras sirva con arco y 

carro, tendrá el campo. Si abandona el servicio, el campo retorna al palacio." Pero la práctica muestra 

tendencia a la patrimonialización: los beneficiarios buscan transmitir las prebendas a sus hijos, 

convertir la tenencia condicional en propiedad hereditaria. 

La verdadera propiedad privada se documenta primero en contexto urbano. Las casas en las ciudades 

aparecen tempranamente como objeto de compraventa libre. Un contrato paleobabilónico típico: 

"Ibni-Šamaš compró de Iddin-Lagamal una casa construida de 2 SAR, linda al norte con casa de 

Marduk-nāṣ ir, al sur con calle, al este con casa de Sîn-iddinam, al oeste con terreno baldío, por precio 

de 1/2 mina de plata. El precio está pagado, la transacción completada, no hay reclamaciones futuras." 

La precisión de linderos, la cláusula de evicción, revelan un derecho inmobiliario desarrollado. 

Los contratos: tecnología jurídica de la autonomía privada 

El contrato (riksu, tuppu) constituye la tecnología jurídica fundamental de la sociedad mesopotámica. 

Su ubicuidad en los archivos —centenares de miles conservados— revela una sociedad intensamente 

contractualizada donde casi toda relación social significativa adopta forma contractual. 

La tipología contractual es rica y sofisticada. Encontramos contratos de compraventa (šīmu), 

arrendamiento (sūtu), préstamo (ḫ ubullu), depósito (maṣ ṣ arūtu), sociedad (tappûtu), obra (iĝar), 

servicios (iĝirtu), transporte (rakābu). Cada tipo desarrolla cláusulas y formalidades específicas, 

revelando alto grado de especialización jurídica. 

El préstamo con interés merece atención especial por su importancia económica y sus implicaciones 

sociales. La tasa normal es 20% anual para plata, 33.3% para cebada (diferencia que refleja los ciclos 

agrícolas). Los contratos incluyen garantías elaboradas: prenda, hipoteca, fianza personal. "Ana-Šamaš-

taklāku prestó a Marduk-muballiṭ  1/2 mina de plata al 20%. Como garantía tiene su casa. Si no paga 

en la cosecha, perderá la casa." La acumulación de deudas impagables genera crisis sociales periódicas 

que requieren intervención real mediante edictos de remisión (andurāru). 

La sociedad comercial (tappûtu, literalmente "amistad") muestra formas embrionarias de personalidad 

jurídica corporativa. Los socios aportan capital, comparten riesgos y beneficios según proporciones 

establecidas. Un contrato de Kaniš: "Puzur-Aššur y Imdilum establecieron sociedad. Puzur-Aššur 

aportó 5 minas de plata, Imdilum 3 minas. Viajarán a Anatolia, comerciarán, y al retorno dividirán 

ganancias: 5/8 para Puzur-Aššur, 3/8 para Imdilum. Si hay pérdidas, las soportarán en igual 

proporción." La distinción entre proporción en ganancias y en pérdidas sugiere refinamiento en la 

distribución de riesgos. 

 



122 
 

La esclavitud: institución total y sus fisuras 

La esclavitud mesopotámica (wardūtu) constituye una "institución total" que permea todos los 

aspectos de la vida social. Pero su análisis revela realidades más complejas que la simple dicotomía 

libre/esclavo. Existe un continuum de estados de dependencia con fronteras porosas y posibilidades 

de movilidad. 

Las fuentes de esclavitud son múltiples: guerra (principal fuente numérica), deudas impagables, venta 

de hijos en situaciones extremas, nacimiento de madre esclava, condena penal. Cada origen genera 

estatus ligeramente diferentes. Los prisioneros de guerra pueden conservar identidad étnica y 

organizarse en comunidades. Los esclavos por deudas mantienen esperanza de redención. Los nacidos 

esclavos están más integrados pero también más resignados. 

La condición jurídica del esclavo es ambigua: es simultáneamente cosa (objeto de propiedad) y persona 

(sujeto de ciertos derechos). Puede ser vendido, donado, heredado como cualquier bien. Pero también 

puede poseer peculio, realizar transacciones (actuando para su amo), contraer matrimonio (con 

autorización), testimoniar en ciertos procesos. Un documento de Nuzi muestra a un esclavo 

comprando su libertad en cuotas durante diez años, actuando como cuasi-sujeto económico. 

Las marcas de esclavitud son físicas y simbólicas. El abbuttum (mechón característico) identifica 

visualmente al esclavo. Algunos llevan marcas (šimtu) tatuadas o escarificadas con el nombre del 

propietario. Los fugitivos recapturados pueden ser marcados en la frente: "Fugitivo, devolver a 

Fulano". Pero estas marcas pueden borrarse o modificarse en la manumisión, sugiriendo que la 

esclavitud, aunque profunda, no se concibe como absolutamente irreversible. 

Manumisión y movilidad social 

La manumisión (andurāru para liberación colectiva, šūzubu para individual) es práctica frecuente que 

revela la porosidad de las fronteras entre libertad y esclavitud. Las motivaciones son variadas: piedad 

religiosa ("para la salud de mi alma"), afecto personal ("por los buenos servicios"), cálculo económico 

(un liberto motivado puede ser más productivo que un esclavo resentido), ostentación social 

(manumitir muchos esclavos demuestra riqueza). 

Los procedimientos varían según contextos. La manumisión ritual más elaborada ocurre "ante Šamaš": 

el esclavo es llevado al templo, se rompen simbólicamente sus cadenas, se pronuncian fórmulas 

solemnes. "Hoy, ante Šamaš y Aya, Warad-Sin no es más esclavo. Es hombre libre (awīlu). Quien lo 

reclame como esclavo, que Šamaš lo ciegue." La invocación divina añade sanción religiosa a la 

transformación jurídica. 

Existe también manumisión condicional o gradual. Los contratos de paramone establecen que el 

esclavo servirá cierto número de años adicionales o hasta la muerte del amo antes de obtener libertad 

plena. Durante este período liminal, su estatus es ambiguo: más que esclavo, menos que libre. Algunos 

contratos especifican servicios reducidos: "Servirá tres días al mes, el resto trabajará para sí." 
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El liberto (muššuru) no alcanza inmediatamente igualdad plena con el nacido libre. Persisten 

obligaciones residuales hacia el antiguo amo, especialmente si éste no tiene hijos: cuidado en la vejez, 

ritos funerarios, ofrendas memoriales. Pero los hijos del liberto nacen plenamente libres, completando 

en una generación la movilidad social ascendente. 

Instituciones mercantiles y financieras 

El desarrollo del comercio a larga distancia genera instituciones jurídicas sofisticadas que anticipan 

formas modernas. El tamkāru (mercader) no es simple comerciante sino banquero, prestamista, agente 

de negocios. Los archivos de las firmas comerciales de Aššur revelan operaciones de complejidad 

sorprendente. 

La harrānu (empresa comercial, literalmente "camino" o "caravana") funciona como sociedad 

temporal con personalidad propia. Múltiples inversores (ummânu) aportan capital, un mercader 

experimentado (ša harrāni) dirige la expedición, agentes locales (šamallû) facilitan operaciones en 

destino. Las ganancias se distribuyen según algoritmos complejos que consideran capital aportado, 

riesgo asumido, trabajo realizado. 

Los instrumentos de crédito muestran notable desarrollo. Además del simple pagaré (u'iltu), 

encontramos letras de cambio (šuāti), órdenes de pago (šapāru), incluso formas embrionarias de 

endoso. Un documento de Kaniš: "Pagar a Ilī-bāni o a quien presente esta tablilla 5 minas de plata en 

Aššur en la próxima caravana." La cláusula "o a quien presente" permite circulación del crédito. 

El problema del riesgo en operaciones a distancia genera soluciones jurídicas creativas. Los contratos 

distinguen entre pérdidas por negligencia (responsabilidad del agente) y por "fuerza divina" (caso 

fortuito). "Si la caravana es asaltada por enemigos o devorada por la tormenta, no es culpa del 

mercader. Si bebe el capital en la taberna, pagará el doble." La distinción anticipa categorías modernas 

de responsabilidad contractual. 

El sistema de garantías: entre persona y patrimonio 

Las garantías (manzazānu) revelan concepciones jurídicas que no distinguen netamente entre garantías 

reales y personales. La misma persona puede ser simultáneamente deudor, garante y garantía. Los 

mecanismos evolucionan desde formas arcaicas brutales hacia sistemas más sofisticados que protegen 

mejor los intereses de todas las partes. 

La prenda (maškanu) más arcaica es la prenda-persona: el deudor entrega un miembro de su familia 

(esposa, hijo, esclavo) que sirve al acreedor hasta saldar la deuda. Pero esto genera problemas: el 

acreedor puede explotar excesivamente al prendado, incluso causarle muerte. Las legislaciones tardías 

limitan esta práctica: trabajo del prendado debe computarse contra la deuda, maltrato libera la deuda, 

muerte del prendado por maltrato se sanciona como homicidio. 

La hipoteca (šuparru) inmobiliaria representa avance técnico significativo. El deudor retiene posesión 

y uso del bien, el acreedor tiene derecho eventual si no se paga. Esto permite al deudor seguir 
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produciendo para pagar la deuda. Los contratos especifican: "Su casa está atada (raksu) por la deuda. 

Mientras pague intereses, vivirá en ella. Si no paga el principal en dos años, la casa será del acreedor." 

La fianza personal (qātātu, literalmente "mano") crea relaciones triangulares complejas. El fiador 

responde con su patrimonio e incluso su persona si el deudor principal incumple. Pero tiene acción 

de regreso contra éste. Un caso judicial muestra cadenas de fianzas: A fía a B, B fía a C, C incumple, 

B paga y persigue a C, A debe esperar a que B cobre o ejecutar a B. El derecho procesal desarrolla 

reglas para desenredar estas marañas. 

Derecho agrario: la tierra como matriz productiva 

El derecho agrario mesopotámico refleja la centralidad de la agricultura de irrigación en estas 

sociedades. La tierra cultivable (eqlu mēresu) no es simple superficie sino sistema complejo que incluye 

acceso al agua, obligaciones de mantenimiento de canales, derechos de paso, calendario de cultivos 

coordinados. 

Los contratos de arrendamiento agrícola revelan conocimiento agronómico sofisticado convertido en 

cláusulas jurídicas. Un contrato típico especifica: "Arrendará el campo por tres años. El primer año, 

barbecho con pastoreo de ovejas para abonar. El segundo año, cebada. El tercer año, sésamo o lo que 

el propietario indique. Entregará al propietario 2/5 de la cosecha en la era, después de trilla pero antes 

de aventar." Cada detalle tiene razón agronómica y consecuencias económicas. 

El problema del agua genera derecho consuetudinario complejo raramente codificado pero visible en 

conflictos judiciales. Los turnos de riego (riksu mê) están minuciosamente regulados. Un proceso de 

Nippur: "Enlil-bāni regó fuera de su turno, privando de agua al campo de Nanna-mansum cuando el 

grano formaba espiga. Pagará el valor estimado de la cosecha perdida más multa de 1/3 de mina por 

alterar el orden de riego." 

Las servidumbres rurales, aunque no conceptualizadas abstractamente, existen en la práctica. 

Derechos de paso para personas y animales, de acueducto para canales secundarios, de desagüe para 

excedentes. Un contrato de venta advierte: "El canal de Marduk-nāṣ ir atraviesa la esquina norte del 

campo. El comprador no puede obstruirlo ni cobrar por su paso." La tierra viene gravada con 

obligaciones que limitan el dominio absoluto. 

Responsabilidad civil: del daño a la reparación 

El sistema de responsabilidad civil mesopotámico muestra evolución desde concepciones mágico-

retributivas hacia formas más racionales de compensación. Pero ambas lógicas coexisten, generando 

un sistema híbrido de considerable complejidad. 

La responsabilidad por daños causados por animales está minuciosamente regulada. El propietario 

responde objetivamente por daños del "buey corneador" si conocía su peligrosidad. Pero la prueba es 

compleja: ¿cuántos incidentes previos constituyen conocimiento? ¿Qué precauciones son suficientes? 

Un caso judicial elabora: "El buey de Šamaš-hazir corneó a tres personas en un año. Los vecinos 
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testificaron que le advirtieron. No le puso argolla en nariz ni lo ató corto. Es responsable por futuras 

corneadas." 

La responsabilidad profesional introduce estándares diferenciados según la naturaleza del servicio. 

Médicos, veterinarios, arquitectos, pilotos fluviales responden por impericia pero no por infortunio 

inevitable. La distinción no siempre es clara. Un proceso contra un médico: "Operó el ojo nublado 

con lanceta de bronce. El ojo se perdió. ¿Fue mala técnica o designio divino?" Peritos médicos 

testifican sobre el estado del arte, pero la decisión final mezcla criterios técnicos y religiosos. 

Los daños puramente económicos (lucro cesante, pérdida de oportunidades) reciben reconocimiento 

incipiente. Si el incumplimiento contractual causa pérdidas adicionales previsibles, pueden reclamarse. 

Un caso comercial: "No entregó la plata a tiempo para comprar lana barata en la esquila. Tuvo que 

comprar cara en la ciudad. Pagará la diferencia de precio." Vemos aquí embrión de la teoría de daños 

consecuenciales. 

Enriquecimiento sin causa y cuasicontratos 

Aunque no teorizadas abstractamente, situaciones de enriquecimiento injusto reciben tratamiento 

jurídico. Quien construye por error en terreno ajeno, quien paga deuda ajena creyéndola propia, quien 

recibe prestación no debida, debe restituir o compensar. 

Un caso ilustrativo: "Enlil-mansum construyó una casa creyendo que el terreno era la dote de su 

esposa. Resultó ser de su cuñada. No puede demoler la casa [desperdiciar recursos es tabú]. La cuñada 

no puede quedarse con casa gratis. Pagarán árbitros justos para tasar. O ella paga la construcción o él 

paga el terreno." La solución busca equilibrio evitando enriquecimientos injustificados de cualquier 

parte. 

La gestión de negocios ajenos (negotiorum gestio romana) tiene precedentes mesopotámicos. Quien 

administra bienes de un ausente o incapaz tiene derecho a compensación por gastos útiles. "Cuando 

Warad-Sîn partió a Elam, su casa comenzó a derrumbarse. Iddin-Marduk, su vecino, la reparó 

gastando 1/3 de mina. Warad-Sîn debe reembolsar o permitir que Iddin-Marduk habite hasta 

recuperar lo gastado." El derecho premia la intervención útil pero previene el entrometimiento 

oficioso. 

Derecho sucesorio: entre tradición y libertad dispositiva 

El derecho sucesorio mesopotámico revela tensión entre la fuerza de la costumbre sucesoria y el 

emergente poder de disposición testamentaria. La sucesión ab intestato sigue reglas consuetudinarias 

estrictas, pero el causante tiene márgenes crecientes para modificarlas. 

La primogenitura existe pero no es absoluta. El hijo mayor (aplu rabû) recibe porción preferencial 

(zittu elītu), tradicionalmente doble porción, pero debe asumir obligaciones especiales: culto a los 

ancestros, cuidado de hermanas solteras, mantenimiento de la tumba familiar. Un testamento de 

Nippur: "Mi hijo mayor Sîn-iddinam recibirá la casa principal y el campo grande. A cambio, ofrecerá 

kispu mensual por mi espíritu y dará dote a sus hermanas cuando se casen." 
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La exclusión hereditaria (ul aplī, "no es mi heredero") requiere causales graves y procedimiento formal. 

No basta voluntad arbitraria del padre. Un proceso de Sippar muestra intentos de desheredación: 

"Marduk-šāpik quiso desheredar a su hijo Rīm-Sîn por desobediencia. Los ancianos investigaron. Rīm-

Sîn no honraba a su padre pero tampoco lo golpeó ni lo denunció falsamente. Desobediencia simple 

no es causal suficiente. Heredará pero después de sus hermanos." El control social limita el arbitrio 

paterno. 

La libertad testamentaria se ejerce principalmente mediante donaciones inter vivos irrevocables. "En 

salud y consciencia, doy a mi hija Iltani el huerto del canal sur. Es su šeriktum aumentada. Mis hijos 

no reclamarán." Estas disposiciones, formalmente donaciones, funcionan como legados anticipados 

que escapan a las rigideces sucesorias. 

Personas jurídicas: corporaciones y patrimonios autónomos 

Aunque sin teorización abstracta de la personalidad jurídica, la práctica mesopotámica conoce 

entidades que trascienden la suma de sus miembros. Templos, ciudades, comunidades profesionales, 

actúan como sujetos de derecho con patrimonio propio y capacidad de acción. 

El templo como persona jurídica es el caso más claro. Documentos hablan del "juicio entre el templo 

de Šamaš y Fulano" o "el templo de Ishtar compró campo". No es el sacerdote individual sino la 

institución quien litiga o contrata. El patrimonio divino (makkūr ili) está separado del de sus 

administradores. Malversación de bienes del templo es sacrilegio además de delito. 

Las corporaciones profesionales (gremios incipientes) muestran personalidad jurídica embrionaria. 

Los comerciantes de Kaniš actúan colectivamente: establecen reglas, resuelven disputas internas, 

negocian con autoridades. "La asamblea de mercaderes (puḫ ur tamkārī) decidió: quien venda cobre 

por debajo del precio acordado pagará multa al fondo común." Vemos autorregulación corporativa 

con poder sancionador. 

Los patrimonios de afectación aparecen en fundaciones pías y dotes. Bienes segregados para fin 

específico que mantienen unidad funcional a través de generaciones. "Estos campos quedan dedicados 

a mantener las ofrendas de mis ancestros. Quien los desvíe a otro fin, que los dioses lo maldigan." La 

voluntad del fundador crea vínculo jurídico que trasciende su muerte. 

Conclusión parcial: un sistema en evolución permanente 

Las instituciones jurídicas mesopotámicas revelan un sistema en evolución constante, respondiendo a 

cambios socioeconómicos con creatividad notable. No hay ruptura revolucionaria sino sedimentación: 

nuevas formas se superponen a las antiguas sin eliminarlas completamente, creando un paisaje jurídico 

de extraordinaria complejidad. 

Esta complejidad no es defecto sino riqueza. Permite respuestas flexibles a situaciones diversas, 

espacios de negociación entre principios contradictorios, adaptación a contextos locales sin perder 

coherencia general. El derecho mesopotámico no es código rígido sino tradición viva que incorpora 

innovaciones sin traicionar sus fundamentos. 
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Para nosotros, observadores distantes, estas instituciones ofrecen espejo revelador. Vemos formas 

familiares en gestación: el contrato, la propiedad, la corporación. Pero también alternativas no 

desarrolladas: economías del don subsistiendo junto al intercambio mercantil, personalidades jurídicas 

fluidas, patrimonios vinculados a fines. Recordatorio de que nuestras instituciones, aparentemente 

necesarias, son una entre muchas formas posibles de organizar jurídicamente la vida social. 

2.5. Derecho penal y sistema de sanciones 

Fundamentos cosmológicos y teológicos del derecho penal mesopotámico 

El derecho penal mesopotámico no puede comprenderse adecuadamente sin atender a sus 

fundamentos cosmológicos y teológicos, que lo diferencian radicalmente de las concepciones seculares 

modernas. En el pensamiento mesopotámico, el orden penal no es construcción humana arbitraria 

sino reflejo y restauración del orden cósmico (kittu u mīšaru) establecido por los dioses en el tiempo 

primordial. Cada delito no es mera infracción de una norma positiva sino perturbación del equilibrio 

universal que debe ser restaurado mediante la sanción apropiada. 

Esta concepción se expresa paradigmáticamente en el concepto de nam-tag (sumerio) o arnu (acadio), 

que designa simultáneamente el acto delictivo, la culpa moral que genera y la consecuencia inevitable 

que acarrea. No hay distinción neta entre dimensión jurídica, moral y ontológica del delito: el acto 

criminal introduce una mancha (asakku) en el tejido de la realidad que debe ser purificada. Los textos 

de expiación (šurpu) revelan esta concepción: "El asesinato clama al cielo, el robo perturba la tierra, el 

perjurio oscurece el sol." 

La intervención divina en el castigo no es metáfora sino realidad operante. Los dioses no solo legitiman 

el sistema penal sino que participan activamente en su funcionamiento. Šamaš, dios sol y de la justicia, 

"ve todo" y revela crímenes ocultos. Ea inspira al juez la sentencia correcta. Los Anunnaki ejecutan 

maldiciones contra el criminal impune. Un himno procesal invoca: "Šamaš, juez supremo del cielo y 

la tierra, ilumina este caso oscuro, revela al culpable, confunde al mentiroso." 

Taxonomía del delito: entre ofensa divina y daño social 

La clasificación de los delitos en el derecho mesopotámico no sigue categorías abstractas modernas 

sino lógicas culturalmente específicas que mezclan consideraciones religiosas, sociales y económicas. 

Podemos identificar varias categorías fundamentales que organizan el pensamiento penal 

mesopotámico: 

Delitos contra el orden sagrado (anzillu): Incluyen sacrilegio, blasfemia, violación de tabúes, 

perjurio. Son los más graves porque atacan los fundamentos mismos del orden cósmico. El robo de 

bienes del templo no es simple sustracción sino afrenta a la divinidad propietaria. El perjurio 

invocando a los dioses los hace partícipes de la mentira. Estos delitos requieren no solo castigo sino 

purificación ritual. Un caso de Mari ilustra: "Iaḫ dun-Lim robó el vaso de oro de Dagan. No solo 

morirá sino que su casa será arrasada y sal sembrada para que la impureza no permanezca." 
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Delitos contra la autoridad real (sīḫu šarri): Traición, rebelión, desobediencia a órdenes reales, 

difamación del rey. Dado que el rey es representante terrestre del orden divino, atentar contra él es 

forma mediata de sacrilegio. Las sanciones son ejemplarizantes y públicas: empalamiento, 

despellejamiento, mutilaciones visibles. Un edicto asirio especifica: "Quien hable mal del rey, su lengua 

será arrancada; quien levante la mano contra el ungido de Aššur, esa mano será cortada y clavada en 

la puerta de la ciudad." 

Delitos contra las personas (ḫabālu awīlūti): Homicidio, lesiones, rapto, violación. Aquí la 

gravedad depende crucialmente del estatus social de víctima y victimario. Matar a un awīlum es crimen 

capital; matar a un esclavo requiere compensación económica. Pero hay matices: el homicidio 

premeditado (ina pānīšu, "con antelación") se distingue del pasional (ina libbi aggi, "en cólera del 

corazón"). Un proceso de Nuzi debate: "¿Planeó matarlo o fue provocado hasta perder la razón? Si 

hubo provocación grave, la sangre no clama tan fuerte." 

Delitos contra la propiedad (šarāqu makkūri): Robo, fraude, daño. La conceptualización es 

sofisticada, distinguiendo múltiples modalidades según el modo de apoderamiento, el lugar, el 

momento, el objeto. El robo con fractura (pilšu) es más grave que el hurto simple. El robo nocturno 

implica alevosía. El robo en el mercado ofende el orden público además del patrimonio privado. Las 

sanciones siguen lógica de múltiplos: 10 veces el valor para bienes muebles comunes, 30 veces para 

animales de trabajo, muerte para robo con allanamiento. 

Delitos contra el orden familiar (ḫepû bīt abi): Adulterio, incesto, desobediencia filial grave. La 

familia siendo célula básica del orden social, atentar contra ella amenaza la estabilidad cósmica. El 

adulterio femenino es especialmente grave porque introduce incertidumbre en las líneas de 

descendencia. El incesto contamina la pureza familiar. La desobediencia filial extrema invierte el orden 

natural. Un código medio-asirio prescribe: "Si un hijo golpea a su padre, cortarán su mano; si dice 'no 

eres mi padre', lo marcarán y venderán como esclavo." 

Delitos contra la verdad procesal (dabābu surrati): Falso testimonio, acusación calumniosa, 

soborno judicial. Estos delitos atacan el sistema mismo de justicia, impidiendo la restauración del 

orden. El falso testimonio en caso capital hace al testigo mentiroso merecedor de la pena que habría 

sufrido el acusado. Un proceso ejemplar: "Warad-Sîn acusó falsamente a Iddin-Marduk de asesinato. 

Probada la falsedad, Warad-Sîn sufrirá la muerte que buscaba para el inocente." 

Teorías implícitas de la culpabilidad y la responsabilidad 

Aunque sin elaboración doctrinal explícita, el derecho penal mesopotámico opera con teorías 

sofisticadas de culpabilidad y responsabilidad visibles en la práctica judicial. El análisis de casos revela 

distinciones conceptuales notables: 

Intencionalidad (ina libbišu, "en su corazón"): La distinción entre actos intencionales y no 

intencionales es fundamental. El homicida intencional muere; quien mata accidentalmente paga 

compensación. Pero determinar la intención es complejo. Un caso de Sippar: "Enlil-bāni golpeó a Ur-

Namma en pelea. Ur-Namma cayó, se golpeó la cabeza contra una piedra y murió. ¿Quiso Enlil-bāni 
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matarlo o solo golpearlo? Testigos dicen que no usó arma mortal, que Ur-Namma era más fuerte y lo 

provocó. Es muerte accidental en riña. Pagará 1/2 mina a la familia pero no morirá." 

Conocimiento del riesgo (mudû šīmti): Se distingue entre quien ignora el peligro y quien lo conoce 

pero lo desprecia. El propietario del buey corneador que ignora su peligrosidad responde menos que 

quien fue advertido. El médico que opera con técnica experimental responde más que quien sigue 

práctica establecida. Un contrato médico previene: "Operaré según el arte de Gula. Si uso método 

nuevo y hay muerte, responderé como asesino." 

Estado mental alterado (ṭēmu sāḫu): La locura, la embriaguez extrema, la posesión divina, 

modifican la responsabilidad. No eximen completamente pero atenúan. Un caso excepcional: "Šamaš-

gamil mató a su hermano en estado de mahhu [forma de locura sagrada]. Los dioses nublaron su 

mente. No morirá pero será purificado y pagará compensación." La comunidad reconoce que la 

voluntad individual puede ser sobrepasada por fuerzas superiores. 

Edad y capacidad (ṣeḫru u dannu): Los menores y débiles mentales tienen responsabilidad 

atenuada. No hay edad fija de responsabilidad penal plena sino evaluación caso por caso de madurez. 

"El hijo de Marduk-nāṣ ir, de 14 años, robó en el mercado. ¿Es niño o joven? Tiene barba incipiente, 

conoce el bien del mal. Es responsable pero con atenuación. No cortarán su mano sino que será 

azotado y su padre pagará triple." 

Provocación y legítima defensa (šūšubu u naṣāru napišti): Quien es provocado gravemente o 

defiende su vida tiene responsabilidad disminuida o nula. Pero los límites son estrictos: la defensa debe 

ser proporcional, la provocación debe ser seria e inmediata. Un caso límite: "Awīl-Adad encontró a 

Ipiq-Ištar con su esposa. Lo mató. ¿Es legítimo? La ley permite matar al adúltero flagrante. Pero Ipiq-

Ištar estaba vestido y sentado bebiendo cerveza. No es flagrancia clara. Awīl-Adad actuó en cólera 

comprensible pero excesiva. No morirá pero pagará compensación y será desterrado." 

El sistema de sanciones: lógicas plurales de castigo 

El sistema sancionatorio mesopotámico no responde a una lógica unitaria sino que articula múltiples 

racionalidades punitivas que coexisten y se combinan según la naturaleza del delito y las circunstancias 

del caso: 

La lógica talional (īnu kīma īni, "ojo como ojo"): Paradigmática pero no universal, se aplica 

principalmente en lesiones corporales entre iguales sociales. Pero incluso aquí hay matices. El talión 

busca equivalencia no identidad: si el agresor es tuerto, no pierde su único ojo sino que paga 

compensación. Si la víctima muere por la aplicación del talión (débil que no resiste la mutilación), no 

hay responsabilidad adicional: los dioses han decidido. Un comentario legal tardío reflexiona: "El 

talión restaura el equilibrio pero no multiplica el dolor inútilmente." 

La lógica compensatoria (šūlūmu, "completar, hacer íntegro"): Dominante en delitos 

patrimoniales y lesiones entre desiguales, busca restaurar económicamente el daño. Pero la 

compensación no es simple restitución sino que incluye elementos punitivos (múltiplos) y simbólicos. 

El ladrón no solo devuelve sino que paga 10 o 30 veces según el bien. La compensación por homicidio 
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incluye no solo el "valor" de la víctima sino pagos por el dolor, por los rituales funerarios, por la 

pérdida de sostén. 

La lógica eliminatoria (nasāḫu, "arrancar"): Para crímenes que amenazan los fundamentos del 

orden, la sociedad "arranca" el elemento perturbador. Muerte por sacrilegio, traición, brujería maléfica, 

no busca restaurar sino proteger preventivamente. Frecuentemente se acompaña de destrucción de la 

casa y prohibición de sepultura: borrar toda huella del criminal. Un edicto real proclama: "El traidor 

no solo muere: es como si nunca hubiera existido." 

La lógica infamante (bâšu, "avergonzar"): Marcas corporales, rapados, exhibiciones públicas, 

buscan inscribir en el cuerpo y la memoria social el estigma del crimen. El falsario lleva tatuada su 

infamia. La adúltera es paseada desnuda. El ladrón reincidente pierde la oreja. Estas marcas crean 

categorías de personas permanentemente degradadas, visibles advertencias ambulantes contra el delito. 

La lógica purificatoria (ullulu, "purificar"): Para delitos con dimensión sacra, el castigo incluye 

elementos rituales de purificación. El sacrílego no solo muere sino que su ejecución sigue protocolo 

religioso. El incestuoso debe someterse a rituales de limpieza antes de la sanción. El asesino, incluso 

justificado, requiere purificación de la mancha de sangre. Los textos rituales (namburbi) detallan: 

"Quien derramó sangre, aunque justamente, está impuro. Que se bañe en el río, ofrende un cordero, 

ayune siete días." 

Procedimientos de determinación de la pena 

La determinación de la pena concreta no es aplicación mecánica de tarifa fija sino proceso complejo 

que considera múltiples factores. Los jueces tienen márgenes de discrecionalidad pero operan dentro 

de marcos culturales y procedimentales específicos: 

Evaluación del estatus social: Fundamental pero no simple. No solo importa si víctima y victimario 

son awīlum, muškēnum o wardum, sino posiciones relativas más sutiles: edad, género, ocupación, 

reputación. Un mismo acto genera sanciones diferentes: "El joven que golpea al anciano merece más 

castigo que el anciano que golpea al joven, porque invierte el orden natural." "El artesano que defrauda 

al guerrero daña la defensa de la ciudad, merece castigo agravado." 

Consideración de circunstancias: Tiempo, lugar, modo de comisión modifican la pena. El robo 

nocturno implica alevosía. El homicidio en lugar sagrado añade sacrilegio. La violación con violencia 

extrema puede elevarse a pena capital aunque normalmente sea compensable. Un caso ilustra: "Violó 

a la joven pero además la golpeó hasta desfigurarla y la dejó morir en el desierto. No es simple violación 

sino crueldad extrema. Morirá empalado, no simple ahorcamiento." 

Antecedentes y reincidencia: El historial delictivo agrava progresivamente. El primer robo se 

compensa, el segundo puede implicar mutilación, el tercero muerte. Pero también se consideran actos 

meritorios previos: servicio militar distinguido, generosidad pública, pueden atenuar. "Aunque robó, 

recordemos que salvó la ciudad durante el asedio. No morirá sino que será desterrado con vida." 
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Capacidad de pago: Realismo económico modifica sanciones. Si el deudor insolvente no puede pagar 

compensación, se aplican penas sustitutivas: trabajos forzados, esclavitud temporal, castigos 

corporales. Pero hay límites: "No porque sea pobre escapará a toda justicia. Si no puede pagar las 10 

minas, recibirá 60 golpes y trabajará un año para la víctima." 

Intervención divina: En casos dudosos, señales divinas pueden indicar la pena apropiada. Sueños de 

jueces, oráculos, incluso eventos fortuitos durante el juicio se interpretan como guía divina. Un caso 

extraordinario: "Debatían si merecía muerte o destierro cuando un rayo cayó cerca pero sin dañarlo. 

Los dioses han hablado: destierro, no muerte." 

Formas de ejecución penal: tecnologías del castigo 

Las modalidades de ejecución de penas revelan sofisticadas tecnologías del castigo que buscan no solo 

eliminar o castigar sino comunicar mensajes específicos a la comunidad: 

Pena de muerte: Múltiples formas según el delito y el mensaje deseado. El ahorcamiento (simple 

suspensión) es muerte "limpia" para delitos comunes. El empalamiento (tortura prolongada) para 

traición y delitos atroces. La hoguera para brujería y ciertos incestos (purificación por fuego). El 

ahogamiento para adulterio femenino (el agua determina culpabilidad). La lapidación comunitaria para 

delitos que ofenden a toda la comunidad. Cada método tiene simbolismo: "El traidor empalado mira 

hacia el enemigo que favoreció. La bruja quemada no dejará cenizas que puedan usarse mágicamente." 

Mutilaciones: Precisamente calibradas según principios de analogía simbólica. La mano del ladrón, 

la lengua del calumniador, el ojo del voyeur, el pene del violador (aunque esto es raro). Pero hay técnica 

quirúrgica para evitar muerte por hemorragia: la justicia busca marcar, no matar accidentalmente. 

Manuales médico-legales especifican: "Cortar la mano por la muñeca, cauterizar inmediatamente, 

aplicar vendaje con miel y resina." 

Castigos corporales: Los azotes (šībṭ u) siguen protocolo estricto. Número específico según gravedad 

(20, 40, 60, nunca más de 100), instrumento regulado (vara de sauce, no demasiado gruesa ni delgada), 

lugares del cuerpo (espalda y nalgas, nunca cabeza o genitales), presencia de médico para evitar muerte. 

"Si muere por los azotes legalmente aplicados, no hay responsabilidad. Pero si el ejecutor excede lo 

prescrito o golpea con saña, responderá." 

Trabajos forzados: En obras públicas (canales, murallas) o servicio privado al ofendido. Duración 

proporcional a la deuda u ofensa. Condiciones reguladas: alimentación básica, no trabajos que 

impliquen muerte probable, liberación al cumplir. Los archivos muestran control: "El condenado 

Warad-Sîn ha completado 6 meses de sus 2 años cavando el canal nuevo. Come, no está enfermo, 

trabaja." 

Destierro: Muerte social que puede ser temporal o permanente. El desterrado pierde protección legal 

en su ciudad pero puede buscar asilo en otra. Frecuentemente combinado con confiscación de bienes. 

Para delitos político-religiosos que contaminan la ciudad. "Que parta y no regrese mientras viva el rey 

ofendido. Si regresa, cualquiera puede matarlo impunemente." 
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Prisión y detención: espacios de castigo y espera 

Contrariamente a concepciones simplistas, Mesopotamia conoció formas de encarcelamiento aunque 

no como pena principal sino como medida cautelar o complementaria. Los archivos revelan una 

geografía carcelaria más compleja de lo supuesto: 

bīt kīli ("casa de retención"): Prisión preventiva para acusados en espera de juicio o deudores que 

deben presentar garantías. Condiciones relativamente benignas: el prisionero puede recibir visitas, 

comida de familiares, incluso realizar negocios limitados. Un contrato desde prisión: "Yo, Marduk-

zākir, actualmente en el bīt kīli por deuda, vendo mi huerto pequeño para pagar y obtener libertad." 

bīt sibirti ("casa de encierro"): Prisión punitiva para sentenciados a reclusión temporal. 

Condiciones más duras: trabajo obligatorio, alimentación mínima, restricción de contactos. Pero no 

mazmorras de olvido: registros muestran control administrativo, liberaciones al cumplir condena. 

"Lista de prisioneros del mes de Abu: 12 por robo menor, 3 por riña, 2 por desobediencia. Liberar 

este mes: Šamaš-iqīša (cumplió 6 meses)." 

é-kur-ra (sumerio, "casa de la montaña"): Prisiones especiales en templos para delitos sacros o 

personas consagradas que delinquen. Régimen mixto de castigo y penitencia: trabajo en talleres del 

templo, participación obligatoria en rituales, reeducación religiosa. Una carta del sacerdote principal: 

"El escriba sacrílego muestra arrepentimiento. Después de un año copiando textos de expiación, 

considero que puede ser purificado y liberado." 

Cárceles domésticas: Para mujeres de estatus y menores, reclusión en la propia casa o en casa de 

parientes responsables. No es simple arresto domiciliario sino régimen de vigilancia y restricciones. 

"La adúltera Iltani permanecerá dos años en casa de su padre. No saldrá salvo para rituales obligatorios, 

acompañada. No recibirá visitas masculinas fuera de la familia." 

El problema de la proporcionalidad penal 

La cuestión de la proporcionalidad entre delito y pena genera reflexiones sofisticadas en el derecho 

mesopotámico, visibles tanto en normas como en debates judiciales. No hay teorización abstracta pero 

sí práctica reflexiva: 

Proporcionalidad geométrica vs. aritmética: Para algunos delitos, la proporción es simple 

equivalencia (talión). Para otros, es múltiplo calculado. La teoría implícita parece ser: daños reversibles 

admiten compensación multiplicada, daños irreversibles exigen equivalencia o eliminación. Un 

comentario tardío racionaliza: "El robo se puede devolver aumentado, el ojo perdido no. Por eso uno 

admite múltiplos, otro talión." 

Proporcionalidad social: La misma acción genera penas diferentes según quién la cometa contra 

quién. Esto nos parece injusto pero responde a lógica social específica: el orden social es parte del 

orden cósmico, violentarlo agrava cualquier delito. "El esclavo que golpea al amo no solo daña un 

cuerpo sino el orden mismo de las cosas. Por eso muere, mientras el amo que golpea al esclavo solo 

paga si lo inutiliza." 
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Proporcionalidad contextual: Factores situacionales modifican la ecuación penal. Hambruna 

justifica parcialmente robo de alimentos. Guerra aumenta penas por traición pero atenúa por 

violencias menores. Epidemia exculpa ciertos incumplimientos. Los jueces integran el contexto social 

en sus decisiones: "En año de hambruna, no cortaremos manos por robar cebada. Azotes y devolución 

bastarán." 

Debates sobre excesos punitivos: Encontramos críticas a penas consideradas excesivas incluso por 

estándares de la época. Un himno sapiencial advierte: "El rey que castiga con exceso genera rebelión. 

La justicia demasiado severa se vuelve injusticia." Casos de conmutación real de penas muestran 

reconocimiento de que el rigor extremo puede ser contraproducente. 

Alternativas a la pena: composición, mediación, perdón 

El sistema penal mesopotámico conoce múltiples alternativas a la aplicación estricta de penas que 

revelan flexibilidad y pragmatismo: 

Composición privada (šūlmu): Para muchos delitos, víctima y victimario pueden acordar 

compensación alternativa a la pena legal. Incluso homicidios pueden componerse si la familia acepta 

"precio de sangre" (šīm dāmi). Esto no es impunidad sino justicia negociada que evita espirales de 

venganza. Un acuerdo típico: "Por la muerte de mi hijo en riña, acepto 2 minas de plata, una esclava 

joven y el compromiso de no venganza. La sangre está pagada." 

Mediación comunitaria (šūtašubu): Ancianos respetados, sacerdotes, incluso mujeres sabias, 

actúan como mediadores para resolver conflictos antes de llegar a justicia formal. Su autoridad es 

moral más que legal pero muy efectiva. Una carta describe: "La sabia Ninlil reunió a las familias 

enemistadas. Habló de los niños que sufrirían, de los dioses que se entristecen por la discordia. 

Lloraron y se reconciliaron." 

Rituales de reconciliación: Para delitos con dimensión personal fuerte, rituales formalizan el perdón 

y restablecen relaciones. Compartir comida, intercambiar regalos simbólicos, jurar ante los dioses no 

agredirse. Un ritual documentado: "El ladrón devolvió el triple, pidió perdón público, ofreció sacrificio 

conjunto con la víctima. Son ahora como hermanos ante los dioses." 

Perdón real (rēmu šarri): El rey puede perdonar incluso crímenes capitales, prerrogativa que usa 

estratégicamente. Perdones masivos en coronaciones o victorias militares. Perdones individuales por 

servicios extraordinarios o súplicas conmovedoras. Pero hay límites: ciertos sacrilegios son 

imperdonables. "Aunque el rey quiera perdonar al blasfemo, los dioses no lo permitirán. Morirá por 

mano divina si escapa a la humana." 

Exilio voluntario: Antes del juicio, el acusado puede elegir exilio permanente evitando proceso y 

posible pena capital. No es fuga deshonrosa si se hace formalmente: declaración ante autoridades, 

renuncia a propiedades, juramento de no retorno. "Prefiero vivir extranjero que morir ciudadano. 

Parto para no volver. Mis bienes queden para pagar daños." 

Ejecución de sanciones económicas: entre rigor y realismo 
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Las penas pecuniarias, predominantes numéricamente, enfrentan el problema perenne de la 

insolvencia. El sistema desarrolla mecanismos sofisticados para ejecutar sanciones económicas sin 

destruir completamente al deudor: 

Ejecución patrimonial escalonada: No se ejecuta todo simultáneamente sino por orden de 

prioridad. Primero bienes muebles suntuarios, luego herramientas de trabajo, luego inmuebles, 

finalmente personas. Cada etapa da oportunidad de pagar evitando la siguiente. "Tiene 3 meses para 

pagar con sus joyas y muebles. Si no alcanza, 3 meses más vendiendo un campo. Solo entonces se 

tocará su casa principal." 

Trabajo por deuda (kišpū): El insolvente trabaja para el acreedor hasta saldar. Pero hay regulaciones: 

debe computarse el trabajo a precio justo, no puede exigirse trabajo que el deudor no sepa hacer, debe 

permitirse buscar recursos paralelos. "Trabajará en la cosecha a razón de 1 shekel diario contra su 

deuda de 1 mina. Los días de lluvia no cuentan. Puede trabajar para otros los días festivos." 

Fiadores y garantes subsidiarios: Sistema elaborado de garantías personales distribuye riesgos. 

Familiares, socios comerciales, incluso comunidades enteras pueden garantizar. Pero la 

responsabilidad del garante tiene límites: no responde por más del principal, puede exigir perseguir 

primero al deudor principal. "Si mi socio no paga, pagaré yo. Pero primero persíganlo a él y sus bienes. 

Solo si desaparece o es verdaderamente insolvente, vendré yo." 

Reducción equitativa: En casos de imposibilidad genuina, los jueces pueden reducir la deuda a 

niveles pagables. No es condonación total sino ajuste realista. Consideran edad del deudor, cargas 

familiares, desgracias sobrevenidas. "Debe 5 minas pero perdió su vista y no puede trabajar como 

escriba. Pagará 1 mina en cuotas de por vida. Es lo que puede sin morir de hambre." 

El derecho penal interterritorial 

El carácter fragmentado políticamente de Mesopotamia genera problemas de derecho penal 

interterritorial que reciben soluciones creativas: 

Extradición (tūru): Tratados entre ciudades incluyen cláusulas de entrega mutua de criminales. Pero 

no es automática: delitos políticos frecuentemente exceptuados, garantías de proceso justo requeridas. 

Un tratado Mari-Babilonia especifica: "El asesino que huya será devuelto para juicio. Pero si huyó por 

rebelión contra su rey, el otro rey decide si lo entrega o da asilo." 

Jurisdicción sobre extranjeros: Los extranjeros (aḫ û) no gozan de plena protección legal pero 

tampoco están totalmente desprotegidos. Delitos graves contra ellos se sancionan, aunque menos que 

contra ciudadanos. Reciprocidad implícita: "Como tratamos a sus mercaderes, tratarán a los nuestros." 

Códigos especiales para barrios de extranjeros en grandes ciudades. 

Delitos transfronterizos: Bandidaje en rutas comerciales, piratería fluvial, requieren cooperación 

internacional. Patrullas conjuntas, intercambio de información, persecución en caliente dentro de 

límites. "Los bandidos del desierto no conocen fronteras. Tampoco las conocerá nuestra persecución, 

hasta 3 días de marcha en territorio vecino." 
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Arbitraje internacional: Para conflictos penales entre ciudadanos de diferentes estados, tribunales 

mixtos o arbitraje en ciudad neutral. El gran templo de Nippur funciona como corte internacional 

para casos complejos. "Siendo uno de Mari y otro de Ešnunna, y el crimen en camino entre ambas, 

que juzguen en Nippur los sacerdotes de Enlil." 

Crítica interna y evolución del sistema 

El derecho penal mesopotámico no es estático sino que muestra evolución constante y capacidad de 

autocrítica: 

Críticas sapienciales: Literatura didáctica cuestiona excesos del sistema penal. "El juez demasiado 

severo crea más criminales que los que castiga." "Mejor prevenir con justicia social que castigar con 

crueldad." Estas críticas no son marginales: aparecen en textos usados para educación de élites. 

Reformas humanizadoras: Tendencia histórica hacia moderación de penas más crueles. 

Mutilaciones se vuelven menos frecuentes, compensaciones monetarias se extienden, procedimientos 

se formalizan evitando arbitrariedad. Comparando códigos sucesivos vemos esta evolución, aunque 

con retrocesos ocasionales. 

Influencias externas: Contacto con otras tradiciones jurídicas genera cambios. El derecho hitita, 

menos severo, influye en zonas fronterizas. Concepciones elamitas de responsabilidad colectiva se 

moderan en contextos multiculturales. El derecho penal se vuelve más cosmopolita sin perder 

identidad mesopotámica. 

Profesionalización judicial: Emergencia de jueces especializados genera jurisprudencia más 

consistente y reflexiva. Ya no solo aplican tradición sino que razonan por analogía, buscan coherencia, 

desarrollan principios implícitos. Un texto tardío muestra juez argumentando: "Aunque este caso 

exacto no está en ningún código, es similar a tres casos que sí están. Aplicaré el principio común que 

los une: quien crea riesgo injustificado responde por consecuencias previsibles." 

Conclusión parcial: un sistema penal complejo y dinámico 

El derecho penal mesopotámico revela un sistema de justicia criminal de sorprendente sofisticación 

que desmiente estereotipos sobre "barbarie oriental". Lejos de ser mera brutalidad codificada, muestra 

reflexión profunda sobre culpabilidad, proporcionalidad, funciones de la pena, alternativas al castigo. 

Sus principios organizadores —gradación por estatus social, mezcla de lógicas punitivas, dimensión 

religiosa del delito— nos resultan ajenos pero responden coherentemente a su contexto cultural. No 

es un sistema primitivo sino diferente, con su propia racionalidad y valores. 

Las tensiones internas —entre severidad y moderación, venganza y compensación, rigidez normativa 

y flexibilidad práctica— no son defectos sino espacios de evolución y adaptación. El sistema muestra 

notable capacidad de responder a cambios sociales sin rupturas traumáticas. 

Para nuestra reflexión contemporánea, el derecho penal mesopotámico ofrece espejo inquietante. 

Vemos prefiguradas muchas de nuestras instituciones y debates: proporcionalidad de penas, 
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alternativas al encarcelamiento, justicia restaurativa. Pero también vemos caminos no tomados: 

integración de dimensión religiosa, justicia negociada comunitariamente, sanciones simbólicas. 

Sobre todo, nos recuerda que nuestro sistema penal, con sus propias contradicciones y violencias, no 

es culminación necesaria de progreso sino una respuesta históricamente situada a problemas perennes 

de orden social y justicia. Los antiguos mesopotámicos enfrentaron estos problemas con herramientas 

diferentes pero con seriedad y creatividad que merecen no condescendencia sino estudio respetuoso 

y crítico. 

 

2.6. Administración de justicia y procedimiento 

La arquitectura judicial: espacios y actores de la justicia 

La administración de justicia en Mesopotamia no puede comprenderse como sistema unitario y 

centralizado según modelos estatales modernos, sino como arquitectura compleja donde coexisten y 

se articulan múltiples jurisdicciones, instancias y procedimientos. Esta pluralidad no es deficiencia 

organizativa sino respuesta adaptativa a una sociedad heterogénea donde conviven nomadismo y 

sedentarismo, poderes locales y pretensiones imperiales, tradiciones étnicas diversas y culturas jurídicas 

en diálogo constante. 

El espacio físico de la justicia es revelador de esta complejidad. No existe el edificio judicial 

especializado como tipología arquitectónica. La justicia se administra en espacios polivalentes cargados 

de significaciones múltiples: la puerta de la ciudad (abullu), el patio del templo (kisallu), el palacio real 

(ekallum), la plaza del mercado (sūqu), incluso la casa del juez notable. Cada espacio implica una 

concepción diferente de la justicia y activa registros simbólicos específicos. 

La puerta de la ciudad es el espacio judicial por excelencia para la justicia ordinaria. No es elección 

casual: la puerta es lugar liminal entre interior y exterior, entre orden ciudadano y caos extramuros, 

entre conocidos y extraños. Los ancianos que juzgan en la puerta median literalmente entre mundos. 

Los archivos de Mari preservan esta imagen: "Los ancianos se sentaron en la puerta de la ciudad al 

amanecer. El sol naciente iluminó sus rostros mientras escuchaban el caso." La justicia debe ser pública 

como la luz solar, accesible como la puerta urbana. 

El templo ofrece espacio para justicia con dimensión sacral. Juramentos solemnes, ordalías, casos que 

involucran sacrilegios o maldiciones, requieren proximidad divina. Pero también casos ordinarios 

buscan la garantía adicional del espacio sagrado. Un contrato especifica: "Este acuerdo fue sellado en 

el patio del templo de Šamaš, ante su imagen. Quien lo viole, que Šamaš lo ciegue." El espacio sacraliza 

el acto jurídico. 

Tipología de actores judiciales: entre especialización y polivalencia 

El personal judicial mesopotámico presenta un panorama de progresiva especialización sin llegar a la 

profesionalización completa moderna. Coexisten figuras de autoridad tradicional con funcionarios 

especializados, generando un sistema flexible pero a veces contradictorio: 
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Los šībūtu (ancianos): Representan la justicia comunitaria tradicional. No son necesariamente viejos 

en sentido cronológico sino "padres de la ciudad", notables con autoridad moral y experiencia. Juzgan 

colectivamente, sin formación jurídica especializada pero con profundo conocimiento de costumbres 

locales. Un texto de Nippur los describe: "Los siete ancianos, pilares de la ciudad, que conocen las 

tradiciones desde los días antiguos." Su autoridad deriva del consenso comunitario más que de 

nombramiento formal. 

Los dayyānū (jueces): Funcionarios con cierta especialización que pueden ser nombrados por el 

palacio o el templo. El término deriva de dīnu (juicio), sugiriendo función específica más que autoridad 

general. Algunos textos sugieren formación: "Estudió las palabras de justicia (awât mīšarim) durante 

tres años antes de ser nombrado juez." Cobran tasas procesales reguladas, mantienen archivos, 

conocen precedentes. Representan la tendencia hacia la tecnificación judicial. 

Los šangû (sacerdotes-jueces): En casos con dimensión religiosa actúan sacerdotes especializados. 

No cualquier sacerdote sino aquellos versados en el derecho sacro. Interpretan presagios, supervisan 

ordalías, determinan necesidad de purificaciones. Su autoridad es carismática más que burocrática: "El 

sacerdote de Šamaš, cuyos ojos ven la verdad oculta, juzgará este caso de perjurio." 

Los funcionarios reales: Gobernadores (šāpiru), alcaldes (hazannu), inspectores (mušaddidu) ejercen 

justicia como parte de sus funciones administrativas. No son jueces especializados pero tienen 

jurisdicción sobre sus áreas. Tensión constante con autoridades tradicionales locales. Una carta real 

advierte: "Que el gobernador no interfiera con los ancianos en casos ordinarios. Solo si hay apelación 

o asunto real." 

Especialistas procesales: Escribas judiciales (ṭ upšar dīni) que redactan actas y sentencias. Heraldos 

(nāgiru) que convocan partes y proclaman decisiones. Ejecutores (šāpiṭ u) que aplican castigos. Peritos 

(mudû) en materias específicas: agrimensores para disputas de tierras, tasadores para compensaciones, 

médicos para lesiones. Todo un aparato de apoyo que tecnifica el proceso. 

Competencias jurisdiccionales: el laberinto de fueros 

La determinación de qué instancia debe conocer cada caso constituye problema complejo en un 

sistema de jurisdicciones superpuestas. No existe regla única sino criterios múltiples que a veces 

confluyen, a veces conflictúan: 

Criterio territorial: El principio básico es que juzga la autoridad del lugar donde ocurrió el hecho. 

Pero surgen complicaciones: delitos en caminos entre ciudades, en el río que es frontera, en territorios 

disputados. Un caso de Nuzi: "El robo ocurrió en el camino, a dos días de Nuzi y tres de Arrapḫ a. 

¿Quién juzga?" Solución salomónica: jueces de ambas ciudades sesionan conjuntamente. 

Criterio personal: El estatus de las partes puede determinar el fuero. Disputas entre sacerdotes van 

al tribunal del templo. Soldados responden ante justicia militar. Extranjeros pueden reclamar ser 

juzgados por sus propias leyes. Conflictos entre personas de diferentes estatus generan problemas: 

¿juez del superior, del inferior, o instancia neutral? 
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Criterio material: La naturaleza del asunto activa diferentes jurisdicciones. Sacrilegios al templo, lesa 

majestad al rey, disputas comerciales al tribunal de mercaderes. Pero las fronteras son porosas: un 

robo en el templo ¿es sacrilegio (justicia sacerdotal) o delito patrimonial (justicia ordinaria)? 

Criterio voluntario: En muchos casos, especialmente comerciales, las partes pueden elegir 

jurisdicción mediante cláusulas contractuales. "Cualquier disputa sobre este contrato será juzgada por 

los ancianos de Sippar, no otros." Pero hay límites: no pueden sustraerse a jurisdicciones imperativas 

en materias de orden público. 

Los conflictos jurisdiccionales son frecuentes y revelan tensiones políticas subyacentes. Templo y 

palacio compiten por casos lucrativos (tasas judiciales) o políticamente significativos. Una carta del rey 

de Mari reprende: "Oí que los sacerdotes de Dagan reclaman juzgar el caso del mercader. Es asunto 

real porque involucra tributos. Que se abstengan." 

El proceso judicial ordinario: formalismo y flexibilidad 

El procedimiento judicial mesopotámico combina elementos formalistas estrictos con espacios de 

flexibilidad pragmática. No existe código procesal unificado pero la práctica cristalizada en formularios 

y costumbres muestra notable consistencia: 

Iniciación del proceso: Generalmente a instancia de parte mediante denuncia formal (qabû). El 

denunciante debe presentarse ante autoridad competente y formular su reclamo. Fórmulas 

estereotipadas: "Fulano me ha agraviado en esto y aquello. Demando justicia." No hay ministerio 

público: incluso delitos "públicos" requieren un acusador que asuma riesgos procesales. 

Notificación y comparecencia: El demandado es notificado formalmente por heraldo público o 

mensajero judicial. La incomparecencia injustificada genera presunciones adversas pero no sentencia 

automática. Se dan plazos razonables, especialmente si el demandado está en viaje. "Se le buscó tres 

veces en su casa y en el mercado. No apareció. Se esperará hasta la luna nueva." 

Fase probatoria: El sistema es fundamentalmente testimonial. La prueba reina es el testimonio 

(šībūtu) de personas honorables. Número variable según gravedad: dos testigos para asuntos menores, 

siete para acusaciones capitales. Elaboradas reglas sobre idoneidad: no pueden testificar mujeres en 

ciertos casos, ni menores, ni infames, ni interesados. "Su testimonio no vale porque es su socio 

comercial y ganaría del resultado." 

Prueba documental: Creciente importancia de documentos escritos, especialmente contratos. Pero 

no fe absoluta: documentos pueden impugnarse por falsedad, testigos pueden contradecir lo escrito. 

Tensión entre cultura oral persistente y escritura emergente. "Muestra contrato de venta pero tres 

testigos dicen que nunca hubo pago real. Prevalecen los testigos." 

Juramentos: Función procesal crucial cuando faltan pruebas directas. Juramento decisorio remite la 

decisión a la conciencia y temor religioso de la parte. Juramento supletorio completa prueba 

insuficiente. Siempre en espacio sagrado, invocando dioses terribles. "Si miente bajo juramento, que 

Šamaš queme sus entrañas, que Nergal devore su descendencia." 
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Ordalías: Juicios de dios para casos extremos sin prueba humana posible. Inmersión en el río (el río-

dios "rechaza" al culpable que se ahoga, "acepta" al inocente que sobrevive). Pero no aplicación 

mecánica: requiere autorización judicial, presencia de testigos, protocolos de seguridad. Un texto 

procesal advierte: "No arrojar al débil o enfermo al río en invierno. Esperar primavera o usar otra 

prueba." 

Desarrollo de la audiencia: teatro judicial 

La audiencia judicial (dīnu) es evento público con dimensiones teatrales importantes. No simple 

averiguación de hechos sino representación del orden restaurándose: 

Composición del tribunal: Varía según instancia. Ancianos en semicírculo, juez único en tribunal 

especializado, panel mixto para casos complejos. Disposición espacial significativa: jueces elevados, 

partes de pie o sentadas según estatus, público en gradería o de pie. Escriba en posición visible 

registrando. Todo comunica jerarquía y solemnidad. 

Protocolo de apertura: Invocaciones religiosas, identificación formal de partes, lectura de cargos o 

demanda. Formalismo no vacío sino creación de espacio ritual donde la verdad debe emerger. "Que 

Šamaš ilumine este juicio. Que Ea inspire palabras justas. Que la mentira huya como sombra ante luz." 

Presentación de argumentos: Orden estricto: demandante expone, demandado responde, réplicas 

reguladas. No abogados profesionales pero sí asistentes letrados o parientes elocuentes. Retórica 

judicial elaborada con fórmulas tradicionales. "Vengo ante ustedes como oveja ante pastores. Este 

lobo me ha despojado. Demando justicia antigua." 

Práctica de pruebas: Testimonios en orden de importancia. Juramento del testigo, interrogatorio por 

jueces, posibilidad de repreguntas. Exhibición de documentos con verificación de sellos. Inspecciones 

oculares si es pertinente. Todo ritualizado pero no rígido: jueces activos en búsqueda de verdad. 

Deliberación: Puede ser pública o secreta según costumbre local. En tribunales colegiados, 

deliberación busca consenso más que votación. Ancianos dialogan hasta acuerdo, invocando 

precedentes, costumbres, equidad. Si no hay consenso, puede consultarse autoridad superior o 

posponer para reflexión. 

Sentencia: Pronunciamiento solemne, generalmente oral con posterior documentación escrita. 

Estructura típica: relación de hechos probados, fundamentos (aunque breves), decisión, advertencias 

sobre cumplimiento. "Habiendo oído a partes y testigos, visto documentos, invocado a los dioses, 

declaramos: Fulano debe X a Mengano. Pague en luna llena o sufra consecuencias." 

Recursos e impugnaciones: justicia de segunda instancia 

Contrariamente a concepciones simplistas, existe sistema de recursos aunque no tan formalizado como 

apelaciones modernas: 

Apelación jerárquica: De ancianos locales a gobernador provincial, de éste al rey. Pero no derecho 

automático: debe alegarse error grave, injusticia manifiesta, corrupción. El rey no revisa rutinariamente 
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sino casos excepcionales. "Si los ancianos juzgaron según costumbre antigua, no molesten al palacio. 

Si hubo soborno o violación de ley real, entonces sí." 

Revisión sacerdotal: Para casos con dimensión religiosa, autoridades del templo pueden revisar 

decisiones seculares. Especialmente si hay cuestiones de pureza, juramentos, maldiciones. Tensión 

constante entre jurisdicciones. "Los jueces lo condenaron pero los sacerdotes dicen que es puro ante 

los dioses. ¿Quién prevalece?" 

Arbitraje como alternativa: Partes insatisfechas pueden acordar someter el caso a árbitro respetado. 

No es apelación formal sino vía alternativa. Árbitros suelen ser personalidades prestigiosas: grandes 

mercaderes, sacerdotes ancianos, incluso mujeres sabias. Su decisión es moralmente vinculante aunque 

jurídicamente discutible. 

Petición de gracia: Último recurso al rey no como juez sino como fuente de misericordia. No revisa 

juridicidad sino que puede perdonar, conmutar, moderar por razones humanitarias o políticas. 

"Aunque la sentencia fue justa, el condenado tiene seis hijos pequeños. Por piedad real, destierro en 

vez de muerte." 

Ejecución de sentencias: entre autoridad y negociación 

La ejecución de sentencias enfrenta el problema universal de convertir palabras en realidad. El sistema 

mesopotámico muestra pragmatismo notable: 

Ejecución voluntaria: Ideal siempre preferido. Presión social, temor religioso, honor personal, 

motivan cumplimiento sin coerción. Publicidad de la sentencia aumenta presión. "Fulano fue 

condenado a pagar 2 minas. Todos saben. Si no paga, todos sabrán su deshonor." 

Ejecución forzosa patrimonial: Si no hay cumplimiento voluntario, embargo de bienes. Pero 

proceso regulado: inventario formal, tasación por peritos, subasta pública con precio mínimo. 

Protección de bienes esenciales: no se embarga última casa, herramientas básicas de trabajo, alimentos 

de subsistencia. 

Ejecución personal: Última ratio, prisión por deudas o trabajo forzado. Pero limitaciones temporales 

y condiciones reguladas. Familia puede sustituir al condenado, pagar fianza, negociar plazos. Sistema 

busca satisfacción del acreedor sin destruir totalmente al deudor. 

Ejecución de penas corporales: Funcionarios especializados (šāpiṭ u) ejecutan castigos físicos. 

Profesionalización evita excesos pasionales. Protocolos detallados sobre instrumentos, técnica, límites. 

Presencia de testigos oficiales. "El ejecutor aplicó 40 golpes como ordenado, ni uno más. El 

condenado sobrevivió. Justicia cumplida." 

Resistencia a ejecución: Genera nuevos delitos pero también espacios de negociación. Deudor que 

se refugia en templo (asilo sagrado temporal), que huye a otra ciudad (prescripción por ausencia), que 

moviliza apoyos comunitarios (presión política). Sistema formal coexiste con prácticas informales de 

resistencia y acomodación. 
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Justicia especializada: tribunales para materias específicas 

El desarrollo económico y social genera tribunales especializados que coexisten con justicia ordinaria: 

Tribunales comerciales (dīn tamkārī): En grandes centros mercantiles, asociaciones de 

comerciantes administran justicia mercantil. Jueces son mercaderes respetados que conocen usos 

comerciales. Procedimientos más ágiles, prueba documental prevalece, ejecución expedita. "Entre 

mercaderes, la palabra escrita y sellada es sagrada. No se admiten excusas dilatorias." 

Justicia militar: Para delitos militares y disputas entre soldados. Código disciplinario propio, 

procedimientos sumarios en campaña, jerarquía de mando como jerarquía judicial. Pero límites: delitos 

comunes de militares van a justicia ordinaria. "Robó como soldado en campaña: justicia militar. Robó 

como hombre en la ciudad: justicia civil." 

Tribunales de aguas: Dada la importancia vital de la irrigación, disputas sobre agua tienen fuero 

especial. Jueces expertos en derecho de aguas, ingenieros como peritos, inspecciones técnicas 

obligatorias. Decisiones inapelables en temporada de riego para evitar dilaciones fatales. "En tiempo 

de crecida, el tribunal de aguas decide en un día. No hay apelación hasta pasada la cosecha." 

Justicia gremial: Artesanos organizados juzgan infracciones a reglas del oficio, calidad de productos, 

disputas entre maestros y aprendices. Autonomía judicial como privilegio gremial celosamente 

defendido. "El gremio de cerveceros juzgará la adulteración de cerveza. Ni el palacio ni el templo 

interferirán." 

Corrupción judicial y mecanismos de control 

La corrupción judicial es problema reconocido que genera respuestas institucionales: 

Soborno (tātu): Mal endémico denunciado en textos sapienciales. "El juez que tuerce justicia por 

plata tuerce su propio destino." Sanciones severas en teoría: destitución, multas múltiplos, infamia. 

Pero práctica muestra tolerancia si es moderado y no altera resultado justo. "Recibió regalos usuales 

pero juzgó rectamente. Amonestación, no destitución." 

Parcialidad (palāsu pani): "Torcer el rostro" hacia una parte por parentesco, amistad, enemistad. 

Más sutil que soborno directo. Recusaciones por sospecha de parcialidad, pero difíciles de probar. 

"Dice que el juez favorece a su oponente porque son del mismo clan. ¿Cómo probarlo sin ofender al 

juez?" 

Controles institucionales: Juramento judicial periódico, auditorías de archivos, quejas formales ante 

superiores. Sistema de responsabilidad: juez que dicta sentencia probadamente injusta paga múltiplo 

del daño causado. Pero solidaridad corporativa limita efectividad. 

Control social: Más efectivo que controles formales. Reputación judicial crucial para autoridad. Juez 

corrupto pierde respeto comunitario, sus decisiones se cumplen menos, puede ser socialmente aislado. 

"Ya nadie acude al juez Enlil-bāni. Todos saben que su justicia se compra." 

Costos judiciales y acceso a justicia 
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La justicia tiene costos que generan problemas de acceso: 

Tasas judiciales (šibšu): Porcentaje del valor disputado, pagado por quien pierde generalmente. 

Financia sistema judicial pero excluye a pobres de reclamaciones menores. Exenciones para casos 

criminales y "asuntos de sangre". "No cobramos tasa por juzgar asesinato. La sangre clama gratis." 

Costos indirectos: Tiempo perdido, viajes a sede judicial, manutención durante juicio, pueden ser 

prohibitivos. Justicia itinerante parcialmente resuelve: "El gobernador juzgará en cada ciudad principal 

una vez por estación. Los pobres esperarán su llegada." 

Patrocinio y asistencia: No abogados profesionales pero notables pueden patrocinar casos de pobres 

por prestigio o piedad. Templos a veces financian litigios justos. "La viuda clamó en el templo. Los 

sacerdotes pagaron escriba y testigos para su juicio." 

Justicia sumaria para pobres: Procedimientos simplificados para reclamaciones menores. Menos 

formalismo, pruebas reducidas, decisión rápida. Pero riesgo de justicia de segunda clase. "Para deudas 

menores a 10 shekels, juicio en una sesión sin apelación. Los pobres necesitan justicia rápida." 

Influencias externas y evolución del sistema 

El sistema judicial mesopotámico no es estático sino que evoluciona por dinámicas internas y externas: 

Influencias nómadas: Grupos amorreos, arameos, caldeos, traen concepciones diferentes de justicia: 

más énfasis en mediación, venganza regulada, juramentos colectivos. Tensión creativa con sistema 

sedentario formalizado. "Los hombres del desierto resuelven con sangre o plata, no con escribas y 

sellos." 

Modelos imperiales: Grandes imperios (acadio, asirio, persa) intentan homogeneizar justicia pero 

enfrentan resistencias locales. Imposición de jueces reales, códigos unificados, apelaciones 

centralizadas, tiene éxito parcial. Prácticas locales persisten bajo barniz imperial. 

Intercambio cultural: Comercio internacional expone a sistemas jurídicos diferentes. Mercaderes 

aprenden múltiples procedimientos, comparan eficiencias, proponen reformas. "En Anatolia juzgan 

más rápido. ¿Por qué nuestros juicios duran lunas enteras?" 

Crítica interna: Textos sapienciales y proféticos critican defectos del sistema. Lentitud, corrupción, 

formalismo excesivo, inaccesibilidad para pobres. Algunas reformas responden a críticas. "El rey oyó 

que los juicios se eternizan. Ordenó: máximo tres sesiones salvo casos de vida o muerte." 

Conclusión: un sistema judicial vital y contradictorio 

La administración de justicia mesopotámica revela un sistema de notable vitalidad y complejidad. No 

es aparato burocrático uniforme sino ecología judicial donde coexisten y compiten múltiples formas 

de resolver conflictos. Esta pluralidad genera contradicciones pero también resiliencia y adaptabilidad. 

Los principios procesales desarrollados —publicidad, contradicción, prueba, motivación— anticipan 

garantías modernas aunque con fundamentaciones diferentes. La tensión entre formalismo y equidad, 
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entre profesionalización y participación comunitaria, entre centralización y autonomía local, resuena 

en debates contemporáneos. 

Las patologías del sistema —corrupción, dilaciones, costos prohibitivos— son sorprendentemente 

modernas. También lo son algunos remedios ensayados: especialización judicial, simplificación 

procesal, mecanismos alternativos. 

Para nuestra reflexión, el sistema judicial mesopotámico ofrece lecciones valiosas. Muestra que la 

justicia puede administrarse efectivamente sin monopolio estatal, que la pluralidad jurisdiccional puede 

ser riqueza más que caos, que la participación comunitaria puede coexistir con tecnificación 

profesional. 

También advierte sobre peligros perennes: la justicia convertida en mercancía, el formalismo que 

ahoga la equidad, la profesionalización que aleja la justicia del pueblo. Los antiguos mesopotámicos 

navegaron estos dilemas con creatividad institucional que merece no romantización pero sí estudio 

atento. 

En última instancia, su experiencia nos recuerda que la administración de justicia es siempre problema 

abierto, empresa humana falible donde ideales elevados coexisten con prácticas mezquinas, donde 

cada solución genera nuevos problemas, donde la perfección es imposible pero el mejoramiento es 

imperativo moral y práctico. 

Los escribas judiciales que registraron miles de casos, los jueces que deliberaron bajo el sol en las 

puertas de ciudades desaparecidas, los litigantes que buscaron justicia hace cuatro mil años, 

participaron en la misma empresa imposible y necesaria que continúa en nuestros tribunales: convertir 

el conflicto en orden, la violencia en palabra, el poder en derecho. Que su memoria ilumine nuestros 

propios esfuerzos en esta tarea perenne. 

 

CAPÍTULO 3. EGIPTO FARAÓNICO: MAAT, JUSTICIA CÓSMICA Y LEGITIMIDAD 

RITUAL 

3.1. Maat como principio estructurante del orden jurídico-cósmico 

La civilización del antiguo Egipto, que floreció durante más de tres milenios a lo largo del valle del 

Nilo, desarrolló uno de los sistemas jurídico-religiosos más sofisticados y duraderos de la historia 

humana. En el corazón de este sistema se encontraba Maat, un concepto tan fundamental para la 

cosmovisión egipcia que resulta imposible comprender cualquier aspecto de su derecho, política o 

religión sin una apreciación profunda de sus múltiples dimensiones y significados. 

Maat representaba simultáneamente una diosa, un principio cósmico, un ideal ético y una práctica 

jurídica concreta. Como divinidad, Maat era representada como una mujer que portaba sobre su cabeza 

una pluma de avestruz, símbolo que se convirtió en el jeroglífico mismo para escribir su nombre. Esta 

pluma, ligera y perfectamente equilibrada, encarnaba visualmente los conceptos centrales asociados 



144 
 

con Maat: equilibrio, rectitud, verdad y justicia. Sin embargo, reducir Maat a una simple deidad sería 

profundamente inadecuado para captar su verdadero significado en el pensamiento egipcio. 

En su dimensión cósmica, Maat constituía el principio ordenador fundamental del universo. Los 

egipcios concebían la creación no como un acto único y definitivo, sino como un proceso continuo 

de mantenimiento del orden contra las fuerzas del caos. En el momento primordial de la creación, 

cuando el dios creador emergió de las aguas primigenias del Nun, estableció Maat como el principio 

estructurante que permitiría la existencia ordenada del cosmos. Este orden no era meramente físico o 

natural, sino que abarcaba todas las dimensiones de la realidad: el movimiento regular de los astros, la 

crecida anual del Nilo, las relaciones sociales apropiadas, la conducta ética individual y el 

funcionamiento correcto de las instituciones políticas y jurídicas. 

La concepción egipcia de Maat como orden cósmico difería radicalmente de las nociones modernas 

de ley natural. Mientras que el pensamiento occidental tiende a concebir las leyes naturales como 

principios impersonales e inmutables que gobiernan el funcionamiento del universo físico, Maat 

representaba un orden vivo, dinámico y fundamentalmente moral. No se trataba simplemente de 

regularidades observables en la naturaleza, sino de un tejido de relaciones correctas que debían ser 

activamente mantenidas a través de la acción ritual, ética y jurídica apropiada. 

Esta naturaleza dinámica de Maat se reflejaba en la cosmología egipcia, que percibía el universo como 

perpetuamente amenazado por las fuerzas del desorden y el caos, personificadas en la serpiente Apofis. 

Cada día, el dios solar Ra debía navegar a través del inframundo, enfrentando y derrotando a Apofis 

para asegurar el amanecer y la continuación del orden cósmico. Esta batalla diaria no era meramente 

mitológica, sino que proporcionaba el paradigma fundamental para entender todas las actividades de 

mantenimiento del orden, incluyendo la administración de justicia. 

En su dimensión ética, Maat establecía los estándares de conducta apropiada para todos los miembros 

de la sociedad egipcia. Los textos sapienciales egipcios, desde las Instrucciones de Ptahhotep del Reino 

Antiguo hasta las enseñanzas demóticas del período tardío, están saturados de referencias a Maat como 

el ideal de comportamiento correcto. Vivir de acuerdo con Maat significaba hablar con veracidad, 

actuar con justicia, mostrar compasión hacia los débiles, respetar la propiedad ajena y cumplir con las 

obligaciones sociales y religiosas propias de cada uno. 

La literatura sapiencial egipcia revela una comprensión notablemente sofisticada de la relación entre 

ética individual y orden social. Las Máximas de Ptahhotep, por ejemplo, no presentan simplemente un 

catálogo de preceptos morales, sino que articulan una visión coherente de cómo la conducta individual 

contribuye al mantenimiento del orden social total. El funcionario que actúa con parcialidad en sus 

juicios no solo comete una falta personal, sino que introduce desorden en el tejido social, perturbando 

Maat y amenazando la estabilidad cósmica misma. 

Esta interconexión entre lo individual y lo cósmico se manifestaba de manera particularmente 

dramática en la concepción egipcia del juicio post mortem. Según el Libro de los Muertos, el difunto 

debía comparecer ante el tribunal de Osiris, donde su corazón era pesado en una balanza contra la 

pluma de Maat. Este pesaje del corazón no era simplemente una evaluación de méritos y deméritos 
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individuales, sino un momento crucial en el mantenimiento del orden cósmico. El individuo que había 

vivido de acuerdo con Maat podía integrarse al mundo ordenado de los bienaventurados, mientras 

que aquel cuyo corazón pesaba más que la pluma era devorado por Ammit, la "devoradora", siendo 

así excluido permanentemente del orden cósmico. 

La confesión negativa que el difunto debía recitar ante el tribunal divino proporciona una ventana 

invaluable hacia la concepción egipcia de Maat como principio jurídico-ético. El difunto declaraba no 

haber cometido una serie de transgresiones que abarcaban desde crímenes graves como el asesinato y 

el robo hasta faltas aparentemente menores como hacer llorar a alguien o desperdiciar alimentos. Esta 

exhaustiva lista revela que Maat abarcaba no solo lo que modernamente consideraríamos derecho 

penal, sino todo el espectro de la conducta social apropiada. 

La dimensión jurídica de Maat se manifestaba en la organización y funcionamiento del sistema legal 

egipcio. Los tribunales egipcios no administraban simplemente un código de leyes positivas creadas 

por autoridad humana, sino que buscaban discernir y aplicar Maat en cada caso particular. Los jueces 

egipcios eran llamados "sacerdotes de Maat", título que subrayaba la naturaleza fundamentalmente 

religiosa de su función. Al emitir un veredicto, el juez no aplicaba mecánicamente una regla 

preexistente, sino que buscaba restablecer el equilibrio cósmico que había sido perturbado por la 

transgresión. 

Esta concepción de la justicia como restauración del equilibrio cósmico tenía profundas implicaciones 

para la práctica jurídica egipcia. A diferencia de los sistemas legales que enfatizan el castigo retributivo 

o la disuasión, el derecho egipcio se orientaba primordialmente hacia la restauración de Maat. Esto 

explica características distintivas del sistema legal egipcio, como la preferencia por soluciones que 

restauraran las relaciones sociales armoniosas en lugar de simplemente castigar al transgresor, o la 

importancia otorgada a la mediación y el arbitraje como mecanismos para resolver disputas. 

La relación entre Maat y el derecho egipcio no debe entenderse, sin embargo, como una simple 

subordinación de lo jurídico a lo religioso. Más bien, los egipcios no establecían una distinción clara 

entre estas esferas que el pensamiento moderno tiende a separar. Para ellos, administrar justicia 

correctamente era un acto religioso, mientras que realizar los rituales apropiados era una obligación 

jurídica. Esta integración de lo jurídico y lo religioso en el concepto de Maat proporcionaba al sistema 

legal egipcio tanto su legitimidad como su eficacia. 

La evidencia textual sobre Maat como principio jurídico proviene de una variedad de fuentes. Los 

textos legales propiamente dichos, aunque relativamente escasos en comparación con otras 

civilizaciones del Próximo Oriente Antiguo, frecuentemente invocan Maat como el estándar último 

de justicia. Los decretos reales habitualmente justifican sus disposiciones como acordes con Maat, 

mientras que los contratos privados a menudo incluyen cláusulas que invocan Maat como garante del 

cumplimiento de las obligaciones pactadas. 

Los textos autobiográficos de las tumbas proporcionan otra ventana importante hacia la comprensión 

de Maat como principio jurídico. Los funcionarios egipcios frecuentemente alardeaban de haber 

administrado justicia de acuerdo con Maat, proporcionando a veces detalles específicos sobre casos 
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que habían resuelto. Estas autobiografías revelan que la adhesión a Maat no era meramente un ideal 

abstracto, sino un criterio práctico por el cual se evaluaba el desempeño de los administradores y 

jueces. 

La literatura egipcia también ofrece importantes perspectivas sobre Maat como principio estructurante 

del orden jurídico. Obras como el Cuento del Campesino Elocuente presentan elaboradas reflexiones 

sobre la naturaleza de la justicia y su relación con el orden cósmico. En esta obra, un campesino que 

ha sido despojado de sus bienes pronuncia una serie de discursos elocuentes sobre la justicia, 

argumentando que la violación de sus derechos no es simplemente un agravio personal, sino una 

perturbación de Maat que amenaza el orden social entero. 

La iconografía egipcia proporciona evidencia visual adicional sobre la centralidad de Maat en el 

pensamiento jurídico egipcio. Las representaciones de escenas de juicio frecuentemente muestran la 

presencia simbólica de Maat, ya sea como diosa o como su símbolo de la pluma. Los relieves en 

templos y tumbas que muestran al faraón ofreciendo Maat a los dioses subrayan la responsabilidad 

real de mantener el orden jurídico-cósmico. 

La dimensión internacional de Maat merece consideración especial. Los egipcios no concebían Maat 

como un principio aplicable únicamente dentro de las fronteras de Egipto, sino como un orden 

cósmico universal. Esto tenía importantes implicaciones para las relaciones internacionales y el 

derecho internacional egipcio. Los tratados con potencias extranjeras frecuentemente invocaban 

principios consonantes con Maat, mientras que las campañas militares egipcias se justificaban como 

esfuerzos por extender o restaurar Maat en territorios donde había sido perturbada. 

La evolución histórica del concepto de Maat revela tanto continuidades notables como cambios 

significativos a lo largo de los tres milenios de historia faraónica. Durante el Reino Antiguo, Maat 

aparece primordialmente asociada con el mantenimiento del orden cósmico a través del ritual real y la 

administración centralizada. Los Textos de las Pirámides enfatizan el papel del rey en el 

establecimiento y mantenimiento de Maat, mientras que las autobiografías de los nobles del período 

subrayan su participación en este proceso a través del servicio leal al monarca. 

El colapso del Reino Antiguo y el subsiguiente Primer Período Intermedio trajeron consigo una 

democratización parcial del concepto de Maat. Los textos del período muestran una creciente 

emphasis en la responsabilidad individual de vivir de acuerdo con Maat, independientemente del 

estatus social. Esta tendencia se consolidó durante el Reino Medio, período en el cual florecieron los 

textos sapienciales que articulaban una ética de Maat accesible a amplios sectores de la sociedad. 

El Reino Nuevo presenció una elaboración teológica sin precedentes del concepto de Maat, 

particularmente en su relación con la realeza divina. Los grandes templos del período incluían capillas 

dedicadas a Maat, mientras que los rituales reales elaboraban cada vez más explícitamente el papel del 

faraón como intermediario entre el orden divino y el terrestre. Al mismo tiempo, la expansión imperial 

egipcia requirió nuevas articulaciones de cómo Maat se relacionaba con el gobierno de territorios 

extranjeros y poblaciones no egipcias. 
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Durante el Período Tardío y la época ptolemaica, Maat continuó siendo central para el pensamiento 

jurídico y religioso egipcio, aunque su articulación se vio influenciada por contactos con otras 

tradiciones intelectuales, particularmente la griega. Los textos demóticos del período muestran 

intentos de armonizar el concepto tradicional de Maat con nociones helenísticas de justicia y ley 

natural, produciendo síntesis intelectuales de considerable sofisticación. 

La persistencia de Maat como concepto organizador central a lo largo de la historia egipcia resulta aún 

más notable cuando se considera la diversidad de cambios políticos, sociales y culturales que 

experimentó Egipto durante este período. Dinastías nativas y extranjeras, períodos de unidad y 

fragmentación, expansión imperial y dominación foránea, todos estos cambios históricos fueron 

navegados manteniendo Maat como principio fundamental de legitimidad política y jurídica. 

La comparación con otros sistemas jurídicos antiguos ilumina las características distintivas de Maat 

como principio estructurante del derecho. A diferencia del concepto mesopotámico de justicia, que 

enfatizaba la promulgación de leyes por autoridad real, Maat presentaba la justicia como un orden 

preexistente que debía ser descubierto y aplicado. Mientras que Hammurabi se presenta recibiendo las 

leyes del dios Shamash, el faraón egipcio no recibe Maat de los dioses, sino que la ofrece a ellos, 

subrayando su papel como mantenedor más que creador del orden jurídico. 

La comparación con el concepto griego de diké también resulta instructiva. Aunque ambos conceptos 

vinculan justicia y orden cósmico, diké evoluciona hacia una noción más abstracta y filosófica de 

justicia, mientras que Maat mantiene su carácter concreto y ritual. Para los egipcios, Maat nunca se 

convirtió en objeto de especulación filosófica abstracta del modo en que la justicia lo hizo para los 

filósofos griegos, permaneciendo siempre enraizada en prácticas rituales y jurídicas específicas. 

La influencia de Maat se extendió más allá del ámbito estrictamente jurídico para permear todos los 

aspectos de la cultura egipcia. En la arquitectura, los principios de simetría y equilibrio que caracterizan 

los monumentos egipcios pueden entenderse como expresiones visuales de Maat. En la medicina, los 

textos médicos egipcios frecuentemente conceptualizan la enfermedad como un desequilibrio que 

debe ser restaurado de acuerdo con Maat. Incluso en las matemáticas egipcias, la precisión y el 

equilibrio eran valorados como manifestaciones de Maat. 

3.2. El faraón como garante viviente de Maat 

La figura del faraón ocupaba el centro absoluto del sistema jurídico-político egipcio, no meramente 

como gobernante supremo, sino como la encarnación viviente del principio divino que mantenía el 

orden cósmico y social. Esta concepción del monarca como garante de Maat constituye uno de los 

aspectos más distintivos y duraderos de la civilización egipcia, proporcionando el fundamento 

ideológico para un sistema político que perduró, con notables continuidades, durante más de tres 

milenios. 

La naturaleza divina de la realeza egipcia debe comprenderse no como una simple deificación del 

poder político, sino como una compleja construcción teológica que situaba al faraón en la intersección 

entre los órdenes divino y humano. El faraón no era meramente un representante de los dioses en la 
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tierra, sino que participaba directamente de la naturaleza divina. Los textos egipcios consistentemente 

se refieren al rey como netjer, "dios", aunque un dios de características particulares, cuya divinidad se 

manifestaba precisamente en su capacidad de mantener Maat en el mundo terrestre. 

La titulatura real egipcia proporciona una ventana privilegiada hacia esta concepción teológica de la 

realeza. Los cinco nombres que componían la titulatura completa del faraón articulaban diferentes 

aspectos de su naturaleza divina y su función cósmica. El nombre de Horus identificaba al rey con el 

dios halcón, vinculándolo con la realeza divina primordial. El nombre de las Dos Señoras lo colocaba 

bajo la protección de las diosas tutelares del Alto y Bajo Egipto, subrayando su papel como unificador. 

El nombre de Horus de Oro enfatizaba la naturaleza imperecedera y divina de su ser. El nombre de 

Rey del Alto y Bajo Egipto precedía al prenomen, inscrito en un cartucho, mientras que el nombre de 

Hijo de Ra, seguido del nomen personal, también en cartucho, establecía su filiación divina directa. 

Esta elaborada titulatura no era mera pompa ceremonial, sino que articulaba una teoría comprehensiva 

del poder real y su relación con Maat. Cada elemento de la titulatura expresaba un aspecto diferente 

de cómo el faraón servía como nexo entre el orden divino y el terrestre. La multiplicidad de nombres 

divinos no implicaba que el faraón reclamara ser idéntico a cualquier deidad particular, sino que 

expresaba su participación única en diferentes aspectos del orden divino, todos necesarios para el 

mantenimiento efectivo de Maat. 

El concepto de realeza divina en Egipto difería significativamente de otras formas de monarquía 

sacralizada en el mundo antiguo. Mientras que en Mesopotamia el rey era primordialmente el 

representante terrestre de los dioses, elegido y legitimado por ellos pero ontológicamente distinto, el 

faraón egipcio era concebido como participando directamente en la esencia divina. Esta diferencia 

teológica tenía profundas implicaciones prácticas para el ejercicio del poder real y la administración de 

justicia. 

La coronación del faraón no era simplemente una ceremonia de investidura política, sino un complejo 

ritual de transformación ontológica. Los textos que describen las ceremonias de coronación, aunque 

fragmentarios, revelan un proceso mediante el cual el príncipe heredero era ritualmente transformado 

en un ser divino capaz de mantener Maat. Los ritos incluían purificaciones, unciones con aceites 

sagrados, la imposición de las coronas del Alto y Bajo Egipto, y la realización de actos rituales que 

recreaban la unificación primordial de las Dos Tierras. 

Particularmente significativo era el ritual de "la unión de las Dos Tierras" (sema tawy), en el cual el 

nuevo faraón ritualmente reunificaba el Alto y Bajo Egipto, recreando el acto primordial de 

Menes/Narmer. Este ritual no era una mera conmemoración histórica, sino una reactualización del 

establecimiento del orden cósmico. Al unir las Dos Tierras, el faraón no solo asumía el poder político 

sobre un territorio unificado, sino que restablecía el equilibrio cósmico fundamental entre las fuerzas 

duales que los egipcios percibían en todos los aspectos de la realidad. 

Los rituales diarios del faraón constituían una parte esencial de su función como mantenedor de Maat. 

Cada amanecer, el rey realizaba o supervisaba rituales que aseguraban la victoria de Ra sobre las fuerzas 

del caos y el inicio ordenado de un nuevo día. Estos rituales no eran actos simbólicos vacíos, sino que 
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se consideraban eficaces para el mantenimiento real del orden cósmico. La negligencia en su 

realización podría resultar en catástrofes cósmicas: el sol podría no salir, el Nilo podría no crecer, el 

caos podría irrumpir en el mundo ordenado. 

El papel del faraón en el culto templario era fundamental para su función como garante de Maat. 

Teóricamente, solo el faraón podía realizar los rituales en los templos, ya que solo él poseía la 

naturaleza divina necesaria para interactuar directamente con los dioses. En la práctica, por supuesto, 

era imposible para un solo individuo oficiar en los cientos de templos dispersos por todo Egipto, por 

lo que el rey delegaba esta función en los sacerdotes, quienes actuaban como sus representantes. Sin 

embargo, las representaciones en los muros de los templos invariablemente muestran al faraón, no a 

los sacerdotes, realizando los rituales, subrayando la ficción teológica esencial de que toda actividad 

cultual era realizada por el rey. 

La ofrenda de Maat constituía el ritual real paradigmático. En innumerables relieves templarios, vemos 

al faraón presentando una pequeña figura de la diosa Maat a las deidades. Este acto aparentemente 

simple condensaba toda la teología de la realeza egipcia: el rey, habiendo mantenido Maat en el mundo 

terrestre a través de su gobierno justo, podía ofrecerla a los dioses, quienes a su vez sustentaban el 

orden cósmico. Era un ciclo de reciprocidad cósmica en el cual el faraón ocupaba la posición 

mediadora crucial. 

La función judicial del faraón derivaba directamente de su papel como garante de Maat. Como fuente 

última de justicia, el rey no solo promulgaba leyes sino que encarnaba el principio mismo de justicia. 

Los textos egipcios frecuentemente describen al faraón como "quien hace Maat" o "en cuyo corazón 

está Maat". Esta identificación del rey con la justicia no era metafórica sino ontológica: el faraón justo 

no aplicaba un código externo de leyes, sino que manifestaba el orden cósmico inherente en su propia 

naturaleza divina. 

La evidencia de la actividad judicial directa del faraón proviene de diversas fuentes. Los decretos reales 

preservados muestran al rey interviniendo en disputas legales, otorgando exenciones, confirmando 

derechos de propiedad y estableciendo procedimientos judiciales. Las inscripciones autobiográficas de 

altos funcionarios frecuentemente mencionan haber recibido instrucciones directas del rey sobre 

cómo administrar justicia. Los textos literarios, como el Cuento del Campesino Elocuente, aunque 

ficticios, reflejan la expectativa cultural de que el rey era accesible como última instancia judicial. 

Particularmente reveladores son los casos en que el faraón intervenía personalmente en la 

administración de justicia. El papiro judicial de Turín, que registra los procedimientos contra los 

conspiradores en el harén de Ramsés III, muestra al faraón estableciendo una comisión especial pero 

manteniéndose cuidadosamente al margen de los procedimientos directos, posiblemente para 

preservar su pureza ritual. Otros textos muestran a faraones consultando precedentes antiguos, 

buscando oráculos divinos o convocando consejos de sabios para asegurar que sus decisiones 

estuvieran de acuerdo con Maat. 

La ideología real egipcia elaboró complejas justificaciones para las aparentes contradicciones entre la 

perfección divina del faraón y las realidades evidentes de error humano, injusticia y fracaso político. 
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Una estrategia fue distinguir entre la persona divina del cargo real, que era perfecta e infalible, y el 

ocupante humano individual, que podía fallar en realizar plenamente esa naturaleza divina. Otra fue 

atribuir los fracasos y las injusticias a la influencia de consejeros malvados o a la intervención de fuerzas 

caóticas que temporalmente nublaban la percepción real de Maat. 

Los textos de instrucciones reales proporcionan perspectivas fascinantes sobre cómo los propios 

faraones conceptualizaban su responsabilidad de mantener Maat. La Instrucción de Amenemhat I a 

su hijo Sesostris I, aunque probablemente una composición pseudoepigráfica, articula una visión del 

reinado como una carga pesada que requiere vigilancia constante contra las fuerzas del desorden. La 

Instrucción para Merikara presenta al rey aconsejando a su heredero sobre cómo gobernar de acuerdo 

con Maat, enfatizando la importancia de la justicia, la compasión hacia los súbditos y el mantenimiento 

del culto divino. 

El concepto del faraón como pastor de su pueblo proporciona otra metáfora importante para entender 

su papel como garante de Maat. Los textos egipcios frecuentemente describen al rey como el pastor 

que protege a su rebaño, proporcionando seguridad, justicia y prosperidad. Esta imagen pastoral no 

implicaba una relación de mera dominación, sino de cuidado recíproco: así como el pastor depende 

de su rebaño para su propio sustento, el faraón dependía del bienestar de sus súbditos para el 

mantenimiento efectivo de Maat. 

La relación entre el faraón y los dioses en el mantenimiento de Maat era de reciprocidad compleja. Por 

un lado, el rey derivaba su autoridad y capacidad de mantener Maat de su naturaleza divina y su relación 

filial con los dioses, particularmente Ra. Por otro lado, los dioses mismos dependían de las ofrendas y 

rituales realizados por el faraón para su sustento y para el mantenimiento del orden cósmico. Esta 

interdependencia mutua se expresaba en la fórmula ritual "vida por vida": el rey ofrecía Maat y sustento 

ritual a los dioses, quienes a cambio otorgaban vida, prosperidad y victoria al rey y, a través de él, a 

todo Egipto. 

Los festivales reales jugaban un papel crucial en la renovación periódica de la capacidad del faraón 

para mantener Maat. El festival Sed, celebrado idealmente después de treinta años de reinado y luego 

a intervalos más frecuentes, era particularmente importante. Durante este complejo ritual, que podía 

durar varios días, el rey experimentaba una muerte y renacimiento simbólicos, emergiendo 

rejuvenecido y con su poder divino renovado. Los relieves que representan el festival Sed muestran al 

faraón realizando hazañas físicas para demostrar su vigor renovado y recibiendo nuevamente las 

coronas y los símbolos de poder de manos de los dioses. 

La arquitectura monumental servía como expresión tangible y duradera del papel del faraón como 

mantenedor de Maat. Las pirámides del Reino Antiguo no eran simplemente tumbas grandiosas, sino 

máquinas cósmicas diseñadas para asegurar la transformación del rey muerto en un poder divino 

efectivo que continuaría manteniendo Maat desde el más allá. Los grandes templos del Reino Nuevo, 

con sus vastos programas decorativos mostrando al rey en comunión constante con los dioses, 

proclamaban visualmente su papel mediador entre los órdenes divino y humano. 
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El programa decorativo de los templos egipcios constituye un texto visual continuo sobre el papel del 

faraón en el mantenimiento de Maat. Las escenas de batalla no celebran simplemente victorias 

militares, sino que muestran al rey defendiendo el orden cósmico contra las fuerzas del caos 

encarnadas en los enemigos extranjeros. Las escenas de ofrenda no registran meramente actos de 

piedad, sino que documentan el cumplimiento continuo del rey de su deber cósmico fundamental. Las 

escenas de coronación y festivales divinos reafirman perpetuamente la legitimidad divina del monarca 

y su capacidad para mantener el orden universal. 

La ideología de la realeza divina enfrentó desafíos particulares durante los períodos de fragmentación 

política o dominación extranjera. Durante los Períodos Intermedios, cuando múltiples dinastías 

reclamaban autoridad real simultáneamente, cada una elaboraba justificaciones teológicas para su 

pretensión de ser el verdadero mantenedor de Maat. Los nomarcas que asumieron prerrogativas reales 

durante estos períodos adoptaron elementos de la ideología faraónica, presentándose como 

mantenedores locales de Maat en ausencia de una autoridad central efectiva. 

La conquista de Egipto por gobernantes extranjeros planteó desafíos teológicos particularmente 

agudos. Los reyes hicsos del Segundo Período Intermedio, los faraones nubios de la dinastía XXV, los 

persas, los ptolemaicos y los emperadores romanos, todos enfrentaron la necesidad de legitimarse 

dentro del marco ideológico egipcio tradicional. La solución general fue adoptar completamente la 

ideología faraónica, presentándose como faraones legítimos elegidos por los dioses egipcios para 

mantener Maat, independientemente de su origen étnico o cultural. 

Los faraones ptolemaicos proporcionan un caso de estudio particularmente interesante en la 

adaptación de la ideología real egipcia. Estos monarcas macedonios no solo adoptaron la titulatura 

faraónica completa y se representaron en estilo egipcio tradicional en los templos, sino que elaboraron 

complejas síntesis teológicas que armonizaban las concepciones griegas y egipcias de la realeza divina. 

La famosa piedra de Rosetta, con su decreto sacerdotal afirmando que Ptolomeo V había "establecido 

Maat en Egipto", demuestra la persistencia del concepto tradicional incluso bajo dominio helenístico. 

La relación entre el faraón y la élite administrativa en el mantenimiento de Maat merece consideración 

especial. Aunque el rey era teóricamente la única fuente de justicia y orden, en la práctica dependía de 

una vasta burocracia para implementar su voluntad. Los altos funcionarios no eran meros ejecutores 

de órdenes reales, sino participantes activos en el mantenimiento de Maat. Sus títulos frecuentemente 

incluían referencias a Maat, y sus autobiografías funerarias invariablemente enfatizaban su papel en 

ayudar al rey a mantener el orden cósmico. 

El visir, como funcionario más alto del reino después del faraón, tenía una relación particularmente 

importante con Maat. El texto conocido como la Instalación del Visir describe las responsabilidades 

del cargo en términos que lo presentan como el alter ego del faraón en la administración de justicia. 

El visir debía ser "el profeta de Maat", asegurando que la justicia se administrara correctamente en 

todo el reino. La tumba de Rekhmire en Tebas contiene extensas representaciones y textos que detallan 

cómo el visir cumplía esta función sagrada. 
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El ejército real también jugaba un papel importante en el mantenimiento de Maat, no solo defendiendo 

las fronteras contra las fuerzas caóticas del exterior, sino participando activamente en la extensión del 

orden divino. Las campañas militares egipcias se conceptualizaban consistentemente como esfuerzos 

por establecer o restaurar Maat en territorios donde había sido perturbada. Las inscripciones de 

victoria no celebran la conquista por sí misma, sino la imposición del orden divino sobre el caos 

extranjero. 

3.3. Fuentes para el estudio del derecho egipcio 

El estudio del derecho del antiguo Egipto presenta desafíos únicos debido a la naturaleza de las fuentes 

disponibles. A diferencia de Mesopotamia, donde se han preservado códigos legales extensos como el 

de Hammurabi, Egipto no nos ha legado compilaciones sistemáticas de leyes. Esta ausencia no 

significa que el antiguo Egipto careciera de un sistema legal sofisticado; más bien, refleja diferentes 

concepciones sobre la naturaleza del derecho y diferentes prácticas de preservación documental. La 

reconstrucción del derecho egipcio requiere, por tanto, un trabajo detectivesco que integre evidencia 

de una amplia variedad de fuentes textuales, arqueológicas e iconográficas. 

Las fuentes documentales para el estudio del derecho egipcio pueden clasificarse en varias categorías 

principales, cada una con sus propias características, limitaciones y potencialidades interpretativas. Los 

documentos legales propiamente dichos incluyen contratos, testamentos, actas judiciales, decretos 

reales y textos administrativos relacionados con la aplicación de la justicia. Estos documentos, aunque 

proporcionan evidencia directa de la práctica legal, rara vez articulan los principios jurídicos 

subyacentes, que deben ser inferidos a través del análisis cuidadoso de casos específicos. 

Los papiros jurídicos constituyen quizás la fuente más directa para comprender la práctica legal egipcia. 

Estos documentos, preservados principalmente gracias al clima seco de Egipto, abarcan un amplio 

rango temporal desde el Reino Antiguo hasta el período romano. Los archivos de Deir el-Medina, la 

aldea de los trabajadores que construyeron las tumbas reales en el Valle de los Reyes, han 

proporcionado una riqueza particular de documentación legal, incluyendo registros de disputas 

laborales, contratos de matrimonio, procedimientos de divorcio, transferencias de propiedad y actas 

de procesos judiciales. 

El archivo de Deir el-Medina es excepcional no solo por su volumen sino por proporcionar una visión 

de la vida legal de personas comunes en lugar de solo la élite. Los documentos revelan un sistema legal 

accesible donde los trabajadores podían llevar sus disputas ante tribunales locales, redactar contratos 

legalmente vinculantes y buscar reparación por agravios. Un caso particularmente iluminador 

involucra a la trabajadora Naunakhte, quien utilizó el sistema legal para desheredar a varios de sus 

hijos que la habían tratado mal en su vejez, demostrando tanto los derechos legales de las mujeres 

como la flexibilidad del derecho sucesorio egipcio. 

Los ostraca, fragmentos de cerámica o piedra caliza utilizados para escritura cotidiana, proporcionan 

otra categoría importante de evidencia legal. Aunque a menudo fragmentarios, estos textos preservan 

borradores de contratos, recibos, listas de testigos y memoranda legales que ofrecen vislumbres de la 
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práctica legal diaria. Su misma informalidad los hace valiosos, ya que a menudo capturan aspectos del 

proceso legal que los documentos más formales omiten. 

Los papiros del período ptolemaico y romano son particularmente abundantes y proporcionan 

evidencia detallada sobre la evolución del derecho egipcio bajo influencia helenística. Los archivos de 

ciudades como Oxyrhynchus han producido miles de documentos legales que muestran la compleja 

interacción entre las tradiciones legales egipcias, griegas y romanas. Estos documentos revelan no solo 

la persistencia de instituciones legales egipcias tradicionales, sino también su adaptación creativa a 

nuevas circunstancias políticas y culturales. 

Los decretos reales constituyen otra categoría fundamental de fuentes legales. Aunque relativamente 

raros, estos documentos proporcionan evidencia directa de la legislación faraónica. El Decreto de 

Horemheb, por ejemplo, aborda abusos administrativos y establece penas específicas para 

funcionarios corruptos. Los decretos de inmunidad templaria, como los de Pepi II para el templo de 

Min en Coptos, revelan las complejas relaciones entre autoridad real, instituciones religiosas y derecho 

fiscal. 

Los textos administrativos, aunque no siempre explícitamente legales, proporcionan contexto esencial 

para entender el funcionamiento del sistema jurídico. Los registros de impuestos, censos, 

distribuciones de raciones y correspondencia oficial revelan las estructuras burocráticas dentro de las 

cuales operaba el derecho. El Papiro Wilbour, un registro catastral del reinado de Ramsés V, 

proporciona información detallada sobre tenencia de tierra y obligaciones fiscales, elementos 

fundamentales del derecho de propiedad egipcio. 

Las fuentes literarias, aunque no son documentos legales per se, ofrecen perspectivas invaluables sobre 

concepciones egipcias de justicia, procedimientos legales y normas sociales. El Cuento del Campesino 

Elocuente no solo proporciona el discurso más extenso sobre la naturaleza de la justicia en la literatura 

egipcia, sino que también describe procedimientos judiciales, la jerarquía de apelaciones y las 

expectativas culturales sobre el comportamiento judicial. 

Las instrucciones o textos sapienciales constituyen una categoría literaria particularmente importante 

para entender los fundamentos éticos del derecho egipcio. Textos como las Instrucciones de 

Ptahhotep, las Instrucciones de Amenemhat, o las tardías Instrucciones de Onchsheshonqy articulan 

normas de comportamiento social que, aunque no son técnicamente leyes, revelan los valores 

subyacentes que informaban el sistema legal. Estos textos frecuentemente aconsejan sobre cómo 

comportarse en contextos legales, proporcionando evidencia indirecta sobre procedimientos judiciales 

y expectativas sociales. 

Los textos funerarios proporcionan otra ventana hacia las concepciones egipcias del derecho y la 

justicia. El Libro de los Muertos, particularmente el Capítulo 125 con su "confesión negativa", 

enumera transgresiones que el difunto niega haber cometido. Esta lista, aunque enmarcada en un 

contexto religioso, efectivamente cataloga comportamientos considerados criminales o antisociales, 

proporcionando un código moral que complementa nuestra comprensión del derecho positivo 

egipcio. 
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Las autobiografías funerarias de funcionarios constituyen una fuente rica aunque problemática. Estos 

textos, inscritos en tumbas, frecuentemente alardean de la administración justa del difunto y pueden 

incluir referencias a casos legales específicos. Sin embargo, su naturaleza idealizada requiere 

interpretación cuidadosa. Cuando el nomarca Amenemhab afirma haber "juzgado entre dos hombres 

de modo que ambos quedaron satisfechos", podemos inferir tanto el ideal de resolución consensual 

de disputas como la realidad de que tal resultado era suficientemente raro como para merecer alabanza 

especial. 

Las fuentes arqueológicas complementan la evidencia textual de maneras importantes. La arquitectura 

de edificios administrativos y judiciales, aunque raramente preservada, puede proporcionar 

información sobre la organización espacial de la justicia. Los sellos oficiales y sus impresiones 

proporcionan evidencia de procedimientos administrativos y cadenas de autoridad. Los objetos 

utilizados en procedimientos legales, como pesas y medidas estandarizadas, revelan la infraestructura 

material del comercio regulado legalmente. 

La evidencia iconográfica, particularmente las representaciones de escenas judiciales en tumbas y 

templos, ofrece perspectivas únicas sobre procedimientos legales. La tumba de Rekhmire, visir bajo 

Tutmosis III y Amenhotep II, contiene representaciones detalladas de escenas judiciales que muestran 

la disposición física de la corte, los gestos rituales asociados con el testimonio y la jerarquía visual de 

participantes en el proceso legal. 

Las fuentes del derecho egipcio también deben incluir evidencia comparativa de culturas 

contemporáneas. Los archivos de Nuzi, Mari y Ugarit contienen referencias a prácticas legales egipcias 

en contextos internacionales. Los tratados internacionales, como el famoso tratado entre Ramsés II y 

Hattusili III, revelan concepciones egipcias del derecho internacional y procedimientos diplomáticos. 

La distribución cronológica de las fuentes presenta desafíos significativos. Mientras que algunos 

períodos, particularmente el Reino Nuevo y la época grecorromana, están relativamente bien 

documentados, otros períodos son mucho más oscuros. El Reino Antiguo, a pesar de su importancia 

formativa, ha dejado relativamente pocos documentos legales. Los Períodos Intermedios, con su 

fragmentación política, presentan problemas particulares de interpretación, ya que las prácticas legales 

pueden haber variado significativamente entre diferentes centros de poder. 

La distribución geográfica de las fuentes también es problemática. La gran mayoría de los papiros 

provienen del Alto Egipto, donde las condiciones climáticas favorecieron su preservación. El Delta, a 

pesar de su importancia económica y demográfica, está dramáticamente subrepresentado en el registro 

documental. Esta disparidad geográfica puede distorsionar nuestra comprensión del derecho egipcio, 

particularmente en áreas como el derecho marítimo o comercial donde el Delta habría sido 

predominante. 

El problema del lenguaje añade otra capa de complejidad. Los documentos legales egipcios existen en 

varias etapas del lenguaje egipcio: egipcio antiguo, egipcio medio, egipcio tardío, demótico y copto, 

además de documentos en griego del período ptolemaico. Cada etapa lingüística presenta sus propios 
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desafíos de interpretación, y la terminología legal puede cambiar significativamente a lo largo del 

tiempo, requiriendo cuidadosa atención a la evolución semántica. 

La cuestión de la literacy y la producción de documentos también afecta la naturaleza de nuestras 

fuentes. Aunque la alfabetización era limitada en el antiguo Egipto, existía una clase profesional de 

escribas especializados en documentos legales. La fórmula "escrito por el escriba X a petición de Y 

quien no sabe escribir" aparece frecuentemente en contratos, indicando que el analfabetismo no era 

barrera para la participación en transacciones legales. Sin embargo, esto significa que nuestras fuentes 

están mediadas por las convenciones y fórmulas de los escribas profesionales. 

Las lagunas en las fuentes son tan informativas como las fuentes mismas. La ausencia de códigos 

legales comprehensivos no debe interpretarse necesariamente como evidencia de un sistema legal 

primitivo o no sistemático. Más bien, puede reflejar una concepción del derecho como emanando de 

Maat y mediado por el faraón en lugar de codificado en textos autoritativos. La flexibilidad y casuística 

del derecho egipcio pueden haber hecho innecesaria o incluso indeseable la codificación rígida. 

La metodología para trabajar con estas fuentes requiere un enfoque interdisciplinario. La filología 

proporciona las herramientas básicas para la interpretación textual, pero debe ser complementada por 

aproximaciones antropológicas, sociológicas e históricas. El análisis comparativo con otros sistemas 

legales antiguos puede iluminar características distintivas del derecho egipcio, mientras que la teoría 

legal moderna puede proporcionar marcos conceptuales para entender prácticas antiguas. 

3.4. Administración de justicia en el Egipto faraónico 

La administración de justicia en el antiguo Egipto representaba la implementación práctica del 

principio cósmico de Maat en la resolución de disputas cotidianas y el mantenimiento del orden social. 

El sistema judicial egipcio, desarrollado a lo largo de tres milenios, exhibía una sofisticación notable 

en sus procedimientos, instituciones y principios operativos. Lejos de ser un sistema arbitrario basado 

en el capricho real o la autoridad religiosa, la justicia egipcia operaba a través de instituciones bien 

definidas, procedimientos establecidos y principios jurídicos coherentes, aunque estos últimos rara vez 

se articulaban en forma de códigos abstractos. 

La estructura del sistema judicial egipcio reflejaba la organización administrativa general del estado 

faraónico. En la cúspide se encontraba el faraón, fuente última de toda justicia, quien teóricamente 

podía intervenir en cualquier caso pero en la práctica delegaba la mayoría de las funciones judiciales. 

Debajo del faraón, el visir servía como el principal funcionario judicial del reino, supervisando la 

administración de justicia y actuando como corte de apelación final para casos que no requerían la 

intervención real directa. 

El texto conocido como las "Instrucciones del Visir", preservado en varias tumbas del Reino Nuevo, 

proporciona una descripción detallada de las responsabilidades judiciales del visir. Según este texto, el 

visir presidía diariamente sesiones judiciales en la "Gran Sala", donde escuchaba casos importantes y 

apelaciones. El texto enfatiza repetidamente que el visir debe juzgar imparcialmente, sin favorecer al 

poderoso sobre el débil, adhiriéndose estrictamente a Maat. La descripción de los procedimientos 
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revela un sistema formal con reglas establecidas sobre presentación de evidencia, interrogatorio de 

testigos y registro de decisiones. 

Por debajo del nivel central, la administración de justicia se organizaba a través de una red de tribunales 

locales y regionales. Los tribunales locales, conocidos como "kenbet", operaban en ciudades y aldeas 

a lo largo de Egipto. Estos tribunales estaban compuestos típicamente por funcionarios locales y 

ciudadanos respetables, combinando funciones judiciales con responsabilidades administrativas más 

amplias. La composición de la kenbet variaba según el período y la localidad, pero generalmente incluía 

escribas, sacerdotes y otros notables locales. 

La evidencia de Deir el-Medina proporciona el cuadro más completo del funcionamiento de un 

tribunal local. La kenbet de esta comunidad de trabajadores reales estaba compuesta por los capataces 

de las cuadrillas de trabajadores, escribas y trabajadores senior respetados. El tribunal se reunía 

regularmente, a menudo en la capilla local, para escuchar disputas que iban desde deudas menores 

hasta acusaciones de adulterio y robo. Los registros muestran que el tribunal seguía procedimientos 

establecidos, requiriendo juramentos, escuchando testimonios y consultando documentos relevantes 

antes de emitir decisiones. 

Los tribunales regionales, presididos por nomarcas o otros altos funcionarios provinciales, manejaban 

casos más serios o apelaciones de las kenbet locales. Durante el Reino Nuevo, existían también 

tribunales especializados, como el "Gran Kenbet" de Tebas, que manejaba casos importantes del Alto 

Egipto. La jurisdicción de estos diversos tribunales no siempre estaba claramente delimitada, y hay 

evidencia de disputas jurisdiccionales y forum shopping por parte de litigantes que buscaban el tribunal 

más favorable. 

Los procedimientos judiciales egipcios exhibían un grado considerable de formalidad y regularidad. 

Los casos generalmente comenzaban con una queja formal presentada ante el tribunal apropiado. El 

demandante debía presentar su caso, a menudo por escrito si podía permitírselo, especificando el 

agravio y el remedio buscado. El acusado era entonces convocado para responder a los cargos. Ambas 

partes podían presentar evidencia documental, llamar testigos y argumentar su caso, a menudo con la 

asistencia de individuos más educados que actuaban como una especie de abogados informales. 

El juramento jugaba un papel central en los procedimientos judiciales egipcios. Los testigos juraban 

decir la verdad, generalmente invocando a una deidad y aceptando castigos divinos por perjurio. Los 

tipos de juramentos variaban según la gravedad del caso, desde simples afirmaciones hasta elaborados 

juramentos en templos ante estatuas divinas. El papiro Mayer A registra cómo los acusados en el caso 

de los robos de tumbas reales fueron llevados al templo para jurar su inocencia, con la creencia de que 

la deidad castigaría inmediatamente a los perjuros. 

La evidencia documental tenía un peso particular en los tribunales egipcios, reflejando la cultura 

burocrática altamente alfabetizada de la élite egipcia. Los contratos, recibos, títulos de propiedad y 

correspondencia eran rutinariamente presentados como evidencia. Los tribunales mantenían archivos 

de decisiones previas que podían ser consultados como precedentes, aunque el concepto de stare 
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decisis como principio vinculante no parece haber existido. La autenticación de documentos era una 

preocupación constante, con procedimientos establecidos para verificar sellos y firmas de testigos. 

El testimonio oral también era crucial, particularmente en casos que involucraban a individuos 

analfabetos o disputas sobre eventos no documentados. Los procedimientos para el interrogatorio de 

testigos muestran sofisticación considerable. Los testigos podían ser interrogados por separado para 

detectar inconsistencias, y el testimonio contradictorio podía resultar en cargos de perjurio contra el 

testigo mendaz. En casos serios, particularmente aquellos que involucraban acusaciones criminales, la 

tortura podía emplearse para extraer confesiones, aunque la evidencia sugiere que esto era 

relativamente raro y requería autorización de funcionarios superiores. 

Los oráculos divinos representaban un elemento distintivo en la administración de justicia egipcia, 

particularmente durante el Reino Nuevo y períodos posteriores. En casos difíciles o cuando la 

evidencia convencional era inconclusa, las partes podían acordar someter la disputa a un oráculo 

divino. El procedimiento típicamente involucraba presentar la pregunta a una estatua divina durante 

una procesión, con el movimiento de la estatua (manipulada por sacerdotes) interpretado como la 

respuesta divina. Aunque modernamente podemos ver esto como manipulación, para los egipcios 

representaba un medio legítimo de discernir Maat en casos ambiguos. 

Las penas en el derecho egipcio variaban considerablemente según la naturaleza del delito y el estatus 

social del ofensor. Para ofensas menores, las multas y la compensación a la víctima eran los remedios 

más comunes. El principio de restitución múltiple aparece frecuentemente: un ladrón podía ser 

obligado a devolver dos o tres veces el valor de lo robado. Para ofensas más serias, las penas corporales 

incluían golpes, mutilación (particularmente corte de nariz u orejas) y, en los casos más graves, 

ejecución. 

El trabajo forzado representaba otra forma común de castigo, con criminales condenados enviados a 

minas, canteras o proyectos de construcción. Esta pena servía al doble propósito de castigar al ofensor 

y proporcionar mano de obra para proyectos estatales. El exilio, interno o externo, también se 

empleaba, particularmente para ofensas políticas o religiosas. La confiscación de propiedad 

acompañaba frecuentemente otras penas, especialmente en casos de traición o corrupción oficial. 

La evidencia sugiere que el sistema judicial egipcio reconocía principios de proporcionalidad y 

mitigación. Los jueces consideraban factores como la intención, las circunstancias del delito y el 

historial previo del acusado. Los documentos de Deir el-Medina muestran casos donde las penas se 

reducían debido a circunstancias atenuantes o donde se permitían planes de pago para multas que el 

condenado no podía pagar inmediatamente. 

El concepto de apelación existía en el sistema judicial egipcio, aunque los procedimientos exactos 

variaban según el período y la jurisdicción. Las decisiones de tribunales locales podían apelarse ante 

tribunales regionales, y de allí al visir o incluso al faraón. Sin embargo, la apelación no era un derecho 

automático y podía requerir demostrar errores procedimentales o nueva evidencia. Los costos y 

dificultades de apelar significaban que muchas decisiones de tribunales locales eran efectivamente 

finales para litigantes ordinarios. 
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La ejecución de sentencias presentaba desafíos prácticos que el sistema egipcio abordaba de varias 

maneras. Para multas y compensaciones, el tribunal podía autorizar la confiscación de propiedad del 

deudor. Los documentos muestran que los acreedores podían obtener órdenes judiciales para 

apoderarse de bienes o incluso requerir trabajo del deudor hasta saldar la deuda. En casos de 

resistencia, los tribunales podían autorizar el uso de fuerza, aunque la evidencia sugiere que la presión 

social y religiosa generalmente aseguraba el cumplimiento. 

El papel de los precedentes en el derecho egipcio presenta un cuadro complejo. Aunque no existía 

una doctrina formal de precedente vinculante, los jueces claramente consultaban decisiones anteriores 

para guiar sus resoluciones. Las referencias a "lo que se hizo en casos similares" aparecen en varios 

documentos judiciales. Los archivos de templos y oficinas administrativas preservaban registros de 

casos importantes que podían ser consultados. Esta práctica sugiere un sistema que valoraba la 

consistencia y predictibilidad, incluso sin una teoría formal de precedentes. 

La relación entre justicia secular y religiosa en Egipto era compleja e interpenetrada. Aunque los 

tribunales regulares manejaban la mayoría de los casos civiles y criminales, los templos mantenían sus 

propios tribunales para asuntos internos y disputas que involucraban propiedad o personal del templo. 

La jurisdicción entre tribunales seculares y religiosos a veces se superponía, llevando a conflictos 

jurisdiccionales. Durante períodos de debilidad del poder central, los tribunales de los templos a 

menudo expandían su jurisdicción, actuando como tribunales generales para sus comunidades. 

Los casos criminales en el antiguo Egipto abarcaban una amplia gama de ofensas, desde delitos 

menores contra la propiedad hasta crímenes capitales contra el estado o la religión. El robo era quizás 

el crimen más común documentado en nuestras fuentes. Los procedimientos para manejar casos de 

robo muestran sofisticación considerable, incluyendo investigaciones para recuperar bienes robados, 

interrogatorios de sospechosos y cómplices, y sistemas para compensar a las víctimas. 

Los crímenes violentos, incluyendo asalto y homicidio, se trataban con seriedad particular. La 

distinción entre homicidio premeditado y no intencional aparece en varios textos, sugiriendo que el 

derecho egipcio reconocía gradaciones de culpabilidad. Los casos de homicidio podían resultar en 

ejecución del perpetrador, aunque la evidencia sugiere que las familias de las víctimas a veces podían 

aceptar compensación en lugar de insistir en la pena capital, particularmente en casos de muerte 

accidental. 

Los delitos sexuales, particularmente el adulterio y la violación, aparecen en los registros judiciales, 

aunque con menos frecuencia que los crímenes contra la propiedad. El adulterio se consideraba 

principalmente una ofensa contra el esposo, quien podía buscar divorcio y compensación. La violación 

se trataba como un crimen serio, aunque las penas variaban según el estatus de la víctima. Los casos 

que involucraban a mujeres casadas se trataban con particular severidad, ya que comprometían no solo 

a la víctima sino también los derechos del esposo. 

La corrupción oficial y el abuso de poder representaban preocupaciones constantes en la 

administración de justicia egipcia. Numerosos textos, desde el decreto de Horemheb hasta las 

instrucciones sapienciales tardías, advierten contra jueces corruptos que aceptan sobornos o favorecen 
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al poderoso sobre el débil. Las penas para funcionarios corruptos podían ser severas, incluyendo 

destitución, confiscación de propiedad y castigos corporales. Sin embargo, la persistencia de estas 

advertencias sugiere que la corrupción judicial era un problema perenne. 

3.5. Derecho de familia y sucesiones 

El derecho de familia en el antiguo Egipto presentaba características notablemente progresistas para 

su época, particularmente en lo concerniente al estatus legal de las mujeres y la flexibilidad de los 

arreglos matrimoniales. A diferencia de muchas sociedades antiguas donde las mujeres eran perpetuas 

menores bajo tutela masculina, las mujeres egipcias gozaban de capacidad jurídica plena, podían poseer 

propiedad, realizar contratos, testificar en tribunales y disponer libremente de sus bienes. Esta 

autonomía legal femenina constituye uno de los aspectos más distintivos del derecho egipcio y tuvo 

profundas implicaciones para la estructura y dinámica de la familia egipcia. 

El matrimonio en el antiguo Egipto era fundamentalmente un arreglo social y económico más que 

una institución religiosa o legal formal. No existía una ceremonia matrimonial requerida por ley ni un 

registro civil de matrimonios. En su lugar, el matrimonio se establecía cuando una pareja comenzaba 

a cohabitar con la intención de formar una unidad doméstica permanente. Esta informalidad no 

significaba que el matrimonio careciera de consecuencias legales; por el contrario, la formación de una 

unidad matrimonial creaba derechos y obligaciones mutuos significativos entre los cónyuges. 

Los contratos matrimoniales, aunque no requeridos para la validez del matrimonio, se volvieron cada 

vez más comunes a partir del Reino Nuevo. Estos documentos, conocidos como "escrituras de 

mantenimiento" o "contratos de propiedad matrimonial", especificaban los arreglos económicos entre 

los cónyuges. Un contrato típico detallaba la dote aportada por la novia, las obligaciones de 

mantenimiento del esposo, y las provisiones para la división de propiedad en caso de divorcio o 

muerte. Estos contratos revelan una preocupación sofisticada por proteger los intereses económicos 

de ambas partes, particularmente de la esposa. 

La naturaleza de la dote egipcia difería significativamente de la práctica en otras sociedades antiguas. 

Mientras que en muchas culturas la dote representaba un pago de la familia de la novia al novio, en 

Egipto la dote permanecía como propiedad de la esposa, administrada conjuntamente durante el 

matrimonio pero retornable a ella en caso de divorcio sin culpa de su parte. Además, el esposo 

frecuentemente agregaba una "donación nupcial" a la propiedad de la esposa, que ella conservaba 

independientemente de cómo terminara el matrimonio. 

Los documentos de Deir el-Medina proporcionan ejemplos detallados de contratos matrimoniales. 

Un contrato particularmente bien preservado del escriba Amenakhte especifica que él aporta una lista 

detallada de bienes como donación nupcial, promete proporcionar aceite, vestimenta y otros 

necesarios para su esposa, y acuerda que si la repudia deberá compensarla con una cantidad específica 

de plata. El contrato también estipula que los hijos heredarán conjuntamente, sin distinción de género, 

una provisión típica del derecho sucesorio egipcio. 



160 
 

La poligamia era legal pero poco común en el antiguo Egipto fuera de la familia real. La evidencia 

sugiere que la monogamia era la norma para la gran mayoría de la población, probablemente por 

razones económicas tanto como sociales. Mantener múltiples hogares era costoso, y los contratos 

matrimoniales frecuentemente incluían cláusulas que penalizaban al esposo si tomaba una segunda 

esposa. Cuando ocurría la poligamia, la primera esposa generalmente retenía un estatus superior y 

derechos preferenciales. 

El concubinato representaba una categoría reconocida pero inferior de relación. Las concubinas no 

tenían los mismos derechos legales que las esposas, aunque sus hijos podían ser reconocidos y tener 

derechos hereditarios si el padre los legitimaba. La distinción entre esposa y concubina a veces era 

borrosa, particularmente en casos donde no existían contratos matrimoniales formales, llevando a 

disputas legales sobre estatus y derechos. 

El divorcio en el antiguo Egipto era notablemente fácil de obtener y disponible para ambos géneros. 

Cualquier cónyuge podía iniciar el divorcio simplemente declarando la intención de separarse y 

estableciendo residencia separada. No se requerían causales específicas, aunque el adulterio, el 

abandono y el maltrato aparecen frecuentemente en los documentos como razones para el divorcio. 

La facilidad del divorcio se equilibraba con consecuencias económicas significativas diseñadas para 

proteger a la parte más vulnerable, generalmente la esposa. 

Las consecuencias económicas del divorcio dependían de las circunstancias de la separación. Si el 

esposo iniciaba el divorcio sin culpa de la esposa, típicamente debía devolverle su dote más la donación 

nupcial y posiblemente compensación adicional. Si la esposa iniciaba el divorcio o era culpable de 

adulterio, podía perder parte o toda la donación nupcial, aunque generalmente retenía su dote original. 

Los hijos normalmente permanecían con la madre, y el padre tenía obligaciones de mantenimiento 

continuas. 

Los derechos de propiedad dentro del matrimonio muestran la sofisticación del derecho familiar 

egipcio. Los cónyuges mantenían propiedad separada sobre los bienes que traían al matrimonio o 

adquirían por herencia. La propiedad adquirida durante el matrimonio a través del trabajo conjunto se 

consideraba común, dividible equitativamente en caso de divorcio. Las mujeres podían administrar su 

propia propiedad, realizar transacciones comerciales y aparecer en tribunales sin requerir el 

consentimiento o presencia de sus esposos. 

La evidencia de litigios matrimoniales revela las complejidades prácticas de estos principios. Un caso 

de Deir el-Medina involucra a una mujer demandando a su ex esposo por no devolver su dote 

completa después del divorcio. El tribunal, después de examinar el contrato matrimonial original y 

escuchar testimonios sobre las circunstancias de la separación, ordenó al esposo devolver la dote más 

una penalidad. Tales casos demuestran que los tribunales egipcios tomaban en serio la protección de 

los derechos de propiedad femeninos. 

Las relaciones entre padres e hijos estaban gobernadas por obligaciones legales mutuas. Los padres 

tenían el deber de mantener y educar a sus hijos, mientras que los hijos adultos tenían la obligación de 

cuidar a sus padres ancianos. El incumplimiento de estas obligaciones podía tener consecuencias 
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legales, incluyendo la desheredación. El caso de Naunakhte mencionado anteriormente ilustra cómo 

una madre podía usar su poder testamentario para penalizar a hijos que no cumplían con sus deberes 

filiales. 

La legitimidad en el derecho egipcio era un concepto relativamente flexible. Aunque los hijos nacidos 

dentro del matrimonio tenían un estatus preferencial, los hijos ilegítimos podían ser reconocidos por 

sus padres y adquirir derechos hereditarios. La adopción también era común, proporcionando un 

mecanismo para que individuos sin hijos aseguraran herederos o para que familias expandieran sus 

redes de parentesco. Los contratos de adopción especificaban los derechos y obligaciones mutuos del 

adoptante y el adoptado. 

El derecho sucesorio egipcio se caracterizaba por principios de partición equitativa entre herederos y 

considerable libertad testamentaria. A diferencia de muchos sistemas antiguos que favorecían la 

primogenitura o la herencia exclusivamente masculina, el derecho egipcio trataba a todos los hijos, 

independientemente del género o orden de nacimiento, como herederos iguales de sus padres. Esta 

igualdad herederos se extendía a la propiedad tanto del padre como de la madre. 

La sucesión intestada seguía reglas establecidas de distribución. Los hijos del difunto eran los 

herederos primarios, compartiendo la herencia equitativamente. Si no había hijos, la herencia pasaba 

a los padres del difunto, luego a los hermanos, y así sucesivamente siguiendo líneas de parentesco. El 

cónyuge sobreviviente no era técnicamente un heredero pero retenía derechos sobre la propiedad 

matrimonial común y cualquier donación específica hecha por el difunto. 

Los testamentos egipcios, conocidos como "documentos de división" (imy-per), permitían 

considerable flexibilidad en la disposición de propiedad. Un testador podía favorecer a ciertos 

herederos, desheredar a otros (aunque generalmente se requerían razones), hacer legados a no 

parientes, o establecer fundaciones piadosas. Los testamentos frecuentemente incluían maldiciones 

elaboradas contra cualquiera que desafiara sus disposiciones, invocando castigos divinos además de 

remedios legales. 

Un testamento particularmente detallado del Reino Medio, el testamento de Wah, ilustra las 

complejidades de la planificación sucesoria egipcia. Wah, un funcionario de rango medio, detalla 

meticulosamente la distribución de su propiedad, incluyendo tierras, sirvientes, ganado y bienes 

muebles. Establece que su esposa recibirá porciones específicas de por vida, después de lo cual pasarán 

a sus hijos. También hace provisiones para el mantenimiento de su culto funerario, asignando tierras 

cuyos ingresos sostendrán ofrendas perpetuas. 

La ejecución de testamentos involucraba procedimientos formales para asegurar su validez y 

cumplimiento. Los testamentos debían ser escritos por escribas autorizados, sellados apropiadamente 

y atestiguados por testigos confiables. Después de la muerte del testador, el documento era leído 

públicamente, generalmente en presencia de funcionarios locales y los herederos potenciales. Las 

disputas sobre la validez o interpretación de testamentos eran comunes y podían resultar en litigios 

prolongados. 
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Los documentos de adopción y legitimación revelan estrategias sofisticadas para la planificación 

familiar y la transmisión de propiedad. Un papiro del Reino Nuevo registra cómo un matrimonio sin 

hijos adopta a su esclavo liberado, convirtiéndolo en su heredero legal. Otro documento muestra a un 

padre legitimando a los hijos de su concubina, asegurándoles derechos hereditarios iguales a los de los 

hijos de su esposa principal. Estas prácticas demuestran la flexibilidad del sistema familiar egipcio para 

adaptarse a circunstancias diversas. 

La propiedad familiar y su transmisión presentaban complejidades particulares en el derecho egipcio. 

Ciertos tipos de propiedad, particularmente tierras con obligaciones de servicio adjuntas o propiedades 

del culto funerario, podían estar sujetas a restricciones sobre su enajenación. Los documentos 

muestran familias creando acuerdos elaborados para mantener tales propiedades indivisas mientras 

proporcionaban para las necesidades de múltiples herederos. Estos acuerdos a veces establecían 

rotaciones de uso o sistemas de administración conjunta que podían persistir por generaciones. 

El concepto de propiedad de linaje aparece en varios contextos, particularmente relacionado con 

tumbas familiares y equipamiento de culto. Las familias mantenían derechos colectivos sobre estos 

bienes sagrados, con reglas elaboradas sobre quién podía ser enterrado en la tumba familiar o participar 

en los rituales del culto ancestral. Las disputas sobre estos derechos podían ser particularmente 

acrimonias, ya que involucraban no solo intereses económicos sino también la identidad familiar y las 

obligaciones religiosas. 

Los contratos prenupciales egipcios muestran una preocupación sofisticada por proteger los intereses 

de propiedad de ambas partes. Un contrato del período ptolemaico especifica no solo la dote y la 

donación nupcial, sino también arreglos detallados sobre cómo se manejarán las deudas 

prematrimoniales, los ingresos futuros y las herencias potenciales. El contrato incluso aborda 

escenarios como la incapacidad de uno de los cónyuges, estableciendo procedimientos para la tutela y 

la administración de propiedad. 

La custodia de los hijos en casos de divorcio o muerte de un padre presenta un cuadro matizado. 

Aunque los niños pequeños generalmente permanecían con sus madres, los padres retenían derechos 

y obligaciones significativos. Los acuerdos de custodia podían especificar arreglos de visitación, 

responsabilidades educativas y obligaciones de mantenimiento. En casos de muerte de ambos padres, 

los parientes cercanos asumían la tutela, con los tribunales supervisando para asegurar el bienestar de 

los huérfanos y la protección de su herencia. 

El tratamiento legal de la violencia doméstica en el antiguo Egipto revela actitudes complejas hacia las 

relaciones familiares. Aunque el castigo físico moderado de esposas e hijos se consideraba dentro de 

la autoridad del cabeza de familia, el abuso excesivo podía resultar en intervención legal. Los 

documentos de Deir el-Medina registran casos donde vecinos intervenían en disputas domésticas 

violentas, y las mujeres podían buscar protección de las autoridades o iniciar procedimientos de 

divorcio basados en maltrato. 

Los derechos de las viudas recibían protección particular en el derecho egipcio. Una viuda retenía 

control sobre su dote, cualquier propiedad que hubiera heredado o adquirido independientemente, y 
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su parte de la propiedad matrimonial común. También tenía derecho a permanecer en el hogar familiar, 

al menos temporalmente, y a recibir mantenimiento del patrimonio de su esposo fallecido. Los 

intentos de los herederos de desalojar a viudas o privarlas de sus derechos podían resultar en 

intervención judicial. 

El nuevo matrimonio de viudas y divorciadas era común y legalmente sin restricciones. Las mujeres 

podían casarse nuevamente sin perder derechos de propiedad de matrimonios anteriores, aunque los 

contratos frecuentemente abordaban cómo se manejaría la propiedad de diferentes matrimonios. Los 

hijos de matrimonios anteriores retenían derechos hereditarios sobre la propiedad de sus padres 

biológicos, creando a veces situaciones familiares complejas que requerían negociación cuidadosa. 

La intersección del derecho familiar con el derecho laboral aparece en varios contextos. Los contratos 

de aprendizaje frecuentemente involucraban arreglos cuasi-familiares donde el maestro asumía 

responsabilidades parentales sobre el aprendiz. Los contratos de nodriza especificaban no solo 

compensación sino también obligaciones de cuidado que se aproximaban a deberes maternales. Los 

matrimonios entre esclavos o entre libres y esclavos creaban complejidades legales particulares sobre 

el estatus de los hijos y los derechos de propiedad. 

Las obligaciones de mantenimiento extendidas más allá de la familia nuclear inmediata en ciertos 

contextos. Los contratos podían especificar obligaciones de cuidar a parientes ancianos, mantener a 

hermanos menores o proporcionar para sirvientes domésticos de largo plazo. Estas obligaciones a 

veces se transmitían a través de generaciones, con herederos asumiendo responsabilidades de 

mantenimiento junto con la propiedad heredada. 

El papel de los testigos en asuntos familiares era crucial para la validez legal. Los matrimonios, aunque 

informales, a menudo se celebraban ante testigos que podían testificar más tarde sobre la existencia 

de la unión. Los testamentos requerían testigos que pudieran verificar la capacidad mental del testador 

y la ausencia de coerción. Los acuerdos de divorcio frecuentemente se negociaban ante testigos que 

podían confirmar los términos acordados. Esta dependencia del testimonio refleja una sociedad donde 

las relaciones personales y la reputación comunitaria jugaban roles vitales en la aplicación legal. 

La evidencia de disputas familiares proporciona perspectivas sobre cómo funcionaban estos principios 

legales en la práctica. Un caso extensamente documentado involucra una disputa entre hermanos sobre 

la herencia paterna donde uno afirmaba que el otro había ejercido influencia indebida sobre su padre 

anciano para alterar su testamento. El tribunal examinó no solo el testamento sino también el 

testimonio sobre el estado mental del padre, el comportamiento de los hijos hacia él, y precedentes de 

casos similares antes de emitir su decisión. 

3.6. Propiedad y obligaciones en el derecho egipcio 

El régimen de propiedad en el antiguo Egipto presentaba una compleja interacción entre conceptos 

teológicos, prerrogativas reales y derechos privados que evolucionaron significativamente a lo largo 

de tres milenios. En teoría, toda la tierra de Egipto pertenecía a los dioses, con el faraón actuando 

como su administrador terrenal. Sin embargo, en la práctica, existía un sistema sofisticado de derechos 
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de propiedad privada, corporativa e institucional que permitía considerable seguridad en la tenencia y 

libertad en las transacciones. 

La distinción fundamental en el derecho de propiedad egipcio era entre la tierra "faraónica" controlada 

directamente por la corona y la tierra "privada" poseída por individuos, familias o instituciones. La 

tierra faraónica incluía los dominios reales, tierras asignadas a funcionarios como parte de su 

compensación oficial, y tierras sujetas a obligaciones de servicio específicas. La tierra privada, aunque 

teóricamente derivaba su legitimidad de concesiones reales antiguas, funcionaba prácticamente como 

propiedad alodial con derechos de venta, herencia y disposición relativamente libres. 

Los documentos de transferencia de tierras revelan procedimientos sofisticados para establecer y 

proteger derechos de propiedad. Una venta típica de tierras involucraba múltiples pasos: negociación 

del precio, redacción del contrato de venta por un escriba especializado, pago ante testigos, declaración 

formal de transferencia por el vendedor, aceptación por el comprador, y registro del documento en la 

oficina administrativa apropiada. Los contratos frecuentemente incluían garantías contra 

reclamaciones futuras y maldiciones elaboradas contra cualquiera que desafiara la validez de la 

transacción. 

El sistema de registro de tierras egipcio, aunque no universal o sistemático como los catastros 

modernos, proporcionaba mecanismos importantes para establecer y proteger derechos de propiedad. 

Las oficinas regionales mantenían archivos de títulos y transferencias, particularmente para 

propiedades valiosas o aquellas con obligaciones fiscales adjuntas. El Papiro Wilbour proporciona una 

visión extraordinaria de estos registros, documentando la tenencia de miles de parcelas en el Egipto 

Medio durante la Dinastía XX, incluyendo propietarios, arrendatarios, tipos de cultivo y obligaciones 

fiscales. 

Los templos constituían los mayores terratenientes no reales en el antiguo Egipto, controlando vastas 

extensiones que habían acumulado a través de siglos de donaciones piadosas, concesiones reales y 

compras. La propiedad del templo gozaba de privilegios especiales, incluyendo frecuentes exenciones 

de impuestos y corvée, lo que la hacía particularmente deseable. Sin embargo, la inalienabilidad teórica 

de la propiedad sagrada a menudo chocaba con necesidades económicas prácticas, llevando a 

elaboradas ficciones legales donde las tierras del templo podían ser efectivamente vendidas o 

arrendadas mientras mantenían nominalmente su estatus sagrado. 

Los derechos de agua, cruciales en la agricultura egipcia dependiente de la irrigación, estaban 

íntimamente ligados a la propiedad de la tierra pero constituían una categoría legal distinta. Los 

documentos muestran disputas elaboradas sobre derechos de acceso a canales, tiempos de irrigación 

y obligaciones de mantenimiento. Los contratos de venta de tierras frecuentemente especificaban los 

derechos de agua asociados, y los tribunales desarrollaron principios sofisticados para resolver 

conflictos entre usuarios río arriba y río abajo de recursos hídricos limitados. 

La propiedad urbana presentaba características legales distintas de las tierras agrícolas. Las casas en 

ciudades y pueblos podían ser poseídas, vendidas y heredadas con considerable libertad. Los contratos 

de venta de casas típicamente describían la propiedad en detalle, incluyendo dimensiones, 
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habitaciones, características especiales y propiedades colindantes. Los derechos de vecindad recibían 

protección legal, con principios establecidos sobre acceso a la luz, drenaje y paredes compartidas que 

muestran paralelos notables con conceptos legales urbanos posteriores. 

La propiedad personal mueble abarcaba una amplia gama de bienes desde objetos domésticos hasta 

medios de producción complejos. La ley egipcia distinguía entre diferentes categorías de propiedad 

personal con diferentes regímenes legales. Los bienes de consumo ordinarios podían transferirse 

informalmente, mientras que elementos valiosos como joyas, papiros o herramientas especializadas a 

menudo requerían documentación formal para las transferencias. Los inventarios de propiedades 

adjuntos a testamentos proporcionan catálogos detallados de posesiones personales, revelando tanto 

la cultura material como las categorías legales del antiguo Egipto. 

El concepto de propiedad intelectual, aunque no desarrollado en términos modernos, aparece en 

varios contextos egipcios. Los textos médicos, mágicos y técnicos a veces incluyen afirmaciones de 

autoría y advertencias contra la copia no autorizada. Los artesanos especializados protegían secretos 

comerciales a través de juramentos y restricciones sobre el entrenamiento de aprendices. Sin embargo, 

la noción general de conocimiento como propiedad alienable permanecía ajena al pensamiento egipcio, 

que tendía a ver el conocimiento especializado como vinculado a personas y linajes específicos. 

Los derechos de servidumbre y usufructo estaban bien desarrollados en la ley egipcia. Los documentos 

muestran arreglos donde individuos podían tener derecho a usar propiedad o recibir sus frutos sin 

poseer el título subyacente. Las viudas frecuentemente recibían derechos de usufructo sobre la 

propiedad de sus esposos fallecidos, permitiéndoles mantenerse mientras preservaban la herencia para 

los hijos. Los contratos de arrendamiento a largo plazo a veces creaban derechos cuasi-propietarios 

que podían ser heredados o transferidos, difuminando la línea entre arrendamiento y propiedad. 

Las obligaciones contractuales formaban la columna vertebral del derecho comercial egipcio. Los 

contratos egipcios exhiben sofisticación notable en anticipar y abordar contingencias potenciales. Un 

contrato de préstamo típico especificaría no solo el principal y los términos de interés, sino también 

garantías, procedimientos de default, y remedios disponibles para el acreedor. Los contratos de 

sociedad detallaban contribuciones de capital, división de ganancias y pérdidas, responsabilidades de 

gestión y procedimientos de disolución. 

El concepto de interés sobre préstamos estaba bien establecido en el derecho egipcio, aunque las tasas 

y prácticas variaban considerablemente según el período y el contexto. Durante algunos períodos, las 

tasas de interés estaban reguladas por decreto real, mientras que en otros las fuerzas del mercado 

prevalecían. Los documentos muestran tasas que van desde el 10% anual para préstamos seguros entre 

élites hasta 100% o más para préstamos de consumo de alto riesgo a campesinos. La usura excesiva 

atraía desaprobación moral y a veces intervención legal, particularmente cuando llevaba a la esclavitud 

por deudas. 

Los contratos de venta revelan procedimientos comerciales sofisticados. Una venta compleja podía 

involucrar inspección de bienes, negociación de términos, pago parcial como depósito, entrega 

escalonada y garantías de calidad. Los vendedores frecuentemente proporcionaban garantías contra 
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defectos ocultos o reclamaciones de terceros. Los compradores podían exigir períodos de prueba para 

ciertos bienes o el derecho de devolución bajo condiciones especificadas. Las disputas sobre ventas 

figuran prominentemente en los registros judiciales, proporcionando información sobre cómo los 

tribunales equilibraban la libertad contractual con la protección contra el fraude y la explotación. 

Los contratos laborales y de servicio muestran la variedad de arreglos de empleo en el antiguo Egipto. 

Los trabajadores calificados podían negociar contratos detallados especificando salarios, condiciones 

de trabajo, duración del servicio y causales de terminación. Los contratos de aprendizaje establecían 

obligaciones mutuas entre maestros y aprendices, incluyendo la duración del entrenamiento, 

habilidades a ser enseñadas, compensación si la hubiera, y restricciones post-entrenamiento. Los 

contratos de trabajo agrícola a menudo incluían provisiones de participación en las cosechas, anticipos 

de subsistencia y arreglos de vivienda. 

El arrendamiento de propiedad, tanto urbana como rural, estaba extensamente documentado. Los 

contratos de arrendamiento de tierras agrícolas típicamente especificaban la duración del 

arrendamiento, la renta (en productos o dinero), las obligaciones de mantenimiento, los cultivos a 

sembrar y la división de riesgos entre propietario y arrendatario. Los arrendamientos urbanos 

abordaban cuestiones como reparaciones, subarriendo y mejoras a la propiedad. Los arrendamientos 

a largo plazo a veces creaban derechos hereditarios que complicaban la distinción entre arrendamiento 

y propiedad. 

Las garantías y fianzas jugaban roles importantes en las obligaciones egipcias. Los préstamos 

frecuentemente requerían garantías, que podían incluir propiedad inmueble, bienes muebles o incluso 

la libertad personal del deudor. Los garantes asumían obligaciones significativas, potencialmente 

responsables por el total de la deuda si el deudor principal incumplía. Los documentos muestran 

elaborados arreglos donde múltiples garantes compartían la responsabilidad o donde la garantía estaba 

condicionada a circunstancias específicas. 

La ejecución de obligaciones contractuales involucraba varios mecanismos. Para deudas monetarias, 

los acreedores podían obtener órdenes judiciales para embargar propiedad del deudor. Los 

funcionarios locales podían ser autorizados para incautar bienes o incluso arrestar a deudores 

recalcitrantes. Sin embargo, el sistema también proporcionaba protecciones para los deudores, 

incluyendo exenciones para herramientas de subsistencia esenciales y procedimientos para disputar 

deudas fraudulentas o usurarias. 

La quiebra y la insolvencia, aunque no conceptualizadas en términos modernos, recibían 

reconocimiento práctico en el derecho egipcio. Los deudores insolventes podían negociar 

composiciones con acreedores, pagando fracciones de deudas a cambio de liberación. Los tribunales 

a veces intervenían para prevenir que acreedores agresivos despojaran completamente a deudores de 

medios de subsistencia. La esclavitud por deudas, aunque legal, estaba sujeta a restricciones y podía 

ser temporal, con mecanismos para la redención. 

Las sociedades comerciales exhibían formas sofisticadas en el antiguo Egipto. Los documentos 

muestran sociedades para diversos emprendimientos, desde expediciones comerciales hasta proyectos 
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de construcción. Los contratos de sociedad especificaban contribuciones de capital, roles de gestión, 

distribución de ganancias y procedimientos de disolución. Algunas sociedades eran empresas únicas 

para proyectos específicos, mientras que otras establecían relaciones comerciales continuas. Las 

disputas entre socios figuran prominentemente en los registros judiciales, revelando tanto las 

complejidades de las empresas conjuntas como los mecanismos legales para resolver conflictos. 

El papel de los intermediarios y agentes comerciales estaba bien establecido. Los comerciantes 

frecuentemente empleaban agentes para realizar transacciones en su nombre, creando relaciones de 

agencia que requerían definición legal cuidadosa. Los documentos muestran disputas sobre el alcance 

de la autoridad del agente, la rendición de cuentas por fondos confiados y la responsabilidad por 

transacciones no autorizadas. Los principios de agencia desarrollados en el contexto comercial tenían 

aplicaciones más amplias en la administración y representación legal. 

Las obligaciones surgidas de delitos (responsabilidad extracontractual) recibían amplio reconocimiento 

en el derecho egipcio. Los daños a la propiedad, ya fueran intencionales o negligentes, creaban 

obligaciones de compensación. Los documentos muestran casos de animales que dañan cultivos, 

construcciones que perjudican propiedades vecinas e irrigación mal gestionada que causa 

inundaciones. Los tribunales desarrollaron principios para asignar responsabilidad y determinar 

compensación apropiada, equilibrando consideraciones de culpa, causalidad y capacidad de pago. 

El concepto de enriquecimiento injusto aparece en varios contextos legales egipcios. Los casos donde 

individuos se beneficiaban del error o la pérdida de otro sin base contractual podían resultar en 

obligaciones de restitución. Los documentos muestran disputas sobre pagos erróneos, mejoras a la 

propiedad ajena y beneficios obtenidos a través de información falsa. Aunque no articulado como 

doctrina legal formal, el principio de que nadie debería enriquecerse injustamente a expensas de otro 

claramente informaba la toma de decisiones judiciales. 

La prescripción de obligaciones presenta un panorama complejo. Aunque el derecho egipcio no tenía 

estatutos de limitaciones formales en el sentido moderno, el paso del tiempo claramente afectaba la 

exigibilidad de las reclamaciones. Los documentos antiguos podían ser desafiados por su autenticidad 

o relevancia continua. La posesión prolongada podía crear derechos que superaban títulos 

documentales más antiguos. Los tribunales equilibraban la necesidad de finalidad en las transacciones 

con la protección de derechos legítimos, desarrollando principios prácticos caso por caso. 

La interacción entre obligaciones legales y religiosas merece énfasis particular. Muchos contratos 

invocaban sanciones divinas por incumplimiento, convirtiendo las obligaciones contractuales en 

juramentos sagrados. Los templos frecuentemente servían como depositarios de documentos 

importantes, agregando sanción religiosa a su preservación. Los juramentos jugaban roles cruciales en 

los procedimientos legales, con el perjurio considerado tanto un crimen legal como un pecado 

religioso. Esta interpenetración de lo legal y lo religioso proporcionaba mecanismos adicionales de 

cumplimiento más allá de las sanciones puramente seculares. 

El desarrollo del derecho comercial egipcio muestra adaptación continua a circunstancias económicas 

cambiantes. La monetización creciente de la economía durante el Período Tardío requirió nuevos 
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instrumentos legales para transacciones monetarias. El contacto con sistemas legales extranjeros, 

particularmente durante los períodos persa y helenístico, introdujo nuevos conceptos y prácticas. Sin 

embargo, la evidencia muestra notable continuidad en principios fundamentales, con innovaciones 

incorporadas dentro de marcos conceptuales egipcios tradicionales. 

Las implicaciones sociales del régimen de propiedad y obligaciones egipcio fueron profundas. La 

posibilidad de acumular y transmitir riqueza creó diferenciación social significativa, pero la 

accesibilidad del sistema legal a no élites proporcionaba cierta protección contra la explotación 

extrema. Las mujeres podían participar plenamente en transacciones de propiedad, los pequeños 

propietarios podían defender sus derechos contra los poderosos, y los mecanismos de crédito 

permitían emprendimientos económicos más allá de los recursos inmediatos individuales. 

El legado del derecho de propiedad egipcio se extendió mucho más allá del período faraónico. Los 

conceptos legales egipcios influyeron en el derecho ptolemaico y romano en Egipto, con algunas 

instituciones sobreviviendo hasta el período islámico. El registro detallado de transacciones, el énfasis 

en la documentación escrita, y los procedimientos formales para transferencias de propiedad 

establecieron precedentes que resonarían a través de la historia legal posterior. Más fundamentalmente, 

el derecho egipcio demostró que los sistemas legales sofisticados podían equilibrar derechos 

individuales con obligaciones sociales, libertad contractual con protección contra la explotación, y 

continuidad legal con adaptación a circunstancias cambiantes. 

Esta exploración del derecho egipcio revela una civilización que, a pesar de su distancia temporal, 

luchó con muchas de las mismas cuestiones fundamentales que enfrentan los sistemas legales 

modernos: cómo equilibrar autoridad y libertad, cómo proteger a los vulnerables mientras se permite 

la empresa económica, cómo mantener el orden social mientras se adapta al cambio. Las soluciones 

egipcias, enraizadas en su concepción única de Maat como principio cósmico y legal, proporcionaron 

un marco duradero que sirvió a una de las civilizaciones más longevas de la historia humana. Su estudio 

no solo ilumina el pasado sino que ofrece perspectivas sobre las cuestiones perennes de la justicia, el 

orden y el florecimiento humano que continúan desafiando a las sociedades contemporáneas. 

La comprensión integral del derecho del antiguo Egipto requiere apreciar no solo sus reglas e 

instituciones específicas, sino también la cosmovisión que las animaba. En una civilización donde lo 

divino y lo humano, lo cósmico y lo social, lo ritual y lo legal estaban inextricablemente entrelazados, 

el derecho servía no solo para regular las relaciones humanas sino para mantener el orden universal 

mismo. Esta visión holística, aunque alejada de las concepciones seculares modernas del derecho, 

ofrece un recordatorio poderoso de que los sistemas legales son siempre más que conjuntos técnicos 

de reglas: son expresiones de los valores más profundos y las aspiraciones más elevadas de las 

sociedades que los crean y mantienen. 

3.7. El derecho penal en el Egipto faraónico: transgresión, castigo y orden cósmico 

El sistema penal del antiguo Egipto constituye uno de los aspectos más reveladores de su concepción 

del derecho y la justicia, manifestando de manera particularmente clara la interpenetración entre el 

orden jurídico y el orden cósmico que caracterizaba al pensamiento egipcio. A diferencia de los 
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modernos sistemas penales que se fundamentan en teorías seculares de retribución, disuasión o 

rehabilitación, el derecho penal egipcio operaba dentro de un marco cosmológico donde el crimen no 

era meramente una violación de normas sociales sino una perturbación de Maat que amenazaba el 

equilibrio universal. 

La conceptualización egipcia del crimen difería fundamentalmente de las nociones modernas en varios 

aspectos cruciales. En primer lugar, no existía una distinción clara entre pecado y crimen, entre 

transgresión religiosa y violación legal. Un acto que perturbaba Maat era simultáneamente una ofensa 

contra los dioses, contra el rey como garante del orden cósmico, y contra la comunidad humana. Esta 

fusión de dimensiones religiosas y legales no significaba, sin embargo, que el sistema careciera de 

sofisticación o coherencia; por el contrario, proporcionaba un marco comprehensivo para entender y 

responder a las transgresiones. 

Las fuentes para el estudio del derecho penal egipcio son diversas pero fragmentarias. No poseemos 

un código penal sistemático comparable a las compilaciones mesopotámicas, pero la evidencia dispersa 

en textos judiciales, decretos reales, literatura sapiencial, textos funerarios y registros administrativos 

permite reconstruir un sistema penal complejo y evolutivo. Los papiros judiciales, particularmente 

aquellos que registran procesos por crímenes graves como los robos de tumbas reales o conspiraciones 

palaciegas, proporcionan vislumbres detallados de procedimientos penales, mientras que los textos 

literarios y sapienciales revelan las concepciones culturales subyacentes sobre crimen y castigo. 

La clasificación de los crímenes en el antiguo Egipto no seguía las categorías modernas de delitos 

contra las personas, la propiedad o el estado, sino que se organizaba según la gravedad de la 

perturbación causada a Maat. Los crímenes más graves eran aquellos que amenazaban directamente el 

orden cósmico: traición contra el faraón, sacrilegios contra los dioses, violación de tumbas 

(especialmente tumbas reales), y prácticas mágicas malévolas. Estos crímenes no solo dañaban a 

víctimas individuales sino que ponían en peligro la estabilidad misma del cosmos egipcio. 

Los crímenes contra la persona del faraón ocupaban una categoría especial de gravedad extrema. La 

conspiración contra la vida del rey no era simplemente un acto de traición política sino un ataque 

contra el principio divino que mantenía el universo en orden. El papiro judicial de Turín, que registra 

el proceso contra los conspiradores que intentaron asesinar a Ramsés III, revela la extrema seriedad 

con que se trataban tales crímenes. Los acusados no solo enfrentaban la muerte sino la aniquilación 

total: sus nombres eran borrados, sus propiedades confiscadas, y sus cuerpos negados los ritos 

funerarios apropiados, condenándolos a la no-existencia en el más allá. 

El sacrilegio y los crímenes contra los dioses formaban otra categoría de ofensas capitales. El robo de 

propiedad templaria, la profanación de imágenes divinas, o la revelación no autorizada de secretos 

rituales podían acarrear las penas más severas. Un caso documentado del Reino Nuevo describe el 

juicio de sacerdotes que habían robado ofrendas del templo de Amón en Tebas. Los acusados no solo 

fueron ejecutados sino que sufrieron mutilaciones rituales diseñadas para prevenir su resurrección en 

el más allá, un castigo que los egipcios consideraban peor que la muerte misma. 
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La violación de tumbas representaba un crimen particularmente aborrecido en la sociedad egipcia, 

donde la preservación del cuerpo y los bienes funerarios era esencial para la existencia en el más allá. 

Los extensos registros de procesos por robos de tumbas durante la Dinastía XX proporcionan 

información detallada sobre cómo se investigaban y castigaban estos crímenes. Los papiros Mayer, 

Amherst y Leopold II registran interrogatorios detallados, incluyendo el uso de tortura para obtener 

confesiones, inspecciones de tumbas para verificar violaciones, y la imposición de penas que incluían 

empalamiento, mutilación y trabajos forzados en las minas del desierto. 

Los crímenes de magia malévola ocupaban un lugar ambiguo pero significativo en el derecho penal 

egipcio. Mientras que la magia beneficiosa era parte integral de la religión y medicina egipcias, el uso 

de magia para dañar a otros constituía un crimen grave. Los textos de execración, figurillas de 

maldición y otros artefactos mágicos malevolentes podían resultar en procesos criminales. Un papiro 

del Reino Medio registra el juicio de una mujer acusada de usar magia para causar enfermedad a su 

rival amorosa, mostrando cómo los tribunales navegaban la delgada línea entre práctica religiosa 

legítima y hechicería criminal. 

Los homicidios y crímenes violentos contra personas recibían tratamiento diferenciado según las 

circunstancias y el estatus de víctimas y perpetradores. El derecho egipcio claramente distinguía entre 

homicidio premeditado, homicidio en el calor de la pasión, y muerte accidental. Un papiro de Deir el-

Medina registra el caso de un trabajador que mató a otro durante una pelea por agua. El tribunal 

consideró las circunstancias atenuantes y la provocación, imponiendo compensación a la familia de la 

víctima en lugar de la pena capital. 

La jerarquía social influía significativamente en la aplicación del derecho penal, aunque no al extremo 

de crear inmunidad total para las élites. Los nobles y funcionarios de alto rango generalmente recibían 

tratamiento preferencial, con opciones de suicidio honorable en lugar de ejecución pública, o exilio en 

lugar de trabajos forzados. Sin embargo, los crímenes graves, especialmente aquellos contra el orden 

religioso o real, podían resultar en castigos severos independientemente del rango. El caso del príncipe 

Pentawer, hijo de Ramsés III involucrado en la conspiración del harén, muestra que incluso la sangre 

real no garantizaba inmunidad. 

Los crímenes contra la propiedad constituían la categoría más común de ofensas en los registros 

judiciales egipcios. El robo simple generalmente requería restitución múltiple: el ladrón debía devolver 

dos o tres veces el valor de lo robado. El robo con circunstancias agravantes, como allanamiento 

nocturno o uso de violencia, podía resultar en castigos corporales además de la restitución. Los 

documentos de Deir el-Medina registran numerosos casos de robos menores, mostrando un sistema 

que buscaba más la compensación de la víctima que el castigo abstracto del ofensor. 

El fraude y la falsificación recibían atención particular en una sociedad altamente burocratizada donde 

los documentos escritos tenían importancia crucial. La falsificación de sellos oficiales, la alteración de 

documentos legales, o el falso testimonio en juicios podían resultar en castigos severos incluyendo 

mutilación de la lengua o las manos. Un decreto de Horemheb prescribe cien golpes y cinco heridas 

abiertas para funcionarios que falsificaran registros de impuestos, además de la confiscación de toda 

su propiedad. 
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Los delitos sexuales en el antiguo Egipto presentan un cuadro complejo que refleja las actitudes 

culturales hacia la sexualidad y el género. El adulterio, aunque principalmente un asunto civil que podía 

resultar en divorcio, también tenía dimensiones penales cuando involucraba circunstancias agravantes. 

Un hombre que sedujera a la esposa de otro podía enfrentar castigos que iban desde multas hasta 

castración, dependiendo de las circunstancias. Las violaciones se castigaban severamente, aunque las 

penas variaban según el estatus de la víctima, con violaciones de mujeres casadas o vírgenes de familias 

respetables recibiendo los castigos más duros. 

La corrupción oficial constituía una preocupación constante del sistema legal egipcio, reflejada en 

numerosos decretos reales y textos administrativos que intentaban combatirla. Los funcionarios 

convictos de aceptar sobornos, malversar fondos públicos, o abusar de su autoridad enfrentaban no 

solo la pérdida de su cargo sino también castigos corporales y confiscación de propiedad. El decreto 

de Horemheb es particularmente detallado en enumerar diversos tipos de corrupción oficial y sus 

castigos correspondientes, sugiriendo que el problema era endémico y requería medidas drásticas. 

Los procedimientos de investigación criminal en el antiguo Egipto muestran sofisticación 

considerable. Los crímenes graves iniciaban investigaciones oficiales conducidas por funcionarios 

especializados. Los papiros de robos de tumbas describen comisiones investigadoras que incluían 

inspecciones físicas de escenas del crimen, interrogatorios sistemáticos de sospechosos y testigos, y 

verificación cruzada de testimonios. Los investigadores mantenían registros detallados de sus 

procedimientos, que luego servían como evidencia en los juicios. 

El uso de la tortura en investigaciones criminales estaba sancionado pero aparentemente regulado. Los 

documentos sugieren que la tortura se empleaba principalmente para obtener confesiones en casos 

graves donde existía evidencia circunstancial fuerte pero faltaba prueba concluyente. Los métodos 

documentados incluyen golpes con bastones, torsión de extremidades, y suspensión. Sin embargo, las 

confesiones obtenidas bajo tortura debían ser verificadas posteriormente, y los acusados podían 

retractarse de confesiones forzadas si podían demostrar que fueron obtenidas mediante coerción 

excesiva. 

El sistema de penas en el derecho penal egipcio exhibía considerable variedad y sofisticación. La pena 

capital se reservaba para los crímenes más graves y podía ejecutarse de varias formas: decapitación, 

empalamiento, quema, o ahogamiento. La elección del método a menudo tenía significado simbólico; 

por ejemplo, la quema se asociaba con la aniquilación total que prevenía la existencia en el más allá. 

Para la élite, el suicidio permitido podía sustituir la ejecución pública, preservando algo de honor 

familiar. 

Las mutilaciones corporales servían tanto funciones punitivas como preventivas. El corte de nariz u 

orejas marcaba permanentemente al criminal y servía como advertencia a otros. La amputación de 

manos podía imponerse a ladrones reincidentes, mientras que la castración se reservaba para ciertos 

delitos sexuales. Estas mutilaciones no solo castigaban sino que también prevenían la reincidencia al 

incapacitar físicamente al criminal para repetir ciertos delitos. 
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Los trabajos forzados constituían una pena común que servía múltiples propósitos. Los criminales 

condenados podían ser enviados a las minas del desierto oriental, las canteras de granito de Asuán, o 

proyectos de construcción real. Estas sentencias efectivamente combinaban castigo con utilidad 

económica para el estado. Las condiciones en las minas y canteras eran notoriamente duras, y muchos 

condenados no sobrevivían sus sentencias, haciendo de los trabajos forzados una forma de muerte 

lenta para crímenes graves. 

El exilio, interno o externo, proporcionaba una alternativa a las penas corporales para ciertos crímenes 

o criminales. El exilio a oasis del desierto occidental efectivamente removía al criminal de la sociedad 

mientras evitaba la contaminación espiritual asociada con la ejecución. Para miembros de la élite 

culpables de crímenes políticos, el exilio podía preservar algo de dignidad mientras neutralizaba la 

amenaza que representaban. Los documentos sugieren que los exiliados a veces podían ser perdonados 

y permitidos regresar bajo nuevos reinados. 

Las multas y compensaciones formaban la base del sistema penal para muchos delitos menores. El 

principio de restitución múltiple aparece consistentemente: los ladrones pagaban dos o tres veces el 

valor robado, los que causaban daño a propiedad compensaban el daño más una penalidad. Este 

sistema favorecía la restauración sobre la retribución pura, buscando compensar a las víctimas mientras 

disuadía futuras ofensas. Para quienes no podían pagar multas inmediatamente, se establecían acuerdos 

de pago o servicio laboral. 

La confiscación de propiedad acompañaba frecuentemente otras penas, especialmente para crímenes 

contra el estado o la religión. La confiscación podía ser parcial o total, temporal o permanente. En 

casos de traición o sacrilegio grave, no solo se confiscaba la propiedad del criminal sino que se 

destruían sus monumentos y se borraba su nombre de registros oficiales, una forma de damnatio 

memoriae que los egipcios consideraban castigo extremo. 

El concepto de responsabilidad colectiva aparece en ciertos contextos del derecho penal egipcio. Las 

familias de traidores podían sufrir castigos junto con el principal culpable, aunque generalmente menos 

severos. Las comunidades podían ser consideradas responsables por crímenes cometidos en su 

territorio si no cooperaban con las investigaciones. Sin embargo, el principio de responsabilidad 

individual generalmente prevalecía, y los documentos muestran casos donde los tribunales 

explícitamente absolvían a familiares inocentes de criminales convictos. 

La inmunidad y el derecho de asilo proporcionaban importantes limitaciones al poder punitivo del 

estado. Ciertos templos ofrecían asilo a fugitivos, aunque este derecho no era absoluto y podía ser 

revocado para crímenes particularmente graves. Los decretos de inmunidad real podían proteger a 

individuos o instituciones de prosecución, aunque estos también podían ser revocados por monarcas 

posteriores. La tensión entre justicia y privilegio aparece repetidamente en los documentos legales 

egipcios. 

El perdón real representaba un elemento importante del sistema penal egipcio. El faraón, como fuente 

última de justicia, podía perdonar incluso los crímenes más graves. Los perdones podían ser generales, 

como amnistías proclamadas en coronaciones o jubileos, o específicos para individuos particulares. 
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Los documentos muestran que las peticiones de clemencia eran comunes y a veces exitosas, 

especialmente cuando el peticionario podía demostrar servicios previos al estado o circunstancias 

atenuantes extraordinarias. 

La rehabilitación y reintegración de criminales, aunque no conceptualizadas en términos modernos, 

tenían lugar en la práctica egipcia. Los criminales que completaban sus sentencias podían reintegrarse 

a la sociedad, aunque a menudo con estatus disminuido. Los documentos de Deir el-Medina muestran 

ex-convictos trabajando nuevamente en las tumbas reales, sugiriendo que la redención era posible. Sin 

embargo, ciertos crímenes, particularmente aquellos de naturaleza religiosa, podían resultar en 

exclusión permanente de la comunidad. 

La evolución histórica del derecho penal egipcio muestra tanto continuidades como cambios 

significativos. Durante el Reino Antiguo, el sistema penal parece haber sido relativamente simple, con 

énfasis en la restitución y castigos corporales moderados. El Primer Período Intermedio vio un 

aparente aumento en la severidad penal, posiblemente reflejando la inseguridad política del período. 

El Reino Medio desarrolló procedimientos más sofisticados y una mayor variedad de penas, mientras 

que el Reino Nuevo vio la elaboración máxima del sistema penal, con procedimientos complejos y 

penas cuidadosamente graduadas. 

Los períodos de dominación extranjera trajeron influencias externas al derecho penal egipcio. Los 

persas introdujeron ciertos castigos desconocidos anteriormente en Egipto, como la crucifixión. Los 

ptolemaicos intentaron fusionar tradiciones penales griegas y egipcias, creando un sistema híbrido 

complejo. Bajo dominio romano, el derecho penal egipcio fue gradualmente suplantado por el sistema 

romano, aunque elementos tradicionales persistieron, especialmente en áreas rurales. 

3.8. El derecho sacerdotal y la jurisdicción templaria 

Los templos del antiguo Egipto no eran meramente centros de culto religioso sino poderosas 

instituciones económicas, sociales y jurídicas que ejercían jurisdicción considerable sobre sus propios 

asuntos y, en muchos casos, sobre las comunidades circundantes. El derecho sacerdotal egipcio 

constituía un sistema legal paralelo y a veces competitivo con la jurisdicción real, creando un paisaje 

jurídico complejo donde múltiples autoridades podían reclamar competencia sobre personas y 

disputas. 

La base teológica de la jurisdicción templaria derivaba de la concepción de los templos como dominios 

divinos en la tierra. Cada templo mayor era considerado la residencia terrestre de una deidad específica, 

y como tal, constituía un espacio sagrado gobernado por las leyes divinas más que humanas. Esta 

sacralidad del espacio templario no era meramente simbólica sino que tenía consecuencias jurídicas 

concretas: los crímenes cometidos dentro del recinto sagrado podían ser juzgados por tribunales 

templarios, los contratos firmados en presencia de la deidad tenían fuerza especial, y los juramentos 

pronunciados en el templo llevaban sanciones divinas además de legales. 

La evolución histórica de los privilegios templarios muestra una tendencia general hacia la expansión 

de su autonomía, particularmente durante períodos de debilidad del poder central. Los decretos de 
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inmunidad real, comenzando en el Reino Antiguo, otorgaban a templos específicos exención de 

impuestos, corvée, y jurisdicción real ordinaria. El decreto de Pepi II para el templo de Min en Coptos, 

uno de los más antiguos preservados, establece que ningún funcionario real puede entrar al templo 

para requisar bienes o personas, efectivamente creando un enclave autónomo dentro del reino. 

Durante el Reino Nuevo, cuando los grandes templos de Amón en Tebas, Ptah en Menfis, y Ra en 

Heliópolis controlaban vastas propiedades y recursos, su poder jurisdiccional alcanzó su apogeo. El 

sumo sacerdote de Amón en Tebas efectivamente gobernaba el Alto Egipto como un virrey semi-

independiente, con sus propios tribunales, fuerzas de seguridad, y administración. Los papiros de la 

época muestran al clero de Amón juzgando no solo asuntos internos del templo sino también disputas 

entre ciudadanos comunes que buscaban la justicia divina sobre la real. 

La organización interna del clero seguía principios legales estrictos que gobernaban todo desde la 

sucesión en cargos sacerdotales hasta la distribución de ingresos templarios. Los contratos de servicio 

sacerdotal, particularmente comunes en el Período Tardío, especifican en detalle las obligaciones de 

los sacerdotes, sus derechos a porciones de ofrendas, y los procedimientos para transferir o heredar 

posiciones sacerdotales. Estos documentos revelan que el sacerdocio egipcio, lejos de ser una vocación 

puramente espiritual, constituía una forma de propiedad que podía ser comprada, vendida, arrendada 

o heredada. 

Los tribunales templarios operaban según procedimientos que combinaban elementos del derecho 

secular con prácticas rituales específicas. Un papiro del templo de Khnum en Elefantina describe un 

juicio donde los sacerdotes actúan como jueces, pero el veredicto final se busca a través de un oráculo 

divino. El acusado y el acusador presentan sus casos ante la estatua del dios durante una procesión, y 

el movimiento de la barca sagrada se interpreta como el juicio divino. Esta combinación de 

procedimiento legal y revelación divina caracterizaba la justicia templaria. 

La jurisdicción de los tribunales templarios se extendía primariamente sobre el personal del templo, 

las propiedades templarias, y los asuntos que afectaban directamente los intereses del culto. Sin 

embargo, la distinción entre asuntos templarios y seculares a menudo era borrosa. Un campesino que 

arrendaba tierra del templo podía encontrarse sujeto a jurisdicción templaria para todas sus disputas, 

no solo aquellas relacionadas con el arrendamiento. Los artesanos que trabajaban en talleres 

templarios, los comerciantes que operaban en mercados templarios, y las familias que vivían en 

ciudades templarias podían caer bajo jurisdicción sacerdotal. 

Los conflictos jurisdiccionales entre autoridades templarias y reales eran frecuentes y reveladores. Un 

caso bien documentado del reinado de Ramsés IX involucra una disputa sobre si ciertos robos de 

tumbas caían bajo jurisdicción real o templaria, dado que algunas tumbas estaban en tierra templaria. 

La correspondencia preservada muestra tensas negociaciones entre el visir y el sumo sacerdote de 

Amón, cada uno reclamando autoridad suprema. La resolución eventual involucró un compromiso 

complejo donde ambas autoridades participaron en la investigación. 

El derecho de asilo templario representaba uno de los privilegios más significativos y controversiales 

de los templos. Los fugitivos que alcanzaban el recinto sagrado podían reclamar protección divina 
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contra arresto o extradición. Este derecho no era absoluto; los templos generalmente entregaban a 

criminales acusados de crímenes capitales como traición o sacrilegio. Sin embargo, para ofensas 

menores o casos políticos, el asilo templario podía proporcionar protección efectiva. Los documentos 

muestran negociaciones complejas entre autoridades templarias y seculares sobre casos específicos de 

asilo. 

La administración de justicia dentro de las comunidades templarias seguía principios distintivos. Los 

sacerdotes estaban sujetos a códigos de pureza ritual que iban más allá de las obligaciones legales 

ordinarias. Las violaciones de pureza ritual, como consumir alimentos prohibidos o tener contacto 

con sustancias impuras durante períodos de servicio, podían resultar en castigos que iban desde multas 

hasta expulsión permanente del sacerdocio. Los tribunales sacerdotales que juzgaban estos casos 

aplicaban estándares de evidencia y procedimiento diferentes a los tribunales seculares. 

El derecho de propiedad templario presentaba características únicas derivadas del estatus especial de 

la propiedad sagrada. En teoría, toda propiedad templaria pertenecía al dios, con el clero actuando 

meramente como administradores. Esta ficción legal tenía consecuencias prácticas importantes: la 

propiedad templaria era inalienable en principio, las transacciones requerían formas especiales de 

autorización, y los ingresos debían ser utilizados para propósitos cultuales. Sin embargo, la realidad 

era más compleja, con templos rutinariamente involucrados en transacciones comerciales, préstamos, 

y otras actividades económicas. 

Los contratos económicos de los templos revelan sofisticadas prácticas comerciales. Los templos 

actuaban como bancos, prestando grano o metales preciosos a interés. Los contratos de préstamo 

templarios a menudo incluían términos más favorables que los préstamos privados, pero también 

invocaban sanciones divinas más severas por incumplimiento. Los templos también operaban talleres 

que producían bienes para el comercio, administraban flotas para transporte, y mantenían redes 

comerciales que se extendían por todo Egipto y más allá. 

La gestión del personal templario involucraba complejos sistemas legales que gobernaban 

reclutamiento, entrenamiento, promoción, y disciplina. Los contratos de servicio especificaban no solo 

deberes religiosos sino también obligaciones laborales, ya que muchos sacerdotes de bajo rango 

pasaban más tiempo en actividades económicas que rituales. Las disputas laborales dentro del contexto 

templario muestran trabajadores reclamando salarios no pagados, mejores condiciones de trabajo, o 

promociones negadas, con tribunales templarios adjudicando estos asuntos según principios que 

mezclaban consideraciones religiosas y prácticas. 

El matrimonio y las relaciones familiares del clero estaban sujetos a regulaciones especiales que 

variaban según el rango y el período. Mientras que el bajo clero generalmente podía casarse y mantener 

vidas familiares normales, ciertos rangos sacerdotales requerían celibato temporal o permanente. Los 

contratos matrimoniales de sacerdotes a veces incluían cláusulas especiales relacionadas con 

obligaciones de pureza ritual o restricciones sobre actividades de las esposas durante los períodos de 

servicio del esposo. 
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Los derechos sucesorios dentro del contexto sacerdotal presentaban complejidades particulares. Las 

posiciones sacerdotales, especialmente las lucrativas, eran frecuentemente hereditarias, pero la 

herencia no era automática. Los candidatos debían cumplir requisitos de pureza, educación, y a veces 

pagar tarifas sustanciales de instalación. Los documentos muestran elaborados arreglos familiares para 

asegurar que las posiciones sacerdotales permanecieran dentro del linaje, incluyendo adopciones 

estratégicas y matrimonios diseñados para consolidar derechos sacerdotales. 

La educación legal dentro del contexto templario difería significativamente de la formación secular de 

escribas. Los templos mantenían sus propias escuelas donde los futuros sacerdotes aprendían no solo 

ritual y teología sino también los procedimientos legales específicos a la jurisdicción templaria. Los 

textos de entrenamiento preservados muestran que los estudiantes sacerdotales practicaban 

redactando contratos especiales, memorizaban fórmulas legales sagradas, y estudiaban precedentes de 

decisiones oraculares. 

El papel de los oráculos en la justicia templaria merece atención especial. A diferencia de los tribunales 

seculares que ocasionalmente consultaban oráculos, los tribunales templarios integraban 

rutinariamente la consulta divina en sus procedimientos. Los métodos oraculares variaban: 

movimientos de estatuas durante procesiones, selección aleatoria de ostraca inscritos, interpretación 

de sueños incubados en el templo, o respuestas a preguntas específicas durante rituales. Los registros 

muestran intentos de sistematizar y regularizar estos procedimientos para prevenir manipulación 

obvia. 

La relación entre el derecho templario y el derecho real evolucionó significativamente a lo largo de la 

historia egipcia. Durante períodos de poder real fuerte, como el Reino Medio temprano o el Reino 

Nuevo bajo Tutmosis III, los faraones exitosamente limitaron la autonomía legal templaria. Los 

decretos reales podían anular privilegios templarios, y los funcionarios reales supervisaban más 

estrechamente las actividades templarias. Durante períodos de debilidad real, como el Tercer Período 

Intermedio, los templos efectivamente funcionaban como estados dentro del estado, con jurisdicción 

casi soberana. 

El impacto del derecho sacerdotal en el desarrollo del derecho egipcio general fue considerable. 

Muchas innovaciones legales parecen haber originado en contextos templarios antes de ser adoptadas 

más ampliamente. El uso de juramentos elaborados, el desarrollo de procedimientos notariales, y la 

sistematización de registros de propiedad todos muestran influencia templaria temprana. Los templos, 

con su necesidad de mantener registros permanentes y su cultura de precedente ritual, contribuyeron 

a la formalización del derecho egipcio. 

La documentación legal templaria proporciona algunas de nuestras mejores evidencias para prácticas 

legales egipcias. Los archivos templarios, protegidos por tabúes religiosos y construcción en piedra, 

sobrevivieron mejor que los archivos seculares. Los papiros de Abusir del Reino Antiguo, los archivos 

del Ramesseum, y los extensos registros ptolemaicos de templos como Edfu y Dendera proporcionan 

ventanas incomparables hacia la práctica legal egipcia a través de los milenios. 
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3.9. Derecho comercial y relaciones económicas internacionales 

El antiguo Egipto, bendecido con recursos agrícolas abundantes pero carente de ciertos materiales 

esenciales como madera de calidad y metales, desarrolló desde épocas tempranas un elaborado sistema 

de comercio tanto interno como internacional. Este comercio requirió la evolución de un sofisticado 

derecho mercantil que gobernara transacciones, resolviera disputas comerciales, y facilitara el 

intercambio a través de barreras culturales y lingüísticas. El derecho comercial egipcio, aunque 

enraizado en principios de Maat, mostró notable flexibilidad y adaptabilidad a las necesidades del 

comercio práctico. 

La base conceptual del comercio en el antiguo Egipto difería significativamente de nociones modernas 

de libre mercado. El faraón, como propietario teórico de todos los recursos de Egipto, controlaba 

nominalmente todo comercio exterior y mucho del comercio interior de bienes estratégicos. Sin 

embargo, esta ideología centralizada coexistía con una vibrante economía privada donde mercaderes, 

artesanos y agricultores realizaban transacciones comerciales con considerable autonomía. La tensión 

entre control estatal e iniciativa privada creó un sistema legal complejo que buscaba equilibrar 

múltiples intereses. 

El comercio interno egipcio operaba a través de múltiples canales y mecanismos. Los mercados 

locales, realizados regularmente en ciudades y pueblos, facilitaban el intercambio de productos 

agrícolas, artesanías, y bienes de consumo diario. Los contratos de compraventa de estos mercados, 

aunque a menudo orales para transacciones menores, seguían fórmulas establecidas que especificaban 

bienes, precios, y términos de entrega. Para transacciones mayores, especialmente aquellas 

involucrando bienes duraderos o pagos diferidos, los contratos escritos eran la norma. 

Los instrumentos de pago en el antiguo Egipto evolucionaron considerablemente a lo largo del 

tiempo. Durante la mayor parte de la historia faraónica, Egipto operó sin moneda acuñada, utilizando 

en su lugar sistemas de intercambio basados en valores estándar. El deben, una unidad de peso de 

aproximadamente 91 gramos, servía como medida de valor para metales. El saco de grano y el khar 

de líquidos proporcionaban unidades estándar para productos agrícolas. Los contratos especificaban 

valores en estas unidades incluso cuando el pago real podía realizarse en una variedad de bienes 

equivalentes. 

La aparición del dinero mercancía, particularmente en forma de anillos y barras de metal 

estandarizados, facilitó el comercio considerablemente. Los documentos del Reino Nuevo muestran 

transacciones complejas donde los valores se calculan en deben de plata o cobre, pero el pago real 

puede incluir una combinación de metal, grano, aceite, textiles, y otros bienes. Esta flexibilidad requería 

mecanismos legales sofisticados para determinar equivalencias justas y resolver disputas sobre 

valoración. 

Los contratos comerciales egipcios exhiben características legales notables. Un contrato típico 

comenzaba con una fecha completa, incluyendo año de reinado, estación, mes y día. Seguía la 

identificación completa de las partes, incluyendo nombres, filiaciones, y a veces ocupaciones y lugares 

de residencia. El cuerpo del contrato especificaba la naturaleza de la transacción, los bienes o servicios 
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involucrados, los términos de pago, y las penalidades por incumplimiento. Los contratos concluían 

con listas de testigos y la validación del escriba. 

Las garantías comerciales jugaban un papel importante en facilitar el comercio. Los vendedores 

rutinariamente garantizaban la calidad de los bienes, la validez de su título, y la ausencia de 

reclamaciones de terceros. Un papiro del Reino Nuevo registra la venta de un buey donde el vendedor 

garantiza que el animal está sano, es de la edad declarada, y libre de obligaciones rituales que impedirían 

su sacrificio. Las garantías podían extenderse por períodos específicos, durante los cuales el vendedor 

era responsable por defectos no aparentes en el momento de la venta. 

El concepto de responsabilidad por productos defectuosos aparece en varios contextos. Los artesanos 

que producían bienes por encargo eran responsables por defectos de manufactura. Los contratos de 

construcción frecuentemente incluían cláusulas requiriendo que el constructor rectificara defectos 

aparecidos dentro de un período especificado. Los comerciantes que vendían alimentos eran 

responsables si sus productos causaban enfermedad, aunque probar causalidad en ausencia de 

conocimiento microbiólogico presentaba desafíos obvios. 

Las sociedades comerciales (partnerships) estaban bien desarrolladas en el derecho egipcio. Los 

contratos de sociedad especificaban contribuciones de capital de cada socio, división de trabajo y 

responsabilidades, distribución de ganancias y pérdidas, y procedimientos para disolución. Un contrato 

particularmente detallado de Deir el-Medina establece una sociedad entre dos artesanos para producir 

y vender muebles, especificando quién proporciona materiales, quién realiza qué trabajo, cómo se 

dividirán los ingresos, y qué sucede si uno de los socios enferma o muere. 

El comercio a larga distancia dentro de Egipto dependía crucialmente del Nilo como arteria de 

transporte. El derecho fluvial egipcio desarrolló principios sofisticados para gobernar navegación, 

responsabilidad por colisiones, salvamento de carga, y disputas sobre prioridad de atraque. Los 

contratos de flete especificaban responsabilidades del propietario del barco y del fletador, incluyendo 

quién asumía riesgos por pérdida o daño de carga, demoras causadas por bajo nivel del río, o ataques 

de piratas. 

Los gremios comerciales y asociaciones profesionales, aunque no tan formalizados como los collegia 

romanos posteriores, existían en el antiguo Egipto y desarrollaron sus propias normas cuasi-legales. 

Los trabajadores de Deir el-Medina, organizados en cuadrillas con estructuras jerárquicas definidas, 

mantenían reglas internas sobre distribución de trabajo, estándares de calidad, y resolución de disputas. 

Los comerciantes de ciertas especialidades parecen haber mantenido asociaciones informales que 

establecían prácticas comerciales estándar y mecanismos de arbitraje. 

El comercio internacional egipcio presentaba desafíos legales únicos que requerían soluciones 

innovadoras. Los tratados comerciales con estados extranjeros establecían marcos legales para el 

intercambio. El tratado entre Ramsés II y Hattusili III, aunque principalmente un acuerdo de paz, 

incluye provisiones detalladas sobre comercio, estableciendo protecciones para mercaderes, 

procedimientos para resolver disputas comerciales, y mecanismos para la extradición de deudores 

fugitivos. 
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Las expediciones comerciales al extranjero, ya fueran empresas reales o privadas, operaban bajo 

marcos legales complejos. Los líderes de expediciones recibían autoridad cuasi-judicial para resolver 

disputas entre miembros de la expedición y negociar con autoridades extranjeras. Los contratos de 

participación en expediciones comerciales especificaban shares de inversión y ganancia, obligaciones 

de trabajo, y compensación por muerte o lesión durante el viaje. Un papiro describe una expedición a 

Punt donde los participantes acuerdan por adelantado cómo se dividirán los productos exóticos 

obtenidos. 

Los puertos egipcios desarrollaron jurisdicciones legales especiales para facilitar el comercio 

internacional. En ciudades como Menfis, Tanis, y posteriormente Alejandría, existían barrios para 

mercaderes extranjeros con cierta autonomía legal. Los contratos muestran mercaderes fenicios, 

griegos, y otros realizando negocios bajo sus propias leyes para asuntos internos, mientras se sometían 

a la ley egipcia para transacciones con locales. Esta pluralidad legal requería mecanismos sofisticados 

para determinar qué ley aplicaba en casos específicos. 

La resolución de disputas comerciales internacionales presentaba desafíos particulares. Los 

documentos muestran varios mecanismos: arbitraje por terceros neutrales mutuamente aceptables, 

consulta de oráculos reconocidos por ambas partes, o remisión a tribunales mixtos con representación 

de ambas comunidades. Un caso fascinante involucra una disputa entre un mercader egipcio y uno 

asiático sobre la calidad de madera de cedro entregada; la resolución involucró inspección por expertos 

de ambas culturas y compensación parcial basada en sus hallazgos. 

El papel de los intérpretes y intermediarios culturales en el comercio internacional era legalmente 

significativo. Los dragomanes no solo traducían idiomas sino también conceptos legales y prácticas 

comerciales entre culturas. Los contratos a veces especifican que los intérpretes son legalmente 

responsables por traducciones precisas, con penalidades por errores que resulten en pérdidas. La 

profesión de intérprete-intermediario desarrolló sus propios estándares éticos y prácticas 

profesionales. 

La financiación del comercio internacional requirió instrumentos crediticios sofisticados. Las cartas 

de crédito, aunque no tan desarrolladas como en períodos posteriores, aparecen en forma 

rudimentaria. Un mercader viajando al Levante podía llevar un documento sellado de un templo o 

casa comercial egipcia importante, autorizable por pagos de agentes o corresponsales en el destino. 

Estos instrumentos requerían confianza internacional y mecanismos legales para hacer cumplir 

obligaciones a través de fronteras. 

El seguro marítimo, aunque no formalizado como en el derecho romano posterior, existía en formas 

embrionarias. Los contratos de préstamo marítimo a veces incluían provisiones donde el préstamo 

solo era pagadero si el barco llegaba seguro, efectivamente transfiriendo parte del riesgo al prestamista 

a cambio de intereses más altos. Las asociaciones de mercaderes a veces agrupaban recursos para 

distribuir riesgos, con acuerdos legales gobernando contribuciones y compensaciones. 

La protección de la propiedad intelectual comercial, aunque limitada, aparece en ciertos contextos. Las 

recetas para productos especializados como perfumes, medicinas, o aleaciones metálicas eran secretos 
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comerciales valiosos. Los contratos de empleo para artesanos especializados a veces incluían cláusulas 

de no-competencia, prohibiendo al artesano establecer talleres competidores o entrenar aprendices en 

técnicas propietarias por períodos especificados. La violación de estos acuerdos podía resultar en 

demandas por daños. 

El impacto del comercio en el desarrollo legal egipcio fue profundo. La necesidad de registrar 

transacciones complejas impulsó el desarrollo de la escritura hierática cursiva y posteriormente 

demótica. Los estándares de documentación desarrollados para contratos comerciales influyeron en 

otras áreas del derecho. Los principios de equidad contractual y buena fe desarrollados en contextos 

comerciales se extendieron a otras relaciones legales. 

La regulación gubernamental del comercio varió considerablemente según el período y el producto. 

Ciertos bienes estratégicos como oro, incienso, y madera de calidad permanecían bajo monopolio real 

o requerían licencias especiales para comerciar. Los decretos reales podían fijar precios para productos 

esenciales durante escaseces o prohibir exportaciones de grano durante hambrunas. Sin embargo, la 

evidencia sugiere que la regulación era a menudo más teórica que práctica, con mercados negros 

floreciendo cuando las regulaciones eran demasiado restrictivas. 

Los impuestos y aranceles sobre el comercio proporcionaban ingresos importantes al estado y 

requerían administración legal compleja. Los puestos aduaneros en fronteras y puertos mantenían 

registros detallados de bienes que pasaban, evaluaban valores para propósitos impositivos, y resolvían 

disputas sobre clasificación y valoración. Los intentos de evasión fiscal eran comunes, llevando a un 

juego del gato y el ratón entre mercaderes y funcionarios que generó considerable jurisprudencia sobre 

fraude comercial y contrabando. 

3.10. Evolución del derecho egipcio en los períodos tardíos 

Los últimos mil años del Egipto faraónico, desde la Dinastía XXI hasta la conquista romana, 

presenciaron transformaciones profundas en el sistema legal egipcio. Este período, 

convencionalmente dividido en el Tercer Período Intermedio, el Período Tardío, y la época 

Ptolemaica, no representó simplemente una decadencia del derecho tradicional sino más bien su 

adaptación creativa a nuevas realidades políticas, sociales y culturales. La interacción entre tradiciones 

legales nativas y influencias extranjeras produjo síntesis jurídicas de considerable sofisticación. 

El Tercer Período Intermedio (c. 1070-664 a.C.) comenzó con la fragmentación del poder centralizado 

que había caracterizado al Reino Nuevo. La división de facto entre el norte, gobernado por faraones 

tanitas, y el sur, controlado por los sumos sacerdotes de Amón en Tebas, creó un panorama legal 

complejo donde múltiples autoridades reclamaban jurisdicción legítima. Esta fragmentación, lejos de 

resultar en caos legal, estimuló desarrollos jurídicos innovadores mientras diferentes centros de poder 

competían por legitimidad. 

En Tebas, el gobierno teocrático de los sumos sacerdotes de Amón desarrolló un sistema legal que 

fusionaba más completamente que nunca la autoridad religiosa y secular. Los decretos oraculares se 

convirtieron en la forma primaria de legislación, con el dios Amón "hablando" a través de sus 
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sacerdotes para resolver disputas y establecer normas. Un papiro de este período registra cómo 

disputas de propiedad complejas eran llevadas ante la estatua de Amón durante festivales, con las 

respuestas del dios interpretadas por el clero superior y registradas como precedentes legales 

vinculantes. 

Los contratos legales del Tercer Período Intermedio muestran innovaciones notables en su 

formulación. Los escribas desarrollaron cláusulas cada vez más elaboradas para proteger a las partes 

contra las incertidumbres políticas del período. Los contratos de venta de tierras, por ejemplo, 

rutinariamente incluían garantías de que el vendedor defendería el título contra reclamaciones "ya sea 

del lado sur o del lado norte", reflejando la división política del país. Las penalidades por 

incumplimiento contractual se volvieron más severas, frecuentemente invocando maldiciones divinas 

además de sanciones legales. 

La llegada de dinastías libias al poder en el norte trajo influencias legales nuevas aunque sutiles. Los 

jefes libios que se convirtieron en faraones adoptaron las formas tradicionales egipcias pero también 

introdujeron conceptos tribales de justicia y autoridad. Los documentos muestran un énfasis 

aumentado en juramentos personales y garantías familiares en transacciones legales, reflejando 

posiblemente la importancia libia de los lazos de parentesco. Sin embargo, estas innovaciones fueron 

incorporadas dentro del marco tradicional de Maat en lugar de reemplazarlo. 

El período también presenció el desarrollo de lo que podríamos llamar "derecho federal" primitivo 

para manejar relaciones entre las diferentes entidades políticas de Egipto. Los tratados entre los reyes 

del norte y los sumos sacerdotes del sur, aunque formulados como acuerdos religiosos, efectivamente 

establecían principios legales para jurisdicción compartida, extradición, y reconocimiento mutuo de 

documentos legales. Un tratado particularmente detallado especifica procedimientos para casos donde 

criminales huían de una jurisdicción a otra. 

La conquista kushita y el establecimiento de la Dinastía XXV (c. 747-656 a.C.) trajeron gobernantes 

nubios al trono de Egipto. Estos reyes, aunque se presentaban como restauradores de las tradiciones 

egipcias antiguas, inevitablemente introdujeron elementos de sus propias tradiciones legales kushitas. 

Los documentos del período muestran un énfasis renovado en la justicia real directa, con los reyes 

kushitas realizando audiencias públicas y emitiendo veredictos en un estilo que recordaba más al Reino 

Antiguo que a la práctica reciente. 

El renacimiento saíta de la Dinastía XXVI (664-525 a.C.) representó un esfuerzo consciente de revivir 

las glorias del pasado egipcio, incluyendo sus tradiciones legales. Los legisladores saítas emprendieron 

lo que parece haber sido el primer intento sistemático de codificar el derecho egipcio tradicional. 

Aunque ningún código completo sobrevive, las referencias en documentos posteriores a las "leyes de 

Bocchoris" (Bakenrenef) sugieren que este faraón de la Dinastía XXIV había iniciado reformas legales 

que los reyes saítas expandieron. 

Los contratos demóticos, que se volvieron estándar durante el Período Tardío, representan una 

evolución significativa en la documentación legal egipcia. Escritos en la escritura demótica cursiva en 

lugar de la hierática más antigua, estos contratos exhiben fórmulas legales altamente estandarizadas y 
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terminología técnica precisa. El desarrollo del demótico como lenguaje legal especializado permitió 

mayor precisión en la expresión de conceptos legales complejos. 

Un desarrollo particularmente importante fue la evolución del documento de "renuncia" (sH n wjr). 

Estos documentos, mediante los cuales una parte renunciaba a todas las reclamaciones futuras 

relacionadas con una transacción, se volvieron esenciales para la seguridad legal. Un contrato de venta 

típico del Período Tardío podía estar acompañado por múltiples documentos de renuncia de varios 

miembros de la familia del vendedor, cada uno renunciando a cualquier reclamación potencial sobre 

la propiedad vendida. 

La primera dominación persa (525-404 a.C.) introdujo el Egipto faraónico a un sistema legal imperial 

verdaderamente cosmopolita. Los persas, siguiendo su política general de respetar las leyes locales, 

permitieron que el derecho egipcio continuara operando para la mayoría de los asuntos internos. Sin 

embargo, la integración de Egipto en el Imperio Persa requirió adaptaciones legales significativas. Los 

documentos bilingües del período muestran escribas luchando por traducir conceptos legales persas 

al egipcio y viceversa. 

El código legal que Darío I supuestamente ordenó compilar para Egipto, mencionado por Diodoro 

Sículo, representa otro intento de sistematización del derecho egipcio. Aunque el código mismo no 

sobrevive, su existencia reportada sugiere que los persas reconocieron la necesidad de entender y 

formalizar el derecho egipcio para gobernarlo efectivamente. Las referencias posteriores a precedentes 

legales del "tiempo de Darío" indican que este período fue visto como estableciendo normas legales 

importantes. 

El breve período de independencia restaurada (404-343 a.C.) vio intentos de purgar influencias persas 

y restaurar el derecho egipcio "puro". Sin embargo, los documentos del período muestran que muchas 

innovaciones del período persa habían sido tan completamente integradas que no podían ser 

fácilmente removidas. Los conceptos de apelación administrativa, documentación bilingüe, y ciertos 

instrumentos comerciales de origen persa continuaron utilizándose. 

La segunda dominación persa (343-332 a.C.) fue más breve pero aparentemente más disruptiva para 

el sistema legal. Los documentos escasean para este período, pero los que sobreviven sugieren un 

intento más agresivo de imponer normas legales persas, particularmente en áreas de derecho fiscal y 

administrativo. La resistencia egipcia a estos cambios puede haber contribuido a la rápida aceptación 

de Alejandro Magno como liberador. 

La conquista macedonia y el establecimiento del reino ptolemaico (332-30 a.C.) iniciaron la 

transformación más profunda del derecho egipcio desde su inicio. Los Ptolomeos enfrentaron el 

desafío de gobernar una población nativa egipcia mientras satisfacían las expectativas legales de los 

inmigrantes greco-macedonios. Su solución fue un sistema legal dual donde el derecho egipcio y griego 

coexistían, a veces incómodamente. 

Los tribunales ptolemaicos se organizaron según líneas étnicas, con chrematistai (jueces griegos) para 

los griegos y laokritai (jueces egipcios) para los nativos. Sin embargo, la realidad era más compleja, con 
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jurisdicciones superpuestas y casos mixtos requiriendo soluciones creativas. Un caso fascinante 

involucra un matrimonio mixto greco-egipcio donde la disputa de divorcio fue escuchada 

sucesivamente por tribunales griegos y egipcios, cada uno aplicando su propio derecho y llegando a 

conclusiones diferentes. 

El derecho contractual ptolemaico muestra la síntesis más clara de elementos griegos y egipcios. Los 

contratos podían ser redactados en griego o demótico (a veces ambos), pero independientemente del 

idioma, a menudo incorporaban elementos de ambas tradiciones legales. Un contrato de préstamo 

podía usar fórmulas griegas para el cálculo de intereses mientras invocaba deidades egipcias como 

garantes. Esta hibridación legal creó un sistema más flexible pero también más complejo que 

cualquiera de sus componentes. 

La burocracia legal ptolemaica alcanzó niveles de complejidad sin precedentes. Los documentos 

requerían múltiples registros, traducciones oficiales, y validaciones por diferentes autoridades. Un 

simple venta de tierra podía generar una docena de documentos relacionados: el contrato principal, 

renuncias de miembros de la familia, registros fiscales, notificaciones a autoridades locales, y recibos 

de pago de varias tasas. Esta proliferación documental, aunque engorrosa, creó un rastro de papel que 

permite reconstrucción detallada de transacciones legales. 

El derecho familiar bajo los Ptolomeos muestra tensiones particularmente interesantes entre normas 

griegas y egipcias. Los griegos practicaban la monogamia estricta y limitaban los derechos de propiedad 

de las mujeres, mientras que los egipcios permitían poligamia (aunque rara) y otorgaban a las mujeres 

plena capacidad legal. Los documentos muestran varias soluciones: mujeres egipcias casadas con 

griegos a veces renunciaban a sus derechos egipcios, mientras que en otros casos los esposos griegos 

aceptaban contratos matrimoniales egipcios que otorgaban mayores protecciones a sus esposas. 

El sistema fiscal ptolemaico, quizás el más elaborado del mundo antiguo, requirió innovaciones legales 

sustanciales. Los contratos de arrendamiento fiscal, mediante los cuales individuos privados pujaban 

por el derecho de recolectar impuestos específicos, crearon relaciones legales complejas entre el 

estado, los contratistas fiscales, y los contribuyentes. Las disputas fiscales generaron un cuerpo 

elaborado de jurisprudencia administrativa que influyó en el desarrollo posterior del derecho fiscal 

romano. 

La introducción de la moneda acuñada como medio dominante de intercambio durante el período 

ptolemaico transformó muchos aspectos del derecho comercial. Los contratos que previamente 

especificaban pagos en especie ahora estipulaban sumas monetarias precisas. Esto requirió nuevos 

mecanismos legales para manejar fluctuaciones de divisas, falsificación, y disputas sobre tipos de 

cambio entre monedas de plata y bronce. 

El derecho sacerdotal egipcio mantuvo considerable autonomía bajo los Ptolomeos, quienes 

reconocieron la importancia de mantener el apoyo del poderoso clero. Los decretos sinodales, 

emitidos conjuntamente por el rey y los principales sacerdotes reunidos, crearon una forma única de 

legislación que combinaba autoridad real griega con legitimidad religiosa egipcia. El Decreto de 
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Canopus y la Piedra de Rosetta ejemplifican este género, estableciendo normas legales mientras 

afirman la armonía entre tradiciones griegas y egipcias. 

Los últimos siglos del período ptolemaico vieron una "egiptización" gradual de la dinastía gobernante 

y sus instituciones legales. Los monarcas ptolemaicos tardíos adoptaron cada vez más prácticas 

faraónicas tradicionales, y el derecho griego en Egipto absorbió tantos elementos egipcios que se 

volvió casi irreconocible para visitantes de Grecia. Esta síntesis cultural y legal creó un sistema único 

que influiría en el desarrollo del derecho romano provincial. 

La conquista romana de Egipto en 30 a.C. marcó el fin del Egipto faraónico independiente pero no el 

fin inmediato de sus tradiciones legales. Los romanos, como los persas y ptolemaicos antes que ellos, 

inicialmente permitieron la continuación del derecho local para muchos asuntos. Sin embargo, la 

integración de Egipto como provincia del Imperio Romano inició un proceso de romanización legal 

que eventualmente transformaría o suprimiría la mayoría de las instituciones legales faraónicas 

tradicionales. 

El legado del derecho egipcio tardío fue, no obstante, considerable. Los conceptos egipcios de 

documentación notarial, registro de propiedad, y contratos matrimoniales influyeron en el desarrollo 

del derecho romano provincial. Los procedimientos administrativos ptolemaicos proporcionaron 

modelos para la burocracia imperial romana. Más sutilmente, la experiencia de Egipto en acomodar 

múltiples tradiciones legales dentro de un solo sistema político ofreció lecciones para el manejo 

romano de la diversidad legal en su imperio. 

Esta larga evolución del derecho egipcio en sus fases tardías demuestra la notable resiliencia y 

adaptabilidad de la tradición legal faraónica. Enfrentado con conquistas sucesivas y la necesidad de 

acomodar poblaciones e ideas legales extranjeras, el derecho egipcio no simplemente sobrevivió sino 

que evolucionó creativamente, absorbiendo elementos útiles mientras mantenía su carácter distintivo. 

Esta capacidad de síntesis legal, enraizada en la concepción flexible de Maat como principio universal 

en lugar de código rígido, permitió al derecho egipcio servir las necesidades de sociedades cada vez 

más complejas y cosmopolitas mientras mantenía continuidad con milenios de tradición. 

El estudio de estos períodos tardíos revela que el "declive" del antiguo Egipto fue cualquier cosa 

menos una simple decadencia. En cambio, vemos un laboratorio de experimentación legal donde 

diferentes tradiciones se encontraron, chocaron, y ultimately se fusionaron en formas nuevas. Las 

lecciones de este proceso - sobre pluralismo legal, adaptación cultural, y la persistencia de normas 

locales frente a la dominación imperial - resuenan mucho más allá del contexto antiguo, ofreciendo 

perspectivas sobre los encuentros legales interculturales en cualquier época. 

3.11. El procedimiento judicial egipcio: rituales, pruebas y garantías procesales 

El sistema procesal del antiguo Egipto representaba una síntesis única entre formalismo ritual y 

pragmatismo jurídico, donde los procedimientos judiciales servían no solo para resolver disputas 

particulares sino también para reafirmar el orden cósmico de Maat en cada acto de justicia. A diferencia 

de los sistemas procesales modernos, centrados en garantías individuales y debido proceso, el 
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procedimiento egipcio buscaba primordialmente el restablecimiento de la armonía social y cósmica 

perturbada por el conflicto legal. 

La iniciación de un proceso judicial en el antiguo Egipto seguía caminos diversos según la naturaleza 

del caso y el estatus de las partes involucradas. Para disputas civiles menores, el procedimiento 

comenzaba típicamente con una queja oral o escrita presentada ante las autoridades locales. Los 

documentos de Deir el-Medina preservan numerosas quejas iniciadas por simples notas en ostraca, 

donde el demandante exponía sucintamente su agravio y solicitaba intervención judicial. Para casos 

más complejos o que involucraban sumas significativas, se requería una petición formal redactada por 

un escriba profesional. 

La citación judicial constituía un acto formal que requería procedimientos específicos para asegurar su 

validez. Los alguaciles del tribunal, conocidos como "mensajeros de la kenbet", entregaban citaciones 

orales o escritas a los demandados, frecuentemente en presencia de testigos que posteriormente podían 

verificar la notificación apropiada. Los documentos muestran casos donde demandados reclamaban 

no haber sido apropiadamente citados, llevando a disputas procesales sobre la validez de los 

procedimientos. En casos importantes, la citación podía ser proclamada públicamente en el mercado 

o inscrita en las puertas del demandado. 

La composición de los tribunales variaba considerablemente según el nivel y tipo de jurisdicción. Los 

tribunales locales típicamente consistían en un panel de notables locales presidido por el alcalde o un 

funcionario designado. Estos jueces legos no eran juristas profesionales sino ciudadanos respetables 

familiarizados con las costumbres locales y los principios generales de Maat. Para casos más complejos 

o apelaciones, tribunales regionales presididos por nomarcas o sus representantes incluían escribas 

especializados en asuntos legales que podían proporcionar expertise técnico. 

El espacio físico del tribunal egipcio reflejaba concepciones cosmológicas y jerárquicas. Los relieves y 

pinturas muestran tribunales reuniéndose en patios abiertos o salas hipóstilas, con los jueces sentados 

en una plataforma elevada, frecuentemente bajo un dosel que simbolizaba la protección divina. Las 

partes y testigos permanecían de pie o se arrodillaban ante el tribunal, mientras los escribas registraban 

los procedimientos desde posiciones laterales. La disposición espacial reforzaba visualmente la 

autoridad del tribunal y la solemnidad de los procedimientos. 

Los rituales de apertura de las sesiones judiciales subrayaban la naturaleza sagrada de la administración 

de justicia. Los procedimientos típicamente comenzaban con invocaciones a Maat y otras deidades 

asociadas con la justicia. Los jueces podían realizar purificaciones rituales, especialmente en casos que 

involucraban juramentos sagrados o consultas oraculares. Un papiro del Reino Nuevo describe cómo 

los jueces "abrieron sus bocas en justicia" mediante una fórmula ritual antes de escuchar testimonios, 

conectando sus actos con el poder divino de discernimiento. 

La presentación de argumentos seguía un orden establecido, con el demandante exponiendo su caso 

primero, seguido por la respuesta del demandado. Las partes podían hablar por sí mismas o ser 

asistidas por individuos más elocuentes o educados que actuaban como representantes informales. 

Los documentos muestran que estos representantes, aunque no abogados profesionales en el sentido 
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moderno, podían ser escribas, sacerdotes, o simplemente amigos o parientes con habilidades oratorias. 

El Cuento del Campesino Elocuente, aunque literario, refleja la valoración cultural de la 

argumentación persuasiva en contextos judiciales. 

La evidencia documental gozaba de estatus privilegiado en los tribunales egipcios, reflejando la 

reverencia cultural por la palabra escrita. Los contratos, recibos, títulos de propiedad, y 

correspondencia relevante se presentaban al tribunal, donde los escribas verificaban su autenticidad 

examinando sellos, caligrafía, y fórmulas legales. Los documentos antiguos requerían validación 

especial, a veces mediante testimonios de escribas ancianos familiarizados con estilos de escritura 

obsoletos. La falsificación de documentos, cuando se detectaba, resultaba en castigos severos además 

de la pérdida automática del caso. 

El testimonio oral, aunque secundario a la evidencia documental, jugaba un papel crucial especialmente 

en casos que involucraban eventos no documentados o disputas entre personas analfabetas. Los 

testigos prestaban juramento antes de testificar, típicamente invocando a una deidad y aceptando 

castigos divinos por perjurio. Las fórmulas de juramento variaban en elaboración según la gravedad 

del caso, desde simples afirmaciones hasta juramentos complejos que especificaban las maldiciones 

que caerían sobre el perjuro y su descendencia. 

Los procedimientos de interrogatorio muestran sofisticación procesal considerable. Los jueces podían 

interrogar directamente a las partes y testigos, buscando inconsistencias o contradicciones en sus 

relatos. Los escribas judiciales registraban preguntas y respuestas, creando actas que podían 

consultarse posteriormente. En casos complejos, los testigos podían ser interrogados por separado 

para prevenir colusión, y sus testimonios comparados para detectar discrepancias. Los documentos 

muestran jueces empleando técnicas de interrogatorio astutas, como hacer preguntas cuyas respuestas 

ya conocían para probar la veracidad del testigo. 

La evaluación de credibilidad involucraba consideraciones tanto legales como sociales. El estatus 

social, reputación, y relación con las partes influían en cómo se valoraba el testimonio. Los juramentos 

de "testigos de buena reputación" pesaban más que los de individuos de estatus inferior o carácter 

cuestionable. Sin embargo, los documentos también muestran casos donde testimonios de personas 

humildes prevalecieron sobre los de individuos más prominentes cuando la evidencia claramente 

favorecía a los primeros, sugiriendo que Maat podía triunfar sobre las jerarquías sociales. 

Los oráculos judiciales representaban un elemento distintivo del procedimiento egipcio, 

particularmente durante el Reino Nuevo y períodos posteriores. Cuando la evidencia convencional era 

inconclusa o las partes acordaban someter su disputa al juicio divino, el tribunal podía trasladarse a un 

templo para consultar un oráculo. El procedimiento típicamente involucraba presentar la pregunta a 

una estatua divina durante una procesión, con el movimiento de la barca sagrada interpretado como 

respuesta afirmativa o negativa. Aunque susceptible a manipulación sacerdotal, el sistema oracular 

proporcionaba un mecanismo para resolver casos difíciles mientras mantenía la legitimidad divina de 

la decisión. 
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Las deliberaciones judiciales, aunque menos documentadas que otros aspectos del proceso, parecen 

haber seguido principios colegiales. En tribunales multi-jueces, las decisiones se tomaban por 

consenso cuando era posible, o por mayoría cuando había desacuerdo. Los documentos 

ocasionalmente mencionan opiniones disidentes, aunque estas no parecen haber tenido el estatus 

formal que tienen en algunos sistemas legales modernos. Los jueces consultaban precedentes cuando 

estaban disponibles, aunque la ausencia de un sistema formal de reporte de casos significaba que la 

memoria institucional dependía mucho de la experiencia personal de jueces veteranos. 

La pronunciación de sentencias constituía un momento ritual importante que reafirmaba el orden de 

Maat. Las sentencias típicamente comenzaban con invocaciones a la justicia divina y referencias a la 

autoridad bajo la cual actuaba el tribunal. El fallo específico seguía, detallando las obligaciones de cada 

parte y las consecuencias del incumplimiento. En casos criminales, la sentencia podía incluir no solo 

el castigo temporal sino también maldiciones rituales diseñadas para asegurar cumplimiento. Los 

escribas registraban las sentencias en múltiples copias para las partes y los archivos del tribunal. 

Los mecanismos de apelación, aunque no tan formalizados como en sistemas legales modernos, 

existían en varias formas. Las decisiones de tribunales locales podían apelarse ante tribunales regionales 

y eventualmente ante el visir o el faraón mismo. Sin embargo, la apelación no era un derecho 

automático y generalmente requería demostrar error procesal, nueva evidencia, o corrupción judicial. 

Los costos y dificultades de apelar, especialmente a instancias superiores, significaban que muchas 

decisiones locales eran efectivamente finales para litigantes ordinarios. 

La ejecución de sentencias presentaba desafíos prácticos que el sistema egipcio abordaba mediante 

una combinación de coerción oficial y presión social. Para sentencias monetarias, los tribunales podían 

autorizar el embargo de bienes del deudor, con funcionarios judiciales supervisando la incautación y 

venta de propiedad para satisfacer el fallo. Los documentos de Deir el-Medina muestran casos donde 

los acreedores judiciales recibían autorización para entrar en las casas de los deudores y tomar bienes 

equivalentes al monto adeudado, aunque ciertos elementos esenciales como herramientas de trabajo 

básicas parecen haber estado exentos de embargo. 

La presión comunitaria jugaba un papel crucial en asegurar el cumplimiento de las sentencias judiciales. 

En las comunidades egipcias estrechamente unidas, el ostracismo social podía ser tan efectivo como 

la coerción oficial. Los documentos mencionan individuos que fueron "puestos fuera de la 

comunidad" por negarse a cumplir fallos judiciales, perdiendo acceso a servicios comunitarios, 

participación en festivales religiosos, y apoyo social. Esta combinación de sanciones legales y sociales 

generalmente aseguraba cumplimiento eventual, aunque los registros también muestran casos de 

resistencia prolongada. 

Los procedimientos especiales para casos que involucraban extranjeros revelan la sofisticación del 

sistema procesal egipcio en manejar diversidad cultural. Los tribunales podían incluir intérpretes 

jurados y permitir que los extranjeros juraran por sus propias deidades. En ciudades cosmopolitas 

como Menfis, existían procedimientos para determinar qué ley aplicar en disputas entre personas de 

diferentes nacionalidades. Un papiro ptolemaico describe un caso complejo donde un mercader 
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fenicio demandó a un socio griego ante un tribunal egipcio, requiriendo la aplicación de principios de 

tres sistemas legales diferentes. 

La protección de grupos vulnerables en el proceso judicial muestra preocupaciones humanitarias 

notables. Los huérfanos y viudas gozaban de ciertas protecciones procesales, incluyendo el derecho a 

asistencia oficial en la presentación de sus casos. Los documentos muestran escribas del tribunal 

ayudando gratuitamente a litigantes analfabetos o indigentes. En casos que involucraban menores, los 

tribunales podían designar tutores ad litem para proteger sus intereses. Estas protecciones, aunque no 

universalmente aplicadas, reflejan el ideal de Maat como justicia accesible a todos. 

Los casos de emergencia o circunstancias extraordinarias podían invocar procedimientos judiciales 

acelerados. Durante epidemias, hambrunas, o amenazas militares, los tribunales podían sesionar con 

composición reducida o seguir procedimientos sumarios. Un decreto de la Dinastía XX autoriza a 

jueces locales a ejecutar sumariamente a saqueadores durante una hambruna, suspendiendo 

temporalmente las garantías procesales normales. Sin embargo, tales poderes extraordinarios eran 

claramente excepcionales y típicamente requerían autorización real explícita. 

La documentación y archivo de procedimientos judiciales constituía una función esencial del sistema. 

Los escribas judiciales mantenían registros detallados de casos importantes, creando precedentes 

consultables y memoria institucional. Los archivos judiciales servían múltiples propósitos: 

proporcionaban evidencia de decisiones previas, permitían verificar el cumplimiento de sentencias 

antiguas, y ofrecían modelos para casos similares futuros. La destrucción o falsificación de registros 

judiciales se castigaba severamente, reflejando su importancia para la integridad del sistema. 

Los costos judiciales y la accesibilidad económica de la justicia presentan un cuadro mixto. Mientras 

que los tribunales locales parecen haber sido relativamente accesibles, con costos limitados 

principalmente a fees de escribas para documentos formales, los tribunales superiores podían ser 

prohibitivamente caros para litigantes pobres. Los documentos muestran individuos empeñando 

propiedad o tomando préstamos para financiar litigios. Sin embargo, también hay evidencia de 

mecanismos para waiver fees para indigentes y de patrocinio por individuos ricos de casos meritorios 

de clientes pobres. 

El papel de la mediación y arbitraje como alternativas al proceso judicial formal merece énfasis 

especial. Muchas disputas se resolvían mediante mediación de ancianos respetados, sacerdotes, o 

funcionarios locales antes de llegar a los tribunales formales. Los contratos frecuentemente incluían 

cláusulas de arbitraje especificando que disputas futuras serían resueltas por árbitros mutuamente 

acordados en lugar de tribunales. Estos mecanismos alternativos de resolución de disputas, más 

rápidos y menos costosos que los procedimientos judiciales formales, manejaban probablemente la 

mayoría de los conflictos cotidianos. 

Los rituales de cierre de procedimientos judiciales reafirmaban la restauración de Maat. Las sentencias 

frecuentemente concluían con exhortaciones a las partes para vivir en paz y no renovar la disputa. En 

casos criminales graves, ceremonias de purificación podían realizarse para limpiar la contaminación 

espiritual causada por el crimen. Los documentos muestran que las partes reconciliadas a veces 
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participaban en comidas rituales o intercambios de regalos simbólicos para marcar la restauración de 

relaciones armoniosas. 

La interacción entre procedimientos judiciales y prácticas mágicas revela aspectos fascinantes de la 

mentalidad legal egipcia. Además de maldiciones oficiales incluidas en sentencias, los litigantes 

frecuentemente empleaban magia privada para influenciar resultados judiciales o hacer cumplir fallos. 

Los textos mágicos preservados incluyen hechizos para "abrir la boca de los jueces" a favor de uno, 

para "atar la lengua" de oponentes, o para asegurar que los juramentos de los perjuros se volvieran 

contra ellos. Aunque oficialmente desaprobadas, estas prácticas mágicas paralegas formaban parte 

integral del paisaje judicial. 

3.12. Mujeres y derecho en el antiguo Egipto: autonomía jurídica y participación económica 

La posición legal de las mujeres en el antiguo Egipto representa uno de los aspectos más notables y 

progresistas de su sistema jurídico, contrastando marcadamente con la situación en la mayoría de las 

otras civilizaciones antiguas. Las mujeres egipcias gozaban de una autonomía legal que no sería 

igualada en muchas sociedades hasta la época moderna, incluyendo la capacidad plena de poseer 

propiedad, realizar contratos, testificar en tribunales, y actuar independientemente en asuntos legales 

sin requerir tutela masculina. 

Esta igualdad legal fundamental se enraizaba en concepciones cosmológicas y sociales específicamente 

egipcias. Maat misma era concebida como femenina, y numerosas deidades femeninas ejercían poderes 

significativos en el panteón egipcio. La complementariedad de principios masculinos y femeninos, más 

que su jerarquización, informaba el pensamiento egipcio sobre género. Los textos de creación 

frecuentemente enfatizan la generación del orden cósmico a través de la unión de principios duales, 

masculino y femenino, ninguno subordinado al otro. 

La evidencia más temprana de la capacidad legal femenina aparece ya en el Reino Antiguo. Las estelas 

funerarias muestran mujeres poseyendo títulos que implican control de propiedad significativa y 

autoridad administrativa. Los contratos del período muestran mujeres comprando y vendiendo tierras, 

esclavos, y otros bienes valiosos. Una inscripción de la Dinastía IV registra a una mujer llamada Nebet 

actuando como testigo en una importante transferencia de propiedad, indicando que el testimonio 

femenino era legalmente válido desde períodos muy tempranos. 

Los derechos de propiedad de las mujeres egipcias eran particularmente extensos. Las mujeres podían 

heredar, comprar, vender, y legar propiedad libremente. La evidencia documental muestra mujeres 

controlando estados considerables, incluyendo tierras agrícolas, inmuebles urbanos, ganado, y talleres 

artesanales. Un archivo del Reino Medio de la ciudad de Kahun incluye numerosos documentos que 

muestran mujeres administrando propiedades complejas, empleando trabajadores, y realizando 

transacciones comerciales sofisticadas. 

El principio de propiedad separada dentro del matrimonio protegía los intereses económicos 

femeninos. A diferencia de muchos sistemas legales donde la propiedad de la esposa pasaba al control 

del esposo upon matrimonio, las mujeres egipcias mantenían control independiente sobre sus bienes. 
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Los contratos matrimoniales rutinariamente especifican que la esposa retiene propiedad y control de 

los bienes que trae al matrimonio. Esta separación de propiedad proporcionaba seguridad económica 

crucial y poder de negociación dentro de la relación matrimonial. 

La participación femenina en actividades comerciales estaba bien establecida y legalmente protegida. 

Los documentos muestran mujeres actuando como comerciantes, prestamistas, y empresarias. Un 

archivo particularmente revelador de Tebas del Reino Nuevo documenta las actividades de una mujer 

llamada Naunakhte que operaba un negocio de préstamos, prestando grano y otros bienes a interés. 

Sus contratos muestran sofisticación comercial, incluyendo cláusulas de penalidad, garantías, y arreglos 

de pago flexibles. 

Las mujeres en el antiguo Egipto podían actuar como testigos legales en todo tipo de procedimientos. 

Los documentos rutinariamente incluyen mujeres en listas de testigos para contratos, testamentos, y 

procedimientos judiciales. El peso del testimonio femenino parece haber sido igual al masculino, sin 

las descalificaciones o limitaciones encontradas en muchos otros sistemas legales antiguos. Un caso 

judicial de Deir el-Medina muestra el testimonio de varias mujeres siendo decisivo en resolver una 

disputa de propiedad compleja. 

La capacidad de las mujeres para iniciar procedimientos legales por derecho propio está ampliamente 

documentada. Las mujeres podían demandar y ser demandadas, aparecer en tribunales sin 

representación masculina, y buscar remedios legales por agravios. Los archivos judiciales incluyen 

numerosos casos iniciados por mujeres, desde disputas de propiedad menores hasta acusaciones 

criminales serias. Un papiro del Reino Nuevo registra a una mujer prosecutando exitosamente a un 

vecino por destrucción de propiedad, obteniendo compensación completa. 

Los derechos laborales de las mujeres, aunque operando dentro de normas sociales que tendían a la 

división sexual del trabajo, incluían protecciones legales significativas. Las mujeres trabajadoras, 

particularmente en las industrias textiles y de procesamiento de alimentos, podían negociar contratos 

de empleo, recibir salarios directamente, y buscar remedios legales por salarios no pagados o 

condiciones de trabajo abusivas. Los registros de pago de Deir el-Medina muestran mujeres recibiendo 

compensación igual por trabajo igual en varias ocupaciones. 

Las sacerdotisas y mujeres en roles religiosos gozaban de estatus legal particular. Las posiciones 

sacerdotales femeninas, especialmente en los cultos de Hathor, Neith, y otras deidades femeninas, 

conferían no solo prestigio sino también derechos económicos significativos. Las sacerdotisas podían 

controlar propiedades del templo, realizar transacciones en nombre de la institución, y ejercer 

jurisdicción sobre el personal subordinado. Los contratos muestran sacerdotisas arrendando tierras 

del templo, empleando trabajadores, y manejando operaciones económicas complejas. 

El divorcio y los derechos post-maritales de las mujeres demuestran la equidad del sistema legal 

egipcio. Las mujeres podían iniciar el divorcio tan fácilmente como los hombres, simplemente 

declarando su intención y estableciendo residencia separada. Los acuerdos de divorcio típicamente 

protegían los intereses económicos femeninos, asegurando la devolución de la dote, división equitativa 

de propiedad adquirida conjuntamente, y a menudo compensación adicional. Un contrato de divorcio 
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del Período Tardío muestra a una mujer recibiendo no solo su dote original sino también la mitad de 

todos los bienes adquiridos durante el matrimonio. 

Los derechos reproductivos y el control sobre decisiones familiares muestran aspectos progresistas 

notables. Los textos médicos y mágicos incluyen numerosos métodos anticonceptivos y abortivos, 

sugiriendo que las mujeres ejercían cierto control sobre su fertilidad. Los contratos muestran mujeres 

tomando decisiones sobre el cuidado y educación de los hijos. En casos de separación, los hijos 

pequeños típicamente permanecían con la madre, y los padres tenían obligaciones de mantenimiento 

continuas. 

La participación femenina en el sistema educativo, aunque limitada por normas sociales, no estaba 

legalmente prohibida. La evidencia de mujeres letradas, aunque menos común que la de hombres, 

existe a través de todos los períodos. Las cartas personales escritas por mujeres, contratos redactados 

en primera persona femenina, y referencias a mujeres enseñando a sus hijos sugieren que la 

alfabetización femenina, aunque minoritaria, era socialmente aceptada y legalmente reconocida. 

Los derechos sucesorios de las mujeres eran particularmente igualitarios. Las hijas heredaban 

porciones iguales con los hijos, sin la preferencia masculina encontrada en muchos sistemas legales 

antiguos. Las mujeres podían hacer testamentos distribuyendo su propiedad como desearan, 

incluyendo la capacidad de desheredar a hijos ingratos o favorecer a ciertos herederos. El testamento 

de Naunakhte, mencionado anteriormente, muestra a una mujer ejerciendo control testamentario 

completo, distribuyendo su considerable propiedad entre sus hijos según su comportamiento hacia 

ella. 

Las mujeres de la realeza y la élite ejercían poderes legales extraordinarios que, aunque excepcionales, 

ilustran el potencial del sistema. Las reinas podían gobernar como regentes, emitir decretos, y ejercer 

jurisdicción judicial. Hatshepsut gobernó como faraón con plenos poderes, mientras que reinas como 

Nefertiti y Nefertari claramente ejercieron autoridad política significativa. Aunque estas mujeres eran 

excepcionales, su capacidad de ejercer tal poder sugiere que no había barreras legales absolutas a la 

autoridad femenina. 

La protección legal contra la violencia de género, aunque enmarcada en términos diferentes a los 

modernos, existía en el derecho egipcio. Los asaltos contra mujeres podían ser prosecutados 

criminalmente, y las mujeres podían buscar compensación por daños. Los contratos matrimoniales 

frecuentemente incluían cláusulas penalizando el abuso físico. Un papiro judicial registra un caso 

donde una mujer obtuvo divorcio y compensación significativa basándose en el maltrato físico de su 

esposo. 

Las mujeres extranjeras en Egipto gozaban de protecciones legales similares a las egipcias nativas, un 

hecho notable en el mundo antiguo. Los contratos muestran mujeres griegas, sirias, nubias, y de otras 

nacionalidades realizando transacciones legales en Egipto. Los matrimonios mixtos eran legalmente 

reconocidos, aunque podían crear complejidades sobre qué tradición legal aplicar. Los documentos 

sugieren que las mujeres extranjeras residentes en Egipto generalmente adoptaban las ventajas del 

sistema legal egipcio. 
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Las limitaciones a la igualdad legal femenina, aunque relativamente menores comparadas con otras 

sociedades antiguas, existían en ciertas áreas. Algunos cargos administrativos altos parecen haber 

estado cerrados a las mujeres, aunque esto puede haber sido más costumbre social que prohibición 

legal. Ciertas posiciones sacerdotales estaban limitadas por género, aunque esto aplicaba tanto a 

hombres como a mujeres. Las mujeres raramente aparecen como juezas, aunque no hay evidencia de 

prohibición legal explícita. 

La evolución de los derechos legales femeninos a través de la historia egipcia muestra tanto 

continuidades como cambios. El Reino Antiguo y Medio muestran evidencia consistente de 

autonomía legal femenina. El Reino Nuevo, con su sociedad más compleja y cosmopolita, ve una 

elaboración de los derechos femeninos en áreas como el comercio internacional y las profesiones 

especializadas. Los períodos tardíos, bajo influencia griega y romana, muestran cierta erosión de la 

autonomía femenina, aunque las tradiciones egipcias persistieron tenazmente. 

La comparación con otros sistemas legales antiguos resalta el carácter excepcional de los derechos 

femeninos egipcios. En Mesopotamia, las mujeres generalmente requerían tutela masculina para actos 

legales importantes. En Grecia, las mujeres eran perpetuas menores legales. En Roma, aunque el 

sistema evolucionó hacia mayor autonomía femenina, nunca alcanzó la igualdad fundamental del 

sistema egipcio. Esta excepcionalidad egipcia requiere explicación en términos de estructuras sociales, 

económicas, y religiosas únicas. 

El impacto económico de la autonomía legal femenina fue considerable. Las mujeres controlaban una 

porción significativa de la riqueza egipcia, particularmente en forma de propiedad inmobiliaria y 

negocios de pequeña escala. Esta dispersión del control económico puede haber contribuido a la 

estabilidad y resiliencia de la economía egipcia. Los documentos sugieren que las redes económicas 

femeninas, particularmente en industrias como textiles y procesamiento de alimentos, jugaban roles 

importantes en la economía local. 

La influencia de los derechos legales femeninos egipcios en sistemas posteriores es difícil de rastrear 

pero potencialmente significativa. Durante el período ptolemaico, las mujeres greco-egipcias parecen 

haber gozado de mayores derechos que sus contrapartes en Grecia, sugiriendo influencia del sistema 

egipcio. Los documentos legales coptos de los primeros siglos cristianos muestran continuidades con 

las tradiciones egipcias de autonomía femenina, a pesar de la influencia de normas cristianas más 

restrictivas. 

3.13. El derecho del trabajo y las relaciones laborales en el Egipto faraónico 

El sistema de relaciones laborales en el antiguo Egipto presentaba una complejidad que desafía las 

concepciones simplistas de una economía basada puramente en la esclavitud o la servidumbre. La 

realidad era un mosaico sofisticado de diferentes tipos de trabajo y estatus laborales, gobernados por 

normas legales que, aunque no codificadas en un "código laboral" único, proporcionaban estructura y 

protecciones significativas para diversos tipos de trabajadores. Este sistema evolucionó durante tres 

milenios, adaptándose a cambios económicos, sociales y políticos mientras mantenía ciertos principios 

fundamentales enraizados en la concepción de Maat. 
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La categorización del trabajo en el antiguo Egipto no seguía las divisiones modernas entre trabajo libre 

y no libre, sino que operaba a lo largo de un espectro de obligaciones y derechos. En un extremo 

estaban los trabajadores corvée, sujetos a obligaciones laborales periódicas para el estado; en el otro, 

artesanos especializados y profesionales que gozaban de considerable autonomía. Entre estos 

extremos existían numerosas categorías intermedias, cada una con su propio conjunto de derechos, 

obligaciones y protecciones legales. 

El sistema de corvée, fundamental para la economía egipcia, requiere comprensión matizada. 

Contrario a concepciones populares, la corvée no era simplemente trabajo forzado arbitrario sino un 

sistema regulado de obligaciones laborales recíprocas. Los documentos muestran que los trabajadores 

corvée tenían derechos específicos: a raciones adecuadas, a condiciones de trabajo seguras, a períodos 

de descanso, y a exención en casos de enfermedad o circunstancias familiares urgentes. Los decretos 

reales frecuentemente especificaban los límites de las obligaciones corvée, sugiriendo un sistema 

donde el abuso, aunque posible, no era sancionado legalmente. 

Los contratos de trabajo del antiguo Egipto revelan relaciones laborales sorprendentemente modernas 

en muchos aspectos. Un contrato típico especificaba la duración del empleo, las tareas a realizar, la 

compensación (en raciones, bienes, o posteriormente dinero), las condiciones de trabajo, y las causales 

de terminación. Los trabajadores especializados podían negociar términos favorables, incluyendo 

bonos por completar proyectos a tiempo, compensación por horas extras, y penalidades para 

empleadores que incumplieran sus obligaciones. 

Los registros de Deir el-Medina proporcionan la ventana más clara hacia las relaciones laborales 

cotidianas en el antiguo Egipto. Esta comunidad de trabajadores especializados que construían las 

tumbas reales mantuvo registros detallados de asistencia, productividad, disputas laborales, y 

resoluciones. Los documentos revelan un sistema donde los trabajadores podían tomar días libres por 

razones personales (registradas meticulosamente), donde las disputas sobre condiciones de trabajo se 

resolvían mediante negociación o arbitraje, y donde existían mecanismos para quejas contra 

supervisores abusivos. 

El concepto de salario justo aparece repetidamente en textos egipcios. Aunque la economía pre-

monetaria complicaba los cálculos salariales, existían normas establecidas sobre compensación 

apropiada para diferentes tipos de trabajo. Los textos sapienciales advierten contra retener los salarios 

de los trabajadores, considerándolo una violación de Maat. Los contratos frecuentemente incluían 

cláusulas especificando penalidades para empleadores que demoraran el pago, sugiriendo que este era 

un problema recurrente que el sistema legal intentaba abordar. 

La organización gremial, aunque no tan formalizada como en períodos posteriores, existía en varias 

formas. Los artesanos de especialidades particulares – carpinteros, albañiles, orfebres, escribas – 

mantenían asociaciones informales que establecían estándares de calidad, entrenaban aprendices, y 

proporcionaban apoyo mutuo. Estos proto-gremios desarrollaron normas internas que 

complementaban el derecho formal, creando sistemas de justicia ocupacional que manejaban disputas 

internas y mantenían estándares profesionales. 
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Los contratos de aprendizaje ilustran la transmisión formal de habilidades ocupacionales. Estos 

documentos legales establecían relaciones cuasi-familiares entre maestros y aprendices, especificando 

la duración del entrenamiento, las habilidades a ser enseñadas, las obligaciones mutuas de 

mantenimiento y servicio, y las restricciones post-entrenamiento. Un contrato particularmente 

detallado describe el aprendizaje de un joven escriba, especificando no solo las habilidades técnicas a 

ser aprendidas sino también los estándares éticos y profesionales a ser inculcados. 

Las condiciones de trabajo y la seguridad ocupacional recibían atención legal considerable. Los 

empleadores tenían obligaciones de proporcionar herramientas adecuadas, ambientes de trabajo 

seguros, y protección contra peligros conocidos. Los registros de accidentes de trabajo muestran que 

los trabajadores lesionados podían recibir compensación y cuidado médico. Un caso de Deir el-Medina 

describe cómo un trabajador lesionado en un derrumbe recibió raciones completas durante su 

recuperación y fue reasignado a trabajo más ligero cuando regresó. 

La resolución de disputas laborales seguía varios canales. Para disputas menores, la mediación por 

supervisores o colegas respetados era común. Para asuntos más serios, los trabajadores podían apelar 

a tribunales locales o, en casos excepcionales, directamente a funcionarios superiores. Los documentos 

registran varias huelgas, la más famosa siendo la huelga de los trabajadores de Deir el-Medina durante 

el reinado de Ramsés III, cuando las raciones se retrasaron. Significativamente, estos trabajadores no 

fueron castigados por su protesta pacífica, sugiriendo reconocimiento implícito del derecho a la acción 

colectiva. 

El trabajo femenino operaba dentro de parámetros legales específicos que reflejaban tanto las normas 

sociales como las protecciones legales. Las mujeres trabajaban extensamente en industrias textiles, 

procesamiento de alimentos, comercio menor, y servicios domésticos. Los contratos de empleo 

femenino muestran que las mujeres podían negociar términos, recibir salarios directamente, y buscar 

remedios legales por abusos. Las trabajadoras embarazadas parecen haber gozado de ciertas 

protecciones, incluyendo trabajo reducido y raciones continuadas durante el período perinatal. 

El trabajo infantil, aunque común en la economía antigua, operaba bajo ciertas restricciones legales. 

Los niños frecuentemente comenzaban como ayudantes de sus padres, aprendiendo oficios 

gradualmente. Los contratos de aprendizaje especificaban edades mínimas para ciertos trabajos 

peligrosos. Los huérfanos y niños abandonados podían ser colocados en aprendizajes que 

proporcionaban mantenimiento a cambio de servicio, pero estos arreglos estaban sujetos a supervisión 

para prevenir abusos. 

Los trabajadores extranjeros en Egipto ocupaban posiciones legales variadas. Los trabajadores 

calificados extranjeros, particularmente artesanos especializados, podían negociar contratos favorables 

y gozar de protecciones similares a los egipcios nativos. Los prisioneros de guerra y otros trabajadores 

no libres tenían menos derechos pero no eran completamente sin protección; los documentos 

muestran casos de abusos contra estos trabajadores siendo castigados. La integración gradual de 

trabajadores extranjeros en la fuerza laboral egipcia creó categorías legales híbridas. 
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Los derechos de propiedad intelectual de los trabajadores, aunque no conceptualizados en términos 

modernos, recibían cierto reconocimiento. Los artesanos que desarrollaban técnicas innovadoras 

podían mantenerlas como secretos comerciales, transmitiéndolas selectivamente a aprendices elegidos. 

Los escribas especializados en textos técnicos o religiosos podían controlar la reproducción de sus 

obras. Sin embargo, la noción de propiedad intelectual como commodity alienable permanecía 

subdesarrollada. 

Las obligaciones de mantenimiento post-empleo aparecen en varios contextos. Los empleadores que 

habían mantenido trabajadores durante largos períodos a veces asumían obligaciones continuas hacia 

trabajadores ancianos o incapacitados. Los contratos podían especificar pensiones en forma de 

raciones vitalicias o derechos de vivienda. Estos arreglos proto-pensionales sugieren reconocimiento 

de responsabilidad social hacia trabajadores que habían dado servicio prolongado. 

La movilidad ocupacional, aunque limitada por factores sociales, no estaba legalmente prohibida. Los 

documentos muestran individuos cambiando de ocupaciones, particularmente trabajadores no 

calificados que adquirían habilidades y ascendían a posiciones artesanales. La educación escribal 

proporcionaba la ruta principal de movilidad ascendente, y los contratos muestran familias invirtiendo 

en la educación de hijos prometedores para escapar del trabajo manual. 

El papel del estado como empleador masivo creaba relaciones laborales únicas. Los trabajadores 

estatales, desde escribas hasta trabajadores de construcción, operaban bajo regímenes legales especiales 

que combinaban elementos de empleo y servicio público. Estos trabajadores gozaban de cierta 

seguridad laboral y beneficios pero también enfrentaban restricciones sobre movilidad y actividades 

privadas. Los documentos muestran tensiones entre las demandas estatales de lealtad y servicio y los 

deseos de los trabajadores de autonomía y beneficio personal. 

La estacionalidad del trabajo agrícola creaba patrones laborales que el sistema legal acomodaba. 

Durante la inundación, cuando el trabajo agrícola era imposible, los campesinos podían ser reclutados 

para proyectos de construcción. Sin embargo, existían protecciones para asegurar que los trabajadores 

regresaran a tiempo para la siembra y cosecha. Los contratos de trabajo temporal especificaban fechas 

de liberación vinculadas al calendario agrícola, reconociendo la primacía de la producción de 

alimentos. 

Los mecanismos de seguridad social, aunque no sistemáticos como los modernos estados de bienestar, 

existían en varias formas. Los templos proporcionaban empleo y apoyo para trabajadores 

incapacitados. Las comunidades mantenían fondos de ayuda mutua para apoyar a miembros en 

dificultades. Los empleadores grandes a veces mantenían trabajadores ancianos en roles reducidos en 

lugar de despedirlos completamente. Estos mecanismos informales complementaban las limitadas 

protecciones legales formales. 

La documentación de carreras laborales a través de archivos personales revela trayectorias de vida 

fascinantes. Un archivo de Tebas traza la carrera de un trabajador a través de cuatro décadas, 

mostrando progresión de trabajador no calificado a capataz, acumulación de propiedad, educación de 
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hijos para mejores posiciones, y eventual retiro con modestos recursos. Tales documentos 

proporcionan contexto humano a las abstracciones legales del derecho laboral. 

La interacción entre trabajo y estatus social creaba complejidades legales. Mientras que la ideología 

egipcia valoraba todo trabajo productivo como contribución a Maat, las realidades sociales creaban 

jerarquías ocupacionales. Los documentos legales a veces especifican el estatus ocupacional de las 

partes, sugiriendo que esto influía en procedimientos legales. Sin embargo, los principios 

fundamentales de justicia parecen haber aplicado independientemente del estatus ocupacional, al 

menos en teoría. 

3.14. La influencia del derecho egipcio en los sistemas jurídicos posteriores 

El legado del derecho del antiguo Egipto en los sistemas jurídicos posteriores representa un tema 

complejo y a menudo subestimado en la historia legal comparada. Aunque el derecho egipcio no 

experimentó la transmisión directa y documentada que caracterizó la influencia del derecho romano 

en Europa o del derecho islámico en el Medio Oriente, su impacto fue no obstante significativo y 

duradero, operando a través de canales múltiples y a menudo indirectos que merecen exploración 

detallada. 

La primera y más directa línea de influencia operó a través del período helenístico, cuando la conquista 

de Alejandro y el subsecuente reino ptolemaico crearon un laboratorio único de fusión legal. Los 

juristas ptolemaicos no simplemente impusieron el derecho griego sobre Egipto sino que crearon 

síntesis creativas que incorporaban elementos egipcios sustanciales. El concepto egipcio de contratos 

matrimoniales con protecciones económicas para las esposas influyó en el desarrollo del derecho 

matrimonial helenístico, extendiéndose eventualmente a otras partes del mundo mediterráneo. 

Los papiros greco-egipcios revelan cómo conceptos legales egipcios fueron traducidos y adaptados al 

marco legal griego. El sistema egipcio de registro de propiedad, más sofisticado que cualquier cosa en 

el mundo griego contemporáneo, fue adoptado y refinado por la administración ptolemaica. Los 

procedimientos notariales egipcios, con su énfasis en documentación múltiple y validación por 

testigos, influyeron en el desarrollo de prácticas notariales helenísticas que posteriormente influirían 

en el derecho romano provincial. 

La conquista romana de Egipto en 30 a.C. no terminó la influencia del derecho egipcio sino que la 

canalizó en nuevas direcciones. Los juristas romanos, generalmente despectivos de los sistemas legales 

"bárbaros", mostraron respeto inusual por ciertas instituciones legales egipcias. El sistema egipcio de 

registro de propiedad fue mantenido y adaptado por la administración romana, eventualmente 

influyendo en el desarrollo de sistemas de registro en otras provincias romanas. Los procedimientos 

egipcios para manejo de propiedades de huérfanos y viudas proporcionaron modelos para 

instituciones tutelares romanas. 

El concepto egipcio de documentación legal exhaustiva tuvo impacto profundo en la práctica legal 

romana en las provincias orientales. Mientras que el derecho romano clásico favorecía la oralidad y las 

formalidades rituales, el contacto con prácticas egipcias promovió una "papirización" del derecho en 
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el Oriente romano. Los contratos escritos detallados, múltiples copias de documentos importantes, y 

archivos sistemáticos – todas prácticas egipcias milenarias – se volvieron estándar en la administración 

romana oriental. 

La influencia más sutil pero quizás más profunda del derecho egipcio operó a través de conceptos 

teológico-legales que influyeron en el desarrollo del derecho canónico cristiano. El concepto de Maat 

como justicia divina que debía ser implementada en la tierra resonó con ideas cristianas sobre la ley 

divina. Los procedimientos penitenciales de la iglesia primitiva muestran paralelos notables con 

conceptos egipcios de purificación y restauración del orden cósmico después de transgresiones. 

Los monasterios coptos de Egipto, herederos directos de tradiciones legales faraónicas, desarrollaron 

reglas monásticas que influyeron en el monasticismo cristiano globalmente. Los conceptos de 

propiedad comunal, obligaciones laborales recíprocas, y procedimientos para resolver disputas dentro 

de comunidades religiosas muestran continuidades claras con prácticas de templos egipcios antiguos. 

A través del monasticismo, estas prácticas influyeron en el desarrollo del derecho canónico en toda la 

cristiandad. 

El sistema egipcio de justicia administrativa, con su énfasis en peticiones escritas y respuestas 

documentadas, influyó en el desarrollo de la burocracia bizantina. Los procedimientos para apelar 

decisiones administrativas, desarrollados durante milenios en Egipto, proporcionaron modelos para 

sistemas de apelación bizantinos. El concepto de justicia accesible a todos los niveles sociales, 

fundamental para Maat, encontró eco en las reformas legales de Justiniano que enfatizaban el acceso 

a la justicia. 

La transmisión del derecho egipcio al mundo islámico operó a través de múltiples canales. Cuando los 

árabes conquistaron Egipto en 641 d.C., encontraron sistemas legales locales altamente desarrollados 

que habían evolucionado desde tiempos faraónicos a través de períodos ptolemaico, romano, y 

bizantino. Los juristas islámicos, mientras implementaban la sharia, también adoptaron y adaptaron 

prácticas administrativas y comerciales egipcias de larga data. 

El sistema islámico de waqf (fundaciones piadosas) muestra paralelos notables con las fundaciones 

funerarias egipcias antiguas. El concepto de propiedad inalienable dedicada a propósitos religiosos, 

con administración específica y beneficiarios designados, había sido desarrollado durante milenios en 

Egipto. Los documentos waqf tempranos de Egipto muestran continuidades formularias con 

documentos de fundaciones de templos ptolemaicos y faraónicos. 

Los procedimientos notariales islámicos en Egipto incorporaron prácticas egipcias antiguas de 

validación de documentos. El énfasis en testigos múltiples, la lectura pública de documentos 

importantes, y el archivo sistemático de contratos – todas prácticas egipcias milenarias – fueron 

integrados en la práctica legal islámica. A través de Egipto, estas prácticas influyeron en el desarrollo 

del derecho notarial en todo el mundo islámico. 

La influencia del derecho egipcio en África subsahariana, aunque menos documentada, fue 

significativa. A través de Nubia y los reinos del Alto Nilo, conceptos legales egipcios se difundieron 
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hacia el sur. Los sistemas de justicia real en reinos africanos medievales muestran paralelos con 

conceptos egipcios del faraón como fuente de justicia. Los procedimientos oraculares para resolver 

disputas difíciles, comunes en muchas sociedades africanas, pueden rastrear influencia a prácticas 

egipcias similares. 

El impacto en el desarrollo del derecho comercial internacional fue particularmente notable. Las 

prácticas comerciales egipcias, refinadas durante milenios de comercio internacional, proporcionaron 

modelos para transacciones comerciales complejas. Los instrumentos de crédito, procedimientos de 

arbitraje comercial, y mecanismos para hacer cumplir contratos a través de fronteras – todos 

desarrollados en el antiguo Egipto – influyeron en la evolución del derecho mercantil mediterráneo. 

La contribución egipcia al desarrollo de instrumentos financieros merece énfasis especial. Los recibos 

de depósito de templos egipcios evolucionaron hacia formas tempranas de billetes de banco. Los 

contratos de préstamo marítimo egipcios influyeron en el desarrollo del seguro marítimo. Los 

procedimientos egipcios para transferencias de crédito sin movimiento físico de bienes 

proporcionaron modelos para instrumentos financieros posteriores. 

En el ámbito del derecho familiar, la influencia egipcia fue profunda aunque a menudo no reconocida. 

El concepto de contratos matrimoniales protegiendo intereses económicos femeninos, revolucionario 

en el mundo antiguo, gradualmente influyó en otras tradiciones legales. Los derechos de propiedad de 

mujeres casadas, fundamentales en el derecho egipcio, eventualmente encontraron eco en reformas 

legales en muchas sociedades, aunque a menudo siglos o milenios después. 

Los procedimientos egipcios de adopción y legitimación influyeron en el desarrollo de instituciones 

similares en otros sistemas legales. El concepto de adopción como creación legal de relaciones 

familiares con todos los derechos y obligaciones concomitantes fue altamente desarrollado en Egipto. 

A través de los períodos ptolemaico y romano, estas prácticas influyeron en la evolución del derecho 

familiar mediterráneo. 

El sistema egipcio de justicia local accesible tuvo impacto duradero en conceptos de administración 

de justicia. La idea de que la justicia debía estar disponible localmente, que los procedimientos debían 

ser comprensibles para litigantes ordinarios, y que los costos no debían ser prohibitivos – todos 

principios fundamentales del sistema egipcio – eventualmente influyeron en reformas judiciales en 

muchas sociedades. 

La contribución egipcia a la ciencia legal de la documentación fue transformadora. La obsesión egipcia 

con registros escritos, archivos sistemáticos, y preservación de documentos estableció estándares que 

influirían en prácticas legales globalmente. El concepto de que los derechos legales debían ser 

documentados por escrito, aunque ahora universal, fue pionero en Egipto y se difundió gradualmente 

a otros sistemas legales. 

La influencia en el desarrollo del derecho internacional fue significativa aunque indirecta. Los tratados 

egipcios, con sus invocaciones de garantías divinas, procedimientos de ratificación elaborados, y 

mecanismos de cumplimiento, proporcionaron modelos tempranos para acuerdos internacionales. El 
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concepto de inmunidad diplomática, bien desarrollado en la práctica egipcia, influyó en el desarrollo 

del derecho diplomático. 

El impacto del derecho egipcio en el pensamiento jurídico occidental moderno, aunque altamente 

mediado, puede rastrearse a través de múltiples canales. Los conceptos de justicia imparcial, 

procedimientos regulares, y documentación sistemática – todos fundamentales para Maat – 

eventualmente encontraron expresión en principios legales occidentales. Aunque el camino de 

transmisión fue tortuoso y a menudo inconsciente, la contribución egipcia al patrimonio jurídico 

común de la humanidad fue sustancial. 

La redescubierta de papiros legales egipcios en los siglos XIX y XX tuvo impacto directo en el 

pensamiento legal comparativo moderno. Los estudiosos legales quedaron impresionados por la 

sofisticación de instrumentos legales egipcios antiguos, llevando a reevaluaciones de la evolución del 

derecho. Conceptos egipcios de equidad contractual, protección de partes vulnerables, y acceso a la 

justicia encontraron nuevas audiencias entre reformadores legales modernos. 

La influencia del derecho egipcio continúa en formas sutiles en sistemas legales contemporáneos. Los 

procedimientos notariales en países de tradición civilista muestran ecos de prácticas egipcias antiguas. 

Los sistemas de registro de propiedad, fundamentales para las economías modernas, pueden trazar su 

genealogía conceptual a innovaciones egipcias. Los conceptos de justicia restaurativa, cada vez más 

populares en sistemas penales modernos, resuenan con ideas egipcias sobre restaurar Maat en lugar 

de simplemente castigar. 

En conclusión, el legado del derecho egipcio en sistemas jurídicos posteriores fue profundo y 

duradero, operando a través de transmisión directa, adaptación creativa, e influencia conceptual. 

Aunque a menudo no reconocido o subestimado, el derecho egipcio contribuyó fundamentalmente al 

desarrollo de instituciones legales que ahora consideramos universales. El estudio de esta influencia 

no solo ilumina el pasado sino que proporciona perspectivas sobre cómo las ideas legales trascienden 

culturas y épocas, adaptándose y evolucionando mientras mantienen elementos esenciales de su 

carácter original. 

La civilización egipcia, a través de su sistema legal enraizado en Maat, demostró que la justicia podía 

ser simultáneamente divina y práctica, cósmica y cotidiana, tradicional e innovadora. Este legado, 

transmitido a través de múltiples canales durante milenios, continúa enriqueciendo nuestra 

comprensión de lo que el derecho puede y debe ser: no meramente un conjunto de reglas técnicas, 

sino una expresión de los más altos ideales de una civilización sobre orden, justicia, y florecimiento 

humano. En este sentido, todos somos herederos de Maat, beneficiarios de una tradición legal que 

comenzó en las orillas del Nilo hace más de cinco mil años y continúa fluyendo a través de los sistemas 

legales del mundo contemporáneo. 
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CAPÍTULO 4. CULTURA JURÍDICO-RITUAL EN EL VALLE DEL INDO 

4.1. El enigma de Harappa: derecho sin escritura descifrada 

La civilización del Valle del Indo confronta a la historiografía jurídica con una aporía fundamental que 

toca el corazón mismo de nuestras presuposiciones sobre la relación entre derecho y escritura. Si, 

como ha demostrado Jack Goody en su análisis de las consecuencias cognitivas de la alfabetización, la 

escritura transforma cualitativamente las posibilidades de elaboración y transmisión jurídica, ¿qué 

podemos conocer del sistema normativo de una sociedad cuya escritura permanece indescifrada? Este 

desafío epistemológico trasciende lo meramente técnico para convertirse en una interrogación sobre 

los límites y posibilidades de la reconstrucción histórico-jurídica. 

La civilización harappana, que floreció entre aproximadamente 3300 y 1300 a.C., nos presenta una 

paradoja reveladora. Por un lado, la evidencia arqueológica testimonia una sociedad de extraordinaria 

complejidad organizativa: ciudades planificadas con precisión geométrica, sistemas de pesos y medidas 

estandarizados a lo largo de un territorio que se extendía desde el actual Afganistán hasta Gujarat, 

desde Baluchistán hasta el Ganges, arquitectura monumental que revela tanto capacidad técnica como 

coordinación social, redes comerciales que alcanzaban Mesopotamia, el Golfo Pérsico y Asia Central. 

Por otro lado, la escritura del Indo, presente en más de cuatro mil sellos, tablillas y otros soportes, 

guarda un silencio obstinado sobre las estructuras normativas que hicieron posible semejante 

organización. 

Esta mudez no es absoluta sino relativa a nuestras categorías interpretativas. Los restos arqueológicos 

hablan un lenguaje propio que requiere ser descifrado mediante lo que podríamos denominar una 

hermenéutica de la cultura material. Las regularidades espaciales, las estandarizaciones técnicas, las 

jerarquías arquitectónicas, las distribuciones de artefactos, constituyen un texto que, aunque no verbal, 

es profundamente elocuente sobre las normatividades que estructuraron la vida harappana. 

La planificación urbana de las grandes ciudades harappanas revela principios normativos 

materializados en el espacio. Harappa, Mohenjo-daro, Dholavira, Kalibangan, pese a su dispersión 

geográfica y temporal, comparten características que no pueden explicarse por mera convergencia 

funcional. La orientación cardinal rigurosa de las calles principales, la diferenciación sistemática entre 

la ciudadela elevada y la ciudad baja, el trazado ortogonal de las vías, la estandarización de las 

dimensiones de los ladrillos según la proporción 4:2:1, todo apunta hacia la existencia de un corpus 

normativo compartido o impuesto que regulaba la producción del espacio urbano. 

El sistema de drenaje de Mohenjo-daro merece atención particular como evidencia de normatividad 

urbana sofisticada. No se trata simplemente de una hazaña de ingeniería sino de un sistema que 

presupone y requiere una compleja red de regulaciones sociales. Los canales cubiertos que corren bajo 

las calles principales, los pozos de inspección ubicados en intervalos regulares, las conexiones 

domiciliarias que vinculan cada casa al sistema general, implican no solo planificación centralizada sino 

mantenimiento continuo que requiere asignación de responsabilidades, mecanismos de supervisión, 

probablemente sanciones por negligencia o contaminación. La uniformidad de estos sistemas a través 
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de diferentes ciudades y períodos sugiere algo más profundo que imitación: apunta hacia un marco 

normativo común que trascendía las particularidades locales. 

La estandarización metrológica constituye quizás la evidencia más contundente de un sistema 

normativo operante a escala civilizacional. Los pesos cúbicos de piedra pulida encontrados desde 

Shortugai en el norte de Afganistán hasta Daimabad en el Decán siguen un sistema decimal con 

precisión notable. El peso base de aproximadamente 13.64 gramos se replica en múltiplos y 

submúltiplos con variaciones mínimas a lo largo de todo el territorio harappano. Esta uniformidad 

metrológica no puede emerger ni mantenerse sin una autoridad normativa capaz de establecer 

estándares, mecanismos institucionales para su difusión y mantenimiento, y alguna forma de sanción 

para las desviaciones. Estamos ante la evidencia material de lo que, en términos anacrónicos pero 

clarificadores, podríamos llamar derecho comercial o regulación económica. 

Los sellos del Indo, esos pequeños artefactos de esteatita grabados con breves inscripciones y motivos 

iconográficos, constituyen quizás la evidencia más tantalízante de prácticas proto-jurídicas. Su 

ubicuidad, la regularidad de sus formas y dimensiones, su aparición en contextos que sugieren 

funciones administrativas y comerciales, todo apunta hacia usos que en civilizaciones contemporáneas 

conocemos como jurídicos. Las impresiones de estos sellos en bullae de arcilla, en tapas de 

contenedores, en lo que parecen ser etiquetas o documentos de arcilla, evocan prácticas de 

autenticación, autorización y registro que son fundamentales para cualquier sistema jurídico complejo. 

La iconografía de los sellos añade otra dimensión al enigma. El motivo recurrente del "unicornio" 

(probablemente un toro de perfil), la figura en posición yogui rodeada de animales, el toro jorobado, 

no son meras decoraciones sino símbolos que probablemente portaban significados relacionados con 

autoridad, identidad corporativa o religiosa, quizás incluso jurisdicción. La asociación consistente entre 

ciertos motivos y ciertos signos de la escritura sugiere que imagen y texto funcionaban conjuntamente 

para comunicar información compleja, posiblemente de naturaleza jurídica. 

La arquitectura monumental harappana, aunque carente de la obviedad propagandística de palacios 

mesopotámicos o templos egipcios, revela estructuras cuya escala y elaboración sugieren funciones 

públicas, posiblemente jurídico-administrativas. El llamado "Gran Baño" de Mohenjo-daro, con su 

piscina central impermeabilizada con betún, rodeada de galerías y cámaras subsidiarias, ocupa una 

posición central en la ciudadela que sugiere importancia ceremonial o administrativa. En muchas 

sociedades antiguas, los rituales de purificación estaban íntimamente vinculados con procedimientos 

jurídicos: juramentos solemnes, ordalías, ceremonias de investidura. La elaborada construcción del 

Gran Baño, su mantenimiento evidente a lo largo de siglos, su asociación espacial con otras estructuras 

monumentales, sugieren que podría haber servido funciones que trascendían lo meramente higiénico 

para adentrarse en lo ritual-jurídico. 

Las estructuras identificadas como "graneros" en Harappa y Mohenjo-daro, independientemente de 

si efectivamente almacenaban grano, representan claramente instalaciones de almacenamiento 

centralizado a gran escala. Tales estructuras presuponen e implican sistemas normativos complejos: 

mecanismos de recolección o tributación, reglas de almacenamiento y conservación, protocolos de 

distribución, contabilidad y control, sanciones por malversación o negligencia. La escala de estas 
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instalaciones sugiere que no servían meramente a hogares individuales sino que formaban parte de un 

sistema económico centralizado, lo que necesariamente implica un marco normativo regulatorio. 

Tan revelador como lo que la arqueología encuentra es lo que no encuentra. La ausencia relativa de 

fortificaciones masivas en las ciudades harappanas contrasta marcadamente con las imponentes 

murallas de las ciudades mesopotámicas contemporáneas. Las fortificaciones harappanas, donde 

existen, parecen más simbólicas que defensivas, más orientadas a demarcación y control de acceso que 

a resistir asedios. Esta ausencia sugiere un orden interno lo suficientemente estable y legítimo como 

para no requerir la amenaza constante de coerción militar, lo que a su vez implica mecanismos 

normativos efectivos de resolución de conflictos y mantenimiento del orden social. 

Igualmente significativa es la ausencia en el arte harappano de representaciones de violencia, guerra, 

tortura o ejecución, omnipresentes en el arte contemporáneo de Mesopotamia y Egipto. No 

encontramos estelas celebrando conquistas, relieves mostrando enemigos sometidos, sellos 

representando escenas de batalla. Esta ausencia no prueba que la civilización harappana fuera pacífica, 

pero sí sugiere que la violencia no ocupaba el lugar central en la ideología del poder que ocupaba en 

otras civilizaciones contemporáneas. Esto podría indicar formas alternativas de legitimación del orden 

social y, por ende, concepciones diferentes de la normatividad y su enforcement. 

La relativa igualdad en los patrones de enterramiento harappanos presenta otro contraste revelador. 

Mientras las tumbas reales de Ur o las pirámides egipcias proclaman jerarquías extremas santificadas 

por la muerte, los enterramientos harappanos muestran diferenciación modesta. Los muertos son 

enterrados con ajuares que varían en cantidad y calidad pero sin las ostentaciones extremas de otras 

civilizaciones. Esta relativa igualdad mortuoria podría reflejar estructuras sociales menos estratificadas 

y, correspondientemente, sistemas normativos menos orientados a la preservación de privilegios 

hereditarios extremos. 

4.2. Especulaciones sobre el sistema normativo harappano 

La necesidad de avanzar más allá de la mera descripción arqueológica hacia la reconstrucción tentativa 

del sistema normativo harappano requiere establecer parámetros metodológicos rigurosos que 

distingan la especulación informada de la fantasía proyectiva. La ausencia de textos descifrables no 

nos condena al silencio absoluto, pero sí exige una vigilancia epistemológica redoblada que reconozca 

explícitamente el carácter conjetural de nuestras reconstrucciones mientras las fundamenta en la 

evidencia disponible. 

La especulación histórico-jurídica legítima debe anclarse en la convergencia de múltiples líneas de 

evidencia: las inferencias de la cultura material arqueológicamente atestiguada, las analogías 

controladas con sociedades comparables, la retroproyección cautelosa desde desarrollos posteriores 

en la misma región geográfica, y los modelos antropológicos de organización social en sociedades 

complejas pre-estatales o proto-estatales. Cada una de estas aproximaciones tiene limitaciones que 

deben reconocerse, pero su convergencia puede proporcionarnos un bosquejo plausible, aunque 

necesariamente provisional, del orden normativo harappano. 



203 
 

La organización política de la civilización harappana ha sido objeto de intenso debate académico, con 

propuestas que van desde un imperio unificado hasta una confederación laxa de ciudades-estado 

independientes. La evidencia sugiere una realidad más compleja que no se ajusta fácilmente a las 

categorías políticas derivadas de la experiencia mesopotámica o egipcia. La uniformidad cultural a lo 

largo de un territorio vasto, la estandarización de pesos y medidas, la similitud en la planificación 

urbana, todo apunta hacia algún nivel de coordinación supra-local. Sin embargo, la ausencia de 

iconografía real clara, de palacios obviamente identificables, de inscripciones monumentales 

proclamando conquistas, sugiere formas de autoridad diferentes a las monarquías divinizadas 

contemporáneas. 

El concepto de heterarquía, desarrollado por la arqueóloga Carole Crumley, ofrece un modelo 

alternativo particularmente sugerente para comprender la organización harappana. A diferencia de la 

jerarquía, donde el poder fluye verticalmente desde un ápice hacia la base, la heterarquía implica 

múltiples centros de poder que se relacionan horizontalmente, con liderazgos situacionales y autoridad 

distribuida según contextos específicos. En un sistema heterárquico harappano, diferentes grupos o 

instituciones podrían haber ejercido autoridad en diferentes esferas: gremios de artesanos controlando 

estándares de producción, asociaciones de mercaderes regulando el comercio, colegios sacerdotales 

supervisando rituales y pureza, consejos urbanos gestionando infraestructura cívica. 

Esta organización heterárquica tendría profundas implicaciones para la naturaleza del derecho 

harappano. En lugar de un derecho emanado verticalmente desde un soberano, tendríamos un derecho 

emergente de la negociación y consenso entre múltiples actores sociales. Las normas no serían 

impuestas sino acordadas, no legisladas sino consensuadas a través de procesos de deliberación y ajuste 

mutuo. Esto explicaría tanto la uniformidad general de la cultura harappana como las variaciones 

locales en detalles específicos: un marco normativo común pero flexible, adaptable a circunstancias 

locales. 

La importancia evidente del comercio en la economía harappana sugiere que las élites mercantiles 

podrían haber jugado un papel central en la gobernanza. Las extensas redes comerciales que 

conectaban el Indo con Mesopotamia, el Golfo Pérsico, Asia Central y posiblemente más allá, 

requerían no solo capacidad logística sino también marcos normativos sofisticados. Los mercaderes 

harappanos necesitaban mecanismos para establecer y hacer cumplir contratos, resolver disputas 

comerciales, proteger caravanas y cargamentos, mantener estándares de calidad, gestionar crédito y 

deuda. 

En este contexto, es plausible imaginar el desarrollo de lo que podríamos llamar un ius mercatorum 

harappano, un derecho mercantil creado por y para las necesidades del comercio. Este derecho habría 

enfatizado la previsibilidad y uniformidad necesarias para el comercio a larga distancia, la resolución 

rápida y eficiente de disputas, la protección de la propiedad comercial, el cumplimiento de contratos. 

La extraordinaria estandarización de pesos y medidas cobra sentido como elemento central de este 

derecho mercantil: sin estándares confiables, el comercio a gran escala se vuelve imposible. 

Los sellos, en este contexto mercantil, habrían funcionado como instrumentos jurídicos multifacéticos. 

Como marcas de identidad, permitían la atribución de responsabilidad en transacciones comerciales. 
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Como instrumentos de autenticación, validaban documentos y acuerdos. Como símbolos de autoridad 

o membresía, podrían haber indicado pertenencia a gremios o asociaciones con privilegios comerciales 

específicos. La brevedad de las inscripciones (típicamente 4-5 signos) sugiere que no registraban el 

contenido completo de transacciones sino que funcionaban más bien como referencias a registros más 

amplios o como validación de acuerdos orales. 

La planificación urbana sistemática implica necesariamente un elaborado derecho urbano que regulara 

múltiples aspectos de la vida ciudadana. La construcción según planos preestablecidos requiere normas 

sobre alineación de edificios, anchos de calles, alturas máximas, materiales permitidos. El 

mantenimiento de infraestructura común como el sistema de drenaje implica regulaciones sobre uso, 

obligaciones de mantenimiento, contribuciones para reparaciones, sanciones por daño o mal uso. La 

gestión de espacios públicos requiere normas sobre acceso, usos permitidos, mantenimiento del orden. 

Este derecho urbano harappano habría incluido necesariamente mecanismos para la resolución de 

conflictos entre vecinos, la adjudicación de disputas sobre propiedad, la regulación de actividades 

comerciales e industriales dentro del espacio urbano. La evidencia de talleres especializados en 

diferentes barrios sugiere alguna forma de zonificación funcional, posiblemente regulada por 

consideraciones tanto prácticas (control de ruido, humo, desechos) como rituales (pureza, 

contaminación). 

La gestión del agua en una civilización fluvial como la harappana habría requerido un derecho de aguas 

particularmente desarrollado. Los sistemas de drenaje urbano son solo la manifestación más visible de 

lo que debió ser un complejo entramado normativo regulando el acceso al agua, su distribución, su 

uso y su protección contra contaminación. Los numerosos pozos encontrados en contextos 

domésticos y públicos sugieren que el acceso al agua estaba descentralizado, pero esto no implica 

ausencia de regulación. Al contrario, la coexistencia de múltiples fuentes de agua en espacios urbanos 

densos requiere regulaciones sofisticadas para prevenir contaminación cruzada, asegurar acceso 

equitativo, resolver disputas sobre derechos de agua. 

El control social en la civilización harappana parece haber operado a través de mecanismos más sutiles 

que la coerción militar directa. La ausencia de iconografía de violencia estatal sugiere que el orden 

social se mantenía a través de lo que podríamos llamar tecnologías blandas de poder: consenso 

ideológico, presión social, rituales de integración, distribución de beneficios. En este contexto, el 

derecho habría funcionado menos como comando respaldado por la fuerza que como articulación de 

expectativas sociales compartidas, reforzadas por sanciones principalmente sociales y económicas más 

que físicas. 

Los rituales, cuya importancia está atestiguada por espacios como el Gran Baño y por la iconografía 

de los sellos, probablemente jugaban un papel crucial en el mantenimiento del orden social. Los 

rituales de purificación podrían haber funcionado como mecanismos de reintegración social para 

transgresores, las ceremonias públicas como ocasiones para reafirmar valores compartidos y jerarquías 

sociales, los juramentos rituales como garantías de cumplimiento de obligaciones. En muchas 

sociedades antiguas, la distinción entre derecho y ritual es artificial; ambos son aspectos de un mismo 
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sistema normativo que regula la conducta mediante la articulación de lo permitido y lo prohibido, lo 

puro y lo impuro, lo auspicioso y lo nefasto. 

La economía harappana muestra evidencias de significativa especialización artesanal y división del 

trabajo. Los talleres de producción de cuentas de cornalina en Chanhu-daro, los hornos de cerámica, 

las instalaciones de procesamiento de marfil y concha, todo indica producción especializada 

probablemente organizada en estructuras gremiales o cuasi-gremiales. Tales organizaciones habrían 

requerido y generado sus propias normatividades internas: reglas de aprendizaje, estándares de calidad, 

secretos de oficio, mecanismos de control de calidad, formas de resolver disputas internas. 

El colapso gradual de la civilización harappana entre aproximadamente 1900 y 1300 a.C. no fue un 

evento súbito sino un proceso prolongado de transformación que incluyó desurbanización, 

regionalización cultural, y simplificación tecnológica. Este proceso habría implicado profundas 

transformaciones en las estructuras normativas. El derecho urbano complejo habría dado paso a 

normatividades rurales más simples, el derecho mercantil sofisticado a sistemas de intercambio 

basados en reciprocidad más que en contrato, la autoridad de instituciones especializadas a liderazgos 

más personales y carismáticos. 

Esta transformación no debe verse simplemente como decadencia o retroceso. Las comunidades post-

harappanas desarrollaron sus propias formas de organización social adaptadas a nuevas condiciones 

ecológicas, demográficas y políticas. Las normatividades emergentes, aunque menos elaboradas en 

términos de especialización institucional, podrían haber sido más flexibles y adaptativas. El paso de 

derecho escrito (aunque no podamos leerlo) a tradiciones orales, de instituciones especializadas a 

autoridades multifuncionales, de normas universales a costumbres locales, representa no solo pérdida 

sino también transformación creativa. 

4.3. El derecho en los Vedas: del Indo a los Arios 

El período que media entre el ocaso de la civilización harappana y la cristalización de la cultura védica 

constituye uno de los momentos más complejos y controvertidos en la historia del subcontinente 

indio. Para la historia del derecho, este período representa no simplemente una transición entre 

sistemas normativos sino una transformación fundamental en la concepción misma de la 

normatividad, el paso de un orden jurídico urbano y escritural a una normatividad oral, ritual y 

cósmica. 

La llegada de los pueblos de habla indo-aria al subcontinente, proceso que la evidencia lingüística y 

arqueológica sitúa aproximadamente entre 1700 y 1200 a.C., no debe concebirse como una invasión 

masiva y súbita sino como un proceso prolongado de migración, interacción, conflicto y síntesis 

cultural. Los portadores de la tradición védica no encontraron un vacío cultural sino los remanentes 

transformados de la civilización harappana, comunidades agrícolas establecidas, tradiciones locales 

arraigadas. La cultura védica emergente fue producto de esta compleja interacción, no simple 

imposición de un sistema foráneo. 
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El Rigveda, compilación de 1,028 himnos organizada en diez libros (mandalas), constituye nuestro 

principal testimonio de este período formativo. Compuesto aproximadamente entre 1500 y 1200 a.C. 

en un sánscrito arcaico de extraordinaria complejidad poética, el Rigveda no es, evidentemente, un 

texto jurídico en ningún sentido convencional. Es una colección de himnos dirigidos a diversas 

deidades, compuestos para su recitación en contextos rituales. Sin embargo, una lectura atenta revela 

elementos normativos fundamentales embedded en el tejido poético-ritual, concepciones del orden, 

la autoridad y la obligación que prefiguran desarrollos jurídicos posteriores. 

El concepto de rita ocupa un lugar central en el pensamiento rigvédico y constituye la clave para 

comprender la normatividad védica temprana. Rita trasciende las categorías modernas de ley natural y 

ley positiva para designar el orden cósmico total que abarca tanto regularidades naturales como normas 

sociales. Es el curso ordenado de los astros y las estaciones, pero también la verdad en el habla, la 

correcta ejecución de los rituales, el cumplimiento de las obligaciones sociales. Rita no es creado por 

dioses o humanos sino que preexiste a ambos; incluso los dioses están sujetos a rita y derivan su poder 

de su conformidad con este orden cósmico. 

Esta concepción tiene profundas implicaciones normativas. Si el orden social es parte integral del 

orden cósmico, entonces las transgresiones sociales no son meras infracciones convencionales sino 

perturbaciones del equilibrio universal que requieren restauración. La mentira (anrita, literalmente "no-

rita"), el incumplimiento de juramentos, la incorrecta ejecución de rituales, no solo dañan las relaciones 

sociales sino que amenazan la estabilidad cósmica misma. Esta cosmización de la normatividad 

proporciona una fundamentación metafísica del orden social más profunda que cualquier teoría del 

contrato social o mandato divino. 

Varuna emerge en el Rigveda como la deidad más directamente asociada con el mantenimiento del 

orden normativo. A diferencia de Indra, el guerrero impetuoso, o Agni, el fuego sacrificial, Varuna es 

el vigilante omnisciente que observa todas las acciones humanas, el garante de los juramentos, el que 

castiga las transgresiones. Los "lazos de Varuna" (Varunapasha) atrapan a quienes violan el orden, pero 

estos lazos no son simples instrumentos punitivos sino manifestaciones de las consecuencias 

automáticas de la transgresión. Significativamente, Varuna puede también liberar de estos lazos a quien 

se arrepiente y busca expiación, introduciendo así la posibilidad de restauración del orden violado. 

Los vratas o votos solemnes supervisados por Varuna constituyen la forma más explícita de obligación 

jurídica en el Rigveda. Estos juramentos no son meros compromisos humanos sino pactos cósmicos 

cuya violación trae consecuencias automáticas. El juramento crea una realidad normativa que 

trasciende la voluntad de las partes; una vez pronunciado, adquiere fuerza propia. Esta concepción del 

juramento como acto performativo que crea realidad, no simplemente la describe o promete, persistirá 

a través de toda la tradición jurídica india. 

La figura del raja en el Rigveda es todavía embrionaria, muy distante del monarca divinizado de 

períodos posteriores. El término raja deriva de la raíz raj, "brillar", sugiriendo originalmente al líder 

que se destaca, que sobresale entre sus pares. El raja védico es fundamentalmente un líder militar y 

ritual, primus inter pares más que soberano absoluto. Su autoridad deriva del consenso de las 

asambleas (sabha y samiti), su función principal es liderar en la guerra y garantizar la prosperidad 
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mediante la correcta ejecución de rituales. No encontramos en el Rigveda al raja como legislador o 

fuente de derecho; su función es mantener el rita preexistente, no crear nuevas normas. 

Las instituciones deliberativas védicas revelan formas de producción normativa colectiva que 

contrastan con modelos de soberanía vertical. La sabha, aparentemente una asamblea más restringida 

de notables o ancianos, y la samiti, asamblea más amplia de todos los miembros adultos del jana (tribu), 

no legislan en sentido moderno pero sí establecen consensos normativos, resuelven disputas, toman 

decisiones sobre guerra y paz, distribución de botín, elección o ratificación de líderes. El raja debe su 

legitimidad al reconocimiento de estas asambleas; varios pasajes rigvédicos aluden a la deposición de 

rajas que perdieron el apoyo de su pueblo. 

La organización social rigvédica muestra una estratificación funcional que prefigura pero no debe 

confundirse con el posterior sistema de castas. La división entre brahmanes (especialistas rituales), 

kshatriyas (guerreros), vaishyas (productores) y shudras (servidores, apenas mencionados) existe pero 

muestra considerable fluidez. Las funciones importan más que el nacimiento, y encontramos evidencia 

de movilidad social e incluso de individuos ejerciendo múltiples funciones. Esta flexibilidad inicial es 

crucial para entender cómo el posterior endurecimiento del sistema de castas representa no 

continuidad natural sino transformación histórica específica. 

El sistema normativo védico se articula fundamentalmente a través del paradigma del sacrificio (yajna). 

El sacrificio no es mera ceremonia religiosa sino el acto paradigmático que establece y mantiene el 

orden cósmico-social. A través del sacrificio, los humanos alimentan a los dioses, quienes a su vez 

sostienen el orden cósmico que permite la prosperidad humana. Esta economía de intercambio 

cósmico establece el modelo para todas las relaciones de obligación recíproca. 

El sacrificio védico es un procedimiento altamente reglamentado donde cada participante tiene roles 

específicos con derechos y obligaciones precisas. El yajamana (patrocinador del sacrificio) debe 

proporcionar los materiales y recompensas sacerdotales; los diversos sacerdotes especializados (hotr, 

adhvaryu, udgatr, brahman) deben ejecutar sus funciones específicas con precisión absoluta; los 

errores requieren procedimientos específicos de corrección. Esta ritualización extrema proporciona 

un modelo de procedimiento normativo donde la validez del acto depende crucialmente de la correcta 

observancia de las formas prescritas. 

El concepto de dana (don) en el contexto sacrificial establece principios de obligación que trascienden 

lo ritual. El dakshina (pago sacerdotal) no es simple remuneración sino parte integral del acto 

sacrificial; sin dakshina apropiado, el sacrificio es inválido. Esto establece el principio de que ciertas 

obligaciones no son negociables ni sujetas a la discreción individual sino elementos necesarios de actos 

jurídicamente relevantes. El dana crea además relaciones duraderas entre donante y receptor, 

obligaciones que se extienden más allá del acto inmediato. 

Aunque el Rigveda no describe procedimientos judiciales formales, contiene referencias a prácticas 

que podemos identificar como proto-jurídicas. El juramento ante el fuego (Agni como testigo 

universal), las referencias a ordalías donde la naturaleza misma revela la verdad o falsedad de las 

afirmaciones, las maldiciones condicionales que funcionan como declaraciones jurídicamente 
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vinculantes, todo sugiere mecanismos de resolución de disputas que no dependen de autoridad 

humana centralizada sino de fuerzas cósmicas que garantizan el orden. 

El sistema compensatorio más que punitivo que se vislumbra en el Rigveda refleja una concepción de 

la justicia como restauración del equilibrio más que como retribución. El concepto de vaira (enemistad) 

y su resolución mediante pagos compensatorios sugiere que el objetivo del "derecho penal" védico es 

reestablecer la armonía social perturbada más que castigar al transgresor. Esta preferencia por la 

compensación sobre la punición, por la reintegración sobre la exclusión, marcará profundamente el 

desarrollo posterior del derecho indio. 

Los otros Vedas desarrollan y elaboran estas concepciones normativas básicas. El Yajurveda, con sus 

fórmulas sacrificiales y prescripciones rituales detalladas, representa una juridificación del ritual donde 

cada gesto, cada palabra, cada ofrenda está prescrita con precisión legalista. Los conceptos de vidhi 

(prescripción positiva) y nishedha (prohibición), desarrollados en el contexto ritual, proporcionarán el 

vocabulario técnico básico para la prescripción jurídica posterior. 

El Samaveda, aunque primariamente musical, contribuye a la normatividad védica mediante su énfasis 

en la correcta ejecución. La noción de que existe una forma objetivamente correcta de realizar actos 

(en este caso, cantar los himnos) y que las desviaciones tienen consecuencias negativas, es fundamental 

para cualquier sistema jurídico procesal. El concepto de samyak prayoga (aplicación correcta) 

desarrollado en contexto musical se transferirá al ámbito jurídico. 

El Atharvaveda revela dimensiones de la normatividad védica ausentes o marginales en los otros 

Vedas. Sus encantamientos para revelar ladrones, sus maldiciones contra adúlteros, sus rituales para 

ganar disputas legales, muestran el derecho en acción en el nivel popular. Aquí encontramos no las 

elaboradas construcciones teóricas de los especialistas rituales sino las preocupaciones jurídicas 

cotidianas: propiedad robada, infidelidad conyugal, disputas de linderos, deudas impagas. El 

Atharvaveda revela también la dimensión mágica del derecho védico, donde la eficacia normativa no 

depende solo de autoridad social sino de fuerzas ocultas manipulables mediante conocimiento 

especializado. 

La transición del período rigvédico al período védico tardío marca transformaciones profundas en las 

estructuras sociales y normativas. La sedentarización creciente, el desarrollo de la agricultura, la 

emergencia de las primeras formaciones proto-urbanas en el Doab gangético, todo contribuye a 

complejizar las relaciones sociales y, correspondientemente, los sistemas normativos. El raja adquiere 

funciones más claramente gubernamentales, las distinciones de varna (clase) se vuelven más rígidas, 

emerge una clase de especialistas en la interpretación y aplicación de normas. 

4.4. Evolución hacia el dharma: textos brahmánicos y sutras 

El período que se extiende aproximadamente desde el 900 al 200 a.C. testimonia una de las 

transformaciones más profundas en la historia del pensamiento normativo: la emergencia y 

cristalización del concepto de dharma como categoría central organizadora de la vida social, ritual y 

ética. Esta evolución, documentada en la vasta literatura de los Brahmanas, Aranyakas, Upanishads y 
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especialmente los Sutras, no representa un desarrollo lineal sino un proceso complejo de elaboración, 

sistematización y síntesis donde elementos védicos se reinterpretan y combinan con innovaciones 

conceptuales para producir un sistema normativo de extraordinaria sofisticación. 

Los Brahmanas, extensos textos en prosa anexados a cada una de las colecciones védicas, marcan el 

inicio de esta transformación. Compuestos aproximadamente entre 900 y 600 a.C., estos textos no son 

meros comentarios rituales sino elaboradas construcciones teóricas que buscan explicar, justificar y 

sistematizar la práctica ritual védica. En este proceso de sistematización, los Brahmanas desarrollan 

conceptos y métodos que trascienden lo puramente ritual para establecer fundamentos de teoría 

normativa general. 

El Shatapatha Brahmana, el más extenso e influyente de estos textos, articula por primera vez una 

identificación explícita entre dharma y el orden cósmico-social total. En un pasaje de profunda 

significación, declara: "El dharma es la verdad establecida. Por eso, cuando un hombre habla verdad, 

dicen 'habla dharma', y cuando habla dharma, dicen 'habla verdad'. Pues ambos son uno." Esta 

identificación entre dharma, verdad (satya) y orden establecido marca un momento crucial en la 

evolución del pensamiento jurídico indio: el dharma no es meramente prescripción ritual o convención 

social sino la estructura normativa de la realidad misma. 

La hermenéutica desarrollada en los Brahmanas para interpretar los textos védicos establece principios 

que más tarde se aplicarán a la interpretación jurídica. El principio de no-contradicción (los Vedas no 

pueden contradecirse, las aparentes contradicciones deben resolverse mediante interpretación 

apropiada), el principio de máxima eficacia (cada palabra védica debe tener función, no hay 

redundancia), el principio de contextualización (el significado depende del contexto ritual específico), 

todos estos principios hermenéuticos desarrollados para la exégesis ritual se trasladarán al ámbito de 

la interpretación jurídica. 

Los Brahmanas elaboran también una teoría del acto ritual que prefigura la teoría del acto jurídico. 

Analizan el acto ritual en sus elementos constitutivos: el agente calificado (adhikarin), la intención 

correcta (samkalpa), el procedimiento prescrito (vidhi), el resultado esperado (phala). Desarrollan 

categorías para analizar los vicios que pueden invalidar un acto ritual: incapacidad del agente, defectos 

procedimentales, ausencia de intención apropiada. Esta disección analítica del acto ritual proporciona 

el aparato conceptual para el posterior análisis de la validez de actos jurídicos. 

Particularmente significativa es la teoría brahmánica del adrishta o efecto invisible de los actos. Los 

Brahmanas postulan que los actos rituales correctamente ejecutados producen efectos que trascienden 

lo inmediatamente observable, efectos que pueden manifestarse en esta vida o en existencias futuras. 

Esta teoría del efecto invisible proporciona una explicación de por qué las normas deben cumplirse 

incluso cuando no hay sanción inmediata visible: el acto genera consecuencias inevitables aunque no 

inmediatamente perceptibles. 

Los Aranyakas o "textos del bosque" representan un momento de transición donde la normatividad 

externa del ritual comienza a interiorizarse. La ecuación establecida en el Brihadaranyaka entre el 

sacrificio del caballo cósmico y la meditación sobre el universo como sacrificio marca un punto de 
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inflexión: si el ritual puede ser interiorizado, entonces la normatividad ritual se vuelve accesible a 

quienes no pueden ejecutar rituales externos. Esta universalización potencial de la normatividad será 

crucial para el desarrollo del dharma como principio universal más que como prerrogativa de clase. 

Las Upanishads, con su revolución metafísica, transforman profundamente los fundamentos de la 

normatividad. La doctrina del karma, elaborada especialmente en las Upanishads medias, proporciona 

una fundamentación radicalmente nueva para el orden normativo. Si cada acción produce 

consecuencias necesarias según su naturaleza moral, si estas consecuencias son automáticas e 

inevitables, entonces el orden normativo no requiere garante externo, divino o humano. El dharma se 

auto-ejecuta a través de la operación impersonal de la ley del karma. 

La identificación upanishádica entre atman (ser individual) y Brahman (ser universal) tiene 

implicaciones normativas revolucionarias que tardarán siglos en desarrollarse plenamente. Si todos los 

seres comparten la misma esencia última, entonces existe una base metafísica para obligaciones 

universales que trascienden las divisiones de casta, género o especie. "Aquel que ve a todos los seres 

en el Ser y el Ser en todos los seres, no siente aversión por nadie," declara la Isha Upanishad, 

estableciendo un fundamento metafísico para una ética universal. 

Sin embargo, es en la literatura de los Sutras donde la normatividad india alcanza su primera expresión 

sistemática y recognosciblemente jurídica. Los Sutras ("hilos" o "aforismos") son textos concisos, 

diseñados para la memorización precisa, que codifican en forma aforística el conocimiento acumulado 

en diversos campos. El período de composición de los Sutras, aproximadamente del 600 al 200 a.C., 

coincide con profundas transformaciones sociales: urbanización creciente, desarrollo del comercio, 

emergencia de nuevos poderes políticos, desafíos al orden brahmánico de parte del budismo y 

jainismo. 

Los Shrauta Sutras codifican los grandes rituales públicos con una precisión que rivaliza con cualquier 

código procesal moderno. Especifican quién puede patrocinar cada ritual, quién puede ejecutarlo, la 

secuencia exacta de actos, las palabras precisas a pronunciar, las consecuencias de errores, los 

procedimientos de corrección. El Baudhayana Shrauta Sutra, por ejemplo, al describir el ritual de 

consagración real (Rajasuya), no está simplemente preservando procedimientos arcaicos sino 

estableciendo lo que hoy llamaríamos derecho constitucional: los actos que legitiman la autoridad 

política, las obligaciones recíprocas entre gobernante y gobernados, los límites del poder real. 

Los Grihya Sutras, al codificar los rituales domésticos, establecen de facto el derecho de familia. Los 

samskaras o sacramentos que marcan las transiciones vitales no son meras ceremonias sino actos 

jurídicamente constitutivos. El upanayana (iniciación) confiere capacidad jurídica plena al joven de las 

tres clases superiores; sin este ritual, permanece jurídicamente incapaz independientemente de su edad 

biológica. El vivaha (matrimonio) no solemniza una unión preexistente sino que la constituye 

jurídicamente; los diferentes tipos de matrimonio reconocidos (Brahma, Daiva, Arsha, Prajapatya, 

Asura, Gandharva, Rakshasa, Paishacha) tienen diferentes consecuencias jurídicas en términos de 

derechos de propiedad, custodia de hijos, capacidad de divorcio. 
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Pero son los Dharma Sutras los que marcan la emergencia plena de una literatura jurídica india. A 

diferencia de los Shrauta y Grihya Sutras, focalizados en lo ritual, los Dharma Sutras abordan la 

totalidad de la conducta humana normada. Los cuatro Dharma Sutras principales que han sobrevivido 

- Apastamba, Gautama, Baudhayana y Vasishtha - aunque compuestos en diferentes regiones y 

períodos, comparten una estructura y aproximación que revela la emergencia de una tradición jurídica 

coherente. 

El Apastamba Dharma Sutra, probablemente el más antiguo (circa 450-350 a.C.), establece principios 

fundamentales que estructurarán todo el pensamiento jurídico indio posterior. Enumera las fuentes 

del dharma en orden jerárquico: los Vedas, la tradición (smriti), la conducta de los virtuosos 

(sadachara), y la satisfacción de la propia conciencia (atmatushti). Esta jerarquía no es rígida; 

Apastamba reconoce que los Vedas no hablan sobre muchas cuestiones prácticas, que la tradición 

debe adaptarse a circunstancias cambiantes, que incluso la conducta de los virtuosos puede variar 

según tiempo y lugar. 

El concepto de ashrama dharma, las obligaciones específicas de cada etapa de vida, sistematizado en 

los Dharma Sutras, representa una innovación jurídica mayor. Al reconocer que las mismas normas 

no pueden aplicarse igualmente al estudiante célibe, al jefe de familia, al ermitaño del bosque y al 

renunciante, los Sutras establecen un principio de contextualidad normativa. Lo que es obligatorio en 

una etapa puede ser prohibido en otra; lo que es virtud para el jefe de familia (adquisición de riqueza, 

procreación) es vicio para el renunciante. 

Similarmente, el concepto de varna dharma reconoce obligaciones diferenciadas según la función 

social. Pero los Dharma Sutras, especialmente Apastamba, muestran flexibilidad notable en situaciones 

de emergencia (apad dharma). En tiempos de crisis, un brahmán puede realizar trabajos propios de 

otras castas, un principio que introduce significativa flexibilidad en un sistema aparentemente rígido. 

El tratamiento del vyavahara (procedimiento judicial y derecho sustantivo) en los Dharma Sutras 

marca la emergencia de categorías jurídicas técnicas. Gautama enumera dieciocho títulos de disputa 

(vivadapada), una clasificación que persistirá en toda la literatura jurídica posterior: deudas, depósitos, 

venta sin propiedad, asociaciones comerciales, no entrega de regalos prometidos, impago de salarios, 

incumplimiento de contratos, anulación de ventas y compras, disputas entre pastores y propietarios, 

disputas de linderos, violencia física, difamación, robo, bandolerismo y violencia, adulterio, abandono 

de esposa, herencia, juegos y apuestas. 

Los principios procesales establecidos en los Dharma Sutras revelan un sistema judicial sofisticado. El 

rey o su delegado preside el tribunal, asistido por asesores brahmanes versados en dharma. El 

procedimiento es fundamentalmente acusatorio: no hay proceso sin demandante. La carga de la prueba 

recae en quien afirma. Los medios de prueba incluyen documentos (aunque la oralidad sigue 

predominando), testigos (con elaboradas reglas sobre competencia y credibilidad), posesión continua, 

y en última instancia ordalías divinas. 

Particularmente notable es el gradualismo penal de los Dharma Sutras. Las sanciones se calibran no 

solo según la gravedad del delito sino según el estatus del delincuente y la víctima. Paradójicamente, 
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esto resulta en que personas de mayor estatus reciben castigos más severos por el mismo delito, bajo 

el principio de que quienes más conocen el dharma tienen mayor responsabilidad. Un brahmán que 

roba recibe castigo más severo que un shudra, invirtiendo lo que esperaríamos de un sistema diseñado 

para proteger privilegios. 

El concepto de prayashchitta (expiación) desarrollado extensamente en los Dharma Sutras representa 

una aproximación distintiva a la sanción jurídica. Más que castigo retributivo, prayashchitta busca la 

purificación del transgresor y su reintegración social. Las expiaciones varían desde simples ayunos 

hasta complejos rituales, pero su objetivo es siempre restaurativo más que punitivo. Incluso delitos 

graves pueden expiarse, aunque las expiaciones sean proporcionalmente severas. 

Los Dharma Sutras también abordan lo que hoy llamaríamos derecho internacional o inter-

comunitario. Reconocen la validez de las costumbres de diferentes regiones y comunidades, establecen 

reglas para la interacción entre comunidades con diferentes normas, regulan el tratamiento de 

extranjeros y viajeros. Este reconocimiento del pluralismo normativo como hecho social legítimo 

contrasta con la tendencia universalizante de muchos sistemas jurídicos. 

La transición de la normatividad ritual de los Brahmanas a la juridicidad comprehensiva de los Dharma 

Sutras no es abandono de lo ritual sino su integración en una visión más amplia del orden normativo. 

El dharma emerge como concepto capaz de abarcar tanto las minucias del procedimiento ritual como 

los principios de justicia social, tanto las obligaciones cósmicas como los contratos comerciales. Esta 

capacidad integradora del concepto de dharma, su habilidad para mantener unidas dimensiones que el 

pensamiento occidental tiende a separar - derecho y religión, ética y ritual, orden cósmico y convención 

social - constituye quizás la contribución más distintiva del pensamiento jurídico indio. 

El legado de este período formativo se extiende hasta el presente. Los principios establecidos en los 

textos brahmánicos y los Sutras - pluralismo de fuentes normativas, contextualidad de las obligaciones, 

proporcionalidad y gradualismo en las sanciones, preferencia por la restauración sobre la retribución, 

reconocimiento del pluralismo jurídico como hecho social legítimo - continúan informando el 

pensamiento y la práctica jurídica en el subcontinente indio. Incluso cuando el derecho indio moderno 

ha adoptado formas e instituciones occidentales, estos principios subyacentes continúan operando, 

creando síntesis distintivas entre tradición y modernidad. 

La evolución desde los himnos cósmicos del Rigveda hasta los códigos sistemáticos de los Dharma 

Sutras representa uno de los desarrollos más notables en la historia del pensamiento jurídico mundial. 

En este proceso, el subcontinente indio desarrolló una tradición jurídica que, sin contacto significativo 

con las tradiciones mediterráneas, llegó a soluciones sorprendentemente sofisticadas a problemas 

perennes del orden normativo. El estudio de esta tradición no es ejercicio anticuario sino exploración 

de alternativas al modelo occidental de derecho, alternativas que pueden iluminar tanto las limitaciones 

de nuestras categorías jurídicas heredadas como las posibilidades de imaginar el derecho de maneras 

radicalmente diferentes. 
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CAPÍTULO 5 

CHINA SHANG Y ZHOU: ANCESTRALIDAD, ARMONÍA Y SANCIÓN CELESTE 

5.1. Adivinación y derecho en la dinastía Shang 

La civilización Shang (c. 1600-1046 a.C.) nos confronta con una forma de normatividad donde lo 

jurídico se encuentra inextricablemente entrelazado con lo religioso y lo adivinatorio, desafiando las 

categorías mediante las cuales el pensamiento jurídico occidental ha intentado comprender el 

fenómeno normativo. Los jiaguwen (甲骨文), esas inscripciones sobre caparazones de tortuga y 

omóplatos de buey descubiertas por primera vez en 1899 en las ruinas de Anyang, constituyen no solo 

los registros escritos más antiguos de China sino testimonios de un sistema donde la decisión jurídica 

emerge del diálogo ritual con las potencias ancestrales y donde la normatividad se revela antes que se 

construye. 

El procedimiento oracular Shang manifiesta una concepción del orden normativo que trasciende la 

dicotomía occidental entre derecho divino y derecho positivo. Cuando el rey consultaba sobre la 

conveniencia de emprender una campaña militar contra los Qiang occidentales, la distribución de 

campos entre los nobles o el castigo de un funcionario corrupto, no buscaba aplicar normas 

preexistentes ni ejercer una voluntad soberana al modo del príncipe moderno. Su acción se inscribía 

en una economía cosmológica donde la legitimidad de toda decisión derivaba de su conformidad con 

un orden trascendente accesible únicamente mediante la mediación ritual. El derecho no era ius en 

sentido romano ni Gesetz en sentido moderno, sino manifestación de un dao (道) primordial que 

precedía toda distinción entre lo humano y lo divino, lo normativo y lo fáctico. 

La estructura del sistema adivinatorio, reconstruida pacientemente a partir del análisis de más de 

150,000 fragmentos óseos, revela una tecnología jurídico-ritual de extraordinaria sofisticación. El 

proceso comenzaba con la preparación ceremonial de los materiales oraculares, donde cada gesto 

poseía significación normativa. Los especialistas rituales pulían los huesos hasta alcanzar una superficie 

prístina y practicaban cuidadosamente cavidades (zuanao 鑽凹) cuya disposición geométrica no era 

arbitraria sino que seguía patrones transmitidos generacionalmente, verdadera gramática material del 

discurso oracular. La formulación de la consulta (mingci 命辭) obedecía a estrictas reglas formales que 

recuerdan, salvando las distancias culturales, el formalismo de las legis actiones romanas: la pregunta 

debía plantearse en términos precisos, frecuentemente en pares binarios complementarios que 

permitieran verificar la consistencia de la respuesta divina. 

El momento crucial llegaba con la aplicación del fuego (bu 卜), acto que transformaba la materia inerte 

en médium de comunicación con lo invisible. Un tizón ardiente, manipulado según técnicas precisas, 

se aplicaba a las cavidades preparadas, produciendo grietas (zhaowen 兆紋) cuyas formas constituían el 

lenguaje mediante el cual los ancestros y divinidades comunicaban su voluntad. La interpretación de 

estas fisuras requería un saber especializado comparable en complejidad al dominio de los juristas 

romanos sobre las fórmulas procesales o al conocimiento de los canonistas medievales sobre las 
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decretales papales. Los adivinos reales (zhuren 卜人) no eran meros técnicos sino depositarios de una 

tradición hermenéutica que hacía posible la traducción entre órdenes de realidad heterogéneos. 

Lo más significativo desde una perspectiva histórico-jurídica es que las consultas y respuestas se 

inscribían posteriormente en el mismo hueso utilizado para la adivinación, creando así un archivo de 

precedentes normativos. Esta práctica de registro sistemático, que David Keightley ha denominado 

"burocracia de lo sagrado", generaba una memoria institucional donde cada decisión oracular se 

preservaba para futura referencia. No estamos ante un derecho consuetudinario oral sino ante una 

forma peculiar de "jurisprudencia oracular" donde los precedentes divinos orientaban las decisiones 

futuras sin determinarlas mecánicamente. 

El análisis del contenido de estas inscripciones revela un universo normativo de notable amplitud. Las 

consultas sobre sacrificios (ji 祭) establecían las complejas obligaciones rituales que estructuraban la 

sociedad Shang. "¿Debemos ofrecer tres bueyes blancos y cinco carneros al gran ancestro Shang Jia 

en la próxima luna llena?" La respuesta oracular no solo determinaba la acción inmediata sino que 

contribuía a sedimentar un ius sacrum que regulaba las relaciones entre vivos y muertos, entre el poder 

terreno y sus fundamentos trascendentes. El incumplimiento de estas obligaciones rituales no era mera 

impiedad sino ruptura del orden jurídico-cósmico con consecuencias que podían manifestarse como 

calamidades naturales, derrotas militares o rebeliones internas. 

Las consultas militares (rong 戎) configuraban lo que podríamos denominar, con inevitable 

anacronismo, el derecho internacional y el ius in bello de la época Shang. "¿Será propicio atacar al pueblo 

Tufang que ha saqueado nuestras aldeas fronterizas?" "¿Debemos aliarnos con los Yi orientales contra 

los Qiang occidentales?" Estas preguntas y sus respuestas oraculares establecían normas sobre la 

guerra justa, las alianzas legítimas, el tratamiento de prisioneros y la distribución del botín. Sarah Allan 

ha demostrado cómo estas consultas revelan una concepción de la soberanía territorial fluida y 

relacional, donde el dominio legítimo se definía menos por fronteras fijas que por la capacidad de 

mantener el orden ritual en un espacio dado. 

En el ámbito de lo que denominaríamos derecho agrario, las inscripciones oraculares muestran una 

preocupación constante por armonizar la actividad productiva con los ritmos cósmicos. "¿Recibiremos 

suficiente lluvia para la cosecha de mijo?" "¿Deberíamos abrir nuevos campos en la margen occidental 

del río?" Estas consultas no buscaban solo predicción meteorológica sino sanción divina para 

decisiones que afectaban los derechos de uso de la tierra, las obligaciones tributarias y la organización 

del trabajo agrícola. El calendario ritual-agrícola que emergía de estas consultas acumuladas constituía 

una forma de derecho administrativo teocrático donde tiempo sagrado y tiempo productivo se fundían 

indisolublemente. 

Particularmente reveladoras son las consultas sobre nombramientos oficiales (ming 命), que iluminan 

la estructura burocrática del estado Shang y los principios de legitimación del poder delegado. "¿Debe 

Zi Shang ser puesto a cargo de los talleres reales de bronce?" "¿Es propicio que el príncipe Kang 

comande la guarnición de la frontera norte?" La necesidad de sanción oracular para estos 

nombramientos muestra que la autoridad administrativa no emanaba simplemente de la voluntad real 
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sino que requería confirmación trascendente. Esto creaba un sistema de checks and balances 

teocráticos donde incluso el poder del monarca encontraba límites en la voluntad ancestral revelada 

oraculamente. 

Las consultas explícitamente judiciales (yu 獄), aunque menos frecuentes en el corpus conservado, 

ofrecen vislumbres fascinantes de un derecho penal sacralizado. "¿Es el acusado culpable de haber 

robado grano del almacén real?" "¿Debe ser castigado con la muerte quien ha profanado el altar 

ancestral?" En estos casos, el oráculo funcionaba como instancia judicial suprema, determinando 

culpabilidad y pena mediante el mismo procedimiento usado para decisiones políticas o rituales. Esto 

sugiere una concepción unitaria del orden normativo donde no existía separación entre jurisdicciones 

secular y religiosa. 

El monarca Shang (wang 王) emerge de este análisis no como legislador soberano al modo del príncipe 

moderno sino como figura liminal situada en la intersección entre órdenes de realidad heterogéneos. 

Su función primordial era mantener la comunicación entre el mundo de los vivos y el de los ancestros 

divinizados, garantizando así la continuidad del orden cósmico-social. Esta mediación no era poder 

arbitrario sino responsabilidad gravosa sujeta a estrictos protocolos rituales. El rey que fallaba en 

mantener esta comunicación, que recibía consistentemente oráculos desfavorables o cuyas decisiones 

contradecían la voluntad ancestral manifestada en las grietas de los huesos, perdía el fundamento 

mismo de su autoridad. 

La comparación con otras culturas jurídicas arcaicas revela tanto paralelos sugestivos como diferencias 

irreductibles. Como en la Mesopotamia contemporánea, encontramos en Shang una estrecha 

vinculación entre autoridad política y mediación con lo divino. Pero mientras el monarca 

mesopotámico recibía las leyes de manos de los dioses para promulgarlas como legislación positiva —

pensemos en Hammurabi recibiendo el código de Shamash—, el rey Shang no promulgaba leyes sino 

que facilitaba la manifestación continua de un orden normativo siempre ya dado en la voluntad 

ancestral. El derecho no se codificaba en estelas de piedra sino que se revelaba caso por caso en la 

contingencia del hueso agrietado. 

Robert Bagley ha argumentado convincentemente que este sistema oracular no debe entenderse como 

mera superstición primitiva sino como tecnología política sofisticada que permitía gestionar la 

incertidumbre en una sociedad compleja. Al someter las decisiones importantes al veredicto oracular, 

se despersonalizaba el poder y se distribuía la responsabilidad entre el monarca y las fuerzas 

trascendentes. Un comandante militar derrotado después de seguir un oráculo favorable no podía ser 

acusado de incompetencia; un funcionario nombrado con sanción oracular gozaba de una legitimidad 

que trascendía el favor real. El sistema creaba así mecanismos de estabilización política enmascarados 

como procedimientos religiosos. 

La dimensión performativa del ritual oracular merece especial atención desde una perspectiva 

histórico-jurídica. Cada consulta era un acto que no solo buscaba información sino que producía 

efectos normativos por el mero hecho de realizarse. Al someter una cuestión al oráculo, el rey 

reconocía implícitamente los límites de su poder y reafirmaba la estructura cosmológica que 
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fundamentaba el orden social. Los nobles y funcionarios que asistían a estas ceremonias no eran meros 

espectadores sino partícipes en la producción colectiva de legitimidad. El derecho se hacía visible y 

experimentable en el drama ritual de la consulta oracular. 

La escritura misma, en el contexto Shang, poseía una dimensión jurídico-sacral que la distingue 

radicalmente de su función en otras civilizaciones antiguas. Los jiaguwen no eran registros 

administrativos al modo de las tablillas cuneiformes mesopotámicas ni monumentos propagandísticos 

como las inscripciones egipcias. Cada carácter inscrito en el hueso era huella material de una 

comunicación exitosa con lo invisible, prueba tangible de que el orden humano permanecía alineado 

con el cósmico. La escritura no representaba el derecho sino que lo actualizaba en cada inscripción. 

K.C. Chang ha propuesto interpretar el sistema oracular Shang como manifestación de lo que 

denomina "chamanismo político", donde el poder se fundamenta en el monopolio de la comunicación 

con lo sagrado. Esta interpretación, sugerente pero problemática, corre el riesgo de proyectar 

categorías antropológicas modernas sobre una realidad histórica específica. Más productivo resulta 

entender el complejo oracular-jurídico Shang como una formación singular que articula elementos que 

el pensamiento occidental ha tendido a separar: derecho y religión, decisión y adivinación, autoridad y 

mediación, escritura y ritual. 

La crisis y eventual colapso de la dinastía Shang hacia 1046 a.C. puede leerse, desde una perspectiva 

jurídico-política, como el agotamiento de este modelo de legitimación oracular. Las fuentes Zhou 

posteriores, inevitablemente partidistas, presentan a los últimos reyes Shang como tiranos que 

ignoraban los oráculos desfavorables o manipulaban los procedimientos adivinatorios. Más allá de la 

propaganda política, estos relatos sugieren una crisis de credibilidad en el sistema oracular como 

fundamento del orden normativo. Cuando los huesos dejaron de "hablar" convincentemente, o 

cuando sus mensajes entraron en contradicción irresoluble con las necesidades políticas inmediatas, el 

edificio jurídico-ritual Shang perdió su piedra angular. 

El legado del sistema jurídico-oracular Shang no desapareció con la conquista Zhou sino que 

experimentó profundas transformaciones. La práctica de la escapulomancia continuó durante siglos, 

aunque progresivamente marginalizada por otras formas de legitimación política. Más importante, la 

concepción Shang de un orden normativo fundado en la comunicación con potencias trascendentes 

se metamorfoseó en la teoría Zhou del Mandato del Cielo, creando nuevas articulaciones entre 

derecho, moral y cosmología que marcarían indeleblemente el desarrollo posterior del pensamiento 

jurídico chino. 

5.2. El Mandato del Cielo (Tianming) y la legitimidad Zhou 

La conquista Zhou de los Shang hacia 1046 a.C. representa no solamente un cambio dinástico sino 

una revolución en la concepción misma de la legitimidad política y el fundamento del orden jurídico. 

La doctrina del Mandato del Cielo (Tianming 天命), elaborada por los ideólogos Zhou para justificar 

su usurpación del poder, constituye una de las innovaciones más significativas en la historia del 

pensamiento jurídico-político mundial, comparable en su importancia y consecuencias a la invención 

griega de la politeia o a la elaboración medieval del concepto de soberanía. 
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El problema fundamental que enfrentaban los conquistadores Zhou era de naturaleza jurídico-

teológica: ¿cómo justificar la deposición violenta de una dinastía que durante siglos había 

monopolizado la comunicación con los ancestros divinos y cuya legitimidad parecía inscrita en el 

orden mismo del cosmos? La respuesta Shang a la rebelión hubiera sido simple: los Zhou eran 

criminales sacrílegos que habían roto el vínculo sagrado entre el Cielo y la Tierra. Pero los vencedores 

necesitaban una narrativa alternativa que no solo explicara su victoria sino que la presentara como 

necesaria y justa. 

La genialidad de la solución Zhou residió en transformar radicalmente la concepción de la relación 

entre poder terreno y sanción divina sin abandonar completamente el marco cosmológico heredado. 

Si para los Shang el rey era mediador insustituible entre ancestros divinos y súbditos humanos, 

legitimado por vínculos de sangre con las potencias celestiales, los pensadores Zhou introdujeron una 

concepción más abstracta y condicional de la autoridad política. El Cielo (Tian 天), ahora concebido 

como principio moral impersonal más que como conjunto de ancestros divinizados, otorgaba su 

mandato (ming 命) no por vínculos genealógicos sino por virtud (de 德). 

Esta innovación conceptual aparece articulada con máxima claridad en los discursos atribuidos al 

Duque de Zhou, regente durante la minoría del rey Cheng y arquitecto principal del nuevo orden 

político. En el "Gran Anuncio" (Da Gao 大誥) preservado en el Shujing, el Duque elabora una teodicea 

política que justifica retroactivamente la conquista: "El rey Wen recibió el Mandato porque su virtud 

brillaba ante el Cielo. Los últimos reyes Shang lo perdieron porque se entregaron al vicio y la crueldad, 

ignorando los lamentos del pueblo. El Cielo no tiene favoritos permanentes; favorece solo a quien es 

virtuoso." 

La doctrina del Tianming introducía así un elemento revolucionario en el pensamiento jurídico-político: 

la condicionalidad del poder supremo. Mientras que en el sistema Shang la legitimidad real derivaba 

del estatus ontológico del monarca como descendiente de ancestros divinos —legitimidad por tanto 

inalienable—, en el sistema Zhou la legitimidad dependía del comportamiento moral del gobernante, 

siendo por naturaleza revocable. Esta concepción creaba, por primera vez en la historia documentada, 

una teoría sistemática del derecho de rebelión: cuando un gobernante perdía la virtud, perdía 

automáticamente el Mandato del Cielo, y su deposición violenta no solo era permisible sino 

moralmente obligatoria. 

Sin embargo, sería erróneo interpretar esta doctrina en términos puramente seculares o como simple 

ideología de conquista. Los textos Zhou tempranos revelan una angustia genuina sobre la fragilidad 

del Mandato y la dificultad de discernir la voluntad celestial. El "Shao Gao" (召誥) registra las 

advertencias del Duque de Shao sobre los peligros de la complacencia: "¿Cómo podemos saber que el 

Cielo no nos abandonará como abandonó a los Shang? Solo mediante vigilancia constante y cultivo 

incesante de la virtud podemos esperar retener el Mandato." 

Esta ansiedad sobre la legitimidad generó una transformación profunda en las tecnologías de gobierno 

y las formas jurídicas. Si los Shang gobernaban mediante la mediación oracular caso por caso, los Zhou 

desarrollaron un sistema más complejo que combinaba elementos carismáticos, tradicionales y proto-
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racionales en el sentido weberiano. La virtud (de 德) que legitimaba el poder no era cualidad mística 

incomunicable sino que se manifestaba en prácticas concretas de buen gobierno susceptibles de 

codificación y transmisión. 

Los "Métodos de Gobierno" (Zheng Dian 政典) compilados durante el Zhou Occidental representan 

un esfuerzo sistemático por traducir el concepto abstracto de virtud real en procedimientos 

administrativos concretos. Aunque estos textos se han perdido, referencias en fuentes posteriores 

permiten reconstruir sus lineamientos principales. La virtud real se manifestaba en: respeto por los 

ritos ancestrales (li 禮), pero sin el monopolio Shang de la comunicación oracular; justicia en la 

administración (yi 義), especialmente en la resolución de disputas; benevolencia hacia el pueblo (ren 

仁), manifestada en moderación tributaria y socorro en tiempos de calamidad; y sabiduría (zhi 智) en 

la selección de funcionarios competentes y virtuosos. 

La institucionalización de estos principios requirió innovaciones jurídico-administrativas significativas. 

El sistema de investiduras (fengjian 封建), aunque con precedentes Shang, fue sistematizado y 

expandido por los Zhou como mecanismo de gobierno indirecto que combinaba delegación de 

autoridad con control ritual. Los señores feudales (zhuhou 諸侯) recibían territorios no como 

propiedad patrimonial sino como encomienda condicionada al servicio leal y al buen gobierno. Los 

documentos de investidura, preservados parcialmente en inscripciones de bronce, revelan una 

cuidadosa delimitación de derechos y obligaciones que prefigura formas contractuales posteriores. 

La reforma del sistema ritual (li 禮) bajo los Zhou merece análisis detallado por sus implicaciones 

jurídicas. Mientras que para los Shang los rituales eran principalmente tecnologías de comunicación 

con lo divino, los Zhou los transformaron en lo que podríamos denominar "derecho constitucional 

ceremonializado". Los complejos protocolos que gobernaban las audiencias reales, las investiduras 

feudales, los sacrificios estatales y las relaciones diplomáticas no eran mera etiqueta sino normas 

jurídicas materializadas en forma ritual. La violación de estos protocolos constituía no solo falta de 

decoro sino delito político con consecuencias potencialmente fatales. 

Jessica Rawson ha demostrado mediante análisis arqueológico cómo esta "reforma ritual" se 

materializó en cambios en la cultura material, particularmente en los bronces rituales. Los vasos Shang, 

con su decoración exuberante y sus formas idiosincráticas, dieron paso a un repertorio Zhou más 

estandarizado y jerárquicamente organizado. Cada rango en la nobleza tenía derecho a usar tipos 

específicos de vasos en números determinados. Esta "sumptuary legislation" materializada en bronce 

creaba un orden visual que reforzaba las jerarquías jurídico-políticas. 

El desarrollo del concepto de tianxia (天下, "todo bajo el Cielo") como espacio de legitimidad política 

universal representa otra innovación Zhou con profundas consecuencias jurídicas. A diferencia del 

particularismo Shang, centrado en el clan real y sus aliados inmediatos, los Zhou concibieron su 

autoridad como potencialmente universal. El Hijo del Cielo (tianzi 天子) no era rey de los Zhou sino 

gobernante legítimo de toda la humanidad civilizada. Esta pretensión universalista, aunque obviamente 
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ficticia en términos de poder efectivo, creó un marco conceptual para pensar las relaciones inter-

políticas en términos jurídicos más que puramente fácticos. 

La teoría Zhou de las "cinco zonas" (wu fu 五服) elabora esta concepción espacial del poder legítimo. 

El territorio bajo el Cielo se concebía como series concéntricas de zonas con diferentes grados de 

integración política: el dominio real directo (dianfu 甸服), los principados feudales (houfu 侯服), la zona 

pacificada (suifu 綏服), la zona de pueblos aliados (yaofu 要服), y la zona bárbara (huangfu 荒服). Cada 

zona implicaba diferentes obligaciones tributarias, militares y rituales, creando un sistema de derecho 

internacional diferenciado que reconocía grados de civilización y por tanto de obligación jurídica. 

La administración de justicia bajo los Zhou experimentó transformaciones significativas respecto al 

modelo Shang. Aunque la evidencia es fragmentaria, textos como el "Establecimiento del Gobierno" 

(Li Zheng 立政) sugieren el desarrollo de procedimientos judiciales más formalizados. La distinción 

entre "cinco castigos" (wu xing 五刑) —tatuaje facial, amputación nasal, amputación de pies, castración 

y muerte— aparece codificada por primera vez, con intentos de proporcionalidad entre delito y pena 

que contrastan con la aparente arbitrariedad del sistema Shang. 

Particularmente significativa es la emergencia del concepto de yi (議), deliberación judicial formal. Los 

casos graves no se decidían por oráculo o decreto unipersonal sino mediante consulta entre 

funcionarios especializados. El "Lü Xing" (呂刑), aunque de datación controvertida, preserva lo que 

parecen ser instrucciones para jueces que enfatizan la investigación cuidadosa, la consideración de 

circunstancias atenuantes y la reluctancia a aplicar penas irreversibles. "En casos dudosos, es preferible 

errar hacia la lenidad", aconseja el texto, principio que resonaría a través de la tradición jurídica china 

posterior. 

La relación entre derecho penal (xing 刑) y educación moral (jiao 教) en el pensamiento Zhou 

temprano prefigura debates que dominarían la filosofía jurídica china durante milenios. Los 

pensadores Zhou no concebían el castigo como simple retribución o disuasión sino como herramienta 

pedagógica para la transformación moral. El "Kang Gao" (康誥) articula esta visión: "Los castigos no 

se crearon por amor al castigo sino para educar al pueblo. Cuando el pueblo está bien educado, los 

castigos se vuelven innecesarios." 

Esta concepción pedagógica del derecho penal se vinculaba estrechamente con la teoría del Mandato 

del Cielo. Un gobernante virtuoso no era quien castigaba severamente sino quien, mediante el ejemplo 

moral y la educación, hacía el castigo innecesario. La proliferación de crímenes y la necesidad de 

castigos frecuentes eran síntomas de pérdida de virtud real y por tanto presagios de pérdida del 

Mandato. 

La dimensión económica del orden jurídico Zhou merece atención especial. El sistema de "campo de 

pozo" (jingtian 井田), aunque su historicidad exacta es debatida, representa al menos un ideal 

normativo de organización agraria que tendría larga influencia en el pensamiento jurídico chino. Según 

este sistema, la tierra se dividía en unidades de nueve parcelas, ocho cultivadas por familias individuales 
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y una central cultivada colectivamente para el señor o el estado. Este modelo, independientemente de 

su implementación práctica, articulaba principios jurídicos fundamentales: la tierra como patrimonio 

común bajo administración real, el trabajo colectivo como obligación cívica, y la reciprocidad entre 

protección señorial y servicio campesino. 

La crisis del Zhou Occidental en 771 a.C., cuando los bárbaros Quan Rong saquearon la capital y 

forzaron el traslado de la corte hacia el este, marca un punto de inflexión en la historia jurídica china. 

El debilitamiento del poder real central y la creciente autonomía de los señores feudales crearon un 

pluralismo jurídico de facto que contrasta con el ideal Zhou de orden unificado bajo el Cielo. Sin 

embargo, paradójicamente, fue precisamente esta fragmentación política la que estimuló el 

florecimiento intelectual del período de Primaveras y Otoños y los Estados Combatientes, cuando 

diversas escuelas de pensamiento compitieron por ofrecer soluciones a la crisis del orden. 

La herencia jurídica del Tianming Zhou trasciende con mucho las circunstancias históricas de su origen. 

La idea de que el poder político supremo está condicionado al comportamiento moral del gobernante, 

que existe un derecho de rebelión contra la tiranía, y que el orden jurídico debe reflejar principios 

morales cósmicos, se convirtieron en elementos permanentes del pensamiento político chino. Incluso 

cuando filósofos posteriores como los legistas rechazaron explícitamente el moralismo Zhou en favor 

de un positivismo jurídico estricto, no pudieron escapar completamente del marco conceptual 

establecido por la doctrina del Mandato del Cielo. 

En perspectiva comparada, el Tianming Zhou representa una solución única al problema universal de 

la legitimación del poder político. A diferencia del derecho divino de los reyes europeos, que enfatizaba 

la sacralidad inalienable del monarca, o del contractualismo occidental moderno, que fundamenta la 

autoridad en el consentimiento de los gobernados, la teoría Zhou combina elementos trascendentes e 

inmanentes en una síntesis distintiva. El Cielo legitima pero también juzga; el pueblo no elige a sus 

gobernantes pero su bienestar es el criterio último de legitimidad ("El Cielo ve a través de los ojos del 

pueblo, el Cielo oye a través de los oídos del pueblo", declara el Shujing). 

Esta concepción creó tensiones productivas que animarían el desarrollo posterior del pensamiento 

jurídico chino. ¿Cómo reconocer cuándo se ha perdido el Mandato antes de que una rebelión exitosa 

lo demuestre post facto? ¿Quién tiene autoridad para interpretar la voluntad del Cielo? ¿Cómo 

distinguir entre rebelión legítima y sedición criminal? Estas preguntas, planteadas por primera vez en 

el contexto Zhou, continuarían resonando a través de la historia jurídica china, recibiendo respuestas 

diversas pero nunca definitivas. 

5.3. Li (ritual) y Fa (ley): dialéctica normativa china 

La tensión entre li (禮) y fa (法) constituye uno de los ejes fundamentales para comprender el 

desarrollo del pensamiento jurídico chino desde la dinastía Zhou hasta el presente. Esta dialéctica, 

irreductible a la oposición occidental entre derecho natural y derecho positivo o entre costumbre y 

ley, articula concepciones divergentes pero complementarias sobre la naturaleza del orden normativo, 

el fundamento de la obligación jurídica y los mecanismos apropiados de control social. Comprender 

esta tensión en su especificidad histórica y conceptual es esencial para evitar las proyecciones 
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etnocéntricas que han plagado muchos intentos occidentales de interpretar el derecho chino 

tradicional. 

El concepto de li, traducido inadecuadamente como "ritual" o "etiqueta", designa en su sentido 

originario Zhou un complejo normativo que abarca desde los protocolos ceremoniales de la corte 

hasta las normas de conducta cotidiana, desde los procedimientos sacrificiales hasta las reglas de 

cortesía social. Pero reducir li a mero ceremonial sería profundamente erróneo. Como ha argumentado 

Herbert Fingarette en su revolucionario estudio sobre Confucio, li representa una concepción de la 

normatividad como performance compartida de significados sociales, donde la dimensión estética y la 

ética se funden indisolublemente. 

Los textos rituales Zhou, particularmente el Yili (儀禮) y el Zhouli (周禮), revelan un sistema 

normativo de extraordinaria complejidad donde cada gesto, cada palabra, cada objeto utilizado en las 

ceremonias estatales y familiares poseía significación jurídica precisa. La investidura de un príncipe 

feudal, por ejemplo, no era simple ceremonia de nombramiento sino acto jurídico constitutivo que 

creaba derechos y obligaciones específicos. El número de escalones que el príncipe podía subir al 

acercarse al trono real, los tipos de jade que podía portar, las fórmulas verbales empleadas en el 

intercambio ritual, todo estaba minuciosamente prescrito y cada variación implicaba consecuencias 

jurídicas diferentes. 

Lo crucial del li como forma normativa es su carácter incorporado y contextual. A diferencia de la ley 

escrita que pretende validez abstracta y universal, el li existe solo en su actualización concreta por 

agentes situados en relaciones sociales específicas. Un hijo realizando ritos de duelo por su padre, un 

ministro presentando un memorial al rey, mercaderes sellando un acuerdo comercial con libaciones 

rituales, todos participan en la reproducción del orden normativo mediante la performance correcta 

del li apropiado a su situación. 

Esta dimensión performativa del li implica una concepción distintiva de la agencia moral y jurídica. 

En el paradigma del li, el sujeto no obedece normas externas sino que participa creativamente en la 

actualización de patrones de significado compartidos. La maestría en el li —lo que Confucio llamaba 

el "estudio del ritual" (xue li 學禮)— no consiste en memorización mecánica de reglas sino en la 

capacidad de adaptar los patrones rituales a situaciones siempre nuevas manteniendo su espíritu 

esencial. 

El fa, por contraste, representa una concepción de la normatividad centrada en reglas explícitas, 

sanciones predeterminadas y aplicación uniforme. Aunque elementos de derecho penal codificado 

existían desde los Zhou tempranos, fue durante el período de los Estados Combatientes (475-221 a.C.) 

cuando el fa emergió como paradigma normativo alternativo y rival al li. Esta emergencia no fue 

desarrollo evolutivo natural sino respuesta a crisis específicas del orden sociopolítico tradicional. 

La fragmentación política del período de Estados Combatientes creó condiciones que hicieron 

problemática la confianza exclusiva en el li como mecanismo de orden social. En sociedades cada vez 

más complejas y heterogéneas, donde la movilidad social erosionaba las jerarquías tradicionales y 

donde príncipes ambiciosos necesitaban instrumentos de control más efectivos sobre poblaciones 



222 
 

diversas, el particularismo contextual del li aparecía como obstáculo para la racionalización 

administrativa. Los reformadores legistas, comenzando con Guan Zhong en Qi y culminando con 

Shang Yang en Qin, propusieron el fa como tecnología de gobierno superior. 

La reforma de Shang Yang en Qin (c. 350 a.C.) representa el experimento más radical de sustitución 

del li por el fa como principio organizador del orden social. Las "Leyes de Shang Yang", preservadas 

fragmentariamente, revelan un proyecto totalizador de reingeniería social mediante derecho positivo. 

La sociedad fue reorganizada en unidades de responsabilidad colectiva (baojia 保甲) donde los 

miembros eran legalmente responsables por los delitos de sus vecinos. Se establecieron recompensas 

estandarizadas por méritos militares y castigos draconiano por infracciones menores. Se prohibieron 

los textos confucianos que exaltaban el gobierno mediante virtud y ritual. 

Lo revolucionario del sistema de Shang Yang no era simplemente su severidad sino su pretensión de 

igualdad formal ante la ley. "Príncipes y plebeyos, todos deben obedecer la ley", proclamaba, 

desafiando directamente el particularismo jerárquico del li. Esta igualdad formal, sin embargo, servía 

paradójicamente para intensificar el poder del estado sobre una sociedad atomizada. Al destruir los 

vínculos rituales tradicionales y las solidaridades corporativas, el fa de Shang Yang creaba individuos 

aislados directamente subordinados al poder estatal. 

La tensión entre li y fa no debe entenderse, sin embargo, como oposición simple entre tradición y 

modernización, o entre particularismo y universalismo. Pensadores sofisticados de diversas escuelas 

reconocieron la necesidad de articular ambos principios normativos. Xunzi, el gran sistematizador del 

confucianismo tardío, argumentó que li y fa eran complementarios: el li educaba y transformaba, 

creando las disposiciones virtuosas que hacían posible el orden social, mientras que el fa controlaba y 

castigaba a quienes permanecían inmunes a la educación ritual. 

El Guanzi, texto compósito que refleja diversas tradiciones intelectuales, ofrece una de las síntesis más 

sophisticadas: "El li es la fuente del fa; el fa es la concreción del li. Sin li, el fa carece de fundamento 

moral; sin fa, el li carece de eficacia práctica." Esta formulación sugiere una relación dialéctica donde 

el ritual proporciona los principios valorativos que el derecho positivo operacionaliza, mientras que la 

ley proporciona los mecanismos coercitivos que garantizan el cumplimiento ritual cuando la 

interiorización moral falla. 

La práctica jurídica del período Han (206 a.C.-220 d.C.), después de la violenta pero efímera victoria 

total del legalismo bajo Qin, institucionalizó precisamente esta síntesis. El código legal Han, 

parcialmente reconstruible a través de documentos excavados como los manuscritos de Zhangjiashan, 

muestra un sistema donde las prescripciones penales detalladas coexisten con amplios espacios para 

la consideración de factores rituales. El homicidio, por ejemplo, recibía castigos diferenciados según 

la relación ritual entre víctima y perpetrador: matar a un superior jerárquico era crimen capital sin 

posibilidad de clemencia, mientras que un padre que matara a un hijo díscolo podía recibir penas 

reducidas o incluso absolución. 

Esta "confucianización de la ley" (li zhu xing fu 禮主刑輔, "el ritual lidera, los castigos asisten") no fue 

simple compromiso político sino elaboración de una teoría jurídica distintiva. Los juristas Han 
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desarrollaron doctrinas como la "analogía con los clásicos" (yuan jing jue yu 援經決獄), donde pasajes 

de textos rituales confucianos podían invocarse para modificar la aplicación estricta del código legal. 

El famoso caso del "hijo filial de Zhao", donde un hombre que mató al asesino de su padre fue 

absuelto citando el principio ritual de venganza filial pese a violar la prohibición legal del homicidio 

privado, ilustra esta compleja negociación entre paradigmas normativos. 

Benjamin Schwartz ha argumentado persuasivamente que la oposición li/fa refleja tensiones más 

profundas en el pensamiento chino sobre la naturaleza humana y el orden social. El paradigma del li 

presupone una visión optimista donde los seres humanos son capaces de transformación moral 

mediante educación y práctica ritual. El paradigma del fa asume una antropología pesimista donde solo 

el temor al castigo puede mantener el orden entre seres naturalmente egoístas. Estas diferencias 

antropológicas implican teorías divergentes sobre la legitimidad política: el gobierno mediante li 

requiere gobernantes ejemplares que inspiren emulación moral, mientras que el gobierno mediante fa 

requiere solo instituciones eficaces que administren premios y castigos calculadamente. 

La dimensión de género en la dialéctica li/fa revela complejidades adicionales frecuentemente 

ignoradas. El li, con su énfasis en relaciones diferenciadas y roles específicos, prescribía elaborados 

códigos de conducta generizados que subordinaban sistemáticamente a las mujeres. Pero esta misma 

especificidad contextual creaba espacios de agencia femenina impensables bajo un fa genuinamente 

igualitario. Las mujeres de elite podían invocar sus obligaciones rituales como esposas, madres o hijas 

para resistir demandas estatales o familiares. Los casos legales Han muestran mujeres argumentando 

exitosamente que sus deberes rituales de castidad viudal las eximían de órdenes imperiales de nuevo 

matrimonio. 

La evolución posterior de la dialéctica li/fa durante las dinastías Tang (618-907) y Song (960-1279) 

muestra continuas reconfiguraciones más que resolución definitiva. El código Tang, considerado el 

apogeo de la codificación imperial china, institucionalizó sistemáticamente las distinciones rituales en 

forma legal, creando lo que Wallace Johnson ha denominado "legalización del li". Cada artículo del 

código especificaba variaciones de pena según el estatus ritual relativo de las partes involucradas, 

creando una matriz de cientos de gradaciones sutiles. 

Los neo-confucianos Song, particularmente Zhu Xi, intentaron una nueva síntesis elevando el li a 

principio metafísico (tianli 天理, "principio celestial") del cual el fa positivo era manifestación 

imperfecta y secundaria. Esta metafisicalización del ritual tuvo consecuencias prácticas importantes, 

legitimando la resistencia letrada a leyes imperiales consideradas contrarias al li cósmico. El desarrollo 

de "pactos comunitarios" (xiangyue 鄉約) —sistemas de autorregulación local basados en principios 

rituales neo-confucianos— representa un intento de crear orden normativo desde abajo que bypass el 

fa estatal. 

La confrontación con el derecho occidental en el siglo XIX reconfiguró dramáticamente los términos 

del debate li/fa. Reformadores como Shen Jiaben vieron en el fa occidental un modelo de 

modernización jurídica que superaba tanto el particularismo del li tradicional como la crueldad del fa 

imperial. Pero conservadores como Zhang Zhidong argumentaron que el derecho occidental, con su 



224 
 

individualismo atomizador y su ceguera a las relaciones sociales orgánicas, era inferior a la síntesis 

china de consideraciones rituales y legales. 

Esta tensión persiste en el derecho chino contemporáneo, aunque transformada por contextos 

radicalmente nuevos. La República Popular China oficialmente abraza el gobierno mediante ley (fazhi 

法治), pero continúa invocando valores "tradicionales" confucianos y conceptos como "armonía 

social" (hexie shehui 和諧社會) que resuenan con la lógica del li. Los comités populares de mediación 

(renmin tiaojie 人民調解), que resuelven millones de disputas anualmente fuera del sistema judicial 

formal, operan según principios más cercanos al contextualismo del li que al formalismo del fa. 

Desde una perspectiva de teoría jurídica comparada, la dialéctica li/fa ofrece recursos conceptuales 

valiosos para pensar más allá de las dicotomías occidentales convencionales. La noción de 

normatividad performativa e incorporada del li anticipa insights de la teoría jurídica feminista y los 

estudios críticos del derecho sobre el carácter constitutivo más que meramente regulativo del derecho. 

La insistencia en que el orden normativo debe integrar consideraciones estéticas, éticas y jurídicas 

desafía la compartimentalización moderna de estos dominios. 

Al mismo tiempo, la historia de la dialéctica li/fa ofrece advertencias sobre los peligros tanto del 

ritualismo vacío como del legalismo mecánico. Cuando el li degenera en formalismo obsesivo 

desconectado de sus fundamentos éticos, se convierte en instrumento de opresión tradicionalista. 

Cuando el fa se absolutiza como técnica de control social desprovista de consideraciones morales 

contextuales, produce lo que los críticos chinos denominaron "gobierno mediante cuchillos" (dao zhi 

刀治), donde la ley se convierte en instrumento de terror más que de justicia. 

La lección más profunda de esta dialéctica milenaria puede ser precisamente su irresolubilidad. El 

orden jurídico viable requiere tanto normas generales aplicables imparcialmente como sensibilidad a 

contextos particulares y relaciones específicas. Ni el universalismo abstracto del fa puro ni el 

particularismo radical del li absoluto son sostenibles. La sabiduría jurídica consiste en la navegación 

prudente entre estos polos, reconociendo que diferentes situaciones históricas y desafíos sociales 

requieren diferentes equilibrios entre formalidad e informalidad, entre regla y discreción, entre 

igualdad y diferencia. 

5.4. El Libro de los Documentos (Shujing) como fuente jurídica 

El Shujing (書經), conocido también como Shangshu (尚書) o "Libro de los Documentos", ocupa una 

posición singular en la historia del derecho chino como el texto más antiguo que presenta una 

concepción articulada del orden jurídico-político. Compilación heterogénea de discursos, edictos, 

instrucciones y memoriales atribuidos a gobernantes y ministros desde el mítico Yao hasta el histórico 

Duque de Zhou, el Shujing funcionó durante más de dos milenios como autoridad textual suprema 

para el pensamiento jurídico chino, comparable en su influencia normativa al Corpus Juris Civilis en 

la tradición romanista o a la Biblia en el derecho canónico occidental. 

La compleja historia textual del Shujing —con sus estratos de composición que van desde auténticos 

documentos Zhou tempranos hasta elaboraciones Han muy posteriores, complicada aún más por la 
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reconstrucción parcial después de la quema de libros de Qin— no disminuye sino que enriquece su 

significación como fuente jurídica. Como ha demostrado Edward Shaughnessy mediante meticuloso 

análisis filológico, incluso los capítulos de autenticidad disputada revelan concepciones jurídicas 

coherentes que iluminan la evolución del pensamiento normativo chino. El Shujing no es archivo de 

curiosidades anticuarias sino texto vivo que cada generación de juristas chinos reinterpretó para 

enfrentar nuevos desafíos. 

Los primeros capítulos del Shujing, ambientados en la edad dorada de Yao, Shun y Yu, articulan lo que 

podríamos denominar una "jurisprudencia de la virtud ejemplar" (dexing zhengzhi 德行政治). El 

"Canon de Yao" (Yao Dian 堯典) presenta un modelo de gobierno donde la autoridad deriva no de la 

fuerza o el linaje sino de la capacidad demostrada para armonizar el orden humano con los ritmos 

cósmicos. La famosa descripción de cómo Yao "comandó a Xi y He respetuosamente seguir el augusto 

Cielo, calcular y delinear los movimientos del sol, la luna y las estrellas, y respetuosamente entregar las 

estaciones al pueblo" establece una concepción del derecho como mediación entre órdenes de realidad 

heterogéneos. 

Esta cosmología jurídica encuentra elaboración sistemática en el "Canon de Shun" (Shun Dian 舜典), 

donde se describe el establecimiento de las primeras instituciones administrativas formales. La división 

del reino en doce provincias, el nombramiento de funcionarios especializados, la institución de giras 

de inspección quinquenales, todo aparece no como innovación arbitraria sino como actualización 

institucional de patrones cósmicos preexistentes. Particularmente significativa es la institución de los 

"cinco castigos" (wu xing 五刑) acompañada de la advertencia: "La clemencia debe templar la justicia; 

la justicia no debe ser inflexible." 

Los capítulos Shang del Shujing, notablemente el "Anuncio de Tang" (Tang Gao 湯誥), introducen 

elementos nuevos que reflejan una concepción más activista del derecho. Tang justifica su rebelión 

contra el tirano Jie no solo invocando precedentes míticos sino argumentando una teoría cuasi-

contractual del poder: "El Cielo ve a través de los ojos de mi pueblo; el Cielo oye a través de los oídos 

de mi pueblo." Esta formulación, repetida y elaborada en textos posteriores, fundamenta la legitimidad 

política en el bienestar popular de manera que anticipa teorías mucho más tardías sobre soberanía 

popular, aunque dentro de un marco cosmológico distintivo. 

Pero es en los documentos Zhou, particularmente aquellos asociados con el Duque de Zhou, donde 

el Shujing desarrolla sus contribuciones más innovadoras a la teoría jurídica. El "Gran Anuncio" (Da 

Gao 大誥) presenta una teodicea política sofisticada que justifica la conquista Zhou mientras establece 

límites normativos al poder del conquistador. La doctrina del Mandato del Cielo aparece aquí no como 

ideología de legitimación post facto sino como framework normativo que constrie tanto como habilita 

el ejercicio del poder soberano. 

El "Establecimiento del Gobierno" (Li Zheng 立政) ofrece lo que constituye el primer tratado 

sistemático de derecho administrativo en la tradición china. La cuidadosa delimitación de 

jurisdicciones ministeriales, la especificación de procedimientos para nombramiento y destitución de 
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funcionarios, el establecimiento de mecanismos de supervisión y auditoría, todo revela una concepción 

del gobierno como estructura normativa compleja más que simple emanación de la voluntad real. La 

insistencia en que "los funcionarios deben ser seleccionados por su virtud y capacidad, no por su 

cercanía al trono" establece principios meritocráticos que resonarían a través de la historia 

administrativa china. 

El "Metal-Bound Coffer" (Jin Teng 金縢) narra un episodio donde el Duque de Zhou ofrece su propia 

vida para salvar a su sobrino real enfermo, revelando concepciones jurídico-rituales sobre 

responsabilidad vicaria y transferibilidad de obligaciones morales. Cuando el joven rey posteriormente 

descubre el auto-sacrificio secreto de su tío y lo recompensa, el texto establece precedentes sobre 

gratitud política y reconocimiento retroactivo de méritos que influirían profundamente el pensamiento 

sobre recompensas y castigos oficiales. 

Particularmente rico en contenido jurídico es el "Anuncio sobre el Alcohol" (Jiu Gao 酒誥), que va 

mucho más allá de su temática aparentemente estrecha para articular teorías sobre legislación 

sumtuaria, control social y los límites del poder estatal. La prohibición del consumo excesivo de 

alcohol excepto en ocasiones rituales prescritas se fundamenta no en moralismo abstracto sino en 

análisis histórico: el exceso de bebida había debilitado la virtud Shang y precipitado su caída. Pero el 

texto también reconoce límites a la capacidad legislativa: "Las prohibiciones excesivas generan 

resentimiento; es mejor educar que simplemente prohibir." 

El capítulo "Kang Gao" (康誥), instrucciones del Duque de Zhou a su hermano menor nombrado 

gobernador del territorio conquistado Shang, constituye un verdadero manual de gobierno colonial 

que anticipa problemáticas del pluralismo jurídico. El Duque instruye: "Gobierna según sus propias 

leyes cuando sean razonables; impón las nuestras solo cuando las suyas contradigan el orden celestial." 

Esta temprana articulación de principios de derecho internacional privado y reconocimiento de 

sistemas jurídicos múltiples contrasta marcadamente con el monismo jurídico que caracterizaría 

períodos posteriores. 

La recepción del Shujing en el pensamiento jurídico posterior revela procesos fascinantes de 

interpretación creativa y apropiación selectiva. Los pensadores confucianos del período de Estados 

Combatientes, particularmente Mencio, leyeron el texto como autoridad para su visión del gobierno 

mediante benevolencia (renzheng 仁政). Mencio cita extensivamente el Shujing para argumentar que los 

gobernantes antiguos priorizaban el bienestar popular sobre la expansión territorial o la acumulación 

de riqueza, transformando documentos administrativos en tratados de filosofía política. 

Los legistas, pese a su rechazo programático del gobierno mediante virtud, no pudieron ignorar la 

autoridad cultural del Shujing. Intelectuales como Han Feizi realizaron lecturas revisionistas, 

argumentando que los sabios reyes antiguos fueron efectivos no por su benevolencia sino por su 

habilidad para establecer sistemas de premios y castigos claros. Esta hermenéutica de la sospecha, que 

lee virtud como ideología y benevolencia como cálculo, demuestra la plasticidad del texto clásico para 

acomodar interpretaciones radicalmente divergentes. 
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La estandarización del texto del Shujing durante la dinastía Han occidental bajo los auspicios del erudito 

Fu Sheng marcó su transformación de colección heterogénea en canon jurídico unificado. La división 

en "Texto Moderno" (jinwen 今文) y "Texto Antiguo" (guwen 古文) —este último incluyendo capítulos 

adicionales de autenticidad disputada— generó debates exegéticos que eran simultáneamente disputas 

sobre la naturaleza del derecho y la autoridad política. Los partidarios del Texto Moderno enfatizaban 

dimensiones esotéricas y proféticas, leyendo el Shujing como depositario de verdades cósmicas 

codificadas. Los defensores del Texto Antiguo promovían lecturas más historicistas y racionalistas. 

Durante la dinastía Tang, el Shujing fue incorporado formalmente al curriculum de los exámenes 

imperiales, convirtiéndose en conocimiento obligatorio para toda la burocracia letrada. Los 

comentarios oficiales de Kong Yingda fijaron interpretaciones ortodoxas que vincuaban pasajes 

específicos con instituciones legales contemporáneas. El principio de que "la virtud debe liderar y los 

castigos asistir" (de zhu xing fu 德主刑輔), extraído del Shujing, se convirtió en doctrina oficial que 

requería consideración de factores morales y circunstanciales en la aplicación de penas legales. 

La escuela del "aprendizaje Han" (Hanxue 漢學) de la dinastía Qing sometió el Shujing a escrutinio 

filológico sin precedentes. Yan Ruoju demostró conclusivamente que muchos capítulos del Texto 

Antiguo eran falsificaciones post-Han, sacudiendo la fe en la autenticidad textual. Pero 

paradójicamente, esta crítica textual no disminuyó sino que refinó la autoridad jurídica del Shujing. Al 

distinguir estratos auténticos de adiciones posteriores, los eruditos Qing pudieron reconstruir con 

mayor precisión las concepciones jurídicas del Zhou temprano, separándolas de elaboraciones 

posteriores. 

El impacto del Shujing en la práctica jurídica concreta, más allá de la teoría, puede rastrearse en 

múltiples dimensiones. Los magistrados locales frecuentemente citaban precedentes del Shujing en sus 

sentencias, especialmente en casos que involucraban dilemas morales complejos. El principio de 

"dudar en favor de la vida" (yi ze cong qing 疑則從輕), derivado de las instrucciones de Shun sobre 

aplicación cautelosa de la pena capital, se convirtió en máxima procesal estándar. Las ceremonias de 

amnistía general (dashe 大赦), justificadas por precedentes del Shujing sobre perdón real magnánimo, 

punctuaban regularmente el calendario político imperial. 

Desde una perspectiva comparativa de historia jurídica global, el Shujing presenta características únicas 

que lo distinguen de otros textos fundacionales legales. A diferencia de códigos como Hammurabi o 

las Doce Tablas, no es primariamente compilación de normas substantivas sino reflexión sobre los 

principios meta-jurídicos que deben gobernar la creación y aplicación del derecho. A diferencia de 

textos religiosos como la Torá o el Corán, no reclama origen divino directo sino que presenta el orden 

normativo como colaboración entre Cielo y humanidad mediada por gobernantes virtuosos. 

La concepción de la temporalidad jurídica en el Shujing merece atención especial. El texto presenta el 

pasado no como era superada sino como repositorio de sabiduría normativa perpetuamente relevante. 

Pero este no es tradicionalismo estático: los sabios reyes antiguos son alabados precisamente por su 

capacidad de adaptar principios eternos a circunstancias cambiantes. Esta dialéctica entre continuidad 
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y cambio, entre fidelidad a precedentes y creatividad situacional, estableció patrones de razonamiento 

jurídico distintivos de la tradición china. 

El Shujing también articula una visión distintiva de la relación entre derecho y moralidad que evita tanto 

el positivismo estricto como el moralismo naive. El derecho aparece como instrumento necesario pero 

insuficiente para el orden social: necesario porque la debilidad humana requiere estructuras normativas 

externas, insuficiente porque ningún sistema legal puede generar la virtud que fundamenta el orden 

genuino. Esta visión moderada influyó concepciones posteriores sobre los límites de la regulación 

jurídica y la importancia complementaria de la educación moral. 

La retórica jurídica modelada por el Shujing estableció convenciones discursivas que perdurarían 

milenios. El uso de ejemplos históricos como argumentos normativos, la invocación de la voluntad 

popular como criterio de legitimidad, la preferencia por la persuasión moral sobre la coerción legal, 

todo encuentra precedente y autorización en el texto clásico. Incluso características formales como el 

paralelismo sintáctico y la densidad alusiva se convirtieron en marcadores del discurso jurídico elevado. 

En el contexto contemporáneo, el Shujing continúa ejerciendo influencia sutil pero perceptible. Las 

referencias a "gobernar para el pueblo" (wei min 為民) en el discurso político chino actual resuenan 

conscientemente con formulaciones del texto clásico. Los debates sobre el "gobierno mediante virtud" 

(yi de zhi guo 以德治國) versus el "gobierno mediante ley" (yi fa zhi guo 以法治國) reproducen tensiones 

ya articuladas en el Shujing. Incluso la retórica sobre la "civilización ecológica" (shengtai wenming 生態

文明) encuentra precedentes en las descripciones del Shujing sobre la armonización del orden humano 

con los ritmos naturales. 

La perdurable relevancia del Shujing como fuente jurídica sugiere que los textos fundacionales no 

agotan su significado en sus contextos originales de producción. A través de procesos de comentario, 

interpretación y aplicación creativa, estos textos se convierten en palimpsestos donde cada generación 

inscribe sus propias preocupaciones mientras dialoga con voces ancestrales. El Shujing nos recuerda 

que la autoridad jurídica puede derivar no solo de la soberanía política o la sistematicidad lógica sino 

también de la densidad histórica y la resonancia cultural de textos que articulan aspiraciones 

normativas perennes en formas lo suficientemente flexibles para acomodar transformación histórica. 

5.5. Administración de justicia en la China antigua 

La administración de justicia en la China antigua, desde los oscuros precedentes Shang hasta la 

sofisticada burocracia judicial Han, revela una evolución de extraordinaria complejidad que desafía 

narrativas lineales de progreso o modernización. El sistema judicial chino antiguo desarrolló 

características distintivas —la fusión de funciones administrativas y judiciales, la tensión entre justicia 

sustantiva y procedimiento formal, la coexistencia de múltiples jurisdicciones y foros— que lo 

diferencian marcadamente tanto de los modelos mediterráneos contemporáneos como de las 

proyecciones occidentales sobre el "despotismo oriental". 

Los vestigios más antiguos de procedimientos judiciales formalizados aparecen en las inscripciones 

oraculares Shang, donde ocasionalmente se registran consultas sobre culpabilidad o inocencia de 



229 
 

acusados específicos. Un hueso oracular del período de Wu Ding registra: "¿Debemos ejecutar a 

Qiang, acusado de traición?" La respuesta oracular aparentemente fue negativa, pues una inscripción 

posterior menciona a Qiang liderando tropas reales. Estos fragmentos sugieren que incluso en el 

sistema teocrático Shang existían procedimientos, aunque rudimentarios, para determinar culpabilidad 

más allá del mero arbitrio real. 

La verdadera institucionalización de la justicia comienza con los Zhou, quienes heredaron y 

transformaron elementos Shang mientras introducían innovaciones fundamentales. El Zhouli describe 

un elaborado sistema de funcionarios judiciales especializados, aunque la historicidad exacta de estas 

descripciones permanece debatida. El "Ministro de Justicia" (sikou 司寇) aparece como uno de los seis 

grandes ministros del gobierno central, responsable no solo de la adjudicación criminal sino también 

de la supervisión de prisiones, la ejecución de sentencias y el mantenimiento del orden público. 

Bajo el sikou operaba una jerarquía de funcionarios especializados cuyas denominaciones revelan la 

complejidad del sistema: el shishi (士師) que supervisaba procesos y sentencias, el xiangshi (鄉士) 

responsable de casos rurales, el suishi (遂士) para distritos remotos, el xianshi (縣士) para territorios 

subordinados. Esta diferenciación jurisdiccional sugiere reconocimiento temprano de que diferentes 

contextos sociales requerían aproximaciones judiciales distintas. 

El procedimiento judicial Zhou, reconstruible a partir de fuentes dispersas, combinaba elementos 

inquisitoriales y acusatorios de manera distintiva. Los casos criminales graves comenzaban típicamente 

con denuncia formal (gao 告) presentada ante la autoridad competente. El denunciante asumía riesgos 

significativos: acusaciones falsas podían resultar en que el acusador recibiera el castigo destinado al 

acusado, principio que perduraría en el derecho chino posterior como mecanismo disuasorio contra 

litigación maliciosa. 

La investigación (ju 鞫) constituía fase crucial donde el magistrado, asistido por subordinados 

especializados, reunía evidencia mediante múltiples métodos. El interrogatorio de testigos seguía 

protocolos formalizados con juramentos rituales que invocaban consecuencias sobrenaturales para el 

perjurio. La inspección física de escenas del crimen y la evaluación de evidencia material muestran 

sofisticación forense notable. Un manual de investigación Han excavado en Zhangjiashan detalla 

procedimientos para examinar heridas, determinar tiempo de muerte y distinguir suicidio de homicidio 

con precisión que anticipa la medicina legal moderna. 

La tortura judicial (xing xun 刑訊), contrariamente a estereotipos orientalistas, estaba sujeta a 

regulaciones estrictas desde período temprano. Los códigos Han especifican que la tortura solo podía 

aplicarse cuando existía evidencia circumstancial fuerte pero el acusado rehusaba confesar, y debía 

cesar inmediatamente ante confesión o evidencia de inocencia. Los magistrados que causaran muerte 

o incapacidad permanente durante tortura no autorizada enfrentaban cargos criminales. Esta 

regulación de la coerción judicial, aunque obviamente inadecuada desde perspectivas modernas de 

derechos humanos, muestra preocupación por limitar arbitrariedad oficial. 
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El juicio propiamente dicho (duan 斷) seguía formas que variaban según la gravedad del caso y el 

estatus de las partes. Para ofensas menores, procedimientos sumarios permitían resolución rápida por 

magistrados locales. Casos capitales o que involucraran oficiales requerían procedimientos elaborados 

con múltiples revisiones. El principio de revisión automática (fu 覆) para sentencias de muerte, 

establecido firmemente en período Han, creaba sistema de apelaciones de facto aunque no existiera 

derecho formal de apelación en sentido moderno. 

Un aspecto distintivo del proceso judicial chino antiguo era la "confesión del acusado" (zhaogong 招供

) como elemento casi indispensable para condena en casos graves. Esta exigencia, lejos de indicar 

primitivismo procesal, reflejaba concepciones complejas sobre verdad judicial y legitimidad punitiva. 

La confesión no era simple admisión de hechos sino acto ritual de reconocimiento que restauraba 

parcialmente el orden moral roto por el crimen. Un criminal ejecutado sin confesar permanecía en 

deuda moral con la sociedad, potencialmente perturbando el orden cósmico como espíritu vengativo. 

El sistema de "responsabilidad colectiva" (lianzuo 連坐) representa otro rasgo distintivo con profundas 

implicaciones para la administración de justicia. Familias, vecindarios y unidades administrativas 

podían compartir culpabilidad criminal de sus miembros, creando incentivos poderosos para vigilancia 

mutua y denuncia. Aunque frecuentemente criticado como manifestación de despotismo, el sistema 

también funcionaba como mecanismo de justicia restaurativa, distribuyendo obligación de 

compensación a víctimas entre grupos capaces de pagarla cuando individuos carecían de recursos. 

La coexistencia de múltiples jurisdicciones y foros de resolución de disputas caracterizaba el panorama 

judicial chino antiguo. Además de cortes oficiales presididas por magistrados imperiales, operaban 

diversos mecanismos semi-oficiales y privados. Los consejos de ancianos de aldea (fulao 父老) 

resolvían disputas menores mediante mediación y arbitraje basados en costumbre local. Gremios 

mercantiles y artesanales mantenían sus propias cortes para disputas comerciales. Clanes poderosos 

administraban justicia interna según reglas genealógicas. Esta pluralidad jurisdiccional, aunque 

complicaba la administración uniforme de justicia, proporcionaba flexibilidad y accesibilidad que 

sistemas más centralizados carecían. 

La relación entre li (ritual/costumbre) y fa (ley positiva) en la práctica judicial concreta generaba 

complejidades que los magistrados debían navegar cotidianamente. Los códigos legales especificaban 

castigos precisos para ofensas definidas, pero la aplicación mecánica de estas prescripciones 

frecuentemente contravenía expectativas sociales arraigadas en el li. Un caso Han famoso involucra 

una mujer que mató al asesino de su esposo. El código prescribía muerte por homicidio, pero el 

magistrado, invocando el principio ritual de venganza conyugal legítima, conmutó la sentencia a exilio. 

Tales decisiones requerían equilibrio delicado entre legalidad formal y legitimidad sustantiva. 

El desarrollo de una literatura especializada sobre administración judicial marca la profesionalización 

progresiva del sistema. Manuales como el Fengzhenshi (封診式) proporcionaban guías detalladas para 

investigación criminal, incluyendo formularios estandarizados para diferentes tipos de casos, técnicas 

de interrogatorio, y métodos para evaluar evidencia. La circulación de colecciones de casos (an 案) 
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permitía a magistrados aprender de precedentes aunque el sistema chino no reconociera formalmente 

la doctrina del stare decisis. Estos textos revelan una cultura judicial sofisticada donde la experiencia 

acumulada se transmitía sistemáticamente. 

La dimensión espacial de la administración de justicia merece atención especial. Los yamen (衙門), 

complejos arquitectónicos donde los magistrados ejercían funciones administrativas y judiciales, 

materializaban concepciones específicas sobre autoridad y justicia. El diseño típico del yamen, con su 

secuencia de patios que llevaban desde espacios públicos externos hasta la sala de juicio interior, creaba 

una geografía del poder judicial que enfatizaba tanto la accesibilidad como la autoridad. Los rituales 

de apertura de las puertas del yamen al amanecer simbolizaban la disponibilidad de justicia, mientras 

que los tambores de queja (yuangu 冤鼓) permitían a ciudadanos comunes señalar urgentemente 

injusticias. 

La economía de la justicia en la China antigua presenta peculiaridades significativas. A diferencia de 

sistemas donde la litigación generaba ingresos sustanciales para el estado o profesionales legales, el 

ideal chino desalentaba activamente el recurso a cortes formales. Los magistrados eran evaluados en 

parte por la ausencia de litigios en sus jurisdicciones, incentivando resolución informal de disputas. 

Los "instigadores de pleitos" (songgun 訟棍) eran despreciados social y legalmente. Esta anti-litigiosidad 

estructural creaba tanto beneficios —reducción de conflictos sociales, énfasis en armonía 

comunitaria— como costos —dificultad para víctimas de obtener reparación, perpetuación de 

injusticias locales. 

La intersección entre justicia criminal y medicina forense constituye un área donde la China antigua 

realizó contribuciones pioneras. El Xiyuan jilu (洗冤集錄), compilado por Song Ci en 1247 pero 

basado en tradiciones muy anteriores, sistematiza siglos de conocimiento sobre investigación médico-

legal. Técnicas para determinar causa de muerte, identificar venenos, fechar lesiones y distinguir 

heridas ante-mortem de post-mortem demuestran sofisticación que Europa no alcanzaría hasta siglos 

después. Este desarrollo de la medicina forense reflejaba tanto necesidades prácticas de administración 

judicial como imperativos morales de asegurar que los inocentes no fueran castigados erróneamente. 

El tratamiento diferenciado según estatus social, aunque contrario a nociones modernas de igualdad 

ante la ley, seguía lógicas complejas más allá del simple privilegio de clase. El principio de "ocho 

deliberaciones" (bayi 八議) establecía categorías de personas —parientes imperiales, oficiales 

meritorios, virtuosos reconocidos— cuyos casos requerían consideración especial. Pero este 

tratamiento diferencial implicaba tanto privilegios como responsabilidades aumentadas. Un oficial 

corrupto enfrentaba castigos más severos que un ciudadano común por la misma ofensa, reflejando 

la idea de que quienes gozaban de confianza pública traicionaban obligaciones mayores. 

La administración de justicia en territorios fronterizos y entre poblaciones no-Han introducía 

complejidades adicionales de pluralismo legal. Los códigos Han especifican procedimientos para casos 

involucrando "bárbaros" (yi 夷) que reconocían parcialmente sus costumbres legales mientras insistían 

en jurisdicción imperial para ofensas graves. Esta temprana articulación de principios de conflicto de 
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leyes y jurisdicción personal versus territorial anticipa problemáticas modernas de derecho 

internacional privado. 

Las dimensiones de género en la administración de justicia antigua revelan tanto subordinación 

sistemática como espacios sorprendentes de agencia femenina. Las mujeres generalmente no podían 

iniciar procedimientos legales excepto en circunstancias específicas —violación, abandono marital, 

apropiación indebida de dote. Pero una vez involucradas en procesos judiciales, poseían derechos 

procedimentales significativos: interrogatorio por oficiales femeninas, prohibición de tortura durante 

embarazo, consideración de "debilidad femenina" como factor atenuante. Casos registrados muestran 

mujeres argumentando efectivamente sus casos e invocando principios legales sofisticados. 

El sistema penitenciario asociado con la administración de justicia evolucionó desde simples lugares 

de detención hasta instituciones complejas con funciones múltiples. Las prisiones Han no eran solo 

espacios de castigo sino centros de trabajo forzado que contribuían a proyectos estatales. Pero también 

existían regulaciones detalladas sobre condiciones de encarcelamiento: provisión de comida y ropa, 

atención médica para prisioneros enfermos, separación por género y edad. El principio de que "la 

prisión debe preservar la vida" (yu dang cun sheng 獄當存生) establecía obligaciones estatales hacia 

incluso criminales convictos. 

La relación entre administración de justicia y orden cósmico permanecía fundamental a través de 

transformaciones institucionales. Sequías, inundaciones, terremotos y otros desastres naturales se 

interpretaban frecuentemente como señales de injusticia judicial, motivando amnistías generales y 

revisiones de casos. El "Tratado sobre los Cinco Elementos" del Hanshu correlaciona sistemáticamente 

fenómenos naturales anómalos con fallos judiciales específicos, creando presión adicional sobre 

magistrados para administrar justicia escrupulosamente. 

Comparado con sistemas judiciales mediterráneos contemporáneos, la administración de justicia china 

antigua presenta contrastes instructivos. La ausencia de una profesión legal independiente —no 

existían abogados en sentido romano— concentraba autoridad interpretativa en magistrados-

burócratas. La fusión de funciones ejecutivas y judiciales en la persona del magistrado contrastaba con 

tendencias romanas hacia especialización judicial. La preferencia por resolución informal y mediación 

sobre adjudicación adversarial reflejaba valores culturales distintos sobre conflicto y armonía. 

Sin embargo, sería erróneo concluir que el sistema chino era inherentemente inferior o "menos 

desarrollado". En áreas como medicina forense, mantenimiento de registros judiciales y 

procedimientos de revisión para casos capitales, China antigua alcanzó niveles de sofisticación 

comparables o superiores a contemporáneos mediterráneos. La integración de consideraciones 

morales y circunstanciales en la adjudicación legal, aunque ajena al formalismo romano, permitía 

justicia más contextualizada y potencialmente más equitativa. 

La transformación del sistema judicial durante la transición Han-Wei-Jin revela tanto continuidades 

como rupturas significativas. La fragmentación política debilitó la administración uniforme de justicia, 

pero también estimuló innovación local y experimentación con nuevas formas. El surgimiento del 

budismo introdujo concepciones alternativas sobre culpa, castigo y redención que gradualmente 
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permearían prácticas judiciales. La elaboración de comentarios legales cada vez más sofisticados creó 

una quasi-jurisprudencia que guiaba interpretación sin vincular formalmente. 

El legado de la administración de justicia china antigua perdura en formas transformadas pero 

reconocibles. La preferencia por mediación sobre litigación, la fusión de autoridad administrativa y 

judicial, la consideración de factores morales y sociales en la adjudicación legal, todos encuentran ecos 

en sistemas legales sinófones contemporáneos. Más profundamente, la concepción de la justicia como 

mantenimiento de armonía social más que simple aplicación de reglas abstractas continúa influyendo 

aproximaciones al derecho en sociedades marcadas por la tradición jurídica china. 

Desde una perspectiva de historia jurídica global, la administración de justicia en la China antigua 

ofrece un modelo alternativo coherente al paradigma occidental de separación de poderes, 

profesionalización legal y formalismo procesal. Sus fortalezas —flexibilidad, sensibilidad contextual, 

integración de consideraciones morales— y debilidades —vulnerabilidad a arbitrariedad, dificultad de 

accountability, sesgo hacia poder establecido— proporcionan lecciones valiosas sobre las posibilidades 

y límites de diferentes arquitecturas institucionales para realizar aspiraciones de justicia. 

La complejidad irreductible del sistema judicial chino antiguo nos recuerda que la justicia nunca es 

simple aplicación técnica de normas sino proceso social profundamente político y cultural. Las formas 

específicas que tomó en la China antigua —con su mezcla distintiva de formalismo e informalidad, 

sus múltiples jurisdicciones superpuestas, su atención tanto a ley positiva como a expectativas 

rituales— emergieron de y respondieron a condiciones históricas particulares. Pero las preguntas 

fundamentales que enfrentó —cómo balancear certeza legal con equidad, cómo reconciliar autoridad 

central con variación local, cómo integrar consideraciones morales en procesos legales— permanecen 

centrales a cualquier sistema de justicia. En este sentido, estudiar la administración de justicia en la 

China antigua no es ejercicio anticuario sino exploración de posibilidades perennes en la búsqueda 

humana por orden justo. 
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CAPÍTULO 6 

MUNDO PRECOLOMBINO: AUTORIDAD Y LEY EN LOS SISTEMAS 

MESOAMERICANOS Y ANDINOS 

6.1. Derecho y cosmovisión en Mesoamérica 

La comprensión del derecho en las civilizaciones mesoamericanas exige adentrarse en una 

cosmovisión radicalmente distinta de la occidental, donde las categorías de lo sagrado y lo profano, lo 

jurídico y lo religioso, lo individual y lo colectivo se entrelazan de manera indisoluble. En el 

pensamiento mesoamericano, el orden jurídico no constituye una esfera autónoma de la realidad social, 

sino que emerge como expresión de un orden cósmico más amplio, donde las normas humanas 

reflejan y participan de las leyes que gobiernan el universo. Esta integración fundamental entre cosmos 

y nomos representa no una confusión primitiva de ámbitos que la modernidad occidental ha sabido 

distinguir, sino una comprensión alternativa de la normatividad que cuestiona los presupuestos 

mismos sobre los que se construye la teoría jurídica occidental. 

Esta concepción holística del derecho encuentra su fundamento en la noción mesoamericana del teotl, 

concepto que trasciende la simple traducción como "dios" para abarcar una fuerza vital que permea 

toda la realidad. El teotl no es meramente una entidad sobrenatural sino un principio dinámico de 

transformación y movimiento que anima tanto los fenómenos naturales como las relaciones sociales. 

En este marco conceptual, el derecho no emana de la voluntad arbitraria del soberano ni del consenso 

social, sino que constituye la traducción humana de un orden divino preexistente. Los gobernantes 

mesoamericanos no creaban el derecho; lo descubrían, interpretaban y aplicaban como intermediarios 

entre el mundo divino y el terreno. Esta mediación no era opcional sino obligatoria: el gobernante que 

fallaba en mantener la armonía entre los órdenes cósmico y social perdía su legitimidad y podía ser 

removido o sacrificado. 

La dualidad complementaria que caracteriza el pensamiento mesoamericano —expresada en pares 

como día/noche, vida/muerte, masculino/femenino, frío/caliente, húmedo/seco— se manifiesta 

también en la concepción jurídica. Esta dualidad no opera según la lógica occidental de oposición 

excluyente sino como polaridades dinámicas en constante interacción. El equilibrio cósmico (nepantla 

en náhuatl, literalmente "en el medio") requiere la armonización constante de fuerzas opuestas, y el 

derecho funciona como mecanismo restaurador cuando este equilibrio se rompe. La transgresión 

normativa no constituye meramente una violación de reglas sociales, sino una ruptura del orden 

cósmico que exige reparación ritual además de sanción social. Esta concepción explica por qué en el 

derecho mesoamericano la dimensión ceremonial del castigo era tan importante como su aspecto 

punitivo: no bastaba con castigar al transgresor, era necesario restaurar el equilibrio cósmico mediante 

rituales apropiados. 

El concepto de tlazolli, central en la ética jurídica nahua, ilustra esta integración de dimensiones 

morales, rituales y legales. Tlazolli designa simultáneamente la suciedad física, la impureza moral y la 

transgresión legal. La acumulación de tlazolli no solo afectaba al individuo sino que podía contaminar 

a su familia y comunidad, requiriendo procedimientos de purificación que combinaban confesión 
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ritual, penitencia física y reparación social. La confesión ante la diosa Tlazolteotl, "la que come 

inmundicias", no era un mero acto religioso sino un procedimiento jurídico que, realizado una sola 

vez en la vida, podía eximir de castigos terrenales por transgresiones pasadas, aunque no de sus 

consecuencias cósmicas. 

El tiempo cíclico mesoamericano imprime su sello distintivo en la concepción jurídica. A diferencia 

del tiempo lineal occidental, que permite pensar en un progreso normativo desde formas primitivas 

hacia formas más desarrolladas de derecho, el tiempo circular mesoamericano concibe el derecho 

como parte de ciclos recurrentes de creación y destrucción. Las normas jurídicas participan de esta 

temporalidad cíclica, renovándose periódicamente a través de rituales que reactualizan el orden 

primordial establecido en el tiempo mítico. Los códices legales no son, por tanto, monumentos 

permanentes como las compilaciones romanas o los códigos modernos, sino registros vivos que 

requieren reinterpretación constante según los ciclos temporales. Cada ciclo de 52 años (xiuhmolpilli), 

cuando coincidían los calendarios solar y ritual, se producía una renovación ceremonial del orden 

social que incluía la confirmación o modificación de leyes y la absolución general de ciertas 

transgresiones. 

La concepción espacial del derecho mesoamericano revela otra dimensión fundamental de su 

especificidad. El espacio no era concebido como extensión homogénea y neutral sino como realidad 

cualitativamente diferenciada según las fuerzas divinas que lo habitaban. Cada dirección cardinal tenía 

sus propias deidades, colores, influencias y normatividades asociadas. El centro, punto de intersección 

de las fuerzas cósmicas, constituía el lugar privilegiado para la administración de justicia. Los tribunales 

se ubicaban en espacios ceremonialmente consagrados, frecuentemente en las plazas centrales de los 

complejos urbanos, donde la proximidad al axis mundi garantizaba la correcta mediación entre órdenes 

divino y humano. 

La territorialidad del derecho mesoamericano se expresa paradigmáticamente en la institución del 

altepetl (literalmente "agua-montaña" en náhuatl), unidad político-territorial básica que constituye 

mucho más que una simple circunscripción administrativa. El altepetl representa un cosmos en 

miniatura con su propio orden normativo, sus deidades tutelares (calpulteteo), sus tradiciones jurídicas 

transmitidas oralmente de generación en generación, y sus mecanismos específicos de resolución de 

conflictos. Cada altepetl poseía su propia identidad jurídica expresada en variaciones locales de 

procedimientos, penas y rituales judiciales. Esta particularidad normativa no era vista como deficiencia 

o atraso sino como expresión necesaria de la diversidad cósmica reflejada en la diversidad social. 

El pluralismo jurídico resultante de esta multiplicidad de altepeme (plural de altepetl) planteaba desafíos 

considerables para los imperios hegemónicos como el azteca. La solución no fue la imposición de un 

derecho uniforme sino el desarrollo de complejos sistemas de articulación normativa que respetaban 

las particularidades locales mientras establecían principios generales de coordinación. Los mexicas 

distinguían entre el derecho propio de Tenochtitlan, aplicable a sus ciudadanos directos, y los derechos 

locales de los pueblos sometidos, que mantenían vigencia en tanto no contravinieran ciertos principios 

fundamentales del orden imperial. Esta arquitectura jurídica multinivel prefigura modernos sistemas 

de pluralismo jurídico y federalismo judicial. 
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La oralidad predominante en la transmisión del derecho mesoamericano no debe interpretarse como 

ausencia de formalización jurídica. Los especialistas en tradición oral (tlamatini entre los nahuas) 

memorizaban no solo el contenido de las normas sino también las fórmulas rituales precisas para su 

enunciación, los precedentes judiciales relevantes y los procedimientos ceremoniales asociados. La 

escritura pictográfica complementaba pero no sustituía esta tradición oral, registrando aspectos 

específicos como tributos, linajes y ciertos procedimientos, pero dependiendo siempre de la 

interpretación oral autorizada. Esta complementariedad entre oralidad y escritura pictográfica creaba 

un sistema de preservación y transmisión del conocimiento jurídico resistente tanto a la manipulación 

arbitraria como a la fosilización normativa. 

6.2. El sistema jurídico azteca: complejidad y sofisticación 

El sistema jurídico del imperio azteca o mexica representa uno de los desarrollos más sofisticados del 

derecho precolombino, comparable en complejidad a los sistemas jurídicos contemporáneos del Viejo 

Mundo. Lejos de la imagen simplista de una justicia arbitraria y despótica propagada por cierta 

historiografía colonial, el derecho azteca revela una arquitectura institucional compleja, 

procedimientos minuciosamente formalizados y un corpus normativo diferenciado según materias y 

jurisdicciones. La documentación disponible, aunque filtrada por la lente colonial, permite reconstruir 

un sistema legal que respondía eficazmente a las necesidades de una sociedad urbana altamente 

estratificada, con una población que algunos estiman superior a los 200,000 habitantes solo en 

Tenochtitlan, y un imperio que abarcaba gran parte de Mesoamérica. 

La estructura judicial azteca se organizaba en múltiples instancias que reflejaban tanto la estratificación 

social como la división territorial del imperio. Esta estructura no era resultado de desarrollo aleatorio 

sino de diseño consciente orientado a garantizar accesibilidad de la justicia y control efectivo sobre la 

administración judicial. En la base del sistema, los tepantlato o jueces de barrio resolvían disputas 

menores en sus respectivos calpulli, unidades territoriales y de parentesco que constituían la célula 

básica de organización social. Estos jueces locales, elegidos por los vecinos del calpulli y confirmados 

por autoridades superiores, conocían de disputas domésticas, conflictos de linderos entre parcelas 

familiares, incumplimientos contractuales menores y delitos que no ameritaban penas corporales. Su 

jurisdicción se limitaba a imponer multas, trabajo comunitario o amonestaciones públicas. 

Por encima de los jueces de barrio, el tlacxitlan, tribunal colegiado de primera instancia, conocía de 

asuntos civiles y criminales de mayor entidad. Este tribunal, compuesto por tres jueces profesionales, 

sesionaba diariamente en salas especialmente designadas en el palacio real. Su competencia abarcaba 

delitos graves con excepción de aquellos reservados a jurisdicciones especiales, contratos de cierta 

cuantía, disputas sobre propiedad inmueble y casos que involucraran a personas de distintos calpulli. 

Los procedimientos ante el tlacxitlan seguían formalidades estrictas: citación formal de las partes, 

presentación ordenada de argumentos, examen contradictorio de pruebas y deliberación colegiada 

antes de dictar sentencia. 

El tlacatecatl, que funcionaba como corte de apelación, revisaba las sentencias del tlacxitlan y ejercía 

jurisdicción original sobre casos que involucraban a la nobleza menor (pipiltin). Este tribunal superior, 

presidido por jueces de mayor experiencia y rango, no se limitaba a revisar la aplicación del derecho 



237 
 

sino que podía reconsiderar los hechos, admitir nuevas pruebas y modificar completamente las 

sentencias apeladas. La posibilidad de apelación no era irrestricta: se requería fundamentar agravios 

específicos y, en ciertos casos, otorgar garantía de que no se buscaba dilatar maliciosamente el proceso. 

En la cúspide del sistema judicial, el cihuacoatl, segundo en autoridad después del huey tlatoani, presidía 

el tribunal supremo que conocía de los casos más graves y las apelaciones finales. Este tribunal 

supremo, que sesionaba en el salón llamado tlacxitlan del palacio imperial, estaba integrado por los 

jueces más experimentados del reino y el propio cihuacoatl, quien además de sus funciones judiciales 

ejercía como regente durante las ausencias del tlatoani y comandante supremo de los ejércitos. La 

jurisdicción del tribunal supremo incluía casos de traición, delitos cometidos por la alta nobleza, 

conflictos entre señoríos y apelaciones en casos capitales. Sus sentencias eran inapelables, aunque el 

huey tlatoani retenía la prerrogativa de gracia en casos excepcionales. 

Esta jerarquía judicial no operaba de manera uniforme en todo el imperio. La Triple Alianza —

Tenochtitlan, Texcoco y Tlacopan— mantenía sistemas judiciales paralelos con competencias 

territoriales cuidadosamente delimitadas. Cada capital ejercía jurisdicción suprema sobre sus 

provincias tributarias, aunque existían mecanismos de coordinación para conflictos inter-

jurisdiccionales. Texcoco, en particular, gozaba de prestigio excepcional como centro de excelencia 

jurídica, y su tribunal supremo bajo Nezahualcóyotl se convirtió en modelo de probidad judicial para 

todo el mundo nahua. El palacio de justicia de Texcoco, descrito detalladamente por Alva Ixtlilxóchitl, 

contenía salas especializadas para diferentes materias, archivos de precedentes judiciales y espacios 

ceremoniales para juramentos y ordalías. 

La formación de jueces en el mundo azteca alcanzó niveles de profesionalización notables. Los futuros 

jueces se educaban en el calmecac, institución educativa reservada a la nobleza y a plebeyos 

especialmente dotados destinados al sacerdocio o la judicatura. El currículum incluía no solo 

memorización de leyes y precedentes sino también retórica judicial, interpretación de códices legales, 

conocimiento de procedimientos rituales y desarrollo de la imparcialidad como virtud cardinal. Los 

jueces texcocanos, según las fuentes, debían aprobar exámenes rigurosos antes de asumir sus cargos y 

demostrar conocimiento no solo del derecho local sino también de las variaciones normativas en los 

distintos altepeme del imperio. 

El procedimiento judicial azteca exhibía notable formalización que contradice estereotipos sobre 

justicia sumaria o arbitraria. Las partes comparecían personalmente ante el tribunal —la representación 

procesal era excepcional y se limitaba a casos de impedimento físico o ausencia justificada— y 

exponían sus argumentos oralmente siguiendo fórmulas establecidas. La oralidad del procedimiento 

no implicaba informalidad: existían secuencias procesales estrictas, fórmulas rituales para cada etapa y 

consecuencias graves por violaciones procedimentales. Los litigantes podían asesorarse con 

tepantlatoani (literalmente "el que habla por otro"), especie de asesores legales que, sin representar 

formalmente a las partes, las instruían sobre procedimientos y argumentos legales. 

Las pruebas admitidas en el proceso judicial azteca revelan sofisticación comparable a sistemas 

jurídicos contemporáneos. El catálogo probatorio incluía: testimonios bajo juramento solemne 

(netlatlatoliztli), con penas severas por perjurio; documentos pictográficos (amatl) que registraban 
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contratos, linderos, tributos y genealogías; inspecciones oculares (tlachializtli) realizadas por el propio 

tribunal o por comisionados especiales; pruebas periciales en casos que requerían conocimiento 

especializado; y, en situaciones excepcionales, ordalías o juicios divinos (teoatica). Los testigos juraban 

por Quetzalcóatl o por la deidad tutelar correspondiente, invocando sobre sí castigos divinos por falso 

testimonio. El número de testigos requerido variaba según la gravedad del asunto: dos para cuestiones 

menores, cuatro o más para casos capitales. 

La deliberación judicial seguía protocolos establecidos. Los jueces se retiraban a cámaras privadas 

donde discutían el caso, consultaban precedentes registrados en códices y, en casos difíciles, podían 

solicitar opinión de jurisconsultos especializados. Las sentencias se emitían por mayoría, aunque los 

votos disidentes podían registrarse. La sentencia se pronunciaba públicamente, explicando no solo la 

decisión sino sus fundamentos legales y morales. Esta motivación pública de las sentencias cumplía 

funciones pedagógicas y legitimadoras, educando a la población sobre las normas y sus razones. 

La ejecución de sentencias mostraba igual cuidado procesal. Funcionarios especializados (topilli) se 

encargaban de hacer cumplir las decisiones judiciales bajo supervisión de los propios jueces. En casos 

de resistencia, podían solicitar auxilio de la fuerza pública. Las ejecuciones capitales se realizaban 

públicamente en lugares designados, precedidas por proclamación de los delitos del condenado. Los 

bienes confiscados se inventariaban meticulosamente y su destino —erario real, indemnización a 

víctimas o templos— se especificaba en la sentencia. 

La corrupción judicial, plaga endémica en muchos sistemas legales, se combatía con severidad 

draconiana en el mundo azteca. Los jueces corruptos enfrentaban no solo destitución sino pena 

capital, frecuentemente agravada con infamia póstuma y confiscación de bienes familiares. Existen 

registros específicos de jueces ejecutados por aceptar sobornos (tlahtlacalhuiliztli), dictar sentencias 

injustas por amistad o enemistad (icniuhyotl) o revelar deliberaciones secretas. Esta severidad refleja la 

concepción azteca del juez como representante del orden cósmico, cuya prevaricación constituía no 

solo delito sino sacrilegio que ponía en peligro el equilibrio universal. 

El pluralismo jurisdiccional caracterizaba el sistema azteca, reflejando la complejidad de una sociedad 

altamente diferenciada. Además de los tribunales ordinarios, existían múltiples jurisdicciones 

especiales con competencias específicas. Los pochteca o comerciantes de larga distancia poseían sus 

propios tribunales (pochteca tlahtocan) para disputas mercantiles, aplicando un derecho comercial 

consuetudinario desarrollado a través de generaciones de práctica mercantil. Estos tribunales 

mercantiles conocían de incumplimientos contractuales, disputas sobre calidad de mercancías, 

conflictos societarios y delitos cometidos durante expediciones comerciales. Sus procedimientos, más 

ágiles que los ordinarios, reflejaban las necesidades del tráfico mercantil. 

Los tribunales militares (yaotlahtocan) ejercían jurisdicción sobre delitos castrenses: deserción, cobardía 

en batalla, desobediencia de órdenes, saqueo no autorizado y violación de las leyes de guerra. Estos 

tribunales, presididos por veteranos de alto rango, aplicaban un código militar estricto que regulaba 

desde la conducta en campaña hasta la distribución del botín. Las penas militares incluían degradación, 

pérdida de insignias, esclavitud y muerte, frecuentemente ejecutada por los propios compañeros de 

armas del condenado. 
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La jurisdicción religiosa, ejercida por altos sacerdotes, conocía de transgresiones rituales, sacrilegios, 

violaciones de ayunos y abstinencias, y delitos cometidos dentro de recintos sagrados. Esta jurisdicción 

no se limitaba a sacerdotes sino que alcanzaba a cualquier persona que cometiera delitos de naturaleza 

religiosa. Las penas eclesiásticas combinaban elementos punitivos y purificatorios: ayunos 

prolongados, autosacrificio, servicio en templos y, en casos graves, sacrificio ritual. 

Los tribunales de aguas (atlahtocan), dada la importancia crítica del manejo hidráulico en el Valle de 

México, ejercían jurisdicción especializada sobre conflictos relacionados con canales, acequias, 

chinampas y derechos de agua. Estos tribunales, integrados por expertos en ingeniería hidráulica 

además de jueces, resolvían disputas técnicamente complejas que requerían conocimiento 

especializado sobre flujos de agua, derechos riparios y mantenimiento de infraestructura hidráulica. 

Esta multiplicidad jurisdiccional, lejos de generar caos normativo, operaba mediante reglas de 

competencia claramente definidas y mecanismos de coordinación inter-jurisdiccional. Los conflictos 

de competencia se resolvían por tribunales superiores, y existían procedimientos para transferir casos 

entre jurisdicciones cuando la naturaleza del asunto lo requería. La especialización jurisdiccional 

permitía que cada tribunal desarrollara expertise específica y procedimientos adaptados a las 

necesidades de su materia. 

6.3. Derecho penal azteca: delitos y sanciones 

El derecho penal azteca constituye quizás el área más documentada y estudiada del sistema jurídico 

mexica, revelando una concepción del delito y la pena profundamente enraizada en la cosmovisión 

mesoamericana. La severidad de las penas, frecuentemente señalada con horror por los cronistas 

españoles, debe comprenderse no como manifestación de barbarie primitiva sino como expresión 

coherente de una filosofía penal que buscaba mantener el equilibrio cósmico amenazado por la 

transgresión. El sistema penal azteca exhibía una complejidad doctrinal y una sofisticación en la 

graduación de penas que rivalizaba con los sistemas penales más desarrollados de su época. 

La conceptualización azteca del delito (tlahtlacolli) trascendía la mera violación de normas positivas 

para abarcar dimensiones cósmicas, sociales y morales. Todo delito era simultáneamente una ofensa 

contra el orden divino (teotlahtlacolli), una ruptura del tejido social (altepetlahtlacolli) y una mancha moral 

personal (netlahtlacolli). Esta triple dimensión del delito explicaba la necesidad de respuestas penales 

que abordaran no solo el daño social inmediato sino también la restauración del equilibrio cósmico y 

la purificación del delincuente. La pena no era simple retribución sino complejo proceso de 

restauración que podía incluir elementos punitivos, reparatorios, purificatorios y ejemplarizantes. 

La tipología delictiva azteca distinguía entre categorías principales que reflejaban las prioridades 

valorativas de la sociedad mexica. Los delitos contra los dioses (teoihtlacalhuan) se consideraban los más 

graves por atentar directamente contra el orden cósmico que sustentaba la existencia misma del 

mundo. Esta categoría incluía una amplia gama de conductas: blasfemia (teotocaitl), profanación de 

templos o imágenes sagradas (teocalhuitequiliztli), violación de tabúes rituales (tequixquiliztli), brujería 

maléfica (nahuallotl) y falsa profecía (iztlacateotocaitl). La gravedad de estos delitos no radicaba solo en la 
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ofensa divina sino en el peligro que representaban para toda la comunidad: un sacrilegio no castigado 

podía atraer calamidades colectivas como sequías, epidemias o derrotas militares. 

El robo en el templo (teocalichtequiliztli) merecía consideración especial dentro de los delitos religiosos. 

Se castigaba con la muerte por desollamiento (tlauauanaliztli), pena que revestía profundo simbolismo: 

el criminal era desollado vivo y su piel se utilizaba en rituales de renovación, transformando así la 

transgresión en oportunidad de regeneración cósmica. Esta transmutación del castigo en ritual 

ejemplifica la integración de justicia penal y práctica religiosa característica del derecho azteca. Los 

sacerdotes ejecutores vestían la piel del ajusticiado en ceremonias que duraban veinte días, período 

tras el cual la piel, ya putrefacta, se enterraba ritualmente, simbolizando la muerte definitiva del antiguo 

transgresor y su potencial renacimiento purificado. 

La embriaguez pública (tlauanaliztli) ocupaba lugar peculiar en el código penal azteca, ilustrando la 

compleja relación entre norma jurídica, estratificación social y concepción religiosa. El octli (pulque) 

no era simple bebida alcohólica sino sustancia sagrada asociada con deidades específicas y consumida 

ritualmente en ceremonias religiosas. Su consumo estaba estrictamente regulado: prohibido 

absolutamente para menores de cincuenta y dos años (un ciclo calendárico completo), permitido 

moderadamente para ancianos y en contextos ceremoniales específicos, y autorizado libremente solo 

para los muy ancianos (mayores de setenta años) y en ciertas festividades. La embriaguez pública de 

un joven se castigaba con trasquilado público y demolición de su casa en la primera ofensa, y muerte 

por lapidación o estrangulamiento en la reincidencia. Esta severidad aparentemente desproporcionada 

se comprende considerando que la embriaguez no autorizada constituía usurpación sacrílega de 

privilegios divinos y etarios. 

Los delitos contra el Estado (tlahtocayoihtlacalhuan) formaban segunda categoría en gravedad, reflejando 

la importancia del orden político para la supervivencia colectiva. La traición (tlatlacatecoliztli) abarcaba 

espectro amplio de conductas: conspiración contra el tlatoani, comunicación con enemigos del Estado, 

revelación de secretos militares, y cualquier acto que pusiera en peligro la seguridad del altepetl. Pero 

la concepción azteca de traición trascendía los actos manifiestos para incluir omisiones significativas: 

no advertir sobre conspiraciones conocidas, no denunciar a espías enemigos o no cumplir con 

obligaciones militares en tiempo de guerra constituían formas de traición castigadas con igual severidad 

que la conspiración activa. 

La pena por traición no se limitaba a la ejecución del traidor. La muerte se ejecutaba mediante 

lapidación pública (tetzompaliztli) en la plaza principal, con participación obligatoria de la población 

que arrojaba piedras mientras se proclamaban los crímenes del condenado. Los bienes del traidor se 

confiscaban totalmente, su casa se demolía y se sembraba sal en el solar para que nada creciera allí. 

Sus hijos perdían derechos nobiliarios si los tenían, y su nombre se borraba de todos los registros, 

condenándolo a la inexistencia histórica. Esta damnatio memoriae azteca buscaba extirpar completamente 

la mancha de la traición del cuerpo social. 

La deserción militar (yaomicqui) y la cobardía en batalla (mauhcatlacatl) se castigaban con severidad que 

reflejaba la naturaleza militarista de la sociedad azteca. El guerrero que huía del campo de batalla 

enfrentaba muerte por garrote, ejecutada por sus propios compañeros de armas. Pero existían 
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gradaciones: retirarse siguiendo órdenes o en retirada general ordenada no constituía deserción; huir 

abandonando armas o estandartes se consideraba agravante; auxiliar a compañeros heridos durante la 

retirada podía ser atenuante. La cobardía no manifestada en huida pero evidenciada en falta de 

agresividad combativa se castigaba con degradación militar, pérdida de insignias y prohibición de usar 

vestimentas o adornos guerreros. 

La usurpación de insignias nobiliarias (pillatquitl) constituía delito contra el orden estamental que 

estructuraba la sociedad azteca. Cada rango social tenía vestimentas, adornos, peinados y hasta formas 

de hablar específicas cuyo uso indebido se sancionaba severamente. Un plebeyo que usara mantas de 

algodón fino, sandalias con talonera, bezotes de oro o penachos de plumas preciosas enfrentaba penas 

que iban desde multas y azotes hasta esclavitud o muerte según la gravedad de la usurpación. Esta 

rigidez aparente del sistema estamental se matizaba por la posibilidad de ascenso social mediante 

méritos militares: un guerrero plebeyo que capturara cuatro enemigos en batalla adquiría derecho a 

usar ciertas insignias nobiliarias, transformando el delito en derecho. 

El homicidio (miquiztlatzontequiliztli) presentaba en el derecho azteca una casuística 

extraordinariamente compleja que revela la sofisticación del pensamiento jurídico-penal mexica. La 

distinción fundamental entre homicidio intencional (nenechicoliztli) y accidental (nenenquizaliztli) se 

refinaba mediante múltiples categorías intermedias. El homicidio premeditado, evidenciado por 

acecho previo, uso de veneno o empleo de armas especialmente preparadas, constituía la forma más 

grave y se castigaba invariablemente con muerte. El homicidio en riña súbita (qualaniztli) admitía 

consideración de circunstancias atenuantes: provocación grave, defensa del honor familiar o respuesta 

a injurias públicas podían moderar la pena. 

El homicidio ritual (teomictiliztli), lejos de constituir delito, representaba acto sagrado cuando se 

ejecutaba conforme a las prescripciones ceremoniales. Pero cualquier desviación de los protocolos 

rituales transformaba el acto sagrado en sacrilegio criminal: sacrificar en día no prescrito, usar técnicas 

no autorizadas o sacrificar personas no designadas ritualmente constituía delito gravísimo castigado 

con la muerte del sacerdote transgresor. Esta distinción entre violencia sagrada legítima y violencia 

sacrílega criminal ilustra la imposibilidad de comprender el derecho penal azteca sin referencia a su 

contexto religioso. 

La legítima defensa (nemaquixtiliztli) se reconocía pero con limitaciones estrictas. La proporcionalidad 

entre agresión y defensa se exigía rigurosamente: matar a un agresor desarmado usando armas 

constituía exceso punible. La defensa de terceros se admitía solo respecto a parientes cercanos, 

cónyuge o señor feudal. La defensa de la propiedad justificaba violencia no letal pero no el homicidio 

del ladrón, salvo que este portara armas o actuara nocturnamente. Curiosamente, el homicidio del 

adúltero sorprendido in fraganti no se consideraba legítima defensa sino ejercicio de derecho marital, 

categoría jurídica distinta con sus propias reglas y limitaciones. 

El infanticidio (pilmictiliztli) se consideraba crimen especialmente aborrecible que violaba los principios 

más fundamentales del orden natural y social. Se castigaba con muerte por ahogamiento (amictiliztli), 

pena que simbolizaba la privación del aliento vital (ihiyotl) que el homicida había negado a su víctima. 

Pero el derecho azteca distinguía entre infanticidio directo y abandono de infantes: el primero era 
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siempre capital, el segundo admitía penas menores si el niño era rescatado con vida. El aborto (itepotzco 

mictiliztli) se equiparaba al infanticidio cuando era provocado deliberadamente, pero se distinguía del 

aborto espontáneo o accidental que no generaba responsabilidad penal. 

Los delitos sexuales (neuiltoniliztli) ocupaban lugar prominente en el código penal azteca, reflejando 

concepciones específicas sobre sexualidad, género y orden social. El adulterio (tetlaxima) se definía 

estrictamente como relación sexual entre hombre (casado o soltero) y mujer casada. El adulterio de la 

mujer se consideraba ofensa gravísima contra el linaje del marido, ya que introducía incertidumbre 

sobre la paternidad de los hijos. Se castigaba con lapidación pública de ambos adúlteros en el mercado, 

aunque existían variaciones procesales y penales según el estatus social: los nobles podían ser 

estrangulados privadamente para evitar el escándalo público, mientras los plebeyos enfrentaban 

invariablemente la lapidación pública. 

El procedimiento en casos de adulterio exhibía garantías procesales notables. Se requería prueba 

directa del acto sexual: el testimonio de haberlos visto "en posición sospechosa" no bastaba. Los 

testigos debían ser múltiples (al menos cuatro), de buena reputación y sin enemistad conocida con los 

acusados. La confesión bajo tortura no se admitía en casos de adulterio, reflejando conciencia de que 

el dolor podía extraer confesiones falsas en delitos infamantes. Si el marido perdonaba a la esposa 

adúltera antes del juicio, la acción penal se extinguía, aunque el amante podía ser procesado por otros 

delitos conexos. 

El estupro (ichpochnotza) se diferenciaba claramente de la violación por el consentimiento de la víctima, 

aunque este consentimiento se consideraba viciado por la inexperiencia o la seducción engañosa. Las 

penas variaban dramáticamente según el estatus social: estuprar a una plebeya se castigaba con 

esclavitud temporal y pago de compensación al padre; estuprar a una noble conllevaba pena de muerte. 

Esta disparidad reflejaba no solo prejuicios clasistas sino diferentes concepciones del honor familiar 

según el estrato social: entre nobles, el honor mancillado de una doncella afectaba alianzas políticas y 

legitimidad dinástica. 

La violación (neteuiltoniliztli) se consideraba uno de los crímenes más graves, castigado con muerte por 

aplastamiento de la cabeza entre dos piedras. Esta forma de ejecución, especialmente brutal, 

simbolizaba la destrucción de la voluntad y dignidad que el violador había infligido a su víctima. El 

derecho azteca no reconocía el concepto de violación marital: el débito conyugal se consideraba 

obligación mutua absoluta. Pero sí distinguía entre violación simple y violación calificada: violar a una 

sacerdotisa, a una mujer noble o a una menor impúber conllevaba agravantes que podían incluir tortura 

previa a la ejecución y extensión de castigos a la familia del violador. 

La homosexualidad masculina enfrentaba tratamiento penal diferenciado según el rol asumido. El 

homosexual pasivo (cuiloni) se castigaba con extracción de las entrañas por el ano, pena que reflejaba 

concepciones sobre la "inversión" del orden natural masculino. El homosexual activo (chimouhqui) 

moría por empalamiento, simbolizando la perversión del rol penetrador masculino. Las relaciones 

lésbicas (patlache), curiosamente, no aparecen penalizadas en las fuentes disponibles, lo que podría 

reflejar invisibilización de la sexualidad femenina o diferentes concepciones sobre la transgresión 

sexual según el género. 
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Los delitos patrimoniales en el derecho penal azteca exhibían sofisticada gradación según objeto, 

circunstancias y reincidencia. El robo simple (ichtequiliztli) se definía como apropiación clandestina de 

bienes ajenos sin violencia. La pena básica consistía en restitución del doble del valor sustraído: uno 

para la víctima como reparación, otro como multa pública. Esta duplicación (ixquichcopa) no era 

arbitraria sino que reflejaba concepción dual del delito patrimonial como ofensa privada y transgresión 

del orden público. La imposibilidad de pagar la restitución doble conllevaba reducción a esclavitud 

temporal hasta saldar la deuda. 

La reincidencia transformaba radicalmente el tratamiento del robo. El segundo robo, 

independientemente de su cuantía, se castigaba con esclavitud perpetua. El tercer robo conllevaba 

pena de muerte por ahorcamiento. Esta progresión penal reflejaba la concepción de que el ladrón 

reincidente había demostrado incorregibilidad que lo hacía incompatible con la vida social. Pero 

existían excepciones notables: el robo famélico, cuando se demostraba necesidad extrema y se limitaba 

a alimentos básicos, podía castigarse solo con azotes y amonestación pública. 

El robo con violencia (tequiuhtlatquitl) constituía categoría distinta, castigada invariablemente con 

muerte. No importaba el valor de lo robado: usar violencia o amenaza de violencia en el robo 

transformaba el delito patrimonial en atentado contra la seguridad personal que merecía máxima 

sanción. El robo en caminos (otlatquitl), aunque fuera sin violencia, se castigaba también con muerte 

debido a la importancia vital del comercio para el imperio y la necesidad de garantizar seguridad en las 

rutas comerciales. 

El tratamiento del robo de productos agrícolas revela sensibilidad social notable en el derecho penal 

azteca. El código distinguía entre robo de subsistencia y robo comercial. Tomar menos de veinte 

mazorcas de maíz de las hileras exteriores del campo no constituía delito, reconociendo un derecho 

consuetudinario de los necesitados (motolinia) a alimentarse de los excedentes agrícolas. Pero robar del 

interior del campo, donde se guardaba la cosecha principal, o tomar más de veinte mazorcas (cantidad 

que excedía necesidad inmediata) constituía delito grave. La pena variaba según cantidad: hasta cien 

mazorcas conllevaba esclavitud temporal; más de cien mazorcas se castigaba con muerte. 

6.4. Derecho civil y mercantil en el mundo azteca 

El derecho privado azteca, aunque menos espectacular que el penal en las crónicas coloniales que 

privilegiaban lo exótico y sanguinario, revela igual o mayor complejidad y adaptación a las necesidades 

de una sociedad urbana altamente estratificada con intenso comercio regional e internacional. Las 

instituciones del derecho familiar, sucesorio, contractual y mercantil aztecas demuestran desarrollos 

jurídicos comparables y en algunos aspectos superiores a los sistemas jurídicos contemporáneos del 

Viejo Mundo, con soluciones originales y sofisticadas a problemas universales del tráfico jurídico 

privado. 

El matrimonio azteca (namictiliztli) constituía institución fundamental que articulaba múltiples 

dimensiones de la vida social: alianzas familiares, transmisión patrimonial, legitimación de 

descendencia, reproducción del orden estamental y cumplimiento de obligaciones religiosas. La 

complejidad de la institución matrimonial azteca se manifestaba en la distinción entre diversas formas 
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de unión con efectos jurídicos diferenciados. El matrimonio principal (teoyotica namictiliztli, literalmente 

"casamiento divino" o "verdadero casamiento") requería cumplimiento de formalidades elaboradas 

que variaban según el rango social pero incluían elementos comunes: petición formal (tlaitlaniliztli) del 

novio o sus representantes a la familia de la novia, período de negociación sobre condiciones 

matrimoniales, ceremonia religiosa con intervención sacerdotal, y registro ante autoridades del calpulli. 

La ceremonia matrimonial principal seguía protocolo minucioso cargado de simbolismo jurídico-

religioso. Los contrayentes se sentaban sobre estera nueva frente al fuego doméstico mientras 

sacerdote especializado (cihuatlanque) ataba sus mantas en nudo ritual (tilmatli). Este anudamiento 

simbolizaba la unión indisoluble de los destinos de los cónyuges. Seguían ofrendas de copal, 

intercambio ritual de alimentos (el novio daba tamales a la novia, ella le devolvía chocolate), y 

proclamación pública de deberes conyugales. Los testigos (tlahtocaitl) no eran meros observadores sino 

garantes de la validez del matrimonio que podían ser llamados a testificar en disputas futuras. 

Las uniones secundarias (tlacallalcahuilli) o concubinatos reconocidos tenían estatus jurídico inferior 

pero no carecían de efectos legales. Estas uniones, permitidas solo a varones con capacidad económica 

para mantener múltiples hogares, creaban obligaciones de manutención y derechos sucesorios 

limitados para las concubinas (cihuatlantli) y sus hijos. La distinción entre esposa principal y concubinas 

no era meramente social sino jurídica: solo los hijos de la esposa principal heredaban títulos nobiliarios 

y propiedades vinculadas; las concubinas no podían representar al marido en actos jurídicos; el 

adulterio de la esposa principal constituía delito capital mientras el de la concubina conllevaba solo 

divorcio y pérdida de derechos económicos. 

Los esponsales (tlapalhuiliztli) creaban vínculo jurídico pre-matrimonial con efectos específicos. El 

incumplimiento injustificado de esponsales formalizados generaba obligación de compensar gastos 

realizados en preparación del matrimonio y, en casos graves, indemnización por daño al honor 

familiar. Los esponsales de impúberes, frecuentes entre familias nobles para sellar alianzas políticas, 

creaban obligaciones futuras condicionadas a la llegada a edad núbil y ratificación del consentimiento. 

La seducción de mujer desposada se equiparaba al adulterio en gravedad penal, reflejando la fuerza 

jurídica del vínculo esponsalicio. 

La dote azteca presentaba características peculiares que la distinguían de instituciones homónimas en 

otros sistemas jurídicos. El tlatlauhtli o "precio de la novia" no constituía compra de la mujer sino 

compensación simbólica a su familia por la pérdida de su trabajo y capacidad reproductiva. Este pago, 

que variaba según estatus social desde mantas y joyas hasta tierras y esclavos, se entregaba a los padres 

de la novia pero revertía parcialmente a ella en forma de ajuar (cihuatlatquitl) y bienes parafernales. La 

naturaleza jurídica del tlatlauhtli era compleja: parte regalo nupcial, parte garantía de cumplimiento de 

obligaciones maritales, parte fondo de previsión para viudedad. 

El régimen patrimonial del matrimonio azteca mostraba flexibilidad notable adaptada a diferentes 

situaciones socioeconómicas. Entre los macehualtin (plebeyos) predominaba un régimen de comunidad 

parcial: los bienes muebles adquiridos durante el matrimonio se consideraban comunes, mientras los 

inmuebles heredados permanecían como propiedad separada de cada cónyuge. Esta distinción 

protegía patrimonios familiares ancestrales mientras permitía colaboración económica conyugal. Los 
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frutos de bienes privativos se consideraban gananciales, solución que equilibraba derechos individuales 

y solidaridad matrimonial. 

La nobleza (pipiltin) practicaba regímenes patrimoniales más complejos diseñados para proteger 

patrimonios linajísticos y facilitar estrategias sucesorias sofisticadas. Los contratos matrimoniales 

(namictiliztlacuilolli) podían establecer separación total de bienes, constitución de patrimonios 

vinculados para descendientes específicos, cláusulas de reversión en caso de muerte sin herederos, y 

complejos fideicomisos familiares. Estos acuerdos se registraban pictográficamente y se depositaban 

en archivos del calpulli o del palacio, creando prueba documental de difícil impugnación. 

El divorcio (xochimaca, literalmente "dejar ir con flores") procedía por causas taxativamente 

establecidas que reflejaban concepciones aztecas sobre deberes conyugales esenciales. Las causales 

incluían: adulterio comprobado (aunque como vimos, el proceso penal por adulterio era independiente 

del divorcio civil); sevicia grave y reiterada (tlaueliloc) que pusiera en peligro vida o integridad del 

cónyuge; abandono injustificado del hogar conyugal por período superior a un año; incumplimiento 

contumaz de obligaciones económicas de manutención; esterilidad no revelada antes del matrimonio 

(solo si se probaba conocimiento previo y ocultación dolosa); incompatibilidad absoluta de caracteres 

manifestada en riñas constantes que perturbaran la paz del calpulli. 

El procedimiento de divorcio requería intervención judicial formal ante el tribunal del calpulli o, en 

casos de nobles, ante tribunales superiores. No bastaba el mutuo acuerdo: se requería causa legal 

probada y sentencia judicial. Los jueces intentaban primero reconciliación mediante amonestaciones 

y períodos de reflexión obligatorios. Si la reconciliación fracasaba, se procedía a división de bienes 

según régimen patrimonial aplicable. La custodia de hijos seguía reglas precisas: menores de siete años 

con la madre, varones mayores con el padre, mujeres mayores con la madre hasta matrimonio. El 

divorciado culpable perdía derechos sobre dote o precio nupcial y podía ser condenado a pensión 

alimenticia. 

El derecho sucesorio azteca (netlacanecahuiliztli) equilibraba magistralmente libertad dispositiva del 

causante con protección de expectativas familiares legítimas y preservación de patrimonios ancestrales. 

La coexistencia de sucesión testamentaria y sucesión legal ab intestato, con reglas precisas sobre qué 

bienes seguían cada régimen, demuestra sofisticación jurídica notable. El testamento azteca 

(netlacanecahuiliztlahtol) podía otorgarse de dos formas: declaración oral solemne ante testigos calificados 

o documento pictográfico elaborado por escriba especializado (tlacuilo). 

El testamento oral requería presencia de al menos cuatro testigos de reconocida probidad, 

preferentemente ancianos del calpulli sin interés en la herencia. El testador debía estar en pleno uso 

de facultades mentales, lo que se verificaba mediante preguntas rituales sobre su identidad, familia y 

propiedades. La declaración testamentaria seguía fórmulas establecidas: invocación de deidades 

tutelares, declaración de sanidad mental, nombramiento de herederos, distribución específica de 

bienes, nombramiento de albaceas (tlahtocaitl), disposiciones sobre funeral y culto familiar post-

mortem. Los testigos memorizaban la declaración y se comprometían bajo juramento a testimoniarla 

fielmente ante jueces cuando fuera necesario. 
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El testamento pictográfico ofrecía mayor seguridad jurídica pero requería intervención de tlacuilo 

especializado en documentos legales. Estos escribas-notarios no solo registraban la voluntad del 

testador sino que verificaban la legalidad de las disposiciones, asesoraban sobre fórmulas apropiadas 

y conservaban copia del documento en sus archivos. El testamento pictográfico incluía: genealogía del 

testador para establecer su capacidad dispositiva; inventario visual de bienes con símbolos que 

indicaban su naturaleza (vinculada o libre); retratos estilizados de herederos con glifos que indicaban 

qué recibía cada uno; cláusulas especiales representadas mediante convenciones pictográficas 

establecidas; fecha calendárica precisa y nombres de testigos. 

La libertad testamentaria encontraba límites significativos en la distinción entre categorías de bienes. 

Los bienes muebles adquiridos por esfuerzo personal (netlapalehuilli) y las tierras compradas (tlalcohualli) 

podían distribuirse libremente. Pero las tierras patrimoniales (tlalpilli) heredadas de ancestros seguían 

reglas sucesorias consuetudinarias inflexibles: primogenitura masculina con representación (los hijos 

del primogénito muerto heredaban su porción); exclusión de hijas mientras hubiera hijos varones; 

reversión a la línea familiar de origen si no había descendientes directos. Estas limitaciones protegían 

la integridad de patrimonios nobiliarios vinculados a funciones políticas o militares. 

La institución del albacea testamentario (tlacatetehuiani, "el que lleva a cabo asuntos de otro") muestra 

desarrollo notable del derecho sucesorio azteca. Los albaceas, generalmente dos o tres personas de 

confianza del testador, asumían obligaciones fiduciarias complejas: realizar inventario inmediato de 

bienes del difunto; pagar deudas y cobrar créditos; ejecutar mandas y legados específicos; distribuir 

remanente entre herederos según testamento; rendir cuentas ante tribunal competente. Los albaceas 

respondían personalmente por mala administración y podían ser removidos judicialmente por 

incumplimiento de deberes. 

El derecho contractual azteca (neneuhcayotl) reconocía amplia variedad de figuras negociales adaptadas 

a economía monetaria y mercantil altamente desarrollada. La teoría general del contrato azteca partía 

del principio de consensualidad: el mero acuerdo de voluntades (neneneuhcayotl) creaba obligaciones 

jurídicamente exigibles. Pero este consensualismo se matizaba por requisitos formales para contratos 

importantes y por desarrollo de vicios del consentimiento que podían invalidar acuerdos 

aparentemente válidos. 

La compraventa (tlacohualiztli), contrato fundamental en economía mercantilizada azteca, se 

perfeccionaba por consentimiento sobre cosa y precio seguido de entrega simultánea. La 

simultaneidad de prestaciones (nepapan) era regla general que minimizaba riesgos de incumplimiento. 

Para bienes inmuebles o de valor considerable se requería formalización ante testigos y frecuentemente 

registro en archivos del calpulli. El precio debía pagarse en medios de cambio reconocidos: cacao 

contado en múltiplos de veinte (cempoalli), mantas estandarizadas (quachtli), hachas de cobre (tepoztli) o 

polvo de oro en cañutos de pluma (teocuitlatl). 

La teoría de vicios ocultos (nahualtlatquitl) estaba notablemente desarrollada. El vendedor respondía 

por defectos no aparentes que disminuyeran sustancialmente valor o utilidad de la cosa vendida. El 

comprador disponía de acción redhibitoria durante plazo que variaba según naturaleza del bien: cuatro 

días para alimentos perecederos, veinte días para textiles y cerámicas, hasta un año para esclavos (por 
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enfermedades ocultas o vicios de carácter). La mala fe del vendedor que conocía y ocultó vicios se 

castigaba con devolución del precio doblado más indemnización de perjuicios. 

El tlanehuihuiliztli o préstamo presentaba modalidades diferenciadas según naturaleza y finalidad. El 

mutuo gratuito entre parientes (huellanehuilli) constituía deber moral y jurídico de solidaridad familiar. 

Negarse a prestar bienes fungibles a pariente necesitado sin causa justificada podía acarrear censura 

social y pérdida de derechos a reciprocidad futura. El préstamo oneroso comercial (tlaxtlahuilli) admitía 

interés pactado que no podía exceder límites consuetudinarios: generalmente veinte por ciento anual 

para préstamos en cacao o mantas, tasas mayores para préstamos de alto riesgo como financiación de 

expediciones comerciales. 

La documentación de préstamos importantes mediante pictografías notariales incluía: identidad 

precisa de deudor y acreedor con sus glifos personales; cantidad prestada representada numéricamente; 

plazo de devolución indicado calendáricamente; interés pactado si lo hubiera; garantías constituidas; 

consecuencias del incumplimiento. Estos documentos crediticios circulaban como títulos valores 

primitivos: el acreedor podía ceder su crédito mediante endoso pictográfico, creando embrión de 

mercado secundario de deuda. 

Las garantías crediticias mostraban sofisticación notable. La prenda (tetlatlaliliztli) operaba mediante 

desplazamiento posesorio: el deudor entregaba bien mueble valioso al acreedor quien lo retenía hasta 

pago completo. Si el deudor incumplía, el acreedor podía vender la prenda en subasta pública 

(tianquiztli) después de notificación formal, devolviendo exceso sobre deuda e intereses. La prenda sin 

desplazamiento existía para bienes necesarios para actividad productiva del deudor: herramientas de 

artesanos, canoas de pescadores, armas de guerreros profesionales. 

La hipoteca inmobiliaria (tlalpantlatlaliliztli) se desarrolló tardíamente pero alcanzó formalización 

considerable en vísperas de la conquista. El deudor conservaba posesión y uso del inmueble pero no 

podía enajenarlo sin consentimiento del acreedor. La hipoteca se registraba en archivos del calpulli 

con descripción precisa del inmueble, monto garantizado y condiciones de ejecución. El 

incumplimiento permitía al acreedor solicitar judicialmente la venta del inmueble o su adjudicación en 

pago previa tasación por peritos. 

El derecho mercantil azteca alcanzó desarrollo extraordinario impulsado por la clase de los pochteca o 

mercaderes profesionales de larga distancia. Los pochteca no eran simples comerciantes sino 

corporación semi-nobiliaria con privilegios jurisdiccionales, organización gremial compleja, deidades 

tutelares propias (Yacatecuhtli como principal) y función cuasi-diplomática en relaciones exteriores del 

imperio. Su derecho mercantil consuetudinario, desarrollado durante generaciones de práctica 

comercial, regulaba aspectos complejos del comercio internacional con soluciones jurídicas 

sofisticadas. 

La organización societaria de expediciones comerciales prefiguraba formas asociativas que en Europa 

no se desarrollarían plenamente hasta siglos después. La sociedad comercial azteca (nechicoliztli) típica 

incluía: socios capitalistas (tlatquihua) que aportaban mercancías, cacao o equivalentes monetarios sin 

participar en el viaje; socios gestores (oztomeca) mercaderes jóvenes que realizaban la expedición 
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aportando trabajo y experiencia; estructura de mando jerarquizada con jefe de expedición 

(teuctlamacazqui) con poderes amplios pero responsabilidad fiduciaria. La distribución de ganancias 

seguía proporciones preestablecidas: típicamente mitad para capitalistas proporcionalmente a aportes, 

cuarta parte para gestor principal, cuarta parte restante entre mercaderes participantes. 

Los contratos de transporte (tlameme) con cargadores profesionales especificaban minuciosamente: 

peso exacto de carga (máximo dos arrobas por cargador); ruta a seguir con paradas previstas; plazo de 

entrega con penalizaciones por retraso; responsabilidad por pérdida o daño (caso fortuito eximía, 

negligencia obligaba a indemnizar); precio del porte pagadero mitad al inicio, mitad contra entrega. 

Los cargadores se organizaban en cuadrillas (tlamechicoliztli) con jefe responsable solidariamente por 

cumplimiento del contrato. 

Los mercados (tianquiztli) operaban bajo regulación estricta que combinaba control estatal con 

autonomía mercantil. Funcionarios especializados (tianquizpan tlayacanqui) supervisaban: exactitud de 

pesos y medidas con patrones oficiales verificados; calidad de mercancías con facultad de decomisar 

productos adulterados; cumplimiento de precios máximos para bienes de primera necesidad; orden 

público y seguridad de transacciones. Pero dentro de este marco regulatorio, la libertad contractual era 

amplia y los mercaderes gozaban de jurisdicción propia para disputas comerciales menores. 

Los tribunales mercantiles (pochteca tlahtocan) conocían privativamente de: incumplimientos 

contractuales entre mercaderes; disputas societarias sobre distribución de ganancias o pérdidas; 

quiebras y concursos de acreedores; delitos contra la fe pública comercial (falsificación de medidas, 

adulteración de productos, uso de moneda falsa). Sus procedimientos, más ágiles que la justicia 

ordinaria, privilegiaban arbitraje y mediación. Las sentencias podían incluir exclusión del gremio 

mercantil, sanción económicamente devastadora que equivalía a muerte civil comercial. 

La moneda azteca, aunque no acuñada en sentido estricto, cumplía funciones dinerarias mediante 

sistema multi-monetario sofisticado. El cacao (cacahuatl) servía como moneda fraccionaria para 

transacciones menores, con equivalencias establecidas: un pavo valía cien granos de cacao, un tomate 

grande uno, servicios menores se pagaban en múltiplos de veinte. Las mantas de algodón 

estandarizadas (quachtli) funcionaban como moneda de valor intermedio: una manta sencilla equivalía 

a sesenta y cinco granos de cacao, mantas finas (cuachtli) valían hasta trescientos granos. Para grandes 

transacciones se usaban hachas de cobre (tepoztli) y cañutos de pluma con polvo de oro (teocuitlatl), este 

último reservado para transacciones internacionales. 

La falsificación monetaria se combatía severamente. El cacao vaciado y rellenado con tierra, las mantas 

con trama deficiente que aparentaba mayor calidad, las hachas de cobre aleado con metales viles, 

constituían delitos graves castigados con esclavitud en primera instancia y muerte en reincidencia. Los 

ensayadores (tlamachiuhqui) en mercados importantes verificaban autenticidad de medios de pago 

usando técnicas desarrolladas: peso específico para metales, inspección visual para cacao, pruebas de 

resistencia para textiles. 

Los contratos mercantiles se documentaban mediante escritura pictográfica especializada que había 

desarrollado convenciones simbólicas para conceptos comerciales complejos. Un contrato de 
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compraventa internacional podía incluir: partes identificadas por glifos personales y toponímicos; 

mercancías representadas ideográfica o fonéticamente; cantidades en numeración vigesimal con 

multiplicadores convencionales; precios en diferentes denominaciones monetarias con equivalencias; 

plazos expresados calendáricamente; cláusulas penales por incumplimiento; jurisdicción aplicable en 

caso de disputas. Estos documentos gozaban de fuerza ejecutiva: presentado ante tribunal competente, 

permitía embargo inmediato de bienes del deudor moroso sin necesidad de juicio ordinario. 

6.5. El Tawantinsuyu: derecho y administración en el imperio inca 

El ordenamiento jurídico del Tawantinsuyu representa la culminación de milenios de desarrollo legal 

andino, sintetizando tradiciones normativas locales en un sistema imperial de alcance continental sin 

precedentes en la historia americana. A diferencia del federalismo asimétrico azteca que toleraba y 

hasta fomentaba la diversidad jurídica local, el imperio inca construyó un aparato administrativo-legal 

centralizado que, sin eliminar completamente los particularismos locales, los subordinó a una 

arquitectura normativa unitaria emanada del Cusco. Esta tensión creativa entre centralización imperial 

y autonomía local, entre innovación administrativa y respeto a la tradición, produjo uno de los sistemas 

jurídicos más originales y eficaces de la historia universal. 

La concepción incaica del derecho parte de la noción fundamental del ayni, principio de reciprocidad 

que estructura todas las relaciones sociales andinas desde tiempo inmemorial. El ayni trasciende la 

simple equivalencia contractual del do ut des romano para constituir un principio cósmico que rige 

intercambios entre todos los niveles de existencia: entre humanos (runakuna), entre humanos y 

deidades (apukuna), entre comunidades (ayllukuna) y Estado (Tawantinsuyu), entre el mundo de los vivos 

(kay pacha) y el mundo de los muertos (ukhu pacha). El derecho inca no hace sino institucionalizar y 

sistematizar este principio reciprocitario en múltiples niveles, creando una red de obligaciones mutuas 

que sostiene todo el edificio imperial. 

La mita ejemplifica paradigmáticamente la juridificación del ayni a escala imperial. Lejos de constituir 

simple trabajo forzado o corvea feudal, la mita operaba como sistema de prestación laboral recíproca 

minuciosamente regulado. El Estado proporcionaba a los mitayos todo lo necesario para su trabajo: 

herramientas (llamkhana), alimentación abundante de los almacenes estatales (qullqa), vestimenta 

apropiada, alojamiento en tambos (tampukuna), atención médica por especialistas (hampi kamayuq), y 

hasta entretenimiento y provisión de coca y chicha para hacer llevadero el trabajo. Los mitayos 

aportaban exclusivamente su fuerza de trabajo (llamkay), no sus herramientas ni su alimentación. Todo 

producto del trabajo mitayo pertenecía íntegramente al Estado, pero este asumía obligación sagrada 

de redistribución mediante el complejo sistema de almacenes que garantizaban subsistencia en épocas 

de crisis. 

La minka, trabajo comunal recíproco a nivel local, operaba según lógicas similares pero en escala 

reducida. Cuando un miembro del ayllu necesitaba construir casa, preparar tierras o realizar trabajos 

que excedían capacidad familiar, convocaba minka. Los participantes aportaban trabajo festivo 

acompañado de música, comida y bebida proporcionada por el beneficiario. Pero la minka no era 

favor gratuito sino inversión en banco de reciprocidad: quien participaba en minkas ajenas acumulaba 

derecho a convocar minka propia cuando la necesitara. El derecho consuetudinario regulaba 
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minuciosamente estas obligaciones: número de jornadas adeudadas, equivalencias entre tipos de 

trabajo, causales de exención, sanciones por incumplimiento. 

El yanapa o servicio personal permanente creaba relaciones jurídicas más complejas que el simple 

servicio doméstico. Los yanakuna no eran esclavos sino personas que, por diversas circunstancias 

(orfandad, derrota militar, dedicación religiosa), entraban en relación de dependencia personal con 

señor o institución. Pero esta dependencia generaba obligaciones recíprocas vitalicias: el señor debía 

proveer todo lo necesario para vida digna del yana y su familia, incluyendo tierras para cultivo personal, 

participación en ceremonias familiares, protección jurídica y provisión para vejez. El yana debía 

servicio leal pero conservaba personalidad jurídica: podía contraer matrimonio, tener propiedad 

personal limitada, testimoniar en juicios y hasta alcanzar posiciones de confianza y poder como 

yanakuna reales. 

La legitimidad del orden jurídico incaico descansaba fundamentalmente en la sacralidad del Inca como 

hijo del Sol (Inti) y mediador necesario entre los mundos divino y humano. Esta teocracia solar no 

implicaba, sin embargo, arbitrariedad normativa ilimitada. El Inca gobernaba mediante un corpus de 

leyes (kamachik) que, aunque formalmente emanadas de su voluntad soberana, debían conformarse a 

limitaciones sustantivas importantes: la tradición ancestral (kawsay ñawpa), el orden natural (pacha 

kamachik), los pactos de reciprocidad con los ayllus (ayni), y los compromisos asumidos con las élites 

locales incorporadas (kuraka). Los cronistas registran casos específicos de incas depuestos o muertos 

por violar flagrantemente estas limitaciones consuetudinarias al poder imperial. 

La figura de Pachacútec, noveno inca y verdadero arquitecto del Tawantinsuyu imperial, ilustra la 

tensión creativa entre innovación y tradición en el derecho incaico. Sus reformas jurídicas, 

comparables en alcance a las de Justiniano o Napoleón, transformaron un reino regional cusqueño en 

imperio continental. Pero Pachacútec no abolió el derecho consuetudinario andino sino que lo 

sistematizó, codificó oralmente y adaptó a necesidades imperiales. Sus leyes (Pachacútec kamachik) 

abarcaban desde reorganización decimal de la población hasta regulación minuciosa de vestimenta 

según rango y origen étnico, desde reforma del calendario hasta establecimiento de edad mínima para 

matrimonio. La legitimación de estas innovaciones radicales se logró presentándolas como 

restauración de orden primordial corrompido, estrategia jurídica que reconciliaba cambio con 

continuidad. 

La codificación oral del derecho inca merece atención especial por desafiar prejuicios occidentales 

sobre la necesidad de escritura para desarrollo jurídico sofisticado. La ausencia de escritura alfabética 

no impidió el desarrollo de un sistema normativo de complejidad comparable a cualquier derecho 

codificado. Los especialistas de la memoria (hamawt'a o amawta) no eran simples memoristas sino 

jurisconsultos que preservaban, interpretaban y actualizaban el corpus legal mediante técnicas 

mnemotécnicas sofisticadas. Estos sabios memorizaban no solo el texto de las leyes sino también sus 

interpretaciones autorizadas (hamut'ay), precedentes judiciales relevantes (ñawpa kamachik), excepciones 

reconocidas (hukniray) y procedimientos rituales asociados (haylli). 

Los quipus o khipus, dispositivos de cuerdas anudadas, servían como apoyo mnemotécnico y registro 

documental del derecho inca. Investigaciones recientes sugieren que los quipus no solo registraban 



251 
 

información numérica sino también narrativa compleja mediante combinaciones de tipos de nudos, 

colores de cuerdas, direcciones de torsión y espaciamientos significativos. Un quipu jurídico (kamachik 

khipu) podía registrar: genealogías que establecían derechos sucesorios, inventarios de bienes para 

particiones hereditarias, términos de tratados con grupos étnicos incorporados, sentencias judiciales 

con sus fundamentos, y hasta textos normativos completos en forma codificada. Los khipukamayuq, 

especialistas en elaboración e interpretación de quipus, formaban colegio profesional con formación 

rigurosa y responsabilidad legal por exactitud de sus registros. 

La destrucción masiva de quipus durante la extirpación de idolatrías colonial representa pérdida 

incalculable para la historia jurídica universal. Los españoles, incapaces de leer estos dispositivos y 

sospechando que contenían información pagana, ordenaron su quema sistemática. Los pocos quipus 

supervivientes, estudiados con técnicas modernas, revelan complejidad informacional que apenas 

comenzamos a descifrar. La ironía histórica es que un sistema de registro potencialmente más eficiente 

que la escritura alfabética para ciertos propósitos fue destruido por considerarse primitivo. 

La administración de justicia inca se estructuraba siguiendo el sistema decimal que organizaba todo el 

imperio con eficiencia matemática. Esta organización decimal no era arbitraria imposición sino 

desarrollo de antiguas tradiciones andinas de organización social basadas en principios numéricos. Los 

kamayuq o funcionarios especializados incluían jueces de distintos niveles jerárquicos correspondientes 

a unidades poblacionales decimales. El pisqa kamayuq (juez de cinco) juzgaba grupos de cinco familias, 

resolviendo disputas domésticas menores, conflictos de linderos entre parcelas familiares y faltas leves 

que no ameritaban penas corporales. Su jurisdicción se limitaba a amonestaciones, trabajos 

comunitarios menores y multas en especie. 

El chunka kamayuq (juez de diez) conocía de asuntos que afectaban a diez familias o disputas entre 

grupos de cinco. El pisqa chunka kamayuq (juez de cincuenta) y el pachak kamayuq (juez de cien) ejercían 

jurisdicciones intermedias con competencias progresivamente ampliadas. El pisqa pachak kamayuq (juez 

de quinientos) y el waranqa kamayuq (juez de mil) constituían magistraturas superiores con competencia 

sobre delitos graves y facultad de imponer penas corporales. Esta jerarquía continuaba hasta el hunu 

kamayuq (juez de diez mil), generalmente un kuraka importante con jurisdicción regional. 

Pero esta estructura decimal no constituía mera cadena burocrática de mando sino sistema de 

competencias diferenciadas según la gravedad del asunto y el estatus de las partes. Un homicidio no 

comenzaba en el nivel más bajo para ascender por apelaciones sino que era conocido directamente 

por juez con competencia para penas capitales. Las disputas entre nobles (awki) o kurakuna se 

ventilaban ante jueces de su mismo rango o superior. Los delitos que afectaban intereses imperiales 

(traición, sacrilegio, rebelión) iban directamente a tribunales superiores o al Inca mismo. 

Los casos especialmente graves o complejos se elevaban a los apu o gobernadores provinciales que 

combinaban funciones administrativas, militares y judiciales. Los apus no eran burócratas imperiales 

sino frecuentemente nobles incas de sangre real o kurakuna locales de probada lealtad que conocían 

lenguas, costumbres y derechos locales. Esta combinación de autoridad imperial y conocimiento local 

permitía administración de justicia sensible a particularidades regionales sin sacrificar uniformidad en 

principios fundamentales. 
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En última instancia, el Inca mismo o su delegado en el Cusco (Inca rantin) ejercía jurisdicción suprema. 

Pero el Inca no juzgaba arbitrariamente sino asesorado por consejo de jurisconsultos (kamachik 

amawta) y siguiendo procedimientos establecidos. Las audiencias judiciales imperiales (uyarikuy) se 

celebraban en días específicos, generalmente coincidiendo con festividades religiosas cuando los 

litigantes podían viajar al Cusco aprovechando peregrinaciones. El Inca escuchaba personalmente 

casos seleccionados por su gravedad o importancia paradigmática, estableciendo precedentes que los 

amawtas memorizaban para aplicación futura. 

El procedimiento judicial inca privilegiaba características que lo distinguían de sistemas procesales 

contemporáneos. La oralidad absoluta dominaba: no existían escritos procesales, demandas formales 

ni recursos escritos. Todo se desarrollaba mediante palabra hablada siguiendo fórmulas ritualizadas 

pero adaptables a circunstancias específicas. Esta oralidad no implicaba informalidad: existían 

secuencias procesales estrictas, momentos específicos para cada intervención, fórmulas sacramentales 

cuya omisión podía invalidar actuaciones. 

La inmediación era principio procesal fundamental: el juez debía conocer personalmente a las partes, 

escuchar directamente testimonios, inspeccionar personalmente lugares si era necesario. No existían 

comisiones rogatorias ni delegación de funciones instructoras. Esta inmediación se facilitaba por el 

sistema de jueces locales que conocían personalmente a justiciables de su jurisdicción, sus 

antecedentes, reputación y circunstancias familiares. En casos graves que requerían jueces foráneos, 

estos debían pasar período de familiarización con contexto local antes de juzgar. 

La celeridad procesal se consideraba virtud judicial cardinal. Los juicios no podían dilatarse 

indefinidamente: existían plazos máximos para cada etapa procesal y sanciones para jueces morosos. 

Un proverbio jurídico inca rezaba: "Justicia tardía no es justicia sino nueva injusticia" (qhipa 

kamachikuqa mana kamachikuchu). Esta celeridad se lograba mediante: concentración de actos procesales 

en pocas audiencias; limitación de incidentes dilatorios; inadmisibilidad de recursos meramente 

suspensivos; ejecución inmediata de sentencias salvo casos excepcionales. 

Los juicios se celebraban públicamente en las plazas (kancha) o explanadas especialmente designadas, 

nunca en recintos cerrados. Esta publicidad cumplía múltiples funciones: control social sobre 

administración de justicia; educación jurídica popular mediante observación de procesos; prevención 

general por ejemplaridad inmediata del castigo; legitimación comunitaria de decisiones judiciales. Solo 

interrogatorios sobre delitos sexuales o que involucraran secretos estatales podían realizarse 

privadamente, pero la sentencia siempre se pronunciaba públicamente. 

El catálogo probatorio inca mostraba sofisticación comparable a cualquier sistema procesal 

desarrollado. Las pruebas admitidas incluían testimonios (rimay) prestados bajo juramento solemne 

por la huaca local o el Sol. El número de testigos requeridos variaba: dos concordantes para asuntos 

civiles menores, cuatro para delitos graves, testimonio unánime del ayllu para ciertos delitos 

comunitarios. Los testigos juraban decir verdad invocando castigos sobrenaturales por perjurio: 

ceguera, mudez, esterilidad, muerte de hijos. El perjurio comprobado se castigaba con la misma pena 

que hubiera correspondido al falsamente acusado. 
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La confesión (uchuy) gozaba de valor probatorio especial no como "reina de las pruebas" sino como 

manifestación de arrepentimiento que abría posibilidad de clemencia. La confesión espontánea antes 

de acusación formal podía reducir penas sustancialmente. La confesión bajo tormento se admitía 

restrictivamente solo en casos de traición o sacrilegio donde peligraba seguridad imperial. Pero la 

tortura judicial (kiwanakuy) estaba minuciosamente regulada: solo ciertos métodos autorizados 

(privación de sueño, posiciones incómodas, no mutilaciones); presencia obligatoria de funcionario 

supervisor; límite temporal estricto; invalidez de confesiones no ratificadas libremente después. 

Las ordalías o juicios divinos (kamachik pacha) se empleaban cuando pruebas racionales resultaban 

insuficientes. Las formas incluían: inmersión en agua helada (el inocente sobrevivía); masticación de 

coca (el culpable no podía producir bola compacta); ayuno prolongado (el inocente resistía sin 

enfermar). Estas ordalías, lejos de ser superstición irracional, operaban psicológicamente: el culpable, 

creyendo en justicia divina, frecuentemente confesaba antes de someterse a prueba o fallaba por 

ansiedad durante ella. 

La inspección ocular (qhaway) por el propio tribunal se practicaba rutinariamente en disputas sobre 

tierras, aguas o linderos. Los jueces, acompañados por ancianos conocedores y peritos si era necesario, 

visitaban lugares en disputa, examinaban mojones (saywa), verificaban testimonios topográficos, 

consultaban quipus catastrales. Esta práctica reducía drásticamente decisiones basadas en información 

incorrecta o testimonios contradictorios sobre hechos verificables materialmente. 

Los peritajes especializados se requerían en casos técnicamente complejos. Los kamayuq expertos en 

diversas materias (arquitectos para disputas de construcción, hidráulicos para conflictos de aguas, 

tejedores para valoración de textiles, médicos para lesiones) emitían opiniones vinculantes en sus 

especialidades. Estos peritos juraban por sus herramientas profesionales y respondían legalmente por 

dictámenes incorrectos por negligencia o mala fe. 

La sentencia inca (kamachik) no era simple decisión sino pronunciamiento solemne que integraba 

dimensiones jurídicas, morales y cósmicas. El juez comenzaba invocando al Sol, las huacas locales y 

el Inca. Seguía exposición de hechos probados, no como narración neutral sino como story moral 

sobre transgresión y necesidad de restauración. La fundamentación jurídica citaba leyes aplicables, 

precedentes similares y principios generales de justicia (chanin). La parte dispositiva especificaba no 

solo castigo sino también rituales de purificación, compensaciones a víctimas y medidas preventivas 

futuras. 

Las sentencias se ejecutaban inmediatamente salvo casos excepcionales que requerían confirmación 

imperial. Esta inmediatez respondía a concepción de que justicia diferida perturbaba orden cósmico 

tanto como delito original. Los verdugos (wañuchiq) no eran verdugos profesionales sino generalmente 

parientes de la víctima en homicidios o funcionarios especializados según tipo de pena. La ejecución 

de sentencias capitales seguía protocolos ritualizados: confesión final del condenado, despedida de 

parientes, invocación de clemencia divina para su camino al mundo de los muertos. 
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6.6. Instituciones jurídicas incaicas fundamentales 

El análisis sistemático de las instituciones jurídicas específicas del Tawantinsuyu revela un sistema legal 

que, partiendo de premisas culturales andinas milenarias, desarrolló soluciones originales y eficaces a 

los desafíos sin precedentes de gobernar un imperio multiétnico de dimensiones continentales. Estas 

instituciones combinaban con maestría pragmatismo administrativo con legitimación ideológica, 

flexibilidad local con control central, respeto a la tradición ancestral con innovación imperial audaz. 

El resultado fue un orden jurídico que, pese a carecer de escritura alfabética y operar en geografía 

extremadamente difícil, logró integrar centenares de grupos étnicos diversos en estructura política 

funcional. 

El ayllu, unidad social básica andina preexistente al incario por milenios, constituía simultáneamente 

comunidad de parentesco real o ficticio, unidad territorial con derechos colectivos sobre recursos, y 

sujeto jurídico con personalidad propia. El genio del derecho inca no fue abolir esta institución 

ancestral sino refuncionalizarla como engranaje fundamental del sistema imperial. Cada ayllu poseía 

personalidad jurídica plena: podía litigar colectivamente, contraer obligaciones comunales, administrar 

tierras y recursos comunes, ejercer jurisdicción interna sobre miembros, mantener cultos propios y 

conservar costumbres particulares mientras no contravinieran leyes imperiales fundamentales. 

La estructura interna del ayllu seguía principios de dualidad y cuatripartición característicos del 

pensamiento andino. Típicamente se dividía en mitades (saya): hanansaya (mitad de arriba) y hurinsaya 

(mitad de abajo), división que no era meramente territorial sino cosmológica y social. Cada mitad tenía 

su kuraka, sus tierras, sus huacas, sus obligaciones rituales específicas. Pero esta división, lejos de 

generar conflicto, creaba complementariedad necesaria: ciertas ceremonias requerían participación de 

ambas mitades, los matrimonios idealmente cruzaban mitades, las competencias rituales entre mitades 

reforzaban identidad común del ayllu. 

Los kuraka o señores étnicos del ayllu ocupaban posición crucial como bisagra entre orden imperial y 

autonomía local. No eran meros caciques hereditarios sino autoridades con funciones jurídicas 

complejas. Conservaron jurisdicción sobre asuntos internos del ayllu: disputas familiares, conflictos 

por tierras de usufructo familiar, faltas menores, aplicación de derecho consuetudinario local. Pero 

también servían como agentes del Estado inca: organizaban mitas, recaudaban tributos, reclutaban 

soldados, ejecutaban censos. Esta doble función requería equilibrio delicado entre lealtad imperial y 

legitimidad local que los kuraka hábiles supieron mantener. 

El derecho consuetudinario del ayllu (ayllu kamachik) mantuvo vigencia en materias no reguladas por 

derecho imperial o expresamente reservadas a autonomía local. Este pluralismo jurídico no era 

concesión graciosa sino reconocimiento pragmático de imposibilidad de uniformizar totalmente 

prácticas jurídicas de centenares de grupos étnicos diversos. El derecho imperial establecía principios 

generales y regulaba materias de interés imperial directo, pero dejaba amplio margen para 

particularismos locales en derecho familiar, sucesorio, procesal menor. 

La propiedad de la tierra en el incario presenta complejidad que desafía categorías jurídicas 

occidentales y requiere análisis matizado. La tripartición formal frecuentemente citada —tierras del 
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Sol, del Inca y del pueblo— representa simplificación esquemática de realidad mucho más compleja y 

dinámica. Esta división tripartita no debe entenderse como tres tercios iguales ni como categorías 

rígidamente separadas sino como modelo ideal flexible adaptado a circunstancias locales específicas. 

Las tierras del Sol (Inti pacha) sustentaban el culto estatal pero su función trascendía lo meramente 

religioso. Incluían no solo parcelas para mantener templos y sacerdotes sino también reservas para 

funciones sociales: alimentación de huérfanos (wakcha), viudas (ijma) y ancianos impedidos (machu); 

provisión para festividades religiosas comunales donde toda la población participaba; fondos para 

emergencias locales. Los productos de estas tierras se almacenaban separadamente y su administración 

correspondía a sacerdotes especializados (tarpuntay) bajo supervisión de autoridades imperiales. El 

trabajo en tierras del Sol se realizaba festivamente, con música, chicha y coca, transformando 

obligación laboral en celebración religiosa comunitaria. 

Las tierras del Inca (Qhapaq pacha) financiaban la estructura estatal imperial en sentido amplio. Incluían 

no solo parcelas para mantener la corte cusqueña sino principalmente tierras para: sostener el ejército 

imperial en campaña y guarnición; mantener el elaborado sistema de caminos (Qhapaq Ñan) con sus 

tambos y puentes; financiar la burocracia imperial en expansión constante; acumular reservas 

estratégicas para años de escasez; recompensar servicios excepcionales al Estado. La proporción de 

tierras del Inca variaba dramáticamente según regiones: mínima en áreas marginales pobres, máxima 

en valles fértiles estratégicos. 

Las tierras del pueblo (llaqta pacha) se subdividían en categorías con regímenes jurídicos distintos. Las 

tierras comunales del ayllu (sapsi) incluían pastos de altura para ganado, bosques para leña y madera, 

fuentes de agua y canteras. Estos recursos se explotaban colectivamente bajo dirección de autoridades 

del ayllu siguiendo normas consuetudinarias sobre turnos, cuotas y mantenimiento. Su enajenación era 

jurídicamente imposible: pertenecían al ayllu como entidad perpetua, no a sus miembros actuales. 

Las parcelas familiares (tupu) constituían la categoría más importante de tierras del pueblo. El tupu no 

era medida fija sino unidad funcional: la cantidad de tierra necesaria para mantener una pareja sin hijos 

según calidad del suelo y condiciones locales. Al casarse, cada pareja recibía un tupu; por cada hijo 

varón se añadía un tupu, por cada hija medio tupu. Esta diferenciación no reflejaba simple 

discriminación sino reconocimiento de que los varones permanecerían en el ayllu mientras las mujeres 

generalmente lo abandonarían al casarse. Los tupu no eran propiedad privada en sentido romano sino 

posesión hereditaria condicionada: se transmitían de padres a hijos pero revertían al ayllu si la familia 

se extinguía o abandonaba la comunidad. 

El sistema tributario inca ejemplifica magistralmente la juridificación del principio de reciprocidad 

andino a escala imperial. Contrariamente a concepciones occidentales del tributo como exacción 

unilateral, el tributo incaico operaba dentro de lógica de intercambio recíproco minuciosamente 

regulado. El Estado no exigía productos ni dinero (inexistente) sino exclusivamente trabajo (mit'a), 

pero a cambio asumía obligaciones correlativas ineludibles. 

La mit'a general afectaba a todos los varones adultos (hatun runa) entre 25 y 50 años aproximadamente. 

Pero múltiples categorías estaban exentas: nobles de sangre (inka yawar); kurakuna y sus familias hasta 
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cierto grado; artesanos especializados (kamayuq) que pagaban tributo en productos de su arte; 

habitantes de zonas fronterizas (mitmaqkuna) que servían como colonos militares; ancianos, niños, 

enfermos e impedidos. Las mujeres no debían mita formal pero participaban en trabajos colectivos 

agrícolas y especialmente en producción textil, contribución femenina fundamental para economía 

imperial. 

La duración de la mita variaba pero generalmente no excedía tres meses anuales, principio que evitaba 

desarraigo excesivo y permitía mantener producción de subsistencia familiar. Los mitayos se 

organizaban por ayllus y trabajaban juntos bajo dirección de sus propios kurakas, preservando 

cohesión social. El Estado proporcionaba transporte hasta lugares de trabajo si eran distantes, 

herramientas necesarias, alimentación abundante y variada de almacenes estatales, vestimenta 

apropiada para el trabajo, atención médica si enfermaban, y rituales festivos que aliviaban monotonía 

laboral. 

Los productos del trabajo mitayo pertenecían íntegramente al Estado, principio que evitaba conflictos 

sobre distribución. Pero el Estado asumía obligación sagrada de redistribución mediante el elaborado 

sistema de qullqa o almacenes estatales estratégicamente ubicados. Estos almacenes no eran simples 

depósitos sino centros de un sistema redistributivo que garantizaba: provisión para ejércitos en 

campaña sin saquear poblaciones locales; socorro inmediato en casos de desastres naturales frecuentes 

en geografía andina; mantenimiento de trabajadores en obras públicas; reservas para años de escasez; 

regalos rituales que reforzaban lealtades políticas. 

El incumplimiento estatal de obligaciones redistributivas legitimaba formas de resistencia que el 

derecho consuetudinario reconocía tácitamente. Si almacenes locales permanecían cerrados durante 

hambrunas, si mitayos no recibían alimentación adecuada, si productos del trabajo comunal no se 

redistribuían equitativamente, los kurakas podían suspender envío de mitayos alegando ruptura del 

ayni por parte estatal. Esta "huelga" andina raramente se declaraba abiertamente pero se manifestaba 

en lentitud deliberada, ausentismo masivo por "enfermedad", o interpretación restrictiva de 

obligaciones que técnicamente cumplían letra pero no espíritu de las disposiciones. 

El derecho familiar inca combinaba elementos patrilineales andinos ancestrales con innovaciones 

imperiales orientadas al control demográfico y la ingeniería social. El matrimonio (kasarakuy) no era 

asunto meramente privado sino institución fundamental para reproducción del orden social que 

requería intervención estatal sistemática. El imperio organizaba periódicamente censos matrimoniales 

(kasarachikuy) donde funcionarios imperiales ratificaban o organizaban matrimonios en masa. 

El servinakuy o "matrimonio a prueba" andino escandalizó a evangelizadores españoles pero revela 

sofisticación jurídica notable. Las parejas jóvenes podían convivir durante período variable 

(generalmente un año) con efectos jurídicos limitados: no se creaba parentesco por afinidad, los bienes 

permanecían separados, los hijos se consideraban legítimos pero sin derechos sucesorios plenos. Si la 

convivencia probaba compatibilidad, se formalizaba matrimonio definitivo. Si no, cada parte 

recuperaba libertad sin estigma social. Esta institución, lejos de promover libertinaje, garantizaba 

estabilidad matrimonial posterior al evitar uniones incompatibles. 
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Los censos matrimoniales imperiales (kasarachikuy) constituían eventos masivos donde funcionario 

imperial, generalmente el gobernador provincial o su delegado, confirmaba uniones ya concertadas 

localmente o, en casos necesarios, organizaba nuevos matrimonios. Los jóvenes casaderos se alineaban 

por género y edad mientras autoridades verificaban que cumplieran requisitos: edad mínima 

(aproximadamente 20 años para varones, 16 para mujeres), ausencia de impedimentos de parentesco, 

capacidad económica básica. Las parejas ya comprometidas se presentaban juntas para ratificación. 

Los solteros sin compromiso podían ser emparejados por autoridades considerando compatibilidad 

de estatus, ayllu de origen y preferencias manifestadas. 

Este sistema aparentemente coercitivo incorporaba flexibilidades importantes. El consentimiento de 

los contrayentes, aunque no absolutamente libre, se consideraba necesario: rechazos persistentes se 

respetaban generalmente. Los padres podían objetar uniones inadecuadas con argumentos razonables. 

Las autoridades locales influían en emparejamientos sugiriendo combinaciones apropiadas. El 

resultado era sistema que combinaba interés estatal en maximizar unidades domésticas productivas 

con respeto relativo a preferencias individuales y familiares. 

La poliginia se permitía pero estaba estrictamente regulada según rango social. El Inca practicaba 

poliginia dinástica masiva con centenares de esposas secundarias (shipa coya) además de la esposa 

principal (qhapaq coya), generalmente su hermana para mantener pureza de sangre solar. Los nobles de 

sangre podían tener varias esposas según su rango y recursos. Los kurakas importantes mantenían 

esposas en diferentes regiones para sellar alianzas políticas. Pero la poliginia requería capacidad 

económica demostrada: cada esposa debía tener casa separada, servicio propio y sustento garantizado. 

Los plebeyos practicaban monogamia obligada más por limitaciones económicas que por prohibición 

legal. 

El divorcio existía pero con restricciones severas que reflejaban concepción del matrimonio como 

institución social más que contrato privado. Las causales admitidas incluían: adulterio femenino 

comprobado (el masculino no constituía causal); abandono prolongado del hogar por cualquier 

cónyuge; incapacidad física sobrevenida que impidiera cumplimiento de deberes conyugales; locura 

permanente; intentos de envenenamiento o hechicería maléfica contra el cónyuge. El procedimiento 

requería intervención de autoridades del ayllu y ratificación por juez imperial. Los bienes se dividían 

volviendo cada parte a su situación patrimonial prematrimonial. Los hijos seguían reglas similares a las 

aztecas: pequeños con la madre, mayores según género. 

El sistema penal inca reflejaba concepción del delito (hucha) como ruptura del orden cósmico-social 

que exigía reparación en múltiples dimensiones. El término hucha significaba simultáneamente culpa 

moral, desequilibrio cósmico y responsabilidad jurídica, multiplicidad semántica que revela integración 

de dimensiones que el pensamiento occidental separa. Todo delito afectaba no solo a víctima directa 

sino al equilibrio del ayllu, el orden del Tawantinsuyu y la armonía del cosmos, requiriendo respuestas 

proporcionalmente complejas. 

La pena capital se reservaba para delitos que atentaban contra fundamentos mismos del orden 

imperial. La rebelión (hatun hucha) contra el Inca o el Estado se castigaba no solo con muerte del 

rebelde sino frecuentemente con exterminio de su ayllu si había participado colectivamente. Los 
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métodos de ejecución variaban: despeñamiento desde riscos (warkuy) para traidores, simbolizando su 

caída del orden social; lapidación (rumi wañuy) para sacrílegos, con participación comunitaria que 

reafirmaba valores violados; hoguera (nina wañuy) para hechiceros maléficos, purificando con fuego su 

contaminación espiritual; ahorcamiento (siwi wañuy) para homicidas comunes; decapitación (uma 

kuchuy) para nobles, respetando su estatus hasta en la muerte. 

Pero la pena capital inca incorporaba dimensiones rituales ausentes en ejecuciones meramente 

punitivas. El condenado podía ofrecer confesión final (uchukuy) que, sin evitar la ejecución, podía 

mejorar su destino ultraterreno. Se le permitía despedirse de parientes y encomendarles su memoria. 

En casos de nobles o personas importantes, se realizaban ceremonias propiciatorias para evitar que su 

espíritu (kamaq) perturbara a los vivos. Los cuerpos de ejecutados por delitos especialmente graves se 

dejaban insepultos para que aves carroñeras dispersaran sus restos, borrando su existencia física como 

su memoria social. 

Para delitos menores predominaban penas que combinaban castigo, humillación y reintegración social. 

Las penas infamantes incluían corte público del cabello (rutuchikuy), marca de identidad y estatus en 

sociedad andina donde peinados indicaban origen étnico, estado civil y rango social. La perforación 

de orejas (rinri t'oqoy) con instrumentos específicos según delito creaba marcas permanentes de 

transgresión. El rapado de cejas (qhechipra rutuy) se aplicaba a mentirosos y perjuros, marcando 

visiblemente su falta de credibilidad. 

Las penas laborales se aplicaban extensivamente aprovechando necesidad imperial de mano de obra. 

El servicio en cocales (kuka mita) de zonas cálidas insalubres constituía castigo temido por pobladores 

de altura. El trabajo en minas (qoya mita) combinaba dureza física con peligros sobrenaturales de 

profanar entrañas de la tierra. La construcción de caminos en zonas difíciles o fortificaciones 

fronterizas exponía a penados a peligros y privaciones. Pero estas penas laborales tenían límite 

temporal y el penado recuperaba plenamente su estatus al cumplirlas, principio que favorecía 

reinserción social. 

La confiscación de bienes se aplicaba selectivamente. La confiscación total se reservaba para traidores 

y rebeldes cuyos bienes pasaban al Estado. La confiscación parcial se aplicaba proporcionalmente al 

daño causado: quien robaba veinte llamas podía perder cuarenta como castigo ejemplar. Pero la 

confiscación respetaba mínimo de subsistencia: no se podían confiscar herramientas de trabajo básicas, 

la casa familiar principal, ni tierras de subsistencia del ayllu. Esta moderación reflejaba comprensión 

de que castigo excesivo podía generar delincuencia por desesperación. 

La prisión (warkuska wasi) no constituía pena principal sino medida cautelar mientras se investigaba o 

esperaba ejecución. Las cárceles incas, descritas por cronistas como pozos o casas fortificadas, servían 

para retener temporalmente a acusados peligrosos o condenados a muerte. No existía concepto de 

pena privativa de libertad de larga duración: el sistema penal inca prefería castigos definitivos (muerte), 

productivos (trabajos forzados) o simbólicos (marcas infamantes) sobre el mantenimiento 

improductivo de prisioneros. 
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6.7. Otros sistemas jurídicos precolombinos 

La historia jurídica precolombina trasciende ampliamente los casos paradigmáticos azteca e inca para 

abarcar una multiplicidad extraordinaria de tradiciones legales que florecieron a lo largo y ancho del 

continente americano durante milenios. Estas tradiciones, aunque frecuentemente menos 

documentadas que los grandes imperios debido a sesgos de las fuentes coloniales y arqueológicas, 

aportan perspectivas fundamentales para comprender la diversidad de soluciones jurídicas 

desarrolladas por las sociedades amerindias frente a problemas universales de organización social, 

resolución de conflictos y mantenimiento del orden. El estudio comparativo de estos sistemas revela 

no solo particularidades culturales sino también convergencias notables que sugieren respuestas 

humanas comunes a desafíos sociales similares. 

La civilización maya, extendida por el sureste de Mesoamérica durante casi tres milenios, desarrolló 

sistemas jurídicos cuya sofisticación apenas comenzamos a comprender gracias a avances recientes en 

el desciframiento de la escritura jeroglífica maya. Los códices mayas supervivientes (Dresden, Madrid, 

París y el recientemente autentificado Grolier), aunque principalmente calendáricos y rituales, 

contienen referencias tangenciales a normas jurídicas y procedimientos judiciales. Más importantes 

son las inscripciones monumentales en estelas, dinteles y paneles que registran no solo fechas y 

genealogías sino también actos jurídicos significativos: alianzas matrimoniales con cláusulas políticas, 

tratados entre ciudades-estado, sentencias judiciales en casos paradigmáticos, y proclamaciones legales 

de gobernantes. 

El sistema judicial maya del período Clásico (250-900 d.C.) operaba mediante una estructura jerárquica 

que reflejaba la organización política de ciudades-estado independientes pero culturalmente integradas. 

Los b'aatz' o jueces mayas ejercían funciones que trascendían lo meramente judicial para abarcar 

aspectos notariales y administrativos. Un b'aatz' no solo resolvía disputas sino que autenticaba 

transacciones importantes, supervisaba particiones hereditarias, certificaba linderos de propiedades y 

mantenía registros de precedentes judiciales. La formación de estos jueces-notarios incluía no solo 

conocimiento legal sino dominio de la compleja escritura maya, matemáticas para cálculos calendáricos 

y astronómicos relevantes para determinar días propicios, y rituales propiciatorios para garantizar 

justicia divina. 

Los tribunales mayas (popol nah, literalmente "casa de la estera") funcionaban en edificios 

específicamente designados en los complejos palaciegos, generalmente estructuras alargadas con 

bancas de piedra donde se sentaban jueces y litigantes. Los murales de Bonampak, extraordinariamente 

preservados, ilustran escenas judiciales con vívido detalle: prisioneros presentados ante tribunales, 

jueces en elaborados atavíos ceremoniales, escribas registrando procedimientos, y ejecución de 

sentencias. La Estructura 3 de Bonampak muestra lo que parece ser un juicio completo: presentación 

de cautivos, interrogatorio o confesión, deliberación de jueces y castigo final, sugiriendo 

procedimiento formalizado comparable a cualquier sistema judicial desarrollado. 

El concepto maya de tojol revela una concepción jurídica que integraba dimensiones que el 

pensamiento occidental separa. Tojol significaba simultáneamente verdad, justicia, equilibrio y pago o 

compensación, multiplicidad semántica que sugiere una concepción restitutiva más que meramente 
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punitiva del derecho. El objetivo del proceso judicial maya no era simplemente castigar al transgresor 

sino restaurar el tojol perturbado por el delito. Esta restauración podía requerir castigo físico, 

compensación económica, rituales de purificación o combinaciones complejas según la naturaleza de 

la transgresión y sus efectos cósmicos y sociales. 

El derecho penal maya distinguía categorías delictivas con sofisticación notable. Las inscripciones 

mencionan distintos tipos de transgresiones: hub' (robo o saqueo), chuk (captura ilegal o secuestro), lob' 

(daño malicioso), k'as (transgresión sexual). Cada categoría tenía sus propias penas y procedimientos 

asociados. El homicidio intencional (cham-) se diferenciaba claramente del accidental, distinción crucial 

para determinar si procedía venganza de sangre o compensación económica. Los glifos mayas para 

diferentes formas de ejecución (decapitación, desmembramiento, extracción del corazón) aparecen en 

contextos que sugieren su uso como penas judiciales y no solo como sacrificios rituales. 

El sistema de compensación (tojol) en el derecho civil maya muestra paralelos notables con el wergeld 

germánico o el diya islámico. Las transgresiones que no ameritaban pena capital podían resolverse 

mediante pagos compensatorios tasados según gravedad del daño y estatus de la víctima. Un texto 

colonial tardío pero aparentemente basado en tradiciones prehispánicas lista compensaciones 

específicas: veinte cargas de cacao por homicidio accidental de hombre libre, diez por mujer, cinco 

por esclavo; proporciones similares para lesiones graves. La imposibilidad de pagar podía resultar en 

esclavitud temporal hasta saldar la deuda, pero no en penas corporales adicionales. 

Entre los pueblos de Norteamérica, la Confederación Iroquesa o Haudenosaunee desarrolló uno de 

los sistemas constitucionales más sofisticados y democráticos del mundo precolombino, cuya 

influencia en el desarrollo del federalismo estadounidense es debatida pero significativa. La Gran Ley 

de la Paz (Gayanashagowa), transmitida oralmente mediante complejos recursos mnemotécnicos 

incluyendo los famosos cinturones de wampum, establecía un sistema de gobierno que combinaba 

elementos federales, democráticos y consensuales de manera única. 

La estructura de la Confederación incluía cinco (posteriormente seis) naciones autónomas: Mohawk, 

Oneida, Onondaga, Cayuga, Seneca (y posteriormente Tuscarora). Cada nación mantenía soberanía 

interna completa sobre asuntos locales pero delegaba autoridad sobre guerra, paz y relaciones 

exteriores al Gran Consejo confederal. Este Consejo, compuesto por cincuenta sachems o jefes 

elegidos de manera compleja, deliberaba hasta alcanzar consenso unánime, principio que evitaba la 

tiranía de las mayorías pero requería extraordinaria habilidad diplomática y paciencia. 

El proceso de selección de sachems ilustra la sofisticación del sistema político-jurídico iroqués. Los 

sachems no eran elegidos democráticamente en sentido moderno ni heredaban sus cargos 

dinásticamente. En cambio, eran seleccionados por las madres de clan (clan mothers) de linajes 

específicos designados en la Gran Ley. Estas mujeres ancianas, repositorias de la sabiduría y tradición 

del clan, evaluaban candidatos según criterios establecidos: sabiduría, ecuanimidad, generosidad, 

habilidad oratoria, ausencia de ambición personal. Una vez seleccionado, el sachem era presentado al 

clan para ratificación, luego a la nación, finalmente al Gran Consejo completo. 
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Pero el poder de los sachems no era absoluto ni vitalicio. Las mismas madres de clan que los 

seleccionaban podían destituirlos por causas graves: corrupción, incompetencia persistente, violación 

de la Gran Ley, pérdida de confianza del clan. El procedimiento de destitución (impeachment avant la 

lettre) incluía advertencias formales, oportunidad de defensa y corrección, y finalmente ceremonia de 

"desencornamentación" donde se le quitaban los cuernos de ciervo que simbolizaban su autoridad. 

Este sistema de controles y equilibrios prefigura mecanismos constitucionales modernos de 

accountability político. 

El derecho procesal iroqués en disputas internas privilegiaba mediación y consenso sobre adjudicación 

adversarial. Los conflictos comenzaban con intentos de resolución a nivel de familia extensa, luego 

clan, luego nación, elevándose solo si resultaba imposible acuerdo local. Los mediadores (peace chiefs) 

no imponían soluciones sino facilitaban diálogo hasta que las partes alcanzaran acuerdo mutuamente 

aceptable. Este proceso podía durar días o semanas, con recesos para reflexión y consulta, pero se 

consideraba preferible a decisiones impuestas que dejaran resentimientos. 

El sistema de wampum como registro legal merece atención especial. Los cinturones de wampum no 

eran simple decoración sino dispositivos mnemotécnicos sofisticados que registraban tratados, leyes, 

decisiones importantes. Los patrones de cuentas púrpuras y blancas codificaban información compleja 

interpretable por especialistas entrenados (wampum keepers). Un cinturón podía registrar los términos 

precisos de un tratado, las cláusulas de una alianza, o las decisiones de un consejo importante. La 

presentación ceremonial de cinturones de wampum en consejos reactivaba la memoria de acuerdos 

previos con fuerza legal vinculante. 

El derecho muisca del altiplano cundiboyacense en la actual Colombia presenta características únicas 

que lo distinguen dentro del panorama jurídico precolombino americano. Los muiscas, organizados 

en confederaciones laxas bajo el Zipa de Bacatá (cerca de la actual Bogotá) y el Zaque de Hunza (actual 

Tunja), desarrollaron un sistema legal que impresionó a los conquistadores españoles por su 

organización y equidad relativa. Los cronistas, generalmente despectivos hacia las culturas indígenas, 

comentaron favorablemente sobre la justicia muisca, comparándola ventajosamente con sistemas 

europeos contemporáneos. 

El código de Nemequene, zipa legendario del siglo XV, representa uno de los raros ejemplos de 

codificación legal sistemática en la América precolombina. Aunque el código original se perdió, las 

crónicas preservan elementos sustanciales que revelan un sistema penal basado en compensación 

económica más que castigo físico. El código establecía tarifas precisas para diferentes delitos: veinte 

mantas de algodón por homicidio, diez por violación, cinco por robo mayor, dos por robo menor, 

una por injurias graves. Esta monetarización de las penas refleja una sociedad con economía mercantil 

desarrollada donde la composición económica había desplazado ampliamente la venganza privada 

como respuesta al delito. 

El procedimiento judicial muisca mostraba formalización notable. Los caciques locales ejercían 

jurisdicción de primera instancia con apelación ante el Zipa o Zaque. Los juicios se celebraban 

públicamente con participación de "voceros" que asistían a las partes en la presentación de sus casos, 

proto-abogados que conocían las leyes y costumbres aplicables. Las pruebas incluían testimonios bajo 
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juramento por sus dioses tutelares, documentos en forma de quipus muiscas (dispositivos de cuerdas 

similares pero aparentemente independientes de los incas), y ordalías para casos dudosos. La tortura 

judicial se utilizaba restrictivamente y solo en casos de traición o sacrilegio mayor. 

El derecho familiar muisca presentaba características progresistas notables. Las mujeres gozaban de 

capacidad jurídica plena: podían poseer bienes, heredar, testar, participar en transacciones comerciales 

y, en ciertos casos, ejercer autoridad política. El divorcio era accesible para ambos cónyuges por causas 

razonables. La custodia de hijos se decidía según el mejor interés de los menores, no automáticamente 

a favor del padre. La sucesión matrilineal en ciertos cargos y propiedades coexistía con sucesión 

patrilineal en otros, creando sistema flexible que maximizaba opciones familiares. 

Los sistemas jurídicos de las sociedades sin Estado del Amazonas desafían concepciones evolutivas 

que ven en la ausencia de gobierno centralizado evidencia de primitivismo jurídico. Por el contrario, 

estas sociedades desarrollaron mecanismos de orden social y resolución de conflictos de sofisticación 

extraordinaria que operaban sin necesidad de aparato coercitivo estatal. El estudio de estos sistemas 

no solo tiene valor histórico-antropológico sino que ofrece modelos alternativos de justicia relevantes 

para debates contemporáneos sobre justicia restaurativa y mediación. 

Los pueblos jíbaro del alto Amazonas (shuar, achuar, awajún, wampis) desarrollaron un sistema de 

justicia basado en equilibrio delicado entre venganza regulada y compensación negociada. La venganza 

de sangre (mesét) no era violencia descontrolada sino institución jurídica altamente regulada. Cuando 

ocurría un homicidio, se activaba un complejo protocolo: determinación de responsabilidad 

(diferenciando homicidio intencional, accidental, en defensa propia); consulta con shamanes para 

verificar si no había causas sobrenaturales; negociación entre familias sobre forma de resolución; 

ejecución de venganza si se acordaba o pago de compensación si se prefería. 

Pero la venganza jíbaro no seguía la lógica de escalada infinita. Operaba según principio de 

equivalencia estricta: una vida por una vida, no más. Ejecutada la venganza, se realizaban rituales de 

purificación y reconciliación que cerraban el ciclo de violencia. Los tsantsa o cabezas reducidas, 

frecuentemente malinterpretadas como trofeos bárbaros, eran en realidad dispositivos rituales 

complejos para capturar y neutralizar el espíritu vengativo del muerto, evitando que perpetuara el ciclo 

de violencia. La elaboración de tsantsa seguía protocolos precisos y su posesión implicaba obligaciones 

rituales onerosas, desincentivando homicidios frívolos. 

La mediación shamánica constituía elemento crucial en la justicia jíbaro. Los shamanes (uwishin) no 

solo diagnosticaban causas sobrenaturales de conflictos sino que mediaban activamente en disputas. 

Su autoridad derivaba no de poder coercitivo sino de conocimiento especializado y neutralidad 

reconocida. Un shamán podía determinar que un homicidio aparentemente intencional era resultado 

de hechicería externa, transformando conflicto interno en alianza contra enemigo común. O podía 

identificar transgresiones rituales que requerían purificación más que castigo, ofreciendo salidas 

honrosas a espirales de violencia. 

Los yanomami del Orinoco superior practican hasta hoy formas de duelo judicial que ilustran la 

juridificación de la violencia en ausencia de autoridad central. El sistema de duelos (yahimou) 
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proporciona válvula de escape controlada para agresiones sin recurrir a violencia letal. Los duelos 

siguen protocolo estricto: desafío formal con declaración de agravios; aceptación que implica 

reconocimiento de legitimidad del reclamo; selección de armas (generalmente garrotes); combate ante 

la comunidad con reglas precisas (golpes alternados al pecho, prohibición de golpes a la cabeza); 

finalización cuando uno cede o la comunidad interviene. 

Estos duelos cumplen múltiples funciones jurídicas: permiten satisfacción del honor sin homicidio; 

establecen públicamente hechos en disputa mediante declaraciones previas; generan decisión 

comunitaria implícita según quién recibe apoyo; crean precedentes para conflictos similares futuros. 

La participación comunitaria como testigos y eventualmente interventores transforma conflicto 

privado en asunto público sujeto a control social. Los duelistas exitosos ganan prestigio pero también 

obligaciones: deben mostrar moderación en victoria y generosidad hacia vencidos. 

La justicia restaurativa amazónica se manifiesta paradigmáticamente en instituciones como el pawana 

entre los pueblos tukano del noroeste amazónico. Cuando ocurre transgresión grave que amenaza 

cohesión comunitaria, se convoca asamblea general donde transgresor debe narrar públicamente su 

acción, sus motivaciones y sus consecuencias. La comunidad responde no con condena sino con 

narrativas propias sobre transgresiones similares y cómo fueron superadas. El objetivo no es humillar 

sino reintegrar, no castigar sino sanar relaciones rotas. 

El proceso culmina con prescripción de acciones restaurativas: trabajo para víctima o comunidad, 

abstinencias rituales, participación en ceremonias de purificación, compromisos públicos de cambio 

comportamental. El cumplimiento se monitorea colectivamente pero discretamente, evitando 

estigmatización permanente. La reincidencia después de proceso restaurativo sí puede llevar a 

sanciones más severas incluyendo ostracismo temporal o permanente, sanción máxima en sociedades 

donde identidad individual es inseparable de pertenencia comunitaria. 

La diversidad de sistemas jurídicos precolombinos demuestra que las sociedades amerindias 

exploraron todo el espectro de posibilidades organizativas legales con creatividad y sofisticación 

extraordinarias. Desde el formalismo procesal maya con sus tribunales especializados y registros 

escritos, hasta el consensualismo iroqués con su democracia participativa y equilibrio de poderes; 

desde el centralismo burocrático inca con su codificación oral sistemática, hasta la justicia acéfala 

amazónica con sus mecanismos horizontales de control social; desde la codificación explícita muisca 

con sus tarifas penales precisas, hasta la mediación shamánica jíbaro con su integración de dimensiones 

sobrenaturales. 

Esta riqueza jurídica, truncada pero no eliminada por la conquista europea, constituye patrimonio de 

experiencia legal cuyas lecciones permanecen relevantes para pensar alternativas a la hegemonía del 

modelo jurídico occidental. El estudio histórico de estos sistemas no constituye mero ejercicio 

arqueológico o curiosidad antropológica sino recuperación de opciones jurídicas probadas durante 

milenios en contextos culturales específicos. En era de crisis del modelo estado-céntrico de justicia, 

cuando se buscan alternativas en justicia restaurativa, mediación comunitaria, pluralismo jurídico y 

sistemas de resolución de conflictos culturalmente apropiados, la experiencia jurídica precolombina 

ofrece rico repertorio de posibilidades. 
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La conquista europea no eliminó completamente estos sistemas jurídicos indígenas, contrariamente a 

narrativas simplistas de destrucción total. El derecho indiano, con todas sus limitaciones y prejuicios, 

reconoció parcialmente la vigencia de "usos y costumbres" indígenas que no contravinieran la religión 

católica ni las leyes castellanas fundamentales. Esta pervivencia del derecho consuetudinario indígena, 

aunque subordinada, marginalizada y fragmentaria, mantuvo vivas tradiciones jurídicas que 

experimentaron complejos procesos de adaptación, sincretismo y resistencia durante los períodos 

colonial y republicano. 

En comunidades indígenas contemporáneas persisten elementos sustanciales de estos sistemas 

jurídicos ancestrales, aunque transformados por siglos de interacción con el derecho estatal. Los 

sistemas de cargos en comunidades mesoamericanas preservan elementos de organización judicial 

prehispánica. La justicia comunitaria andina mantiene principios de reciprocidad y restauración. Los 

pueblos amazónicos continúan practicando formas de mediación y compensación tradicionales. Estos 

no son meros vestigios folklóricos sino sistemas jurídicos vivos que resuelven cotidianamente 

conflictos y mantienen orden social en contextos donde el derecho estatal tiene presencia limitada o 

nula. 

El reconocimiento constitucional del pluralismo jurídico en varios Estados latinoamericanos desde las 

últimas décadas del siglo XX abre nuevos espacios para estos sistemas jurídicos ancestrales. Las 

constituciones de Colombia (1991), Perú (1993), Bolivia (2009), Ecuador (2008) y otras reconocen en 

diversos grados la jurisdicción indígena y la validez de sus sistemas normativos propios. Este 

reconocimiento plantea desafíos complejos de articulación entre sistemas jurídicos con fundamentos 

epistemológicos diferentes, pero también oportunidades de enriquecimiento mutuo y desarrollo de 

modelos de justicia más apropiados para sociedades multiculturales. 

El estudio del derecho precolombino revela que los grandes problemas de organización social y justicia 

admiten soluciones múltiples, todas válidas en sus contextos culturales específicos. La aparente 

superioridad del modelo jurídico occidental se relativiza cuando se examinan sistemas alternativos que 

lograron mantener orden social, resolver conflictos y promover cooperación durante milenios sin 

necesidad de códigos escritos, profesiones jurídicas especializadas o monopolio estatal de la violencia. 

Esta lección de humildad epistemológica y apertura a la diferencia constituye quizás la contribución 

más valiosa del estudio histórico del derecho precolombino a la teoría y práctica jurídica 

contemporánea. 
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CAPÍTULO 7 

TABÚ, TOTEMISMO Y PROHIBICIÓN: APORTES DE LA ANTROPOLOGÍA 

JURÍDICA 

7.1. Los fundamentos antropológicos del derecho arcaico 

La comprensión profunda de los orígenes y naturaleza del fenómeno jurídico exige trascender los 

límites cronológicos y geográficos de las civilizaciones históricas para adentrarse en los fundamentos 

antropológicos del derecho arcaico, donde las categorías familiares del pensamiento jurídico occidental 

se disuelven en una matriz primordial donde lo jurídico, lo religioso, lo mágico y lo social constituyen 

una unidad indiferenciada. Este territorio fronterizo entre la prehistoria y la historia, entre la 

antropología y el derecho, revela las estructuras elementales de la juridicidad humana en su estado más 

puro, antes de las elaboraciones conceptuales y las racionalizaciones sistemáticas que caracterizan los 

derechos históricos desarrollados. 

El encuentro entre la antropología y el derecho, iniciado sistemáticamente en el último tercio del siglo 

XIX, revolucionó la comprensión occidental del fenómeno jurídico al revelar la universalidad de la 

normatividad social y la diversidad radical de sus manifestaciones culturales. Los trabajos pioneros de 

Henry Sumner Maine, Lewis Henry Morgan, Johann Jakob Bachofen y John Ferguson McLennan 

establecieron los fundamentos de una ciencia comparativa del derecho que trascendía el 

provincianismo eurocéntrico para abarcar la totalidad de la experiencia jurídica humana. Pero fue la 

generación siguiente —Émile Durkheim, Marcel Mauss, Bronisław Malinowski, Alfred Reginald 

Radcliffe-Brown— la que desarrolló el aparato conceptual y metodológico necesario para comprender 

el derecho arcaico en sus propios términos, sin reducirlo a estadio primitivo o deficiente del derecho 

occidental. 

La noción misma de "derecho arcaico" requiere clarificación epistemológica fundamental. No se trata 

de un derecho cronológicamente anterior en sentido evolutivo lineal, como si las sociedades humanas 

progresaran inevitablemente desde formas jurídicas simples hacia formas complejas. La etnografía del 

siglo XX demostró concluyentemente que sociedades tecnológicamente simples pueden poseer 

sistemas normativos de extraordinaria complejidad, mientras que sociedades tecnológicamente 

avanzadas pueden operar con estructuras jurídicas relativamente elementales. El derecho arcaico es, 

más bien, aquel que opera según lógicas distintas a la racionalidad jurídica occidental moderna: donde 

la norma no se distingue claramente del rito, donde la sanción no se separa de la venganza divina, 

donde el procedimiento judicial es inseparable de la ordalía sagrada. 

El problema fundamental que enfrenta el estudio del derecho arcaico es la ausencia de las categorías 

analíticas que el pensamiento jurídico occidental da por sentadas. En las sociedades arcaicas no existe 

típicamente distinción clara entre derecho y moral, entre norma jurídica y norma social, entre sanción 

jurídica y presión social difusa. Más radicalmente, la noción misma de "norma" como proposición 

abstracta que prescribe o prohíbe conductas es frecuentemente ajena al pensamiento arcaico, que 

opera más bien con modelos míticos de comportamiento, prohibiciones concretas cargadas de poder 

mágico y procedimientos rituales de eficacia automática. Esta alteridad radical del derecho arcaico no 
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representa deficiencia cognitiva sino modo alternativo de conceptualizar y operacionalizar el orden 

social. 

La metodología para estudiar el derecho arcaico debe por tanto evitar dos errores simétricos: el 

evolucionismo que ve en él mero estadio primitivo destinado a ser superado, y el relativismo extremo 

que niega toda posibilidad de comprensión transcultural. La antropología jurídica desarrolló estrategias 

metodológicas sofisticadas para navegar entre estos extremos: el funcionalismo que busca comprender 

cada institución jurídica en relación con el sistema social total; el estructuralismo que identifica 

patrones formales subyacentes a la diversidad empírica; la hermenéutica que intenta reconstruir el 

sentido que las instituciones jurídicas tienen para sus propios actores; el comparativismo controlado 

que identifica similitudes y diferencias sin imponer esquemas preconcebidos. 

Un concepto fundamental para comprender el derecho arcaico es la noción de "hecho social total" 

desarrollada por Marcel Mauss. En las sociedades arcaicas, fenómenos que el análisis occidental separa 

en esferas distintas —económica, jurídica, religiosa, estética— se presentan como totalidades 

integradas donde cada aspecto implica todos los demás. Un intercambio ceremonial como el potlatch 

de los pueblos de la costa noroeste del Pacífico es simultáneamente transacción económica, acto 

jurídico que crea obligaciones, ritual religioso que involucra fuerzas sobrenaturales, performance 

estética que expresa identidades, y mecanismo político que establece jerarquías. Intentar aislar la 

dimensión "puramente jurídica" de tales fenómenos es violentar su naturaleza integral. 

La cuestión de la universalidad del derecho constituye problema teórico fundamental que el estudio 

del derecho arcaico ilumina de manera única. Si definimos derecho en términos de las instituciones 

específicas del derecho occidental —códigos escritos, tribunales formales, profesión jurídica 

especializada, distinción entre derecho civil y penal— entonces muchas sociedades arcaicas carecerían 

de derecho. Pero si definimos derecho funcionalmente como mecanismos sociales para mantener 

orden, resolver conflictos y sancionar transgresiones, entonces toda sociedad humana posee derecho, 

aunque sus formas institucionales varíen radicalmente. La antropología jurídica demostró que incluso 

las sociedades más igualitarias y descentralizadas poseen mecanismos jurídicos efectivos, aunque estos 

operen sin instituciones especializadas ni autoridad centralizada. 

El concepto de "orden sin gobierno" desarrollado por la antropología política es crucial para 

comprender el derecho arcaico. Sociedades como los nuer del Sudán estudiados por Edward Evan 

Evans-Pritchard, los tallensi de Ghana analizados por Meyer Fortes, o los pueblos de Nueva Guinea 

investigados por multitud de etnógrafos, mantienen orden social complejo sin instituciones 

gubernamentales centralizadas. El derecho en tales sociedades opera mediante mecanismos como la 

presión social difusa, la mediación de ancianos respetados, la amenaza de retaliación por grupos de 

parentesco, el ostracismo social, y la intervención de fuerzas sobrenaturales. Estos mecanismos, 

aunque informales desde perspectiva occidental, son frecuentemente más efectivos que el derecho 

estatal en mantener orden y resolver conflictos. 

La dimensión sagrada del derecho arcaico merece atención especial. En el pensamiento arcaico, el 

orden social no es construcción humana arbitraria sino reflejo o participación del orden cósmico 

establecido por fuerzas sobrenaturales en el tiempo mítico primordial. Las normas fundamentales no 
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son creadas por legisladores humanos sino reveladas por dioses, ancestros o héroes culturales. Su 

violación no es mera infracción social sino ruptura del orden cósmico que puede atraer calamidades 

sobre toda la comunidad. Esta sacralización del orden normativo explica la severidad frecuentemente 

draconiana de las sanciones arcaicas y la importancia de rituales de purificación y expiación que 

acompañan los procedimientos jurídicos. 

El tiempo mítico juega papel fundamental en la legitimación del derecho arcaico. Las normas no se 

justifican por su racionalidad o utilidad sino por su origen en el tiempo primordial cuando los seres 

sobrenaturales establecieron el orden del mundo. Los mitos de origen narran típicamente cómo los 

ancestros o héroes culturales instituyeron las normas fundamentales: prohibiciones alimentarias, reglas 

de matrimonio, tabúes rituales, procedimientos de iniciación. La fuerza obligatoria de estas normas 

deriva no de sanción humana sino de su carácter paradigmático: son los modelos eternos de 

comportamiento correcto establecidos in illo tempore y reactualizados constantemente mediante el 

ritual. 

La corporalidad del derecho arcaico contrasta marcadamente con la abstracción del derecho moderno. 

Las normas arcaicas no existen como proposiciones abstractas en códigos escritos sino que están 

literalmente incorporadas en los cuerpos de los miembros de la sociedad mediante procesos de 

socialización que incluyen dimensiones somáticas fundamentales. Los rituales de iniciación inscriben 

las normas en el cuerpo mediante escarificaciones, tatuajes, circuncisión, perforaciones, que marcan 

permanentemente la pertenencia al grupo y el sometimiento a sus normas. El habitus corporal —

formas de caminar, sentarse, comer, hablar— incorpora distinciones sociales y normativas que se 

experimentan como naturales e incuestionables. 

La oralidad característica del derecho arcaico implica modos específicos de preservación y transmisión 

del conocimiento jurídico. En ausencia de escritura, las normas se preservan mediante diversos 

recursos mnemotécnicos: fórmulas rítmicas, proverbios jurídicos, narrativas ejemplares, cantos 

procesales, genealogías que registran derechos y obligaciones. Los especialistas en tradición oral —

ancianos, griots, remembrancers— no son meros receptáculos pasivos sino intérpretes activos que 

adaptan la tradición a circunstancias cambiantes mientras mantienen su autoridad mediante la ficción 

de repetición exacta. La flexibilidad paradójica de la tradición oral permite evolución del derecho 

mientras se mantiene la legitimidad derivada de la inmutabilidad aparente. 

La performatividad del derecho arcaico se manifiesta en la importancia crucial de actos rituales 

correctamente ejecutados. En el pensamiento arcaico, las palabras y gestos rituales no representan o 

simbolizan realidades jurídicas sino que las crean mediante su propia ejecución. Un juramento 

pronunciado con las fórmulas correctas y los gestos prescritos crea obligación inviolable no por 

convención social sino por eficacia mágica intrínseca. Un matrimonio, una adopción, una transferencia 

de propiedad se realizan no mediante documentos escritos sino mediante performances rituales cuya 

eficacia depende de la correcta ejecución de palabras, gestos, y manipulación de objetos simbólicos. 
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7.2. El tabú como forma primordial de normatividad 

El concepto de tabú, introducido en el vocabulario antropológico desde el polinesio "tapu" a través 

de los relatos del Capitán James Cook, representa una de las formas más arcaicas y universales de 

normatividad humana, constituyendo matriz primordial de la que emergen distinciones jurídicas más 

elaboradas. El tabú trasciende las categorías occidentales de prohibición legal, precepto moral o 

prescripción religiosa para constituir una forma sui generis de normatividad que integra dimensiones 

que el pensamiento moderno separa analíticamente. Comprender el tabú en su especificidad requiere 

suspender categorías jurídicas familiares para aprehender un modo de normatividad que opera según 

lógicas propias, irreductibles a conceptos occidentales de ley, moral o religión. 

La naturaleza del tabú como fenómeno normativo presenta características que lo distinguen 

radicalmente de la prohibición jurídica moderna. Mientras que la norma jurídica occidental es 

típicamente proposición abstracta que prohíbe clase de conductas, el tabú es cualidad inherente a 

objetos, personas, lugares, tiempos o acciones específicas. El tabú no dice "no debes hacer X" sino 

que declara "X es tabú", estableciendo una ontología normativa donde la prohibición es propiedad 

intrínseca del objeto tabuado, no mandato externo impuesto sobre él. Esta diferencia no es meramente 

formal sino que refleja concepciones radicalmente distintas de la naturaleza de la normatividad y su 

fundamento. 

La fenomenología del tabú revela su carácter como experiencia vivida antes que como concepto 

abstracto. El polinesio que se aproxima a un objeto tapu experimenta no simplemente conocimiento 

de una prohibición sino sensación corporal de peligro, mezcla de temor reverencial, repulsión física y 

atracción fascinada que Rudolf Otto caracterizaría como experiencia de lo numinoso. El tabú se siente 

en el cuerpo antes de ser comprendido por la mente: aceleración del pulso, erización del vello, 

sudoración, náusea, vértigo. Esta dimensión somática del tabú explica su eficacia normativa: no 

requiere vigilancia externa ni reflexión moral porque opera directamente sobre el cuerpo socializado 

para responder automáticamente a las señales del peligro tabuado. 

La ambivalencia constitutiva del tabú fue magistralmente analizada por Sigmund Freud en "Tótem y 

tabú", donde identifica la doble valencia de lo tabuado como sagrado y maldito, puro e impuro, 

deseable y prohibido. Esta ambivalencia no es contradicción lógica sino característica esencial del tabú 

como categoría que precede y trasciende las dicotomías del pensamiento racional. Lo tabuado es 

simultáneamente lo más valioso y lo más peligroso, lo que debe ser protegido y lo que debe ser evitado, 

lo que confiere poder y lo que contamina. El jefe polinesio es tapu porque participa del maná divino, 

pero precisamente por eso su contacto puede ser letal para los comunes. La menstruante es tabú 

porque manifiesta el poder creador femenino, pero ese mismo poder la hace peligrosa para cazadores 

y guerreros. 

La lógica del contagio gobierna la operación del tabú de manera que desafía concepciones occidentales 

de causalidad y responsabilidad individual. El tabú se transmite por contacto como contaminación 

invisible pero real que pasa de objeto a objeto, de persona a persona, ignorando intenciones y 

voluntades. Quien toca inadvertidamente objeto tabuado queda contaminado independientemente de 

su ignorancia o inocencia. Esta contaminación puede transmitirse por contacto secundario: quien toca 
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al que tocó lo tabuado también queda contaminado en grado menor. La lógica del contagio tabuístico 

opera según principios que James George Frazer identificó como pensamiento mágico: la ley de 

contacto (las cosas que estuvieron en contacto siguen influyéndose) y la ley de similitud (lo similar 

afecta a lo similar). 

El sistema de tabúes en una sociedad arcaica no constituye colección arbitraria de prohibiciones 

irracionales sino estructura coherente que articula clasificaciones cosmológicas, organización social y 

regulación comportamental. Los trabajos de Mary Douglas, especialmente "Pureza y peligro", 

demostraron que los tabúes marcan y protegen las categorías fundamentales mediante las cuales una 

sociedad ordena su experiencia. Lo tabuado es típicamente lo que cae entre categorías o amenaza con 

confundirlas: animales que no se ajustan a taxonomías (cerdo que tiene pezuña hendida pero no 

rumia), personas en estados transicionales (menstruantes, parturientas, iniciandos), sustancias que 

cruzan límites corporales (sangre, semen, saliva), tiempos liminales (eclipses, interregnos, períodos 

entre estaciones). 

La función social del tabú trasciende la mera prohibición para constituir mecanismo fundamental de 

construcción y mantenimiento del orden social. Los tabúes establecen y refuerzan distinciones sociales 

básicas: sagrado/profano, puro/impuro, nosotros/ellos, masculino/femenino, vivo/muerto. 

Mediante la distribución diferencial de tabúes —qué es tabú para quién, cuándo y dónde— se articula 

la estructura social: los tabúes alimentarios distinguen grupos étnicos, los tabúes sexuales regulan el 

intercambio matrimonial, los tabúes ocupacionales mantienen la división del trabajo, los tabúes 

espaciales segregan clases y géneros. El sistema de tabúes constituye así gramática profunda del orden 

social que opera por debajo del nivel de la conciencia explícita. 

Los tabúes alimentarios merecen atención especial como forma paradigmática de normatividad 

tabuística con enormes consecuencias sociales y culturales. La prohibición de consumir ciertos 

alimentos —cerdo entre judíos y musulmanes, vaca entre hindúes, perro entre europeos, insectos entre 

la mayoría de culturas occidentales— no puede explicarse satisfactoriamente mediante razones 

higiénicas, económicas o ecológicas, aunque estas puedan proporcionar racionalizaciones post hoc. 

Los tabúes alimentarios funcionan primariamente como marcadores de identidad grupal: somos 

quienes no comemos X, a diferencia de ellos que sí lo comen. La repugnancia visceral que produce la 

idea de consumir alimento tabuado —más intensa que el mero disgusto por alimentos no preferidos— 

indica la profundidad somática en que operan estos tabúes. 

Los tabúes sexuales, especialmente el tabú del incesto analizado exhaustivamente por Claude Lévi-

Strauss, constituyen quizás la forma más universal y fundamental de normatividad tabuística. El tabú 

del incesto no es simple prohibición de relaciones sexuales entre parientes cercanos sino mecanismo 

fundamental que, al prohibir el acceso sexual a ciertas categorías de mujeres del propio grupo, obliga 

al intercambio matrimonial entre grupos, creando así el tejido de alianzas que constituye la sociedad 

humana. La universalidad del tabú del incesto (aunque su contenido específico varíe culturalmente) 

sugiere su carácter fundacional para la cultura humana como tal: es la prohibición que, al negar la 

satisfacción inmediata del deseo, inaugura el orden simbólico de intercambios regulados. 
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Los tabúes mortuorios ilustran la función del tabú en manejar las transiciones peligrosas y los estados 

liminales. El cadáver es universalmente tabuado porque representa anomalía categorial suprema: ya no 

es persona viva pero tampoco es simple objeto, conserva apariencia humana pero ha perdido la 

animación vital. El período entre muerte y disposición final del cadáver es tiempo de peligro máximo 

cuando el muerto no está ni en el mundo de los vivos ni completamente integrado al mundo de los 

muertos. Los elaborados tabúes que rodean el manejo del cadáver, el comportamiento de los dolientes, 

los espacios y objetos asociados con la muerte, funcionan para contener y canalizar las fuerzas 

peligrosas liberadas por la disolución de la frontera vida/muerte. 

La violación del tabú desencadena consecuencias que operan según lógicas distintas a la sanción 

jurídica moderna. La transgresión tabuística no requiere detección humana ni juicio formal porque el 

castigo es automático, inherente al acto mismo de violación. Quien viola un tabú sufre consecuencias 

—enfermedad, locura, muerte, mala suerte, esterilidad— no porque autoridad humana las imponga 

sino porque ha perturbado el orden cósmico que reacciona automáticamente para restaurar el 

equilibrio. Esta automaticidad de la sanción tabuística la hace más temible que cualquier castigo 

humano: no hay apelación posible, no hay escape, no hay perdón, solo la posibilidad de rituales de 

purificación que pueden mitigar pero raramente eliminar completamente las consecuencias. 

La purificación ritual constituye el complemento necesario del sistema de tabúes, proporcionando 

mecanismos para manejar las inevitables violaciones y contaminaciones. Los rituales de purificación 

—lustración, sacrificio, aislamiento, confesión— no son simples ceremonias simbólicas sino 

procedimientos técnicos precisos para eliminar la contaminación tabuística. La eficacia de estos rituales 

depende de su correcta ejecución según prescripciones tradicionales: sustancias purificadoras 

específicas (agua, fuego, sangre, plantas), tiempos prescritos (alba, luna nueva, solsticios), especialistas 

autorizados (sacerdotes, shamanes, purificadores). La lógica de la purificación es homeopática: usar 

sustancias o acciones que por similitud o contacto pueden absorber, neutralizar o transferir la 

contaminación. 

La evolución del tabú hacia formas más elaboradas de normatividad jurídica constituye proceso 

complejo que no sigue trayectoria lineal uniforme. En algunas sociedades, los tabúes se racionalizan 

gradualmente, proporcionándoseles justificaciones éticas o utilitarias que transforman prohibiciones 

automáticas en normas reflexivas. En otras, los tabúes se codifican en sistemas legales formales, 

perdiendo su carácter numinoso pero ganando precisión y sistematicidad. En otras más, los tabúes 

persisten junto a sistemas legales modernos, operando en diferentes esferas o proporcionando sustrato 

emocional profundo a normas aparentemente racionales. El proceso no es de simple superación 

evolutiva sino de transformación, coexistencia y síntesis entre diferentes modos de normatividad. 

7.3. Totemismo y organización jurídica del parentesco 

El totemismo, como sistema de creencias y prácticas que establece relaciones místicas entre grupos 

humanos y especies naturales, constituye uno de los fenómenos más enigmáticos y debatidos en la 

historia de la antropología, revelando dimensiones fundamentales de la organización jurídica del 

parentesco en sociedades arcaicas. Desde las primeras observaciones de John Long entre los ojibwa 

en 1791, pasando por las teorizaciones clásicas de John Ferguson McLennan, William Robertson 



271 
 

Smith, James George Frazer y Émile Durkheim, hasta las reconceptualizaciones estructuralistas de 

Claude Lévi-Strauss y los análisis contemporáneos, el totemismo ha desafiado consistentemente los 

intentos de reducirlo a explicación unívoca, revelándose como fenómeno complejo donde se 

entrecruzan dimensiones jurídicas, religiosas, sociales y cognitivas de manera inextricable. 

La relación totémica no es simple veneración religiosa de animales o plantas, ni mera utilización de 

emblemas naturales como símbolos de grupos sociales, sino vínculo jurídico-místico que establece 

identidad sustancial entre el grupo humano y su tótem. Los aranda de Australia central no dicen "el 

canguro es nuestro símbolo" sino "nosotros somos canguros", estableciendo identidad ontológica que 

trasciende la metáfora para constituir realidad vivida con consecuencias jurídicas precisas. Esta 

identificación implica que las normas que gobiernan las relaciones entre humanos del grupo totémico 

se extienden a las relaciones con la especie totémica: matar o comer el animal totémico equivale a 

canibalismo, dañarlo es autolesión, su prosperidad es la del grupo humano. 

El sistema totémico articula una verdadera constitución no escrita que organiza la totalidad de las 

relaciones sociales mediante la distribución de identidades totémicas. En sociedades totémicas clásicas 

como las australianas estudiadas por Baldwin Spencer, Francis James Gillen, Adolphus Peter Elkin y 

William Lloyd Warner, cada individuo nace en un clan totémico específico que determina su identidad 

social, sus derechos y obligaciones, sus posibilidades matrimoniales, su acceso a recursos, su 

participación en rituales, su conocimiento esotérico autorizado. El tótem no es mero apellido o marca 

de identidad sino principio organizador total que estructura la experiencia social desde el nacimiento 

hasta la muerte y más allá. 

La exogamia totémica constituye la institución jurídica fundamental del sistema totémico, 

estableciendo la prohibición absoluta de matrimonio entre miembros del mismo clan totémico. Esta 

prohibición, más amplia que el tabú del incesto biológico, puede prohibir matrimonios entre personas 

sin parentesco consanguíneo conocido pero que comparten identidad totémica. La racionalidad de la 

exogamia totémica no es biológica (evitar endogamia) sino social: al prohibir matrimonios intraclan, 

obliga al intercambio matrimonial entre clanes, creando red de alianzas que integra clanes 

potencialmente hostiles en sociedad unificada. Como demostró Lévi-Strauss, la exogamia transforma 

la prohibición negativa (no te casarás con tu hermana) en obligación positiva (darás tu hermana en 

matrimonio a otro clan). 

Los derechos territoriales en sociedades totémicas están íntimamente ligados a la geografía sagrada 

establecida por las relaciones totémicas. El territorio del clan no es simple extensión de tierra sino 

paisaje sacralizado por las huellas de los seres totémicos en el tiempo del sueño (tjukurpa entre los 

pueblos del desierto central australiano). Cada accidente geográfico —roca, manantial, árbol, colina— 

marca evento en los viajes primordiales de los ancestros totémicos, constituyendo simultáneamente 

título de propiedad, mapa cognitivo y manual ritual. Los derechos sobre estos lugares no son de 

propiedad en sentido occidental sino de custodia sagrada: el clan debe realizar rituales para mantener 

la fertilidad del lugar y la abundancia de la especie totémica. 

El conocimiento jurídico en sociedades totémicas está estratificado según líneas totémicas y grados de 

iniciación. Cada clan posee corpus de conocimiento esotérico sobre su tótem —mitos, cantos, diseños, 
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rituales— que constituye propiedad intelectual celosamente guardada. La revelación no autorizada de 

conocimiento totémico secreto constituye grave transgresión jurídica castigada con sanciones que 

pueden incluir la muerte. Pero el conocimiento totémico no es mero secreto sino poder operativo: los 

cantos pueden convocar al animal totémico, los rituales aseguran su multiplicación, los diseños 

confieren autoridad sobre territorios asociados. El sistema jurídico totémico es así inseparable de una 

economía política del conocimiento sagrado. 

La personalidad jurídica en sociedades totémicas es fundamentalmente colectiva antes que individual. 

El individuo existe jurídicamente solo como miembro de su clan totémico, compartiendo 

responsabilidad colectiva por acciones de otros miembros. Si un miembro del clan canguro mata a 

miembro del clan emú, no es asunto individual sino conflicto interclánico que involucra a todos los 

canguros y emús. La venganza puede dirigirse contra cualquier miembro del clan ofensor, no 

necesariamente el perpetrador individual. Esta personalidad corporativa se extiende temporalmente: 

los clanes pueden mantener disputas por generaciones, heredando obligaciones de venganza o 

compensación por ofensas cometidas por ancestros muertos hace tiempo. 

Los procedimientos jurídicos totémicos integran dimensiones que el derecho occidental separa 

analíticamente. Un juicio por violación de normas totémicas no es simple determinación de hechos y 

aplicación de sanciones sino drama ritual que reactualiza el orden cósmico establecido por los 

ancestros totémicos. Los ancianos que juzgan no son meros árbitros humanos sino portavoces de los 

poderes totémicos cuya autoridad deriva de su iniciación en los misterios más profundos. Las ordalías 

empleadas —duelos, pruebas de resistencia, adivinación— no buscan determinar culpabilidad en 

sentido occidental sino revelar la voluntad de los poderes totémicos sobre el caso. 

El intercambio ceremonial entre clanes totémicos constituye institución jurídico-económica 

fundamental que articula las relaciones interclánicas. Los corroboree australianos, los potlatch de la 

costa noroeste del Pacífico, las ceremonias del anillo kula en Melanesia, integran dimensiones 

económicas, jurídicas, políticas y religiosas en performances totales donde se intercambian no solo 

bienes materiales sino derechos, títulos, conocimientos, cónyuges. Estos intercambios operan según 

lógica de reciprocidad obligatoria: recibir crea obligación de devolver con incremento, iniciar 

intercambio confiere prestigio pero también vulnerabilidad si los socios no reciprocan adecuadamente. 

La guerra totémica sigue reglas precisas que la distinguen de la violencia anómica. Los conflictos entre 

clanes totémicos están altamente ritualizados, con declaraciones formales de hostilidades, tiempos y 

lugares prescritos para combates, límites en tipos de armas y tácticas permitidas, procedimientos para 

terminar hostilidades. La guerra totémica no busca típicamente aniquilación del enemigo sino 

reequilibrio de relaciones alteradas por transgresiones. Las muertes en combate crean nuevos 

desequilibrios que eventualmente deben compensarse, estableciendo ciclos de violencia y 

reconciliación que estructuran las relaciones interclánicas a largo plazo. 

La transformación del totemismo bajo impacto colonial y modernizador revela la resiliencia y 

adaptabilidad de las estructuras jurídicas totémicas. En muchas sociedades, el totemismo 

superficialmente desaparece o se folcloriza, pero las estructuras profundas persisten bajo nuevas 

formas. Los clanes totémicos se transforman en asociaciones voluntarias urbanas, los territorios 
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totémicos en circunscripciones administrativas, los intercambios ceremoniales en redes comerciales, 

pero manteniendo lógicas subyacentes de identidad corporativa, reciprocidad obligatoria y autoridad 

basada en conocimiento esotérico. El derecho consuetudinario contemporáneo en muchas sociedades 

postcoloniales incorpora elementos totémicos en síntesis complejas con el derecho estatal. 

La contribución del estudio del totemismo a la teoría jurídica general es múltiple y profunda. Primero, 

demuestra que la organización jurídica no requiere estado ni autoridad centralizada, pudiendo operar 

eficazmente mediante estructuras segmentarias basadas en identidades corporativas. Segundo, revela 

que las categorías jurídicas fundamentales —persona, propiedad, obligación, sanción— admiten 

conceptualizaciones radicalmente diferentes a las occidentales. Tercero, muestra la inseparabilidad del 

derecho de otras dimensiones culturales en sociedades donde no existe diferenciación institucional. 

Cuarto, ilustra cómo el derecho puede fundamentarse en ontologías no racionalistas sin perder eficacia 

normativa. Estas lecciones siguen siendo relevantes para pensar el pluralismo jurídico en sociedades 

multiculturales contemporáneas. 

7.4. Sistemas vindicatorios y justicia primitiva 

Los sistemas vindicatorios de justicia, centrados en la venganza regulada como mecanismo primario 

de control social y resolución de conflictos, representan una de las formas más arcaicas y persistentes 

de orden jurídico, desafiando concepciones modernas que ven en el monopolio estatal de la violencia 

legítima la condición sine qua non del derecho propiamente dicho. La venganza, lejos de ser impulso 

pre-jurídico caótico que el derecho vendría a suprimir, constituye en las sociedades arcaicas institución 

altamente juridificada, sometida a reglas precisas, procedimientos formalizados y limitaciones estrictas 

que la transforman de violencia anómica en mecanismo ordenado de justicia restaurativa. 

La vendetta como institución jurídica opera según lógicas profundamente diferentes a la justicia 

punitiva estatal moderna. Mientras el derecho penal estatal concibe el delito como ofensa contra el 

orden público abstracto que el estado debe castigar, la vendetta lo concibe como daño concreto a un 

grupo específico que debe ser compensado mediante daño equivalente al grupo ofensor. La diferencia 

no es meramente procesal sino que refleja concepciones divergentes de la naturaleza del orden social: 

para el pensamiento vindicatorio, no existe orden público abstracto sino equilibrio dinámico entre 

grupos corporativos que debe restaurarse cuando es perturbado por agresiones. 

La racionalidad de la venganza como sistema jurídico se revela cuando se examina su operación en 

sociedades acéfalas donde no existe autoridad central capaz de imponer decisiones coercitivas. En 

tales sociedades —los nuer del Sudán, los yanomami del Amazonas, los clanes escoceses medievales, 

las tribus beduinas del desierto arábigo— la amenaza de venganza por el grupo de parentesco 

constituye el principal disuasivo contra la agresión. Saber que matar a alguien desencadenará venganza 

no solo contra uno mismo sino contra todo el propio grupo crea poderoso incentivo para la 

moderación. La venganza no es explosión emocional irracional sino cálculo estratégico donde se 

sopesan ganancias de la agresión contra costos de la retaliación inevitable. 

El principio de equivalencia gobierna la operación de la venganza regulada, distinguiéndola de la 

violencia desproporcionada. La lex talionis —ojo por ojo, diente por diente— no es prescripción de 
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crueldad primitiva sino limitación civilizadora que prohíbe la escalada: por un ojo, solo un ojo, no dos; 

por un diente, solo un diente, no la mandíbula completa. Los sistemas vindicatorios desarrollaron 

elaboradas tablas de equivalencias que especifican qué daños corresponden a qué transgresiones, 

considerando no solo la naturaleza del acto sino el estatus de víctima y perpetrador, las circunstancias 

atenuantes o agravantes, la intencionalidad o accidentalidad. 

La responsabilidad colectiva característica de los sistemas vindicatorios refleja la naturaleza corporativa 

de la personalidad jurídica en sociedades segmentarias. El individuo no es átomo social aislado sino 

miembro de grupo solidario —clan, linaje, familia extensa— que comparte responsabilidad por sus 

acciones. Esta responsabilidad no es simple imputación arbitraria sino reflejo de realidad social donde 

el grupo se beneficia de éxitos individuales y sufre por fracasos individuales. La venganza puede 

dirigirse contra cualquier miembro del grupo ofensor porque todos son jurídicamente equivalentes 

como representantes de la personalidad corporativa del grupo. 

Los procedimientos para iniciar y terminar venganzas legítimas están altamente formalizados en 

sociedades vindicatorias desarrolladas. La declaración de vendetta no es acto impulsivo sino 

procedimiento ritual que puede incluir: consulta con ancianos del grupo para determinar legitimidad 

del reclamo; notificación formal al grupo ofensor mediante mensajeros o símbolos convencionales; 

período de gracia para permitir negociaciones o huida; demarcación de límites temporales y espaciales 

de la venganza legítima. Igualmente formalizados son los procedimientos para terminar vendetta: 

mediación por grupos neutrales, ceremonias de reconciliación, intercambios compensatorios, 

matrimonios inter-grupales que transforman enemigos en afines. 

La mediación constituye elemento crucial en sistemas vindicatorios, proporcionando alternativas a la 

escalada violenta. Los mediadores —ancianos respetados, especialistas religiosos, grupos neutrales— 

no tienen poder coercitivo pero poseen autoridad moral y habilidades diplomáticas para facilitar 

soluciones negociadas. La mediación exitosa requiere no solo compensar daños materiales sino 

restaurar honor mancillado, aspecto crucial en sociedades donde el honor constituye capital social 

fundamental. Las soluciones mediadas frecuentemente combinan compensación material, 

reconocimiento público de responsabilidad, rituales de reconciliación y garantías contra futuras 

agresiones. 

El wergild o precio de sangre germánico ilustra la transformación de la venganza física en 

compensación económica sin perder la lógica vindicatoria subyacente. El sistema establece tarifas 

precisas por diferentes tipos de daños personales, graduadas según estatus social de la víctima: noble 

vale más que hombre libre, hombre libre más que semi-libre, semi-libre más que esclavo; hombre más 

que mujer; adulto más que niño o anciano. Estas valoraciones diferenciales, chocantes para 

sensibilidad igualitaria moderna, reflejan cálculo pragmático del valor social y económico de diferentes 

categorías de personas en sociedades estratificadas. 

La transición de venganza a compensación no es evolución lineal de barbarie a civilización sino 

transformación compleja con ganancias y pérdidas. La compensación económica evita ciclos de 

violencia pero puede crear desigualdades donde los ricos compran impunidad mientras los pobres 

deben recurrir a venganza física. La monetarización de la justicia transforma ofensas personales en 
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transacciones comerciales, perdiendo dimensión de honor y satisfacción emocional que la venganza 

proporciona. Muchas sociedades mantienen sistemas duales donde ciertas ofensas admiten 

compensación mientras otras exigen venganza física, o donde la víctima puede elegir entre 

compensación y retaliación. 

Los duelos judiciales representan forma intermedia entre venganza privada y justicia pública, 

proporcionando marco regulado para violencia vindicatoria. El duelo no es simple combate sino 

procedimiento judicial donde el resultado determina no solo superioridad física sino verdad jurídica: 

Dios o los poderes sobrenaturales garantizan victoria al justo. Los duelos siguen protocolos 

elaborados: desafío formal con exposición de agravios, elección de armas y condiciones por el 

desafiado, presencia de testigos oficiales, reglas de combate estrictamente aplicadas, consecuencias 

jurídicas automáticas del resultado. El duelo satisface necesidad de vindición personal mientras limita 

violencia a combatientes voluntarios bajo supervisión social. 

La paz del rey o tregua de Dios medieval ilustra intentos de autoridades centrales emergentes por 

limitar la violencia vindicatoria sin suprimirla completamente. Estos mecanismos establecen tiempos 

(domingos, festividades religiosas, períodos de siembra y cosecha) y espacios (iglesias, mercados, 

caminos principales) donde la venganza está prohibida bajo penas severas. No eliminan el derecho de 

venganza sino que lo canalizan y limitan, creando islas de paz en océano de violencia potencial. El 

éxito variable de estas limitaciones refleja tensión entre lógicas vindicatorias arraigadas y aspiraciones 

de autoridades centrales por monopolizar violencia legítima. 

La persistencia de elementos vindicatorios en sistemas jurídicos modernos revela la profundidad 

antropológica de la venganza como respuesta a la injusticia. El derecho penal retributivo mantiene 

lógica vindicatoria despersonalizada donde el estado venga ofensas en nombre de la sociedad. Las 

víctimas frecuentemente expresan insatisfacción con justicia estatal que las excluye del proceso y no 

proporciona satisfacción emocional de confrontar al ofensor. Los movimientos de justicia restaurativa 

buscan reintegrar elementos vindicatorios personalizados —confrontación víctima-ofensor, 

reconocimiento de daño, reparación directa— en marcos que eviten escalada violenta. 

7.5. Ritual jurídico y procedimientos ordálicos 

El ritual jurídico y los procedimientos ordálicos constituyen dimensión fundamental del derecho 

arcaico donde la determinación de la verdad jurídica y la imposición de justicia se confían no al 

razonamiento humano falible sino a la intervención de poderes sobrenaturales infalibles. La ordalía o 

juicio de Dios representa la forma más dramática de esta juridicidad ritual, pero el fenómeno es más 

amplio, abarcando toda la ritualización del proceso jurídico en sociedades donde el derecho no se ha 

secularizado completamente. Comprender estos procedimientos requiere suspender el prejuicio 

racionalista que los descarta como superstición primitiva para aprehender su lógica interna y su eficacia 

social en contextos culturales específicos. 

La naturaleza del ritual jurídico trasciende la mera formalidad procesal para constituir tecnología social 

de transformación de conflictos profanos en dramas sagrados cuya resolución restaura el orden 

cósmico perturbado. El ritual jurídico no es decoración ceremonial añadida a un proceso 
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sustantivamente racional sino el proceso mismo en su esencia transformadora. Mediante la 

ritualización —invocación de poderes sobrenaturales, manipulación de objetos sagrados, 

pronunciamiento de fórmulas sacramentales, ejecución de gestos prescritos— el conflicto mundano 

entre partes humanas se transfigura en confrontación cósmica entre fuerzas del orden y el caos cuyo 

desenlace trasciende intereses particulares. 

La performatividad del ritual jurídico opera según lógicas distintas a la representación simbólica. Los 

actos rituales no simbolizan realidades jurídicas sino que las crean mediante su propia ejecución 

correcta. Un juramento ritual no es simple promesa reforzada por sanción religiosa sino acto que 

transforma ontológicamente al jurante, vinculándolo indisolublemente a su palabra bajo pena de 

destrucción automática. La maldición ritual pronunciada por la parte agraviada no es deseo impotente 

sino arma jurídica efectiva que desencadena fuerzas retributivas. El veredicto oracular no opina sobre 

la culpabilidad sino que la determina performativamente. 

La ordalía como procedimiento judicial se basa en la premisa de que los poderes sobrenaturales 

intervendrán para proteger al inocente y castigar al culpable cuando son invocados apropiadamente. 

Esta premisa, irracional desde perspectiva científica moderna, es perfectamente coherente dentro de 

cosmovisiones donde lo sobrenatural permea lo natural y donde los dioses o espíritus se interesan 

activamente en asuntos humanos. La ordalía no es lotería que deja la justicia al azar sino tecnología 

espiritual precisa que, correctamente aplicada, revela verdades ocultas a la percepción ordinaria. 

Las formas de ordalía son extraordinariamente diversas, pero pueden clasificarse en grandes categorías 

según el mecanismo empleado. Las ordalías de fuego —caminar sobre brasas, sostener hierro 

candente, meter la mano en aceite hirviendo— parten del principio de que el fuego sagrado no dañará 

al inocente. Las ordalías de agua —flotar o hundirse en agua bendita, cruzar ríos torrenciales, beber 

pociones que envenenan al culpable— invocan poderes acuáticos primordiales. Las ordalías de 

combate —duelos judiciales, luchas rituales— confían en que la divinidad dará victoria al justo. Las 

ordalías de azar aparente —echar suertes, elegir objetos marcados— permiten a poderes 

sobrenaturales manifestar su voluntad mediante manipulación invisible de probabilidades. 

La preparación ritual para la ordalía es tan importante como la prueba misma, creando condiciones 

psicológicas y espirituales que maximizan la eficacia del procedimiento. El acusado debe típicamente 

someterse a purificaciones —ayuno, abstinencia sexual, baños rituales, confesión— que lo preparan 

para el encuentro con lo sagrado. Se pronuncian juramentos solemnes invocando castigo divino sobre 

el perjuro. Sacerdotes o especialistas rituales consagran los instrumentos ordálicos mediante fórmulas 

y gestos que activan su poder discriminador. La comunidad se reúne como testigo, creando presión 

social intensa que puede inducir confesiones antes de la prueba. 

La eficacia social de la ordalía no depende únicamente de creencia en intervención sobrenatural sino 

de múltiples mecanismos psicosociales que operan sinérgicamente. El terror sagrado ante la 

perspectiva de someterse a ordalía siendo culpable induce confesiones preventivas. La sugestión y el 

efecto placebo/nocebo pueden influir en resultados fisiológicos: el inocente confiado sana más rápido 

de quemaduras, el culpable temeroso sucumbe a pruebas físicas. Los administradores de ordalías 

pueden manipular sutilmente condiciones para producir resultados socialmente deseables. La 



277 
 

interpretación de resultados ambiguos permite flexibilidad para alcanzar justicia sustantiva bajo 

apariencia de veredicto divino. 

El juramento como procedimiento jurídico-ritual merece análisis especial por su universalidad y 

persistencia incluso en sistemas jurídicos secularizados. El juramento arcaico no es simple afirmación 

de veracidad sino acto ritual que pone en juego fuerzas cósmicas como garantes. Jurar por los dioses, 

los ancestros, elementos naturales o la propia vida no es metáfora sino invocación literal de poderes 

que castigarán automáticamente el perjurio. La fórmula del juramento, los gestos que lo acompañan 

(tocar objetos sagrados, alzar la mano, mirar al cielo), el contexto ritual de su pronunciamiento, todo 

contribuye a crear estado psicológico donde mentir se vuelve psicológicamente casi imposible para 

creyentes genuinos. 

Los cojuradores o compurgadores representan extensión social del principio del juramento, donde la 

credibilidad del acusado se refuerza por juramentos de personas dispuestas a arriesgar castigo divino 

por él. El número de cojuradores requeridos —típicamente doce para casos graves— y su calidad —

parientes, vecinos respetables, pares sociales— constituyen prueba social de la probabilidad de 

inocencia. El sistema reconoce que quien puede movilizar apoyo social significativo probablemente 

dice verdad, mientras que el mentiroso aislado no encontrará quien arriesgue salvación por él. Los 

cojuradores no testifican sobre hechos sino sobre la credibilidad del acusado, transformando juicio 

factual en evaluación social del carácter. 

La maldición judicial como procedimiento para casos insolubles revela dimensión mágico-religiosa del 

derecho arcaico. Cuando pruebas normales fallan, la víctima puede recurrir a maldición ritual que 

entrega el caso a justicia divina diferida. Las fórmulas de maldición, preservadas en tablillas 

mesopotámicas, papiros egipcios, láminas de plomo griegas, son documentos jurídicos que especifican 

la ofensa, identifican al culpable desconocido y detallan castigos que los poderes invocados deben 

infligir. La maldición no es venganza impotente sino procedimiento jurídico reconocido que puede 

reabrir casos cuando aparece nueva evidencia del cumplimiento de la maldición. 

La transformación histórica de procedimientos ordálicos en formas más racionales de prueba no sigue 

trayectoria lineal de progreso sino complejos procesos de secularización, resistencia y resurgimiento. 

La prohibición eclesiástica de ordalías en el Cuarto Concilio de Letrán (1215) no eliminó la práctica 

sino que la empujó a la clandestinidad o transformación. Las ordalías se metamorfosean en torturas 

judiciales que buscan confesión antes que veredicto divino. Los juramentos se formalizan pero 

mantienen invocación religiosa. Los duelos judiciales persisten hasta bien entrada la modernidad. 

Incluso sistemas jurídicos contemporáneos mantienen elementos rituales —jurar sobre la Biblia, 

fórmulas sacramentales, vestimentas ceremoniales— que preservan aura sacral del derecho. 

La relevancia contemporánea del estudio del ritual jurídico y procedimientos ordálicos trasciende el 

interés histórico-antropológico. Primero, revela la importancia de la dimensión teatral y emocional del 

derecho que el formalismo legal moderno tiende a minimizar. Segundo, muestra cómo la legitimidad 

del derecho depende no solo de racionalidad procedimental sino de resonancia con concepciones 

culturales profundas de justicia. Tercero, ilustra mecanismos psicosociales de resolución de conflictos 

que operan independientemente de creencias sobrenaturales específicas. Cuarto, sugiere que la 
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secularización completa del derecho puede privar a este de recursos simbólicos importantes para su 

eficacia social. El desafío contemporáneo es recuperar la sabiduría del ritual jurídico sin caer en 

irracionalismo, mantener la dimensión transformadora del proceso legal sin depender de cosmologías 

obsoletas. 
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CAPÍTULO 8 

EL TRÁNSITO DEL RITO A LA FORMA ESCRITA: GÉNESIS DE LA NORMA 

CODIFICADA 

8.1. Oralidad y escritura en la historia del derecho 

La transición de la oralidad a la escritura en el ámbito jurídico constituye uno de los acontecimientos 

más trascendentales en la historia de la humanidad, comparable en su impacto transformador a la 

revolución neolítica o al surgimiento del Estado. Esta transición no representa meramente un cambio 

técnico en el modo de preservar y transmitir las normas jurídicas, sino una mutación profunda en la 

naturaleza misma del derecho, en las formas de pensar lo jurídico, en las relaciones de poder que el 

derecho articula y en los modos de experimentar la justicia. Comprender esta transformación requiere 

trascender la narrativa simplista del progreso tecnológico para adentrarse en las complejas 

implicaciones epistemológicas, políticas y culturales del paso de la palabra hablada a la palabra escrita 

en el dominio de lo normativo. 

La oralidad jurídica primordial no debe concebirse como mera ausencia o carencia de escritura, sino 

como modo específico y completo de existencia del derecho con características propias irreductibles. 

En las culturas orales, el derecho existe únicamente en la performance de su enunciación: la norma 

cobra vida en el momento de ser pronunciada por quien tiene autoridad para hacerlo, en el contexto 

ritual apropiado, con las fórmulas sacramentales precisas. Esta existencia performativa del derecho 

oral implica que la norma no tiene existencia abstracta separada de su actualización concreta; no hay 

un texto normativo que preceda y trascienda su aplicación, sino que norma y aplicación se funden en 

el acto único de la enunciación jurídica autorizada. 

La memoria, en las culturas jurídicas orales, no es simple facultad psicológica individual sino 

institución social fundamental que estructura la preservación y transmisión del derecho. Los 

portadores de la memoria jurídica —ancianos, griots, lawspeakers, brehons, remembrancers— no son 

meros recipientes pasivos de información sino intérpretes activos que actualizan la tradición en cada 

recitación. La aparente variabilidad de las versiones orales, que tanto inquietaba a los primeros 

etnógrafos formados en culturas escritas, no representa corrupción o degradación del mensaje original 

sino característica esencial de la tradición oral: la capacidad de adaptar el derecho ancestral a 

circunstancias cambiantes mientras se mantiene la ficción de repetición exacta que garantiza la 

legitimidad tradicional. 

Las técnicas mnemotécnicas desarrolladas por las culturas orales para preservar el conocimiento 

jurídico revelan sofisticación extraordinaria. La formulación rítmica y métrica de las normas facilita su 

memorización y detecta alteraciones no autorizadas. Las estructuras paralelas y quiásmicas organizan 

el material en patrones reconocibles. Las narrativas ejemplares incrustan principios abstractos en 

historias memorables. Los proverbios jurídicos condensan sabiduría normativa en formas lapidarias. 

Las genealogías preservan no solo linajes sino derechos y obligaciones asociados a cada rama familiar. 

Los procedimientos ritualizados crean marcos somáticos y emocionales que refuerzan la memoria 
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verbal. Todo este arsenal técnico permite a las culturas orales mantener corpus jurídicos de 

complejidad comparable a cualquier código escrito. 

La aparición de la escritura, ese "extraño invento" como lo llamara Platón en el Fedro, introduce una 

disrupción fundamental en este universo jurídico oral. La escritura permite por primera vez la fijación 

de la norma en un soporte material independiente de la memoria humana, creando la posibilidad 

inédita de un derecho que existe objetivamente, fuera de las mentes y voces de sus portadores 

tradicionales. Esta objetivación del derecho escrito genera consecuencias en cascada: la norma puede 

ahora ser consultada independientemente de sus intérpretes autorizados, comparada consigo misma a 

través del tiempo, analizada en su estructura lógica, criticada en sus inconsistencias, sistematizada en 

códigos comprehensivos. 

Pero la escritura no reemplaza inmediata ni completamente a la oralidad en el ámbito jurídico. Durante 

milenios, escritura y oralidad coexisten en relaciones complejas de complementariedad, tensión y 

mutua transformación. Los primeros textos jurídicos escritos frecuentemente no son códigos 

normativos completos sino aide-mémoires para especialistas orales, registros de decisiones particulares 

que pueden servir como precedentes, o formalizaciones parciales de procedimientos especialmente 

complejos. La escritura se introduce selectivamente, aplicándose primero a ciertos tipos de 

transacciones (contratos, testamentos) o ciertos aspectos del proceso (juramentos, sentencias) 

mientras otros permanecen en el dominio oral. 

La relación entre oralidad y escritura en el derecho no puede comprenderse en términos de simple 

sustitución tecnológica sino como dialéctica compleja donde cada medio transforma al otro. La 

escritura juridifica la oralidad al imponer nuevas exigencias de precisión, consistencia y completitud a 

las formulaciones orales. La oralidad vitaliza la escritura al mantener la dimensión performativa del 

derecho que el texto solo no puede capturar. Incluso en sistemas jurídicos plenamente alfabetizados, 

persisten elementos orales irreductibles: el juramento verbal, la sentencia pronunciada, el debate 

procesal, el testimonio vivo. Estos no son meros residuos arcaicos sino componentes esenciales de la 

legitimidad y eficacia del derecho. 

La economía política de la alfabetización jurídica revela dimensiones del poder que la transición a la 

escritura articula y transforma. En las sociedades orales, el poder jurídico está distribuido entre todos 

los portadores competentes de la tradición, creando múltiples centros de autoridad interpretativa 

difíciles de monopolizar completamente. La escritura, al objetivar el derecho en textos que pueden ser 

controlados, guardados, monopolizados, crea nuevas posibilidades de centralización del poder 

jurídico. Quien controla los textos legales, quien domina las artes de la lectura y escritura jurídicas, 

quien autoriza las interpretaciones válidas del texto, ejerce un poder cualitativamente distinto y 

potencialmente más absoluto que el especialista oral tradicional. 

8.2. Primeras codificaciones: entre lo sagrado y lo secular 

Las primeras codificaciones jurídicas de la historia emergen en el contexto de las grandes civilizaciones 

fluviales del Cercano Oriente antiguo —Mesopotamia, Egipto, el valle del Indo— no como creación 

ex nihilo sino como culminación de largos procesos de desarrollo jurídico oral y escrito. Estas 
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codificaciones primigenias revelan la tensión fundamental entre las dimensiones sagradas y seculares 

del derecho, tensión que marcará toda la historia posterior del fenómeno codificador. Comprender 

estas primeras codificaciones requiere situarlas en su contexto cultural específico, donde la distinción 

moderna entre lo religioso y lo jurídico carece de sentido, y donde la autoridad para fijar el derecho 

por escrito deriva necesariamente de fuentes sobrenaturales. 

El código de Ur-Nammu, redactado hacia 2100-2050 a.C. en sumerio, representa el más antiguo texto 

legal sustancial que ha llegado hasta nosotros, precediendo al más famoso código de Hammurabi en 

tres siglos. El prólogo del código establece inmediatamente la fuente divina de la autoridad legislativa: 

Ur-Nammu gobierna por designación de los dioses Anu y Enlil, y sus leyes buscan establecer la justicia 

(nig-si-sá) en la tierra según el orden cósmico divino. Pero junto a esta legitimación sacral, el código 

muestra preocupaciones eminentemente prácticas: regulación de pesos y medidas, tasas de interés, 

compensaciones por daños, procedimientos judiciales. Esta dualidad entre fundamento divino y 

contenido pragmático caracterizará todas las codificaciones antiguas. 

Las leyes de Eshnunna (c. 1930 a.C.) y el código de Lipit-Ishtar (c. 1870 a.C.) continúan esta tradición 

mesopotámica de codificación, cada una aportando innovaciones en la sistematización y cobertura del 

material jurídico. Estos códigos no son, como durante mucho tiempo se creyó, legislación 

comprehensiva destinada a regular todos los aspectos de la vida social, sino más bien compilaciones 

de decisiones judiciales paradigmáticas, reformas específicas y principios jurídicos tradicionales que el 

rey-legislador considera importante fijar por escrito. La selección misma de qué materias codificar y 

cuáles dejar al derecho consuetudinario oral revela las prioridades del poder real: transacciones 

comerciales que afectan los ingresos del palacio, delitos que amenazan el orden público, regulaciones 

de precios y salarios que previenen disturbios sociales. 

El código de Hammurabi (c. 1750 a.C.), el más completo y mejor preservado de los códigos 

mesopotámicos, ejemplifica la monumentalización del derecho que la escritura cuneiforme permite. 

La famosa estela de diorita negra, de 2.25 metros de altura, coronada por un relieve que muestra a 

Hammurabi recibiendo las leyes del dios solar Shamash, trasciende la mera funcionalidad textual para 

convertirse en objeto de poder que materializa visualmente la autoridad jurídica del rey. El texto 

mismo, con sus 282 leyes formuladas casuísticamente ("si un hombre...entonces..."), revela una 

sistematización del derecho que solo la escritura hace posible: agrupación temática de materias, 

graduación de penas según status social, consideración de circunstancias atenuantes y agravantes. 

Pero la codificación hammurábica no elimina ni pretende eliminar el derecho consuetudinario oral. El 

código coexiste con tradiciones jurídicas locales, procedimientos tradicionales, autoridades judiciales 

múltiples. Lo que hace es establecer un derecho real supremo que se superpone sin reemplazar 

completamente los derechos locales, creando un pluralismo jurídico jerarquizado donde el código real 

funciona como instancia de apelación y marco de referencia prestigioso. Los jueces locales continúan 

aplicando derecho consuetudinario para la mayoría de casos cotidianos, recurriendo al código real para 

casos difíciles o cuando las partes invocan específicamente la justicia del rey. 

La tradición codificadora egipcia presenta características distintivas que revelan una concepción 

diferente de la relación entre escritura y derecho. Aunque referencias indirectas mencionan 
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compilaciones legales desde el Reino Antiguo, los textos jurídicos egipcios preservados son 

principalmente documentos de la práctica: contratos, testamentos, actas judiciales. Esta aparente 

ausencia de grandes códigos no refleja subdesarrollo jurídico sino una concepción del derecho donde 

maat —orden cósmico, verdad, justicia— no requiere codificación humana exhaustiva porque está 

inscrita en la naturaleza misma de las cosas. El faraón, encarnación viviente de Horus, no crea el 

derecho sino que lo descubre y actualiza en cada decisión judicial. 

Los textos jurídicos hititas (c. 1650-1200 a.C.) aportan una perspectiva indoeuropea a la tradición 

codificadora del Cercano Oriente. Las leyes hititas, preservadas en tablillas cuneiformes en lengua 

hitita y acadio, muestran características distintivas: mayor flexibilidad en las penas con frecuentes 

opciones entre castigo físico y compensación económica, procedimientos más elaborados para 

establecer culpabilidad, consideración explícita de la intencionalidad. Significativamente, las leyes 

hititas incluyen disposiciones para su propia reforma, reconociendo explícitamente que 

"antiguamente" se aplicaban ciertas penas que "ahora" han sido modificadas, mostrando conciencia 

histórica del cambio jurídico que la escritura facilita. 

El proceso de codificación en estas civilizaciones antiguas revela la transformación gradual pero 

profunda que la escritura opera sobre el derecho. La fijación escrita permite comparación sistemática 

de normas, detección de contradicciones, elaboración de distinciones cada vez más sutiles. Los 

escribas jurídicos desarrollan vocabularios técnicos especializados, categorías analíticas abstractas, 

procedimientos de interpretación textual. La enseñanza del derecho se transforma: junto a la 

transmisión oral de maestro a discípulo surge el estudio de textos, el comentario escrito, la glosa 

interpretativa. Se desarrolla una cultura jurídica letrada que coexiste tensamente con la cultura jurídica 

oral tradicional. 

8.3. La monumentalización del derecho 

La inscripción del derecho en monumentos pétreos —estelas, obeliscos, muros de templos— 

representa una dimensión crucial del proceso de codificación antigua que trasciende la mera 

preservación textual para adentrarse en la semiótica del poder y la construcción de legitimidad política. 

La monumentalización del derecho no es simple elección de soporte duradero sino estrategia compleja 

de comunicación política que utiliza la materialidad misma del monumento como significante de 

autoridad, permanencia y sacralidad. Analizar este fenómeno requiere atender tanto a las dimensiones 

textuales como a las visuales, espaciales y materiales de estos monumentos jurídicos. 

La estela de Hammurabi, paradigma de la monumentalización jurídica, funciona simultáneamente 

como texto legal, objeto sagrado e instrumento de propaganda real. La elección de la diorita negra, 

piedra de extrema dureza traída de lejos, comunica la permanencia e inalterabilidad de las leyes reales. 

El pulido perfecto de la superficie, que hace brillar la piedra como espejo negro, evoca las cualidades 

numinosas del objeto. La disposición del texto en columnas apretadas de escritura cuneiforme crea un 

efecto visual de abundancia normativa, sugiriendo que el rey ha previsto y regulado todos los aspectos 

de la vida social. La ubicación original de la estela en el templo de Shamash en Sippar la situaba en el 

centro sagrado del reino, donde su presencia física garantizaba la justicia divina. 
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El relieve que corona la estela merece análisis detallado como programa iconográfico que establece 

visualmente la teoría jurídico-política del código. Hammurabi aparece de pie ante Shamash sentado, 

en gesto de recepción respetuosa pero no servil. El dios extiende hacia el rey el cetro y el anillo, 

símbolos mesopotámicos del poder de medir y ordenar, es decir, de establecer justicia. Pero 

significativamente, no hay representación de tablillas o textos siendo entregados: la ley no desciende 

escrita del cielo sino que el rey recibe la autoridad para escribirla. Esta sutil distinción teológico-política 

preserva espacio para la agencia humana en la formulación del derecho mientras mantiene su 

fundamentación divina. 

La práctica de inscribir leyes en espacios públicos monumentales se extiende por todo el mundo 

antiguo con variaciones culturales significativas. En Egipto, los decretos reales se inscriben en los 

pilonos de los templos, integrando el derecho en la arquitectura sagrada. Los edictos de inmunidad 

que protegen propiedades templarias de impuestos reales se graban en estelas ubicadas en los límites 

de los dominios sagrados, creando una geografía jurídica visible. Los textos de execración, donde se 

inscriben maldiciones contra violadores de tumbas o propiedades sagradas, combinan eficacia jurídica 

con poder mágico en inscripciones que son simultáneamente normas y conjuros. 

La tradición griega arcaica desarrolla formas distintivas de monumentalización jurídica que reflejan la 

estructura política de la polis. Las primeras leyes escritas griegas se inscriben en materiales diversos —

madera, bronce, piedra— y se exhiben en espacios cívicos centrales: el ágora, los santuarios poliados, 

los pritaneos. La ley de Dracón sobre el homicidio, reinscrita en piedra en 409/8 a.C., se erige en la 

Stoa Basileios, sede del arconte basileus que preside los juicios por homicidio. La ubicación no es 

arbitraria: sitúa la ley en su contexto institucional de aplicación, creando continuidad espacial entre 

norma y proceso judicial. 

El fenómeno de las kyrbeis y axones en Atenas arcaica ilustra la experimentación con formas de 

publicación legal que median entre movilidad y monumentalidad. Estos dispositivos —prismas de 

madera o piedra giratorios sobre ejes verticales— permiten inscribir extensos textos legales en 

superficies limitadas mientras facilitan la consulta pública. Su ubicación en el pritaneo y posteriormente 

en la acrópolis los sitúa en el corazón sagrado y cívico de la polis. La tradición que atribuye a Solón la 

inscripción de sus leyes en axones de madera sugiere elección deliberada de material menos 

permanente que la piedra, quizás reflejando conciencia de la necesidad de reformas futuras. 

La monumentalización del derecho romano presenta evolución desde formas arcaicas hacia 

sistematización imperial. Las XII Tablas, según la tradición exhibidas en el foro en tablas de bronce o 

madera, establecen el paradigma de publicidad legal que legitimará todo el derecho romano posterior. 

La destrucción de las tablas originales en el saqueo galo de 390 a.C. no diminuye sino que aumenta su 

autoridad: su reconstrucción de memoria por los pontífices demuestra la interiorización del derecho 

escrito en la cultura jurídica romana. Los edictos pretorianos, pintados anualmente en album 

blanqueado, introducen temporalidad en la monumentalización: derecho visible pero revisable, 

público pero no eterno. 

La proliferación epigráfica del derecho en el imperio romano alcanza dimensiones sin precedentes. 

Leyes, senadoconsultos, constituciones imperiales, privilegios municipales se inscriben en bronce y 
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mármol por todo el imperio. La Tabula Hebana, las Tablas de Bembembre, la Lex Irnitana, centenares 

de fragmentos legales epigráficos testimonian una cultura donde la inscripción monumental del 

derecho se ha rutinizado. Pero esta misma proliferación genera problemas nuevos: ¿cómo garantizar 

la autenticidad de tantos textos dispersos? ¿Cómo resolver contradicciones entre versiones? ¿Cómo 

actualizar derecho petrificado en piedra? 

8.4. Escritura, poder y monopolio interpretativo 

La introducción de la escritura en el ámbito jurídico no constituye un proceso neutral de mejora técnica 

sino una transformación radical en las estructuras de poder que genera nuevas formas de dominación 

y resistencia. La escritura jurídica crea posibilidades inéditas de centralización, monopolización y 

control del derecho que las tradiciones orales, por su naturaleza distribuida y performativa, resistían 

estructuralmente. Analizar estas transformaciones requiere examinar no solo quién escribe las leyes 

sino quién las lee, quién las interpreta autoritativamente, quién controla el acceso a los textos y quién 

domina las técnicas hermenéuticas que extraen significado jurídico de los signos escritos. 

El control de la literacy jurídica emerge como forma fundamental de poder social en las civilizaciones 

antiguas. En Mesopotamia, los escribas (dubsar en sumerio, tupšarru en acadio) constituyen una clase 

especializada cuyo dominio de la compleja escritura cuneiforme les otorga posición privilegiada como 

mediadores necesarios entre el poder político y la población analfabeta. La formación escribal, 

concentrada en las é-dubba o "casas de tablillas", requiere años de estudio no solo de la técnica 

escrituraria sino del vocabulario jurídico especializado, las fórmulas documentales, los precedentes 

archivados. Este monopolio educativo crea una barrera de entrada que protege los privilegios de la 

clase escribal y los hace indispensables para el funcionamiento del sistema jurídico. 

El archivo emerge como institución crucial en la economía política del derecho escrito. Los grandes 

archivos palaciegos y templarios de Mari, Nuzi, Ugarit, conservan decenas de miles de documentos 

jurídicos: contratos, sentencias, correspondencia administrativa. El control del archivo significa 

control del pasado jurídico: qué transacciones se realizaron, qué derechos se establecieron, qué 

precedentes existen. Pero el archivo no es repositorio neutral sino espacio de poder donde se decide 

qué preservar y qué destruir, cómo clasificar y dar acceso, qué interpretaciones autorizar. Los 

archiveros desarrollan técnicas de catalogación, sistemas de referencia, protocolos de autenticación 

que constituyen una tecnología de poder tan importante como la escritura misma. 

La traducción jurídica se revela como operación de poder en los contextos multilingües de los imperios 

antiguos. Cuando el código de Hammurabi se traduce del acadio al elamita, al hurrita, al hitita, cada 

traducción implica decisiones interpretativas que adaptan conceptos jurídicos babilonios a contextos 

culturales diferentes. Los escribas bilingües que realizan estas traducciones ejercen poder considerable 

al decidir qué términos son equivalentes, qué conceptos requieren explicación, qué normas son 

culturalmente traducibles. La existencia de versiones múltiples en lenguas diferentes crea posibilidades 

de arbitraje interpretativo y forum shopping lingüístico. 

El surgimiento de la exégesis jurídica profesional marca nueva etapa en el monopolio interpretativo 

del derecho escrito. Los comentaristas de las leyes desarrollan técnicas hermenéuticas sofisticadas: 
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análisis gramatical, comparación de variantes textuales, armonización de contradicciones aparentes, 

extensión analógica, restricción por contexto. Estas técnicas, transmitidas en círculos especializados, 

permiten extraer del texto legal significados no evidentes para el lector lego. El comentario autorizado 

puede transformar completamente el sentido aparente de una norma, creando derecho nuevo bajo 

apariencia de mera interpretación. 

La sacralización del texto jurídico opera como estrategia de monopolización interpretativa. Cuando 

las leyes se presentan como revelación divina o inspiración sobrenatural, su interpretación requiere no 

solo competencia técnica sino autoridad religiosa. Los sacerdotes-juristas de Egipto, los pontífices 

romanos, los rabinos talmúdicos, los ulema islámicos, combinan autoridad religiosa y pericia jurídica 

para monopolizar la interpretación legítima del derecho sagrado. La hermenéutica jurídica se funde 

con la exégesis religiosa, creando barreras adicionales contra interpretaciones no autorizadas. 

La restricción del acceso físico a los textos legales constituye forma directa de control. En muchas 

sociedades antiguas, los textos legales autoritativos se guardan en espacios sagrados o palaciegos de 

acceso restringido. Las XII Tablas romanas, aunque teóricamente públicas, podían ser consultadas 

solo por quienes tenían acceso al foro y capacidad de leer el latín arcaico en que estaban escritas. Los 

libros sibilinos, consultados en crisis, permanecían bajo control exclusivo de los quindecemviri sacris 

faciundis. El libro de la ley encontrado en el templo de Jerusalén bajo Josías (2 Reyes 22) había estado 

oculto tanto tiempo que su contenido sorprende al propio rey. 

La proliferación de versiones y la cuestión de la autenticidad textual generan nuevas formas de poder 

y conflicto. ¿Cuál es el texto auténtico de una ley cuando circulan múltiples copias con variantes? 

¿Quién tiene autoridad para certificar autenticidad? ¿Cómo se resuelven disputas entre versiones? Los 

procedimientos de autenticación —sellos, firmas, fórmulas de validación, custodia certificada— se 

vuelven cruciales. El control de estos procedimientos permite validar ciertas interpretaciones y 

desautorizar otras mediante manipulación de la tradición textual. 

8.5. Pervivencias orales en sistemas escritos 

La consolidación de sistemas jurídicos basados en la escritura no elimina la oralidad del ámbito del 

derecho sino que la transforma, recontextualiza y frecuentemente refuerza en aspectos específicos. 

Las pervivencias orales en sistemas jurídicos escritos no son meros residuos arcaicos destinados a 

desaparecer con el progreso de la alfabetización, sino elementos estructurales que cumplen funciones 

insustituibles en la operación del derecho. Comprender estas pervivencias requiere superar la 

dicotomía simplista entre oralidad y escritura para analizar sus complejas interacciones, 

complementariedades y tensiones en la práctica jurídica concreta. 

El ritual oral mantiene primacía incluso en sistemas jurídicos altamente textualizados debido a su 

eficacia performativa irreductible a la escritura. El juramento, acto oral por excelencia, conserva su 

centralidad en procedimientos judiciales porque su fuerza vinculante deriva no del contenido 

proposicional que podría escribirse sino del acto mismo de pronunciarlo en condiciones rituales 

específicas. La invocación oral de poderes divinos o valores sagrados en el juramento crea compromiso 

existencial que ningún documento firmado puede replicar completamente. Por ello, incluso sistemas 
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jurídicos secularizados mantienen la ceremonia del juramento oral, aunque su contenido religioso se 

haya atenuado. 

La argumentación forense permanece irreductiblemente oral porque el derecho no es solo aplicación 

mecánica de normas escritas sino persuasión, interpretación, adaptación creativa de principios 

generales a casos particulares. La retórica judicial, desarrollada hasta niveles de alta sofisticación en 

Grecia y Roma, reconoce que la justicia se realiza no solo en la corrección lógica del silogismo jurídico 

sino en la capacidad de mover emociones, evocar valores compartidos, narrar convincentemente los 

hechos. La escritura puede fijar los argumentos pero no puede replicar la presencia viva del orador, el 

timing dramático, la modulación vocal, el contacto visual que constituyen dimensiones esenciales de 

la persuasión jurídica. 

El testimonio oral mantiene privilegio epistemológico sobre la prueba documental en muchos 

contextos porque la credibilidad del testigo se evalúa no solo por el contenido de su declaración sino 

por su performance total: coherencia narrativa, consistencia bajo interrogatorio, señales no verbales 

de veracidad o mendacidad. La confrontación oral permite formas de verificación —preguntas 

inesperadas, confrontación con contradicciones, evaluación de reacciones espontáneas— que el 

documento escrito no admite. Por ello, incluso con proliferación de pruebas documentales, el 

testimonio oral bajo juramento sigue siendo "reina de las pruebas" en muchos sistemas procesales. 

La tradición oral interpretativa persiste incluso en sistemas jurídicos codificados porque ningún texto 

legal, por detallado que sea, puede prever todas las situaciones posibles ni eliminar toda ambigüedad 

interpretativa. Los practicantes del derecho desarrollan y transmiten oralmente conocimiento tácito 

sobre cómo aplicar las normas escritas: qué juez es más favorable a ciertos argumentos, cómo 

presentar casos para maximizar probabilidades de éxito, qué precedentes invocar en qué 

circunstancias. Este conocimiento práctico, transmitido en conversaciones informales, en la 

observación de maestros, en la participación en rituales profesionales, constituye dimensión oral 

irreductible de la cultura jurídica. 

La costumbre como fuente del derecho ejemplifica la pervivencia de normatividad oral en sistemas 

escritos. Incluso sistemas jurídicos que proclaman la supremacía de la ley escrita reconocen espacios 

donde la costumbre no escrita tiene fuerza normativa: derecho mercantil consuetudinario, usos locales 

en derecho agrario, prácticas profesionales en responsabilidad civil. La prueba de la costumbre 

requiere típicamente testimonio oral de quienes la han practicado u observado, no porque no pueda 

documentarse sino porque su fuerza normativa deriva precisamente de su práctica viva, no de su 

fijación textual. 

La negociación jurídica informal revela otra dimensión de oralidad persistente. La mayoría de disputas 

jurídicas se resuelven no por aplicación formal de normas escritas en juicios públicos sino por 

negociación oral entre partes, mediación informal, arbitraje consuetudinario. Estos procesos orales 

operan "a la sombra del derecho" formal, utilizando las normas escritas como marco de referencia 

pero adaptándolas creativamente a través de la interacción oral. La transacción resultante puede 

formalizarse por escrito, pero el proceso creativo que la produce es irreductiblemente oral e 

interpersonal. 



287 
 

Los rituales de iniciación profesional en las comunidades jurídicas preservan dimensiones orales 

fundamentales. La formación del jurista nunca es puramente textual sino que involucra socialización 

en prácticas orales: cómo dirigirse al tribunal, cómo negociar con colegas, cómo aconsejar clientes. 

Los rituales de admisión a la práctica profesional —juramentos, ceremonias de investidura, 

presentaciones formales— marcan transiciones que ningún diploma escrito puede efectuar 

completamente. La identidad profesional del jurista se constituye tanto en estas performances orales 

como en el dominio de textos escritos. 

La dimensión oral del derecho se manifiesta especialmente en contextos de pluralismo jurídico donde 

sistemas estatales escritos coexisten con sistemas consuetudinarios orales. En sociedades coloniales y 

postcoloniales, comunidades indígenas mantienen sistemas jurídicos propios basados en transmisión 

oral mientras participan simultáneamente en sistemas estatales escritos. La traducción entre estos 

sistemas no es simple trasposición de contenidos entre medios diferentes sino negociación compleja 

de epistemologías jurídicas inconmensurables. Los intermediarios culturales que facilitan estas 

traducciones ejercen poder considerable al decidir qué aspectos del derecho oral son traducibles al 

idioma del derecho escrito y viceversa. 

La revolución digital contemporánea, paradójicamente, refuerza ciertas dimensiones orales del 

derecho al facilitar nuevas formas de comunicación audiovisual. Las videoconferencias judiciales, los 

testimonios grabados, los alegatos orales transmitidos digitalmente, crean nuevas hibridaciones entre 

oralidad y tecnología. La inteligencia artificial aplicada al derecho debe confrontar el desafío de 

procesar no solo textos escritos sino dimensiones orales de la práctica jurídica. Estos desarrollos 

sugieren que la oralidad, lejos de ser superada por la escritura y la digitalización, se transforma y 

encuentra nuevos espacios de relevancia en la evolución del derecho. 

La pervivencia de elementos orales en sistemas jurídicos escritos no representa fracaso de 

racionalización o modernización incompleta sino reconocimiento implícito de que el derecho, como 

práctica social viva, no puede reducirse completamente a texto. La justicia requiere no solo normas 

correctamente formuladas sino su actualización sensible en contextos humanos específicos, proceso 

que involucra inevitablemente dimensiones performativas, interpersonales y contextuales que la 

oralidad vehicula más eficazmente que la escritura. La tensión productiva entre oralidad y escritura, 

lejos de resolverse en favor de una u otra, continúa animando la evolución del derecho como 

fenómeno simultáneamente textual y performativo, abstracto y encarnado, universal y particular. 

 

 

 

 

 

 



288 
 

BIBLIOGRAFÍA ESENCIAL DEL LIBRO I 

Bibliografía del Capítulo 1: Derecho como Estructura Sacro-Política: Condiciones Generales 

1. LA EMERGENCIA DEL FENÓMENO NORMATIVO EN SOCIEDADES 

PRELITERARIAS 

 Maine, Henry Sumner (1861). Ancient Law: Its Connection with the Early History of Society and 

Its Relation to Modern Ideas. London: John Murray. 

o Obra fundacional del derecho comparado y la evolución de las instituciones jurídicas. 

 Diamond, A.S. (1971). Primitive Law Past and Present. London: Methuen. 

o Análisis comprehensivo del desarrollo del derecho en sociedades preliterarias. 

 Hoebel, E. Adamson (1954). The Law of Primitive Man: A Study in Comparative Legal Dynamics. 

Cambridge: Harvard University Press. 

o Estudio antropológico fundamental sobre los sistemas normativos en sociedades sin 

escritura. 

 Pospisil, Leopold (1971). Anthropology of Law: A Comparative Theory. New York: Harper & 

Row. 

o Teoría comparativa del derecho desde una perspectiva antropológica. 

 Roberts, Simon (1979). Order and Dispute: An Introduction to Legal Anthropology. 

Harmondsworth: Penguin. 

o Introducción esencial a la antropología jurídica y los mecanismos de resolución de 

conflictos. 

 Gluckman, Max (1955). The Judicial Process among the Barotse of Northern Rhodesia. Manchester: 

Manchester University Press. 

o Estudio etnográfico clásico sobre procesos judiciales en sociedades africanas. 

 Llewellyn, Karl N. & Hoebel, E. Adamson (1941). The Cheyenne Way: Conflict and Case Law 

in Primitive Jurisprudence. Norman: University of Oklahoma Press. 



289 
 

o Análisis pionero de la jurisprudencia en sociedades indígenas norteamericanas. 

2. COSMOVISIONES MÍTICAS Y FUNDAMENTOS METAJURÍDICOS DEL ORDEN 

 Eliade, Mircea (1959). The Sacred and the Profane: The Nature of Religion. New York: Harcourt, 

Brace & World. 

o Obra fundamental sobre la distinción entre lo sagrado y lo profano en el 

pensamiento arcaico. 

 Durkheim, Émile (1912). Les formes élémentaires de la vie religieuse. París: Alcan. 

o Análisis clásico de la religión como fundamento del orden social y normativo. 

 Lévi-Strauss, Claude (1962). La pensée sauvage. París: Plon. 

o Estudio estructuralista del pensamiento mítico y su lógica interna. 

 Van Gennep, Arnold (1909). Les rites de passage. París: Émile Nourry. 

o Análisis fundamental de los rituales como mecanismos de estructuración social. 

 Turner, Victor (1969). The Ritual Process: Structure and Anti-Structure. Chicago: Aldine. 

o Teoría del ritual y su función en la creación y mantenimiento del orden social. 

 Girard, René (1972). La violence et le sacré. París: Grasset. 

o Teoría sobre el origen sacrificial del orden social y jurídico. 

 Geertz, Clifford (1973). The Interpretation of Cultures. New York: Basic Books. 

o Ensayos fundamentales sobre la cultura como sistema simbólico, incluyendo el 

derecho. 

 Douglas, Mary (1966). Purity and Danger: An Analysis of Concepts of Pollution and Taboo. 

London: Routledge & Kegan Paul. 

o Análisis de los sistemas de clasificación y su relación con el orden normativo. 

3. ORALIDAD, MEMORIA Y TRANSMISIÓN NORMATIVA 

 Ong, Walter J. (1982). Orality and Literacy: The Technologizing of the Word. London: Methuen. 



290 
 

o Obra esencial sobre las características de las culturas orales y su transformación. 

 Vansina, Jan (1985). Oral Tradition as History. Madison: University of Wisconsin Press. 

o Metodología fundamental para el estudio de las tradiciones orales. 

 Goody, Jack (1977). The Domestication of the Savage Mind. Cambridge: Cambridge University 

Press. 

o Análisis del impacto de la escritura en las estructuras cognitivas y sociales. 

 Havelock, Eric A. (1963). Preface to Plato. Cambridge: Harvard University Press. 

o Estudio pionero sobre la mentalidad oral en la Grecia arcaica. 

 Lord, Albert B. (1960). The Singer of Tales. Cambridge: Harvard University Press. 

o Análisis de la composición oral y la transmisión de tradiciones épicas. 

 Finnegan, Ruth (1988). Literacy and Orality: Studies in the Technology of Communication. Oxford: 

Basil Blackwell. 

o Síntesis crítica de los estudios sobre oralidad y escritura. 

 Assmann, Jan (1992). Das kulturelle Gedächtnis: Schrift, Erinnerung und politische Identität in frühen 

Hochkulturen. München: C.H. Beck. 

o Teoría de la memoria cultural y su papel en la formación de identidades colectivas. 

4. ANTROPOLOGÍA DEL DON Y RECIPROCIDAD NORMATIVA 

 Mauss, Marcel (1925). Essai sur le don: Forme et raison de l'échange dans les sociétés archaïques. 

París: Année Sociologique. 

o Obra fundacional sobre el don como hecho social total y fundamento de la 

obligación. 

 Malinowski, Bronislaw (1922). Argonauts of the Western Pacific. London: Routledge. 

o Estudio etnográfico clásico del kula y los sistemas de intercambio ceremonial. 

 Lévi-Strauss, Claude (1949). Les structures élémentaires de la parenté. París: PUF. 
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o Análisis estructural del intercambio y la reciprocidad en los sistemas de parentesco. 

 Sahlins, Marshall (1972). Stone Age Economics. Chicago: Aldine. 

o Teoría de la economía del don y la reciprocidad en sociedades primitivas. 

 Godelier, Maurice (1996). L'énigme du don. París: Fayard. 

o Reinterpretación crítica de la teoría del don de Mauss. 

 Weiner, Annette B. (1992). Inalienable Possessions: The Paradox of Keeping-While-Giving. 

Berkeley: University of California Press. 

o Análisis de los objetos inalienables y su papel en los sistemas de intercambio. 

 Bourdieu, Pierre (1980). Le sens pratique. París: Éditions de Minuit. 

o Teoría de la práctica y análisis del don como estrategia social. 

 Gregory, C.A. (1982). Gifts and Commodities. London: Academic Press. 

o Distinción fundamental entre economías del don y economías de mercado. 

 

Bibliografía del Capítulo 2: Mesopotamia: El Orden Divino Codificado. Del Mito al Decreto 

1. LAS PRIMERAS MANIFESTACIONES ESCRITAS DEL DERECHO 

 Bottéro, Jean (1987). Mésopotamie: L'écriture, la raison et les dieux. París: Gallimard. 

o Análisis magistral de la relación entre escritura cuneiforme, racionalidad y religión en 

la génesis del derecho escrito. 

 Schmandt-Besserat, Denise (1992). Before Writing. 2 vols. Austin: University of Texas 

Press. 

o Estudio fundamental sobre los orígenes de la escritura y su relación con la 

administración y el derecho. 

 Glassner, Jean-Jacques (2003). The Invention of Cuneiform: Writing in Sumer. Baltimore: Johns 

Hopkins University Press. 
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o Análisis de la invención de la escritura cuneiforme y sus primeros usos jurídicos. 

 Englund, Robert K. (1998). "Texts from the Late Uruk Period". En P. Attinger & M. 

Wäfler (eds.), Mesopotamien: Späturuk-Zeit und Frühdynastische Zeit. Freiburg: Universitätsverlag. 

o Estudio de los textos administrativos y proto-jurídicos más antiguos. 

2. LOS CÓDIGOS MESOPOTÁMICOS: GENEALOGÍA Y ESTRUCTURA 

 Roth, Martha T. (1995). Law Collections from Mesopotamia and Asia Minor. Atlanta: Scholars 

Press. 

o Traducción autorizada y comentario de todos los códigos legales mesopotámicos 

conocidos. 

 Westbrook, Raymond (ed.) (2003). A History of Ancient Near Eastern Law. 2 vols. Leiden: 

Brill. 

o Obra de referencia exhaustiva sobre el desarrollo del derecho en el Próximo Oriente 

antiguo. 

 Finkelstein, J.J. (1969). "The Laws of Ur-Nammu". Journal of Cuneiform Studies 22: 66-82. 

o Análisis del código legal más antiguo conocido. 

 Yaron, Reuven (1969). The Laws of Eshnunna. Jerusalem: Magnes Press. 

o Estudio monográfico del código de Eshnunna y su contexto histórico. 

 Szlechter, Émile (1954). Le Code de Lipit-Ishtar. París: Sirey. 

o Análisis detallado del código de Lipit-Ishtar y su lugar en la tradición legal 

mesopotámica. 

3. ANÁLISIS ESTRUCTURAL DEL CÓDIGO DE HAMMURABI 

 Driver, G.R. & Miles, John C. (1952-1955). The Babylonian Laws. 2 vols. Oxford: Clarendon 

Press. 

o Edición crítica y comentario exhaustivo del Código de Hammurabi. 

 Charpin, Dominique (2003). Hammu-rabi de Babylone. París: PUF. 
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o Biografía histórica de Hammurabi y análisis contextual de su código. 

 Richardson, M.E.J. (2000). Hammurabi's Laws: Text, Translation and Glossary. Sheffield: 

Sheffield Academic Press. 

o Edición actualizada con traducción y análisis filológico. 

 Petschow, Herbert (1965). "Zur Systematik und Gesetzestechnik im Codex Hammurabi". 

Zeitschrift für Assyriologie 57: 146-172. 

o Análisis fundamental de la sistemática y técnica legislativa del código. 

 Kraus, F.R. (1960). "Ein zentrales Problem des altmesopotamischen Rechtes: Was ist der 

Codex Hammurabi?". Genava 8: 283-296. 

o Artículo seminal sobre la naturaleza jurídica del código. 

4. INSTITUCIONES JURÍDICAS FUNDAMENTALES EN MESOPOTAMIA 

 Postgate, J.N. (1992). Early Mesopotamia: Society and Economy at the Dawn of History. London: 

Routledge. 

o Síntesis fundamental sobre las instituciones sociales y económicas mesopotámicas. 

 Van De Mieroop, Marc (1997). The Ancient Mesopotamian City. Oxford: Oxford University 

Press. 

o Análisis de las instituciones urbanas y su marco jurídico. 

 Westbrook, Raymond (1988). Old Babylonian Marriage Law. Horn: Berger. 

o Estudio monográfico sobre el derecho matrimonial paleobabilónico. 

 Greengus, Samuel (1969). "The Old Babylonian Marriage Contract". Journal of the American 

Oriental Society 89: 505-532. 

o Análisis de los contratos matrimoniales y su significado jurídico. 

 Veenhof, Klaas R. (1997). "'Modern' Features in Old Assyrian Trade". Journal of the Economic 

and Social History of the Orient 40: 336-366. 

o Estudio del derecho comercial en la antigua Asiria. 
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5. DERECHO PENAL Y SISTEMA DE SANCIONES 

 Lafont, Sophie (1999). Femmes, Droit et Justice dans l'Antiquité orientale. Fribourg: Éditions 

Universitaires. 

o Análisis del derecho penal desde una perspectiva de género. 

 Westbrook, Raymond (1989). "Cuneiform Law Codes and the Origins of Legislation". 

Zeitschrift für Assyriologie 79: 201-222. 

o Estudio sobre la naturaleza de los códigos y el sistema de sanciones. 

 Haase, Richard (1965). Die keilschriftlichen Rechtssammlungen in deutscher Übersetzung. 2ª ed. 

Wiesbaden: Harrassowitz. 

o Traducción y análisis comparativo de las sanciones en diversos códigos. 

 Cardascia, Guillaume (1969). Les lois assyriennes. París: Cerf. 

o Estudio del derecho penal en las leyes medioasirias. 

6. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y PROCEDIMIENTO 

 Joannès, Francis (2000). "Les textes judiciaires néo-babyloniens". En F. Joannès (ed.), 

Rendre la justice en Mésopotamie. Saint-Denis: Presses Universitaires de Vincennes. 

o Análisis de los procedimientos judiciales en época neobabilónica. 

 Démare-Lafont, Sophie (2000). "L'arbitrage en Mésopotamie". Revue de l'arbitrage 4: 557-

590. 

o Estudio sobre los mecanismos alternativos de resolución de conflictos. 

 Walther, Arnold (1917). Das altbabylonische Gerichtswesen. Leipzig: Hinrichs. 

o Estudio clásico sobre el sistema judicial paleobabilónico. 

 Dombradi, Eva (1996). Die Darstellung des Rechtsaustrags in den altbabylonischen Prozessurkunden. 

2 vols. Stuttgart: Steiner. 

o Análisis exhaustivo de los documentos procesales. 
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 Veenhof, Klaas R. & Eidem, Jesper (2008). Mesopotamia: The Old Assyrian Period. Fribourg: 

Academic Press. 

o Incluye análisis detallado del sistema judicial asirio antiguo. 

OBRAS DE SÍNTESIS Y CONTEXTO 

 Oppenheim, A. Leo (1964). Ancient Mesopotamia: Portrait of a Dead Civilization. Chicago: 

University of Chicago Press. 

o Visión general de la civilización mesopotámica, incluyendo su sistema legal. 

 Kuhrt, Amélie (1995). The Ancient Near East, c. 3000-330 BC. 2 vols. London: Routledge. 

o Historia política y social comprehensiva del Próximo Oriente antiguo. 

 Bottéro, Jean (1992). Mesopotamia: Writing, Reasoning, and the Gods. Chicago: University of 

Chicago Press. 

o Traducción inglesa ampliada de su obra fundamental sobre escritura y pensamiento 

mesopotámico. 

 

Bibliografía del Capítulo 3: Egipto Faraónico: Maat, Justicia Cósmica y Legitimidad Ritual 

1. MAAT Y ORDEN JURÍDICO-CÓSMICO 

 Assmann, Jan (1990). Ma'at: Gerechtigkeit und Unsterblichkeit im Alten Ägypten. München: C.H. 

Beck. 

o Obra fundamental sobre el concepto de Maat como principio organizador del 

cosmos y la sociedad egipcia. 

 Teeter, Emily (1997). The Presentation of Maat: Ritual and Legitimacy in Ancient Egypt. Chicago: 

Oriental Institute. 

o Análisis del ritual de presentación de Maat y su significado político-jurídico. 

 Morenz, Siegfried (1973). Egyptian Religion. London: Methuen. 

o Estudio clásico sobre la religión egipcia con importante sección sobre Maat. 
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2. EL FARAÓN Y LA LEGITIMIDAD 

 Frankfort, Henri (1948). Kingship and the Gods: A Study of Ancient Near Eastern Religion as the 

Integration of Society and Nature. Chicago: University of Chicago Press. 

o Análisis comparativo fundamental sobre la realeza divina y su función jurídica. 

 O'Connor, David & Silverman, David P. (eds.) (1995). Ancient Egyptian Kingship. Leiden: 

Brill. 

o Colección de estudios sobre todos los aspectos de la realeza egipcia. 

3. FUENTES Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

 Versteeg, Russ (2002). Law in Ancient Egypt. Durham: Carolina Academic Press. 

o Síntesis moderna más completa del derecho egipcio antiguo. 

 Allam, Schafik (1973). Hieratische Ostraka und Papyri aus der Ramessidenzeit. Tübingen: 

Selbstverlag. 

o Edición fundamental de textos jurídicos del período ramésida. 

 McDowell, A.G. (1990). Jurisdiction in the Workmen's Community of Deir el-Medîna. Leiden: 

Nederlands Instituut voor het Nabije Oosten. 

o Estudio detallado de la administración de justicia en una comunidad específica. 

 Théodoridès, Aristide (1971). "The Concept of Law in Ancient Egypt". En J.R. Harris 

(ed.), The Legacy of Egypt. 2ª ed. Oxford: Clarendon Press. 

o Artículo fundamental sobre la concepción egipcia del derecho. 

4. DERECHO DE FAMILIA Y PROPIEDAD 

 Pestman, P.W. (1961). Marriage and Matrimonial Property in Ancient Egypt. Leiden: Brill. 

o Estudio clásico sobre el derecho matrimonial egipcio. 

 Johnson, Janet H. (1996). "The Legal Status of Women in Ancient Egypt". En A.K. Capel 

& G.E. Markoe (eds.), Mistress of the House, Mistress of Heaven. New York: Hudson Hills Press. 

o Análisis fundamental sobre la autonomía jurídica femenina. 
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 Menu, Bernadette (1982). Recherches sur l'histoire juridique, économique et sociale de l'ancienne 

Égypte. Versailles: Bernadette Menu. 

o Estudios comprehensivos sobre derecho económico y social. 

 Katary, Sally L.D. (1989). Land Tenure in the Ramesside Period. London: Kegan Paul 

International. 

o Análisis del sistema de propiedad de la tierra. 

5. DERECHO PENAL Y PROCEDIMIENTO 

 Lorton, David (1977). "The Treatment of Criminals in Ancient Egypt". Journal of the 

Economic and Social History of the Orient 20: 2-64. 

o Estudio fundamental sobre el sistema penal egipcio. 

 Müller-Wollermann, Renate (2004). Vergehen und Strafen: Zur Sanktionierung abweichenden 

Verhaltens im alten Ägypten. Leiden: Brill. 

o Análisis exhaustivo del sistema de sanciones. 

6. DERECHO SACERDOTAL Y TEMPLARIO 

 Kruchten, Jean-Marie (1981). Le décret d'Horemheb. Bruxelles: Université Libre de Bruxelles. 

o Edición y análisis del importante decreto real sobre administración y justicia. 

 Sauneron, Serge (1957). Les prêtres de l'ancienne Égypte. París: Seuil. 

o Estudio clásico sobre el sacerdocio y sus prerrogativas jurídicas. 

7. DERECHO COMERCIAL Y ECONÓMICO 

 Kemp, Barry J. (2006). Ancient Egypt: Anatomy of a Civilization. 2ª ed. London: Routledge. 

o Incluye análisis detallado de las instituciones económicas y su marco legal. 

 Warburton, David A. (1997). State and Economy in Ancient Egypt. Fribourg: University Press. 

o Estudio del papel del estado en la economía y su regulación. 
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 Castle, Edward W. (1992). "Shipping and Trade in Ramesside Egypt". Journal of the Economic 

and Social History of the Orient 35: 239-277. 

o Análisis del comercio internacional y su marco jurídico. 

8. PERÍODOS TARDÍOS Y EVOLUCIÓN 

 Manning, J.G. (2003). Land and Power in Ptolemaic Egypt: The Structure of Land Tenure. 

Cambridge: Cambridge University Press. 

o Estudio fundamental del derecho de propiedad en época ptolemaica. 

 Muhs, Brian (2016). The Ancient Egyptian Economy, 3000-30 BCE. Cambridge: Cambridge 

University Press. 

o Síntesis reciente con importante atención a los aspectos jurídicos. 

9. PROCEDIMIENTO JUDICIAL 

 Van den Boorn, G.P.F. (1988). The Duties of the Vizier: Civil Administration in the Early New 

Kingdom. London: Kegan Paul International. 

o Análisis de las funciones judiciales del visir. 

 Lippert, Sandra L. (2008). Einführung in die altägyptische Rechtsgeschichte. Berlin: LIT. 

o Introducción moderna al derecho egipcio con énfasis en procedimientos. 

10. TEXTOS JURÍDICOS FUNDAMENTALES 

 Gardiner, Alan H. (1948). The Wilbour Papyrus. 3 vols. Oxford: Oxford University Press. 

o Edición de uno de los documentos administrativo-jurídicos más importantes. 

 Černý, Jaroslav (1945). "The Will of Naunakhte and the Related Documents". Journal of 

Egyptian Archaeology 31: 29-53. 

o Análisis de documentos testamentarios fundamentales. 

11. ESTUDIOS COMPARATIVOS E INFLUENCIAS 

 Westbrook, Raymond (ed.) (2003). A History of Ancient Near Eastern Law. Leiden: Brill. 
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o Incluye sección comprehensiva sobre derecho egipcio en contexto comparativo. 

 Jasnow, Richard & Westbrook, Raymond (eds.) (2016). Security for Debt in Ancient Near 

Eastern Law. Leiden: Brill. 

o Análisis comparativo de garantías y obligaciones. 

12. SÍNTESIS Y OBRAS DE REFERENCIA 

 Helck, Wolfgang & Otto, Eberhard (eds.) (1975-1992). Lexikon der Ägyptologie. 7 vols. 

Wiesbaden: Harrassowitz. 

o Enciclopedia fundamental con numerosas entradas sobre aspectos jurídicos. 

 Trigger, B.G. et al. (1983). Ancient Egypt: A Social History. Cambridge: Cambridge University 

Press. 

o Historia social con atención a las instituciones jurídicas. 

 

Bibliografía del Capítulo 4: Cultura Jurídico-Ritual en el Valle del Indo 

1. EL ENIGMA DE HARAPPA: DERECHO SIN ESCRITURA DESCIFRADA 

 Possehl, Gregory L. (2002). The Indus Civilization: A Contemporary Perspective. Walnut Creek: 

AltaMira Press. 

o Síntesis más completa y actualizada sobre la civilización del Indo. 

 Kenoyer, Jonathan Mark (1998). Ancient Cities of the Indus Valley Civilization. Karachi: 

Oxford University Press. 

o Análisis arqueológico fundamental con inferencias sobre organización social. 

 Parpola, Asko (1994). Deciphering the Indus Script. Cambridge: Cambridge University Press. 

o Estudio más exhaustivo sobre los intentos de descifrar la escritura del Indo. 

 Wright, Rita P. (2010). The Ancient Indus: Urbanism, Economy, and Society. Cambridge: 

Cambridge University Press. 

o Análisis de las estructuras sociales y económicas con implicaciones jurídicas. 
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 Ratnagar, Shereen (2001). Understanding Harappa: Civilization in the Greater Indus Valley. New 

Delhi: Tulika Books. 

o Interpretación de la evidencia arqueológica para reconstruir instituciones sociales. 

2. ESPECULACIONES SOBRE EL SISTEMA NORMATIVO HARAPPANO 

 Fairservis, Walter A. (1992). The Harappan Civilization and Its Writing: A Model for the 

Decipherment of the Indus Script. Leiden: Brill. 

o Propuestas sobre la estructura social y normativa basadas en evidencia material. 

 Miller, Daniel (1985). "Ideology and the Harappan Civilization". Journal of Anthropological 

Archaeology 4: 34-71. 

o Análisis de la ideología y poder en Harappa con implicaciones para el orden 

normativo. 

 Chakrabarti, Dilip K. (1999). India: An Archaeological History. New Delhi: Oxford University 

Press. 

o Perspectiva india sobre la civilización del Indo y su organización. 

 Cork, Edward (2005). "Peaceful Harappans? Reviewing the Evidence for the Absence of 

Warfare in the Indus Civilisation". Antiquity 79: 411-423. 

o Análisis sobre la aparente ausencia de conflicto y sus implicaciones para el orden 

social. 

3. EL DERECHO EN LOS VEDAS: DEL INDO A LOS ARIOS 

 Olivelle, Patrick (2005). Manu's Code of Law: A Critical Edition and Translation of the Mānava-

Dharmaśāstra. Oxford: Oxford University Press. 

o Edición crítica fundamental del texto legal más importante de la India antigua. 

 Jamison, Stephanie W. & Brereton, Joel P. (2014). The Rigveda: The Earliest Religious Poetry 

of India. 3 vols. Oxford: Oxford University Press. 

o Traducción completa moderna con análisis de elementos normativos. 
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 Keith, Arthur Berriedale (1925). The Religion and Philosophy of the Veda and Upanishads. 2 vols. 

Cambridge: Harvard University Press. 

o Estudio clásico sobre el pensamiento védico incluyendo aspectos jurídicos. 

 Witzel, Michael (1997). "The Development of the Vedic Canon and Its Schools". En Inside 

the Texts, Beyond the Texts. Cambridge: Harvard University Press. 

o Análisis de la formación del corpus védico y su transmisión. 

 Proferes, Theodore N. (2007). Vedic Ideals of Sovereignty and the Poetics of Power. New Haven: 

American Oriental Society. 

o Estudio sobre concepciones de poder y autoridad en los Vedas. 

4. EVOLUCIÓN HACIA EL DHARMA: TEXTOS BRAHMÁNICOS Y SUTRAS 

 Olivelle, Patrick (1999). Dharmasūtras: The Law Codes of Ancient India. Oxford: Oxford 

University Press. 

o Traducción autorizada de los principales Dharmasutras con introducción 

comprehensiva. 

 Kane, P.V. (1930-1962). History of Dharmaśāstra. 5 vols. Poona: Bhandarkar Oriental 

Research Institute. 

o Obra monumental sobre la historia del derecho dhármico. 

 Lingat, Robert (1973). The Classical Law of India. Berkeley: University of California Press. 

o Síntesis clásica del derecho indio antiguo desde perspectiva comparativa. 

 Davis, Donald R., Jr. (2010). The Spirit of Hindu Law. Cambridge: Cambridge University 

Press. 

o Interpretación moderna del pensamiento jurídico hindú. 

 Rocher, Ludo (1986). The Purāṇas. Wiesbaden: Harrassowitz. 

o Estudio de los Puranas con atención a su contenido jurídico. 

5. ESTUDIOS COMPARATIVOS Y METODOLÓGICOS 
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 Derrett, J. Duncan M. (1973). Dharmaśāstra and Juridical Literature. Wiesbaden: Harrassowitz. 

o Análisis comprehensivo de la literatura jurídica india. 

 Lariviere, Richard W. (1989). The Nāradasmṛti. Philadelphia: University of Pennsylvania. 

o Edición crítica de un importante texto legal post-védico. 

 Scharfe, Hartmut (2002). Education in Ancient India. Leiden: Brill. 

o Estudio sobre la transmisión del conocimiento, incluyendo textos legales. 

6. CONTEXTO SOCIAL Y RELIGIOSO 

 Dumont, Louis (1980). Homo Hierarchicus: The Caste System and Its Implications. Chicago: 

University of Chicago Press. 

o Análisis estructural del sistema de castas y su base normativa. 

 Heesterman, J.C. (1985). The Inner Conflict of Tradition: Essays in Indian Ritual, Kingship, and 

Society. Chicago: University of Chicago Press. 

o Estudios sobre ritual y sociedad con implicaciones jurídicas. 

 Smith, Brian K. (1994). Classifying the Universe: The Ancient Indian Varṇa System and the Origins 

of Caste. Oxford: Oxford University Press. 

o Análisis del sistema de clasificación social y su dimensión normativa. 

7. ARQUEOLOGÍA Y RECONSTRUCCIÓN HISTÓRICA 

 Allchin, Bridget & Raymond (1982). The Rise of Civilization in India and Pakistan. 

Cambridge: Cambridge University Press. 

o Síntesis arqueológica con atención a la evolución social. 

 Thapar, Romila (2002). Early India: From the Origins to AD 1300. Berkeley: University of 

California Press. 

o Historia comprehensiva con análisis de instituciones legales. 

 Erdosy, George (ed.) (1995). The Indo-Aryans of Ancient South Asia. Berlin: de Gruyter. 
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o Colección de estudios sobre la transición del Indo a la cultura védica. 

8. TEXTOS Y TRADUCCIONES FUNDAMENTALES 

 Bühler, Georg (trans.) (1886). The Laws of Manu. Oxford: Clarendon Press. 

o Primera traducción occidental completa, aún consultada. 

 Doniger, Wendy & Smith, Brian K. (trans.) (1991). The Laws of Manu. London: Penguin. 

o Traducción moderna accesible con notas explicativas. 

 

Bibliografía del Capítulo 5: China Shang y Zhou: Ancestralidad, Armonía y Sanción Celeste 

1. ADIVINACIÓN Y DERECHO EN LA DINASTÍA SHANG 

 Keightley, David N. (1978). Sources of Shang History: The Oracle-Bone Inscriptions of Bronze Age 

China. Berkeley: University of California Press.  

o Obra fundamental sobre las inscripciones oraculares como fuente histórica y jurídica. 

 Keightley, David N. (2000). The Ancestral Landscape: Time, Space, and Community in Late Shang 

China. Berkeley: Institute of East Asian Studies.  

o Análisis de la cosmovisión Shang y su relación con el orden normativo. 

 Allan, Sarah (1991). The Shape of the Turtle: Myth, Art, and Cosmos in Early China. Albany: 

SUNY Press.  

o Estudio sobre cosmología y adivinación en su dimensión normativa. 

 Shaughnessy, Edward L. (1997). Before Confucius: Studies in the Creation of the Chinese Classics. 

Albany: SUNY Press.  

o Análisis de los textos pre-confucianos incluyendo aspectos jurídicos. 

 Wang Aihe (2000). Cosmology and Political Culture in Early China. Cambridge: Cambridge 

University Press.  

o Estudio sobre la relación entre cosmología y poder político en Shang y Zhou. 
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2. EL MANDATO DEL CIELO Y LA LEGITIMIDAD ZHOU 

 Creel, Herrlee G. (1970). The Origins of Statecraft in China, Volume 1: The Western Chou Empire. 

Chicago: University of Chicago Press.  

o Análisis clásico del sistema político Zhou y el concepto del Mandato del Cielo. 

 Hsu, Cho-yun & Linduff, Katheryn M. (1988). Western Chou Civilization. New Haven: Yale 

University Press.  

o Estudio comprehensivo de la civilización Zhou con atención al sistema normativo. 

 Shaughnessy, Edward L. (1991). Sources of Western Zhou History: Inscribed Bronze Vessels. 

Berkeley: University of California Press.  

o Análisis de las inscripciones en bronce como fuentes jurídicas. 

 Li Feng (2006). Landscape and Power in Early China: The Crisis and Fall of the Western Zhou, 

1045-771 BC. Cambridge: Cambridge University Press.  

o Estudio moderno sobre el poder político y su legitimación en Zhou occidental. 

 Pines, Yuri (2002). Foundations of Confucian Thought: Intellectual Life in the Chunqiu Period. 

Honolulu: University of Hawaii Press.  

o Análisis del pensamiento político pre-imperial incluyendo el Mandato del Cielo. 

3. LI (RITUAL) Y FA (LEY): DIALÉCTICA NORMATIVA 

 Vandermeersch, Léon (1977-1980). Wangdao ou la voie royale: Recherches sur l'esprit des 

institutions de la Chine archaïque. 2 vols. Paris: École française d'Extrême-Orient.  

o Estudio magistral sobre las instituciones chinas arcaicas y su fundamento ritual. 

 Peerenboom, R.P. (1993). Law and Morality in Ancient China: The Silk Manuscripts of Huang-

Lao. Albany: SUNY Press.  

o Análisis de la relación entre ley y moralidad en el pensamiento chino antiguo. 

 Bodde, Derk & Morris, Clarence (1967). Law in Imperial China. Cambridge: Harvard 

University Press.  
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o Obra clásica sobre el derecho chino con importante sección histórica. 

 MacCormack, Geoffrey (1996). The Spirit of Traditional Chinese Law. Athens: University of 

Georgia Press.  

o Síntesis moderna sobre los principios del derecho chino tradicional. 

 Hulsewé, A.F.P. (1955). Remnants of Han Law. Leiden: Brill.  

o Aunque centrado en Han, incluye análisis fundamental de la evolución desde Zhou. 

4. EL LIBRO DE LOS DOCUMENTOS COMO FUENTE JURÍDICA 

 Legge, James (trans.) (1865). The Chinese Classics, Vol. 3: The Shoo King. Hong Kong: London 

Missionary Society.  

o Traducción clásica del Shujing, aún consultada por su aparato crítico. 

 Karlgren, Bernhard (1950). The Book of Documents. Stockholm: Museum of Far Eastern 

Antiquities.  

o Traducción filológica rigurosa con análisis de autenticidad textual. 

 Nylan, Michael (2001). The Five "Confucian" Classics. New Haven: Yale University Press.  

o Análisis moderno del canon incluyendo el Shujing como fuente normativa. 

 Meyer, Dirk (2011). Philosophy on Bamboo: Text and the Production of Meaning in Early China. 

Leiden: Brill.  

o Estudio sobre la transmisión textual y autoridad de los textos antiguos. 

5. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN LA CHINA ANTIGUA 

 Goldin, Paul R. (2011). Confucianism. Berkeley: University of California Press.  

o Análisis del confucianismo temprano y sus concepciones jurídicas. 

 Lewis, Mark Edward (1990). Sanctioned Violence in Early China. Albany: SUNY Press.  

o Estudio sobre violencia legítima y castigo en la China antigua. 
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 Turner, Karen (1992). "War, Punishment, and the Law of Nature in Early Chinese 

Concepts of the State". Harvard Journal of Asiatic Studies 53: 285-324.  

o Artículo fundamental sobre conceptos de castigo y orden natural. 

 Yates, Robin D.S. (1997). Five Lost Classics: Tao, Huang-Lao, and Yin-Yang in Han China. New 

York: Ballantine Books.  

o Análisis de textos perdidos relevantes para el pensamiento jurídico. 

6. ESTUDIOS ARQUEOLÓGICOS Y EPIGRÁFICOS 

 Bagley, Robert (1999). "Shang Archaeology". En M. Loewe & E.L. Shaughnessy (eds.), The 

Cambridge History of Ancient China. Cambridge: Cambridge University Press.  

o Síntesis arqueológica con implicaciones para entender el orden social Shang. 

 Falkenhausen, Lothar von (2006). Chinese Society in the Age of Confucius (1000-250 BC). Los 

Angeles: Cotsen Institute.  

o Reconstrucción arqueológica de la sociedad Zhou y sus instituciones. 

7. CONTEXTO HISTÓRICO Y SOCIAL 

 Loewe, Michael & Shaughnessy, Edward L. (eds.) (1999). The Cambridge History of Ancient 

China: From the Origins of Civilization to 221 B.C.. Cambridge: Cambridge University Press.  

o Historia comprehensiva con capítulos sobre instituciones jurídicas. 

 Chang, K.C. (1983). Art, Myth, and Ritual: The Path to Political Authority in Ancient China. 

Cambridge: Harvard University Press.  

o Análisis de la relación entre ritual, arte y poder político. 

 Thorp, Robert L. (2006). China in the Early Bronze Age: Shang Civilization. Philadelphia: 

University of Pennsylvania Press.  

o Síntesis reciente sobre la civilización Shang. 

8. PENSAMIENTO JURÍDICO Y FILOSÓFICO 
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 Graham, A.C. (1989). Disputers of the Tao: Philosophical Argument in Ancient China. La Salle: 

Open Court.  

o Análisis del debate filosófico con implicaciones para el pensamiento jurídico. 

 Schwartz, Benjamin I. (1985). The World of Thought in Ancient China. Cambridge: Harvard 

University Press.  

o Estudio magistral del pensamiento chino antiguo incluyendo concepciones del 

orden. 

 Puett, Michael J. (2002). To Become a God: Cosmology, Sacrifice, and Self-Divinization in Early 

China. Cambridge: Harvard University Press.  

o Análisis de las concepciones de divinidad y autoridad. 

 

Bibliografía del Capítulo 6: Mundo Precolombino: Autoridad y Ley en los Sistemas 

Mesoamericanos y Andinos 

1. DERECHO Y COSMOVISIÓN EN MESOAMÉRICA 

 León-Portilla, Miguel (1963). Aztec Thought and Culture: A Study of the Ancient Nahuatl Mind. 

Norman: University of Oklahoma Press.  

o Obra fundamental sobre el pensamiento náhuatl y sus implicaciones normativas. 

 López Austin, Alfredo (1980). Cuerpo humano e ideología: Las concepciones de los antiguos nahuas. 2 

vols. México: UNAM.  

o Análisis magistral de la cosmovisión mesoamericana y su relación con el orden social. 

 Carrasco, David (1999). City of Sacrifice: The Aztec Empire and the Role of Violence in Civilization. 

Boston: Beacon Press.  

o Estudio sobre la violencia ritual y su función en el mantenimiento del orden. 

 Florescano, Enrique (1999). Memory, Myth, and Time in Mexico: From the Aztecs to Independence. 

Austin: University of Texas Press.  

o Análisis de la concepción del tiempo y la historia en su dimensión normativa. 
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2. EL SISTEMA JURÍDICO AZTECA 

 Offner, Jerome A. (1983). Law and Politics in Aztec Texcoco. Cambridge: Cambridge University 

Press.  

o Estudio fundamental del sistema legal en Texcoco, con análisis detallado de casos. 

 Rounds, J. (1982). Dynastic Succession and the Centralization of Power in Tenochtitlan. Washington: 

Dumbarton Oaks.  

o Análisis del derecho sucesorio y la legitimidad política azteca. 

 Berdan, Frances F. (2014). Aztec Archaeology and Ethnohistory. Cambridge: Cambridge 

University Press.  

o Síntesis moderna con atención a las instituciones jurídicas. 

 Calnek, Edward E. (1978). "The Internal Structure of Tenochtitlan". En E.R. Wolf (ed.), 

The Valley of Mexico. Albuquerque: University of New Mexico Press.  

o Análisis de la organización urbana y su marco jurídico. 

3. DERECHO PENAL AZTECA 

 Offner, Jerome A. (1979). "A Reassessment of the Extent and Structuring of the Empire of 

Techotlalatzin". Ethnohistory 26: 231-241.  

o Análisis del sistema de justicia criminal en el imperio tepaneca. 

 González Torres, Yólotl (1985). El sacrificio humano entre los mexicas. México: INAH/FCE.  

o Estudio del sacrificio como sanción penal última. 

 Batalla Rosado, Juan José (2007). "El Libro escrito europeo del Códice Magliabechiano". 

Itinerarios 5: 113-142.  

o Análisis de fuentes sobre el sistema penal azteca. 

4. DERECHO CIVIL Y MERCANTIL AZTECA 

 Rojas, José Luis de (1998). La moneda indígena y sus usos en la Nueva España en el siglo XVI. 

México: CIESAS.  
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o Estudio del sistema económico y su regulación jurídica. 

 Hassig, Ross (1985). Trade, Tribute, and Transportation: The Sixteenth-Century Political Economy of 

the Valley of Mexico. Norman: University of Oklahoma Press.  

o Análisis del sistema comercial y tributario azteca. 

 Berdan, Frances F. et al. (1996). Aztec Imperial Strategies. Washington: Dumbarton Oaks.  

o Estudio colectivo sobre la administración imperial y sus aspectos jurídicos. 

5. EL TAWANTINSUYU: DERECHO Y ADMINISTRACIÓN INCA 

 Murra, John V. (1980). The Economic Organization of the Inka State. Greenwich: JAI Press.  

o Obra fundamental sobre la organización económica y su marco jurídico. 

 Zuidema, R. Tom (1964). The Ceque System of Cuzco: The Social Organization of the Capital of the 

Inca. Leiden: Brill.  

o Análisis del sistema de organización espacial y social del Cuzco. 

 Rostworowski, María (1999). History of the Inca Realm. Cambridge: Cambridge University 

Press.  

o Historia comprehensiva con atención a las instituciones jurídicas. 

 D'Altroy, Terence N. (2002). The Incas. Oxford: Blackwell.  

o Síntesis moderna sobre la civilización inca incluyendo su sistema legal. 

6. INSTITUCIONES JURÍDICAS INCAICAS 

 Rowe, John H. (1946). "Inca Culture at the Time of the Spanish Conquest". En J.H. 

Steward (ed.), Handbook of South American Indians, vol. 2. Washington: Smithsonian 

Institution.  

o Descripción clásica de las instituciones incas en el momento del contacto. 

 Patterson, Thomas C. (1991). The Inca Empire: The Formation and Disintegration of a Pre-

Capitalist State. Oxford: Berg.  

o Análisis marxista del estado inca y sus instituciones. 
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 Urton, Gary (2003). Signs of the Inka Khipu: Binary Coding in the Andean Knotted-String Records. 

Austin: University of Texas Press.  

o Estudio del quipu como sistema de registro con implicaciones jurídicas. 

 Salomon, Frank (2004). The Cord Keepers: Khipus and Cultural Life in a Peruvian Village. 

Durham: Duke University Press.  

o Análisis etnográfico del uso continuado del quipu y su función administrativa. 

7. OTROS SISTEMAS JURÍDICOS PRECOLOMBINOS 

 Carmack, Robert M. (1981). The Quiché Mayas of Utatlán. Norman: University of Oklahoma 

Press.  

o Estudio del sistema político-jurídico maya quiché. 

 Schele, Linda & Freidel, David (1990). A Forest of Kings: The Untold Story of the Ancient 

Maya. New York: William Morrow.  

o Análisis del poder real maya y su legitimación. 

 Fash, William L. (1991). Scribes, Warriors and Kings: The City of Copán and the Ancient Maya. 

London: Thames and Hudson.  

o Estudio de Copán con atención a las instituciones políticas y jurídicas. 

8. FUENTES Y METODOLOGÍA 

 Boone, Elizabeth Hill (2000). Stories in Red and Black: Pictorial Histories of the Aztecs and 

Mixtecs. Austin: University of Texas Press.  

o Análisis de los códices como fuentes históricas y jurídicas. 

 Lockhart, James (1992). The Nahuas After the Conquest. Stanford: Stanford University Press.  

o Estudio fundamental sobre la continuidad y cambio en las instituciones nahuas. 

 Restall, Matthew (2003). Seven Myths of the Spanish Conquest. Oxford: Oxford University 

Press.  

o Revisión crítica de las fuentes sobre el derecho precolombino. 
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9. ESTUDIOS COMPARATIVOS 

 Trigger, Bruce G. (2003). Understanding Early Civilizations: A Comparative Study. Cambridge: 

Cambridge University Press.  

o Análisis comparativo incluyendo sistemas legales precolombinos. 

 Conrad, Geoffrey W. & Demarest, Arthur A. (1984). Religion and Empire: The Dynamics of 

Aztec and Inca Expansionism. Cambridge: Cambridge University Press.  

o Comparación de los sistemas imperiales azteca e inca. 

o  

Bibliografía del Capítulo 7: Tabú, Totemismo y Prohibición: Aportes de la Antropología 

Jurídica 

1. LOS FUNDAMENTOS ANTROPOLÓGICOS DEL DERECHO ARCAICO 

 Malinowski, Bronislaw (1926). Crime and Custom in Savage Society. London: Kegan Paul.  

o Obra fundacional de la antropología jurídica basada en trabajo de campo en 

Trobriand. 

 Radcliffe-Brown, A.R. (1952). Structure and Function in Primitive Society. London: Cohen & 

West.  

o Análisis estructural-funcionalista del derecho en sociedades primitivas. 

 Gluckman, Max (1955). The Judicial Process among the Barotse of Northern Rhodesia. Manchester: 

Manchester University Press.  

o Estudio etnográfico clásico sobre procesos judiciales africanos. 

 Hoebel, E. Adamson (1954). The Law of Primitive Man: A Study in Comparative Legal Dynamics. 

Cambridge: Harvard University Press.  

o Síntesis fundamental de la antropología jurídica comparativa. 

 Pospisil, Leopold (1971). Anthropology of Law: A Comparative Theory. New York: Harper & 

Row.  
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o Teoría comparativa del derecho desde perspectiva antropológica. 

 Nader, Laura (ed.) (1969). Law in Culture and Society. Chicago: Aldine.  

o Colección seminal de estudios en antropología jurídica. 

2. EL TABÚ COMO FORMA PRIMORDIAL DE NORMATIVIDAD 

 Freud, Sigmund (1913). Totem und Tabu. Leipzig: Hugo Heller.  

o Análisis psicoanalítico fundamental del tabú y su función social. 

 Douglas, Mary (1966). Purity and Danger: An Analysis of Concepts of Pollution and Taboo. 

London: Routledge & Kegan Paul.  

o Estudio estructuralista clásico sobre sistemas de clasificación y tabú. 

 Steiner, Franz (1956). Taboo. London: Cohen & West.  

o Análisis antropológico comprehensivo del fenómeno del tabú. 

 Webster, Hutton (1942). Taboo: A Sociological Study. Stanford: Stanford University Press.  

o Estudio comparativo del tabú en diversas culturas. 

 Radcliffe-Brown, A.R. (1939). Taboo. Cambridge: Cambridge University Press.  

o Conferencia fundamental sobre la función social del tabú. 

3. TOTEMISMO Y ORGANIZACIÓN JURÍDICA DEL PARENTESCO 

 Lévi-Strauss, Claude (1962). Le totémisme aujourd'hui. Paris: PUF.  

o Deconstrucción del concepto de totemismo y su reinterpretación estructural. 

 Lévi-Strauss, Claude (1949). Les structures élémentaires de la parenté. Paris: PUF.  

o Análisis estructural fundamental de los sistemas de parentesco y sus reglas. 

 Durkheim, Émile (1912). Les formes élémentaires de la vie religieuse. Paris: Alcan.  

o Análisis clásico del totemismo australiano y su función social. 

 Frazer, James George (1910). Totemism and Exogamy. 4 vols. London: Macmillan.  
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o Obra enciclopédica sobre totemismo, aunque teóricamente superada. 

 Fortes, Meyer (1945). The Dynamics of Clanship among the Tallensi. London: Oxford University 

Press.  

o Estudio etnográfico sobre parentesco y organización jurídica. 

4. SISTEMAS VINDICATORIOS Y JUSTICIA PRIMITIVA 

 Evans-Pritchard, E.E. (1940). The Nuer: A Description of the Modes of Livelihood and Political 

Institutions of a Nilotic People. Oxford: Clarendon Press.  

o Análisis clásico de la vendetta y compensación entre los Nuer. 

 Bohannan, Paul (1957). Justice and Judgment among the Tiv. London: Oxford University Press.  

o Estudio de los sistemas de justicia en África occidental. 

 Miller, William Ian (1990). Bloodtaking and Peacemaking: Feud, Law, and Society in Saga Iceland. 

Chicago: University of Chicago Press.  

o Análisis de la venganza de sangre y su regulación en Islandia medieval. 

 Black-Michaud, Jacob (1975). Cohesive Force: Feud in the Mediterranean and the Middle East. 

Oxford: Blackwell.  

o Estudio comparativo de la vendetta en sociedades mediterráneas. 

 Verdier, Raymond (ed.) (1980-1984). La vengeance. 4 vols. Paris: Cujas.  

o Obra colectiva fundamental sobre sistemas vindicatorios. 

5. RITUAL JURÍDICO Y PROCEDIMIENTOS ORDÁLICOS 

 Turner, Victor (1969). The Ritual Process: Structure and Anti-Structure. Chicago: Aldine.  

o Teoría fundamental del ritual y su función social. 

 Van Gennep, Arnold (1909). Les rites de passage. Paris: Émile Nourry.  

o Análisis clásico de los rituales de transición con implicaciones jurídicas. 
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 Roberts, John M. (1965). "Oaths, Autonomic Ordeals, and Power". American Anthropologist 

67: 186-212.  

o Análisis antropológico de las ordalías y su función. 

 Bartlett, Robert (1986). Trial by Fire and Water: The Medieval Judicial Ordeal. Oxford: 

Clarendon Press.  

o Estudio histórico-antropológico de las ordalías medievales. 

6. ESTUDIOS REGIONALES Y COMPARATIVOS 

 Comaroff, John L. & Roberts, Simon (1981). Rules and Processes: The Cultural Logic of Dispute 

in an African Context. Chicago: University of Chicago Press.  

o Análisis procesual del derecho en sociedades africanas. 

 Moore, Sally Falk (1978). Law as Process: An Anthropological Approach. London: Routledge & 

Kegan Paul.  

o Teoría procesual del derecho desde la antropología. 

 Gulliver, P.H. (1963). Social Control in an African Society: The Arusha of Northern Tanganyika. 

London: Routledge & Kegan Paul.  

o Estudio etnográfico sobre control social y resolución de disputas. 

7. TEORÍA Y MÉTODO 

 Maine, Henry Sumner (1861). Ancient Law: Its Connection with the Early History of Society and 

Its Relation to Modern Ideas. London: John Murray.  

o Obra fundacional del evolucionismo jurídico, criticada pero influyente. 

 Diamond, A.S. (1971). Primitive Law Past and Present. London: Methuen.  

o Síntesis moderna sobre la evolución del derecho primitivo. 
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Bibliografía del Capítulo 8: El Tránsito del Rito a la Forma Escrita: Génesis de la Norma 

Codificada 

1. ESTUDIOS TEÓRICOS SOBRE ORALIDAD Y ESCRITURA 

 Goody, Jack (1977). The Domestication of the Savage Mind. Cambridge: Cambridge University 

Press. 

o Obra fundamental sobre el impacto de la escritura en las estructuras cognitivas y 

sociales. 

 Goody, Jack (1986). The Logic of Writing and the Organization of Society. Cambridge: Cambridge 

University Press. 

o Análisis esencial sobre cómo la escritura transforma las instituciones jurídicas y 

religiosas. 

 Havelock, Eric A. (1986). The Muse Learns to Write: Reflections on Orality and Literacy from 

Antiquity to the Present. New Haven: Yale University Press. 

o Estudio clásico sobre la transición de la oralidad a la escritura en el mundo antiguo. 

 Ong, Walter J. (1982). Orality and Literacy: The Technologizing of the Word. London: Methuen. 

o Texto fundamental sobre las diferencias entre culturas orales y escritas. 

 Assmann, Jan (1992). Das kulturelle Gedächtnis: Schrift, Erinnerung und politische Identität in frühen 

Hochkulturen. München: C.H. Beck. 

o Análisis crucial sobre memoria cultural y escritura en las primeras civilizaciones. 

2. PRIMERAS CODIFICACIONES JURÍDICAS 

 Roth, Martha T. (1995). Law Collections from Mesopotamia and Asia Minor. Atlanta: Scholars 

Press. 

o Traducción autorizada y comentario de los principales códigos legales 

mesopotámicos. 

 Westbrook, Raymond (ed.) (2003). A History of Ancient Near Eastern Law. 2 vols. Leiden: 

Brill. 
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o Obra de referencia comprehensiva sobre el derecho del Próximo Oriente antiguo. 

 Charpin, Dominique (2003). Hammu-rabi de Babylone. París: PUF. 

o Estudio definitivo sobre Hammurabi y su código en contexto histórico. 

 Bottéro, Jean (1987). Mésopotamie: L'écriture, la raison et les dieux. París: Gallimard. 

o Análisis magistral de la relación entre escritura, racionalidad y religión en 

Mesopotamia. 

 Hoffner, Harry A. (1997). The Laws of the Hittites: A Critical Edition. Leiden: Brill. 

o Edición crítica fundamental de las leyes hititas. 

3. ESCRITURA Y PODER EN EL DERECHO 

 Clanchy, Michael T. (1979). From Memory to Written Record: England 1066-1307. London: 

Edward Arnold. 

o Estudio paradigmático sobre la transición de la oralidad a la escritura en el derecho 

medieval. 

 Stock, Brian (1983). The Implications of Literacy: Written Language and Models of Interpretation in 

the Eleventh and Twelfth Centuries. Princeton: Princeton University Press. 

o Análisis fundamental sobre el impacto de la alfabetización en el pensamiento jurídico 

medieval. 

 Bowman, Alan K. & Woolf, Greg (eds.) (1994). Literacy and Power in the Ancient World. 

Cambridge: Cambridge University Press. 

o Colección esencial sobre la relación entre escritura y poder político. 

 Harris, William V. (1989). Ancient Literacy. Cambridge: Harvard University Press. 

o Estudio cuantitativo y cualitativo sobre los niveles de alfabetización en el mundo 

antiguo. 

4. MONUMENTALIZACIÓN Y MATERIALIDAD DEL DERECHO 
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 Slanski, Kathryn E. (2003). The Babylonian Entitlement narûs (kudurrus): A Study in Their Form 

and Function. Boston: American Schools of Oriental Research. 

o Análisis de los monumentos jurídicos babilónicos como objetos materiales y 

simbólicos. 

 Winter, Irene J. (1985). "After the Battle is Over: The Stele of the Vultures and the 

Beginning of Historical Narrative in the Art of the Ancient Near East". En H. Kessler & 

M.S. Simpson (eds.), Pictorial Narrative in Antiquity and the Middle Ages. Washington: National 

Gallery of Art. 

o Estudio pionero sobre la función narrativa y jurídica de los monumentos. 

 Börker-Klähn, Jutta (1982). Altvorderasiatische Bildstelen und vergleichbare Felsreliefs. Mainz: von 

Zabern. 

o Catálogo y análisis de estelas y relieves con contenido jurídico. 

5. ARCHIVOS, BIBLIOTECAS Y CONTROL DEL CONOCIMIENTO 

 Brosius, Maria (ed.) (2003). Ancient Archives and Archival Traditions: Concepts of Record-Keeping 

in the Ancient World. Oxford: Oxford University Press. 

o Obra fundamental sobre las prácticas archivísticas en el mundo antiguo. 

 Pédersén, Olof (1998). Archives and Libraries in the Ancient Near East, 1500-300 B.C.. 

Bethesda: CDL Press. 

o Estudio exhaustivo de las instituciones de conservación documental. 

 Clancier, Philippe (2009). Les bibliothèques en Babylonie dans la deuxième moitié du Ier millénaire 

av. J.-C.. Münster: Ugarit-Verlag. 

o Análisis del papel de las bibliotecas en la transmisión del saber jurídico. 

6. SACERDOTES, ESCRIBAS Y JURISTAS 

 van der Toorn, Karel (2007). Scribal Culture and the Making of the Hebrew Bible. Cambridge: 

Harvard University Press. 
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o Estudio fundamental sobre la cultura escribal y la formación de textos sagrados con 

contenido legal. 

 Lenzi, Alan (2008). Secrecy and the Gods: Secret Knowledge in Ancient Mesopotamia and Biblical 

Israel. Helsinki: Neo-Assyrian Text Corpus Project. 

o Análisis del conocimiento esotérico y su relación con el poder jurídico-religioso. 

 Veldhuis, Niek (2014). History of the Cuneiform Lexical Tradition. Münster: Ugarit-Verlag. 

o Historia de la educación escribal y la transmisión del conocimiento jurídico. 

7. ORALIDAD Y ESCRITURA EN TRADICIONES JURÍDICAS ESPECÍFICAS 

 Kelly, Fergus (1988). A Guide to Early Irish Law. Dublin: Dublin Institute for Advanced 

Studies. 

o Obra de referencia sobre el derecho irlandés temprano y sus características orales. 

 Rio, Alice (2009). Legal Practice and the Written Word in the Early Middle Ages. Cambridge: 

Cambridge University Press. 

o Estudio comparativo de las prácticas legales escritas en la Alta Edad Media. 

 Drew, Katherine Fischer (1991). The Laws of the Salian Franks. Philadelphia: University of 

Pennsylvania Press. 

o Edición y análisis de la Ley Sálica como ejemplo de codificación temprana. 

8. PERVIVENCIAS ORALES EN SISTEMAS ESCRITOS 

 Thomas, Rosalind (1992). Literacy and Orality in Ancient Greece. Cambridge: Cambridge 

University Press. 

o Análisis definitivo de la coexistencia de tradiciones orales y escritas en el derecho 

griego. 

 Zumthor, Paul (1987). La lettre et la voix: De la "littérature" médiévale. París: Seuil. 

o Estudio fundamental sobre la voz y la escritura en la cultura medieval. 
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 Carruthers, Mary (1990). The Book of Memory: A Study of Memory in Medieval Culture. 

Cambridge: Cambridge University Press. 

o Obra esencial sobre las técnicas de memoria y su relación con los textos jurídicos. 

 McKitterick, Rosamond (ed.) (1990). The Uses of Literacy in Early Mediaeval Europe. 

Cambridge: Cambridge University Press. 

o Colección fundamental sobre los usos prácticos de la escritura, incluyendo el ámbito 

jurídico. 

 

 

 


